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Introducción 

Sebastián Bitar y Arlene B. Tickner 


La narrativa dominante sobre la interacción de Colombia con el mundo 
señala que antes de la pérdida de Panamá el país desempeñaba un papel relati¬ 
vamente activo en el ámbito internacional y se perfilaba como un actor con un 
potencial significativo, dada su ubicación estratégica y sus vastos recursos na¬ 
turales (Randall 1992, 98). Sin embargo, el síndrome de Panamá produjo una 
crisis nacional que modificó dramáticamente la percepción colombiana de su 
propio papel mundial y dejó como legado un imaginario nacional introverti¬ 
do y de bajo perfil (López Michelsen 1989,157). 

Poco tiempo antes, Colombia sufrió otro episodio traumático: la guerra de 
los Mil Días, la más grande de su tipo en América Latina durante el siglo xix. 
El hecho de que el país entrara al siglo xx en medio de tales conflictos más que 
la existencia de otros factores comunes a los estados periféricos o en vías de de¬ 
sarrollo —como la asimetría que caracteriza al sistema internacional, el poder 
militar y económico limitado, el ejercicio relativo de la soberanía y el carácter 
difuso de las fronteras nacionales (debido principalmente al legado colonial)— 
generó un efecto decisivo y de largo aliento sobre sus relaciones con el extran¬ 
jero (Pardo y Tokatlian 2010). 

Haciendo eco de la famosa metáfora de Colombia como el Tíbet de Sud- 
américa, acuñada inicialmente por el expresidente Alfonso López Michel¬ 
sen, Rodrigo Pardo y Juan G. Tokatlian (2010) argumentan que los múltiples 
conflictos internos y externos que hubo en Colombia hasta el nuevo milenio 
—una situación paradigmática en Latinoamérica— resultaron en una identi¬ 
dad caracterizada por el repliegue, el ensimismamiento, la pasividad y el aco¬ 
modo, con considerables repercusiones para la política exterior, tales como la 
asociación con Estados Unidos (Tickner 2007). Para la muestra, Marco Fidel 
Suárez, en su calidad de miembro de la Comisión Asesora de Relaciones Ex¬ 
teriores (care), ministro de Relaciones Exteriores y, luego, presidente de la re¬ 
pública, propició la idea de que la hegemonía estadounidense en el continente 
era inevitable y que la alineación irrestricta de Colombia con el Polo Norte era 
necesaria para garantizar la satisfacción de los intereses nacionales y, en par¬ 
ticular, el desarrollo económico (Drekonja 1983, 70-71). La doctrina resultante, 
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el réspice polum, dio lugar a la constitución de Colombia como país “subordi¬ 
nado”, “aliado”, “asociado” y “amigo” de Washington en múltiples ámbitos de 
la política internacional. 

De la mano de la relación prioritaria con Estados Unidos, el crecimiento de 
las exportaciones de café y caucho y la inversión extranjera dirigida a la explo¬ 
ración de petróleo se presentaron como los otros aspectos importantes de la in¬ 
teracción del país con el resto del mundo a principios del siglo xx. A medida 
que corría ese siglo, Colombia avanzó en sus relaciones internacionales de di¬ 
versas formas. Los discursos globales, en su mayoría producidos e impulsados 
por Europa y Estados Unidos, marcaron la evolución e implantación de dife¬ 
rentes prácticas políticas, económicas y sociales en el país. Entre ellas, estaba la 
organización y el desarrollo económico promovidos desde el exterior mediante 
visitas internacionales, como las misiones Kemmerer (en los años veinte) y Cu- 
rrie (en los años cincuenta) y la participación colombiana en organismos inter¬ 
nacionales, como el Banco Mundial. Al mismo tiempo, Colombia buscó junto 
con otros países latinoamericanos un lugar en la formulación del derecho in¬ 
ternacional, sobre todo en lo concerniente a los principios de la soberanía y la 
no intervención para los países más débiles. Además, cultivó una imagen ex¬ 
terna basada en el respeto por las reglas de juego mundiales resultantes. Esta 
fue reconocida ampliamente entre los demás miembros de la comunidad inter¬ 
nacional hasta la última década, cuando el país comenzó a utilizar de manera 
más estratégica el derecho a raíz de las disputas legales territoriales y maríti¬ 
mas en las que se ha visto involucrado desde inicios del siglo xxi (véanse los 
capítulos de Urueña, y Benavides y Encinales en este libro). 

En materia económica, Colombia le apostó a un modelo de apertura eco¬ 
nómica a finales de los ochenta, que reemplazó el desarrollismo de Estado y la 
sustitución de importaciones. Ese proceso todavía no ha avanzado lo suficiente 
como para que Colombia deje de ser un país cerrado comercialmente en com¬ 
paración con otros de América Latina y con los desarrollados (véase el capítulo 
de Andonova, Bitar y García en este libro). Por otro lado, la inversión extran¬ 
jera y la cooperación internacional aumentaron significativamente desde fina¬ 
les de los años noventa. El boom petrolero y minero atrajo grandes sumas de 
inversión y generó rentas mucho mayores para el Estado a las que tenía en el 
viejo modelo de control semiestatal de la explotación (Bitar y Caballero 2016). 
Sin embargo, los beneficios de estos sectores siguen dependiendo de los vaive¬ 
nes de los precios internacionales. Por ejemplo, el descenso del precio del pe¬ 
tróleo produjo una crisis fiscal que desaceleró el crecimiento y obligó a subir 
los impuestos para sostener un alto gasto público en el 2015. 

En lo que concierne a la seguridad, Colombia ha experimentado formas 
complejas de interacción con el exterior. La participación de Estados Unidos 
en el Plan Colombia y en la lucha contra el narcotráfico llegó a ser tan im- 
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portante para el Estado colombiano que los demás temas de política exterior 
quedaron rezagados. La adaptación estratégica del discurso estadounidense 
sobre el terrorismo también desempeñó un papel clave en el combate contra 
las Fuerzas Armadas Revolucionaras de Colombia (farc) y otros grupos ar¬ 
mados (Borda 2007; Tickner 2007). A su vez, en los procesos de negociación 
política con estos grupos hubo una participación masiva de actores interna¬ 
cionales distintos a Washington entre 1998 y el 2001 y una menor, aunque im¬ 
portante, entre el 2012 y el 2016 (véase el capítulo de Borda y Gómez en este 
libro). La reinserción a la vida civil de las farc, la negociación con el Ejército 
de Liberación Nacional (eln) y las promesas (y los desafíos) del posconflicto 
plantean una nueva agenda externa que ha acercado al país a sus vecinos, Ve¬ 
nezuela y Ecuador, después de unas relaciones tensas en los años anteriores, y 
ha dado protagonismo a Cuba, Noruega, Chile, la Unión Europea y las Nacio¬ 
nes Unidas. Así, después de la “narcotización” de la política exterior a finales 
del siglo xx, la paz se ha convertido en el nuevo eje de las relaciones interna¬ 
cionales de Colombia. 


Nuevas miradas sobre las relaciones internacionales de Colombia 

Desde la década de los ochenta, cuando se consolidó el campo de las Relacio¬ 
nes Internacionales en Colombia, quienes analizan las interacciones externas 
del país se han preocupado por describir los rasgos generales de la política ex¬ 
terior en cada periodo presidencial y por examinar sus relaciones políticas, de 
seguridad y, en menor medida, económicas con algunas contrapartes extran¬ 
jeras, principalmente Estados Unidos, Europa y los países vecinos (Tickner y 
Borda 2011). En términos generales, la literatura especializada comparte un 
conjunto de supuestos y argumentos que no han sido sujetos a interpelaciones 
empíricas ni conceptuales que los confirmen o los desmientan, de modo que 
se han constituido en una suerte de lugares comunes (véanse los capítulos de 
Bernal y Tickner y de Amaya en este libro). Entre los que más se repiten, vale 
la pena mencionar los siguientes: 

1. La descripción de la política exterior colombiana en función de dos doc¬ 
trinas que, según la literatura, han orientado la gestión internacional del 
país en distintos momentos históricos, a saber: la de réspice polum y la de 
réspice similia. Estas se caracterizan por un mayor acercamiento a los Es¬ 
tados Unidos, en el caso de la primera doctrina, o a los países de América 
Latina, en el caso de la segunda. Aun cuando se reconoce la existencia de 
otros ejes de inserción internacional o la combinación de las dos doctrinas 
según el tema y la coyuntura (Tickner 2003), pocos intentos ha habido de 
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rastrear de manera analítica su origen ni de interrogar críticamente su uti¬ 
lidad para comprender las relaciones de Colombia con el mundo. 

2. El análisis del Estado como si este actuara de forma racional y unitaria. Se 
considera a Colombia un actor monolítico, sin ahondar en la identificación 
de los principales jugadores que actúan en su nombre, los procesos por me¬ 
dio de los cuales se formula y se ejecuta la política exterior, las disputas y 
luchas por el poder que se tejen entre distintos actores en medio de las agen¬ 
das y estrategias que se deben ejecutar y las diversas subjetividades que pro¬ 
yecta el país en la escena internacional. 

3. En la mayoría de los casos, se parte del supuesto de que Colombia ha sido 
un país que por pragmatismo o convicción ideológica se ha subordinado a 
Estados Unidos o se ha asociado con este. Si bien dicha apreciación puede 
ser cierta, poco se ha indagado sobre los cálculos de costos y beneficios que 
han realizado los distintos gobiernos acerca de su relación con el país del 
norte ni sobre los factores identitarios que pueden llevar a los tomadores 
de decisión y a sectores diferentes de la población nacional a ver la cercanía 
con Washington como algo positivo. 

4. Se afirma que la política exterior colombiana es presidencialista, condición 
que aplica para todo país en el que el Ejecutivo es el que se encarga de los 
temas internacionales. Sin embargo, no hay intentos por precisar las parti¬ 
cularidades del presidencialismo colombiano (más allá de anotar su perso¬ 
nalismo e uso clientelista del servicio exterior), su posible impacto en la toma 
de decisiones ni de verificar si condiciona las actuaciones internacionales del 
país en comparación con las de otros sistemas presidencialistas. Tampoco 
ha habido muchos esfuerzos por estudiar sistemáticamente la participación 
de otros actores sub y no estatales en diferentes momentos de la formula¬ 
ción de la política exterior, incluidos los grupos de interés, los partidos po¬ 
líticos y los gobiernos locales. Por último, no se ha explorado en Colombia 
la idea de los funcionarios públicos de todos los organismos y niveles del 
Estado como hacedores de política exterior a través de redes globales de go- 
bernanza (Slaugther 2009). 

5. En relación con lo anterior, es poco lo que se conoce en general sobre el pro¬ 
ceso decisorio en la política exterior y sus jugadores principales. Por ejem¬ 
plo, se ha afirmado que el Ministerio de Relaciones Exteriores ha perdido 
protagonismo durante los últimos quince años, entre otros factores, por la 
militarización de la agenda externa a raíz del conflicto armado. Sin em¬ 
bargo, ello no ha dado lugar a estudios más profundos sobre el papel que el 
Ministerio de Defensa desempeña (véase el capítulo de Bitar en este libro) 
o el de otros actores estatales y no estatales. 
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Además de la reproducción acrítica de los lugares comunes, el estudio de las 
relaciones internacionales de Colombia tiene un marcado carácter descriptivo, 
que se orienta al examen de aspectos temáticos puntuales (como la seguridad) 
y las relaciones bilaterales con algunas contrapartes extranjeras, generalmente 
en periodos gubernamentales determinados. En el trabajo existente hay gran¬ 
des vacíos en lo que respecta a las interacciones colombianas con diversos or¬ 
ganismos multilaterales, las relaciones con países distintos a Estados Unidos, 
los vecinos regionales y Europa y el comportamiento ante temas como los de¬ 
rechos humanos, el medio ambiente (véase el capítulo de Cavelier y Rodríguez 
en este libro), el comercio y la cooperación internacional (véase el capítulo de 
Bergamaschi, García y Santacruz). Tampoco, con pocas excepciones, existen 
esfuerzos sistemáticos por analizar la política internacional a partir de mar¬ 
cos conceptuales específicos ni de ir más allá de las fórmulas cronológicas y 
temáticas señaladas. 

Algunos de los intentos por desarrollar marcos conceptuales para analizar 
la política exterior de Colombia incluyen los trabajos de Tickner (2002), que 
problematiza mediante un lente constructivista el carácter unitario del Estado 
colombiano; los de Tickner (2007) y Borda (2012), que hacen uso de la idea de 
la intervención por invitación y la internacionalización respectivamente para 
examinar las estrategias conscientes y deliberadas mediante las cuales distin¬ 
tos gobiernos colombianos han involucrado a actores externos en el conflicto 
armado; el de Bitar (2016), que desarrolla un modelo de interacción entre lo 
doméstico y lo internacional para explicar qué tan formal es la presencia mi¬ 
litar de los Estados Unidos en países de América Latina, incluida Colombia; y 
el de Long (2015), que establece las condiciones en las que algunos gobiernos 
colombianos (entre otros) han influido en la agenda de la política exterior de 
los Estados Unidos para lograr apoyo para el país mediante programas como 
la Alianza para el Progreso y el Plan Colombia. Aunque su punto de partida 
es distinto, Rojas (2015) y Monroy (2014) también realizan aportes sugerentes 
a la comprensión de las relaciones colombo-estadounidenses, al examinar las 
motivaciones políticas y militares y el proceso de toma de decisiones que lle¬ 
varon a Washington a involucrarse de manera más directa en la crisis de se¬ 
guridad interna de Colombia. 

Con miras a enriquecer la literatura producida en Colombia sobre las rela¬ 
ciones internacionales del país y poner de relieve algunas de las formas alterna¬ 
tivas en las que podría orientarse el estudio de estas, este libro recoge el trabajo 
de un grupo de profesores y estudiantes de posgrado de la Universidad de los 
Andes y de varios coautores externos sobre distintas facetas de las interaccio¬ 
nes colombianas con el mundo. Los profesores y los estudiantes forman parte 
del Centro de Estudios Internacionales (cei) y de los departamentos de Cien¬ 
cia Política, Filosofía, Antropología y Lenguas y Cultura de las facultades de 
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Derecho y Administración y la Escuela de Gobierno Alberto Lleras Camargo, 
entre otros. 

El libro da insumos variados y complementarios a partir de los enfoques 
disciplinarios de sus autores. Entre ellos, se destacan la crítica a los lugares co¬ 
munes que se reproducen constantemente en el estudio de la política exterior 
colombiana, el papel de Colombia en los procesos comerciales, de inversión y 
de cooperación internacional, la importación de discursos globales, la partici¬ 
pación en foros internacionales sobre temas clave (como el cambio climático), 
la construcción de escenarios de amenaza o éxito para justificar políticas de 
seguridad y las estrategias empleadas por diversos actores domésticos para le¬ 
gitimar en el ámbito internacional sus objetivos. Además de ahondar en algu¬ 
nos aspectos subexplorados por la literatura especializada, el principal aporte 
del libro radica en su carácter pluridisciplinario, el cual permite aproximarse 
al análisis de las relaciones internacionales de Colombia desde diferentes cam¬ 
pos del saber, temáticas y lentes conceptuales, distintos a los acostumbrados. 
De esta forma, los capítulos presentan en su conjunto una radiografía multi- 
dimensional de algunos de las facetas centrales de la política externa del país 
y formulan propuestas sugerentes para su estudio futuro más allá de los aná¬ 
lisis coyunturales y descriptivos. 

Este ejercicio reflexivo permite mostrar, entre otros elementos, distintas 
temporalidades de la interrelación de Colombia con el mundo en el plano de 
la economía, la diplomacia, el conflicto y la paz, la identidad y las ideas. Asi¬ 
mismo, presenta los espacios de maniobra que el país ha tenido y generado para 
direccionar, apropiar, representar y enmarcar su lugar global así como el del 
mundo en el interior del territorio nacional. Si bien el retrato que deja el libro 
es el de un país cuyas relaciones internacionales han sido algo tímidas, tam¬ 
bién plantea la necesidad de reevaluar y matizar la supuesta pasividad colom¬ 
biana ante los fenómenos mundiales. 

El libro está organizado en cuatro partes, a saber: “Elementos para el aná¬ 
lisis de la política exterior de Colombia”, “Colombia en la escena multilateral 
y supranacional”, “Seguridad y posconflicto” y “Economía y cooperación”. En 
cada una es posible ver el análisis empírico sistemático de aspectos neurálgi¬ 
cos de las relaciones internacionales así como la formulación de marcos con¬ 
ceptuales novedosos para la comprensión teórica de estas. 


Elementos para el análisis de la política exterior de Colombia 

En esta sección se examinan algunos aspectos de lo que convencionalmente se 
conoce como la política exterior colombiana, es decir, las estrategias y aproxima¬ 
ciones que los gobiernos seleccionan para lograr sus objetivos en relación con 
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distintas contrapartes internacionales. En el primer capítulo José Luis Bernal y 
Arlene B. Tickner indagan sobre la asociación de Colombia con Estados Unidos 
como rasgo permanente de las interacciones del país con el mundo y la buena 
acogida de esta asociación entre las élites nacionales a través del tiempo. Para 
ello, sugieren que el proamericanismo constituye un elemento neurálgico de lo 
que denominan el imaginario de política exterior, que se explora a través de las 
prácticas discursivas de los representantes del Estado en dos momentos clave 
de la historia colombiana: la pérdida de Panamá y la Alianza para el Progreso. 

Por su parte, Rodrigo Amaya P. ofrece en el segundo capítulo una mirada 
crítica a los lugares comunes del estudio de la política exterior colombiana. El 
autor muestra cómo la literatura académica cae frecuentemente en la acepta¬ 
ción de ideas poco discutidas o sustentadas empíricamente, como el excesivo 
presidencialismo, el hermetismo en la toma de decisiones, la importancia de la 
relación con los Estados Unidos, entre otros. El capítulo llama a que se generen 
nuevas perspectivas, aparatos conceptuales y metodologías para escapar de los 
lugares comunes y entender más a profundidad la política exterior colombiana. 

En el tercer capítulo René Urueña explora cómo se ha transformado la pos¬ 
tura de Colombia frente al derecho internacional en los últimos años. El capí¬ 
tulo estudia críticamente la idea del apego del país a las normas internacionales 
así como su rol en la construcción de la política exterior y los desafíos que en¬ 
frenta actualmente. Mientras que el derecho internacional fue visto en el siglo 
xix como la puerta de entrada de las recientes repúblicas al club de las nacio¬ 
nes civilizadas, hoy en día el apego irrestricto al derecho internacional es cada 
vez menos importante en la política exterior colombiana. Este cambio explica 
el errático proceso político relacionado con la recepción del fallo de la Corte 
Internacional de Justicia respecto a Nicaragua, la intervención del y la fiscal 
de la Corte Penal Internacional en los sucesivos procesos de justicia transido- 
nal y las intervenciones del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en 
política interna, entre otros eventos. 


Colombia en la escena multilateral y supranacional 

En el cuarto capítulo Isabel Cavelier Adarve y Manuel Rodríguez Becerra anali¬ 
zan la participación de Colombia en los procesos multilaterales de negociación 
de las Naciones Unidas sobre desarrollo sostenible y cambio climático desde 
sus inicios en la década de los setenta hasta el presente. Al exponer su evolución 
y el papel que desempeñó el país en cada una de estas negociaciones, se mues¬ 
tra cómo la incidencia de Colombia ha sido significativa, aunque con altibajos. 
El capítulo presenta las diferencias entre los dos procesos e identifica algunos 
factores —como la capacidad institucional, técnica y política, la participación 
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del alto gobierno y las alianzas con otros países— que han influido en el posi- 
cionamiento de Colombia en estas negociaciones multilaterales. 

En el capítulo quinto Farid Benavides y Alejandra Encinales discuten el im¬ 
pacto en la realidad colombiana de la sentencia de la Corte Internacional de 
Justicia sobre los límites marítimos entre Colombia y Nicaragua. El capítulo 
describe la historia del conflicto jurídico y los documentos relevantes, analiza 
la naturaleza de la Corte Internacional de Justicia y de sus decisiones, presenta 
la doctrina Gaviria a la luz del derecho internacional público y del derecho in¬ 
terno colombiano. Además, a partir de esta examina cómo la Corte Interna¬ 
cional de Justicia abordó la cuestión de la unidad del archipiélago en su fallo 
del 2012. Desde esta perspectiva, los autores se preguntan si con haber invo¬ 
cado dicha doctrina Colombia habría influido sobre la decisión de la Corte 
acerca del curso de la frontera marítima hasta el punto de que esta hubiera fa¬ 
llado en forma diferente. 

Por su parte, en el capítulo sexto Liliana Obregón explora la formación de 
una identidad colombiana basada en su lugar en América Latina y el mundo. A 
lo largo del texto se analiza el periodo de la Guerra Fría y la posición ambigua 
de nuestro país por ser aliado de los Estados Unidos y también identificarse con 
el movimiento de países no alineados y con el antiimperialismo. Esta ambigüe¬ 
dad es evidente en momentos clave para Colombia y América Latina, como el 
asesinato de Jorge Eliecer Gaitán, la formación de la Organización de los Es¬ 
tados Americanos (oea), la Revolución cubana, la creación del movimiento 
de los no alineados, la expulsión de Cuba de la oea y el final de la Guerra Fría. 

En el capítulo séptimo Juan Ricardo Aparicio, Pablo Jaramillo y Carlos A. 
Manrique exploran la forma en que lo internacional y el lugar de Colombia en el 
mundo se han construido históricamente a partir de ensamblajes de discursos, 
técnicas, actitudes y afectos, muchas veces traídos desde el exterior. El capítulo 
muestra cómo algunos procedimientos y contingencias históricas en el campo 
de la geopolítica mundial han determinado los modos en que estos ensambla¬ 
jes han llegado a nuestro país. Además, analiza cómo el humanitarismo, el desa¬ 
rrollo y el multiculturalismo, entendidos como discursos, entraron en la historia 
del país y reflexiona sobre algunas de las condiciones históricas y de los proce¬ 
dimientos discursivos y técnicos que han hecho posible su transportabilidad. 


Seguridad y posconflicto 

En la discusión sobre el posconflicto, Sebastián Bitar muestra en el capítulo oc¬ 
tavo cómo el sector gubernamental de seguridad y defensa colombiano recien¬ 
temente ha construido un discurso de inestabilidad global para justificar una 
mayor participación de las Fuerzas Armadas colombianas en áreas operativas 
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relacionadas con lo internacional. Por un lado, el sector de la defensa justifica 
una mayor preparación militar para proteger la seguridad nacional, por una 
consideración superficial de amenazas globales, como el fundamentalismo reli¬ 
gioso-militar o las aspiraciones territoriales de países asiáticos y europeos. Por 
otro lado, a través de entrevistas con oficiales, queda claro que existe una pre¬ 
ocupación por posibles conflictos con países vecinos a raíz de disputas terri¬ 
toriales. Finalmente, en las políticas de seguridad contemporáneas se incluye 
un ataque directo al contrabando y áreas de trabajo nuevas, como la partici¬ 
pación de Colombia en misiones de paz de las Naciones Unidas o el entrena¬ 
miento de oficiales de otros países. 

Por su parte, Sandra Borda y Santiago Gómez analizan la internacionalización 
del proceso de paz del gobierno Santos con las farc. Muestran cómo estos dos 
actores han usado estratégicamente la participación de otros países para legiti¬ 
mar sus aspiraciones en la mesa de negociación. En el capítulo noveno discuten 
el uso estratégico del papel de los países garantes del proceso (Noruega y Cuba) 
así como del de los acompañantes (Chile y Venezuela) y otros actores, como los 
Estados Unidos, la Unión Europea y la Organización de las Naciones Unidas. 

En el capítulo décimo Mateo Morales y Arlene B. Tickner interrogan críti¬ 
camente la historia de éxito que ha estado en el centro de los esfuerzos del go¬ 
bierno Santos por cambiar la imagen de Colombia ante el mundo y por acreditar 
la experticia del país en el tema de la seguridad. Para ello, adoptan un marco 
analítico pospositivista con miras a rastrear, en el discurso oficial de Colom¬ 
bia, Estados Unidos, varios organismos multilaterales, centros de pensamiento 
y medios de comunicación, una narrativa dominante en la que el país se ha po- 
sicionado como cooperante internacional, Estados Unidos como socio de los 
esfuerzos colombianos por exportar seguridad y América Latina como un es¬ 
cenario de crisis en dicho campo que requiere de la intervención colombiana. 


Economía y cooperación 

En esta sección, en el capítulo once, Veneta Andonova, Sebastián Bitar y Juana 
García analizan las cifras de intercambio comercial de Colombia con el mundo 
y la expansión de las empresas colombianas en el exterior. Si bien muestran 
un crecimiento considerable tanto del comercio exterior como de las empresas, 
una comparación con los países de la Alianza del Pacífico, con América La¬ 
tina y con los países de la Organización para la Cooperación y el Desarro¬ 
llo Económicos indica que el proceso de internacionalización económica de 
Colombia es todavía limitado. 

En complemento, en el capítulo doce Francisco Azuero Zúñiga analiza los 
cambios en la apertura financiera colombiana. El país tuvo mucho tiempo un 
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régimen cerrado en el que los agentes económicos no estaban autorizados a te¬ 
ner activos en moneda extranjera y los movimientos internacionales de capital, 
incluida la inversión extranjera directa, estaban fuertemente restringidos. Al 
describir cómo este sistema cerrado fue reemplazado por una internacionali¬ 
zación financiera y mayores flujos de capital, Azuero muestra cómo el país ha 
aumentado su exposición a riesgos provenientes de los vaivenes de la econo¬ 
mía global. A pesar de tales riesgos, Azuero argumenta que echar para atrás 
los procesos de integración e internacionalización financiera no solo es impo¬ 
sible sino inconveniente. 

Finalmente, en el capítulo trece Isaline Bergamaschi, Juana García y Caro¬ 
lina Santacruz analizan la internacionalización de Colombia a través de la coo¬ 
peración internacional, que, a pesar de no ser tan visible, conocida y debatida 
en el espacio público, es una modalidad importante de intervención extran¬ 
jera en el país y de su inserción en el escenario global. En los diferentes apar¬ 
tes, se explora el papel que ha tenido la cooperación internacional en Colombia 
en los últimos diez años y se da cuenta de su evolución. Los anterior teniendo 
presente que el país tiene el rol de receptor de ayuda y, cada vez más, también 
de oferente a otros países del Sur. 

Como se observa a lo largo de este libro, después de dos siglos de vida in¬ 
dependiente, las relaciones internacionales de Colombia han evolucionado de 
manera compleja y con efectos múltiples sobre la vida nacional. Del amplio 
recorrido que los autores ofrecen se derivan formas novedosas de pensar las 
interacciones mundiales del país. Sin embargo, tras el estudio de estas dimen¬ 
siones, también se observa que las posiciones que ocupa Colombia en y frente 
al mundo siguen siendo limitadas, en muchos casos con obstáculos o defectos 
significativos. En lo económico, por ejemplo, el país no ha llegado a la apertura 
anunciada hace más de treinta años. En seguridad, la historia de éxito que el 
país ha construido con base en el conflicto armado y la lucha antinarcóticos 
está informando otras experiencias internacionales, con poca reflexión sobre 
su conveniencia o significado. En lo jurídico, la postura colombiana sobre la 
disputa reciente con Nicaragua en La Haya ha sido ambigua e ineficaz. Y en 
el campo supranacional, Colombia ha adaptado discursos globalizantes con 
poco sentido crítico. Entonces, las relaciones internacionales colombianas si¬ 
guen necesitando enfoques alternativos, creativos y propositivos, como tam¬ 
bién los necesita la literatura académica sobre nuestra política exterior. 
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Introducción 

En un artículo titulado “El tratado con los Estados Unidos”, publicado el 
3r de mayo de r9r4, el entonces miembro de la Comisión Asesora de Relaciones 
Exteriores (care) y futuro presidente de Colombia Marco Fidel Suárez defendió 
el acuerdo que permitió normalizar las relaciones con Estados Unidos luego 
de la separación de Panamá. Además, señaló: 

[...] el norte de nuestra política exterior debe estar allá, en esa poderosa 
nación que más que ninguna otra ejerce decisiva atracción respecto de 
todos los pueblos de América. Si nuestra conducta hubiera de tener un 
lema que condensase esa aspiración y esa vigilancia, él podría ser rés¬ 
pice polum, es decir, no perdamos de vista nuestras relaciones con la 
gran confederación del norte. (Suárez 1955) 

El 22 de diciembre de r92r, después de varios años de intenso debate, la Cá¬ 
mara de Representantes aprobó en su versión final el Tratado Urrutia-Thomson 
que restableció las relaciones entre Colombia y Estados Unidos. Este hito his¬ 
tórico se identifica comúnmente como el principio de la relación especial 
entre ambos países (Drekonja r982; Pardo y Tokatlian 2oro). Después, la Se¬ 
gunda Guerra Mundial y la posible presencia de los países del eje en América 
Latina propiciaron el fortalecimiento de los vínculos de cooperación bilateral 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.43. 
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económica y militar. Finalizado el conflicto en Europa, Colombia entró a la 
era de la Guerra Fría de la mano de Estados Unidos. En este periodo, Pardo y 
Tokatlian (1988, 100) afirmaron que “se reconocía una fuerte armonía de in¬ 
tereses entre Washington y Bogotá, sobre la base de la lucha común contra el 
‘enemigo rojo’ y la Alianza para el Progreso”. 

El fin del conflicto bipolar llevó a un cambio en el contenido de la agenda 
bilateral, pero no en el carácter de la interacción, la cual se siguió definiendo 
principalmente por la alineación de intereses. La “narcotización” de la rela¬ 
ción y la existencia de desacuerdos esporádicos sobre manejo del problema de 
las drogas ilícitas produjeron momentos de tensión y relativo distanciamiento, 
como ocurrió durante el gobierno de César Gaviria (1990-1994) y, más aún, en 
el de Ernesto Samper (1994-1998) (Tokatlian 1997; Bagley 2000; Tickner 2000). 
Aun cuando los vínculos con el segundo entraron en crisis a raíz del proceso 
ocho mil y se le canceló la visa estadounidense al mandatario colombiano, ello 
no fue obstáculo para que otros actores, como la Policía Nacional y la Fisca¬ 
lía, preservaran una estrecha colaboración con la Casa Blanca. Por otra parte, 
durante los años noventa el Estado colombiano manifestó su apego y afini¬ 
dad con los intereses de Estados Unidos, al seguir de forma entusiasta el re¬ 
cetario económico que definió el Consenso de Washington, lo que significó 
entrar a la ola neoliberal que ese lideraba. Finalmente, los gobiernos de An¬ 
drés Pastrana (1998-2002) y Alvaro Uribe (2002-2006 y 2006-2010) se carac¬ 
terizaron por profundizar, como pocos mandatarios lo habían hecho antes, la 
cooperación bilateral relacionada con el narcotráfico, la insurgencia armada 
y la debilidad estatal. 

Este breve resumen de la relación entre Colombia y Estados Unidos parece 
desafiar la sabiduría convencional sobre política exterior, según la cual la con¬ 
ducta de un país difícilmente puede mantenerse estable en el tiempo ante trans¬ 
formaciones en la esfera internacional o nacional (Holsti 1982; Hermann 1990; 
Carlsnaes 1993; Gustavson 1999; Yang 2010). La Casa de Nariño no ha sido ajena 
a episodios externos, como el fin de la Guerra Fría o la guerra mundial anti¬ 
terrorista, ni a dinámicas internas, como cambios de régimen político o crisis 
económicas. Sin embargo, esto no ha generado modificaciones ostensibles en su 
política exterior, en especial en lo concerniente a la relación con Estados Unidos. 

Colombia no solo es un reto para la literatura sobre cambio y restructu¬ 
ración en la política exterior, sino que plantea un desafío empírico. Pardo y 
Tokatlian señalan que 

el acercamiento de Colombia con Estados Unidos, con miras a cons¬ 
truir y consolidar una alianza estrecha, no forma parte de una tendencia 
mayoritaria en el continente [...]. Mientras en América Latina el nuevo 
panorama ha estimulado la aparición de un comportamiento externo 
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creativo que pasa por la redefinición de los vínculos con Estados Unidos 
[...], Colombia se acerca a Washington. (2010, 262-263) 


Esta particularidad de la política exterior colombiana lleva a dos pregun¬ 
tas: ¿cómo se explica que el país mantenga la asociación con Estados Unidos si 
existen múltiples factores que deberían haber modificado esta postura? y ¿por 
qué los tomadores de decisión no han percibido esa asociación como algo ne¬ 
gativo, sino que la han interiorizado y propiciado? En este artículo argumen¬ 
taremos que la cercanía entre Colombia y Estados Unidos ha sido posible por 
la existencia generalizada del proamericanismo entre las élites nacionales, el 
cual se ha reproducido a lo largo de momentos claves de la relación bilateral. 
A diferencia de la mayoría de la literatura sobre las ideas en política exterior 
(Goldstein y Keohane 1993; Checkel 1993; Shimko 1994; Laffey y Weldes 1997; 
Ozkececi-Taner 2005), que enfatiza en el papel de estas como factores explica¬ 
tivos o causales de la toma de decisiones o la conducta internacional de los es¬ 
tados, nuestra pregunta apunta a cómo el proamericanismo engendra, una y 
otra vez, procesos que llevan al mismo resultado de la asociación. 

Para esto, en concordancia con los análisis de Jutta Weldes (1996, 1999) y 
Stefano Guzzini (2013) sobre los imaginarios de seguridad, haremos uso de la 
idea del imaginario de política exterior (ipe). Este es un entramado de signifi¬ 
cados y de relaciones sociales a partir del cual los voceros del Estado constru¬ 
yen representaciones del mundo. El ipe emerge de posiciones intersubjetivas 
(subjectpositions) específicas e interpretaciones existentes acerca de la política 
mundial y es a la vez recreado por estas (Weldes 1999,129-136). Como veremos, 
la lectura que las élites políticas de Colombia han hecho de distintos episodios 
de la relación con Estados Unidos forma parte de un imaginario de política 
exterior en el cual el proamericanismo ha sido el elemento dominante. Este 
proceso inicia con la perdida de Panamá, que pone en cuestión la autocompren- 
sión nacional existente y provoca una crisis de identidad que es resuelta con la 
firma del Tratado Urrutia-Thomson y el estrechamiento de los lazos bilaterales. 

Con el fin de esclarecer y rastrear el papel que el proamericanismo ha desem¬ 
peñado como elemento identitario dominante en el ipe de Colombia, el capítulo 
está organizado de la siguiente manera. En la primera sección examinaremos 
la literatura académica sobre las relaciones entre Colombia y Estados Unidos, 
con el fin de exponer los lugares comunes que la caracterizan, en especial la 
primacía de las doctrinas del réspicepolum, el réspice similia y las limitaciones 
de estos análisis. La segunda sección explora el papel de las ideas y la identi¬ 
dad en política exterior desde el constructivismo crítico pospositivista (Hopf 
1998), para explicitar la función de la identidad (en la que la intersubjetividad 
es determinante) en la interacción internacional así como su papel en los ima¬ 
ginarios de seguridad o de política exterior. Esta discusión permitirá entender 
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al proamericanismo como una posición Ínter subjetiva positiva sobre lo que 
Estados Unidos es y lo que hace. La tercera sección del capítulo se dedica al 
estudio de dos momentos específicos de la relación entre Colombia y Estados 
Unidos, a saber: la pérdida de Panamá y la firma del Tratado Urrutia-Thom- 
son y la Alianza para el Progreso. En estos el proamericanismo ocupa un lu¬ 
gar preponderante dentro del ipe. Lo que dicho análisis permite constatar es 
la existencia de una suerte depath dependence ideacional que, a diferencia del 
análisis correlacional típico de esta literatura (Mahoney 2001), tiene un carác¬ 
ter interpretativo (Guzzini 2013, 258-261). 


Asociación y relaciones entre Colombia y Estados Unidos 

La asociación asimétrica que existe entre Colombia y Estados Unidos sobre¬ 
sale por su larga duración —más de noventa años desde la firma del Tratado 
Urrutia-Thomson—, razón por la cual es apenas lógico que haya ocupado la 
atención de los estudiosos de la política exterior colombiana. Dicha particu¬ 
laridad en la conducta internacional del país fue el tema de la obra pionera de 
Drekonja (1982), quien formuló que la política exterior colombiana ha seguido 
dos tendencias o doctrinas: réspice polum y réspice similia. El réspice polum 
hace referencia a una(s) etapa(s) en la(s) que se puede ver “una subordinación 
aceptada, asumida y racionalizada a partir del reconocimiento de que Colom¬ 
bia se ubica en la esfera de influencia norteamericana” (Pardo y Tokatlian 1988, 
81). De manera similar, Tickner (2007, 91) entiende esta doctrina como “la con¬ 
vicción generalizada de las élites políticas y económicas de que la proximidad 
[con Estados Unidos] es deseable como estrategia para defender los intereses 
nacionales”. Por el contrario, la idea de réspice similia busca captar aquellos 
momentos y políticas en los que el Estado colombiano “comenzó a reorien¬ 
tar su política exterior hacia sus vecinos latinoamericanos y otras regiones del 
mundo con el fin de diversificar sus relaciones internacionales y adquirir un 
mayor margen de maniobra respecto de Estados Unidos” (Tickner 2007, 97). 
Aunque las dos doctrinas tienen la intención de caracterizar diversas etapas 
de la proyección internacional del país, se trata de una “periodización que se 
apoya en la posición global asumida por Colombia frente al polo continental 
en distintas circunstancias históricas” (Pardo y Tokatlian 1988, 95). Esto man¬ 
tiene en el centro del debate la preocupación por la subordinación colombiana 
respecto a la potencia hemisférica. 

Aunque el réspice polum y el réspice similia fueron en su momento una forma 
innovadora y dinámica para entender la política exterior colombiana, estas se 
han convertido en un parámetro rígido para dar cuenta de la evolución y la 
transformación de las relaciones internacionales. En 1988, Pardo y Tokatlian 
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ya habían señalado como problemático el consenso inquebrantable que existía 
entre académicos sobre dicha tipificación. Veinticinco años después esta pre¬ 
ocupación sigue vigente, ya que los análisis sobre política exterior colombiana, 
con pocas excepciones, siguen reproduciendo estos lugares comunes, al tiempo 
que el abanico teórico que utilizan es muy reducido (Ardila, Cardona y Tick- 
ner 2002,19; Borda y Tickner 2011, 30). 

La idea del réspicepolum constituye el primer y principal lugar común que 
la literatura especializada sobre política exterior colombiana reproduce (véase, 
por ejemplo, Sánchez y Monroy 2012; Bermúdez 2010; y el capítulo de Amaya 
en este libro). Al ser repetida por la academia y por los tomadores de decisión, 
se ha naturalizado la idea de que ha primado la subordinación vis-á-vis de Co¬ 
lombia con respecto a Estados Unidos. Esto ha llevado a que la asociación se 
identifique como un hecho constante y frecuente, sobre el cual muy pocos pre¬ 
guntan o cuestionan. Si bien son comunes los trabajos que buscan confirmar o 
debatir si en un gobierno o un periodo determinado hubo alineación con Es¬ 
tados Unidos (Bagley y Tokatlian 2011), aquellos que buscan explicar el porqué 
del réspice polum son muy escasos. Entre estos, un primer grupo mayoritario 
aplica el modelo del actor racional (Allison 1972) para justificar la asociación 
como producto de un cálculo racional de costos y beneficios, sobre todo mate¬ 
riales, que la relación con el país del norte produciría, así como de la concien¬ 
cia del escaso poder de Colombia (Ardila, Cardona y Tickner 2002,19; Tirado 
Mejía 1976; Randall 1992). Un segundo conjunto de autores abre la caja negra 
del Estado colombiano para preguntar cómo distintas estructuras y dinámi¬ 
cas internas han motivado la alineación de Bogotá con Washington. Aunque 
rompen así con la idea realista de un Estado monolítico, gran parte sigue en¬ 
tendiendo la asociación como resultado de un cálculo instrumental. El más co¬ 
mún de este tipo de argumentos la explica como una herramienta para enfrentar 
el conflicto armado y el narcotráfico (Guáqueta 2001; Tokatlian y Pardo 2010). 

Otro de los argumentos más frecuentes sobre el réspice polum tiene que ver 
con el affaire de Panamá. Antes de la pérdida del istmo, se aduce que Colombia 
desempeñaba un papel activo en el ámbito internacional y se perfilaba como 
un actor con un potencial significativo, dada su ubicación estratégica y sus vas¬ 
tos recursos naturales (Tickner 2007,96). El trágico desmembramiento generó 
debilidad e impotencia en los sectores dirigentes colombianos frente a Estados 
Unidos, lo cual desembocó en una política exterior poco ambiciosa, tímida y 
subordinada (Ardila 1991, 28; Drekonja 1983, 64). Esta catarsis nacional, que 
modificó sustancialmente la percepción colombiana de su propio papel en el 
mundo, fue denominada por el expresidente Alfonso López Michelsen (1989, 
157) síndrome de Panamá. En respuesta, Tickner (2002) afirma que los análisis 
de corte racionalista deben complementarse con una reflexión sobre la función 
de la identidad y sobre su construcción en la relación bilateral. Según la autora, 
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la asociación asimétrica es resultado de una idea específica de la posición del 
país frente al mundo, idea que actores internos han formulado, como el Eje¬ 
cutivo, distintos ministerios y el Congreso. Aunque estas aproximaciones tie¬ 
nen el efecto de desnaturalizar el réspicepolum, al menos en parte “continua la 
percepción de que la relación de Colombia con Estados Unidos está en muchos, 
si no en todos los casos, caracterizada única y exclusivamente por la existen¬ 
cia de demandas e imposiciones por parte del poder estadounidense” (Borda 
2007,69). En este sentido, sigue ignorándose hasta qué punto las élites políticas 
y económicas colombianas propician y acogen la asociación como algo positivo. 

El segundo lugar común que se encuentra en la literatura sobre política ex¬ 
terior colombiana tiene que ver con la idea del réspice similia. En un intento 
por desmentir la permanente subordinación de Colombia respecto a Estados 
Unidos, se ha demostrado que el país ha tenido un comportamiento interna¬ 
cional más autónomo y diversificado en varios momentos (Bagley y Tokatlian 
2011; Monroy y Sánchez 2012). El concepto, acuñado a finales de los años se¬ 
senta por el López Michelsen, buscaba caracterizar la formulación de una polí¬ 
tica exterior distanciada de Estados Unidos y dirigida a conseguir una inserción 
internacional más independiente. Aunque la idea de “mirar a los semejantes” 
ha sido la más conocida y empleada, es usual encontrar otros conceptos o ini¬ 
ciativas que la refuerzan. Es el caso del mirar a África, el réspice varia et muta- 
bilia (mirar lo diverso y cambiante del escenario global más que a uno u otro 
país o conjunto de países para el diseño y la práctica del comportamiento), el 
réspice mercatum (mirar al mercado en virtud de las nuevas exigencias de la 
economía mundial), el actuar en el mundo y el mirar a Asia (Tokatlian 2000). 

Al finalizar el siglo, el afán por desmentir el réspice polum, en virtud de un 
supuesto comportamiento activo y diversificado de Colombia, llevó a otra ola 
de conceptos y tipologías. El excanciller Guillermo Fernández de Soto (2010, 
72) afirmó que su gestión estuvo marcada por la aplicación del réspice omnia, es 
decir, mirar al universo o mirar al conjunto, que se inscribía en “un ambiente 
de interdependencia con los foros multilaterales, con los países de la región y 
con los demás países del mundo”. Tickner (2003) usa las alocuciones latinas 
para proponer el ad libitum alternare utrumque principium, que define la po¬ 
lítica exterior de gobiernos como el de Julio Cesar Turbay (1978-1982) y el Be- 
lisario Betancur (1982-1986), en los que se alterna el réspice polum y el similia. 
Finalmente, la llegada del gobierno de Santos y la formulación de una política 
exterior distinta a la de su predecesor han dado lugar a los conceptos de réspice 
orientalis (Aguilera 2012) y neo-respice similia (Pastrana 2011). 

A pesar de esto, un acercamiento sistemático ala política exterior colombiana 
demuestra que en ningún momento se ha dejado de lado la asociación con Es¬ 
tados Unidos. Afirmar que Colombia ha tenido etapas en las que se ha distan¬ 
ciado de la órbita de Washington para priorizar la relación con sus similares 
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o con otras regiones del mundo es, al menos, parcialmente incorrecto. Para la 
muestra, en el mismo artículo en el que Tokatlian rastrea distintos conceptos 
relacionados con la diversificación y autonomización de la política exterior, el 
autor concluye que “Colombia jamás pretendió ni practicó un desalineamiento 
completo [...]” (2000, 37). 


Ideas, identidad y política exterior 

Una manera de superar las limitaciones señaladas de la literatura sobre Co¬ 
lombia y la asociación con Estados Unidos es explorar del papel que las ideas y 
la identidad han desempeñado. Como lo plantea Evelyn Goh (2005, 7), “la po¬ 
lítica exterior es el resultado de un proceso de percepción e interpretación por 
parte de actores estatales, a través del cual llegan a comprender las distintas si¬ 
tuaciones que enfrenta un gobierno y las posibles fórmulas para enfrentarlos”. 
En otras palabras, los tomadores de decisión no se acercan al mundo desde una 
tabula rasa, sino a partir de una apreciación amplia y compleja del sistema in¬ 
ternacional así como del lugar que sus estados ocupan allí. 

El rol de las ideas de los decisores en la conducción de la política exterior 
ha sido analizado desde múltiples perspectivas, entre ellas la experiencia y po¬ 
sición ocupada dentro de las instituciones burocráticas y otras (Checkel 1993; 
Allison 1972; Drezner 2000); la personalidad, los rasgos psicológicos y los proce¬ 
sos cognitivos (George 1969; Walker 1977; Shimko 1994; Gerner 1995); las creen¬ 
cias (Goldstein y Keohane 1993; Tannenwald 2005); y las normas (Finnemore y 
Sikkink 1998). Sin embargo, estos estudios tienen limitaciones a la hora de ex¬ 
plorar las ideas como un fenómeno intersubjetivo y social, a saber (Doty 1993; 
Weldes 1996, 1999; Hopf 2002; Guzzini 2013): las entienden como elementos 
que existen independientemente de los individuos que las conciben; las toman 
como factores causales de la actividad estatal en política exterior; limitan su 
definición a la función que tienen, a las normas que las constituyen y a las con¬ 
ductas apropiadas que se desprenden de ellas; y, en algunos casos, simplifican 
su incidencia sobre la política exterior al adscribirlas únicamente a los estados. 

A diferencia de estas lecturas y en concordancia con los planteamientos 
del constructivismo crítico (Hopf 1998), las ideas se entenderán aquí como 
sistemas intersubjetivos de representación y producción de prácticas sociales. 
Estas hacen posibles o concebibles determinadas formas de política exterior, 
porque son el cimiento de las identidades de los actores estatales y, por exten¬ 
sión, de sus intereses (Wendt 1999, 1). Dado que las identidades solo pueden 
comprenderse de forma relacional, su dimensión intersubjetiva es fundamen¬ 
tal. Según Hopf (2002, 10-12), las funciones, las normas o reglas de lo apro¬ 
piado no son el mecanismo principal que permite entender cómo la identidad 
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se reproduce o se transforma, sino que son las prácticas sociales o hábitos no 
intencionales mediante los cuales el yo y el otro se constituyen. Antes de que 
un tomador de decisión pueda actuar en nombre del Estado, realiza un proceso 
automático e inconsciente de interpretación de la realidad para comprender la 
situación a la que se enfrenta y la forma en la que debe responder. Weldes (1996, 
284-287) sugiere que los actores representan la política internacional con base 
en repertorios de significados correspondientes a la memoria nacional colec¬ 
tiva (denominada por la autora la articulación), que a su vez invocan posicio¬ 
nes ínter subjetivas que resultan de dichas representaciones ( interpelación ). De 
esta manera, las interpretaciones de los tomadores de decisión constituyen a 
los estados en cuyo nombre actúan en cuanto sujetos. 

El imaginario de política exterior es la reserva ideacional de la que los toma¬ 
dores de decisión extraen sus lecturas sobre el mundo y el lugar que sus respec¬ 
tivos estados ocupan dentro de este (Weldes 1999,129-136). Las representaciones 
que el ipe posibilita aclaran qué y quién es x país en relación con y así como la 
mejor manera de administrar la interacción. De esta forma, el imaginario de 
política exterior es constitutivo de las identidades y prácticas internacionales 
de los estados, a la vez que es formado por estas (Málksoo 2010: 32-33). Para 
el análisis que sigue, tomamos el imaginario de política exterior de Colombia 
tal y como este aparece en el discurso público de las élites políticas, a través 
de fuentes primarias, como los discursos oficiales, los debates políticos y las 
memorias de los tomadores de decisión. Si bien el ipe puede ser influenciado 
también por actores y dinámicas sociales distintos a las élites (Hopf 2002), el 
carácter presidencialista, personalista y cerrado de la política exterior colom¬ 
biana constriñe considerablemente dicha posibilidad (Drekonja 1983). 

Definir las ideas de esta manera lleva a una discusión más amplia sobre el 
tipo de pregunta planteado en este capítulo. En lugar de verlas como elemen¬ 
tos causales de determinadas conductas internacionales, nuestro interés es ex- 
plicitar la evolución de las estructuras ideacionales, tal y como convergen en 
el ipe, y su relación con hitos específicos de la relación entre Colombia y Esta¬ 
dos Unidos. Así, se analizan las condiciones de posibilidad ( howpossible) que 
genera la creación discursiva de distintos problemas y subjetividades en polí¬ 
tica exterior (Doty 1993, 298; véase también el capítulo de Morales y Tickner 
en este libro). En otras palabras, se estudiará cómo inciden las identidades es¬ 
tatales en la formación de estructuras sociales que hacen inteligibles, pensa- 
bles y posibles diversas alternativas de acción (Hopf 2002, 16). En el caso de 
Colombia, como veremos, el proamericanismo ha desempeñado un papel pro- 
tagónico en dicho proceso. 
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Proamericanismo e identidad 

Mientras que el antiamericanismo ha sido muy documentado en la literatura 
académica (McPherson 2003; Hollader 2004; Ross y Ross 2004; Katzenstein y 
Keohane 2007), el proamericanismo o la tendencia psicológica a tener una vi¬ 
sión positiva de Estados Unidos y de su sociedad en general se ha examinado 
poco (Applebaum 2005). Pese a ello, es posible utilizar los análisis existen¬ 
tes sobre antiamericanismo para definir conceptualmente su antítesis. Según 
Katzenstein y Keohane (2007), puede afirmarse que las visiones positivas y ne¬ 
gativas sobre Estados Unidos distinguen entre lo que es este país —en térmi¬ 
nos de los valores, ideas y conceptos que se asocian con su Estado y sociedad 
(entre ellos, la democracia, la libertad y el capitalismo)— y lo que hace a nivel 
internacional. Si bien los tomadores de decisiones en Colombia han dejado 
de identificarse en determinados momentos de la historia con acciones esta¬ 
dounidenses específicas, los hitos de la relación bilateral que se discuten en la 
siguiente sección sugieren que su identificación con lo que es el país nortea¬ 
mericano se ha mantenido intacta a lo largo del tiempo. 

Además de considerarlo una actitud, Katzenstein y Keohane (2007) entien¬ 
den el proamericanismo como una norma que regula las conductas social¬ 
mente apropiadas así como una identidad que se basa en imágenes cambiantes, 
construidas de manera mutua por el yo y el otro, que a veces actúan en reem¬ 
plazo de símbolos inexistentes de identidad colectiva. Es la última acepción 
del concepto la que sirve para ubicar el rol que el proamericanismo desem¬ 
peña en el imaginario de política exterior. Así, entendemos el proamerica¬ 
nismo como una idea compuesta de representaciones positivas sobre lo que 
Estados Unidos es y hace, que repercuten en la creación de identidades in¬ 
tersubjetivas respecto a ese país y que producen prácticas afines a sus inte¬ 
reses y objetivos. 

Es importante señalar que este planteamiento se distancia parcialmente de 
la literatura posestructuralista sobre la identidad, ya que esta asume no solo 
que el yo necesita del otro para poder existir, sino que, para constituirse, el 
otro debe tener un carácter amenazante o negativo. A diferencia de Campbell 
(1993,1-12), quien argumenta que la representación del peligro y la enemistad 
es fundamental para la consolidación de posiciones intersubjetivas y la defi¬ 
nición de hojas de ruta en política exterior, el proamericanismo engendra una 
serie de imaginarios o, en los términos de Campbell, de representaciones de 
seguridad y amistad sobre el otro que legitiman y naturalizan comportamien¬ 
tos amistosos y asociativos. Lo anterior se ve en la asociación entre Colombia y 
Estados Unidos. Las élites políticas colombianas, con su proamericanismo, no 
solo han construido una identidad de superioridad y grandeza nacional para 
su alter más significativo en el plano internacional, sino que han facilitado el 
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surgimiento de una inferioridad o subordinación identitaria al momento de 
percibirse a sí mismas y al país. 


Proamericanismo en Colombia 

Colombia es un caso suigeneris en América Latina, en la medida en que el anti¬ 
americanismo no ha encontrado el mismo terreno fértil que en otros países de 
la región (Walker 2006; Dugas 2005; Lael 1987). Aunque una exploración deta¬ 
llada del proamericanismo entre las élites colombianas sale del alcance del ca¬ 
pítulo, es importante señalar algunas de sus posibles causas. La escasa reflexión 
académica que existe sobre el tema se debe a varios factores, a saber: la ausen¬ 
cia de relaciones contenciosas con Estados Unidos, con excepción del affaire 
de Panamá (Walker 2006); la falta de inmigración europea a gran escala, so¬ 
bre todo comparada con países como Argentina, Brasil y Chile; la ausencia de 
un sentimiento fuerte de nacionalismo e identidad nacional (Bushnell 2007; 
Palacios y Safford 2002); y la ausencia de transformaciones sociales, económi¬ 
cas y políticas profundas, entre ellas, la reforma agraria. 

También en contraste con el resto de la región, las expresiones más fuertes 
del antiamericanismo provinieron de la derecha durante la primera mitad del 
siglo xx y no de la izquierda. Los conservadores fueron los principales oposi¬ 
tores a la ratificación del Tratado Urrutia-Thomson y el presidente Laureano 
Gómez, cuya simpatía con el fascismo solo fue superada por su odio al comu¬ 
nismo, fue quien personificó dicha resistencia. En cambio, históricamente, ni 
los movimientos y partidos de izquierda ni las guerrillas en Colombia han par¬ 
ticipado en la definición de lo que podría denominarse el sentido común o la 
doxa, sino que las élites políticas del país lo han monopolizado. Para Gramsci, 
el sentido común corresponde a creencias y supuestos espontáneos que carac¬ 
terizan el pensamiento colectivo dentro de un orden social determinado y que 
sirven de apoyo a las visiones sociales y los proyectos políticos de los grupos 
dominantes (Edkins y Vaughn-Williams 2009,183). A su vez, Bourdieu (1984, 
471) describe la doxa como un conjunto de normas y creencias que se acep¬ 
tan como naturales o de sentido común, pero que, como en el caso de Gram¬ 
sci, son tanto el resultado de relaciones de poder como uno de los mecanismos 
principales para reproducirlas. Dentro del ipe de Colombia, puede afirmarse 
que el proamericanismo ha adquirido un carácter de sentido común o doxa 
en los términos de estos autores, que es lo que permite entender su reproduc¬ 
ción a lo largo del tiempo. 
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Proamericanismo y asociación en el ipe de Colombia 

La asociación entre Colombia y Estados Unidos ha sido una constante de la 
relación bilateral durante gran parte del siglo del xxi y del xx. En este apar¬ 
tado hemos identificado dos momentos claves que permiten observar no solo 
la continuidad temporal del proamericanismo dentro del imaginario de polí¬ 
tica exterior, sino el acomodamiento de este último según las circunstancias 
específicas del país y las lecturas que las élites políticas hacen de estas. Estos 
episodios revisten un atractivo adicional por ser los más populares a la hora 
de explicar la interacción entre los dos países en el siglo xx. El primer mo¬ 
mento es la firma del Tratado Urrutia-Thomson, que se puede identificar con 
el origen del proamericanismo y la asociación, mientras que el segundo es la 
Alianza para el Progreso, uno de los periodos de mayor intensidad de la re¬ 
lación bilateral. 

El análisis de cada momento de la relación está dividido en tres partes, a 
saber: (1) una breve descripción del episodio, en la que se destacan sus aspec¬ 
tos generales así como la forma en la que la literatura especializada lo ha ex¬ 
plicado; (2) una discusión del imaginario de política exterior de Colombia, tal 
como se muestra en las prácticas discursivas de las élites políticas y en la que 
se especifica tanto la posición Ínter subjetiva de Colombia como la percepción 
que se tiene de Estados Unidos; (3) y una explicación de la forma en la que el 
episodio es interpretado a la luz del ipe, lo cual lleva a ver a la asociación como 
un asunto aconsejable y natural. En el caso del Tratado Urrutia-Thomson, a 
estos elementos se suma la exploración de la crisis de identidad que provoca 
la pérdida de Panamá 1 . 

Los discursos de las élites políticas colombianas sobre la relación con Estados 
Unidos se han reconstruido mediante la recopilación de información tomada 
de varias fuentes primarias, como los informes elaborados por el Ministerio 
de Relaciones Exteriores para el Congreso, los de la Comisión Asesora de Re¬ 
laciones Exteriores y los de la Presidencia de la República; artículos de prensa 
que reproducen discursos oficiales; las memorias del Ministerio de Relaciones 
Exteriores; las memorias de expresidentes; y discursos, entre ellos, de posesión 
presidencial, ante el Congreso, de visitas oficiales y ante Naciones Unidas. La 
ventaja de trabajar con este tipo de documentos es que constituyen expresio¬ 
nes directas de las élites y de su manera de concebir el mundo que los rodea 
en determinados momentos históricos. En todos ellos, se identificó al menos 
uno de los siguientes elementos: (1) una imagen o representación de Colombia, 


1. Para esto, hacemos uso del marco explicativo que desarrolla Guzzini (2013) para rastrear 
los cambios ocurridos en las estructuras ideacionales de varios países europeos respecto a la 
geopolítica después de finalizar la Guerra Fría. 
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(2) una imagen o representación de Estados Unidos y (3) una interpretación de 
la naturaleza de la relación bilateral en el momento específico. 

El análisis realizado en ambos episodios permite ver de qué modo las lec¬ 
turas que las élites políticas hacen de la realidad internacional son posibilita¬ 
das por un imaginario de política exterior en el cual el proamericanismo es 
el elemento dominante. La interpretación particular que resulta del ipe hace 
que la adopción de determinadas acciones frente a Estados Unidos, carac¬ 
terizadas reiteradamente por la asociación, aparezcan como naturales y ló¬ 
gicas, de manera que se refuerza la posición Ínter subjetiva de Colombia en 
términos que reproducen el proamericanismo. Como ocurre en el caso de la 
path-dependence, tal y como ha sido analizado desde la sociología histórica 
(Mahoney 2001), con cada representación que confirma el proamericanismo 
y la necesidad de la asociación se genera un nuevo antecedente que refuerza 
su papel dominante dentro del ipe, de modo que la posibilidad de cambio se 
vuelve más y más remota. Sin embargo, a diferencia de la sociología histórica, 
el tipo de causalidad de nuestra interpretación apunta a cómo el imaginario 
de política exterior genera condiciones de posibilidad para la asociación a par¬ 
tir de la primacía del proamericanismo y no al por qué típico del análisis po¬ 
sitivista (Guzzini 2013, 261). 


Tratado Urrutia-Thomson 

El año 1903 es recordado como uno de los momentos de mayor indignación 
y dolor para los colombianos. Con la ayuda del gobierno de Theodore Roose- 
velt, el departamento de Panamá se separó de Colombia para convertirse en 
un Estado independiente. A pesar del traumatismo que significó para la so¬ 
ciedad la llamada pérdida de Panamá, no pasó mucho tiempo para que el Es¬ 
tado colombiano buscara resolver las tensiones con Estados Unidos, con el fin 
de volver a la relación que se había construido antes de ese fatídico episodio. 
Después de varios intentos, el acuerdo que terminó zanjando las diferencias 
surgió en 1914 por iniciativa del presidente Carlos E. Restrepo y la Comisión 
Asesora de Relaciones Exteriores (care), que redactó lo que se conoce como 
el Tratado Urrutia-Thomson. Tras fuertes debates en el Congreso, el 9 de julio 
de 1914, Restrepo aprobó el acuerdo aprobado como ley de la república. Des¬ 
pués, viajó a Estados Unidos para que el Legislativo de ese país diera su visto 
bueno, pero varios acontecimientos aplazaron la ratificación hasta 1921. A fi¬ 
nales de ese mismo año, el tratado regresó a Colombia para su último debate, 
por los cambios que se introdujeron en Washington. Después de una serie de 
confrontaciones fuertes entre liberales, conservadores y el Gobierno, el Senado 
dio la aprobación final del texto el 22 de diciembre de 1921. 
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En la historiografía sobre la política exterior colombiana es común recono¬ 
cer la firma del Tratado Urrutia-Thomson como el origen de la racionalización 
de la asociación asimétrica con Estados Unidos. Autores como Tickner (2007), 
Drekonja (1982), Pardo y Tokatlian (1988, 2010) y Coleman (2008) señalan que 
el acuerdo marca el punto de inicio de una relación en la que Colombia, en aras 
de garantizar la satisfacción de los intereses nacionales, en particular el desa¬ 
rrollo económico, se acerca a ese país y acepta su supremacía. Aunque acer¬ 
tada, esta explicación revela solo una parte de la historia, porque la asociación 
o subordinación se entiende como resultado de un simple cálculo de intereses, 
sin tener presente el papel que desempeña la identidad. 


Posguerra de los Mil Días y la crisis identitaria 

El periodo que comprende los últimos años del siglo xix y las dos primeras 
décadas del xx es reconocido por ser una etapa de intensa reflexión nacional 
(Pecaut 2010, 41-50), originada en la posguerra de los Mil Días. Esta guerra ci¬ 
vil dejó un país débil, frustrado y arruinado, con un contexto interno calami¬ 
toso (Palacios 2003, 69-78). Además de la destrucción material, el imaginario 
nacional también quedó destrozado. Como lo señala Henderson, 

Colombia ingresó en el periodo inmediatamente posterior a la guerra 
con su economía hecha pedazos, con la mayoría de su gente sumida en 
la pobreza, la enfermedad y la ignorancia, y con sus dirigentes invadidos 
por una mezcla de reproche, frustración, rabia y vergüenza. (2006, 68) 

La sensación de tener una nación débil y aislada se vinculó con las nociones 
de progreso que los dirigentes habían heredado del positivismo del siglo xix 
(Meló 2008). Muchos de estos veían a Colombia como un foco de inciviliza¬ 
ción, barbarie y atraso. Hernando Martínez Santamaría, político conservador, 
culpó a la guerra de arruinar la imagen del país “ante las naciones civilizadas” 
(Martínez 1934, iv). A su vez, Rafael Uribe Uribe, miembro de la care, publicó 
un panfleto titulado Reducción de salvajes en 1907, en el que afirmó que “casi 
toda la circunferencia de Colombia estfaba] en manos de salvajes” (Uribe Uribe 
1907,7) a los que había que “domesticar y reducir para traer la civilización cris¬ 
tiana a todo el territorio” (1907,8-9). Incluso un observador extranjero aseguró 
que el atraso general era resultado de “razas primitivas absorbidas en el cuerpo 
político y social; la herencia española de intolerancia, represión intelectual [...] 
daban como consecuencia todo un siglo de anarquía” (Rippy 1981, 41). 

La concepción negativa y pesimista de país que la élite desarrolló por 
esos años se vio impulsada por la difícil situación económica. Según cuenta 
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Morales, “el periodo que va de 1914 —año en que el gobierno de Restrepo ex¬ 
pide el acuerdo— hasta 1921 cuando se ratifica está marcado por una serie de 
crisis económicas cada vez más severa” (2003, 54). Sin embargo, el momento 
más crítico fue entre 1920 y 1921, como consecuencia de la disminución de las 
importaciones, el alza del dólar y la caída en los precios del café (Bejarano 1987), 
lo cual llevó a una aguda crisis fiscal y al incremento de la deuda interna y ex¬ 
terna. Esta situación tuvo dos consecuencias importantes para el imaginario 
nacional. Por un lado, hizo ver a la élite política la necesidad de atraer capital 
extranjero para generar progreso (Henderson 2006,11). Por otro, obligó a los 
políticos a pensar que era hora de buscar nuevas formas de reorganizar el ré¬ 
gimen monetario y financiero (Tovar 1984,135-152). 

A la crisis económica y al sentimiento de barbarie e incivilización se sumó 
otro elemento: la separación de Panamá. Antes de 1903, Colombia desempe¬ 
ñaba un papel relativamente activo en el ámbito internacional y se perfilaba 
como un actor con un potencial significativo, dada su ubicación estratégica y 
sus vastos recursos naturales (Randall 1992, 98; Tokatlian 2000, 33). Sin em¬ 
bargo, el síndrome de Panamá produjo una crisis nacional que modificó sus¬ 
tancialmente la percepción colombiana de su propio papel en el mundo (López 
Michelsen 1989,157), porque el incidente subrayó su impotencia frente a Esta¬ 
dos Unidos. En consecuencia, la política exterior colombiana adquirió un ca¬ 
rácter introvertido y de bajo perfil. Cepeda y Pardo (1989, 9) concuerdan con 
la tesis de López Michelsen al subrayar que por esta razón Colombia dejó de 
ser un “actor principal en la política internacional” y desarrolló una “presen¬ 
cia discreta y prudente”. Esta posición del Gobierno nacional se reforzó tras 
múltiples tensiones con los países vecinos suscitadas por la delimitación de las 
fronteras. Al menos durante la primera década del siglo xx, Colombia se en¬ 
contraba aislada dentro de su propio vecindario y sin mucha claridad sobre 
el alcance de su soberanía, lo cual intensificó la sensación de inseguridad res¬ 
pecto a su lugar en el mundo. 

La convergencia de los elementos señalados produjo una crisis identitaria en 
la sociedad colombiana, que tuvo serias implicaciones en el papel del Estado y 
las élites (Bushnell 2007, 212-13). En lo doméstico, se emprendió lo que Pecaut 
ha llamado la modernización conservadora, es decir, “un proceso de recons¬ 
trucción institucional y económica estrechamente ligado a una concepción del 
orden político apoyado en el catolicismo” (2010, 51). Mientras tanto, a nivel in¬ 
ternacional, la crisis de identidad nacional llevó a una alteración del imagina¬ 
rio de política exterior, ya que las percepciones existentes acerca del papel de 
Colombia en el mundo se vieron trastocadas. 
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Resolviendo la crisis: el antiamericanismo frente al proamericanismo 

La disonancia que la pérdida de Panamá provocó al interior del ipe durante 
las primeras dos décadas del siglo xx llegó a un punto de inflexión cuando el 
gobierno presentó el Tratado Urrutia-Thomson. Más que una postura sobre el 
restablecimiento de las relaciones con Estados Unidos, la oposición o el acuerdo 
con respecto a la firma del tratado supusieron de manera indirecta dos formas 
distintas de resolver la crisis identitaria del país. La primera de ellas rechazaba 
el acuerdo. La bancada antitratadista, compuesta en su mayoría de conserva¬ 
dores y un pequeño núcleo liberal, justificaba su negativa con el argumento 
de que Estados Unidos era el responsable directo de la separación de Panamá 
(Dugas 2005,78) y, por esto, sostenía que restablecer las relaciones significaría 
un fuerte golpe al orgullo nacional. Ardila señala que entre este grupo de po¬ 
líticos había la idea de que “el tratado con el país norteamericano no resarciría 
el daño hecho y no restablecería de nuevo la amistad” (2010, 23-28). Algunos 
antitratadistas llegaron incluso a afirmar que la iniciativa abriría las puertas a 
nuevas invasiones estadounidenses que atentarían contra la soberanía nacional. 
En este sentido, lo que argumenta Ardila es que el resentimiento y desprecio 
de la sociedad colombiana estaba dirigido, principalmente, contra la política 
imperialista que Estados Unidos puso en marcha en el istmo y que podría vol¬ 
ver a poner si el país le volvía a abrir sus puertas. El planteamiento de la autora 
lleva a concluir que la posición antiestadounidense se basaba principalmente 
en lo que Washington hacía, en especial la política del Gran Garrote de Theo- 
dore Roosevelt y la Diplomacia del Dólar de William Taft, y no necesariamente 
en lo que era como país y sociedad. 

Esta posición, que podría denominarse antiamericana, no fue algo exclu¬ 
sivo de los debates y la retórica en el Senado; por el contrario, tuvo considera¬ 
bles expresiones y consecuencias en la política interna a partir de 1903. Uno de 
los primeros episodios se dio en 1909, cuando Rafael Reyes firmó una serie de 
arreglos entre Panamá, Estados Unidos y Colombia, conocidos como los tra¬ 
tados Cortés-Root y Cortés-Arosemena, que tenían la intención de resolver la 
crisis. La opinión pública vio estos documentos como una amenaza y una ver¬ 
güenza para el orgullo colombiano. Esto desembocó en una fuerte oposición 
del Legislativo y en una serie de protestas estudiantiles en marzo de ese mismo 
año. Al final, la crisis se solucionó con la renuncia de Reyes a la Presidencia y 
su remplazo por Jorge Holguín. Otros dos momentos memorables son la ne¬ 
gativa del presidente Pedro Nel Ospina a permitir la visita del secretario de 
Estado, Philander Knox, en 1912, y las protestas de artesanos en contra del Go¬ 
bierno estadounidense en marzo de 1919. No obstante, el más intenso de todos 
fue el que llevó a la renuncia de otro presidente: Marco Fidel Suárez. En 1921, 
el representante Laureano Gómez planteó una serie de acusaciones en contra 
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de Suárez: señaló que este había comprometido la dignidad de la república al 
pedir dinero a bancos extranjeros, además de obtener dinero de representan¬ 
tes de compañías estadounidenses para beneficiarlos tras la eventual firma del 
Tratado Urrutia-Thomson. La presión generada llevó a que el mandatario con¬ 
servador renunciara a su cargo con el fin de facilitar la ratificación definitiva 
del acuerdo. En resumidas cuentas, rechazar el tratado no era equivalente a 
un simple distanciamiento con Estados Unidos. Por el contrario, si la bancada 
antitratadista adoptaba esta posición, de manera indirecta y poco consciente, 
estaría reconstruyendo el imaginario de política exterior a favor de una apro¬ 
ximación a los asuntos internacionales más balanceada y multilateral. Incluso 
señala Randall (2011,141) que en aquel entonces la élite colombiana habría es¬ 
tado en condiciones de adoptar un tipo de liderazgo bolivariano como estrate¬ 
gia de contrapeso a la influencia estadounidense en América Latina. 

El segundo camino para resolver la crisis identitaria proponía todo lo con¬ 
trario. Promovido y defendido por el Gobierno, por la mayoría liberal y por 
una pequeña facción conservadora, este establecía que la nación debía firmar 
el Tratado Urrutia-Thomson en aras de orientar su política hacia el coloso del 
Norte, pues este simbolizaba la más rica y prospera civilización del continente. 
Nuevamente, esta posición tenía consecuencias mucho más profundas en las 
relaciones internacionales del país que la reconciliación entre ambos estados. 
De manera implícita, representaba solucionar la disonancia por la que atra¬ 
vesaba el ipe mediante el refuerzo de una relación subordinada entre Colom¬ 
bia y Estados Unidos, entre el yo y el otro. En otras palabras, la aprobación del 
acuerdo tenía como trasfondo la construcción de una relación asimétrica y la 
irrestricta asociación de los intereses colombianos a los del hegemón. 

Después de siete años de intensos debates en el Senado colombiano, los pro¬ 
tratadistas se impusieron y el acuerdo que dio solución al conflicto fue aprobado. 
Al hacer esto, el Gobierno reconstruyó el imaginario de política exterior en fun¬ 
ción del proamericanismo, que terminó teniendo un papel preponderante en la 
construcción de la identidad de Colombia, el significado intersubjetivo de Esta¬ 
dos Unidos y las formas en las que ese otro debería tratarse de allí en adelante. 


Imaginario de política exterior a principios del xx 

Hasta este punto hemos señalado que la firma del Tratado Urrutia-Thomson 
llevó a la construcción del imaginario de política exterior que la guerra de los 
Mil Días y la pérdida de Panamá habían hecho entrar en crisis. Este nuevo ipe 
de principios de siglo estaba compuesto principalmente de un elemento: el proa¬ 
mericanismo, lo cual implica preguntar: ¿cuál fue el contenido de ese proa¬ 
mericanismo sobre el cual se reconstruyó el imaginario de política exterior?, 
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¿dónde se originó? y ¿por qué se impuso sobre las vertientes antiamericanas o 
antitratadistas? 

Una mirada a las fuentes primarias de la época hace pensar que en la mente 
de los tomadores de decisiones, especialmente quienes abogaban por reanudar 
las relaciones, se desarrolló un discurso sobre Estados Unidos como fuente de 
progreso y civilización. Un estudio reciente (Ardila 2010) sobre la opinión pú¬ 
blica colombiana acerca del tratado llega a la conclusión de que este imagina¬ 
rio también permeó muchas de las columnas y noticias de los periódicos más 
importantes del país. Por ejemplo, un periodista de El Espectador, que respon¬ 
día en 1914 a una columna de opinión de The Herald que criticaba el acuerdo, 
describía a Estados Unidos en estos términos: “Hay que esperar a que estos bro¬ 
tes malsanos sean hijos de la pasión política [...] y no la expresión del autén¬ 
tico y legítimo sentimiento nacional de los Estados Unidos, que, como nación 
civilizada y culta que [es] y de gloriosas tradiciones a las cuales deben respeto 
y pleitesía” {El Espectador 1914, 2). Luis Cano, a su vez, tenía esa misma visión 
de Estados Unidos durante los debates de 1921: 

Renunciar a los veinticinco millones no sería, no podría ser renunciar 
a la amistad con los Estados Unidos, ni precipitar al país a la ruina ni 
abandonarnos a una actitud de hosca resistencia a la realidad, ni es¬ 
conder como avaros a la civilización el tesoro que guarda en sus entra¬ 
ñas la tierra. {El Espectador 1921a) 

En los ocho años que duró todo el proceso de aprobación, el proamerica¬ 
nismo civilizador fue una constante entre varios políticos. El senador Arcila 
consideraba que Colombia debía “cultivar del mejor modo posible las rela¬ 
ciones con ese país, que est[aba] a la cabeza del continente” {El Tiempo 1921). 
Carlos E. Restrepo observaba que Estados Unidos tenía una misión civiliza¬ 
dora (1972), Pedro Nel Ospina lo catalogaba como “el Gran Magistrado que se 
presenta[ba] ante el mundo y se presentaría] ante la historia como el primer 
defensor de la integridad territorial de las naciones” (Ospina 1918,16), José Vi¬ 
cente Concha lo consideraba “uno de los pueblos más prósperos de los tiem¬ 
pos modernos” (Concha 1957, 4) y Hernando Holguín y Caro hablaba de un 
mundo civilizado (Holguín y Caro 1957, 600). 

Esta forma de ver a Estados Unidos, que se terminó imponiendo sobre las 
tendencias antiamericanas, surgió de la conjunción de un factor estructural y 
de varios coyunturales. El primero de ellos hace referencia al pasado de la re¬ 
lación bilateral. Aunque la separación del istmo generó gran malestar entre 
la población, la élite no podía olvidar la cercana amistad que unió a los dos 
países antes de 1903. En su texto Por la América del Sur, Rafael Uribe Uribe 
hace referencia a esto: 
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La negativa del Congreso [estadounidense] a aceptar el tratado no signi¬ 
ficó el menor cambio hacia los Estados Unidos, y solamente confirmaba 
los sentimientos de confraternidad americana que animaban al pueblo 
colombiano, así como las amistosas relaciones que siempre habían exis¬ 
tido y existían inalterables entre Colombia y Estados Unidos. (1957,78) 


Desde la Independencia hasta principios del siglo xx, Colombia vio en Esta¬ 
dos Unidos un país amigo al que podía buscar en caso de necesitar ayuda si se 
hacía real la amenaza europea. Esto ocurrió inmediatamente después de la re¬ 
volución de 1819. Una reconquista por parte de España era un peligro constante, 
al cual el Gobierno colombiano respondió pidiendo ayuda a Washington, so¬ 
bre todo en el suministro de armas y municiones (Randall 1992, 30). Otro epi¬ 
sodio de este tipo surgió por la importancia que adquirió Panamá a lo largo del 
siglo xix: las ventajas que ofrecía el territorio lo hacían muy atractivo para el 
imperialismo europeo. Lo anterior, cuenta Tirado (1976,41), llevó a que Bogotá, 
con “miras a conservar la soberanía sobre el istmo, optara por beneficiarse de 
las contradicciones entre potencias y confiar la protección a los Estados Uni¬ 
dos”. Esto resultó en la firma del Tratado Mallarino-Bidlack, que puso bajo la 
protección de la Casa Blanca al departamento. Esta antesala hizo pensar a la 
élite que Estados Unidos era un país en el que se podía confiar y con el cual se 
podía volver a la situación armoniosa previa a 1903. 

Si bien los antecedentes de la relación bilateral fueron un elemento de peso 
en la construcción del proamericanismo, no fueron suficientes por sí solos en 
ese proceso. Además, hubo otros asuntos coyunturales que lo condicionaron 
y reforzaron. Por un lado, el Estado colombiano carecía de un referente civi- 
lizatorio positivo frente al cual posicionarse. Mientras que potencias como el 
Reino Unido y Francia impusieron su hegemonía en muchos de los países de 
la región en el periodo de 1820-1890 (Skidmore y Smith 1989, 337-340), en Co¬ 
lombia ninguna lo hizo. La posibilidad de conseguir un otro hegemónico fue 
más remota tras el final de la Primera Guerra Mundial, ya que la gran mayo¬ 
ría de las potencias de Europa estaban sumidas en una profunda crisis política 
y económica que hizo imposible el ejercicio de este rol. 

Aunque la Gran Guerra eliminó la oportunidad de que el Estado colom¬ 
biano se identificara con cualquier referente europeo, en el hemisferio suce¬ 
dió todo lo contrario. Después de 1914, Estados Unidos inició su larga carrera 
hacia la hegemonía global y comenzó a ser el único potencial candidato que 
Bogotá podía considerar parte de la civilización superior en términos identi- 
tarios. El país del norte se transformó en un actor de gran nivel en la econo¬ 
mía global, pues el conflicto dejó en la ruina a varias potencias europeas que 
tuvieron que depender de las finanzas y el capital estadounidense para sa¬ 
lir adelante (Rosati y Scott 2011, 27). Al mismo tiempo, el balance de poder se 


Imaginario de política exterior y proamericanismo 
en Colombia 


21 


alteró y Estados Unidos emergió como nuevo hegemón del sistema interna¬ 
cional (Kennedy 1989, 277). Esta situación no pasó desapercibida en el país. Se¬ 
gún Tokatlian y Pardo (2010, 219), al finalizar la guerra en Europa, “las élites 
[colombianas] tenían plena conciencia del cambio del balance mundial de po¬ 
der a favor de Estados Unidos”, lo que llevó al gobierno de Suárez a buscar la 
firma del tratado por encima de cualquier cosa. 


Articulando el Tratado Urrutia-Thomson 

Los elementos señalados se conjugaron de tal manera que fueron indispensa¬ 
bles en la construcción de un proamericanismo que sirvió como condición de 
posibilidad para la firma del Tratado Urrutia-Thomson. En primer lugar, los 
antecedentes crearon un imaginario en la élite política colombiana basado en 
la idea de que las relaciones con Estados Unidos no tenían por qué mantenerse 
frías y distantes. El hecho de que en el pasado hubiesen sido cercanos predis¬ 
puso a la bancada protratadista a pensar en la viabilidad del restablecimiento 
de los lazos bilaterales. En segundo lugar, el acuerdo era visto como un medio 
para superar la crisis económica, política y social del país, pues la entrada de 
los 25 millones se consideraba una solución a la aguda recesión. En un informe 
presentado el 6 de octubre de 1921 al Senado la care, en cabeza de José Antonio 
Uribe, justificó la aprobación del acuerdo con los dos argumentos señalados: 

¿En qué sentido debemos aceptar las modificaciones de que tan exten¬ 
samente hemos venido hablando en el presente informe? [...] Con el 
propósito de que se logren los altos fines que se tuvieron en mira al ce¬ 
lebrar el tratado de[l] 6 de abril, es decir, restaurar la cordial amistad 
que anteriormente caracterizó las relaciones entre Colombia y los Esta¬ 
dos Unidos de América, y que al amparo de esa amistad, cordial y sin¬ 
cera, puesta ya a cubierto la integridad de nuestra soberanía, puedan 
ejercer su legítima y saludable influencia, en nuestro desarrollo econó¬ 
mico e industrial, las grandes potencialidades que alientan en la más 
rica y poderosa nación de este hemisferio. (Uribe 1921, 85) 

Por otra parte, la falta de un referente civilizador europeo limitó por un 
tiempo las opciones del Gobierno colombiano de encontrar posibles aliados. 
Esto cambió una vez Estados Unidos salió victorioso y revitalizado de la con¬ 
tienda en el Viejo Continente. Para ese momento, el Coloso del Norte no solo 
era admirado por representar los parámetros más altos de la modernidad, sino 
porque se percibía como un país con la capacidad para sacar a Colombia de su 
atraso (Meló 2008, 27). Ardila (2010) señala que en las dos primeras décadas 
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del siglo xx la élite nacional proyectaba un imperialismo por invitación, es de¬ 
cir, una postura a favor de la presencia estadounidense, sin importar que esto 
restringiera la soberanía o potestad del Estado. La amistad con Estados Uni¬ 
dos se consideraba fundamental para el progreso del país. Durante una de las 
sesiones de ratificación del tratado, Lucas Ospina, representante liberal, defen¬ 
día la posición del Gobierno con los mismos argumentos: 

Yo no sé si me ofusca el patriotismo, pero siento en el fondo de mi alma 
que estamos sentando bases sólidas para recorrer en años, distancias 
de civilización que antes demandaban décadas, y aún siglos, y por ello 
con plena conciencia, considero que al defender la aprobación de este 
tratado cumplo el deber filial imperativo de trabajar por la prosperi¬ 
dad y grandeza de Colombia. (El Espectador 1921b) 


La Alianza para el Progreso 

La llegada de John F. Kennedy al Ejecutivo estadounidense marcó el inicio de 
una nueva etapa entre Estados Unidos y Latinoamérica. De las muchas expre¬ 
siones de cambio hacia sus vecinos del sur probablemente la más importante 
se dio el 31 de marzo de 1961, fecha en que se lanzó la Alianza Para el Progreso, 
un programa de ayuda externa para América Latina que tenía el objetivo de 
promover el crecimiento económico y varias reformas políticas en la región. A 
cambio de ello, los países favorecidos debían comprometerse a hacer una re¬ 
forma fiscal, una reforma agraria y ampliar las libertades políticas. Destinado 
a ser un plan de diez años y con un presupuesto de 20 000 millones de dóla¬ 
res, Estados Unidos vio en la Alianza Para el Progreso “una manera de usar 
la ayuda económica para asegurar que Latinoamérica se desarrollara de tal 
manera que los políticos proamericanos se fortalecieran al mismo tiempo se 
crearan las condiciones económicas para limitar tendencias procomunistas y 
antiamericanas” (Taffet 2007, 2). 

Al día siguiente de que se hizo la invitación a todos los países del hemisfe¬ 
rio a unirse “en una Alianza para el Progreso: en un vasto esfuerzo de coope¬ 
ración, sin paralelo en su magnitud y en la nobleza de sus propósitos, a fin de 
satisfacer las necesidades fundamentales de techo, trabajo, tierra, salud y es¬ 
cuela de los pueblos de las Américas” (Kennedy 1961), “el presidente Lleras Ca- 
margo envió un telegrama a Kennedy en el que expresó su respaldo total a la 
iniciativa planteada por él y le ofreció la colaboración de Colombia para su rea¬ 
lización” (Caballero 2014, 31). El mismo año en que el Gobierno colombiano 
abrió las puertas del país a la alianza, se formularon los principales objetivos 
del programa, además de la reforma fiscal y la reforma agraria: “solucionar un 
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severo problema de balanza de pagos, fortalecer y diversificar la producción 
agrícola —sobre todo para reducir la dependencia de las exportaciones de café—, 
mejorar la nutrición y modernizar un sistema educativo en el que una tercera 
parte de la población mayor de siete años era analfabeta” (Randall 1992, 264). 

Durante los diez años que duró la iniciativa, Colombia estuvo entre los tres 
países que más dinero recibieron. A diferencia de Brasil y Chile, los primeros 
dos receptores, la ayuda fue constante: entre 1964 y 1971 se recibieron como mí¬ 
nimo 100 millones de dólares anuales. Entre 1961 y 1969, “Colombia recibió 885 
millones de dólares correspondientes al 12 % del total de los recursos entregados 
por el programa en América latina. Entre 1961 y 1973 la ayuda estadounidense 
para el país había ascendido a 1396 millones de dólares, de los cuales el 90 % 
correspondió a ayuda económica y el 10 % a asistencia militar” (Rojas 2010,98). 

Al igual que la firma del Tratado Urrutia-Thomson y la guerra en Corea 
—Colombia fue el único país latinoamericano en mandar tropas—, la Alianza 
para el Progreso constituye un episodio particular que se debe investigar. 
En primer lugar, era una iniciativa que estaba pensada para acabar con los 
posibles brotes de comunismo que podían surgir en la región como resul¬ 
tado de los bajos niveles de desarrollo. Aunque Colombia era un país que te¬ 
nía los mismos problemas económicos que sus vecinos y, por consiguiente, 
se podía considerar “subdesarrollado”, no presentaba señales de inestabili¬ 
dad política o fuerte actividad comunista cuando Kennedy llegó al poder, lo 
cual iría en contra de uno de los principales criterios de la alianza. En se¬ 
gundo lugar, si se piensa, como afirma Jeífrey Taffet (2007), que la ayuda eco¬ 
nómica buscaba crear gobiernos proestadounidenses que se alejaran de las 
tentaciones soviéticas, no era necesario poner en marcha la Alianza para el 
Progreso en Colombia, ya que para ese entonces había un consenso biparti¬ 
dista en cuanto a la alineación con Washington. Varios autores (Taffet 2007 
Baskind, Lerdau y Mesmer 2008; Rojas 2010) comparten la opinión de que 
el caso colombiano se explica mediante dos razones. Primero, la adminis¬ 
tración Kennedy quiso hacer de Colombia un caso de éxito que demostrara 
al mundo los grandes logros del modelo de desarrollo occidental. Al contra¬ 
rio de los demás países receptores, los problemas que Colombia debía afron¬ 
tar en el Frente Nacional no eran tan graves y tenían solución a corto plazo. 
De esta manera, si la inyección de capital y los programas podían solucionar 
las deficiencias del país, Estados Unidos se erigiría ante Oriente y Occidente 
como el líder del desarrollo. Segundo, se instauró en Colombia el régimen 
consosacional, que con el fin de reformar la situación nacional creó un am¬ 
biente amigable para que la alianza se implantara en el país. Alberto Lleras 
Camargo (1958-1962), Guillermo León Valencia (1962-1966) y Carlos Lleras 
Restrepo (1964-1970) llegaron a la dirección del Frente Nacional con el ob¬ 
jetivo de sacar a Colombia del abismo al que La Violencia y la dictadura de 
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Rojas Pinilla habían llevado, para lo cual los fondos que el Gobierno esta¬ 
dounidense ofrecía resultaban atractivos. 


El Frente Nacional y el imaginario de política exterior 

La inauguración del Frente Nacional en 1958 supuso revitalizar el imaginario 
de política exterior, en aras de afrontar una serie de nuevos retos nacionales e 
internacionales que se le impusieron a la Colombia de finales de los cincuenta. 
A partir de entonces y durante los diez años que duró la Alianza para el Pro¬ 
greso, fueron tres los elementos principales que compusieron la estructura de 
significados que conocemos como ipe. 

Colombia reformista 

Al final de la década de los cincuenta, el país se encontraba en una fase de tran¬ 
sición en la que los partidos políticos y la sociedad civil buscaban dejar atrás 
los años de violencia, represión y crisis que la lucha partidista y la dictadura 
habían institucionalizado. Fue en ese contexto que emergió el Frente Nacional, 
que perfiló a Colombia como una nación reformista. Según Kalmanovitz (1985, 
416), “la violencia había causado tantas heridas a millones de ciudadanos y la 
población había padecido más de una década de dictadura desembozada que 
el Frente Nacional se vio obligado a plantear un programa de reformas socia¬ 
les, económicas y políticas”. 

En su discurso de posesión como primer presidente del Frente Nacional, 
Lleras Camargo planteó la necesidad de darle un nuevo camino al país: 

No hay en la historia de la república años más duros ni experiencias 
más dramáticas. Descendimos brutal y súbitamente a extremos inaudi¬ 
tos. Vimos con estupor cómo había una reserva de barbarie en nuestras 
gentes que desafiaba siglos enteros de predicación cristiana, de orden 
civil, de convivencia avanzada [...]. El reajuste que necesita el país, en 
la función estatal y en lo privado, no va a ser cosa fácil, y sería imper¬ 
donable que siguiéramos haciéndolo a golpes de necesidad y con deci¬ 
siones improvisadas. (Lleras Camargo 2006a, 420-426) 

Las reformas frentenacionalistas buscaban responder, en primer lugar, al 
amargo antecedente de La Violencia. Hobsbawm (1983,263) define este periodo 
de la historia nacional como “una combinación de guerra civil, acciones guerri¬ 
lleras, bandidaje y simples matanzas” que devastó al país en la segunda mitad 
del siglo xx. El segundo blanco del reformismo consosacional fue el legado de 
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la dictadura militar. El golpe de Gustavo Rojas Pinilla de 1953 se sustentó en la 
idea de que era necesario “superar la desbordante situación de violencia en que 
se encontraba el país, recuperar para el Estado la funcionalidad de sus institu¬ 
ciones y restaurar la legitimidad del sistema” (León 2010,34). Con el tiempo su 
mandato empezó a fracturarse, pues, por un lado, Rojas Pinilla empezó a ma¬ 
nifestar una actitud cada vez más autoritaria que poco a poco fue absorbiendo 
al Estado y debilitando el régimen democrático y, por el otro, condujo a la na¬ 
ción a una severa recesión económica. 

Además del complejo panorama que habían dejado estos dos episodios de 
la historia nacional, el ideario reformista también buscó responder a una con¬ 
cepción que tomó fuerza en la élite nacional de la época. Además de ser un país 
en estado de rehabilitación, como alguna vez lo señalara Lleras Camargo, en la 
mente de los dirigentes se implantó el discurso de Colombia como un país sub¬ 
desarrollado o insuficientemente desarrollado. En la sesión XIV de la Asamblea 
General de Naciones Unidas en 1959, Julio Cesar Turbay, ministro de Relacio¬ 
nes Exteriores, expuso esta idea frente a todos los miembros del organismo: 

Colombia tiene un problema común a veinte países de este hemisferio 
y por lo menos a mil quinientos millones de seres situados en las di¬ 
ferentes áreas del planeta [...]. Me refiero al subdesarrollo económico, 
cuya capacidad perturbadora nadie intentará negar [...]. Colombia no 
vacila en señalar al subdesarrollo económico como el más poderoso 
enemigo de la estabilidad política y de la paz. (Turbay 1961,187) 

Colombia anticomunista 

Desde que finalizó la Segunda Guerra Mundial, Colombia ya había incorpo¬ 
rado el anticomunismo en su imaginario de política exterior. El Frente Nacio¬ 
nal no alteró en gran medida este elemento. José Joaquín Caicedo, ministro de 
Relaciones Exteriores en 1962, aseguraba lo siguiente: 

la orientación fundamental de la política exterior colombiana es la de 
apoyar al llamado grupo occidental. En la lucha que se ha estado li¬ 
brando y que se seguirá librando entre el comunismo internacional, 
representado por la Unión Soviética y los principios de la libertad y 
dignidad de la persona humana, de que son abanderados los Estados 
Unidos [...], Colombia no es un país neutral, puesto que estamos al 
lado de las potencias occidentales. (1963, 7-11) 

Las dos décadas posteriores a la participación de Colombia en Corea fueron 
fundamentales para que el país se reafirmara como líder regional de la cruzada 


26 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


anticomunista. Como veremos, esta situación tuvo distintas expresiones tanto 
de carácter interno como externo. A nivel interno, sobresalió Rojas Pinilla, 
quien desde el principio expresó una posición irreconciliable con el materia¬ 
lismo histórico e intentó institucionalizar su odio a través de iniciativas, como 
el Acto Legislativo 6 de 1954 y el Decreto 0434 de 1956. 

Las administraciones de León Valencia y Lleras Restrepo también se en¬ 
focaron en la lucha contra el comunismo. En estos casos, el repliegue se pro¬ 
dujo por el estallido de una nueva ola de violencia. Según Palacios y Safford, 
el periodo que se abre a comienzos de la década de los sesenta suele llamarse 
conflicto armado, ya que se alude a un escenario de “lucha insurreccional de 
organizaciones guerrilleras cuyo fin [era] transformar revolucionariamente el 
orden social y el Estado que lo protege” (2002, 643). Entre 1962 y 1966, surgie¬ 
ron algunos de los grupos guerrilleros más importantes que el país ha cono¬ 
cido, entre ellos el Ejército de Liberación Nacional (eln), las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (farc) y el Ejército Popular de Liberación Na¬ 
cional (epl). Esta nueva situación de orden público se encargó de direccionar 
las políticas anticomunistas de los dos mandatarios. En este contexto fue que 
Valencia declaró la lucha a las llamadas repúblicas independientes y a los sub¬ 
versivos que las crearon través del Plan Lazo. A diferencia de Valencia, Lleras 
Restrepo presenció un recrudecimiento del conflicto que lo llevó a emprender 
una intensa ofensiva contra la izquierda. Esta tendría su máxima expresión en 
los decretos 2687, 2688, 2689 y 3398, pero principalmente en la Ley 48 de 1968, 
que reglamentaba la formación de grupos civiles armados bajo el control de 
las Fuerzas Armadas. 

El Frente Nacional también manifestó su liderazgo anticomunista en el es¬ 
cenario regional. Con Alberto Lleras Camargo Colombia dejó de ser el país 
que combatía la influencia comunista interna para convertirse en la nación 
que también lo hacía afuera. Los casos más representativos fueron la expul¬ 
sión de Cuba de la Organización de los Estados Americanos (oea) y las cons¬ 
tantes tensiones por su relación con las guerrillas domésticas, el rompimiento 
de las relaciones diplomáticas con República Dominicana y las fuertes críticas 
a la situación de orden público en Haití. 

Antes de analizar el contenido proamericano del ipe frentenacionalista, es 
necesario hacer una anotación. Hasta este punto hemos señalado que el anti¬ 
comunismo desempeñó un papel central en la relación entre Colombia y Es¬ 
tados Unidos durante la Guerra Fría; sin embargo, este no fue constante a lo 
largo de todos los años. Para cuando se estableció el régimen consosacional ya 
existía un consenso bipartidista sobre el materialismo histórico, que además 
se vinculaba al Partido Comunista Colombiano y a los grupos subversivos. De 
esta manera, el materialismo histórico dejó de ser un elemento retórico que el 
conservatismo relacionaba con el Partido Liberal. A su vez, el anticomunismo 
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consosacional, a diferencia del que defendían algunos antecesores, tuvo un 
tono más suave respecto a la Unión Soviética (Randall 1992, 277). En cambio, 
para el Frente Nacional la principal amenaza comunista extranjera era Cuba y 
el régimen de Fidel Castro. Por una parte, Lleras Camargo y otros miembros 
de la élite política sentían que la isla había traicionado los valores del sistema 
interamericano al integrarse a la órbita de Moscú. Además, Bogotá percibió 
como una ofensa el hecho de que hubiese traído la Guerra Fría y el conflicto 
bipolar al hemisferio. Por último, gobiernos anteriores interiorizaron la idea 
de que Colombia era un país que estaba al borde de caer en las garras sovié¬ 
ticas. Por razones tanto pragmáticas como ideológicas, se sobredimensionó 
la capacidad del movimiento nacional. Asimismo, creyeron firmemente que 
si no hacían algo el fin de la civilización occidental cristiana estaba cerca. Por 
el contrario, el Frente Nacional fue mucho más incrédulo: no estaban tan se¬ 
guro de la fuerza del comunismo interno. Tanto liberales como conservadores 
creían que el territorio nacional era un escenario de conflicto entre la izquierda 
y el Estado, pero nunca estuvieron convencidos de que los movimientos de iz¬ 
quierda fueran lo suficientemente fuertes como para poner en riesgo la insti- 
tucionalidad democrática. 


Proamericanismo, anticomunismo y desarrollo 

Dos fueron los elementos que acompañaron al proamericanismo durante el pe¬ 
riodo 1958-1970: el anticomunismo y el desarrollismo. Cuando llegó la Alianza 
para el Progreso, en el imaginario de política exterior aún se veía a Estados Uni¬ 
dos como líder del mundo libre y como un abanderado de la civilización occi¬ 
dental contra la amenaza comunista. Durante el Frente Nacional, los políticos 
apreciaron y admiraron la misión que esa nación había adquirido. Colombia, 
como un país más del bloque occidental, no podía hacer más que ofrecer su 
apoyo incondicional a esa “noble” causa. Por ejemplo, el canciller Caicedo al¬ 
guna vez mostró su aprecio hacia Estados Unidos: según el, ninguna otra nación 
defendía “los principios de la civilización cristiana, el respeto a los derechos y 
la dignidad del hombre” (1963,182) del peligro soviético. Alberto Lleras expresó 
la misma opinión cuando afirmó lo siguiente de Estados Unidos y Colombia: 

Amigos y aliados en las luchas por la libertad en la esfera internacio¬ 
nal, y por la prevalencia de la civilización occidental y cristiana. Te¬ 
nemos, además, intensas y decisivas relaciones de comercio y hay una 
estrecha interdependencia de colombianos y estadounidense. (Lleras 
Camargo 2006b, 399) 


28 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


El segundo elemento que se ató al proamericanismo fue la idea de desa¬ 
rrollo que para aquel entonces estaba empezando a tomar fuerza. Específica¬ 
mente, se apreciaba y admiraba a Estados Unidos por su capacidad para hacer 
transitar a los países subdesarrollados hacia estadios más avanzados. Como 
presidente del Comité de los 21, Alfonso López Pumarejo leyó así la situación: 
“Estados Unidos presenta un deseo innegable de contribuir al desarrollo latino¬ 
americano a través de constantes contribuciones a los proyectos de los distin¬ 
tos países” (1959). José Joaquín Caicedo interpretó el papel de Estados Unidos 
de la misma manera: 

es una nación —EE. UU.— que a través de la historia se ha caracteri¬ 
zado, como ninguna otra, por su voluntad de servicio al resto de la hu¬ 
manidad, que se presta con largueza en los más remotos rincones de 
la tierra. Una nación construida sobre principios filosóficos, morales 
y políticas de donde se desprenden las instituciones de la mayoría de 
los pueblos democráticos del tiempo presente. (1963, 362) 

Al vincularse el desarrollismo al proamericanismo, parecería haber emer¬ 
gido un componente completamente nuevo dentro del ipe. En este sentido, es 
importante señalar que desde tiempo atrás los tomadores de decisiones ha¬ 
bían tendido a apreciar y admirar a Estados Unidos por su capacidad y volun¬ 
tad para sacar a Colombia del atraso, como se puso en evidencia en nuestra 
discusión del Tratado Urrutia-Thomson. Sin embargo, esta etapa del imagina¬ 
rio de política exterior tiene dos novedades. Primero, las nociones de desarro¬ 
llo y subdesarrollo, que tienen que ver con un nuevo lenguaje y una forma de 
entender el proceso de evolución de las sociedades. Los conceptos de progreso 
y civilización utilizados en el pasado hacían referencia a dinámicas distintas, 
mas no completamente lejanas, que fueron reemplazadas por la introducción 
de esta nueva idea. Como ya señalamos, el desarrollo se vinculó a una nueva 
estrategia de lucha contra el comunismo, mientras que el progreso, a la supe¬ 
ración de estadios salvajes e incivilizados, ideas inspiradas en el positivismo y 
el darwinismo social. Segundo, hubo disonancia entre la percepción de lo que 
Estados Unidos era y lo que hacía en el sistema internacional, generada por 
ciertos episodios. Un ejemplo de discrepancia lo ofrece la posición de Colom¬ 
bia frente a la invasión de bahía de Cochinos en Cuba. Desde sus inicios, Lle¬ 
ras Camargo condenó el ataque estadounidense por haber sido una estrategia 
ejecutada de manera unilateral; incluso llegó a hablar de este hecho como un 
rezago de la doctrina Monroe o una política relacionada con el nuevo impe¬ 
rialismo. El presidente consideraba que cualquier acción contra Cuba debía 
hacerse bajo el amparo de la oea y del sistema interamericano. Además, la in¬ 
vasión iba en contravía del respeto a la soberanía nacional, un principio que el 
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país siempre había defendido. Otro ejemplo son los roces que Lleras Restrepo 
tuvo con el Fondo Monetario Internacional y Estados Unidos. Durante su 
mandato, el país recibió varios préstamos del fondo gracias a la Alianza para 
el Progreso con la condición de acelerar el ritmo de devaluación como medio 
para reducir la demanda interna de productos importados y aumentar las po¬ 
sibilidades de conseguir suficientes divisas extranjeras a través de las expor¬ 
taciones. Esta situación disgustó a Lleras, quien, a pesar de admirar a Estados 
Unidos, rechazó por completo sus presiones y la intromisión del fondo en la 
política económica nacional. 


Articulando la Alianza para el Progreso 

Desde el principio, la Alianza para el Progreso fue vista como una oportuni¬ 
dad para llevar a cabo las reformas del régimen de coalición, formuladas en 
aras de superar el legado de La Violencia y la dictadura militar. Para la mues¬ 
tra, en el lanzamiento del Plan General de Desarrollo Económico y Social, la 
máxima expresión del espíritu reformista, Alberto Lleras Camargo reconoció 
la importancia de la Alianza: 

Naturalmente este es un programa coordinado en sus hipótesis. Pero 
sería aventurado tratar de realizar cualquiera de ellas independiente¬ 
mente [...]. Allí está el círculo vicioso de la economía de los países atrasa¬ 
dos, y ya no es un misterio para nadie, desde que se aprobó el programa 
de la Alianza para el Progreso, que ese círculo solo puede romperse con 
una ayuda externa otorgada en conjunto. (Lleras Camargo 2006c, 521) 

En una entrevista a Rodrigo Botero, asesor económico del presidente, este 
afirmó: “los fondos de la Alianza para el Progreso fueron muy importantes en 
el proceso de diversificación y modernización de la economía colombiana du¬ 
rante esos años. Además, el dinero permitió el incremento del gasto público, 
lo cual fue fundamental para la estabilidad política” (Baskind 2008,148-149). 

El anticomunismo, otra expresión del ipe en el gobierno consosacional, tam¬ 
bién fue fundamental para la participación de Colombia en la alianza. Antes, 
observamos que la intención de la administración Kennedy de que el país se in¬ 
volucrara en la alianza no obedecía a que en los próximos años fuera a estallar 
una revolución similar a la cubana. Por el contrario, el Frente Nacional repre¬ 
sentaba un caso único de estabilidad política en la región y, por eso, en buena 
medida, fue escogido. Sin embargo, el anticomunismo de la élite desempeñó 
un papel importante al aceptar que el país participara en el programa. Por una 
parte, esta creencia alineó los intereses de Colombia con los de Estados Unidos, 


30 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


lo que significó en la práctica que cualquiera decisión que la Casa Blanca to¬ 
mara para enfrentar al enemigo común, el comunismo, iba a ser respaldada por 
el Frente Nacional. En este sentido, como la Alianza para el Progreso era una 
estrategia para combatir las causas objetivas que originaban los movimientos 
revolucionarios de izquierda, el Gobierno colombiano iba a acoger esta polí¬ 
tica sin vacilar. El canciller Turbay expresó lo anterior de la siguiente manera: 
“[Colombia tiene] indestructibles lazos de solidaridad espiritual que lo atan a 
los Estados Unidos. Somos no solamente aliados en la defensa de la civiliza¬ 
ción cristiana de occidente, sino además habitantes de un hemisferio que está 
llamado a influir cada vez más en el destino de la humanidad” (1958,13). 

Fuera a caer o no el Estado colombiano en manos de los grupos subversivos, 
el Frente Nacional consideraba fundamental a la Alianza para el Progreso para 
fortalecer sus capacidades de lucha contra la izquierda nacional. Colombia no 
iba a rechazar el ofrecimiento de un paquete de ayuda que, además de llevarlo 
por las vías del desarrollo, le iba a permitir modernizar el aparato estatal y de¬ 
fenderse de las amenazas internas. A ocho años de su puesta en marcha, el mi¬ 
nistro de Hacienda y Crédito Público, Abdón Espinosa, confirmó esta relación: 

Colombia puede complacerse actualmente de su paz, de su seguridad 
y su estabilidad política. Los escasos focos guerrilleros se extinguieron, 
junto con sus eslabones urbanos, gracias a la diligencia de las autori¬ 
dades y al repudio general de la población. Si traigo a cuento este tran¬ 
quilo panorama es porque no puede ser indiferente a la Alianza para el 
Progreso que una nación flagelada en el pasado por amargas violencias 
ofrezca un espectáculo del más perfecto orden y de la más completa 
libertad, al mismo tiempo que un régimen institucional funcionando 
sin atascamientos, desarrollando metódicamente sus programas y re¬ 
novando a conciencia sus estructuras. (Espinosa 1968, 3) 

Al reformismo y el anticomunismo se sumaron las ideas proamericanas so¬ 
bre el papel de Estados Unidos en el desarrollo de los países de la periferia. El 
régimen de coalición calificó de positiva la participación en la Alianza para 
e Progreso, porque consideraba que era un programa orientado a acabar con 
la situación de subdesarrollo en América Latina, es decir, que permitiría a las 
naciones de habla hispana evolucionar de una sociedad tradicional a una mo¬ 
derna. Alberto Lleras Camargo definiría esto así: 

la conveniencia de que la potencia más industrializada y prospera del 
mundo se incorpore a un esfuerzo de colaboración con los países sub¬ 
desarrollados de América Latina, para intentar en una década trans¬ 
formar sus presentes condiciones de atraso, pobreza, y aun, miseria en 
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el entendimiento de que a ponerse en vigor alteraciones estructurales 
en el campo social que permitan crear un hemisferio más justo y equi¬ 
librado. (Lleras Camargo 2006c, 467-8) 

En una intervención ante la Cámara de Representante, Julio Cesar Tur- 
bay manifestó su aprecio de la misión desarrollista de los estadounidenses, al 
mismo tiempo que la vinculó a la nueva actitud de la administración Kennedy, 
de modo que justificó la participación de Colombia: 

El presidente Kennedy, dentro del criterio de la nueva actitud, ha pro¬ 
clamado su política de la Alianza para el Progreso, que constituye una 
de las más grandes posibilidades de desarrollo que nunca tuvieron de¬ 
lante de si las naciones latinoamericanas. Se trata de un plan encami¬ 
nado a crear condiciones sociales que impidan los estragos de la miseria 
y condiciones económicas que nos permitan superar todas las dificul¬ 
tades del subdesarrollo [...]. Todas estas posibilidades [...] pueden co¬ 
locar a Colombia en un terreno excepcional, que puede resolver todos 
sus problemas, que puede permitirlejs] a su industria y a su agricul¬ 
tura la mayor expansión. (Turbay 1959, 85-86) 


Conclusiones 

Lejos de un simple cálculo de costo-beneficio, hemos argumentado en este ca¬ 
pítulo que la asociación histórica de Colombia con Estados Unidos debe en¬ 
tenderse a la luz de las identidades intersubjetivas que se han construido sobre 
la relación bilateral por parte de las élites políticas. En estas, el proamerica¬ 
nismo ha desempeñado un papel dominante. Sin embargo, no es posible ha¬ 
blar de este fenómeno como algo homogéneo y constante. Por el contrario, lo 
que las fuentes primarias consultadas permiten concluir es que para que este 
rasgo identitario haya podido reproducirse a lo largo del tiempo ha tenido que 
cambiar y adaptarse a distintas coyunturas. En la discusión de los dos hitos 
de las relaciones entre Colombia y Estados Unidos, se pone en evidencia jus¬ 
tamente este proceso de reconducción del proamericanismo, en el sentido de 
que va acoplándose a otras capas de identidad, entre ellas el anticomunismo 
y el desarrollismo 2 . 


2. A estas se suman elementos identitarios propios de otros hitos históricos que, por razones 
de espacio, no pudieron ser discutidos en el capítulo, como la guerra en Corea, el Plan Colom¬ 
bia y la guerra antiterrorista del gobierno de Alvaro Uribe. 
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La distinción entre las percepciones positivas sobre lo que Estados Unidos 
es y sobre lo que hace, como dos fuentes distintas del proamericanismo, per¬ 
mite entender, por ejemplo, que, en diversos momentos de la relación bilate¬ 
ral, Colombia haya podido distanciarse de algunas posiciones internacionales 
de Estados Unidos (como la invasión a bahía de Cochinos) sin abandonar su 
asociación asimétrica con ese país. Ello se debe también a la coexistencia de 
distintos elementos identitarios al interior del ipe, como es el caso del proame¬ 
ricanismo, el multilateralismo y el apego a los principios del derecho internacio¬ 
nal. Entonces, esta separación entre lo que Estados Unidos es y hace representa 
un desafío para los estudios que se han encargado de la idea de réspice similia, 
ya que aquellos momentos de mayor autonomía respecto a Washington se po¬ 
drían explicar por una disonancia entre ambas dimensiones y no por la for¬ 
mulación de una doctrina internacional más soberana y menos subordinada. 
No se puede olvidar que estos momentos en los que se “mira a los semejantes” 
nunca han constituido un quiebre en las relaciones bilaterales, sino un simple 
distanciamiento respecto a algunas políticas de ese país. 

Más allá de los elementos del proamericanismo, como eje central del imagi¬ 
nario de política exterior, algunos de los cuales han sido discutidos en el capí¬ 
tulo, el caso colombiano es particular porque este common sense o doxa tiene 
un origen elitista que no ha sido confrontado efectivamente. Sumado al ca¬ 
rácter cerrado de la política exterior colombiana, el dominio de las élites en la 
definición del ipe no ha permitido la participación de otros actores en su for¬ 
mulación. Esto es contrario a lo que ha ocurrido en distintos momentos del 
siglo xx y xxi en otros lugares de América Latina, en donde las élites tradicio¬ 
nales han sido desplazadas y, por lo tanto, han aparecido nuevos repertorios 
ideacionales. En Colombia, lo más próximo a dicha tendencia ha provenido, 
al menos hasta ahora, de Jorge Eliecer Gaitán y la Unión Patriótica, y ya sabe¬ 
mos cómo acabaron esas historias. 
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Las propiedades de la política exterior 
colombiana: repensando lo que sabemos 
del accionar externo del país* 

Rodrigo Amaya P. 


Introducción 

En momentos en que la disciplina de las Relaciones Internacionales cumple 
aproximadamente un tercio de siglo en Colombia, una mirada a su trayectoria 
permite identificar varios momentos que han marcado el estudio de la política 
exterior colombiana. A manera de breve recuento y sin pretender ofrecer una 
lista exhaustiva de las contribuciones académicas hechas durante dicho tiem¬ 
po, una categorización por décadas resulta ilustrativa para entender los avan¬ 
ces intelectuales reportados en este frente. 

El punto de partida son los trabajos de la década de los ochenta de Drekonja 
(1983), BagleyyTokatlian (1986), Pardo y Tokatlian (1989), Cepeda y Pardo (1989) 
y Tirado (1989), que más allá de servir como acercamientos al accionar externo 
del país por aquella época constituyen la radiografía inicial de los retos, los di¬ 
lemas y el legado histórico de la diplomacia nacional. En ese sentido, tales tex¬ 
tos sentaron las bases del análisis del papel internacional de Colombia y su eco 
perdura hasta la actualidad (Borda y Tickner 2011, 30). Tras esa fase germi¬ 
nal, el campo ganó relevancia 1 y cerró el siglo xx con las obras de Ardila (1991), 
Cardona y Tokatlian (1991), Cepeda (1996), Ramírez y Restrepo (1997), Cavelier 
(i997) y Tokatlian (1998), las cuales comenzaron a abrir el espectro geográfico 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.44. 

Las reflexiones que se presentan en este capítulo son el resultado de un ejercicio analítico de¬ 
sarrollado en la formación doctoral. Se plantean exclusivamente a título personal y académico. 
1. Una prueba simple pero sugestiva de este hecho es la proliferación de publicaciones, centros 
de investigación y programas curriculares de relaciones internacionales que tuvo lugar en la 
década de los noventa (Rojas 2003, 334). 
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y temático de la reflexión. En retrospectiva, estos documentos son pruebas fe¬ 
hacientes de que por ese entonces se empezó a pensar mucho más en el rol del 
país en el mundo, en medio de un panorama cada vez más interméstico 2 y mar¬ 
cado por el eslabonamiento negativo de Colombia ante la preponderancia de 
asuntos como las drogas ilícitas y los derechos humanos (Restrepo 1997,15). De 
esta manera, estos documentos son pruebas fehacientes de que por ese enton¬ 
ces se empezó a pensar mucho más en el rol del país en el mundo. 

Por su parte, el inicio del siglo xxi mostró la continuidad de ese espíritu de 
diversificación analítica con los escritos de Ardila, Cardona y Tickner (2002), 
Ardila, Cardona y Ramírez (2005), Ramjas (2006) y Pío y Robles (2007), los cua¬ 
les exploraron otras latitudes (p. ej., el Caribe, Asia y Europa) y otros tópicos 
(p. ej., medio ambiente y migraciones) de la proyección externa de Colombia. 
De esta forma, tomó fuerza la extensión del horizonte investigativo sobre los 
desafíos y las prioridades de la política exterior colombiana, que, sin embargo, 
estuvo signada por una lectura “securitizada” 3 (Carvajal y Amaya 2005,11; Car¬ 
dona 2011, 36). En sintonía con esa tendencia a ensanchar el campo de estudio, 
la producción bibliográfica en el último lustro también se caracterizó por la 
variedad de tratamientos geotemáticos, como se constata en las compilaciones 
de Cardona (2011) yjost (2012). Además de reflejar la vastedad y la complejidad 
inherentes a lo internacional, estos esfuerzos afianzaron la apertura de la inda¬ 
gación hacia una pluralidad de facetas, incluido un interés (repotenciado) 4 por 
los actores involucrados en el diseño y la ejecución de nuestra política exterior. 

Si se visualiza esta disgregación cronológica como una línea de tiempo, se 
puede argumentar que la política exterior colombiana ha sido estudiada desde 
ángulos cada vez más variados. En perspectiva, todo ese acervo documental ha 
contribuido, por separado y en conjunto, al entendimiento actual sobre el accio¬ 
nar internacional del país. En efecto, se ha construido un listado de propieda¬ 
des usualmente asignadas a nuestra política exterior, entre las cuales sobresalen 
las siguientes: el corte presidencialista (Silva 1985, 47; Tokatlian 1991, 283; Car¬ 
dona 1997,343; Ardila, Cardona y Tickner 2002,17; Ardila 2011,95), en razón a la 
“enorme cuota de autonomía [del Ejecutivo] en la elaboración y aplicación de la 
política exterior” (Pardo y Tokatlian 1989,83); la naturaleza personalista (Silva 
1985,47; Tickner 2001,3; Ardila, Cardona y Tickner 2002,30; Ardila y Cardona 
2005,13; Ardila 2011,95), debido a “una red de enlace fuertemente personalizada 


2. Según quien acuñó el término, los asuntos intermésticos son “aquellos que son simultánea, 
profunda e inseparablemente domésticos e internacionales” (Manning 1977, 309). 

3. En el sentido de la identificación de un tema como un problema o una amenaza a la segu¬ 
ridad (p. ej., las drogas ilícitas como un subproducto del terrorismo durante las administracio¬ 
nes del presidente Uribe). 

4. Entre los contados antecedentes cabe destacar los trabajos de Lozano y Marulanda (1982), 
Arrieta (1991) y Rodríguez et al. (2008). 
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que se ha formado en la Presidencia” (Drekonja 1983, 206); el cortoplacismo de 
políticas cuatrienales y la carencia de visión de largo plazo (Tokatlian 1991,283; 
Tokatlian 2000,42; Ardila, Cardona y Tickner 2002,29; Ardila 2008,31; Ardila y 
Tickner 2010,710; Borda 2012,19), en la medida que “no hemos tenido un diseño 
estratégico claramente definido y durable y [...] hemos priorizado las políticas 
de corta duración” (Cardona 1997,359); la reducida capacidad del Ministerio de 
Relaciones Exteriores para actuar como articulador (Drekonja 1983, 207; Silva 
1985, 47; Tokatlian 1991, 283; Ardila, Cardona y Tickner 2002,18; Ardila y Tic¬ 
kner 2010, 710; Ardila 2011,115), dado que este “permanece incapacitado para 
centralizar las diversas dimensiones de las relaciones internacionales de Co¬ 
lombia” (Cepeda y Pardo 1989,10); la propensión al fraccionamiento (Drekonja 
1983, 201; Cepeda y Pardo 1989,10; Tickner 2001, 3-4; Ardila, Cardona y Tick¬ 
ner 2002, 30; Ardila y Cardona 2005,13; Ardila 2011, 94), en el sentido de “la 
gran fragmentación institucional en la ejecución de las iniciativas que compe¬ 
ten al terreno internacional” (Tokatlian 1991, 283); la presencia de diplomacias 
paralelas (Cepeda y Pardo 1989,10; Tokatlian 1991, 286; Tickner 2001, 4; Ardila, 
Cardona y Tickner 2002,17), es decir, “el ejercicio de labores de interlocución 
por parte de actores no gubernamentales con distintas contrapartes globales” 
(Ardila y Tickner 2010, 678); el apego al derecho internacional (Lozano y Ma- 
rulanda 1982, 40; Drekonja 1983, 66; Cepeda y Pardo 1989, 41; Tickner 2001, 5; 
Ardila, Cardona y Tickner 2002,29; García y Londoño 2002,144), por cuenta de 
“un fuerte legalismo como sostén de la actuación mundial colombiana” (Pardo 
y Tokatlian 1989, 65); la proximidad a Estados Unidos (Drekonja 1983, 70; Ce¬ 
peda y Pardo 1989,34; Pardo y Tokatlian 1989, 74; Tickner 2001, 5; Ardila, Car¬ 
dona y Tickner 2002,29; Carvajal y Pardo 2002,222; Cardona 2011,17), a partir 
de una “franca aceptación del liderazgo norteamericano y la cooperación con 
esta nación” (Lozano y Marulanda 1982, 43); la apatía social y el poco involu- 
cramiento de la sociedad (Lozano y Marulanda 1982, 77; Tokatlian 1991, 283; 
Tickner 2001, 6; Ardila, Cardona y Tickner 2002,17; Tickner 2007, 98; Ardila 
2011, 100), pues “la política exterior no es tema que movilice a la opinión pú¬ 
blica” (Drekonja 1983,206); y el hermetismo decisorio y la falta de espacios para 
su debate (Lozano y Marulanda 1982, 78; Pardo y Tokatlian 1989, 85; Tokatlian 
1991, 288; Herrera 2002,116; Carvajal y Pardo 2002, 226; Cardona 2011, 25; Ar¬ 
dila 2011, 95; Borda y Tickner 2011, 40), en virtud del “predominio de procesos 
cerrados y excluyentes de toma de decisiones, en los que no tienen participa¬ 
ción algunos estamentos del sector público, entre ellos el Congreso, ni actores 
de la sociedad civil” (Ardila, Cardona y Tickner 2002, 30). 

Como se puede constatar, se trata de un conjunto de características de la di¬ 
plomacia nacional que ha prevalecido en la literatura desde sus orígenes hasta 
la actualidad. A primera vista, la reiteración de estas características a lo largo 
de tantos años lleva a pensar que se dispone de una radiografía contundente del 
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perfil colombiano en el exterior. Sin embargo, la repetición de atributos invita a 
preguntarse si son puntos de convergencia sobre el estilo del accionar externo 
de Colombia, a manera de un consenso académico debidamente fundamen¬ 
tado, o si se trata más bien de lugares comunes, en el sentido de apreciaciones 
que tienden a replicarse acríticamente. Es claro que existe una diferencia sus¬ 
tancial entre, por un lado, una coincidencia en los análisis sobre la conducta 
internacional llevados a cabo a profundidad y con dictámenes basados en evi¬ 
dencias sólidas y, por otro lado, un vicio de iteración que inhibe de investigar 
los matices del comportamiento externo y que plasma una imagen imprecisa 
de este. De ahí la necesidad de hacer un examen a los juicios hasta ahora for¬ 
mulados respecto a la diplomacia colombiana. 

A pesar del innegable valor de esos aportes al momento de comprender el 
papel que desempeña el país en el mundo, en últimas se tratan de un cono¬ 
cimiento restringido. La revisión de la literatura pertinente pone de mani¬ 
fiesto una serie de limitaciones en el saber del campo que se desprenden de 
dicho inventario. Para comenzar, se basa en una lectura descriptiva del pro¬ 
ceder externo del país, que no ahonda como corresponde en los factores ex¬ 
plicativos que configuran ese tipo de política exterior. Bajo este entendido, 
aquel compendio de sellos distintivos es insuficiente para aprehender el tras¬ 
fondo de la diplomacia colombiana. Además, se sustenta en generalizaciones 
de la actividad internacional de Colombia, subvalorando la especificidad de 
las circunstancias. En este sentido, escasean los estudios de caso que ejem¬ 
plifiquen o provean soporte robusto a tales apreciaciones. Así pues, resulta 
ser más lo que se presume que lo que se conoce en detalle sobre ciertas face¬ 
tas del desempeño exterior del país que no han sido estudiadas por igual 5 . Por 
último, privilegia 6 el enfoque teórico del actor racional 7 que asume el com¬ 
portamiento nacional como el resultado de una “caja negra” (Ardila, Cardona 
y Tickner 2002, 20) y desatiende los engranajes internos que marcan su di¬ 
seño y ejecución. En consecuencia, se asume que el despliegue internacional 


5. Por ejemplo, la dimensión multilateral (Borda y Tickner 2011, 42), como se detallará más 
adelante. Para una interesante aproximación al alto perfil colombiano en el frente ambiental- 
multilateral, véase en este libro Cavelier y Rodríguez. 

6. Con esto no se quiere sugerir que los trabajos sobre la política exterior colombiana tengan 
un claro componente teórico, pues el grueso de la producción académica es ateórica: no espe¬ 
cifica el marco conceptual con el que se efectúa el análisis (Borda y Tickner 2on, 43). Lo que se 
busca indicar aquí es que, aun cuando no sea explícito, la mayoría de los estudios usan el actor 
racional. 

7. Es posible identificar algunos esfuerzos intelectuales por aplicar otros enfoques, como las 
lecturas constructivistas a las relaciones colombo-estadounidenses durante el periodo 1994- 
1998 (Guáqueta 2001), a la política exterior colombiana hacia Estados Unidos (Tickner 2002) 
y a la política antidrogas que Colombia adoptó (Borda 2002). Para un breve recuento de estas 
obras véase Carvajal (2009, 208-217). 
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colombiano es unitario (y racional), sin percibir la complejidad que reviste 
la política exterior. 

Como resultado, se identifican apenas los síntomas, se carece de suficiente 
fundamentación y se emplea un lente simplista para estudiar la diplomacia na¬ 
cional. Curiosamente estas restricciones investigativas contrastan con la gran 
aceptación con la que cuentan aquellos rasgos característicos que se le atribu¬ 
yen a la conducta internacional de Colombia. Visto así el asunto, tiene la mayor 
importancia ampliar el alcance de la reflexión sobre la política exterior colom¬ 
biana, de forma tal que, con un espíritu constructivo, se desglosen críticamente 
las características que se presume que le son inherentes. Lo anterior no con la 
intención de rechazarlas de plano, sino con el propósito de poner en eviden¬ 
cia lo problemáticas que pueden resultar al momento de referirse a la conducta 
externa del país. Dicho de otra manera, es procedente repensar lo que dice sa¬ 
berse sobre el accionar externo del país, so pena de perpetuar interpretaciones 
inexactas que ensombrecen nuestra lectura del tema. 

Ahora bien, una exploración a cabalidad de todo el inventario de propie¬ 
dades de la política exterior colombiana excede el alcance de un texto de esta 
naturaleza. Por ende, la revisión aquí propuesta se enfoca en algunas adjetiva¬ 
ciones comúnmente asignadas al comportamiento internacional del país, con 
las cuales se busca ilustrar la necesidad de revisitar el entendimiento imperante 
de las cosas. En concreto, el texto se centra en el presidencialismo, la proximi¬ 
dad a Estados Unidos y el hermetismo decisorio. 


Repensar algunas particularidades de la política exterior colombiana 

Antes de entrar en materia, vale la pena subrayar que este ejercicio no supone 
un desconocimiento abierto ni una crítica descontextualizada de la literatura 
producida a la fecha. En el fondo lo que busca es poner en tela de juicio la con¬ 
veniencia y la precisión de las nociones imperantes de la política exterior co¬ 
lombiana, para identificar posibles alternativas que eleven nuestra comprensión 
del asunto. La relevancia de una apuesta de este tipo radica en que ofrece más 
preguntas que respuestas. No en vano se ha insistido en que hace falta una dis¬ 
cusión seria y sistemática sobre la dimensión externa de Colombia (Cardona 
2011, 25), lo cual no solo aplica para el plano oficial sino para la esfera acadé¬ 
mica. Así, el documento parte de la necesidad de (o de la curiosidad por) ir más 
allá de la inclinación académica por señalar las falencias, los defectos y las in¬ 
consistencias de la política exterior colombiana (García y Londoño 2002,139), 
para servir como un esfuerzo preliminar, parcial y (ojalá) sugestivo que lleve 
a repensar el saber convencional. 
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Aclarado esto, para orientación del lector, cabe apuntar que el estudio de 
las características seleccionadas del desenvolvimiento externo de Colombia se 
inicia con un recuento de cómo se suele entender cada una, sigue con una re¬ 
flexión de algunos de los inconvenientes que se desprenden de esas interpre¬ 
taciones tradicionales y cierra con unas ideas sobre la manera de reconsiderar 
su significado habitual. 


Presidencialismo 

Una parte considerable de la literatura relacionada con nuestra política exterior 
subraya de manera abierta su sello presidencialista (Pardo y Tokatlian 1989, 83; 
Tokatlian 1991, 283; Cardona 1997, 343; y Ardila, Cardona y Tickner 2002, 17). 
Aunque pocas veces se menciona expresamente el mandato constitucional que 
de manera sucinta pero inequívoca le confiere la dirección de las relaciones 
internacionales al presidente 8 , en la producción académica este aspecto suele 
ir dirigido a poner de presente la jerarquización en el manejo de los vínculos 
del país con el mundo (Amaya 2011,9), aunado a llamados de atención sobre el 
reducido involucramiento de otras instancias nacionales (p. ej., el Congreso) en 
la conducción externa del país (Galán 2007,175; Tickner 2007, 98; Ardila 2008, 
35; Granados 2012,183). En este sentido, se ha indicado que “la política interna¬ 
cional, en el caso colombiano, y por las características propias del ordenamiento 
político e institucional, es el coto privado del rey’, y esta situación le abre mu¬ 
chas posibilidades al monarca” (Silva 1985, 49). 

En este escenario el protagonismo en la política externa suele ser atribuido 
a la Casa de Nariño 9 , mientras que el Palacio de San Carlos 10 se convierte en 
objeto de fuertes y frecuentes cuestionamientos por cuenta de su incapacidad 
para conducir los hilos de la política exterior colombiana (Drekonja 1983, 207; 
Silva 1985, 47; Tokatlian 1991, 283; Ardila, Cardona y Tickner 2002,18; Ardila 
2011, 115). Al respecto no sobra recordar que el Ministerio de Relaciones Ex¬ 
teriores fue catalogado como un ministerio de fronteras (Drekonja 1983, 65; 
Cepeda y Pardo 1989,10; Cardona 1990, 5), apelativo diciente de la percepción 
académica sobre su inhabilidad para hacerse cargo de la política exterior en 
un sentido más amplio. Como resultado de lo anterior, han tomado fuerza ex¬ 
presiones como la diplomacia presidencial (Cardona 1997, 344; Ardila 2011, 95) 
para referirse, con cierta parquedad, al desempeño exterior colombiano. 


8. “Corresponde al presidente de la república como jefe de Estado [...] dirigir las relaciones in¬ 
ternacionales.” (Constitución Política de Colombia 1991, artículo 189, numeral 2.) 

9. Sede del Gobierno. 

10. Sede de la Cancillería. 
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Es curioso que pese a su importancia esa muestra (externa) del presiden¬ 
cialismo no ha sido estudiada con suficiencia para dimensionar su verdadero 
alcance. Es decir, no es del todo claro hasta qué punto se trata de una carac¬ 
terística apenas natural del sistema político (Russell 1990, 267; Calvert 1994, 
35; Tickner 2001, 2; Herrera 2002,120; Pardo y Tokatlian 2010, 217; Sanín 2012, 
165), cuyo carácter presidencialista es compartido por el vecindario latinoame¬ 
ricano (Shugart y Mainwaring 1997, 26), o si por el contrario se trata, compa¬ 
rativamente hablando, de una peculiaridad nacional exacerbada por razones 
normativas, históricas, culturales o de otra índole, con lo cual se podría dar sus¬ 
tento a la idea de un hiperpresidencialismo en la política exterior colombiana. 

Evidentemente son valoraciones distintas. En el primer escenario, aquel de 
un rasgo colectivo, la afirmación sobre el presidencialismo resultaría en buena 
medida irrelevante, dado que aludiría a un elemento obvio de un arreglo polí¬ 
tico-institucional común. En el segundo contexto, aquel de un rasgo distintivo, 
el señalamiento del presidencialismo tendría mayor sentido, ya que se referiría 
a un factor diferenciador del caso colombiano. Aunque existen distintos tipos 
de presidencialismo y las diferencias entre estos pueden ser cruciales (Shugart 
y Carey citados en Mainwaring 1995,126), ello no ha sido debidamente conside¬ 
rado en los análisis sobre la diplomacia nacional. En estos la denominación pre¬ 
sidencial termina convertida en una mera adjetivación que pasa por alto tanto el 
resto del marco normativo en materia internacional como la pluralidad de ca¬ 
nales y herramientas de interlocución externa que trascienden la figura misma 
del presidente. En términos categóricos, no existe plena claridad sobre el va¬ 
lor agregado de rotular la política exterior colombiana como presidencialista. 

En este contexto, un mejor entendimiento de nuestra especificidad presi¬ 
dencialista en el frente externo se lograría no solo con un análisis más a fondo 
de la realidad nacional, sino al estudiar los patrones de manejo de las relacio¬ 
nes internacionales de otros países. No obstante, esta perspectiva comparati- 
vista es, a falta de mejor palabra, mínima en el estudio de la política exterior en 
Colombia. Así como en la bibliografía se ha subrayado el ensimismamiento de 
Colombia (Carvajal 1997, 76-79), lo que en su momento la hizo merecedora de 
la etiqueta del Tíbet suramericano (López Michelsen citado en Drekonja 1983, 
64), también procede hacer notar que el círculo académico colombiano padece 
de una suerte de recogimiento investigativo que no le ha permitido mirar al es¬ 
pejo latinoamericano para explicar en detalle el desmesurado presidencialismo 
colombiano, el enanismo institucional de la Cancillería y el concomitante mar- 
ginamiento de otros jugadores 11 en la definición del desempeño externo del país. 


11. Entre los cuales cabe mencionar las ramas legislativa y judicial, los partidos políticos, el 
sector privado, la academia y las organizaciones no gubernamentales. 
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Quizás la contribución más relevante consista en las reflexiones sobre el 
clientelismo del servicio exterior (Tickner, Pardo y Beltrán 2006,79; Sanín 2012, 
167; Granados 2012,179), aspecto que de entrada se presenta como un elemento 
diferenciador de Colombia. Lo anterior en la medida en que el grado de hiper- 
politización al que se ha sometido a la diplomacia nacional (Pardo y Tokatlian 
2010, 217) —que la ha convertido en un mecanismo para el pago de favores po¬ 
líticos en lugar de una herramienta de inserción internacional (Ramírez 2011, 
95)— llevaría a que el presidencialismo opere de forma distinta y maximizada 
en Colombia 12 . En breve, la clientelización de la diplomacia colombiana ha 
contribuido a gestar aquella situación en la cual la Casa de Nariño (junto con 
su círculo inmediato) impone su voluntad cuatrienal mientras que el Palacio 
de San Carlos (y la carrera diplomática y consular) sobrevive en su margina- 
miento institucional. 

Por otra parte, también llama la atención el hecho de que tampoco se haya 
profundizado, como sería deseable, en la relación existente entre el sello presi- 
dencialista y otras propiedades del accionar externo del país. Aunque ciertos 
vínculos entre los rasgos distintivos de la política exterior colombiana saltan a 
primera vista, el tratamiento académico de cada cual suele ser aislado, como 
si fuesen compartimientos estanco, si acaso conectados por su inclusión en el 
listado sugerido en la introducción. No obstante, existen vasos comunican¬ 
tes entre tales características, como los del presidencialismo con el persona¬ 
lismo, el cortoplacismo y el hermetismo. Sin poder profundizar aquí al respecto, 
pero a fin de no dejar el planteamiento en el aire, basta con hacer hincapié en 
algunos aspectos. 

Primero, la ya anotada discrecionalidad del Ejecutivo para dirigir las relacio¬ 
nes internacionales del país configura una catapulta para las creencias y las pasio¬ 
nes del huésped de la Casa de Nariño, es decir, su ideología (Silva 1985,47), incluso 
en detrimento de la planeación estratégica o de la tradición diplomática (Amaya 
2009, 61). Segundo, el peso de la figura presidencial en el rumbo de la política ex¬ 
terior nacional introduce un afán cuatrienal del que se desprende la variabilidad 
del comportamiento colombiano en el mundo y su denunciada improvisación 
(Cardona 1997, 343). Y tercero, el efecto del sistema político colombiano sobre la 
conducta internacional no solo tiene que ver con la jerarquización, sino que se 
expresa institucionalmente en un proceso decisorio cerrado, el cual refleja la na¬ 
turaleza poco participativa del régimen político doméstico (Tokatlian 1991, 288). 
Aunque reveladoras, este tipo de conjeturas no han sido exploradas de manera 
pormenorizada. Desde luego que un mayor análisis del entrecruzamiento 13 de los 


12. Agradezco a la Dra. Arlene Tickner por llamar mi atención sobre este punto. 

13. Esto es, la visualización de un rasgo distintivo en relación con y a través de otro rasgo dis¬ 
tintivo. 
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componentes del mencionado inventario posibilitaría dilucidar eventuales causa¬ 
lidades o correlaciones 14 , de modo que se contribuiría a una mayor claridad sobre 
el desempeño externo de Colombia. 

Ahora bien, la situación presentada en los párrafos precedentes ha facilitado 
la formulación de conclusiones, a veces apresuradas, sobre la inhabilidad del 
Ministerio de Relaciones Exteriores para hacerse cargo en debida forma de los 
temas de su competencia 15 . Aunque es factible identificar numerosos casos que 
así lo comprueban, esa no es la finalidad de este escrito. Ni lo es rescatar otros 
tantos ejemplos que demuestran lo contrario, pues al fin y al cabo nuestra polí¬ 
tica exterior registra mayores virtudes y consistencias que las que suele conce¬ 
dérsele (García y Londoño 2002,139). Aquí el punto de interés es la relevancia 
de redimensionar el significado del apelativo presidencialista, particularmente 
en razón al falso sentido de unidad de la actuación externa del país que genera 
una aseveración de esa índole, sentido que contrasta llamativamente con la frag¬ 
mentación de la política exterior que también la academia ha señalado (Dre- 
konja 1983, 201; Cepeda y Pardo 1989,10; Tokatlian 1991, 283; Tickner 2001, 3-4; 
Ardila, Cardona y Tickner 2002,30; Ardila y Cardona 2005,13; Ardila 2011, 94). 

En otras palabras, tal como ha sido empleado y entendido hasta ahora, el 
presidencialismo denota en teoría una cierta coherencia desde arriba (o incluso 
monopolio) en el manejo del frente exterior que resulta cuestionable en la prác¬ 
tica, pues allí se constata una multiplicidad de proyecciones internacionales 
de índole oficial no siempre debidamente sintonizadas 16 . Por lo tanto, resulta 
paradójico, por decir lo menos, que se critique la preponderancia del carácter 
presidencialista a la par que se reproche el fraccionamiento de la política ex¬ 
terior (Ardila, Cardona y Tickner 2002, 17), máxime en medio de proclama¬ 
das dificultades de coordinación interinstitucional en el interior del Gobierno 
y entre entidades estatales (Rojas 2002, 111). Pero más allá de una disonante 
combinación de calificativos, esta circunstancia saca a relucir la ambigüedad 
del popular presidencialismo para referirse a la política exterior colombiana, 
al menos en su acepción vigente. 


14. Tickner (2001, 3-4) presenta un par de ejemplos adicionales: menciona el nexo entre la per¬ 
sonalización y las orientaciones variables de la política exterior colombiana. Además, afirma 
que las diplomacias paralelas son el resultado del presidencialismo, la personalización y la frag¬ 
mentación. 

15. Haciendo eco de aquella célebre frase según la cual la Organización de los Estados Ameri¬ 
canos (oea) es lo que los gobiernos miembros quieren que sea y no otra cosa, dicha por el pre¬ 
sidente Lleras Camargo al término de su gestión como secretario general de dicho foro, puede 
sostenerse que la Cancillería es lo que los presidentes quieren que sea y no otra cosa. Así pues, 
sin ignorar su responsabilidad institucional, buena parte de las críticas lanzadas al Ministerio 
de Relaciones Exteriores pueden (o deben) redirigirse a la Presidencia. 

16. En ocasiones incluso trascienden las disposiciones plasmadas en las normas que asignan 
determinadas funciones internacionales a distintas entidades nacionales. 
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La toma de consciencia de dicho contrasentido se traduce en juicios mati¬ 
zados sobre esta característica de la política exterior del país. Por ejemplo, sin 
tener que ignorar la asignación constitucional de responsabilidades al jefe de 
Estado en el plano externo, se puede conceder que en la praxis se registran 
más disensos y dispersiones de los que se infieren de aquel parámetro jurí- 
dico-formal (Tokatlian 1991, 285), con lo cual se da cabida a la evidencia sobre 
la plétora de actores e intereses en materia internacional que exceden su con¬ 
trol y direccionamiento (Rojas 2002,111). Por ende, la conducta externa no es 
del todo reductible a la jerarquización inherente al formato presidencial dis¬ 
puesto en el papel, sino que exige desglosarse para identificar su verdadero al¬ 
cance. En efecto, esto último permite establecer que la autonomía del Ejecutivo 
para orientar la política exterior es variable en función del tema de la agenda 
externa (Tokatlian 1991, 287). Si se conjugan estos argumentos, el presidencia¬ 
lismo no es la impronta vertical que se ha supuesto para describir el talante de 
la diplomacia colombiana 17 , por lo que su utilización requiere una mayor pre¬ 
caución que reconozca las limitantes que tiene como descriptor. 

En este contexto, vale la pena volver a la distinción conceptual y analítica 
contenida en los contínuums unidad-fragmentación y centralización-descen¬ 
tralización (Russell 1990, 258-263). La primera dupla se refiere al grado de cohe¬ 
rencia en el proceso decisorio de formulación y ejecución del accionar externo, 
el cual puede oscilar entre la entre la cohesión y la dispersión. La segunda llave 
hace referencia a la cantidad de actores que participan en el proceso decisional: 
el Ejecutivo puede disponer de un alto grado de autonomía para fijar los obje¬ 
tivos de la política exterior o dicha facultad en materia internacional puede ser 
constreñida por otras agencias estatales (p. ej., el Legislativo). 

Como resulta evidente, esta visualización no solo resuelve el mencionado 
contraste entre presidencialismo y fragmentación al conciliar la convivencia 
de ambos elementos, sino que también posibilita un mayor grado de especi¬ 
ficidad en la catalogación y en la comparación de estilos de política exterior. 
Entonces, se puede argüir que Colombia tiende hacia los polos de la fragmen¬ 
tación y de la centralización, como lo demuestran respectivamente la variedad 
de diplomacias oficiales (no ajenas a ocasionales incongruencias y duplicida¬ 
des) y la sobredimensión de la figura ejecutiva (sumada al marginamiento de 
otros jugadores). Esto constituye un panorama muy distinto al que se deriva 
del sentido habitual conferido al presidencialismo para caracterizar la diploma¬ 
cia colombiana. Según estos binomios, la acepción tradicional de este califica¬ 
tivo supone la yuxtaposición entre la (plena) unidad y la (total) centralización, 
pero esa es una composición que no corresponde al caso colombiano. Así pues, 

17. Una imprecisión interpretativa que, en medio del uso preponderante del modelo teórico del 
actor racional, lleva a asumir que la actuación estatal se condensa en la actuación presidencial. 
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queda en evidencia que un mayor cuidado en el análisis conceptual conduce a 
una mayor precisión en el veredicto académico. 

Más que interpretar cualquier designación de calificativos en términos 
fijos —como si la política exterior colombiana siempre fuese así— o en térmi¬ 
nos dicotómicos —como si tuviese que ser esto o lo otro—, lo importante es 
percatarse de que el péndulo nacional registra cierta oscilación dependiendo, 
entre otras cosas, del tema de agenda (el qué), del personalismo de turno (el 
quién) y de la coyuntura del momento (el cuándo). En definitiva, esta (re)con- 
ceptualización contribuye a sobrepasar la lectura descriptiva, pero superficial, 
generalizante, pero engañosa, y racional, pero simplista tanto del alegado pre¬ 
sidencialismo en particular como de la política exterior colombiana en general. 
Además, con miras a ulteriores análisis, tal redefinición motiva a emprender 
debates de fondo sobre la doble necesidad de elevar la sincronía de nuestros 
esfuerzos internacionales y de lograr que otros actores se involucren en la di¬ 
mensión externa del país. Sin duda alguna, se trata de dos agendas de inves¬ 
tigación imperativas, las cuales deberán trascender el plano de la crítica en la 
que a veces se queda la academia para adentrarse en el terreno de lo proposi¬ 
tivo. De esta manera, contribuiría más a abrirles paso a algunos de los cam¬ 
bios que tanto requiere la diplomacia nacional. 


Proximidad a Estados Unidos 

Una buena parte de las publicaciones sobre la conducta externa del país contie¬ 
nen algún tipo de alusión a la estrecha relación de Colombia con Estados Uni¬ 
dos (Lozano y Marulanda 1982, 43; Drekonja 1983,70; Cepeda y Pardo 1989,34; 
Pardo y Tokatlian 1989,74; Tickner 2001,5; Ardila, Cardona y Tickner 2002,29; 
Cardona 2011, 17). En algunas ocasiones tales referencias forman parte de re¬ 
corridos cronológicos de la diplomacia colombiana, a la luz de los cuales esta 
se circunscribe a fases de réspicepolum lS y a episodios de réspice similia 19 (Dre¬ 
konja 1983,67-84; Cardona 2011,17). En otras oportunidades esas menciones se 
encuentran en revisiones temáticas o geográficas de nuestra política exterior, 
a manera de críticas e inclusive como explicaciones del manejo que Colombia 
ha dado a determinado asunto o contraparte, como el problema mundial de 
las drogas y los nexos con el vecindario. En suma, la noción que se ha buscado 


18. Expresión que el presidente Suárez acuñó hacia principios del siglo xx para referirse a la 
alineación de Colombia con las pautas impartidas por Estados Unidos, a fin de procurar el res¬ 
tablecimiento de las relaciones binacionales tras la pérdida de Panamá. 

19. Palabras que el presidente López Michelsen usó en el marco del deshielo de la Guerra Fría, 
para aludir al acercamiento de Colombia con sus semejantes (especialmente regionales), en con¬ 
comitancia con un distanciamiento relativo de la potencia del Norte. 
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transmitir es que “la inserción [internacional] de Colombia [es] la de un país 
cercano, afín y aliado a Estados Unidos” (Carvajal y Pardo 2002, 222). 

Centrándose en la mirada del país a la estrella polar, la literatura indica 
que durante la mayor parte del siglo pasado la política exterior colombiana es¬ 
tuvo predominada por la afiliación con Estados Unidos, hasta llegar incluso a 
tomar la forma de una subordinación autoimpuesta (Bagley 1982) o subordi¬ 
nación activa (Ardila 1991,31). Aunque dicha tendencia ha tenido sus matices 
o virajes temporales (Pardo y Tokatlian 2010, 234), el comportamiento inter¬ 
nacional del país ha retornado al espíritu del réspice polum (Drekonja 1983, 
91), lo que ha derivado en una relación especial (Tickner 2007, 99). Así, a ve¬ 
ces se interpreta que los vínculos externos de Colombia son, sencillamente, 
una cuestión de doblegarse o desmarcarse del tío Sam; mientras que en otras 
oportunidades se destaca el pragmatismo por parte de Bogotá para concre¬ 
tar una asociación estratégica con Washington (Tickner 2007, 96; Tickner y 
Morales 2015,183). 

Pero sorprendentemente no se ha explicado a profundidad la prolongación 
en el tiempo de esa cercanía. Aunque ha sido denunciada en repetidas oportu¬ 
nidades y a pesar de configurar un sello que data de hace más de un centenar 
de años, no se ha ahondado en dilucidar los motivos que llevan a la continui¬ 
dad de esa actitud. Al ser una constante de largo aliento y no una tendencia 
transitoria de la política exterior colombiana, es de esperar que hubiese una 
fundamentación sólida sobre su persistencia, pero ello no es así. Es usual que 
la argumentación se restrinja al hito traumático de la pérdida de Panamá, he¬ 
cho originario de una propensión al parecer irremediable a mirar hacia el Polo 
Norte 20 (Drekonja 1983, 70) 21 , o aluda al peso de la asimetría de poder entre los 
países, ingrediente que en algunos análisis toma la forma de una dominación 
estadounidense (Tickner 2007, 93). Aunque tales ideas tienen valor como expli¬ 
caciones de la génesis de la proximidad, adolecen del sustento requerido para 
justificar la ininterrupción de la fijación nacional con el Norte. Quizás por ello 
resulta llamativo, por un lado, el menor tratamiento concedido a otras circuns¬ 
tancias de la relación bilateral, como las tensiones que surgen de posiciones en¬ 
contradas en las votaciones en foros multilaterales 22 , y, por otro lado, la poca 
importancia otorgada al hecho de que, contrario a la convicción colombiana, 


20. Además de una sensación de inseguridad y de aislamiento, siguiendo los recuentos que ha¬ 
cen Drekonja (1983, 64-65), Carvajal (1997, 77-78) y Pardo y Tokatlian (2010, 203-207). 

21. Algo que, como señalan Carvajal (1997, 79), Tokatlian (2000, 36) y Pardo y Tokatlian (2010, 
216), contrasta con la reacción de México, país que también perdió una porción considerable 
de territorio a manos de Estados Unidos. 

22. Tokatlian (2000, 40-42) realiza un interesante acercamiento a este tema, que repasa las ten¬ 
dencias de votación de Colombia en la Organización de las Naciones Unidas (onu) durante las 
administraciones de los presidentes Betancur, Barco, Gaviria, Samper y Pastrana. 
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la relación binacional no es tan estrecha ni tan estratégica como la que tiene 
Estados Unidos con otros países, por ejemplo, México (Cardona 2011,17). 

Situación distinta se presenta con la simpatía proestadounidense en Co¬ 
lombia, la cual ha sido explorada de tal forma que da indicios para entender la 
persistencia de aquella cercanía. Volviendo a los albores de este campo de es¬ 
tudio, cabe recordar aquel planteamiento sobre la existencia de un consenso 
nacional sobre la política exterior (Drekonja 1983,18; Pardo y Tokatlian 1989, 
85; Pardo y Tokatlian 2010, 267) que resultó cobijando lo relativo a los víncu¬ 
los colombo-estadounidenses (Tickner 2001, 8). De esta forma, tomó fuerza la 
idea de que la cooperación con Estados Unidos constituía una prioridad ali¬ 
mentada por el interés nacional en la ayuda financiera proveniente de ese país 
y por la dinámica comercial (Lozano y Marulanda 1982, 43-45). En concordan¬ 
cia y dando alcance a la insinuación sobre la afinidad de la clase dirigente co¬ 
lombiana con las metas y los valores pregonados por Estados Unidos (Lozano 
y Marulanda 1982, 46), más recientemente se ha documentado el proamerica¬ 
nismo de las élites políticas colombianas (véase el capítulo de Bernal y Tickner 
en este libro). Así, se ha precisado el componente (bi)partidista de tal propen¬ 
sión y se han aportado elementos históricos para comprender de mejor manera 
la prolongación de la proximidad binacional. Si estas interpretaciones se juntan, 
sirven de asidero para pensar que, en lo que se refiere a los nexos con Estados 
Unidos, Colombia dispone de consistencia en su actuación externa (Drekonja 
1983, 77), por no decir que, a riesgo de sonar exagerado, de una estrategia ex¬ 
terna que mal que bien se asemeja a una política de Estado. 

Con este telón de fondo, un esfuerzo por replantear la visualización de la re¬ 
lación Bogotá-Washington saca a relucir un par de complicaciones de la forma 
tradicional en que esta ha sido entendida. Por un lado, está el sesgo de una ca- 
tegorización binaria que pasa por alto la amplia escala de puntos intermedios 23 
que son factibles entre los extremos del espectro. Es decir, el riesgo de igno¬ 
rar que entre el blanco y el negro que representan los réspices existen diversas 
tonalidades de grises que reflejan más acertadamente la dinámica externa de 
Colombia: por ejemplo, ciertos capítulos de la historia nacional en los cuales 
se ha optado por el equilibrio (Cardona 2011,17). Al fin y al cabo, el nexo con 
Estados Unidos puede ser prioritario sin tener que excluir la relación con otros 
interlocutores (Ardila, Cardona y Tickner 2002, 32). Por otro lado, está la sim¬ 
plificación de una lectura que desconoce la existencia de múltiples tableros de 
juego en los que se desarrolla la agenda internacional del país. Es decir, existe 
el peligro de poner en un único paquete de acercamiento o de distanciamiento 


23. A esto se refieren Pardo y Tokatlian (1989,109) cuando explican el pragmatismo de la admi¬ 
nistración del presidente Barco, ubicado entre el alineamiento automático de la administración 
del presidente Turbay y el alejamiento automático de la administración del presidente Betancur. 
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todo el abanico de temáticas, cuando lo cierto es que tanto la fluidez (acuerdo) 
como la fricción (desacuerdo) son posibilidades naturales en cualquier rela¬ 
ción bilateral 24 (Ardila 1991,31). Además, la influencia de Estados Unidos sobre 
Colombia puede ser notable, pero su magnitud no es igual en todos los asun¬ 
tos (Tokatlian 1991, 289), razón por la cual es indispensable desglosar las face¬ 
tas y los contenidos de la relación. 

Así, la tentación de la clasificación dicotómica a partir de réspices lleva a 
una interpretación doblemente reduccionista de la política exterior, pues de 
manera errada suprime de la escena tanto la complejidad del entramado 
de vínculos que el país sostiene con el mundo como la amplitud del portafo¬ 
lio de temas de su proyección internacional. De allí la importancia de (re) cali¬ 
brar dicho lente analítico. En ese orden de ideas, conviene desmitificar la idea 
sobre la aplicación exclusiva de uno u otro principio, como si se tratase de un 
trade-off (Pardo y Tokatlian 2010, 240), pues ello tiende a medir el desempeño 
externo del país en función de una desgastada noción de alineamiento con 
Washington. Sin negar la existencia de cierta tradicional y hasta inercial proxi¬ 
midad bilateral, es fundamental recordar, como se alertara aparentemente sin 
suficiente eco hace algún tiempo, que el rol nacional en el exterior está carac¬ 
terizado por la alternación a voluntad de esas premisas según la mentalidad del 
gobierno de turno, la coyuntura interna, el tema de la agenda y las condicio¬ 
nes del escenario internacional (Tokatlian 2000,37; Tickner 2001, 29). A la luz 
de esta propuesta, las opciones de política exterior no se limitan solo a un par 
(réspice polum o réspice similiá), sino que, en función del peso circunstancial 
de estos elementos, se pueden gestar diversas fórmulas de actuación externa. 

La importancia de esta reconceptualización radica en que permite un enten¬ 
dimiento más comprehensivo y certero de los factores que operan en la forma 
como se piensa y se ejecuta la política exterior de Colombia. Se superan así ideas 
arcaicas, como la del determinismo cuasi absoluto de lo foráneo sobre lo domés¬ 
tico propio de cuando el país era un peón de la Guerra Fría (Pardo y Tokatlian 
2010, 231), e intentos poco creativos, como el de comienzos de este siglo por re¬ 
lanzar la mirada al Norte en su formulación neo réspice polum (Arroyave 2012, 
438). En complemento, con esta herramienta se está en mejor posición para 
trascender las arriba cuestionadas propensiones a la descripción, la generali¬ 
zación y la preponderancia del enfoque racional, pues muestra los pormeno¬ 
res de la política exterior, capta el complejo entramado de dinámicas externas 
y abre paso a lentes teóricos alternativos para analizarlas. 


24. Un ejemplo de esto es la sintonía entre Colombia y Estados Unidos en la cooperación en se¬ 
guridad ofrecida a Centroamérica y la desincronización entre ambos países en el debate global 
sobre el problema de las drogas. 
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Con esta relectura la relación con Estados Unidos constituye una variable 
clave, mas no un determinante único del desempeño exterior del país. Enton¬ 
ces, cabe pensar que Colombia dispone de un mayor margen de maniobra del 
que suele reconocérsele 25 , pues la cercanía con la estrella polar o la adhesión a 
su postura externa no es el mero resultado de una imposición foránea por asi¬ 
metría de poder, sino también el producto de una dosis de voluntarismo (Borda 
2002,308) 26 en el que inciden una amalgama de ingredientes intermésticos. Así 
mismo, es viable, como en efecto lo es, entablar nexos estrechos con Estados 
Unidos y con América Latina y otras latitudes a la par, dado que se trasciende 
la óptica dualista que ha imperado en algunos círculos tanto intelectuales 
—cuando se critica la relación Bogotá-Washington— como oficiales —cuando 
se falla en equilibrar la interlocución con varias contrapartes internacionales. 

Así, la lectura que mejor plasma la realidad del desempeño exterior colom¬ 
biano no es la que pregona la prevalencia de una doctrina sobre la otra, sino 
aquella que distingue su uso combinado y alternante en función del asunto, de 
la coyuntura y del actor (Ardila, Cardona y Tickner 2002, 22). Por ende, sin ob¬ 
viar el atractivo de las metáforas y del latín que las convirtió en herramientas 
de análisis de la política exterior (Camacho 2010,194), esta mirada alternativa 
constituye una invitación a apreciar y estudiar las especificidades de conte¬ 
nido y de contexto que registra el comportamiento externo de Colombia. Un 
claro ejemplo de esto último se encuentra en la distinción entre las dimensio¬ 
nes bilateral y multilateral de la política exterior colombiana, que, aunque tí¬ 
picamente soslayada en la literatura cuando se formulan valoraciones críticas, 
reviste suma importancia en razón a sus diferentes particularidades (léase di¬ 
námicas, velocidades, logros, obstáculos y demás). No en vano se ha indicado, 
aunque tímidamente, que reproches al desempeño internacional del país, como 
aquel relativo al peso de la idiosincrasia del mandatario de turno, aplican más al 
plano bilateral (Ardila, Cardona y Tickner 2002,30). Ala vez, se ha reconocido 
un mayor grado de continuidad en las posiciones así como de participación de 
sus instituciones en el tablero multilateral (García y Londoño 2002,140), valo¬ 
ración diferente a aquellos reparos del cortoplacismo y de la incapacidad de la 
Cancillería. A pesar de ese interesante contraste, los dictámenes académicos 
hechos a la fecha no han resultado en calificativos separados para tales espa¬ 
cios de la diplomacia nacional. Esa es indudablemente una tarea que reclama 
pronta atención en Colombia, pues perpetuar la equivalencia entre el mundo 
bilateral y el teatro multilateral significa cometer un craso error analítico. Sin 


25. En consecuencia, un mayor nivel de responsabilidad sobre su propia suerte en el plano 
mundial. 

26. Cabe precisar que la autora examina el tema de la política antidrogas, no obstante, su argu¬ 
mentación es ilustrativa para pensar en otros aspectos de la relación bilateral. 
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embargo, para emprender ese camino investigativo primero se debe superar 
la “fascinación” por el réspice polum. 


Hermetismo decisorio 

En ocasiones la academia advierte sobre el estilo cerrado con el que se configura 
nuestra política exterior (Lozano y Marulanda 1982,78; Pardo y Tokatlian 1989, 
85; Tokatlian 1991, 288; Ardila 2011, 95). Cuando se formula de manera directa 
esta aseveración, se acompaña de reproches por la falta de debate abierto so¬ 
bre la actuación exterior de Colombia (Herrera 2002,120). Entonces, se añade 
que esta se planea en secreto y de espaldas al país (Carvajal y Pardo 2002, 226), 
sin mayores espacios para la participación de diversos jugadores interesados, 
quienes ante dicha exclusión emprenden sus propios despliegues internacio¬ 
nales (Ardila 2011,118). En consecuencia, se realizan llamados para estructurar 
mecanismos que involucren a actores de la sociedad civil en los asuntos exter¬ 
nos del país (Ardila y Tickner 2010, 711-715). 

Por su parte, cuando se insinúa, como ocurre las más de las veces, el her¬ 
metismo constituye una presunción tácita 27 por cuenta de la adopción del mo¬ 
delo teórico del actor racional —a partir del cual la diplomacia nacional se 
entiende como un producto dado que no es posible descomponer 28 —. Si bien 
la misma academia acepta que ese es un enfoque simplificado y equívoco para 
aproximarse a la política exterior (Ardila, Cardona y Tickner 2002, 21) y su¬ 
braya la importancia de desagregar el Estado para analizar la política inter¬ 
nacional (Pardo y Tokatlian 1989, 92), este marco sigue siendo privilegiado en 
la producción bibliográfica nacional. En consecuencia, este otro camino con¬ 
duce a señalamientos tímidos sobre la falta de discusión que suscita el papel 
del país en el mundo. 

Pero, más allá de esta distinción entre lo explícito y lo implícito de la crítica 
académica, en cualquiera de sus manifestaciones el cuestionamiento suele ocu¬ 
par apenas unas breves líneas en la literatura, en la cual son escasas las obras 
que profundicen en el tema con el rigor que se requiere 29 . Peor aún, se confi¬ 
gura un círculo analítico vicioso según el cual “la política exterior colombiana 
sigue siendo un asunto cerrado y excluyente, de unos pocos, con lo cual los in- 


27. Sobre el particular no sobra recordar lo indicado en la nota 6 en relación con el piso teórico 
de los trabajos sobre la política exterior colombiana. 

28. Un argumento que se “escuda” en el halo misterioso de algunas facetas de la diplomacia na¬ 
cional (p. ej., temas sensibles como los diferendos limítrofes) o en el carácter reservado de cier¬ 
tas fuentes (p. ej., la Comisión Asesora de Relaciones Exteriores). 

29. Tal cual como se alertó en la nota 4, son pocas las fuentes que estudian el proceso deciso¬ 
rio de la política exterior colombiana. 
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centivos para estudiarla [...] son inexistentes” (Borda y Tickner 2011, 40). Por 
consiguiente, no es de extrañar que se trate de un tema que ha sido dejado de 
lado en la agenda investigativa (Rojas 2003,333; Rodríguez 2008,7; Ardila 2011, 
96). El problema con esa situación hasta ahora predominante reside en que se 
ignora el proceso de diseño y ejecución de la política exterior como resultado. 
Al eludir analizar el entramado institucional, los intereses sectoriales, la inte¬ 
racción de fuerzas y, en general, toda la lógica sobre la que se soporta el desem¬ 
peño externo de Colombia, la literatura disponible (conscientemente) trunca 
el desciframiento de la dinámica decisional que le da forma y lo dota de conte¬ 
nido. Puesto en perspectiva, el examen de la política exterior del país no goza 
del nivel de profundidad para explicar los distintos factores que se deben con¬ 
templar en el análisis (Pinilla 2009,133). 

En efecto, además de subrayar la fragmentación como una de sus falencias, 
al proceso decisorio no se le ha otorgado la relevancia que amerita como objeto 
de estudio (Amaya 2011,11). Los aportes en esta dirección han estado limitados 
a un par de dimensiones: por un lado, a desglosar el rol de algunos estamen¬ 
tos estatales y de otros no estatales en el tratamiento de lo internacional (Lo¬ 
zano y Marulanda 1982 30 ; Rodríguez et al, 2008 31 ; Jost 2012 32 ); por otro lado, a 
identificar las atribuciones externas de distintas instancias estatales a partir 
del marco legal colombiano, grosso modo las siguientes: plena autonomía en el 
manejo de las relaciones internacionales conferida al presidente, liderazgo sec¬ 
torial a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores, tareas asignadas a otros 
estamentos gubernamentales con el acompañamiento de la Cancillería, labores 
marginales en manos de las ramas legislativa y judicial y asesoría concedida a 
la Comisión Asesora de Relaciones Exteriores (Amaya 2011, 7). 

Sin pretender subestimar las contribuciones de esos trabajos, el punto es 
que ninguno de estos revela las peculiaridades de la arquitectura decisoria de 
nuestra política exterior. Si bien constituyen acercamientos detallados a algunos 
de sus engranajes individuales y a la distribución de funciones internaciona¬ 
les, no es menos cierto que se quedan cortos en el propósito de descifrar la de¬ 
nominada “caja negra”. A sabiendas de que un cúmulo de actuaciones aisladas 
no equivalen a una estrategia externa (Cardona y Ardila 2005,18), descodificar 
el andamiaje decisional es una prioridad que contrasta con la falta de inten¬ 
tos académicos por lograrlo. Así pues, en cuanto al estado del arte de este sub¬ 
tema, aunque es factible vislumbrar el bosquejo decisorio genérico-normativo 

30. Enfocado en la Federación Nacional de Cafeteros. 

31. Sobre el Congreso, los diplomáticos, la academia, las organizaciones no gubernamentales, 
los gremios y las comunidades de emigrantes. 

32. Cuyo capítulo m estudia actores como el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, el 
Ministerio de Defensa Nacional, los partidos políticos, los medios de comunicación y las orga¬ 
nizaciones no gubernamentales, entre otros. 
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(Lozano y Marulanda 1982, 71; Amaya 2009, 31), en última instancia se desco¬ 
nocen, entre otros, los grados de consenso, de control y de articulación reales 33 
que existen en el manejo del desempeño exterior del país. 

Más aún, esta restricción investigativa autoimpuesta es la que en buena me¬ 
dida permite entender las ya referidas propensiones a la generalización y a la des¬ 
cripción de este campo. En otras palabras, en el hermetismo oficial perpetuado 
académicamente se encuentra parte de la explicación de que el grueso del cono¬ 
cimiento vigente sea sobre cómo es la política exterior colombiana vista como 
un conjunto (cuya referencia por excelencia es el listado de propiedades presen¬ 
tado) y en menor medida sobre por qué la política exterior colombiana es como 
es en sus múltiples expresiones (cuya consecuencia es la falta de certeza sobre 
los determinantes, los dispositivos y las dinámicas que llevan a adoptar uno u 
otro curso de acción internacional). Por esta razón, en algunas ocasiones la aca¬ 
demia peca al formular críticas “alegres” en lugar de juicios acertados, como es 
de esperar que suceda con figuras en particular herméticas, como la Comisión 
Asesora de Relaciones Exteriores, o bien al realizar suposiciones infundadas so¬ 
bre facetas nodales del proceso de toma de decisiones (como la frecuentemente 
desatendida concertación intra e interinstitucional). De ahí la importancia de 
“estudiar cómo es la cocina de la política exterior [...] y no simplemente los pla¬ 
tos que salen de ella” (Russell 1990, 257) [Énfasis con negritas en el original]. 

Para ser claros, con lo anterior no se busca dar a entender que la conducta in¬ 
ternacional del país es un absoluto misterio, pues por fortuna existe una amplia 
y creciente producción bibliográfica que estudia variados momentos, tópicos e 
interlocutores de la política exterior colombiana. La riqueza de ese acervo no se 
cuestiona. Sin embargo, también cabe precisar que ese saber es desequilibrado, 
en la medida en que el proceso de toma de decisiones constituye una faceta hoy 
por hoy poco explorada. Aunque es sabido que el proceso decisional es esen¬ 
cial para entender el rumbo de la diplomacia colombiana (Pardo y Tokatlian 
1989, 76), la mayoría de los textos que se animan a tratar el tema acostumbran 
a enunciar, sin más, el carácter cerrado del proceso decisorio, pero sin empren¬ 
der intentos para desentrañar sus pormenores y fundamentos. En este orden de 
ideas, así como las obras académicas sobre la necesidad de diversificar geográ¬ 
fica y temáticamente el despliegue externo del país (Ardila, Cardona y Tickner 
2002, 32; Misión de Política Exterior 2010,12; Granados 2012, 177), algo simi¬ 
lar puede apuntarse de la literatura disponible: debe diversificarse temática y 
analíticamente, al menos en lo que respecta al proceso de toma de decisiones. 


33. Los cuales no necesariamente son iguales a aquellos observados desde la orilla académica, 
justo por cuenta del hermetismo decisorio al que se hace referencia. 


Las propiedades de la política exterior colombiana: 

REPENSANDO LO QUE SABEMOS DEL ACCIONAR EXTERNO DEL PAÍS 


Dicho esto, la propuesta es sencilla pero de alto impacto: superar los lími¬ 
tes actuales de la investigación para incursionar en el proceso decisorio 34 . Un 
zoom in a dicha dimensión se inspira en la convicción de que las decisiones de 
política exterior no se dan en abstracto ni se dan por azar (Rosenau 1994, 211), 
sino que constituyen el producto de una combinación de elementos en juego y 
de fichas en movimiento que corresponde identificar y examinar a fondo. Así, 
se considera que para alcanzar una mayor y mejor comprensión del desen¬ 
volvimiento internacional de Colombia se debe realizar una transformación 
conceptual basada en entender que el objeto de estudio no es un mero output 
estatal 35 , sino que se trata del complejo resultado de una amalgama de compo¬ 
nentes que interactúan antes de la concreción de tal o cual acción. Para reto¬ 
mar parte de lo dicho arriba, un primer paso en esa dirección es asimilar que 
si bien el Ejecutivo es la última instancia decisoria, esto no significa que sea el 
único actor decisional (Tokatlian 1991, 363). Bajo este entendido, el reto con¬ 
siste en salirse de los lugares comunes de la política exterior colombiana para 
auscultar esta ignorada faceta. 

Indiscutiblemente esa es una labor crucial. Al fin y al cabo, el proceso pre¬ 
vio a la definición de la política exterior es tan significativo, o quizás más im¬ 
portante, que la política exterior (Hudson 2014, 33). En definitiva, lo anterior 
tiene un profundo alcance, ya que implica un giro investigativo en varios ejes. 
Primero, transitar de una lectura sintomática a un diagnóstico estructural de 
la diplomacia nacional. Segundo, pasar de afirmaciones universalistas a apre¬ 
ciaciones puntuales sustentadas en evidencias de estudios de caso. Tercero, 
trascender de un monopolio interpretativo a una combinación de lentes para 
estudiar la temática. Al conjugarlos, esta trilogía de cambios promete ampliar 
la frontera del conocimiento en esta área de estudio. 

En detalle, lo que se sugiere es emprender un ejercicio intelectual distinto 
al habitual, dotado del potencial para poner al descubierto una serie de cues¬ 
tiones hasta ahora desconocidas de la actuación externa de Colombia e incluso 
con la capacidad para aclarar aspectos quizás malinterpretados. Es decir, ade¬ 
más de poder desvelar hechos que han pasado desapercibidos debido al enfoque 
teórico hasta ahora utilizado, la aproximación centrada en el proceso decisio¬ 
nal puede brindar argumentos para ratificar, precisar o refutar las propieda¬ 
des tradicionalmente imputadas a la diplomacia colombiana. Ahora bien, dado 
que se ha subrayado la necesidad de ir más allá de lo descriptivo, lo general y 
lo simple 36 , mediante esta mirada renovada se estará en posición de observar 


34. Entendido como el mecanismo mediante el cual se construye la política exterior (Toma- 
ssini 1991, 259). 

35. Como si el asunto se redujese al modelo 1 (el actor racional) de Allison (1971, 31-73). 

36. En referencia al modelo del actor racional. 
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y estudiar la intrincada matriz de actores y variables que operan en la adopción 
de decisiones sobre nuestra política exterior (Tokatlian 1991, 365). En concor¬ 
dancia, esta propuesta tiene el valor agregado de poner en evidencia la confi¬ 
guración de distintos formatos decisorios según las circunstancias del caso 37 
(Russell 1990, 271), los cuales se desconocen del todo hoy en día. Por último, 
pero no por ello menos importante, sumergirse en la dinámica decisional per¬ 
mite exponer las potencialidades y restricciones de la forma como se construye 
y se pone en práctica la política exterior colombiana. Estos son ámbitos fun¬ 
damentales pero actualmente inaprensibles que de esclarecerse nutrirán el de¬ 
bate sobre la forma y el fondo del rol internacional del país. 

Si se piensa en la fragmentación y descoordinación de las que se acusa a 
la diplomacia colombiana, todo lo recién dicho resulta de especial relevancia, 
pues además redirige la atención académica (y ojalá también la oficial) hacia 
los correspondientes dispositivos de concertación y de participación. Esto es 
importante por, al menos, un par de razones. Primero, porque una preocupa¬ 
ción apremiante en medio del complejo panorama internacional reposa en la 
necesidad de asegurar una adecuada coordinación en materia de política ex¬ 
terior (Ardila 2011, 102). Por esto, se requieren mecanismos institucionaliza¬ 
dos para definir los intereses nacionales que se deben defender en el exterior y 
para sintonizar las proyecciones externas encaminadas a cumplir ese propó¬ 
sito. Segundo, porque no hay una interlocución clara entre el Estado y la so¬ 
ciedad en lo que se refiere a la política exterior (Pinilla 2009,135). Entonces, es 
imperativo trascender el manejo cerrado y excluyente que la caracterizan para 
imprimirle el componente democrático (participativo y de rendición de cuen¬ 
tas), del cual adolece actualmente como política pública. 

Ambas son necesidades impostergables en la praxis. Para abordarlas ade¬ 
cuadamente, hace falta concebir la política exterior de Colombia no como un 
producto dado, sino más bien como (el resultado de) un proceso. En breve, 
nada más ni nada menos que una redefinición conceptual que abre la ventana 
de oportunidad para generar un salto cualitativo en el conocimiento de la di¬ 
plomacia nacional. 


37. Para el autor, el proceso decisional varía según la naturaleza del área temática (política, eco¬ 
nómica, militar, etc.), el grado de prioridad del asunto en cuestión y el nivel de vinculación en¬ 
tre lo interno y lo externo que este supone. Para complementar, cabría agregar la coyuntura 
interna y el contexto externo así como los interlocutores internos y las contrapartes foráneas 
involucradas. 
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Conclusiones 

Este repaso de la literatura ha tenido como propósito poner de relieve los pro¬ 
blemas inherentes a algunas de las afirmaciones sobre la política exterior co¬ 
lombiana que han hecho carrera con el pasar de los años. Evidentemente las 
aproximaciones aquí presentadas sobre el sello presidencialista, la cercanía a 
Estados Unidos y el hermetismo decisorio pueden ameritar ampliaciones, re¬ 
formulaciones y correcciones. Justo por ello este documento se debe entender 
como un esfuerzo analítico en su etapa inicial, con conjeturas preliminares y 
no con juicios definitivos. También por eso, el texto se cierra reconociendo que 
le corresponde a la comunidad académica trazar con mayor precisión y en su 
justa proporción los confines de una apremiante necesidad por revisitar lo se 
sabe o, más exactamente, lo que se cree saber sobre el accionar externo del país. 

Con esta reflexión no se ha pretendido resemantizar, matizar o reformular 
algunos de los ítems de la lista de calificativos de nuestra diplomacia. Lo que 
se ha buscado es aportar elementos para propiciar un debate sobre lo que du¬ 
rante largo tiempo se ha dado por entendido, no siempre con el debido sus¬ 
tento comparativo (caso del presidencialismo), el requerido arsenal probatorio 
(caso de la proximidad a Estados Unidos) o la necesaria profundidad investi- 
gativa (caso del hermetismo decisorio). Así, los argumentos presentados abren 
la puerta a incógnitas en tres planos. Primero, sobre la magnitud del presiden¬ 
cialismo en lo internacional como una singularidad colombiana, las razones 
causales de esa condición y sus desatendidas interrelaciones con otros rasgos 
característicos del desempeño externo del país. Segundo, sobre la fundamen- 
tación de la prolongada proximidad a Estados Unidos, las implicaciones de la 
fijación con el réspice polum sobre el análisis del relacionamiento exterior del 
país y las ignoradas especificidades que registra el comportamiento interna¬ 
cional (bilateral y multilateral) de Colombia. Tercero, sobre las repercusiones 
de la simplificación de la política exterior como el resultado de una “caja ne¬ 
gra”, el potencial de visualizarla como un proceso de toma de decisiones y los 
desconocidos pormenores de la dinámica institucional subyacente a un deter¬ 
minado comportamiento externo. 

Todas estas son cuestiones que requieren ser estudiadas con detenimiento 
para enriquecer este campo de estudio. Cada una de ellas supone llevar un 
paso más allá los análisis que se han realizado hasta ahora sobre la política ex¬ 
terior colombiana. De seguro, la discusión es interesante y bien vale la pena 
extenderla a otros rasgos distintivos que no fueron tratados en estas páginas, 
pero que exigen una revisión similar para identificar otras posibles ramifica¬ 
ciones de la agenda investigativa del presente y del futuro. En últimas, “mirar 
el pasado encierra siempre un intento de iluminar el presente. [...] Entrelazar 
ese tiempo remoto y este presente permite, eventualmente, discernir ciertas 
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tradiciones y tendencias que, a su vez, pueden esclarecer la comprensión del 
futuro” (Pardo y Tokatlian 2010,199). 

Visto así el asunto, un debate sobre los valiosos pero no intocables dictáme¬ 
nes sobre la política exterior del país es una deuda impostergable que la acade¬ 
mia tiene consigo misma. Esto no equivale a una refutación ineludible ni a un 
desapego impetuoso de tales contribuciones que han marcado la senda inves- 
tigativa hasta el momento. Más bien configura una sana introspección de ta¬ 
les aportes, cuyo desenlace no puede predefinirse. Evadir esta tarea equivale a 
correr el riesgo de permanecer anclados analítica y mentalmente en el pasado, 
al replicar acríticamente o por pleitesía académica una lectura tradicional que 
puede estar nublando nuestro entendimiento actual de la temática. Sea cual 
sea su desenlace, repensar el asunto es tanto un desafío como una necesidad. 

Si se rescata aquel cuestionamiento académico sobre la falta de discusión de 
la política exterior por fuera de un delimitado círculo oficial, se puede subrayar 
que mal haría el sector académico en encerrarse en sus propias formulaciones 
de antaño y negarse a emprender un debate sobre el alcance y el sentido de sus 
planteamientos. Por el contrario, debe tomar consciencia del hecho de que así 
como la política exterior no es inerte su interpretación tampoco puede ser es¬ 
tática, razón por la cual no se debe depender simplemente de tomar prestadas 
las valoraciones del ayer para reiterarlas ad ceternum. Así pues, entre los extre¬ 
mos de un rechazo total del saber convencional que ilusoriamente conduzca a 
una ruptura con el pasado y una mera aceptación de aquel conocimiento que 
redunde en su repetición automática, se encuentra un espacio amplio y fértil 
para sostener una apasionante reflexión sobre la diplomacia nacional. 

Para terminar, se considera pertinente retomar el punto de partida para su¬ 
brayar que existen razones de peso para que los análisis sobre la política exterior 
colombiana superen su actual y sobreextendida fase sintomática, generalizante 
y monoteórica. Existe una triple necesidad de desglosar los argumentos ya co¬ 
nocidos, de ponerlos a prueba y de observar la conducta internacional del país 
desde diferentes ángulos, con miras a configurar una masa crítica de eviden¬ 
cia para emitir juicios más fundados sobre sus características distintivas. En 
breve, la profundización del saber en este campo está en función de ampliar el 
espectro investigativo a través de diagnósticos estructurales, estudios de caso 
detallados y lentes conceptuales alternativos, so pena de perpetuar la restric¬ 
ción de nuestro conocimiento sobre la materia. Si por alguna casualidad esta 
reflexión convertida en texto aporta aunque sea mínimamente a este cambio, 
habrá superado de lejos su propósito original. 
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La crisis del “club de caballeros”: 
una reconsideración del respeto 
al derecho internacional como 
característica de la política exterior 
colombiana* 

René Urueña 


Es ya tradicional sostener que una de las características centrales de la 
política exterior colombiana es el respeto por el derecho internacional: es una 
idea repetida sin cesar por comentaristas, diplomáticos y altos oficiales del Go¬ 
bierno. Este capítulo explora críticamente esta idea así como su rol en la cons¬ 
trucción de la política exterior y los desafíos que enfrenta actualmente. 

Para hacerlo, el texto conecta esta noción con los idearios sobre el derecho 
internacional vigentes en América Latina desde finales del siglo xix. El dere¬ 
cho internacional fue visto entonces como la puerta de entrada de las recientes 
repúblicas al club de naciones civilizadas. Respetarlo implicaba comportarse 
de manera apropiada en este exclusivo club. Así, las elites criollas colombia¬ 
nas usaron el ideal del respeto al derecho internacional como una plataforma 
de la misión civilizadora con una doble función: primero, acceder a los espa¬ 
cios internacionales donde tanto Colombia como sus líderes podían ser reci¬ 
bidos como casi europeos; segundo, reservar para sí el control del lenguaje del 
derecho internacional, el cual debía ser utilizado desde Bogotá por caballeros 
tradicionalmente cercanos al poder. 

Esta idea está hoy en crisis: el respeto del derecho internacional no cum¬ 
ple la función que solía tener en la política exterior colombiana. En efecto, el 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.45. 


65 


66 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


apego absoluto al derecho internacional había sido visto como un fin deseable, 
sin cualificación alguna, en la estrategia internacional. Así, aun cuando en la 
práctica se violaba el derecho internacional (en particular los tratados de de¬ 
rechos humanos), la narrativa oficial de la Cancillería colombiana seguía man¬ 
teniendo una línea legalista, según la cual el respeto a este era la característica 
central de la política exterior. 

Desde hace unos quince años, el valor retórico de este apego irrestricto ha 
disminuido. Al margen de que Colombia lo respete más o menos en la prác¬ 
tica, en este capítulo observo que la adhesión irrestricta al derecho internacio¬ 
nal es cada vez menos importante en la política exterior. Este cambio explica 
el errático proceso político que ha tenido la recepción del fallo de la Corte In¬ 
ternacional de Justicia respecto a Nicaragua, la intervención del y la fiscal de 
la Corte Penal Internacional en los sucesivos procesos de justicia transicional 
y las intervenciones del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en po¬ 
lítica interna, entre otros eventos. Esta es la crisis del “club de caballeros”, a la 
que hace referencia al título del escrito. 

El presente capítulo no busca explorar en detalle las situaciones en las que 
es evidente tal crisis, que ya han sido descritas (Urueña 2013; Urueña, Acosta 
Arcarazo y Buchan 2015; Urueña 2015). Esta intervención parte de la observa¬ 
ción de que un cambio general está ocurriendo, en el sentido de que la tradi¬ 
cional premisa del cumplimiento riguroso del derecho internacional por parte 
de Colombia es cada vez más puesta en duda. Este capítulo busca establecer las 
posibles razones de esto así como sus consecuencias. El argumento central es 
que el cambio señalado obedece a transformaciones jurídicas tanto en el uso 
del derecho internacional en el debate interno colombiano como en la arqui¬ 
tectura general de aquel. 

Respecto a lo primero, el capítulo argumenta que, mediante tecnologías 
jurídicas (como el bloque de constitucionalidad) y transformaciones sociales 
(como el surgimiento de redes transnacionales de activismo), el derecho inter¬ 
nacional se ha convertido en la punta de lanza de reivindicaciones sociales muy 
controversiales en Colombia. Por ejemplo, es también el derecho de los afro, los 
gays, los indígenas, las mujeres y los desplazados, entre quienes los caballeros 
del club se sienten incómodos. Así, respetar el derecho internacional implica 
redistribuir el poder local entre los varios grupos políticos, armados y desar¬ 
mados, que operan en Colombia. Ante este riesgo de pérdida efectiva de po¬ 
der interno por parte del Gobierno, el valor retórico del apego irrestricto del 
derecho internacional disminuye. 

En cuanto a lo segundo, se sugiere que la fragmentación ha llevado a que el 
derecho internacional se convierta en realidad en una serie de regímenes espe¬ 
cializados (los derechos humanos, el derecho ambiental, el derecho de la Orga¬ 
nización Mundial del Comercio, etc.) con lógicas funcionales independientes, a 
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veces contradictorias, y una comunidad epistémica transnacional propia, emi¬ 
nentemente tecnocrática, que se comunica con más facilidad con sus pares de 
rango medio en el Ministerio de Comercio o en el de Hacienda que con los 
abogados intemacionalistas en la Cancillería. En este contexto, respetar el de¬ 
recho internacional deja de ser un tema de política exterior y se convierte en 
parte de la política comercial, criminal, ambiental y de género, entre muchos 
otras, del país. Ante esta fragmentación funcional del cumplimiento del dere¬ 
cho internacional, en la que Colombia como Estado que cumple o incumple 
se desagrega y se convierte en cientos de instituciones y regímenes jurídicos 
nacionales que cumplen o incumplen docenas de regímenes internacionales 
cuasi autónomos, el valor retórico de una política exterior de apego al derecho 
internacional disminuye. 

Ahora bien, algunos comentaristas han lamentado que disminuya la impor¬ 
tancia de la adhesión irrestricta al derecho internacional y han considerado esto 
el surgimiento de una postura antijurídica y profuerza en Colombia (Tokat- 
lian 2012; Carrillo 2016). Desde esta perspectiva, las culpables del abandono 
del derecho internacional serían las administraciones de Alvaro Uribe y Juan 
Manuel Santos, que habrían adoptado una posición de irrespeto a la legalidad 
internacional, al preferir la fuerza bruta o realpolitik a los valores del derecho. 
Mi argumento se separa de esta lectura, que parecería partir de una visión del 
derecho internacional como un sistema coherente y bueno de por sí, con valo¬ 
res que son deseables por estar expresados mediante el lenguaje jurídico inter¬ 
nacional. Como se verá, mi lectura del derecho internacional es diferente: lo 
ve más como un espacio de pugna, en el que “gente con proyectos” (Kennedy 
1999) busca que sus agendas avancen a través del derecho, en acérrima com¬ 
petencia con otros (Kennedy 2016). Así, el argumento de este capítulo es que 
si hay una devaluación de la retórica del apego al derecho internacional no es 
porque los gobernantes en su arrogancia o su ignorancia hayan decido darle 
la espalda a un sistema deontológico normativamente deseable, sino porque 
los cambios en la gramática profunda del lenguaje jurídico internacional, en 
particular la nacionalización y la fragmentación, han llevado a que los encar¬ 
gados de definir la política exterior colombiana no vean un beneficio en man¬ 
tener la retórica anterior. 

Este giro no quiere decir que Colombia esté en efecto incumpliendo más (o 
menos) el derecho internacional. En realidad, sabemos poco respecto a si Co¬ 
lombia está faltando a sus obligaciones internacionales no solo porque hay poco 
trabajo empírico, sino porque definir el incumplimiento de una obligación in¬ 
ternacional es mucho más difícil de lo que parece. Algunos académicos que 
trabajan en relaciones internacionales, tal vez con un sesgo realista, tienden a 
creer que las obligaciones jurídicas son claras e unívocas y que, por lo tanto, es 
fácil (e importante) saber si un estado las está incumpliendo. Nada más lejano 


68 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


de la realidad. Los estudios críticos del derecho internacional nos han enseñado 
que las obligaciones son contradictorias, llenas de excepciones y matices (Kos- 
kenniemi 2001; Koskenniemi 2011). Por su parte, el trabajo constructivista ha 
mostrado el importante papel de las normas jurídicas en la creaciones de iden¬ 
tidades y actitudes Slaughter y Raustiala 2002). En últimas, la noción de cumplir 
el derecho es pobre desde el punto de vista analítico: hay muchas formas de ha¬ 
cerlo y poco aprendemos a aplicar la dicotomía cumplimiento/incumplimiento 
a una conducta (Howse y Teitel 2010). El énfasis aquí está puesto, entonces, en 
el abandono de la narrativa de cumplimiento y no en el cumplimiento fáctico. 

El capítulo procede de la siguiente forma. La primera sección presenta el 
origen del “club de caballeros” y lo identifica con la idea de que el derecho in¬ 
ternacional llevó a cabo una misión civilizadora para crear una identidad la¬ 
tinoamericana en dos escenarios: por una parte, mediante los miembros de la 
comunidad de las “naciones civilizadas” (es decir, Europa y Estados Unidos) 
y, por otra, en la población que no era blanca y ni mestiza en el interior de las 
nuevas repúblicas. La segunda sección describe la idea del derecho internacio¬ 
nal que subyacía en la práctica profesional del “club de caballeros”. La tercera 
parte explora la forma en que la fragmentación y la nacionalización del dere¬ 
cho internacional son los pilares de tal lectura. La última sección concluye que 
el riesgo de la crisis del “club de caballeros” es que sea reemplazado por otros, 
aún más excluyentes, en los que la práctica jurídica internacional colombiana 
se concentre en aún en menos manos. 


El apego al derecho internacional y la misión civilizadora 
del derecho internacional 

La narrativa colombiana del apego estricto al derecho internacional ha sido 
leída como un reflejo de la estrategia de un país pequeño que ve en el multila- 
teralismo, en general, y en el derecho internacional, en particular, una fuente 
de protección y autonomía frente a estados más poderosos, en especial los Es¬ 
tados Unidos (Cardona 1990; Dallanegra Pedraza 2012). En este marco, cuando 
el derecho internacional deja de ser una efectiva protección contra los más po¬ 
derosos o cuando se convierte en un obstáculo para el ejercicio del poder pro¬ 
pio, entonces dicha narrativa pierde su valor. 

En esta sección, quiero proponer una lectura alternativa. Planteo que el de¬ 
recho internacional ha servido para dar acceso a posiciones de poder nacional 
e internacional a un grupo reducido de personas en América Latina, llamado 
aquí el “club de caballeros”. La narrativa del apego estricto es una dimen¬ 
sión más de esa lógica, en la que el respeto al derecho y la idea de derecho que 
representa funcionan como un mecanismo para mantener el poder de este club. 
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Sin embargo, cuando las transformaciones estructurales del derecho interna¬ 
cional (esto es, la nacionalización y la fragmentación) llevan a que se distribuya 
el poder a personas que están fuera del club, el valor de esta narrativa se deva¬ 
lúa. Así, mi propuesta no contradice necesariamente la explicación tradicio¬ 
nal, sino que opera a un nivel diferente. El derecho internacional y su énfasis 
en la soberanía pueden ser, sin duda, útiles para las relaciones internacionales 
de países pequeños (Kingsbury 1998), lo cual ha formado parte del proceso de 
toma de decisiones de política exterior colombiana. Mi argumento es que, ade¬ 
más de esa dimensión, el derecho internacional ha tenido un efecto de redistri¬ 
bución de poder a nivel nacional, el cual se ha visto alimentado por la retórica 
del apego estricto. Mi sugerencia es, entonces, que esta otra dimensión puede 
complementar la visión tradicional. 


El derecho internacional como puerta de acceso al “mundo civilizado” 

La idea del “club de caballeros” que propone este capítulo debe ser entendida 
en el contexto del temprano origen de las repúblicas latinoamericanas, en par¬ 
ticular en lo referente a las consecuencias del encuentro colonial y del papel 
que el derecho internacional desempeñó en este. Como ha sido explorado en 
el trabajo de muchos historiadores críticos del derecho internacional (Anghie 
2005), un mecanismo central de organización política y dominación militar en 
el colonialismo fue la división entre pueblos civilizados y no civilizados, la cual 
definió, a su vez, el rol del derecho internacional en ese contexto (Gong 1984). 

La división típicamente opone, por una parte, una comunidad de naciones 
civilizadas (por lo general europeas), cuyas interacciones eran reguladas por 
normas jurídicas que conformaban el derecho internacional, y, por otra parte, 
un mundo más allá: el de los no civilizados, al que no era aplicable el dere¬ 
cho internacional que regía a los estados que sí lo eran (Orakhelashvili 2006). 
Este carácter tenía tres consecuencias importantes. En primer lugar, los pue¬ 
blos no civilizados no tenían la posibilidad de ejercer el derecho internacional: 
sobre todo el de la guerra legítima y el derecho a adquirir territorios a través 
de la ocupación (Anghie 2005). En segundo lugar, esta división señalaba que 
la existencia del derecho internacional era señal de civilización (Bandeira Ga¬ 
ldido 2015). En este sentido, el acceso a la comunidad de naciones civilizadas 
pasaba por la aceptación de este y, de igual forma, el hecho de participar del 
ordenamiento jurídico internacional era prueba de ser civilizado. Por lo tanto 
—esta es la tercera consecuencia—, el uso del derecho internacional para los 
bárbaros implicaba una misión civilizadora, esto es, un proceso de mejora o 
de transformación con el fin último de lograr ser aceptados en la comunidad 
internacional (Koskenniemi 2004). 
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La misión civilizadora del derecho internacional en el contexto colonial tuvo 
un importante impacto en América Latina, en donde definió la aproximación 
tradicional de las élites locales a este ordenamiento jurídico, en particular a 
partir de la segunda mitad del siglo xix y hasta el inicio de la Segunda Guerra 
Mundial. El derecho internacional fue integrado como uno de los principa¬ 
les vehículos de entrada de las nuevas repúblicas en la comunidad de naciones 
civilizadas. Este vehículo operó tanto en la estrategia de política internacio¬ 
nal como en los proyectos personales de los tempranos abogados latinoameri¬ 
canos que usaron el derecho internacional para impulsar sus propias carreras 
profesionales (Obregón 2006). 

En términos de política internacional, las naciones latinoamericanas si¬ 
guieron de cerca la declaración de independencia de los Estados Unidos, en el 
sentido de incluir como parte central de su surgimiento como nuevos estados 
la facultad de establecer relaciones jurídicas con otros miembros de la comu¬ 
nidad internacional (Armitage 2013). Una vez independientes, las nuevas re¬ 
públicas utilizaron el derecho internacional como una herramienta para ser 
reconocidas como participantes legítimos de la comunidad internacional, en 
particular por el Reino Unido. Un buen ejemplo de esta estrategia es el argu¬ 
mento del argentino Carlos Calvo, quien usó la doctrina declarativa del reco¬ 
nocimiento de estados en el derecho internacional para argüir que en el caso 
de las guerras independentistas entre colonias y sus metrópolis los nuevos es¬ 
tados surgían jurídicamente desde el momento mismo en que eran capaces de 
ejercer soberanía interna. De tal ejercicio interno derivaría la soberanía ex¬ 
terna. Por lo tanto, los terceros estados no involucrados en la pugna deberían 
dar reconocimiento a los que resultaran del proceso de independencia (Calvo 
1872). Después, una vez reconocidas las nuevas repúblicas, la integración a la 
sociedad internacional se llevó a cabo principalmente mediante la celebración 
de tratados y por la adhesión a las nuevas organizaciones internacionales que 
surgieron en la primera mitad del siglo xx con la figura de la Sociedad de Na¬ 
ciones (Becker Lorca 2014). 

Por su parte, algunos abogados de la región también usaron el derecho in¬ 
ternacional para integrarse a los círculos intelectuales europeos y, después al 
regresar a sus respectivos países, usar su conocimiento y legitimidad derivada 
de la experiencia europea para proponer reformas legales (Obregón 2006). Un 
buen ejemplo de esta dinámica es la experiencia del chileno Alejandro Álvarez, 
un abogado intemacionalista del periodo clásico latinoamericano, quien vivió 
y estudió en Francia a finales del siglo xix y regresó a Chile en el año 1900. En¬ 
tonces construyó una prestigiosa carrera de abogado intemacionalista, que lo 
llevaría a la Corte Internacional de Justicia (Obregón 2007). 

La posición de los estados y los abogados intemacionalistas latinoamerica¬ 
nos respecto al derecho internacional en estos tempranos años presentaba, con 
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todo, cierta ambivalencia. Por una parte, el derecho internacional era acep¬ 
tado como el requisito básico de acceso a la civilización. Sin embargo, la lite¬ 
ratura iusinternacionalista producida en América Latina durante la primera 
mitad del siglo xx versaba sobre la posibilidad de un derecho internacional 
específicamente americano (Becker Lorca 2010). Mientras que el derecho in¬ 
ternacional sirvió en la región para entrar a formar parte del grupo de países 
civilizados, los mismos abogados latinoamericanos que lo usaban buscaban to¬ 
mar distancia del derecho internacional “universal” y defendían de una forma 
u otra la posibilidad de una vertiente regional. 

Esta ambivalencia se encuentra en La contribution de l’Amérique Latine au 
développement du droit International public et privé (1931), el trabajo del abo¬ 
gado intemacionalista colombiano Jesús María Yepes hecho durante sus cursos 
en la Academia de Derecho de La Haya. Para Yepes, en el momento de la inde¬ 
pendencia, los países latinoamericanos establecieron “un sistema constitucio¬ 
nal de gobierno, republicano, democrático, liberal e igualitario” (1931). Según 
Yepes, América Latina rindió “un homenaje elocuente a la civilización europea, 
de la cual se afirmafba] como parte, poniendo práctica, desde su nacimiento a 
la vida independiente, las grandes lecciones de la justicia, la libertad, la igual¬ 
dad y la fraternidad entre los individuos y entre los pueblos que había dado la 
Europa revolucionaria” (1931). Sin embargo, para Yepes, los estados de América 
Latina no eran simples receptores pasivos del derecho internacional europeo. 
Por el contrario, América Latina habría ajustado las doctrinas europeas a sus 
propias necesidades y, por esta vía, habría hecho una contribución distintiva 
al derecho internacional “universal”. Por ejemplo, este abogado sostenía que la 
doctrina Monroe, que él entendía como el principio que impedía a las poten¬ 
cias europeas la colonización del continente americano, fue de origen latino¬ 
americano. De esta forma, proponía explorar numerosas doctrinas centrales 
del derecho internacional (el principio de no intervención, el derecho de gue¬ 
rra, la prohibición de usar la fuerza para el cobro de obligaciones económicas). 
Además, argumentaba que, en cada una de esas áreas, América Latina habría 
sido precursora de desarrollos que después adoptaron los estados europeos. 


El papel del derecho internacional “hacia adentro” 

El ejemplo de Yepes muestra cómo el derecho internacional proveyó una pla¬ 
taforma para que las repúblicas y los abogados latinoamericanos fueran acep¬ 
tados en lo que percibían como el más prestigioso club disponible: el de las 
naciones civilizadas (Becker Lorca 2010). Sin embargo, esta aceptación era 
mediada por la necesidad de ser, hasta cierto punto, diferentes. Así, el debate 
central durante la primera mitad del siglo xx fue si se justificaba que se hablara 
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de un verdadero derecho internacional americano, diferente y complemen¬ 
tario del europeo. 

Esta lectura de la función del derecho internacional en la integración de la 
región a la sociedad internacional estaba basada, en esencia, en la distinción 
entre civilizados y no civilizados. De esta idea se deriva, como se recordará, 
la noción de que el derecho internacional era, por una parte, un sistema pro¬ 
pio de los primeros y, por otra, la fórmula para que los segundos llegaran a ser 
como estos. Esta distinción básica, sin embargo, no era solo útil para pensar 
en las repúblicas latinoamericanas “hacia fuera”, sino que también tenía una 
utilidad para pensar el orden social de las nuevas repúblicas “hacia adentro”. 
Esto es, la división entre civilizado y no civilizado también dio a los aboga¬ 
dos intemacionalistas latinoamericanos una narrativa para definir la que, se¬ 
gún algunos de ellos, debía ser la apropiada organización social en el interior 
de los estados en la región. 

Una dimensión clave de la identidad de los tempranos abogados intemacio¬ 
nalistas de la región fue su carácter criollo. Esta identidad se definía mediante 
un doble contraste: por una parte, los abogados intemacionalistas pertene¬ 
cían a un grupo social que se consideraba con derecho a pertenecer a la metró¬ 
poli en cuanto descendientes de europeos; pero, por otra parte, los españoles 
los percibían como europeos impuros. Por esta razón, debieron diferenciarse 
mediante la apelación a la patria o, en general, a una identidad latinoameri¬ 
cana (Obregón 2006). Al mismo tiempo, estos abogados se definieron como 
criollos en contraste con el resto de la población de sus países. Así, el criollo 
era diferente (y naturalmente superior) de los indígenas y de los negros, cuyas 
prácticas representaban la tradición no civilizada y eran el lastre al cual debe¬ 
rían sobreponerse las repúblicas latinoamericanas si querían algún día entrar 
a formar parte de comunidad internacional a través del derecho internacional. 

Ahora bien, no pareciera que los abogados intemacionalistas criollos tuvie¬ 
ran la idea de usarlo como un mecanismo de control social en sus respectivas 
repúblicas. Para ese efecto, la herramienta parecía ser el derecho nacional, en 
particular las reformas constitucionales. Sin embargo, el ideario básico que sub¬ 
yacía en su concepción del derecho internacional y de su identidad, en cuanto 
abogados intemacionalistas, sí informaba en gran parte su noción del apropiado 
orden social. Un buen ejemplo de esta dinámica es el conocido intelectual co¬ 
lombiano José María Samper (Martínez 2001; Betancourt-Mendieta 2007), cuya 
interpretación del derecho internacional en la región ha sido recientemente es¬ 
tudiada por Liliana Obregón (2015). Como buen intelectual criollo, José María 
Samper consideraba que el derecho internacional era “la más elevada forma de 
ser de un pueblo” (Obregón 2015). En complemento, Samper consideraba que 
las diferentes razas se organizan en Colombia de manera jerárquica de acuerdo 
con su potencial de civilización: los indígenas y los negros que no se hubieren 
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mezclado, pues eran los menos proclives a la civilización, mientras que los crio¬ 
llos (y en particular los criollos bogotanos) tenían la mayor conciencia civiliza¬ 
dora (Obregón 2015). No se trata, entonces, de que la dicotomía civilizado/no 
civilizado del derecho internacional hubiese influenciado el derecho nacional; 
más bien, se creía que el derecho público nacional y el internacional estaban 
construidos como dos mecanismos complementarios de la misión civilizadora. 


El “club de caballeros” y los efectos internos de la narrativa 
de apego al derecho internacional 

Esta visión del derecho internacional como herramienta para la inserción in¬ 
ternacional de las nuevas repúblicas de América Latina así como para la defi¬ 
nición de identidad de los abogados intemacionalistas en la región llevó a la 
creación de la dinámica profesional y epistémica que en este texto se denomina 
el “club de caballeros”. Sin duda, esta dinámica fue más amplia en la constitu¬ 
ción de identidades en América Latina, en particular mediante el surgimiento 
de los pioneros criollos que describe Anderson en sus Comunidades imagina¬ 
das (2006). Mi énfasis, sin embargo, está puesto en el impacto en la construc¬ 
ción de una cierta identidad mediante la práctica jurídica. En esencia, el club es 
una conciencia jurídica específica (Duncan Kennedy 2006a; Duncan Kennedy 
2006b; Obregón 2006), manifestada a través de una serie de prácticas sociales, 
profesionales y discursivas, a través de las cuales el derecho internacional ha 
mantenido la idea que emergió del primer contacto colonial: la distinción en¬ 
tre civilizado y no civilizado. 

Ahora bien, ¿por qué un “club” y por qué de “caballeros”? En la región, la 
práctica profesional del derecho internacional se centró en hablar a las audien¬ 
cias de las naciones civilizadas con un triple objetivo: primero, hacer una des¬ 
cripción comprensible de la idiosincrasia de las costumbres locales; segundo, 
mostrar que, a pesar de este carácter, existía en los países latinoamericanos una 
semilla de civilización jurídica que constituía la promesa de la región; y, ter¬ 
cero, que precisamente por esas idiosincrasias y contextos históricos diferentes 
la experiencia latinoamericana también podía generar conocimiento original 
para contribuir a la ciencia “universal” del derecho internacional. 

Por supuesto, embarcarse en un ejercicio discursivo de ese tipo, con la au¬ 
diencia europea y estadounidense, implicaba una serie de habilidades y cono¬ 
cimientos que muy pocas personas en la región podrían tener: desde poder 
expresarse en francés e inglés hasta estar al tanto de los códigos de comuni¬ 
cación “umversalmente” aceptables (esto es, aceptables en las naciones civi¬ 
lizadas). Así, la práctica del derecho internacional conllevaba un proceso de 
exclusión, es decir, solo un grupo reducido podía participar. De allí la idea del 
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“club” compuesto, por supuesto, exclusivamente de hombres blancos o mesti¬ 
zos: un club de caballeros. 

Este proceso de exclusión no parecería derivarse solo de factores prácti¬ 
cos (poco conocimiento en lenguajes o educación) ni era una consecuencia 
de la falta de formación jurídica de las mayorías no civilizadas. Por el contra¬ 
rio, puede ser leído como un proceso necesario para estabilizar el modelo de 
organización social preferido por personas como José María Samper. En este 
modelo, los criollos debían concentrar el poder y los indígenas y los negros no 
eran considerados dignos de autogobierno. El rol del abogado intemacionalista 
era el de traer la llama de la civilización, en la forma del derecho internacional, 
desde Europa a sus contextos locales. Esta práctica profesional implicaba que 
el abogado traía consigo el conocimiento el derecho internacional y lo usaba 
en su localidad y en la representación de esta frente a la comunidad de nacio¬ 
nes civilizadas. Así, ganaba poder e influencia como profesional. 

Mediante esta práctica profesional, el derecho internacional se integró al 
arsenal retórico para justificar la distribución local de poder. Entonces, aquel 
entró a reforzar la idea de que la organización social local no era el producto 
contingente de la interacción de fuerzas locales, sino que era un orden necesa¬ 
rio para la transformación de las costumbres si se quería que la comunidad (la 
república) se incluyera en la sociedad de naciones civilizadas. La narrativa del 
apego estricto al derecho internacional es también la narrativa del progreso y 
la civilización. Por supuesto, el derecho internacional no era ni el único, ni el 
más poderoso, de los dispositivos disponibles para alcanzar esta legitimación 
externa del orden social interno. Sin embargo, sí era parte del repositorio dis¬ 
cursivo disponible, el cual se movilizaba y se hacía efectivo mediante las prác¬ 
ticas profesionales del “club de caballeros”. 


El derecho internacional según el “club de caballeros” 

La función de creación de una identidad que el “club de caballeros” le otorga por 
contraste al derecho internacional requiere de una noción particular de este or¬ 
denamiento jurídico. Esta permite que aquel desempeñe su función de organiza¬ 
ción interna señalada. En específico, el “club de caballeros” construye su noción 
del derecho internacional en función de dos dicotomías claves: (i) coherencia/ 
incoherencia del sistema jurídico, esto es, que el derecho internacional consti¬ 
tuye un sistema; y (2) nacional/internacional, esto es, que hay una distinción 
clara entre el derecho nacional y el internacional. Cuando estas dos dicotomías 
colapsan, este último deja de ser útil para el club de caballeros y se disminuye 
el valor agregado de la retórica de la sujeción estricta. Veamos de manera su¬ 
cinta en qué consiste cada una de esas dicotomías, con la advertencia de que 


La crisis del “club de caballeros”: una reconsideración 75 

DEL RESPETO AL DERECHO INTERNACIONAL... 


estas no están necesariamente presentes en toda práctica jurídica internacio¬ 
nal en América Latina durante el siglo xx. Constituyen, más bien, tipos idea¬ 
les de formas de pensar el derecho internacional, de aparición recurrente en la 
práctica del derecho internacional en nuestra región, en particular en Colombia. 


Coherencia/incoherencia 

La primera característica de la visión del derecho internacional del “club de 
caballeros” es que es un sistema jurídico. Esta idea está íntimamente ligada a 
una preocupación propia de los abogados intemacionalistas de confirmar que 
el derecho internacional fuera derecho. Esta idea refleja más un temor pro¬ 
fundo que una intuición. Este temor surge de lo que se ha llamado el reto aus- 
tiniano (Brownlie 2008), según el cual aquel no es verdaderamente derecho por 
no contar con un sistema centralizado que obligue a los estados a cumplir con 
sus mandatos (por ejemplo, un ejército internacional). Este desafío obsesionó 
a la literatura jurídica intemacionalista durante la primera mitad del siglo xx 
(Koskenniemi 2004) y, por esa vía, terminó inspirando a gran parte del “club 
de caballeros” en nuestra región. 

América Latina era un terreno fértil para una preocupación de este tipo. 
Las variedades del positivismo jurídico presentes en la región (López Medina 
2004) hicieron que el desafío austiniano resonara y se percibiera como impor¬ 
tante y con necesidad de ser respondido. Si el derecho internacional pretendía 
ser relevante, no podía ser concebido como una simple moralidad internacio¬ 
nal o unas reglas de diplomacia. Debía ser visto como un verdadero derecho, 
cuyo carácter jurídico y vinculante no se pusiera en duda. 

El “club de caballeros” consideraba que los estados eran egoístas y buscaban 
satisfacer sus intereses de manera violenta (Urueña 2008). Entonces, el derecho 
internacional facilitaría la cooperación armónica entre estados, imponiendo 
la razón de la comunidad internacional a la irracionalidad de los intereses es¬ 
tatales y protegiendo valores universales, como la dignidad humana o los de¬ 
rechos humanos. El “club de caballeros” entendía que la función del derecho 
internacional era, antes que nada, regular las conductas estatales: señalar a los 
políticos qué dice el derecho. El modelo ideal sería que los políticos pusieran 
de lado sus intereses egoístas y siguieran la recomendación técnica de los ju¬ 
ristas (David Kennedy 2005). Fallar en esta específica tarea de regular de ma¬ 
nera autoritativa la conducta de los estados pondría en duda la relevancia del 
derecho internacional (y aún su carácter de derecho). 

Ahora bien, si el derecho internacional es (y tiene que ser, según los que se 
preocupan por el reto austineano) verdadero derecho, debe tener algún tipo de 
organización sistemática que le dé coherencia y evite las lagunas. Esta aspiración 
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de coherencia interna propia del “club de caballeros” implica que exista un ca¬ 
non de contenidos doctrinales. Estos, aunque de origen europeo (y usualmente 
colonial), terminaron siendo limpiados de estos controversiales inicios y fue¬ 
ron enseñados en la región como normas neutras que constituyen un cuerpo 
técnico de conocimiento. Si hubiera alguna diferencia controversia estructu¬ 
ral, esta se predicaría de los aspectos políticos del derecho internacional, no 
de sus aspectos jurídicos. Así, la idea de coherencia hizo posible la narrativa 
de apego estricto al derecho internacional, pues sugería que sí había respues¬ 
tas correctas en el derecho internacional y que eran conocidas y transmitidas 
por los expertos en la disciplina. Era normativamente deseable, en consecuen¬ 
cia, apegarse a esas respuestas correctas, sin considerar los impactos en la dis¬ 
tribución local de poder —tales consideraciones serían políticas, en oposición 
a la disciplina jurídica que resalta el “club de caballeros”. 


Nacional/internacional 

La segunda dicotomía que caracteriza a la visión del derecho internacional del 
“club de caballeros” hace referencia a la idea de que hay una diferencia entre 
el derecho internacional y el nacional (Urueña 2013). Desde esta perspectiva, 
existe una distinción fundamental entre la naturaleza y la función del dere¬ 
cho en la sociedad nacional y en la sociedad internacional. Los dos órdenes co¬ 
existen de manera autónoma pero relacionada y regulan a sujetos diferentes: 
mientras que a nivel internacional el derecho se encarga de regular las relacio¬ 
nes entre estados, el derecho nacional regula a los individuos y sus respectivas 
protecciones constitucionales (Urueña 2014). 

Esta división estricta tiene al menos tres impactos que definen el ejercicio 
de poder local a través del derecho internacional en Colombia. En primer lu¬ 
gar, permite implementar una aspiración de unidad nacional. Mientras que 
en el interior del Estado los actores sociales y políticos pueden tener diferen¬ 
cias, cuando se trate de relaciones internacionales, expresadas a través del de¬ 
recho, estos actores deben actuar en un frente unido. En consecuencia, toda 
la diversidad de aproximaciones jurídicas nacionales así como las pugnas le¬ 
gales que generan se ven simplificadas en un único interés nacional que se ve 
reflejado en la posición de Colombia en el proceso de creación de normas ju¬ 
rídicas internacionales. 

Este punto es esencial en las acciones nacionales frente a la jurisdicción na¬ 
cional contencioso-administrativa. Ante esta se discute, en ocasiones, la respon¬ 
sabilidad jurídica del Estado colombiano por la violación de normas nacionales 
que reflejan también obligaciones jurídicas internacionales (Escobar Martí¬ 
nez, Benítez-Rojas y Cárdenas Poveda 2011). En ese caso, la visión del “club de 
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caballeros” es que debe existir una diferencia clara entre la responsabilidad del 
Estado a nivel nacional y a nivel internacional, responsabilidades que no deben 
en ningún caso mezclarse. Tal fue la estrategia de defensa colombiana en el 
caso del Palacio de Justicia ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
cuando el agente colombiano, Rafael Nieto Loaiza, sostuvo que las decisiones 
judiciales del Consejo de Estado colombiano, en las que se habían encontrado 
graves fallas en la reacción a la toma, no debían tener ninguna relevancia en el 
análisis jurídico internacional (Uprimny Yepes s. f.). 

La fusión de las diferencias en un gran interés jurídico nacional implica 
una transferencia considerable de poder del sector privado al sector público. 
En efecto, la dicotomía central entre derecho nacional e internacional usual¬ 
mente implica que el Estado es el principal administrador institucional de esta 
frontera; es decir, le corresponde definir el contenido específico del interés jurí¬ 
dico internacional de Colombia, el cual no está necesariamente conectado con 
los intereses del sector privado, sea sociedad civil organizada o empresariado. 

La dicotomía entre derecho nacional y derecho internacional implica tam¬ 
bién una trasferencia de poderes en el interior del Estado, pues da un papel pro- 
tagónico al presidente de la república en oposición a las otras ramas del poder 
público. Un buen ejemplo es el consagrado en el ordenamiento constitucional 
nacional colombiano, que le da al presidente la dirección de las relaciones inter¬ 
nacionales, en particular la facultad de “celebrar con otros estados y entidades 
de derecho internacional tratados o convenios que se someterán a la aproba¬ 
ción del Congreso” (Constitución de 1991, artículo 189.2). Así, la función de las 
otras ramas del poder público resulta secundaria, destinada a un control po¬ 
lítico por parte del Congreso y de constitucionalidad nacional por parte de la 
Corte Constitucional, siempre con la premisa de que tales intervenciones son 
para efectos políticos y jurídicos nacionales, que deben estar separados de las 
decisiones jurídicas internacionales, exclusivas del resorte del Ejecutivo. 

Finalmente, la estricta dicotomía nacional/internacional tiene también el 
efecto de dar poder al abogado intemacionalista como profesional experto en 
una disciplina que administra la definición del interés jurídico internacional 
único de Colombia. Como se mencionó, el “club de caballeros” es una forma 
de entender el orden político internacional y el papel del derecho internacio¬ 
nal, pero es también un proyecto profesional impulsado por actores individua¬ 
les que ven en él una oportunidad de avanzar en sus propias carreras y en sus 
propias ideas sobre la mejor forma de organizar la sociedad y distribuir los re¬ 
cursos. La división entre derecho nacional e internacional crea un espacio de 
poder clave, en el que los abogados intemacionalistas traducen los intereses 
nacionales en el lenguaje jurídico internacional (Merry 2006). Esta labor de in¬ 
termediarios epistémicos da poder e influencia al que la desempeña, pues per¬ 
mite acceso a un bien escaso, tal como lo es la inclusión de un cierto interés 


7» 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


interno en la agenda jurídica internacional definida por la Rama Ejecutiva del 
poder público. 


La crisis del “club de caballeros” 

A partir de la caída del Muro de Berlín, las premisas básicas que sostenían la 
visión del derecho internacional en los términos descritos en la sección anterior 
comenzaron a desaparecer. El proceso de cambio ha tomado varias décadas y 
no ha sido del todo coherente; como veremos, algunas tendencias toman más 
la forma de una acción y reacción y los desarrollos han sido variados en las di¬ 
ferentes áreas del derecho internacional. Sin embargo, aun considerando estas 
diferentes tendencias, es posible observar un cambio importante en la opera¬ 
ción del derecho internacional en general y en Colombia en particular, de lo 
cual se deriva una transformación central en los pilares del “club de caballeros”. 

Este cambio explica la ambivalencia respecto al derecho internacional que 
hemos observado en Colombia en los últimos años (en particular desde la de¬ 
cisión de la Corte Internacional de Justicia en el caso de Nicaragua, pero aun 
antes, desde las numerosas decisiones de responsabilidad estatal colombiana 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos) (Gallón 1997, 2002). A 
pesar de que el Gobierno colombiano mantiene su retórica de apego estricto 
al derecho internacional, sostiene de manera abierta que no acatará los fallos 
de los tribunales internacional que no le convengan. A continuación, se ex¬ 
plicarán las transformaciones que ha vivido el derecho internacional (en es¬ 
pecial respecto a su aplicación a situaciones colombianas) con respecto a las 
dos dicotomías básicas con las que el “club de caballeros” construye su visión 
del derecho internacional. Las transformaciones que estudiaremos son dos: la 
nacionalización y la fragmentación. 


La nacionalización del derecho internacional 

El primer desafío es la denominada nacionalización del derecho internacio¬ 
nal, esto es, la integración del derecho internacional en los sistemas jurídi¬ 
cos nacionales. Este desafío ha sido objeto de análisis en otras jurisdicciones 
(Mitchell y Powell 2011; Nollkaemper 2011) y de manera incipiente en América 
Latina (Bogdandy 2011, 2015). El “club de caballeros” aborda este problema me¬ 
diante una combinación de dos herramientas analíticas: la diferenciación en¬ 
tre monismo y dualismo y una visión piramidal del sistema jurídico nacional. 
En cuanto a la primera, la explicación estándar sobre la relación entre el de¬ 
recho internacional y el derecho nacional consiste en diferenciar el monismo, 
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en el cual los dos sistemas están integrados en un solo orden jurídico, del dua¬ 
lismo, en el que los dos regímenes pertenecen a universos normativos distin¬ 
tos (Brownlie, 2008). Más que una variable dicotómica (monismo o dualismo), 
estos conceptos son dos extremos de un espectro continuo en el cual se ubican, 
en la práctica, la mayoría de los regímenes constitucionales nacionales. Como 
ocurre en gran parte de América Latina, la constitución de un estado puede 
aplicar un modelo monista para las normas internacionales de derechos hu¬ 
manos (al considerar que forman parte del mismo orden normativo que las na¬ 
cionales) y aplicar un modelo dualista para otro tipo de normas (por ejemplo, 
los tratados de doble tributación). 

La decisión de elegir entre monismo y dualismo está relacionada con el lugar 
que ocupan las normas internacionales en la pirámide normativa del sistema na¬ 
cional (Bogdandy 2008). Así, una constitución que establezca un modelo dua¬ 
lista para ciertas normas internacionales considerará que estas no ocupan lugar 
alguno en las fuentes del derecho nacional, por lo que la norma internacional 
deberá ser implementada mediante un acto jurídico nacional (una ley del Con¬ 
greso, por ejemplo, o un decreto presidencial) para que pueda ser aplicada por 
los jueces nacionales del respectivo estado. Por el contrario, un sistema monista 
respecto a ciertas normas internacionales (por ejemplo, los tratados de derechos 
humanos) implicará que estas sí se integran a las fuentes de derecho nacional. 
Restaría, entonces, preguntarse por el lugar específico que ocupan respecto a 
las otras fuentes jurídicas: si es superior o inferior a la constitución o a las leyes 
del Congreso, entre otros. ¿Tienen los tratados internacionales de derechos hu¬ 
manos rango constitucional o legal? ¿Supralegal e infraconstitucional? 

El desafío clave de esta transformación para el “club de caballeros” fueron 
las numerosas disposiciones constitucionales que establecieron la integración 
y el estatus de las normas internacionales de derechos humanos en América 
Latina con el fin de las dictaduras y la relativización del principio de soberanía. 
Así, por ejemplo, el artículo 75 (22) de la Constitución argentina de 1994 reco¬ 
noce el carácter constitucional de los tratados allí mencionados expresamente. 
En una cláusula abierta con similares efectos, sin identificar todos los trata¬ 
dos aplicables, puede ser encontrado este reconocimiento en el artículo 410 de 
la Constitución boliviana del 2009, en los artículos 11 (3) y 417 de la Constitu¬ 
ción ecuatoriana del 2008 y en el artículo 55 de la Constitución peruana de 1993. 
Colombia entró a formar parte de la misma tendencia en 1991, con el artículo 
93 de la Constitución, y la gran importancia de la noción de bloque de consti- 
tucionalidad, que en general ha servido como marco conceptual para explicar 
la integración del derecho internacional de los derechos humanos en los siste¬ 
mas constitucionales nacionales en América Latina —una narrativa adoptada 
e impulsada por los altos tribunales en Argentina, Colombia, Perú y Ecuador 
(véase la nota final jurisprudencial). 
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Parte de esta dinámica puede ser leída como un juego en dos niveles (Putnam 
1988), el cual ha sido usado de manera fructífera en el derecho internacional 
para analizar, por ejemplo, la creación de normas ambientales (Schmidt 1996). 
Sin embargo, la característica distintiva del proceso analizado es su natura¬ 
leza eminentemente jurídica. Se trata, en últimas, de una lucha en dos niveles 
entre actores empoderados por el derecho que compiten por el control a tra¬ 
vés de argumentos jurídicos. Es necesario, en este contexto, tomar en serio el 
carácter distintivo del lenguaje jurídico. Esta integración del derecho inter¬ 
nacional (al menos de los derechos humanos) al sistema jurídico nacional ha 
implicado una importante ampliación de su ámbito de influencia. De manera 
directa, esta ampliación mina dos dimensiones centrales de la visión del “club 
de los caballeros”: primero, la dicotomía entre lo nacional y lo internacional, y, 
segundo, la idea de que solo algunos son los representantes del interés nacio¬ 
nal ante la comunidad internacional. Por otra parte, la nacionalización del de¬ 
recho internacional implica que este último (por ejemplo, mediante el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos) se convierta en una amenaza creíble 
para lograr que autoridades nacionales reticentes protejan los derechos huma¬ 
nos (Sikkink 2005; Simmons 2009). 

En oposición a la predominancia de la rama ejecutiva del poder público que 
caracteriza la visión del derecho internacional del “club de caballeros”, la inte¬ 
gración mejora la posición de las cortes nacionales que buscan ejercer su juris¬ 
dicción en la protección de los derechos humanos. No solo les da las normas 
jurídicas para hacerlo, sino que (y más importante aún) les permite invocar la 
legitimidad y autoridad normativa del derecho internacional para respaldar 
sus decisiones. Así, en una región como América Latina (y en un país como 
Colombia) donde los poderes ejecutivos son fuertes y las cortes son tradicio¬ 
nalmente débiles, la aplicación nacional del derecho internacional de los de¬ 
rechos humanos las fortalece ante otras ramas del poder público (Benvenisti 
2008; Sánchez 2009; Nollkaemper 2011). 

Finalmente, la integración nacional del derecho internacional transforma 
también el marco general de la movilización social. Los movimientos sociales 
han encontrado en el derecho internacional un instrumento para promover 
sus reivindicaciones, particularmente en el derecho internacional de los de¬ 
rechos humanos. El trabajo de Rajagopal (2003) sobre movimientos sociales 
reveló patrones interesantes en tal interacción. En América Latina, Lemaitre 
ha mostrado también que el feminismo (o al menos una parte de este), las mi¬ 
norías sexuales así como los movimientos indígena y afro han llevado a cabo 
parte importante de sus luchas en las cortes nacionales a través del derecho 
internacional (Lemaitre Ripoll 2009). Los movimientos sociales cumplen una 
función ya explorada en América Latina como impulsores de decisiones del 
sistema interamericano, pero también como intérpretes de sus fallos y de los 
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procesos locales de cumplimiento. Como lo ha mostrado Kathryn Sikkink, 
las redes transnacionales de activistas de la región han desempeñado un papel 
central en la creación de normas internacionales de derechos humanos (Sik¬ 
kink 2002). En este sentido, los movimientos sociales le arrebatan al “club de 
caballeros” el rol de traductores: toman estándares jurídicos internacionales 
y los interpretan para sus miembros locales e interpretan problemas locales 
para que puedan ser expresados en términos de estándares jurídicos interna¬ 
cionales (Merry 2006). 

Este marco de análisis es del todo extraño para la visión del “club de caba¬ 
lleros”, para quienes la integración del derecho internacional en este tipo de 
conflictos nacionales contradice la idea de que este es un referente de conducta 
externa que no debe considerar variables locales. Así, respetar el derecho in¬ 
ternacional implica redistribuir el poder local entre los varios grupos políticos, 
armados y desarmados que operan en Colombia. Ante este riesgo de pérdida 
efectiva de poder interno, el valor retórico del apego irrestricto del derecho 
internacional disminuye para el Gobierno. En este nuevo mundo de derecho 
internacional nacionalizado, en el que posiciones políticas diametralmente 
opuestas usan argumentos del derecho internacional (piénsese, en Colombia, 
en el marco de la justicia transicional, en el problema de la prisión obligatoria 
para miembros de las farc que hayan cometido crímenes atroces o en el de¬ 
bate sobre el matrimonio de parejas del mismo sexo), el vocabulario del “club 
de caballeros”, entendido como un derecho internacional coherente y clara¬ 
mente internacional, pierde gran parte de su capacidad explicativa. 


La fragmentación del derecho internacional 

El segundo desafío importante para el “club de caballeros” es la denominada 
fragmentación del derecho internacional. Esta hace referencia a la creciente es- 
pecialización de ciertas áreas (por ejemplo, los derechos humanos o el derecho 
internacional económico) que se han convertido, en la práctica, en regíme¬ 
nes independientes del derecho internacional público general que promueve 
el “club de caballeros” (Koskenniemi y Leino 2002; cdi 2006). Así, cada régi¬ 
men independiente ha creado una verdadera comunidad epistémica autónoma, 
con prácticas sociales concretas que se reproducen mediante interacciones con¬ 
tinuas con otros miembros de la comunidad (Urueña 2012). Estos regímenes 
independientes tienen su propia institucionalidad: por ejemplo, el derecho in¬ 
ternacional de los derechos humanos en América Latina y el derecho interna¬ 
cional económico a nivel global cuentan con sus propias cortes, sus propias 
organizaciones de sociedad civil y con centros de educación que entrenan a los 
más jóvenes en las prácticas sociales y cognitivas de los más experimentados 
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de la comunidad. Además, tienen su propia visión normativa del rol del dere¬ 
cho en el ordenamiento global (por ejemplo, la protección de la dignidad hu¬ 
mana o la eliminación de barreras al comercio). 

Los regímenes especializados entran en conflicto con frecuencia, aun en la 
aplicación en un mismo momento y en un mismo lugar del derecho interna¬ 
cional. En Colombia, por ejemplo, existió este conflicto en la discusión sobre 
si los tratados de libre comercio implican una vulneración de las obligaciones 
internacionales de carácter laboral que el país adquirió (Rodríguez Garavito y 
Rodríguez Franco 2007). Esta es la misma dinámica que se ha observado en el 
posible conflicto entre los estándares de investigación promovidos por la ofi¬ 
cina del fiscal de la Corte Penal Internacional y los del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos. La Corte Interamericana parecería ser más estricta en 
términos de número de acusaciones dirigidas a Colombia que la propia fiscal 
de la Corte Penal Internacional (Urueña, Acosta Arcarazo y Buchan 2015). En 
estos casos, el fenómeno de fragmentación ha implicado que el derecho inter¬ 
nacional genere de manera creciente respuestas jurídica y políticamente con¬ 
tradictorias, sin que exista un sistema de unificación de criterios que permita 
encontrar la “verdadera” respuesta. 

Por supuesto, ninguno de estos regímenes es en verdad autónomo en el sen¬ 
tido jurídico, pues todos derivan su carácter normativo del sistema de fuentes 
y consentimiento estatal creado y mantenido por el derecho internacional pú¬ 
blico (cdi 2006). El punto relevante, sin embargo, no es estrictamente jurídico. 
Las prácticas sociojurídicas fragmentadas implican que la idea de la univocidad 
de la misión civilizadora del derecho internacional se cuestione desde el inte¬ 
rior del sistema y numerosas alternativas jurídicas y normativas pueden surgir. 
No se trata de que la misión civilizadora desaparezca en virtud de la fragmen¬ 
tación; sin embargo, este fenómeno sí lleva a que numerosos modelos de civi¬ 
lización pueden surgir, cada uno de ellos con énfasis en la teleología funcional 
de su respectivo régimen. Así, la narrativa de progreso y civilización puede ba¬ 
sarse en el respeto de los derechos humanos, en el libre comercio o en la pro¬ 
tección del medio ambiente. 

Lo ideal sería que no existiera una misión civilizadora en absoluto. No obs¬ 
tante, las diferentes narrativas de civilización de los regímenes especializados 
se complementan para formar un gran complejo ideológico de democracia libe¬ 
ral y libres mercados. En mi criterio, estas surgen de manera más orgánica que 
planificada (Urueña 2012). Así, la fragmentación permite numerosas narrativas, 
incoherentes entre sí, sobre las cuales el “club de caballeros” no tiene control. 
Así, imponer la misión civilizadora a través de un sistema fragmentado es im¬ 
plantar una colcha de retazos que admite diversas formas de organización social. 
La posibilidad del “club de caballeros” de fundar un modelo de organización 
social interno que lleve a formar parte de las naciones civilizadas disminuye. 
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Esto afecta no solo su posición de poder relativo como traductor único de in¬ 
tereses nacionales en el ámbito jurídico internacional, sino el ideal de cohe¬ 
rencia jurídica que refleja la idea de que el derecho internacional es un sistema. 

Finalmente, esta transformación también redistribuye el poder en el inte¬ 
rior del estado. Así, de un traductor privilegiado se pasa a tener numerosos 
funcionarios trabajando en las diferentes agencias estatales que se encargan 
de problemas definidos: los jurídico-monetarios internacionales serán admi¬ 
nistrados por tecnócratas del Ministerio de Hacienda y los de la justicia penal 
internacional por un funcionario de la Fiscalía. En este contexto, respetar el 
derecho internacional deja de ser un tema de política exterior y se convierte 
en parte de la política comercial, criminal, ambiental y de género, entre mu¬ 
chas otras. Ante esta fragmentación funcional del derecho internacional, en 
la que Colombia como Estado que cumple o incumple se desagrega y se con¬ 
vierte en cientos de instituciones y regímenes jurídicos nacionales que cum¬ 
plen o incumplen docenas de regímenes internacionales cuasi autónomos, el 
valor retórico de una política exterior de apego al derecho internacional dis¬ 
minuye. En este universo de desafíos de regulación estrictamente funcionales, 
el derecho internacional general y, por extensión, los miembros del “club de 
caballeros” se ven obligados a ser mediadores entre diferentes regímenes espe¬ 
cializados (Teubner y Fischer-Lescano 2004). 


Conclusión 

La crisis del “club de caballeros” implica una gran trasformación de la función 
del derecho internacional y de la práctica jurídica internacional en Colombia. 
En últimas, se observa una crisis del modelo tradicional, estructurado sobre la 
distinción básica entre lo civilizado y lo no civilizado. Esta parece estar colap- 
sando por las transformaciones paralelas de la nacionalización y la fragmenta¬ 
ción del derecho internacional. Esta transformación no implica necesariamente 
un cambio en la democratización de la práctica jurídica internacional en Co¬ 
lombia. No es el fin de la misión civilizadora. En efecto, el riesgo concreto es 
que el “club de caballeros” resulte una comunidad epistémica flexible y termine 
siendo reemplazada por otro tipo de club, que siga obteniendo al menos parte 
de su influencia de administrar un conocimiento especializado. Este riesgo es 
explorado en lo que resta de este capítulo. 

En esencia, el principal desafío tiene que ver con la importancia que puede 
tomar el lenguaje del derecho internacional (en particular los derechos hu¬ 
manos) para los movimientos sociales. Paradójicamente, la crisis del “club 
de caballeros” puede resultar en la desmovilización de la sociedad civil más 
que en su empoderamiento. El protagonismo de los derechos humanos en la 
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movilización social puede convertirse en un proceso elitista, simplificador y 
en extremo legalista (David Kennedy 2002) y desplazar a otros mecanismos 
tendientes a transformar la sociedad que podrían ser más efectivos o que po¬ 
drían generar cambios más profundos. 

Entonces, tres retos relacionados resultan. En primer lugar, como el modelo 
de movilización que reemplace al “club de caballeros” puede ser también eli¬ 
tista, se requiere educación jurídica, entrenamiento en las teorías, contactos 
internacionales para diseñar estrategias que involucren la nacionalización del 
derecho internacional o regímenes especializados, como los derechos humanos. 
Solo un segmento muy limitado de la población en América Latina tendrá la 
capacidad de llevar a cabo de manera exitosa esta estrategia. Por supuesto, es 
posible que aquellos que son parte de este segmento favorecido de la sociedad 
decidan actuar en busca del bien común; sin embargo, esta deseable actitud no 
cambia el hecho de que esta estrategia de movilización social termina dándo¬ 
les más poder (que puede ser usado para bien) a quienes ya concentran, por su 
educación y capital social, las mejores oportunidades en la región —muchas 
veces, son los abogados. 

En íntima relación con lo anterior, la crisis del “club de caballeros” implica 
también una redistribución de poder institucional a nivel nacional que debe ser 
considerada. El modelo aquí discutido, resultado de la nacionalización y frag¬ 
mentación del derecho internacional, les da mayor poder a las cortes, en espe¬ 
cial a los jueces, en detrimento del poder de la rama legislativa y ejecutiva. Por 
supuesto, es posible estar de acuerdo con este efecto; sin embargo, es impor¬ 
tante tener claro que esta dinámica no es neutra: hay aquí una efectiva redis¬ 
tribución del poder público. También la crisis del “club de caballeros” conlleva 
una cierta burocratización de la emancipación social, en la que el activismo se 
convierte en audiencias, reuniones y cenas con funcionarios internacionales 
en Washington, Ginebra, Nueva York y San José (Petman 2006). Esta estrate¬ 
gia transfiere poder a las burocracias internacionales que operan en el interior 
de los regímenes especializados, las cuales adquieren la capacidad de exami¬ 
nar decisiones políticas nacionales, con un poder derivado esencialmente de 
su carácter de expertas en el régimen especializado respectivo. De nuevo, es 
posible estar de acuerdo con esta transferencia de poder, siempre y cuando se 
esté consciente que representa una decisión política (Urueña 2012). Para fi¬ 
nalizar, la crisis del “club de caballeros”, por basarse en un discurso estricta¬ 
mente jurídico, pareciera intentar “limpiar” de política conflictos sociales que 
son en realidad políticos por antonomasia (Koskenniemi 2001). Como se ha 
mostrado, la fragmentación del derecho internacional requiere que se simpli¬ 
fiquen complejas situaciones sociales de la realidad política de los estados en la 
región para que puedan ser expresadas en términos de violación o no del res¬ 
pectivo régimen especializado. 
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Todos estos desafíos no implican que el modelo del “club de caballeros” debe¬ 
ría defenderse. Sí suponen, sin embargo, que su reemplazo debe ser impulsado 
por un ánimo transformador de la definición de la política externa colombiana 
que vaya más allá del simple eslogan “apego estricto al derecho internacional”. 
Además, se debe tomar en serio, por una parte, el carácter distintivo y muy 
ambivalente del lenguaje jurídico como vehículo de las relaciones internacio¬ 
nales y, por otra, el impacto local de la política jurídica internacional imple - 
mentada por nuestros gobiernos. 
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Colombia en las negociaciones 
sobre desarrollo sostenible y cambio 
climático, 1972-2016" 

Isabel Cavelier Adarve y Manuel Rodríguez Becerra 


Introducción 

La política exterior de Colombia en materia ambiental se concreta fun¬ 
damentalmente en su participación en los procesos de construcción y desarro¬ 
llo de una compleja trama de instrumentos multilaterales tanto de naturaleza 
voluntaria como jurídicamente vinculante. Para el país es complejo atender 
en forma comprehensiva y eficaz los numerosos tratados y acuerdos suscritos 
como parte de su política exterior e implementarlos en los ámbitos nacional, 
subnacional y local. Esta situación es común a los países en desarrollo, en par¬ 
ticular, desde 1972, cuando en la conferencia de Estocolmo empezó el proceso 
de construcción de tratados ambientales globales y regionales. 

La participación de Colombia y su incidencia en las negociaciones que die¬ 
ron origen a estos tratados y acuerdos ha sido heterogénea, así como su poste¬ 
rior participación en el seno de los organismos de gobierno (las conferencias 
de las partes en el caso de los convenios y comisiones especializadas en el caso 
de los acuerdos no vinculantes). Si se hace un balance, en algunos convenios 
el país ha tenido un alto perfil en comparación con países similares en el ám¬ 
bito de la geopolítica ambiental; en otros, su perfil ha sido bajo o muy variable 
en el tiempo. A la primera categoría pertenecen los convenios de biodiversi- 
dad y cambio climático y sus protocolos; a la segunda, los convenios regionales 
sobre mares —que han perdido fuerza—, en los cuales el país tuvo una activa 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.46. 
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participación (Rodríguez 2005a, 2011). En este capítulo nos concentraremos 
en dos temas: 

1. El desarrollo sostenible, un concepto lanzado por las Naciones Unidas en 
1987 y que hoy se concreta en los Objetivos del Desarrollo Sostenible, que 
fueron acordados para el periodo 2015-2030. 

2. La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático 
(cmnucc) y su Protocolo de Kioto y Acuerdo de París. El cambio climático 
tiene hoy la mayor urgencia en la agenda de las relaciones internacionales 
en materia ambiental: desborda sus propios límites para convertirse en un 
asunto crucial sobre el desarrollo. 

La selección de estos temas obedece a dos hechos: primero, tanto los Obje¬ 
tivos del Desarrollo Sostenible como el Acuerdo de París, dada la relevancia 
de lo acordado, ocuparán un lugar importante en las relaciones internaciona¬ 
les en el periodo 2016-2030. Segundo, al hacer un examen en el largo plazo (en 
el periodo 1972-2015 para el desarrollo sostenible y en el lapso 1990-2015 para 
cambio climático), Colombia ha participado activamente en ambas negocia¬ 
ciones internacionales. 

En este capítulo intentamos responder tres preguntas: ¿cómo se caracteriza 
el alto perfil de Colombia? ¿En qué medida esa participación ha significado una 
incidencia en la formulación y desarrollo de esos acuerdos? ¿Cuáles han sido 
los temas a los cuales Colombia les ha dado importancia en las negociaciones 
respectivas? ¿Y, en últimas, qué se ha logrado? 

La decidida participación de Colombia en estos tratados y acuerdos se explica 
principalmente por la interacción de cuatro factores: la capacidad del aparato 
institucional nacional responsable de la formulación de la política exterior am¬ 
biental y su representación en los escenarios de negociación internacionales, la 
capacidad política y técnica a nivel doméstico en los temas asociados con el tra¬ 
tado particular, la intervención coyuntural del alto gobierno (el presidente de la 
República, el ministro de Relaciones Exteriores, ministro del Ambiente) en pro 
de la participación activa del país en un escenario particular de las relaciones 
internacionales y, para finalizar, las alianzas con otros países dirigidas a incidir 
en los ámbitos de negociación, que en algunos casos son relativamente estables. 

Estos factores no son fijos en el tiempo. En efecto, uno de ellos es coyuntu¬ 
ral: las decisiones de los altos funcionarios para que el país despliegue una ac¬ 
ción excepcional en una determinada negociación. Esto está relacionado con 
la mayor vulnerabilidad institucional al cambio político, como es evidente en 
diversos estudios (Manee 2008; Jaenicke 1997). Por otra parte, la robusta ca¬ 
pacidad política y técnica con que cuenta hoy el país para atender el desarro¬ 
llo sostenible y el cambio climático, en los frentes doméstico e internacional, 
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ha sido el producto de un proceso paulatino, cuya construcción se inició con 
el surgimiento del ambientalismo a principios de los años setenta en Colom¬ 
bia. Esa capacidad es resultado de lo aprendido por un grupo de personas en 
las negociaciones mismas. Estas, en algunos casos, han alcanzado (en forma 
individual o grupal) cierta autonomía como proponentes y protagonistas de 
la política exterior ambiental (a esto con frecuencia se le denomina la persona¬ 
lización de la política exterior). 

Hay que entender el papel de Colombia y el de otros países latinoamerica¬ 
nos en las negociaciones internacionales sobre medio ambiente de acuerdo con 
la posición que ocupan los diversos países en la geopolítica global. Así, en los 
años ochenta y noventa, cuando el proceso de globalización adquirió un im¬ 
pulso sustantivo, los ocho países con mayor peso en materia ambiental eran 
Estados Unidos, Rusia, Japón, Alemania, China, India, Indonesia y Brasil. En 
conjunto, representaban para la época el 56 % de la población mundial, el 59 % 
de la producción económica, el 58 % de las emisiones de carbono y el 53 % de 
los bosques (Flavin 1997). Hoy, la composición del grupo de países más influ¬ 
yentes es similar, aunque suele incluirse también a Suráfrica por ser el país con 
mayor desarrollo económico de África y por su activa participación en las ne¬ 
gociaciones. Estados Unidas y China son los países con una incidencia defini- 
toria en los temas más sensibles, como se ilustrará. 


El desarrollo sostenible 

Colombia ha tenido una activa participación en las Naciones Unidas en la con¬ 
cepción del desarrollo sostenible, en particular en tres momentos: (1) la presencia 
en la Comisión Bruntland (1984-1987), originadora del concepto; (2) la partici¬ 
pación en la Conferencia de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarro¬ 
llo, en 1992, en la que se adoptó este concepto al más alto nivel político; (3) la 
contribución al establecimiento de los Objetivos del Desarrollo Sostenible 2015- 
2030, que se inició en el año 2010 y que finalizó con su adopción por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en septiembre del 2015. En el lapso 1993-2010 la 
participación de Colombia en los espacios de política internacional referidos al 
desarrollo sostenible tuvo en general un alto perfil, aunque con altibajos. 

La concepción sobre el desarrollo sostenible fue elaborada por la Comisión 
Mundial del Medio Ambiente, más conocida como Comisión Brundtland (la 
entonces primera ministra de Noruega Gro Harlem Brundtland la presidió) 
(Brundlandt et al, 1987). La Asamblea de las Naciones Unidas la convocó en 1984, 
como respuesta al incremento de los problemas ambientales transfronterizos. 
En su informe, entregado en 1987, definió el desarrollo sostenible como “el de¬ 
sarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad 
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de las futuras generaciones de satisfacer sus propias necesidades” (Brundlandt 
et al., 1987). Esta es, sin duda, la definición más aceptada en el mundo. 

Los derechos intergeneracionales, incluidos en la definición, tratan el tema 
de los límites ecológicos del planeta, que habían sido establecidos como uno de 
los principios de la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas so¬ 
bre el Medio Humano, celebrada en Estocolmo en 1972. Esta es una histórica 
conferencia que marcó la incorporación del tema ambiental en la agenda de 
las relaciones internacionales y, también, el nacimiento de la gestión ambien¬ 
tal de estado, promovida por el Programa de las Naciones Unidas para el Me¬ 
dio Ambiente, otro de los resultados de Estocolmo (Rodríguez 1994). 

En 1989, los avances que Estocolmo registraba eran insuficientes, por lo que 
la Asamblea de las Naciones Unidas acogió una de las recomendaciones de la 
Comisión Brundtland de convocar la Conferencia de las Naciones Unidas so¬ 
bre Medio Ambiente y Desarrollo. Esta conferencia, celebrada en Río de Ja¬ 
neiro en 1992 y conocida como la Cumbre de la Tierra, adoptó desde el punto 
de vista político el concepto de desarrollo sostenible en la Declaración sobre Me¬ 
dio Ambiente y Desarrollo. Esta tiene veintisiete principios que deben guiar las 
políticas para transitar hacia este ideal del desarrollo. Por su parte, la Agenda 
21 constituye una comprehensiva expresión programática de la Declaración de 
Río. Organizada en cuarenta y cuatro capítulos, se refiere a prácticamente a 
todos los temas del desarrollo en los campos social, cultural, ambiental y eco¬ 
nómico (Naciones Unidas 1992). 

Los ciento veinte jefes de Estado que participaron en la cumbre y los altos 
representantes de los otros sesenta y ocho países firmaron estos dos acuerdos, 
así como el Convenio sobre la Diversidad Biológica, la cmnucc y los Principios 
Relativos a los Bosques, que es la Declaración Autorizada, sin Fuerza Jurídica 
Obligatoria, de Principios para un Consenso Mundial Respecto de la Ordena¬ 
ción, la Conservación y el Desarrollo Sostenible de los Bosques de Todo Tipo. 
Además, en Río, se acordó que se adelantarían las negociaciones para estable¬ 
cer un Convenio de Lucha Contra la Desertificación y la Sequía (firmada en 
1994) y un Programa para el Desarrollo Sostenible de los Estados Insulares. To¬ 
dos estos acuerdos y tratados incorporaron explícitamente el concepto de de¬ 
sarrollo sostenible (Naciones Unidas 1992; Rodríguez 1994). 


Colombia en la Comisión Brundtland y en la Conferencia de Río 

La Comisión Brundtland estuvo integrada por veinticuatro miembros, 
entre ellos tres latinoamericanos: Paulo Nogueira-Neto, de Brasil; Shridath 
S. Ramphal, de Guyana; y Margarita Marino de Botero, de Colombia. Que 
esta última fuese uno de los miembros de la comisión autora de este informe, 
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considerado un hito en la historia del desarrollo sostenible, se relaciona con el 
nacimiento del ambientalismo en Colombia. En efecto, la aprobación del Có¬ 
digo de Recursos Naturales y del Medio Ambiente, en 1974, fue un momento 
crucial en la historia colombiana de la gestión ambiental. Se trató del primer có¬ 
digo expedido sobre el tema en el mundo, una ley marco que continúa vigente. 
Este se convirtió en la carta de navegación del Instituto Nacional de los Recur¬ 
sos Naturales y del Medio Ambiente (Inderena), que, creado cuatro años antes, 
se constituyó entonces como la primera autoridad ambiental del país. Fue pro¬ 
ducto de una respuesta contundente de Colombia a los acuerdos de Estocolmo 1 , 
si se compara con la mayor parte de países latinoamericanos (Rodríguez y Es- 
pinoza 2002; Rodríguez 1996; Brañes 1992), que contó con el respaldo directo y 
con el interés personal de los presidentes Misael Pastrana (1974-1978) y Alfonso 
López (1978-1982) (Rodríguez y Espinoza 2002; Rodríguez 1996; Brañes 1992). 

El papel pionero de Colombia en la expedición de una norma ambiental 
comprehensiva (Brañes 2002) y en la creación de un sistema nacional de ges¬ 
tión ambiental fue un hecho que explica que el Programa de Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente nombrara al Inderena, en cabeza de Margarita Ma¬ 
rino, como consejero para Latinoamérica de Infoterra, una red mundial de in¬ 
tercambio de información. Esta fue una de las estrategias centrales de aquella 
organización para promover la gestión ambiental (Arcesio Rodríguez, direc¬ 
tor del Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente, Latinoamérica 
y el Caribe, en conversación con el autor, mayo del 2001). Este papel le dio vi¬ 
sibilidad internacional al Inderena y a su directora de asuntos internacionales. 
Margarita Marino habría de ocupar su gerencia (1982-1986), lo que incidiría 
en su designación como miembro de la Comisión Bruntland. Publicado el in¬ 
forme de la comisión, titulado Nuestro futuro común, en 1987, Marino se convir¬ 
tió en una de sus grandes difusoras en Colombia y en otros países de la región. 
En particular transmitió su vasto conocimiento y experiencia a los miembros 
de las tres delegaciones que participaron en las negociaciones conducentes a 
la Cumbre de Río. 

Colombia participó activamente en la Cumbre de Río por decisión del pre¬ 
sidente Cesar Gaviria, quien la consideró una prioridad de su política exterior. 
Se estableció una comisión nacional del más alto nivel para orientar la par¬ 
ticipación en las tres negociaciones paralelas que convergieron en la cumbre 
(Conferencias de Naciones Unidas sobre el Medio ambiente y el Desarrollo, 
Convención de Cambio Climático y la Biodiversidad). La comisión contó con 


1. La delegación de Colombia en la conferencia de Estocolmo estuvo presidida por el emba¬ 
jador de Colombia en Suecia, Luis Villar Borda, un reconocido político de izquierda e intelec¬ 
tual que, según el relato que hiciera a Manuel Rodríguez (conversación personal, 1991), envió 
un completo informe al Gobierno nacional sobre la importancia de los acuerdos para la polí¬ 
tica nacional e internacional. 
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robustas delegaciones en cada una de estas así como con una secretaría téc¬ 
nica que les ofreció soporte, bajo responsabilidad de la Cancillería y del Inde- 
rena (Rodríguez 1998,1994). 

El periodista ambiental argentino Sergio Federovisky caracterizó la parti¬ 
cipación de Latinoamérica así: 

quizás América Latina aparezca como la región más compacta, en las 
negociaciones, aunque no por eso homogénea. La posición latinoame¬ 
ricana a lo largo del proceso que condujo a la Cumbre de Río ha sido 
definida en gran medida por la actitud del Grupo de los Tres (Colom¬ 
bia, México y Venezuela) con el apoyo de Chile y Brasil. (Terra Viva 
citada en Rodríguez 1994) 

El arreglo organizacional que Colombia estableció para la Cumbre de Río 
se convirtió, de alguna manera, en una escuela de negociadores ambientales 
que habría de transmitir sus conocimientos y experiencia tanto en la Canci¬ 
llería como en el Ministerio del Medio Ambiente 2 . Esta última entidad se creó 
como respuesta a la Cumbre de Río, mediante la Ley 99 de 1993, que le otorgó 
funciones específicas en materia de política exterior que debía ejercer con el 
Ministerio de Relaciones Exteriores. En efecto, pasada la cumbre, el país cons¬ 
tituyó un equipo para la política exterior en los ministerios de Relaciones 
Exteriores y Medio Ambiente. Si bien la capacidad institucional no se ha man¬ 
tenido estable (juzgada por el número de funcionarios, recursos económicos, 
etc.), su existencia ha significado una continuidad, que se expresa, entre otras, 
en la permanencia durante largos periodos de tiempo de funcionarios acti¬ 
vos en las negociaciones internacionales, tal como se ilustrará. A lo anterior se 
suma una capacidad científica y técnica, creada en la mencionada ley, en ma¬ 
teria de biodiversidad, atmósfera, recursos hídricos y mares, que ha servido 
de soporte a aquellos ministerios para ejercer sus funciones relacionadas con 
la política exterior. 


2. Entre otras, Enrique Peñalosa Camargo, un diplomático con una larga carrera en las Na¬ 
ciones Unidas, en su calidad de presidente de la delegación en las cuatro reuniones de la Con¬ 
ferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo previas a Río, entrenó a 
los miembros de aquella en el arte de negociar en las Naciones Unidas. En 1989, como emba¬ 
jador de Colombia en las Naciones Unidas, presidió el Consejo de Seguridad. Además, por ser 
el embajador, participó activamente en las negociaciones conducentes a la convocatoria de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 
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Colombia: entre la Cumbre de la Tierra en Río de Janeiro ^992) 
y la Cumbre de Desarrollo Sostenible de Johannesburgo (2002) 

Pasada la Cumbre de 1992 y por su recomendación, la Asamblea General de las 
Naciones Unidas creó la Comisión de Desarrollo Sostenible, un organismo sub¬ 
sidiario del Consejo Económico y Social, con el fin de coordinar todas las ac¬ 
ciones requeridas para poner en marcha la Agenda 21 y las Declaraciones sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo y de Bosques (las convenciones de Cambio Cli¬ 
mático y Biodiversidad previeron, como es usual, las conferencias de las par¬ 
tes como sus órganos supremos de gobierno). La comisión sesionó desde 1993 
en veinte ocasiones (en periodos de dos y tres semanas) hasta el 2012 cuando 
fue sustituida por el Foro Político de Alto Nivel, que sesiona a partir del 2016, 
con el fin de liderar y hacer el seguimiento de la Agenda de Desarrollo Soste¬ 
nible 2030, incluidos los Objetivos del Desarrollo Sostenible. 

El ingreso de Colombia como miembro de la Comisión de Desarrollo Sos¬ 
tenible, compuesta por cincuenta y tres de los ciento noventa y tres países 
miembros de las Naciones Unidas, en su primer periodo de sesiones, fue una 
expresión de la activa participación en la cumbre. Colombia hizo parte de la 
Comisión de Desarrollo Sostenible durante quince periodos, más tiempo que 
el de países equivalentes. El ministro de Medio Ambiente, Juan Mayr, fue su 
presidente en el periodo 1999-2000. 

La Comisión de Desarrollo Sostenible convocó en 1994 el Panel Intergu- 
bernamental de Bosques, con el fin de buscar consenso y generar propuestas 
de acción dirigidas a la administración, la conservación y el desarrollo soste¬ 
nible de los bosques. Este panel estuvo vigente entre 1995 y 1998. Manuel Ro¬ 
dríguez, de Colombia, fue elegido copresidente del Panel Intergubernamental 
de Bosques, quien, como director del Inderena, había participado en la delega¬ 
ción colombiana en las negociaciones de la Conferencia de las Naciones Uni¬ 
das sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, y, como ministro, había formado 
parte de la Comisión de Desarrollo Sostenible en su primer periodo. Después, 
en el periodo 2005-2006, Manuel Rodríguez nuevamente presidió las negocia¬ 
ciones en el Foro de las Naciones Unidas sobre Bosques, que el Consejo Eco¬ 
nómico y Social creó como organismo subsidiario con el fin de implementar 
los principios de bosques y el plan de acción acordado por el Panel Intergu- 
bernamental de Bosques. 

La visión de desarrollo sostenible adoptada en la Cumbre de Río fue ratifi¬ 
cada en el Plan de Implementación de la Cumbre de Desarrollo Sostenible de 
Johannesburgo, conocida como Río+ro. Hay que apuntar que esta representó 
un avance menor en relación con aquella (Guimaráes 2004). Los pocos ade¬ 
lantos alcanzados en Johannesburgo se asocian, entre otras, al cambio radical 
que había sufrido la agenda internacional como consecuencia de los ataques de 
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Al-Qaeda a las Torres Gemelas en Nueva York en septiembre del 2001, un año 
antes de la conferencia. Este y otros hechos asociados hicieron del terrorismo 
la prioridad de la agenda global. En consecuencia, el desarrollo sostenible y el 
medio ambiente pasaron a ocupar un lugar menos prominente. En contraste, 
en la siguiente Cumbre de Desarrollo Sostenible celebrada en Río de Janeiro 
en el 2012, conocida como Río+20, hubo un avance significativo al abrirse el 
camino para acordar los Objetivos del Desarrollo Sostenible, 2015-2030. 

En general, en el proceso de negociaciones que condujeron a la Cumbre de 
la Tierra de 1992 en Río de Janeiro, así como en aquellas relacionadas con los 
bosques en el seno de la Comisión de Desarrollo Sostenible y en las referen¬ 
tes a la cumbre de Johannesburgo, Colombia estuvo alineada con la posición 
predominante de los países del G-77 y China de fundamentar los derechos y 
obligaciones adquiridos en los diferentes tratados y acuerdos en una interpre¬ 
tación ortodoxa de los principios de las responsabilidades comunes pero dife¬ 
renciadas, de precaución, del que contamina paga y del derecho al desarrollo. 

En consonancia con esos principios, el G-77 y China, y con ellos Colombia, 
sostuvieron la posición de que para hacer realidad la implementación de los 
acuerdos se requería que los países desarrollados aportaran más recursos eco¬ 
nómicos y transfirieran tecnologías a través de concesiones. Estos dos puntos 
fueron incorporados en la Agenda 21 y en las convenciones, sin que fueran ju¬ 
rídicamente vinculantes. La falta cumplimiento de estos compromisos explica 
lo lejos que se estuvo de alcanzar las metas de la Agenda 21, el más ambicioso 
programa de desarrollo sostenible planteado hasta el presente. Este hecho, que 
se hizo evidente en la evaluación de cómo marchaba lo acordado cinco años 
después de Río, tuvo una gran incidencia en que los países en desarrollo, y en¬ 
tre ellos Colombia, no estuvieran de acuerdo en desarrollar un mecanismo 
jurídicamente vinculante en las negociaciones sobre bosques realizadas en el 
Panel Intergubernamental de Bosques (Rodríguez 1996). 


Rto+20 y los Objetivos del Desarrollo Sostenible 

Colombia desempeñó un significativo papel en el proceso que condujo a la adop¬ 
ción de los Objetivos del Desarrollo Sostenible, pues propuso que en los acuer¬ 
dos que se sellaran en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Desarrollo 
Sostenible del 2012, en Río de Janeiro (Río+20), se recomendara a la Asamblea 
de las Naciones Unidas que al término del cumplimiento de los Objetivos del 
Milenio, 2000-2015 estos fueran reemplazados por los Objetivos del Desarro¬ 
llo Sostenible, 2015-2030. Esta fue una iniciativa de Paula Caballero, directora 
de Asuntos Económicos, Sociales y Ambientales del Ministerio de Relaciones 
Exteriores de Colombia, presentada a la ministra Ángela Holguín a principios 
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del año 2011. Después, en enero del 2012, el presidente Santos señalaría que esta 
iniciativa era prioritaria en su política exterior. 

Colombia hizo esta propuesta cuando participó activamente en las nego¬ 
ciaciones que condujeron a Río+20. En el momento de su presentación, la pro¬ 
puesta pareció una quimera a varias delegaciones, puesto que la economía verde 
era el concepto central que se discutiría en la cumbre. La mayoría de las dele¬ 
gaciones fueron reacias, pues consideraban “que la agenda de Río+20 ya había 
sido acordada por resolución, que aún faltaban cuatro años para la finaliza¬ 
ción de los objetivos del desarrollo del milenio y que era preferible mejorarlos 
en lugar de hacer unos nuevos” (Barreta 2015). 

La iniciativa de la economía verde fue perdiendo fuerza y forma por los des¬ 
acuerdos y suspicacias que generó, en particular entre un amplio sector de las 
organizaciones no gubernamentales y de los países en desarrollo. Estos des¬ 
acuerdos fueron suscitados por su orientación, los compromisos adquiridos 
por los desarrollados para su financiación y los intentos encubiertos de impo¬ 
ner nuevas obligaciones a los países más pobres. Poco a poco la propuesta de 
Colombia, originalmente presentada en asocio con Guatemala y Perú, fue ga¬ 
nando adeptos hasta quedar incorporada en El Futuro que queremos, el docu¬ 
mento final de la conferencia. La delegación de Colombia propuso que en el 
acuerdo de Río se aceptara el concepto de los Objetivos del Desarrollo Soste- 
nible, se determinara el proceso para definir y adoptar los definitivos y se ela¬ 
borara una lista tentativa. Si bien no logró conseguir el ultimo propósito, sí 
logró los dos primeros. 

Paula Caballero lideró la ofensiva diplomática puesta en marcha en aras de 
que la iniciativa llegara a buen fin. Por su parte, la Cancillería desarrolló di¬ 
versas estrategias que incluyeron intervenciones directas de la ministra Hol- 
guín y la viceministra Patti Londoño, visitas a diversos países y la organización 
de reuniones informales de países, entre otras. El sobresaliente papel de Paula 
Caballero en el proceso recibió gran reconocimiento internacional 3 —también 
lo recibió el país—, como lo expresó el secretario general de Río+20, el chino 
Sha Zukang, al presidente Santos: “Colombia is a small country with big ideas” 
(Barreta 2015). Finalmente, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó 
las recomendaciones de Río+20 y estableció un proceso para la negociación de 
los Objetivos del Desarrollo Sostenible (unga 2012, 43), que fueron aprobados 

3. Paula Caballero recibió en el 2014 el Zayed International Prize for the Environment en re¬ 
conocimiento por su “contribución a la acción ambiental liderando cambios positivos” y, en 
particular, por el sobresaliente papel que desempeñó en la incorporación de los Objetivos del 
Desarrollo Sostenible en el acuerdo El futuro que queremos. Desde muy temprano, Paula Ca¬ 
ballero se interesó en el desarrollo sostenible. Así, por ejemplo, lideró con Manuel Rodríguez 
y Christian Samper un conjunto de foros sobre este tema (1996-1998) en los países de la Comu¬ 
nidad Andina de Naciones. 
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en su sesión de septiembre del 2015, como parte de la Agenda 2030 para el De¬ 
sarrollo Sostenible. 

Diecisiete Objetivos del Desarrollo Sostenible sustituyeron a los ocho Objeti¬ 
vos de Desarrollo del Milenio, lo que para algunos fue una inconveniente proli¬ 
feración que dificultaría su implementación (T he Economist 2015). Este aumento 
en parte se explica porque estos últimos se concentraron en el campo social y 
dejaron prácticamente por fuera el tema ambiental. Sin embargo, puesto que se 
trata de una agenda para el desarrollo sostenible, el imperativo es un desarrollo 
económico y social que respete los límites ecológicos del planeta, por lo cual fue 
necesario añadir objetivos concretos en esta área. En contraste con los Objetivos 
del Desarrollo del Milenio, dirigidos solamente a los países en desarrollo, los Ob¬ 
jetivos del Desarrollo Sostenible se acordaron como parte de una agenda univer¬ 
sal, para ser aplicables a todos los países del mundo. Finalmente, a estos se llegó 
como parte de un proceso de negociación multilateral universal, mientras que la 
adopción de aquellos no fue objeto de un proceso similar. Estas son tres profun¬ 
das diferencias entre los Objetivos de Desarrollo del Milenio y los Objetivos del 
Desarrollo Sostenible, que Colombia defendió desde los albores de su propuesta 
y durante todo el proceso de negociación en el que tuvo una activa participación. 


Cambio climático 

La cmnucc fue adoptada en 1992 junto con los demás tratados de la Cumbre 
de la Tierra de Río. Su objetivo es 

lograr [...] la estabilización de las concentraciones de gases de efecto 
invernadero en la atmósfera a un nivel que impida interferencias antro- 
pógenas peligrosas en el sistema climático. Ese nivel debería lograrse 
en un plazo suficiente para permitir que los ecosistemas se adapten 
naturalmente al cambio climático, asegurar que la producción de ali¬ 
mentos no se vea amenazada y permitir que el desarrollo económico 
prosiga de manera sostenible. (cmnucc, art. 2) 

La convención entró en vigor el 21 de marzo de 1994. A la fecha ciento noventa 
y seis estados forman parte de ella, incluido Estados Unidos (cmnucc 2015a). 
La convención tiene dos tratados principales: el Protocolo de Kioto, adoptado 
en 1997, que definió compromisos cuantitativos de reducción de emisiones para 
los países desarrollados hasta el 2012 y el 2020 4 ; y el Acuerdo de París, adop- 

4. El primer periodo de compromisos fue entre los años 2005 y 2012 y el segundo entre el 2012 
y el 2020. 
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tado en el 2015, que define compromisos para todos los estados parte de la cm- 
nucc y se encuentra en proceso de firma y ratificación. Colombia es un estado 
parte tanto de la convención como del Protocolo de Kioto (Congreso de la Re¬ 
pública 1994,2000) y firmó el Acuerdo de París en abril del 2016 (cmnucc 2017). 

Las negociaciones de cambio climático han estado marcadas por una gran 
polarización de intereses: ha habido tensiones entre los países con altos niveles 
de emisiones históricas, los productores de combustibles fósiles, aquellos con 
economías emergentes cuyas emisiones crecen rápidamente, aquellos muy vul¬ 
nerables a los impactos del cambio climático y los que tienen varios de estos in¬ 
tereses. Esta polarización ha llevado a que las negociaciones tengan constantes 
bloqueos y dificultades, que obedecen a la naturaleza del objeto: la reducción 
de emisiones de gases de efecto invernadero está directamente relacionada con 
los procesos de industrialización y crecimiento económico. 

El proceso de industrialización y el consecuente crecimiento económico 
han estado vinculados de manera directa con el aumento de los niveles de 
emisiones de gases de efecto invernadero 5 . Esta correlación está dictada por 
una razón evidente: la economía mundial está basada en la energía produ¬ 
cida a partir de fuentes de combustibles fósiles, principales responsables de 
las emisiones de gases de efecto invernadero y, por ende, del cambio climá¬ 
tico. La negociación sobre el cambio climático lejos de estar circunscrita al 
ámbito ambiental, de naturaleza profundamente económica, gira en torno 
al modelo de desarrollo. 

Al mismo tiempo que se negoció la cmnucc, se hizo lo mismo con el tratado 
para crear la Organización Mundial del Comercio, sin que existiera comunica¬ 
ción entre los dos procesos. Esta organización habría podido ser un medio para 
descarbonizar paulatinamente la economía. A la postre, por el contrario, la Or¬ 
ganización Mundial del Comercio ha promovido un comercio internacional 

5. El crecimiento económico (estimado a partir de crecimiento del producto interno bruto) 
y su relación con las emisiones por lo general arrojan resultados similares: desde el inicio del 
proceso de industrialización las emisiones han ido siempre en aumento, tínicamente después 
de alcanzar un nivel alto de ingreso, las emisiones se estabilizan o decrecen, como ha ocurrido 
en algunas de las economías avanzadas —en particular en Europa—, dependiendo de cómo se 
contabilicen. Con respecto a los métodos de contabilidad usados, estos no tienen en cuenta que 
las emisiones se externalizan a través de la relocalización de los procesos industriales en países 
en desarrollo con el fin de que los países desarrollados importen bienes de consumo. Los mé¬ 
todos de contabilidad de emisiones son un asunto particularmente polémico de las negociacio¬ 
nes, porque combinan consideraciones políticas y técnicas —no es el propósito de este capítulo 
entrar en detalle—. No obstante, existen varios ejercicios de estimación de estas tendencias del 
crecimiento económico, que es directamente proporcional al aumento de las emisiones. En¬ 
tre ellos, están los realizados de manera periódica por el ipcc, en sus reportes publicados cada 
siete años (ipcc 2015a). Un ejercicio comprensivo de las tendencias de crecimiento económico y 
emisiones de CO , el principal gas de efecto invernadero, se encuentra en Schmalensee y Stoker 
(1998). 
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que, en balance, ha contribuido de modo considerable a la carbonización de 
la economía (Klein 2014). 


Desde Río hasta Copenhague 

En 1988, la Organización Meteorológica Mundial y el Programa de Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente decidieron crear el Panel Intergubernamental 
sobre el Cambio Climático (ipcc, por sus siglas en inglés), para proveer la infor¬ 
mación científica más avanzada sobre el cambio climático y sus potenciales im¬ 
pactos ambientales y socioeconómicos (ipcc 2015a). Dos años más tarde, en 1990, 
el ipcc publicó su primer informe en el que afirmaban: “las emisiones que resul¬ 
tan de actividades humanas están incrementando sustantivamente las concen¬ 
traciones atmosféricas de gases de efecto invernadero” (Houghton et al. 199o) 6 . 

En diciembre de 1990, la Asamblea General de las Naciones Unidas es¬ 
tableció un Comité Intergubernamental de Negociación para una Conven¬ 
ción Marco sobre Cambio Climático. Entre 1990 y 1992, este comité se reunió 
cinco veces hasta adoptar la cmnucc en Nueva York en mayo de 1992 (cm- 
nucc 2015b). Esta se adoptó a un precio alto. Uno de los factores determinan¬ 
tes fue la posición de Estados Unidos, que se opuso a que se incluyeran metas 
de reducción de gases de efecto invernadero y fechas para lograrlo. La cm¬ 
nucc incluyó compromisos genéricos para todos los estados y algunos más 
específicos para países del anexo 1 (el grupo de países que, en 1992, formaba 
parte de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, es 
decir, los países conocidos como desarrollados o industrializados, con mayo¬ 
res niveles de emisiones), pero no incluyó compromisos cuantificados de re¬ 
ducción de emisiones por país. 

Sin embargo, en ese entonces “los gobiernos ya sabían que los compromisos 
generales y específicos no serían suficientes para resolver el cambio climático” 
(Chazournes 2008). Por eso, desde la primera Conferencia de las Partes de la 
Convención, en 1995, se decidió implementar un nuevo proceso de negociación 
para adoptar un protocolo u otro instrumento legal para fortalecer los compro¬ 
misos de los estados parte del anexo i; la decisión se conoce como el mandato 
de Berlín y dio lugar a la adopción del Protocolo de Kioto en 1997 (cmnucc 
copi, 1995). En este protocolo se acordaron dos fases de cumplimiento para la 
reducción de la emisión de gases efecto invernadero: 2008-2012 y 2012-2020 7 . 

6. Desde entonces el ipcc ha publicado cinco reportes de evaluación; el último fue publicado 
en el 2014 (ipcc 2015a). 

7. La decisión de adoptar un segundo periodo de compromisos después del 2012 fue adoptada 
por la COP17 de Durban en el 2011. Su plazo específico hasta el 2020 fue acordado por la COP18 
de Doha en el 2012 (cmnucc COP17 y COP12, 2011, 2012). 
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De conformidad con la convención, a los países en desarrollo no se les fijó nin¬ 
guna meta de reducción. Esta fue la razón principal por la que Estados Unidos 
no ratificó el Protocolo de Kioto, no obstante haber sido uno de sus principa¬ 
les arquitectos, bajo el liderazgo del vicepresidente Al Gore. 

En el periodo entre 1988 y 1992, Colombia participó activamente en las ne¬ 
gociaciones en virtud de la prioridad que le otorgó el Gobierno. En este caso, 
contó con el respaldo de una comisión en la que tuvo participación la Acade¬ 
mia Nacional de Ciencias y que fue coordinada por el Instituto Colombiano 
de Hidrología, Meteorología y Adecuación de Tierras (Rodríguez 2005a, 2012) 8 . 
Tuvo especial injerencia en la decisión de incluir en el artículo 4.8 de la conven¬ 
ción el compromiso de estudiar medidas necesarias para atender las necesida¬ 
des y preocupaciones de países en desarrollo dependientes de la producción y 
exportación de combustibles fósiles (Rodríguez 1994). 

Entre 1992 y 1998, la participación del país no fue constante, debido en parte a 
su falta de capacidad técnica. Sin embargo, la incidencia y estabilidad de Colom¬ 
bia aumentó gradualmente gracias a dos factores: por un lado, el incremento de 
la capacidad técnica del Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Am¬ 
bientales (Ideam). Por el otro, uno de los programas de cooperación del Banco 
Mundial permitió la creación de la Oficina para la Mitigación del Cambio Cli¬ 
mático (Guerrero 2015; Rodríguez 2012). Tal oficina concentraría los esfuer¬ 
zos de Colombia de implementar medidas de mitigación del cambio climático. 

Durante este periodo, Colombia se alineó con el G77 y China, con el fin de 
consolidar una postura fuerte de rechazo a la imposición de metas obligato¬ 
rias de reducción de gases a los países en desarrollo y una oposición al mercado 
de emisiones. Después, entre 1997 y el 2000, el país cambió su posición frente 
a este último punto: se convirtió en uno de sus principales promotores. Con 
este cambio, Colombia se alineó con el Grupo de Iniciativa Latinoamericana, 
bloque que estructuró algunos de los mecanismos de flexibilidad 9 del Proto¬ 
colo de Kioto (Rodríguez 2012). 

En particular Colombia tuvo incidencia en dos frentes: en la negociación re¬ 
ferente al Mecanismo de Desarrollo Limpio 10 y en las discusiones sobre cómo 


8. Cuyas funciones sobre meteorología son ejercidas desde 1993 por el Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam), tras la promulgación de la Ley 99 de ese año. 

9. Se conoce como mecanismos de flexibilidad, en el marco del Protocolo de Kioto, al Meca¬ 
nismo de Desarrollo Limpio y al Mecanismo de Implementación Conjunta. Ambos tienen el 
propósito de permitirles a los países que tienen compromisos vinculantes con el Protocolo de 
Kioto acceder a reducciones alcanzadas en países en desarrollo (que no tienen compromisos 
con el Protocolo de Kioto) y contarlas a favor de sus compromisos de reducción. 

10. El Mecanismo de Desarrollo Limpio se encuentra en el artículo 12 del Protocolo de Kioto 
como uno de los mecanismos de flexibilidad para que los estados parte del anexo 1 puedan cum¬ 
plir sus metas de limitación y reducción de emisiones a través de la adquisición de certificados 
de reducción de emisiones. Estos son expedidos a cambio de reducciones certificadas en países 
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establecer las metas de reducción de emisiones a los países en desarrollo. El 
país participó activamente en los debates sobre la inclusión del tema de bosques 
dentro del Mecanismo de Desarrollo Limpio, incluidos el diseño de los certifi¬ 
cados forestales y su respectiva reglamentación. Cabe anotar que Colombia fue 
uno de los primeros países en suscribir acuerdos bilaterales para la expedición 
de certificados forestales con Francia, Holanda y Canadá (Rodríguez 2005a). 

Debido al rápido crecimiento de las emisiones de los países que no estaban 
en el anexo 1 (es decir, todos los países en desarrollo, pero en particular las 
economías emergentes, como Brasil, India, China y Sudáfrica que conforman 
el grupo Basic), tras varios años de negociación y la entrada en vigor del Pro¬ 
tocolo de Kioto en el 2005, se hizo evidente que este tampoco sería suficiente 
para alcanzar el objetivo de la convención, más aún cuando Estados Unidos, el 
mayor emisor histórico y anual de gases efecto invernadero para la época, no 
lo ratificó. El gobierno de George Bush (2001) se negó principalmente porque 
no se establecieron metas de reducción de emisiones obligatorias para los paí¬ 
ses en desarrollo, en particular China e India. Estados Unidos consideró que 
esta situación le generaría a su economía una desventaja competitiva frente a 
estos países. Ante las anteriores circunstancias, se acordó un nuevo mandato 
(COP13 Bali 2007) para llegar a un acuerdo en el 2009, que debía incluir la se¬ 
gunda fase de cumplimiento del Protocolo de Kioto para los países desarro¬ 
llados, mientras que para los países en desarrollo debía plantear compromisos 
más claros y específicos. 

En la conferencia de Copenhague del 2009 (cmnucc 2015a) no se llegó a un 
acuerdo por una doble encrucijada. Por un lado, los grupos de interés cada vez 
más polarizados no lograron producir un texto técnico a tiempo para que los 
jefes de Estado lo adoptaran. Por otro, los esfuerzos de la Presidencia danesa 
por crear un texto de consenso “de arriba hacia abajo” terminaron en una ab¬ 
soluta ausencia de legitimidad del proceso cuando el diario The Guardian filtró 
un borrador del texto danés varios días antes de que terminara la conferencia. 
Se creó así la sensación de falta de transparencia y de apropiación de los esta¬ 
dos parte (Khor 2009; Vidal 2009). 

Los principales asuntos que dividieron el camino a Copenhague fueron la 
forma legal del acuerdo (se discutió si se trataba de un tratado o de otro tipo de 
instrumento no vinculante), la diferenciación en el tipo de compromisos que 
serían adquiridos en materia de mitigación por los países desarrollados y los 
países en desarrollo y el financiamiento que estos deberían dar a aquellos para 
apoyar la implementación de acciones de mitigación y adaptación (Guerrero 


en desarrollo. El mecanismo se constituyó así en una fuente de financiación para proyectos de 
mitigación en estos países, a la vez que en una alternativa de reducción de emisiones para que 
los países desarrollados pudieran cumplir con sus metas. 
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2015). Como punto subyacente al desacuerdo en estos dos puntos estuvo siem¬ 
pre la gran disensión entre los países desarrollados y la mayor parte de los paí¬ 
ses en desarrollo sobre la interpretación del principio de las responsabilidades 
comunes pero diferenciadas y sobre sus respectivas capacidades. Para muchos, 
este principio se traducía en el imperativo de una justicia climática: quienes 
han contribuido a crear el problema deben ser los responsables de resolverlo 
con mayores reducciones de emisiones. Algunos países en desarrollo, sin em¬ 
bargo, llevaron la interpretación de este principio al extremo de usarlo como 
escudo para negarse a asumir cualquier tipo de compromiso de reducción de 
emisiones; para esto, exigieron que únicamente los países desarrollados se res¬ 
ponsabilizaran de la reducción. Los países desarrollados, por su parte, siempre 
argumentaron que el principio no eximía a ningún país de asumir compromisos. 

Durante el 2009, Colombia incrementó su participación y empezó a tener 
gran influencia política sobre el panorama general de las negociaciones, influen¬ 
cia que ha mantenido hasta la fecha. Desde entonces, ha desempeñado el rol de 
agente generador de consensos macros, en gran parte gracias a Andrea Gue¬ 
rrero, que en el 2009 era directora del Grupo Interno de Mitigación y Cambio 
Climático del Ministerio de Ambiente, y a la entrada a la Cancillería de Paula 
Caballero como directora de Asuntos Económicos, Sociales y Ambientales en 
el 2010. Andrea Guerrero heredó este cargo en el 2015, en el momento más ál¬ 
gido de las negociaciones del Acuerdo de París (Guerrero 2015; Pérez 2015; Wills 
2015; Ribera 2015; González, 2015 11 ). 

Este aumento de la participación activa se tradujo en la inclusión de Colom¬ 
bia en el grupo pequeño de cerca de treinta países que negociaron el Acuerdo 
de Copenhague en las últimas horas de la COP15 y en la presencia del presidente 
Alvaro Uribe en la reunión “a puerta cerrada” de jefes de Estado que ocurrió 
antes del final de la conferencia (Guerrero 2015). 

El rol de Colombia como país constructor de puentes y alianzas entre paí¬ 
ses desarrollados y en desarrollo se afianzó durante y después de Copenhague. 
El ejemplo más diciente es la creación y consolidación del grupo hoy conocido 
como el diálogo de Cartagena. La dificultad para llegar a un acuerdo en Co¬ 
penhague incentivó el inicio de un diálogo entre países desarrollados y en de¬ 
sarrollo para comprender mejor sus posiciones y tratar de encontrar consensos 
más ambiciosos (Burkart 2010). Colombia fue uno de los países creadores del 
diálogo, junto con algunos países desarrollados (en particular Reino Unido y 
Australia) y en desarrollo (en especial Costa Rica). 


11. En entrevistas sobre la percepción de la participación de Colombia, varios negociadores dan 
testimonio de este giro hacia una presencia más constante y activa. La investigación para la es¬ 
critura de este capítulo incluyó entrevistas a profundidad a los jetes de delegación de España, 
Suiza, Sudáfrica y México, además a los miembros de la delegación de Colombia que han par¬ 
ticipado en las negociaciones desde el 2009. 
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Quienes participaron en el diálogo decidieron organizar una reunión a ini¬ 
cios del 2010, para buscar alternativas tras el fracaso de Copenhague. Los mi¬ 
nistros en ese entonces de Ambiente y Relaciones exteriores, Carlos Costa y 
Jaime Bermúdez, estuvieron de acuerdo en realizar la reunión en Cartagena, 
por lo que el grupo quedó bautizado con el nombre de la ciudad (Guerrero 2015). 


El Acuerdo de París 12 

Dos años después del fracaso de Copenhague, un nuevo mandato fue acor¬ 
dado en la Plataforma de Acción de Durban, que abrió una nueva ronda de 
negociaciones con el objetivo de lograr un acuerdo con fuerza legal a través 
de la convención (cmnucc cop 192013). Con este mandato, los estados nego¬ 
ciaron entre el 2012 y el 2015 el Acuerdo de París, adoptado mediante la cm¬ 
nucc, como un tratado internacional jurídicamente vinculante y aplicable a 
todos los estados parte. 

Durante estos últimos años las posiciones y alianzas han cambiado de ma¬ 
nera significativa. La gran alianza de los países en desarrollo (representada por 
el G77 y China, que ya era débil) está ahora profundamente resquebrajada. La 
principal división se debe a la diferencia de intereses entre las grandes econo¬ 
mías emergentes, reunidas en el grupo Basic —que mantienen la misma línea 
política que privilegia el derecho y no el desarrollo—, los grandes productores 
de petróleo de la Organización de Países Exportadores de Petróleo —que si¬ 
guieron buscando alternativas para evitar compromisos significativos de reduc¬ 
ción de emisiones—, los pequeños estados insulares y la mayoría de los países 
menos adelantados y otros países altamente vulnerables —para quienes la vul¬ 
nerabilidad a los impactos del cambio climático representa la mayor amenaza 
a su propio desarrollo—. Estas son solo algunas de las subdivisiones políticas 
y regionales que hoy caracterizan al G77 y China como un grupo profunda¬ 
mente fraccionado. El siguiente diagrama es una buena representación de esto: 


12. La información contenida en esta sección fue tomada de las conversaciones con Paula Ca¬ 
ballero —directora de Asuntos Económicos, Sociales y Ambientales de la Cancillería entre el 
2010 y el 2014 y jefe de la delegación de Colombia durante las copió a 19— y con Andrea Gue¬ 
rrero —directora de Cambio Climático del Ministerio de Ambiente entre el 2008 y el 2012 y ac¬ 
tual directora de Asuntos Económicos, Sociales y Ambientales de la Cancillería—. Además, se 
usaron las notas personales de Isabel Cavelier Adarve, quien fue parte de la delegación de Co¬ 
lombia durante las cop de la cmnucc a partir del 2011. 
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Alliances and common concerns at the UNFCCC 

Positions regarding legally binding targets for emissions reductions 
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“'Australia is hoping this position will prevent the agreement of a successfully treaty at all 
’"but has intimated that its position could change in favour of a universal treaty in the future 
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AILAC - Independent Association of Latín America an the 
Caribbean 

ALBA - Bolivarian Alhance for the Peoples of Our America 
AOSIS - Association of Small Island States 
BASIC - Brazil, South Africa, India and China 


CACAM - Central Asia, Caucasus and Moldova 
LMDC - Like-Minded Developing Countries 
OPEC - Organisation of the Petroleum Exporting Countries 
SICA - Central American Integration System 


Diagrama. Alianzas e intereses comunes en la Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
Fuente: Pearce 2014 
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Desde Copenhague, la influencia de Colombia y la capacidad de su delega¬ 
ción han ido en aumento gracias al fortalecimiento y a la mayor continuidad de 
los equipos negociadores tanto del Ministerio de Ambiente como de la Canci¬ 
llería 13 . En cada cop de los años del proceso de negociación del Acuerdo de Pa¬ 
rís el país tuvo logros significativos. En Cancún, en el 2010, Colombia lideró la 
creación de una coalición informal de países altamente vulnerables que nego¬ 
ció con éxito la inclusión del nuevo lenguaje sobre vulnerabilidad en el capítulo 
sobre adaptación de los Acuerdos de Cancún (Caballero 2015; cmnucc copió, 
2010). Un año más tarde la delegación colombiana formó parte de los países 
que articularon la Alianza de Durban (Jacobs 2011). El rol de Colombia como 
negociador se consolidó al ser el primer país en desarrollo, tras la interven¬ 
ción en el mismo sentido de la Unión Europea, en cuestionar el texto final pro¬ 
puesto por la Presidencia sudafricana a la conferencia durante la plenaria final 
de la COP17. Colombia señaló que este no era lo suficientemente ambicioso en el 
mandato para negociar un nuevo acuerdo jurídicamente vinculante (cmnucc 
COP17 2011). En el 2012, Colombia lideró junto con Chile la formalización de 
la Asociación Independiente de América Latina y el Caribe (ailac), un grupo 
de países latinoamericanos con posiciones afines dentro del G77 (ailac 2015; 
Caballero 2015; Roberts y Edwards 2012; Roberts 2012). 

Las conferencias de Varsovia y Lima correspondieron a la etapa de conso¬ 
lidación de la ailac y su posicionamiento como grupo negociador. El papel 
de Colombia en el interior del grupo continuó siendo de liderazgo, gracias a 
la continuidad de la delegación del país y su activa participación al definir las 
posiciones de negociación del grupo. Durante la COP19 en Varsovia, Colombia 
compartió la presidencia de la ailac con Chile; durante la COP20 varios delega¬ 
dos colombianos negociaron a nombre de la ailac. En la COP21 de París, Colom¬ 
bia volvió a ejercer la presidencia de la ailac junto con Guatemala: representó 
al grupo en varios de los temas más contenciosos de la negociación. En cada 


13. La delegación de Colombia entre el 2005 y el 2008 contó en promedio con 6,2 delegados por 
reunión oficial (11,2 en cop y 2,2 en reuniones intersesionales). Entre el 2009 y el 2015, la dele¬ 
gación contó con 13,7 delegados en promedio: se duplicó el promedio anterior (32 en cop y 7,9 
en reuniones intersesionales) (cmnucc 2016a). El nivel de especialización también aumentó, 
en la medida en que los equipos tanto de la Cancillería como del Ministerio de Ambiente cre¬ 
cieron y tuvieron estabilidad, lo que generó mayor capacidad. En la Cancillería, la coordina¬ 
ción de asuntos ambientales pasó de tener dos asesores en el 2009 a tener ocho en el 2015. La 
Oficina de Mitigación de Cambio Climático del Ministerio de Ambiente también se fortaleció 
paulatinamente a partir del 2005. En el 2012, con la escisión del Ministerio de Ambiente y De¬ 
sarrollo Sostenible, que había sido fusionado con el Ministerio de Vivienda al inicio del primer 
gobierno de Alvaro Uribe en el 2002, la oficina pasó a ser la Dirección de Cambio Climático, 
con varios funcionarios de planta, además del equipo de contratistas fortalecido. Se crearon 
también las coordinaciones de Mitigación y Adaptación, con profesionales especializados en 
cada área (Caballero 2015; Guerrero 2015). 
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uno de los elementos clave de la negociación del Acuerdo de París, Colombia 
desempeñó un rol influyente y la mayoría de sus posiciones resultaron inclui¬ 
das en el acuerdo final. A continuación, presentamos las más significativas 14 : 

Diferenciación: Colombia, junto con los demás países de la ailac, fue un 
actor “bisagra” entre posiciones antagónicas: la de los países desarrollados, que 
querían debilitar al máximo el principio de responsabilidades comunes pero 
diferenciadas y respectivas capacidades, y la de los grupos más recalcitrantes 
de los países en desarrollo, que insistían en su inclusión explícita y reforzada 
mediante todos los elementos sustantivos y procedimentales del acuerdo. La 
disposición de Colombia y de la ailac de aceptar nuevos compromisos para 
sí mismos y de acoger el principio de manera tal que su interpretación permi¬ 
tiera una aplicación universal del acuerdo fue decisiva. Aunque otros actores, 
como Brasil, China y Estados Unidos, tuvieron un rol en esta discusión, la po¬ 
sición intermedia de la ailac abrió la posibilidad de consenso. 

Forma legal: desde septiembre del 2014, la asociación puso sobre la mesa una 
propuesta de forma legal híbrida para el Acuerdo de París en la que las con¬ 
tribuciones nacionales estarían fuera del tratado y serían “ancladas” a través 
de una cláusula legal específica (ailac 2014). Esta resultó siendo la arquitec¬ 
tura legal del acuerdo. Durante las discusiones, Colombia las lideró a nombre 
de la ailac 15 . 

Ciclos de contribuciones nacionales: en la misma remisión documental de 
septiembre del 2014, la asociación incluyó una propuesta de ciclos quinquena¬ 
les de revisión y actualización de las contribuciones nacionales. Desde la defini¬ 
ción de este concepto en Lima, en el 2014, Colombia y la ailac se posicionaron 
como los grupos más activos de la discusión, que abogaban por ciclos de revi¬ 
sión para los tres aspectos sustantivos: mitigación, adaptación y finanzas, cada 
uno con características propias. El Acuerdo de París tiene este enfoque. Du¬ 
rante el 2015, Colombia también lideró la negociación a nombre de la ailac 16 . 

Mitigación: el “ancla” legal a las contribuciones de mitigación y la inclusión 
del objetivo global de mitigación, con una referencia explícita a la necesidad 
de alcanzar la neutralidad de emisiones 17 en la segunda mitad del siglo, fueron 


14. Un análisis detallado del Acuerdo de París, de cada uno de sus componentes y de la geopo¬ 
lítica sobrepasa el propósito de este capítulo. Nos limitamos aquí a resaltar algunos aspectos 
centrales del papel de Colombia, sin hacer una descripción de qué estuvo en juego con cada ele¬ 
mento de negociación. 

15. Jimena Nieto y María Laura Rojas de la delegación colombiana fueron las negociadoras lí¬ 
deres. 

16. Andrea Guerrero y María Laura Rojas de la delegación colombiana fueron las negociado¬ 
ras líderes. 

17. La neutralidad de emisiones es la situación en la que cualquier emisión de un gas de efecto 
invernadero es absorbida por un sumidero que la elimina de la atmósfera. 
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unos de los principales resultados de la activa participación de Colombia. En 
este tema el país negoció a nombre de la ailac como lo hizo en las discusio¬ 
nes sobre mitigación pre 2020 (en el proceso conocido como Workstream 2) 18 . 
Colombia fue influyente además en la definición de varios aspectos técnicos, 
como los tipos de información requerida para las contribuciones de mitigación 
y las reglas de contabilidad. 

Adaptación: Andrea Guerrero, jefe de la delegación de Colombia en la cop 21 
de París, fue designada cofacilitadora del subgrupo de negociación sobre adap¬ 
tación. La ailac fue el grupo proponente del concepto de contribuciones na¬ 
cionales en materia de adaptación y uno de los principales arquitectos de los 
detalles de la sección de adaptación del Acuerdo de París 19 . 

Referencias a la vulnerabilidad: una de las principales fuentes de la división 
entre países en desarrollo fue la posición de los países vulnerables. Los peque¬ 
ños estados insulares, los países menos adelantados y el grupo africano querían 
referencias específicas y explícitas a sus respectivos grupos. La ailac y otros 
países de América Latina, en particular Uruguay, se opusieron a listados de 
grupos vulnerables que excluyeran a la región. Colombia, cuya posición histó¬ 
rica había logrado que los Acuerdos de Cancún del 2010 tuvieran un lenguaje 
incluyente, fue uno de los países más vocales en esta discusión en París, en la 
que se consiguió exitosamente un lenguaje incluyente a pesar de la oposición 
radical del Grupo Africano. 

Financiamiento: en este tema, Colombia estuvo a cargo de representar a la 
ailac, junto con Perú 20 . Todas las propuestas del grupo fueron incorporadas 
en el acuerdo final y definieron elementos clave de la arquitectura financiera: 
los ciclos bienales de información financiera cuantificada a los que estarían 
obligados los países desarrollados y la inclusión del objetivo de largo plazo — 
cuyo primer proponente fue la asociación en el 2014— de redirigir los flujos 
financieros globales para hacerlos coherentes con una economía resiliente y 
baja en carbono. 

Transparencia: aunque los avances en los detalles técnicos del régimen de 
transparencia fueron escuetos en París, la definición del marco general para 
todos los estados con elementos de diferenciación era central para el balance 
del acuerdo. Colombia negoció a nombre de la ailac, junto con Perú 21 , en el 


18. María Laura Rojas y José Manuel Sandoval fueron los negociadores líderes. 

19. Se puede ver en las remisiones documentales (en inglés, submissios) que la ailac presentó 
a la cmnucc durante los años de negociación del Acuerdo de París (ailac, 2014, 2014a; ailac 
y México, 2015). 

20. Isabel Cavelier y Santiago Briceño de Colombia representaron al grupo en las negociaciones 
de finanzas bajo el adp y la cop respectivamente, junto con los delegados Jorge Gastelumendi 
y Mirko Sercovic de Perú. 

21 . Isabel Cavelier de Colombia junto con Cristina Urrutia de Perú representaron a la ailac. 
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capítulo de transparencia de las acciones (de mitigación) y del apoyo (finanzas, 
construcción de capacidades y transferencia de tecnología). 

Revisión global, mecanismo de cumplimiento y cláusulas legales: la delega¬ 
ción colombiana representó al ailac en los tres grupos de negociación a cargo 
de estos aspectos 22 . Uno de los logros más notables fue la inclusión del meca¬ 
nismo de cumplimiento del Acuerdo de París. A pesar de tener otros grupos 
a favor (la Unión Europea y los países menos adelantados), hacia el final de la 
negociación la ailac fue una de las únicas colectividades que sostuvo su po¬ 
sición de establecer el mecanismo como condición sine qua non para la adop¬ 
ción del acuerdo. 

Tras su adopción en el 2015, el Acuerdo de París rompió varios récords: fue 
la mayor reunión de jefes de Estado y de Gobierno de la historia, con más de 
ciento cincuenta presentes en París el mismo día y en el mismo recinto (cm- 
nucc 2015), y fue el tratado internacional que firmas recibió en un día (ciento 
setenta y cinco estados firmaron el 22 de abril del 2016) (Naciones Unidas 2016). 
A la fecha, las contribuciones nacionales anunciadas por ciento ochenta y nueve 
países ya cubren más del 95 % de las emisiones globales (cmnucc 2016b). Nunca 
antes un instrumento internacional con compromisos había logrado un cubri¬ 
miento casi universal de las emisiones de gases de efecto invernadero. Esto ha 
sido considerado un gran triunfo del multilateralismo (Naciones Unidas 2015). 

Sin embargo, las conclusiones científicas siguen siendo alarmantes: aun 
cuando las contribuciones anunciadas se cumplan al pie de la letra, la tempe¬ 
ratura promedio global sigue estando muy por encima de la meta establecida 
de evitar un aumento superior al 2 °C (Ecofys, Climate Analytics, pik 2015) 23 . 
Ahora, como en el 2009, es claro que el Acuerdo de París por sí solo será insu¬ 
ficiente para limitar las emisiones y alcanzar la meta. La gran transformación 
de la economía mundial que se requiere sigue siendo un reto sin precedentes. 


Conclusiones 

La participación de Colombia en las negociaciones multilaterales de desarro¬ 
llo sostenible y cambio climático ha tenido una evolución diferente. En cuanto 
al desarrollo sostenible, la participación del país ha sido influyente de manera 


22. María Laura Rojas (revisión global) y Jimena Nieto (mecanismo de cumplimiento y cláusulas 
legales) de Colombia representaron a la ailac en estos tres grupos de negociación. 

23. El análisis se ha hecho usando las metas de 2 y de 1,5 °C, dado que el acuerdo vigente sobre la 
meta de temperatura hace referencia a ambas metas. Los pequeños estados insulares han insis¬ 
tido en que la meta sea evitar el aumento de temperatura más allá de 1,5 °C, pero no ha habido 
acuerdo sobre poner esta restricción. La trayectoria actual está lejos de cumplir con cualquiera 
de las dos metas. 
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sostenida, con momentos de mayor protagonismo, como en el Informe Brunt- 
land y en las cumbres de Río de 1992 y el 2012. 

La participación del país en las negociaciones de cambio climático fue muy 
activa durante los primeros años, con un amplio espectro de temas durante la 
cmnucc. Entre 1988 y el 2009, Colombia buscó influir en algunos temas clave, 
con un gran componente técnico y de especial interés para el país, como el 
Mecanismo de Desarrollo Limpio, que estuvo en el corazón de la negociación 
del Protocolo de Kioto, o lo relacionado con bosques. Recientemente, gracias 
a que durante varios años la delegación se ha mantenido más o menos estable, 
Colombia se ha convertido en un país con influencia en un espectro más am¬ 
plio: ha desempeñado un papel de importancia relativa si se compara con el 
de países de características equivalentes, en particular en el Acuerdo de París. 

En los dos ámbitos, la participación sostenida de individuos muy calificados 
durante varios años, expertos en negociación internacional y comprometidos 
personalmente como delegados, ha sido determinante en el nivel de influen¬ 
cia y relevancia que ha tenido el país en los escenarios. De esta manera, Co¬ 
lombia ha logrado posicionarse exitosamente como un actor cuyo poder para 
influenciar y contribuir a la creación de soluciones acordadas supera su verda¬ 
dero peso geopolítico. La participación de Colombia en los dos casos ha ocu¬ 
rrido en un contexto geopolítico cambiante, cuya complejidad ha aumentado 
mucho en años recientes. En las negociaciones de cambio climático se han pro¬ 
ducido las mayores transformaciones. Para Colombia y su participación como 
país en desarrollo de renta media aparecen retos significativos, por su tenden¬ 
cia de emisiones que va en aumento y por su alta vulnerabilidad a los impactos 
del cambio climático. 

Los casos de estudio reiteran que en las negociaciones multilaterales am¬ 
bientales terminan primando los intereses económicos sobre los objetivos 
ambientales. No solo porque se trata de negociaciones profundamente relacio¬ 
nadas con la gobernanza de recursos naturales fundamentales para las econo¬ 
mías, sino porque en general son regímenes que para ser eficientes tendrían 
que imponer, en la mayoría de los casos, muchas restricciones a varias de las 
actividades económicas que, en particular para los países dominantes en las 
negociaciones, son centrales para el desarrollo. 

En este contexto, un país como Colombia —cuya economía aún depende 
casi en su totalidad de los recursos naturales— tiene el importante reto de to¬ 
mar decisiones de mediano y largo plazo, por lo general impopulares para el 
gobierno de turno (por no ser las que necesariamente generen mayores tasas 
de crecimiento económico en el corto plazo), que garanticen la sostenibilidad 
del proceso de desarrollo. Finalmente, un tema que no se trata en este capítulo 
requiere ser mencionado. Al tiempo que Colombia ha sido un país activo y en 
ocasiones influyente en la política exterior ambiental, ello no es consecuente 
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con su política doméstica. En los últimos quince años, la institucionalidad y 
la política ambiental nacional han decaído en comparación con las correspon¬ 
dientes a la década de los noventa (Guhl y Leyva 2015; Manee 2008). Esto tam¬ 
bién contrasta con su participación en la política internacional, que, como se 
demuestra en los casos estudiados, estuvo en ascenso. 
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La Corte Internacional de Justicia 
de La Haya y la definición de las fronteras 
colombianas: ¿un análisis de la doctrina 
Gaviria? El caso de Nicaragua 
vs. Colombia" 

Farid Benavides y Alejandra Encinales 


Introducción 

En el mes de diciembre del 2001, el Gobierno de Nicaragua, basándose en el 
Pacto de Bogotá, presentó una demanda ante la Corte Internacional de Justi¬ 
cia de La Haya en contra del Estado colombiano, con el fin de reclamar un área 
marítima superior a 50 000 km 2 . En el mes de diciembre del 2007, la Corte In¬ 
ternacional de Justicia reconoció la soberanía colombiana sobre el archipiéla¬ 
go de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y aceptó tener competencia 
para conocer del conflicto entre los dos países. 

En el año 2005, al ingresar como miembro a la Academia Colombiana de 
Jurisprudencia, el doctor Enrique Gaviria Liévano planteó una hipótesis que 
ha desarrollado en sus obras académicas y que el presidente López Michel- 
sen propuso denominar la doctrina Gaviria (Gaviria 2014, 226). Esta consiste 
esencialmente en que Colombia podría o debería proclamar a San Andrés y 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.47. 

Agradecemos especialmente las contribuciones esenciales de Juan José Quintana, LL. M., 
embajador de la República de Colombia ante el Reino de los Países Bajos. El embajador Quin¬ 
tana es especialista en derecho internacional, con veintinueve años de experiencia en el cuerpo 
diplomático colombiano. Desde 1984, ha sido miembro de la carrera diplomática y consular de 
la República de Colombia. Entre su amplia experiencia en cargos del servicio exterior se cuen¬ 
tan los desempeñados en La Haya, Sofía, Managua, Washington D. C., Ginebra y Nueva York. 
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Providencia como un archipiélago de estado o archipiélago oceánico. Para tal 
efecto, habría que trazar unas líneas rectas que conecten los puntos más leja¬ 
nos de las islas y los arrecifes más apartados, para “encerrar” de esta forma las 
islas y las aguas que conforman dicho archipiélago (Gaviria 2014, 224), sin con¬ 
tar a Serranilla y Bajo Nuevo. 

El 19 de noviembre del 2012, la Corte Internacional de Justicia leyó la sen¬ 
tencia en la que decidía sobre el caso sometido a su consideración. En la sen¬ 
tencia se confirmó la soberanía de Colombia sobre las islas de Alburquerque, 
Bajo Nuevo, Sureste, Quitasueño, Roncador, Serrana y Serranilla. El fallo ad¬ 
mitió la demanda de Nicaragua y estableció una frontera marítima única entre 
los dos países, la cual delimita la plataforma continental y las zonas económi¬ 
cas exclusivas y fija un límite alrededor de las islas de Quitasueño y Serrana. La 
sentencia supone un cambio en las fronteras establecidas en la interpretación 
del Tratado de 1928 y desecha la tesis colombiana de fijar el límite en el meri¬ 
diano 82. La reacción del Gobierno colombiano inicialmente fue de satisfacción 
moderada, pero con el paso del tiempo la opinión pública interpretó el resul¬ 
tado como una derrota. Una consecuencia inmediata de esto fue la renuncia 
de Colombia a la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia, por medio 
de la salida del Pacto de Bogotá, aunque tal renuncia terminaría siendo tardía. 

El experto en derecho internacional público Enrique Gaviria Liévano (2016), 
en diversos pronunciamientos en medios y en artículos académicos, ha mani¬ 
festado que el fallo del 2012 en ningún caso fue bueno para el Estado colom¬ 
biano: ha señalado las incongruencias de la defensa en las últimas etapas del 
proceso y la pertinencia de la doctrina Gaviria, cuyos supuestos hubieran po¬ 
dido otorgar un resultado diferente para Colombia. 

Enrique Gaviria Liévano es un reconocido abogado y profesor universita¬ 
rio que lleva años dedicado al derecho internacional en Colombia. Es autor de 
diversos manuales que se usan en varias facultades de derecho del país y que 
lleva ya seis ediciones de diversas obras relacionadas con la problemática del 
archipiélago de San Andrés y las disputas con Nicaragua. Se considera uno de 
los expertos en derecho internacional del país. Sus posiciones sobre la materia 
son de gran trascendencia nacional, razón por la que se adelantará un análisis 
del fallo del 2012 de la Corte Internacional de Justicia a la luz de sus pronun¬ 
ciamientos, que, para los efectos de aquella decisión, no tienen fundamento al¬ 
guno en el derecho internacional. 

En este texto queremos mostrar las consecuencias de la sentencia sobre las 
fronteras colombianas y sobre la realidad de Colombia en el mundo. En pri¬ 
mer lugar, analizaremos la historia del conflicto y los documentos relevantes. 
En segundo lugar, nos ocuparemos de analizar la naturaleza de la Corte Inter¬ 
nacional de Justicia y de sus decisiones. En tercer lugar, haremos un análisis 
de la doctrina Gaviria a la luz del derecho internacional público y del derecho 
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interno colombiano. Luego de examinar los postulados de la doctrina Gaviria, 
estudiaremos la forma como la Corte Internacional de Justicia abordó la cues¬ 
tión de la unidad del archipiélago en su fallo del 2012. Desde esta perspectiva, 
verificaremos si efectivamente se puede sostener que la invocación de dicha 
doctrina por Colombia hubiera influido en forma decisiva sobre la corte al mo¬ 
mento de decidir el curso de la frontera marítima entre Nicaragua y Colombia. 
En este artículo, no nos ocuparemos de los asuntos de carácter político deri¬ 
vados del Fallo del 2012 de la Corte Internacional de Justicia, porque corres¬ 
ponden a decisiones del Gobierno nacional de las cuales los autores no tienen 
conocimiento por constituir asuntos confidenciales de su manejo. 

Este artículo no pretende hacer un análisis político de la sentencia del caso, 
sino un examen jurídico de las posibilidades de la doctrina Gaviria. Aunque 
no fue adoptada por el Gobierno colombiano ni por su equipo jurídico de de¬ 
fensa, no se sigue que no sea importante. Por el contrario, fue uno de los obje¬ 
tos de discusión pública al momento de analizarse la estrategia de defensa del 
Estado colombiano. Por ello, si bien nuestro objetivo principal no es estudiar 
la doctrina Gaviria, tal y como la denominó el expresidente López Michelsen, 
sí forma parte de nuestro estudio del caso. 


El conflicto entre Colombia y Nicaragua 1 

El conflicto entre estos dos países se originó en el proceso de descolonización y 
en la posterior repartición de los territorios independientes. Colombia se inde¬ 
pendizó de España en el año 1819 y se formó la República de la Gran Colombia, 
a la que pertenecían los territorios de la Capitanía General de Venezuela y el 
Virreinato de la Nueva Granada. En 1830, Venezuela y Ecuador se separaron de 
la Gran Colombia. En 1832, quedó solo la República de la Nueva Granada, que 
luego cambió su nombre a Confederación Granadina en 1858, a Estados Unidos 
de Colombia en 1863 y a República de Colombia en 1886. Entre 1830 y 1903, el 
territorio de Colombia permaneció sin cambios, hasta que en ese último año se 
diera la separación de Panamá. Nicaragua, por su parte, se independizó de Es¬ 
paña en 1821 y pasó a formar parte, junto con Guatemala, El Salvador, Hondu¬ 
ras y Costa Rica, de la República Federal de América Central, también llamada 
Provincias Unidas de América Central o Federación Centroamericana. En 1838, 
se separó de la República Federal y conservó su antiguo territorio. 


1. Este apartado se basa en la sentencia de excepciones preliminares proferida el 13 de diciem¬ 
bre del 2007. Véase Ricardo Abello Galvis, trad., “Fallo de la Corte Internacional de Justicia en 
el Diferendo Territorial y Marítimo (Nicaragua vs Colombia)”, An uario Colombiano de Derecho 
Internacional i, n.° 1 (2008): 205-262. 
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El 15 de marzo de 1825, Colombia y las Provincias Unidas de América Cen¬ 
tral firmaron el tratado de Unión, Liga y Confederación. Este tratado, al igual 
que el firmado con México en 1823, tenía el propósito de formar un frente co¬ 
mún en contra de las agresiones de otros estados y de proteger los territorios 
liberados. Se enmarcó en el Pacto de la Santa Alianza y de la doctrina Monroe. 
El artículo 1° manifiesta claramente ese propósito: 

La República de Colombia y las Provincias Unidas del Centro de Amé¬ 
rica se unen, ligan y confederan perpetuamente, en paz y guerra, para 
sostener con su influjo y fuerzas disponibles, marítimas y terrestres, 
su independencia de la nación española y de cualquiera otra domina¬ 
ción extranjera, y asegurar de esta manera su mutua prosperidad, la 
mejor armonía y buena inteligencia, así entre sus pueblos y ciudades 
como con las demás potencias con quienes deben entrar en relaciones. 

En el artículo 7° de ese tratado se establece lo siguiente: 

La República de Colombia y las Provincias Unidas del Centro de América 
se obligan y comprometen formalmente a respetar sus límites como es¬ 
tán al presente, reservándose el hacer amistosamente, por medio de una 
convención especial, la demarcación de la línea divisoria de uno y otro es¬ 
tado, tan pronto como lo permitan las circunstancias, o luego que una de 
las partes manifieste a la otra estar dispuesta a entrar en esta negociación. 

Tanto Colombia como Nicaragua formularon reclamaciones sobre la costa 
de Mosquitos y sobre el archipiélago de San Andrés. El 24 de marzo de 1928, se 
firmó en Managua el Tratado sobre Cuestiones Territoriales entre Colombia y 
Nicaragua, conocido también como el Tratado Esguerra-Barcenas, por el ape¬ 
llido de sus negociadores. Con este tratado se pretendía dar por resuelta la dis¬ 
cusión limítrofe entre los dos estados 2 . En el Acta de Canje de Instrumento de 
Ratificaciones de 1930 se afirma que “el archipiélago de San Andrés y Providen¬ 
cia, que se menciona en la cláusula primera del tratado referido, no se extiende 


2. El artículo i.° del tratado dispone lo siguiente: “la República de Colombia reconoce la sobe¬ 
ranía y el pleno dominio de la República de Nicaragua sobre la costa de Mosquitos compren¬ 
dida entre el cabo de Gracias a Dios y el río san Juan, y sobre las islas Mangle Grande y Mangle 
Chico, en el océano Atlántico (Great Corn Island, Little Corn Island); y la República de Nica¬ 
ragua reconoce la soberanía y pleno dominio de la República de Colombia sobre las islas de San 
Andrés, Providencia, Santa Catalina y todas las demás islas, islotes y cayos que hacen parte de 
dicho archipiélago de San Andrés. No se consideran incluidos en este tratado los cayos Ronca¬ 
dor, Quitasueño y Serrana; el dominio de los cuales está en litigio entre Colombia y los Estados 
Unidos de América”. 
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al occidente del meridiano 82 de Greenwich”. En una nota diplomática del 12 
de junio de 1969 el Gobierno de Nicaragua afirma que se reserva sus derechos 
sobre la plataforma continental. Señala también que el Tratado de 1928 no es¬ 
tablece los límites de Colombia en el meridiano 82, sino solo los de San Andrés 
y Providencia. El 8 de septiembre de 1972, mediante el Tratado Vásquez-Saccio, 
Estados Unidos renunció a cualquier pretensión sobre los cayos de Quitasueño, 
Roncador y Serrana. En 1972, la Asamblea de Nicaragua declaró su soberanía 
sobre estos cayos sobre la base del concepto de plataforma continental. Con el 
ascenso del gobierno sandinista al poder, Nicaragua sostuvo que el Tratado 
de 1928 era inválido. Afirmó que en la época de su firma Nicaragua no era un 
país soberano. La materia de discusión de la demanda es la frontera marítima 
entre los dos países; para dirimir la discusión, los dos países acuden a la Corte 
Internacional de Justicia. 


La Corte Internacional de Justicia de La Haya: 

¿un tribunal o un mecanismo de resolución de los conflictos? 

La Corte Internacional de Justicia de La Haya fue creada en 1945. Desde 1946, 
sustituyó a la Corte Permanente de Justicia Internacional, que había sido creada 
en 1921 y que funcionaba en La Haya desde el año 1922. La corte tiene un ca¬ 
rácter de medio de resolución pacífica de los conflictos, dentro de la competen¬ 
cia del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. En esta medida, la corte 
debe entenderse como un órgano de este orientado a garantizar la paz interna¬ 
cional. Sin embargo, la corte se entiende a sí misma como un organismo de re¬ 
solución de disputas jurídicas de los Estados, en virtud de un acuerdo especial 
que le otorga jurisdicción. En el caso de Colombia y de Nicaragua, ese acuerdo 
especial es el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas del 30 de abril de 1948, 
también conocido como Pacto de Bogotá 3 . 

3. Artículo xxxi: de conformidad con el inciso 2° del artículo 36 del Estatuto de la Corte In¬ 
ternacional de Justicia, las altas partes contratantes declaran que reconocen respecto a cual¬ 
quier otro estado americano como obligatoria ipso fado, sin necesidad de ningún convenio 
especial mientras esté vigente el presente tratado, la jurisdicción de la expresada Corte en to¬ 
das las controversias de orden jurídico que surjan entre ellas y que versen sobre: (a) la interpre¬ 
tación de un tratado; (b) cualquier cuestión de derecho internacional; (c) la existencia de todo 
hecho que, si fuere establecido, constituiría la violación de una obligación internacional; (d) la 
naturaleza o extensión de la reparación que ha de hacerse por el quebrantamiento de una obli¬ 
gación internacional. 

Artículo xxxii: cuando el procedimiento de conciliación anteriormente establecido con¬ 
forme a este tratado o, por voluntad de las partes, no llegare a una solución y dichas partes no 
hubieren convenido en un procedimiento arbitral, cualquiera de ellas tendrá derecho a recu¬ 
rrir a la Corte Internacional de Justicia en la forma establecida en el artículo 40 de su estatuto. 
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El artículo xxxi establece la jurisdicción de la corte y el artículo xxxvi lo 
considera un procedimiento judicial, esto es, uno de adjudicación imperativa 
de un conflicto entre las partes. Según el artículo 94 de la Carta de Naciones 
Unidas, los estados miembros se comprometen a cumplir las decisiones de la 
corte. Si no lo hacen, el Consejo de Seguridad puede hacer recomendaciones o 
tomar las medidas pertinentes para hacerlas cumplir. En la Resolución de las 
Excepciones Preliminares la corte reconoció la validez del Tratado de 1928 y su 
competencia para dirimir la controversia entre los dos estados. Por ello, la dis¬ 
puta ya no se centra en la validez del tratado —puesta en cuestión por los diver¬ 
sos gobiernos sandinistas—, sino en su interpretación 8 y en aclarar si resolvió 
la controversia entre los dos estados con respecto a sus fronteras marítimas. 


La doctrina Gaviria y el fallo de la Corte Internacional de Justicia del 2012 

En esta sección se adelantará un análisis de la doctrina Gaviria a la luz del 
derecho internacional público y del derecho interno colombiano. Como se men¬ 
cionó, el expresidente López Michelsen denominó doctrina Gaviria a la inter¬ 
pretación de la situación colombiana en el caso Nicaragua y a la estrategia de 
defensa formuladas por el abogado intemacionalista Enrique Gaviria Liévano. 


La doctrina Gaviria: San Andrés como archipiélago oceánico 

Un componente esencial de la hipótesis de la doctrina Gaviria es que las líneas 
de cierre constituyen líneas de base. Estas se utilizan para determinar los lími¬ 
tes del mar territorial, la zona contigua, la zona económica exclusiva y la pla¬ 
taforma continental. Conforme al artículo 5 de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982, al medir la anchura del mar territo¬ 
rial las líneas de base normal corresponden a la línea de bajamar a lo largo de 
la costa. Del planteamiento de Gaviria surgen de inmediato dos consecuen¬ 
cias jurídicas: 


La jurisdicción de la Corte quedará obligatoriamente abierta conforme al inciso i.° del artículo 
36 del mismo estatuto. 

Artículo xxxm: si las partes no se pusieren de acuerdo acerca de la competencia de la Corte 
sobre el litigio, la propia Corte decidirá previamente esta cuestión. 

Artículo xxxiv: si la Corte se declarare incompetente para conocer de la controversia por 
los motivos señalados en los artículos v, vi y vn de este tratado, se declarará terminada la con¬ 
troversia. 
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[Por] un lado, los espacios marítimos que genera el archipiélago debe¬ 
rán medirse a partir de dichas líneas hasta el espacio en donde deban 
delimitarse con otro estado. Esto significa que ya no se va a recono¬ 
cer que cada isla o cayo genera un mar territorial, una zona contigua, 
una zona económica exclusiva y una plataforma continental propios 
(como lo dispone el derecho internacional), sino que la entidad deno¬ 
minada archipiélago de San Andrés genera ella misma en todas las di¬ 
recciones cada uno de estos espacios marítimos, sujetos a diversos 
grados de ejercicio de jurisdicción por Colombia como estado costero. 
(Gaviria 2014, 224-225) 


La segunda consecuencia es que las aguas situadas detrás de las líneas de 
cierre —es decir, las que conectan las islas y cayos y que quedarían encerradas, 
denominadas aguas archipelágicas — adquieren la condición jurídica de aguas 
interiores. Sobre estas el Estado colombiano ejercería soberanía plena, sin limi¬ 
tación de ninguna especie en materia de jurisdicción (Gaviria 2014, 224-225). 

De la disputa con Nicaragua, Gaviria extrae una consecuencia importante, 
a saber: si Colombia hubiera acogido su tesis, la hubiera planteado ante la Corte 
Internacional de Justicia y esta hubiera aceptado el argumento colombiano, el 
resultado del fallo del 2012 hubiera sido muy diferente. La corte hubiera que¬ 
dado impedida para “desarticular” el archipiélago o para adoptar como mé¬ 
todo de delimitación el trazado de unos enclaves alrededor de Quitasueño y 
Serrana (Gaviria 2014, 226-233). A lo largo del texto, este es un asunto que será 
analizado con detenimiento. 


La doctrina Gaviria a la luz del derecho internacional público 

La posibilidad de cerrar un archipiélago mediante líneas rectas que sean con¬ 
sideradas líneas de base y permitan ampliar considerablemente la extensión 
del dominio marítimo del estado dueño está prevista en forma clara en el de¬ 
recho internacional, en el caso de lo que se denomina un estado archipelágico. 
Así figura en la parte iv de la Convención de las Naciones Unidas sobre el De¬ 
recho del Mar (Convemar), adoptada al culminar la Tercera Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar en 1982, en la cual se consagra todo 
un régimen jurídico para la figura de los estados archipelágicos. 

En el artículo 46 de esta convención se consagran las siguientes definiciones: 

(a) Por estado archipelágico se entiende un estado constituido totalmente 
por uno o varios archipiélagos y que podrá incluir otras islas; (b) por 
archipiélago se entiende un grupo de islas, incluidas partes de islas, las 
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aguas que las conectan y otros elementos naturales, que estén tan estre¬ 
chamente relacionados entre sí que tales islas, aguas y elementos natura¬ 
les formen una entidad geográfica, económica y política intrínseca o que 
históricamente hayan sido considerados como tal. (Naciones Unidas 1982) 


Por su parte, en los artículos 47 a 54 de Convemar se desarrolla el principio 
archipelágico: en el artículo 47 se establecen los criterios para trazar las líneas 
de base archipelágicas; en los artículos 48 y 49 se consagran las principales con¬ 
secuencias jurídicas, ya anotadas, de adelantar dicho trazado, a saber: por un 
lado, que la medición de los espacios marítimos sujetos a la jurisdicción del es¬ 
tado se efectúa a partir de dichas líneas (artículo 48); y, por otro, que las aguas 
situadas detrás tienen la condición jurídica especial de aguas archipelágicas 
—en términos generales se asemeja a la de las aguas interiores (artículo 49)—. 
Por su parte, los artículos 50 a 54 de Convemar regulan, con bastante detalle, 
aspectos relativos a la delimitación de las aguas interiores, los acuerdos y de¬ 
rechos existentes, los derechos de terceros (derecho de paso inocente y dere¬ 
cho de paso por las vías marítimas archipelágicas) y los deberes de los buques 
y aeronaves que transiten por tales vías marítimas. 

Lo que se busca con la doctrina Gaviria es, al parecer, hacer aplicables es¬ 
tas disposiciones a una situación que no está prevista en ellas, es decir, a aque¬ 
llos archipiélagos que no constituyen estados archipelágicos sino archipiélagos 
oceánicos o de estado. Sin embargo, debe advertirse que, de conformidad con 
el derecho internacional, los estados archipelágicos no incluyen estados con te¬ 
rritorio continental (Churchill y Lowe 1988,100). Ejemplos de lo anterior son, 
entre otras, las situaciones de Dinamarca (con las islas Feroe), Ecuador (con 
las islas de Galápagos), Noruega (con la isla Spitsbergen) y Portugal (con las 
Azores). En este sentido, debe anotarse que las bases de línea archipelágicas no 
pueden construirse alrededor de archipiélagos. Tampoco sería posible o justi¬ 
ficable, en el marco del derecho del mar, la construcción de aquellas líneas de 
base rectas alrededor de estos (Churchill y Lowe 1988,100). 

Según Convemar, no existe fundamento alguno para hacer esta interpreta¬ 
ción, debido a que la definición de archipiélago consignada en el artículo 46 de 
la convención fue adoptada exclusivamente para los efectos de esa convención. 
En consecuencia, los estados parte del tratado entienden que el trazado de líneas 
de cierre en un archipiélago que no corresponda a la noción de estado archi¬ 
pelágico, como es el caso de San Andrés, simplemente no sería viable jurídica¬ 
mente en el ámbito de aplicación de la convención. Tampoco es posible intentar 
una interpretación generosa de las normas en cuestión y aplicar por extensión el 
principio archipelágico a los archipiélagos oceánicos o de estado, por cuanto los 
trabajos preparatorios de Convemar muestran con claridad que la Conferencia 
consideró la posibilidad de ampliar el radio de acción del principio citado para 
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que se aplicara a archipiélagos individuales que no constituyen estados archi- 
pelágicos. En el debate, su ampliación se rechazó (un Convention on the Law 
of the Sea Commentary 2013). De hecho, debe destacarse que, como lo anuncia 
Gaviria, la delegación de Colombia en esa conferencia presentó una propuesta 
de enmienda en ese sentido, que no logró ser aprobada (Gaviria 2014, 236). De 
lo anterior se concluye que el cierre de un archipiélago de las características de 
San Andrés sería contrario a las disposiciones de Convemar. 

Ahora bien, si la citada convención no agota el derecho del mar, existe la 
posibilidad teórica de que —al margen de ella, en el campo del derecho inter¬ 
nacional consuetudinario—, el Estado pueda invocar esta interpretación sin in¬ 
fringir este marco jurídico internacional. Colombia podría hacer esto, puesto 
que al no ser un estado parte del tratado, sus actuaciones en materia marítima 
se rigen por las normas de costumbre internacional que se han convertido en 
normas positivas de derecho internacional, ya sea bajo la influencia de la con¬ 
vención o con independencia de ella, tal como lo reconoció la Corte Interna¬ 
cional de Justicia (Corte Internacional de Justicia 2012, parr. 114). 

Si hubiera muchas acciones estatales en este sentido, una generalización de 
esta práctica y no hubiera ninguna objeción por parte de otros estados (D’Amato 
1971, 47-55), se podría alegar que ha surgido una costumbre internacional que 
autoriza o que por lo menos no prohíbe el cierre de archipiélagos mediante lí¬ 
neas rectas y el tratamiento de estos en condiciones análogas a las de los estados 
archipelágicos. La principal objeción a esto es que el proceso de formación de 
una costumbre internacional es complejo y requiere numerosos actos que den 
origen a una práctica más o menos uniforme. Pero, sobre todo, se requiere una 
convicción subjetiva de que se trata de una “prueba de una práctica general¬ 
mente aceptada como derecho” (Brownlie 1990, 9-7), es decir, que no está pro¬ 
hibida o que está permitida por una norma (opinio iuris). Lo anterior no puede 
decirse de la práctica de los estados en relación con los archipiélagos oceáni¬ 
cos; por lo tanto, el argumento basado en el derecho internacional consuetu¬ 
dinario no es válido para efectos de fundamentar la adopción de aquella tesis. 

En relación con los archipiélagos y sus espacios marítimos, parecería que 
el derecho internacional consuetudinario es claro y podría resumirse en unos 
pocos postulados básicos. Primero, toda isla o formación insular, sin importar 
cuál es su tamaño ni su localización, tiene mar territorial pleno y zona conti¬ 
gua —salvo en el caso de las “rocas no aptas para mantener habitación humana 
o vida económica propia”— y tienen también plataforma continental y zona 
económica exclusiva (Naciones Unidas 1982, art. 121) 4 . Segundo, los espacios 
marítimos de cada isla se miden a partir de las líneas de base, que en principio 

4. La Corte Internacional de Justicia ha indicado que el numeral 2 del artículo 121 refleja una 
costumbre internacional (2012, párr. 176). 
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deben de base normal. Solo pueden ser líneas de base recta cuando las circuns¬ 
tancias justifiquen su trazado, circunstancias que están claramente definidas en 
las normas aplicables y no contemplan la situación de los archipiélagos oceáni¬ 
cos (Naciones Unidas 1982, arts. 5, 7 y 47). Tercero, en los espacios marítimos 
sujetos a la jurisdicción estatal que están situados más allá del mar territorial, 
los terceros estados tienen libertad de navegación absoluta. Las únicas restric¬ 
ciones permitidas hacen referencias a situaciones especiales cuidadosamente 
reglamentadas en el marco del derecho internacional, como es el caso de los 
estrechos usados para la navegación internacional o el de los propios estados 
archipelágicos (Naciones Unidas 1982, arts. 34-36, 53, 90). 

De hecho, si se acepta que la parte iv de la convención ya ha adquirido la 
naturaleza de normas de costumbre internacional —algo sobre lo cual hay 
una práctica todavía escasa y, que se sepa, ningún pronunciamiento de un 
tribunal internacional—, una consecuencia es que, en el marco del derecho 
internacional consuetudinario, no sería viable el cierre de un archipiélago me¬ 
diante líneas rectas a las que se les atribuya el carácter de base. De lo anterior 
se concluye que la doctrina Gaviria para efectos de determinar la cuestión de 
la unidad del archipiélago no puede sostenerse en el marco del derecho inter¬ 
nacional público. 


La doctrina Gaviria a la luz de las normas colombianas: 
el artículo 101 de la Constitución, el trazado de líneas de cierre 
del archipiélago y la Ley 10 de 1978 

Como en el derecho internacional público, el encerramiento que postula la doc¬ 
trina Gaviria de las aguas e islas de un archipiélago mediante líneas de base rec¬ 
tas tampoco encuentra sustento alguno en el derecho interno colombiano. En 
primer lugar, en el párrafo cuarto del artículo 101 de la Constitución Política 
se establece la norma general acerca del territorio de la República de Colom¬ 
bia, que corresponde al “mar territorial, la zona contigua, la plataforma con¬ 
tinental [y] la zona económica exclusiva [...] de conformidad con el derecho 
internacional o con las leyes colombianas a falta de normas internacionales”. 

En el mismo artículo se dispone que el archipiélago de San Andrés, Provi¬ 
dencia y Santa Catalina forma parte del Estado colombiano. Entonces, debe 
entenderse que cuando se hace referencia a los espacios marítimos de las cos¬ 
tas colombianas en el párrafo final de la disposición, el constituyente considera 
que los espacios marítimos del archipiélago forman parte de Colombia, pero 
con la importante anotación de que es así “de conformidad con el derecho in¬ 
ternacional”. Por lo tanto, si el análisis contenido en la sección previa es co¬ 
rrecto, el trazado de líneas de cierre en el archipiélago no sería posible según el 
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derecho internacional ni tampoco viable a la luz de lo dispuesto en el artículo 
101 de la Carta Política. 

Gaviria también afirma que el trazado de líneas de cierre en el archipié¬ 
lago está ordenado o sancionado por la Ley 10 de 1978, “por medio de la cual 
se dictan normas sobre mar territorial, zona económica exclusiva, plataforma 
continental, y se dictan otras disposiciones”. Al respecto, da a entender que el 
Gobierno no ha adelantado esfuerzos conscientes para darle cumplimiento a 
este mandato legal (Gaviria 2014,225-226). Incluso se refiere a la posibilidad de 
que una autoridad judicial del Estado emita una decisión para corregir esta si¬ 
tuación, presumiblemente al ordenar a la rama ejecutiva encerrar los compo¬ 
nentes del archipiélago mediante líneas de base rectas (Gaviria 2014, 225-226). 

No obstante, lo que ordena la Ley 10 de 1978 es algo muy diferente. En con¬ 
sonancia con lo dispuesto en el derecho internacional, en el artículo 9° se dis¬ 
pone que el Gobierno nacional debe señalar en su territorio continental, en el 
archipiélago de San Andrés y Providencia y en los demás territorios insulares 
“las líneas a que se refieren los artículos anteriores, las cuales serán publicadas 
en las cartas marítimas oficiales, de acuerdo con las normas internacionales 
sobre la materia”. De lo anterior queda claro que no pueden ser otras que las 
líneas de base que se describen en los artículos 4°, 5° y 6.° de esta ley. En el ar¬ 
tículo 4° se consagra la norma general, acorde con el derecho internacional, 
que señala que “la línea de base normal para medir la anchura del mar territo¬ 
rial será la línea de bajamar a lo largo de la costa”. Se dispone antes, como ex¬ 
cepción a esta regla general, que en ciertos casos cuidadosamente identificados 
“la medición se [haga] a partir de las líneas de base rectas que unan los pun¬ 
tos apropiados”. Estas situaciones excepcionales comprenden aquellos “luga¬ 
res en que la costa tenga profundas aberturas o escotaduras o en las que haya 
una franja de islas a lo largo de la costa situadas en su proximidad inmediata” 
(artículo 4°), a “los golfos o bahías cuya boca excediere una distancia de 24 
millas” (artículo 5°, segundo párrafo) y a “los ríos que desembocan directa¬ 
mente en el mar” (artículo 6.°). 

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 10 de 1978, la medición del mar 
territorial se hace, como principio, a partir de lo que se denomina líneas de 
base normal. Solo en aquellos casos en los que la costa presenta anomalías 
(como profundas aberturas, escotaduras o una franja de islas en la proximi¬ 
dad inmediata de las costas) o cuando haya bahías o desembocaduras de ríos, 
se autoriza hacer dicha medición a partir de líneas de base rectas que unan los 
puntos apropiados. Así, debe advertirse que no se contempla, en ninguna cir¬ 
cunstancia, el trazado de líneas de base rectas para unir los diferentes compo¬ 
nentes de un archipiélago ni se autoriza encerrar las aguas situadas entre estos. 

En conclusión, la Ley 10 de 1978 no ordena ni autoriza trazar líneas de base 
rectas que unan los diferentes componentes insulares de un archipiélago. De 
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igual forma, debe indicarse que aquella normativa tampoco impone su utili¬ 
zación a lo largo de la costa de cada isla o cayo, ya que ello no solo sería física¬ 
mente imposible, sino contrario al derecho internacional público. La ley dicta 
de forma expresa trazar las líneas de base a partir de las cuales se mide la an¬ 
chura del mar territorial (y la de la zona económica exclusiva, según lo dis¬ 
puesto en el artículo 7°) en el archipiélago de San Andrés y Providencia, sin 
prejuzgar el tipo de línea que debe describirse. Es cierto que este mandato le¬ 
gal no ha sido cumplido en el caso de los territorios insulares; no obstante, una 
de las medidas adoptadas por el Gobierno después del fallo busca justamente 
asegurar estas disposiciones en el caso de los componentes del archipiélago 5 . 


La Sentencia del 2012 y la “desintegración” del archipiélago 
La cuestión de la unidad del archipiélago 

Uno de los puntos recurrentes en la argumentación de Gaviria es que, en la 
sentencia del 2012, al desconocer la unidad del archipiélago de San Andrés, la 
Corte Internacional de Justicia decidió en forma deliberada desmembrarlo o 
desarticularlo, para lo cual trazó enclaves alrededor de los cayos de Quita¬ 
sueño y Serrana (Gaviria 2014, 109-125). En reiteradas ocasiones, Gaviria ha 
sostenido que esto fue consecuencia del trabajo de los delegados del Gobierno 
colombiano ante la corte, quienes, en su opinión, no defendieron con la ener¬ 
gía suficiente el argumento de que el archipiélago constituía una unidad geo¬ 
gráfica, histórica y jurídica. 

En adelante, se hará referencia a las dos decisiones relevantes de la Corte In¬ 
ternational de Justicia, es decir, la sentencia del 13 de diciembre del 2007, rela¬ 
tiva a su jurisdicción para conocer del caso, y la sentencia del 19 de noviembre 
del 2012, mediante la cual la corte decidió sobre el fondo del pleito. En primer 
lugar, corresponde anotar que la denominada desintegración del archipiélago 
no se produjo porque la corte lo hubiera decidido en forma explícita, sino que 
fue una consecuencia ineludible de la delimitación marítima hecha entre el ar¬ 
chipiélago y Nicaragua (Corte Internacional de Justicia 2012, párr. 132-247,232). 
Al resolver la disputa sobre la soberanía, la corte encontró que, por insuficiencia 

5. Decreto 1946 del 2013, “por medio del cual se reglamentan los artículos í.o, 2.0, 3.0, 4.0, 5.0, 
6.0 y 9.0 de la Ley 10 de 1978, y los 2* y 3.° de la Ley 47 de 1993 en lo concerniente al mar terri¬ 
torial, la zona contigua, algunos aspectos de la plataforma continental de los territorios insu¬ 
lares colombianos en el mar Caribe occidental y a la integridad del departamento archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina”, en los artículos 3. 0 y 6.°; Decreto 1119 del 2014, 
“por el cual se modifica y adiciona el Decreto número 1946 de 9 de septiembre del 2013”, en el 
artículo 4.° 
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de pruebas, no estaba en capacidad de determinar de manera precisa cuál era 
la composición del archipiélago de San Andrés (párr. 42, 53). No obstante, la 
corte concluyó claramente que todas las formaciones insulares que reclamaba 
Nicaragua y que Colombia sostenía que eran de su territorio estaban bajo la 
soberanía del Estado colombiano (párr. 103). Acto seguido, la corte delimitó 
una frontera marítima entre la costa y las islas de Nicaragua y las de Colom¬ 
bia. Al hacerlo, dos formaciones, Quitasueño y Serrana, quedaron del lado 
nicaragüense de la línea (párr. 132-247, 238). Lo anterior hizo necesario reco¬ 
nocerles sus respectivos mares territoriales, creándoles a ambas unos enclaves 
dentro de la zona económica exclusiva reconocida a Nicaragua (párr. 238). En 
cuanto a los demás cayos en disputa, Alburquerque, Cayos de Este-Sudeste y 
Roncador se localizaron del lado colombiano de la línea de delimitación, los 
dos primeros debido a su proximidad a las islas mayores y el tercero debido a 
su posición geográfica (aproximadamente a la misma latitud que Providencia, 
solo que más al oriente) (párr. 152, 237). Serranilla y Bajo Nuevo quedaron por 
fuera del área pertinente para la delimitación, con unos límites precisos hacia 
el oriente, hacia el norte y hacia el sur desde el comienzo del proceso (párr. 175). 
Para mayor ilustración, se presenta el siguiente el mapa: 



Mapa. Delimitación marítima hecha por la Corte Internacional de Justicia 
Fuente: https://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/litigio_nicaragua/PRINCIPALES%20 
DOCUMENTOS/traduccion_esp_sentencia_del_i9_de_noviembre_de_2oi2.pdf 
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En conclusión, el archipiélago resultó efectivamente fragmentado como con¬ 
secuencia de la frontera marítima; sin embargo, al contrario de lo que sostiene 
Gaviria, la corte no eligió dicho curso por haber decidido en forma deliberada 
romper la unidad del archipiélago. Según la sentencia, San Andrés sigue exis¬ 
tiendo para Colombia en sentido territorial, en la medida en que todas las islas y 
los cayos que lo componen están bajo su soberanía y lo sigue considerando una 
unidad administrativa. Pero, en sentido marítimo, tan solo seis de sus componen¬ 
tes (las tres islas principales, además de los cayos de Alburquerque, Este-Sudeste 
y Roncador) están dentro del área que se encuentra bajo jurisdicción colombiana. 
Los cuatro cayos restantes están sujetos a regímenes marítimos diferentes, a sa¬ 
ber: Quitasueño y Serrana junto con sus respectivos mares territoriales están 
enclavados en la zona económica exclusiva de Nicaragua (Corte Internacional 
de Justicia 2012, párr. 238); y Serranilla y Bajo Nuevo, en la zona de régimen co¬ 
mún acordada entre Colombia y Jamaica mediante un tratado de 1993 (párr. 152). 

Es evidente que esta es una de las consecuencias de la sentencia del 2012 que 
resultó traumática para Colombia. Sin embargo, conviene no perder de vista 
que la solución que Nicaragua planteó ante la corte era más drástica, en cuanto 
suponía aplicar la técnica de los enclaves a la totalidad del archipiélago colom¬ 
biano (Corte Internacional de Justicia 2012, párr. 230-231). En realidad, Nica¬ 
ragua planteaba enclavar cada isla y cayo en sus áreas marítimas, mediante 
arcos de círculo de doce millas en el caso de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina y de tres millas para los restantes cayos, excluyendo a Quitasueño, al 
cual consideraba una elevación de bajamar situada dentro de su zona econó¬ 
mica exclusiva. La corte, como consecuencia de la línea de delimitación ma¬ 
rítima que consideró equitativa, reconoció y preservó la unidad del núcleo de 
islas que componen el archipiélago y dejó por fuera a los cayos más distantes, 
aunque todos bajo soberanía colombiana y con pleno derecho a sus respecti¬ 
vos mares territoriales (párr. 232-234). 

La unidad del archipiélago y la soberanía 

Debe destacarse que los alegatos presentados a lo largo del proceso dan mues¬ 
tra de que Colombia defendió con todos los argumentos que pudo encontrar 
y fundamentar con evidencia que desde la época colonial todas las formacio¬ 
nes insulares cuya soberanía reclamaba Nicaragua formaban parte de una en¬ 
tidad autónoma y perfectamente identificable conocida como archipiélago de 
San Andrés o archipiélago de San Andrés y Providencia 6 . Incluso el Estado 

6. Véanse las anotaciones del Estado colombiano en Corte Internacional de Justicia, “Deci¬ 
sión de Fondo”, en Controversia Territorial y Marítima (Nicaragua c. Colombia) (19 de noviem¬ 
bre del 2012), párr. 49-51. 
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colombiano presentó un nutrido acervo probatorio en este sentido que incluía 
documentos coloniales, actos de administración tanto española como grana¬ 
dina, correspondencia y documentos diplomáticos y cartografía. 

Es importante resaltar que la corte no negó que existiera un archipiélago 
llamado San Andrés. Desde la decisión del 2007 concluyó en forma explícita e 
inequívoca que la soberanía sobre este archipiélago le correspondía en su to¬ 
talidad a la República de Colombia (Corte Internacional de Justicia 2007, párr. 
90, 97). No obstante, no pudo determinar con los términos del Tratado de 1928 
ni con base en el utipossidetis juris o los restantes materiales probatorios apor¬ 
tados por Colombia si todas las islas y los cayos que Nicaragua reclamaba a tí¬ 
tulo individual formaban parte de Colombia (Corte Internacional de Justicia 
2012, párr. 52-56). Por esta razón, se vio obligada a examinar la cuestión de la 
soberanía sobre cada formación con fundamento en elementos diferentes de 
la composición del archipiélago (párr. 56). 

En su decisión sobre jurisdicción, emitida en diciembre del 2007, la corte 
tomó nota de que existía un desacuerdo entre las partes acerca de cuáles for¬ 
maciones insulares, distintas de las islas de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, formaban parte del archipiélago de San Andrés (Corte Internacio¬ 
nal de Justicia 2007, párr. 96). La corte registró que las partes estaban en per¬ 
fecto acuerdo en que estas tres islas formaban parte del archipiélago, al igual 
que ciertas “islas y cayos adyacentes”, sin especificar cuáles (párr. 96). Más ade¬ 
lante, luego de analizar con detenimiento el texto del Tratado de 1928, la corte 
concluyó que como este no suministraba una respuesta sobre cuáles formacio¬ 
nes insulares, aparte de las tres islas mayores, formaban parte del archipiélago, 
la cuestión de su soberanía no había sido resuelta en el sentido del artículo 4° 
del Pacto de Bogotá; por lo tanto, la corte tenía jurisdicción para resolver el 
asunto (párr. 97). Con respecto a Quitasueño, Roncador y Serrana, esta asumió 
en forma similar la jurisdicción para decidir sobre su soberanía. En virtud de lo 
dispuesto en el segundo párrafo del artículo 1° del Tratado de 1928, este instru¬ 
mento no se les aplicaba a esas tres formaciones y, por ende, el artículo 4° del 
Pacto de Bogotá no era pertinente para la cuestión de su soberanía (párr. 104). 

A pesar de los esfuerzos de la defensa del Estado colombiano, hubo varios 
elementos de hecho que no se podían rebatir y que jugaron en contra de la po¬ 
sición colombiana sobre la unidad del archipiélago, entre ellos, la ambigüedad 
intrínseca de los documentos coloniales, la falta de claridad del tratado sobre 
lo que comprendía el archipiélago de San Andrés y el limitado valor probato¬ 
rio que la corte les ha reconocido tradicionalmente a los mapas y a otro mate¬ 
rial cartográfico presentado por las partes en contención (Corte Internacional 
de Justicia 2012, párr. 100). Así, el factor determinante para que la corte no aco¬ 
giera la idea de que todas las formaciones que Nicaragua reclamaba pertenecían 
al archipiélago de San Andrés fue, sin duda, el de las pronunciadas distancias 
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entre los diferentes cayos y las tres islas principales (párr. 53). Cabe resaltar la 
importancia de las distancias en el derecho del mar. Este marco legal ha cam¬ 
biado en la medida en que ha ampliado progresivamente aquella porción del 
espacio marítimo que está sujeta a jurisdicción de los estados costeros, a ex¬ 
pensas, por supuesto, del espacio abierto a la libre navegación de buques de to¬ 
das las naciones o mare liberum. Estas distancias se han medido siempre en 
millas marinas o millas náuticas, cada una de las cuales mide 1852 km, que no 
es una distancia desdeñable. Por lo tanto, cuando se indica que el mar territo¬ 
rial de un estado se extiende hasta una distancia de 12 mi desde las líneas de 
base (Naciones Unidas 1982, art. 3), se está manifestando que el estado costero 
tiene soberanía exclusiva hasta una distancia de 22 km, 224 m hacia mar afuera. 
Este es un desarrollo relativamente reciente del derecho del mar, ya que hasta 
hace poco la distancia más utilizada para medir la anchura del mar territorial 
era de 3 mi (Koh 1987, 4-6), es decir, apenas 5556 km. 

En este contexto, conviene anotar las distancias involucradas. Según la pro¬ 
pia sentencia, las siguientes son las distancias entre cada uno de los cayos que 
reclamaba Nicaragua y las islas centrales del archipiélago (Corte Internacio¬ 
nal de Justicia 2012, párr. 24): 

— Cayos de Alburquerque: 20 mi (37,04 km) al sur de San Andrés 
— Cayos del Este-Sudeste: 16 mi (29,632 km) al sureste de San Andrés 
— Roncador: 75 mi (138,9 km) al oriente de Providencia 
— Serrana: 80 mi (148,16 km) al nororiente de Providencia 
— Quitasueño: 38 mi (70,376 km) al norte de Santa Catalina y 40 mi 
(74,08 km) de Providencia 

— Serranilla: 165 mi (305,58 km) al norte de Providencia 
— Bajo Nuevo: 205 mi (379,66 km) al nororiente de Providencia 

Con lo anterior se comprende mejor lo que la corte concluyó con respecto a 
la composición del archipiélago, al analizar la cuestión con los términos del Tra¬ 
tado de 1928. Al respecto, el párrafo 53 de la sentencia del 2012 anota lo siguiente: 

el artículo 1° del Tratado de 1928 menciona efectivamente “las demás 
islas, islotes y cayos que hacen parte de dicho archipiélago de San An¬ 
drés”. Esta disposición puede entenderse como incluyendo por lo menos 
las formaciones insulares más cercanas a las islas mencionadas espe¬ 
cíficamente en el artículo 1°. Por lo tanto, los cayos de Alburquerque 
y cayos Este-Sudeste, dada su localización geográfica (situados a 20 y 
16 millas náuticas, respectivamente, de la isla de San Andrés) podrían 
ser considerados como formando parte del archipiélago. En contraste, 
en vista de consideraciones relacionadas con las distancias, es menos 
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piélago. (Corte Internacional de Justicia 2012, párr. 53) 


Como se observa, la corte se limitó a considerar la situación de los cayos 
más próximos a las islas principales (Alburquerque y Este-Sudeste) y los más 
distantes (Serranilla y Bajo Nuevo). Los restantes Roncador, Quitasueño y Se¬ 
rrana fueron tenidos en cuenta por separado en el párrafo siguiente de la deci¬ 
sión: “no considera que la exclusión expresa de Roncador, Quitasueño y Serrana 
del alcance del Tratado de 1928 sea por sí misma suficiente para determinar si 
estas formaciones fueron consideradas por Nicaragua y por Colombia como 
formando parte del archipiélago de San Andrés” (Corte Internacional de Jus¬ 
ticia 2012, párr. 54). 

La corte, por lo tanto, no tomó una decisión definitiva sobre cuál era la com¬ 
posición del archipiélago. Luego de constatar que los cayos más próximos “po¬ 
drían ser considerados como formando parte de este archipiélago” y que esto 
era “menos probable” con respecto a los cayos más distantes, decidió que no 
estaba en capacidad de determinar de manera fehaciente si Roncador, Quita¬ 
sueño y Serrana pertenecían o no al archipiélago (Corte Internacional de Jus¬ 
ticia 2012, párr. 53). 

En consecuencia, la corte determinó que como el material probatorio que 
le presentaron las Partes no le permitía definir la soberanía de forma precisa, 
se debía entrar a considerarla de manera independiente, sin referirse a la com¬ 
posición del archipiélago. En otras palabras, cualquiera que fuera esta, la corte 
entraría a decidir sobre la soberanía de cada uno de los cayos en disputa con 
base en los títulos jurídicos que le presentaran las partes: 

con miras a resolver la controversia ante ella, la corte debe examinar 
los argumentos y la evidencia presentados por las partes en soporte de 
sus respectivas pretensiones sobre soberanía y que no se basan en la 
composición del archipiélago según el Tratado de 1928. (Corte Inter¬ 
nacional de Justicia 2012, párr. 56) 

Debe resaltarse que este análisis y estas conclusiones quedaron incluidos 
en la sección de la sentencia del 2012 llamado “Componente territorial” de la 
controversia sometida a consideración de la corte por parte de Nicaragua. En 
otras palabras, la corte tomó las decisiones descritas como un preámbulo a su 
determinación: todos los cayos en disputa le pertenecen a Colombia. En vista 
de este resultado, es bastante dudoso que Colombia hubiera podido obtener 
ventajas adicionales si hubiera logrado persuadir a la corte de que el archipié¬ 
lago de San Andrés se extendía hasta incluir unos cayos situados a 40 y 80 mi 
del núcleo central de islas (Roncador, Quitasueño y Serrana), y mucho menos 
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aquellos situados a unas 165 y 205 mi (Serranilla y Bajo Nuevo). En este con¬ 
texto, esto resultaba sencillamente innecesario, se insiste, en lo que respecta a 
la cuestión de la soberanía sobre tales territorios insulares. 

La unidad del archipiélago y la delimitación marítima 

La situación es diferente en lo que respecta al componente marítimo: cuando 
la corte pasó a ocuparse del trazado de la frontera marítima entre Nicaragua y 
Colombia. Debe considerarse que, en su demanda, Nicaragua le solicitó esta¬ 
blecer la delimitación marítima con Colombia “a la luz de las determinaciones 
concernientes a la titularidad solicitadas anteriormente” (Corte Internacional 
de Justicia 2012, párr. 15). Esto fue lo que la corte hizo. Después de concluir que 
el meridiano 82 no constituía una frontera marítima entre los dos estados (en 
su decisión sobre jurisdicción del 2007) (Corte Internacional de Justicia 2007, 
párr. 120) y de resolver la disputa sobre soberanía a favor de Colombia (en la 
parte 11 de su decisión del 2012) (párr. 103), la corte se ocupó de la delimita¬ 
ción entre las plataformas continentales y las zonas económicas exclusivas en¬ 
tre las partes (párr. 229-238). 

En este punto, conviene sintetizar la metodología utilizada para resolver el 
componente marítimo de la controversia. La corte se ocupó de este asunto en 
la parte v de su sentencia. La estructura de esta sección del fallo muestra el 
proceso de razonamiento, a saber: en primer lugar, la corte definió cuál era su 
cometido y precisó cuál es el derecho aplicable; en segundo lugar, identificó las 
costas pertinentes y, con base en ello, el área marítima pertinente; en tercer lu¬ 
gar, definió los derechos marítimos generados por las islas colombianas y aplicó 
el método de delimitación más apropiado para las circunstancias, inspirándose 
en su propia jurisprudencia (Corte Internacional de Justicia 2012, párr. 184-193). 

Como consecuencia, la corte planteó que la metodología constaba de tres 
etapas: (1) trazado de una línea provisional, que sería una línea de equidistan¬ 
cia; (2) examen de las circunstancias pertinentes para hacer un ajuste o despla¬ 
zamiento de la línea provisional, con miras a lograr un resultado equitativo; y 
(3) el test de falta de proporcionalidad, que evalúa si la línea ajustada produce 
una marcada desigualdad entre las áreas reconocidas a cada parte y sus respec¬ 
tivas costas (Corte Internacional de Justicia 2012, párr. 190-194). 

Así, la corte comenzó identificando las costas pertinentes a partir de las 
cuales se podía evaluar hasta dónde llegaba la superposición de jurisdiccio¬ 
nes marítimas. Esto constituye el presupuesto necesario de toda delimitación 
de espacios marítimos. Esta identificación resulta fundamental para entender 
la forma cómo la corte llegó a la figura de los enclaves, con los cuales se mate¬ 
rializó lo que Gaviria denomina la desintegración del archipiélago. Deben re¬ 
saltarse dos aspectos en esta cuestión: en primer lugar, Colombia obtuvo una 
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victoria táctica importante al lograr que la corte no efectuara la operación ex¬ 
clusivamente en el sector suroriental del Caribe, como fue solicitado con insis¬ 
tencia por Nicaragua. En sus alegatos iniciales (demanda de diciembre del 2001 
y memoria de abril del 2003), Nicaragua le solicitó a la corte una delimitación 
mediante una línea única situada entre las costas continentales de los dos es¬ 
tados, es decir, por el suroriente del archipiélago. De esta manera, se enclavaría 
su totalidad en el evento de que concluyera que las islas estaban bajo la sobera¬ 
nía de Colombia (Corte Internacional de Justicia 2012, párr. 230). En su réplica 
(septiembre del 2009), luego de que Colombia desvirtuara la tesis de la línea 
única, Nicaragua cambió de posición (Gaviria 2014, 251-252): pasó a solicitar, 
por un lado, una delimitación de plataformas continentales basada en la pre¬ 
sunción de que poseía una plataforma extendida más allá de las 200 mi desde 
su costa y, por el otro lado, el trazado de unos enclaves para las islas y los ca¬ 
yos colombianos, por estar localizados dentro de su zona económica exclusiva 7 . 

La corte rechazó ambos argumentos y le dio la razón a Colombia, al acep¬ 
tar que la relación de enfrentamiento se presentaba de manera primordial en¬ 
tre la costa y las islas del lado nicaragüense y las islas del lado colombiano. Con 
esto determinó que las costas pertinentes, en el caso de Colombia, eran las de 
las islas y los cayos del archipiélago y que las costas continentales del Estado 
resultaban totalmente irrelevantes (Corte Internacional de Justicia 2012, párr. 
148-151). Por otra parte, la corte debía decidir si las costas de las islas colom¬ 
bianas correspondían únicamente a las del lado occidental (las que se enfren¬ 
tan en forma directa a Nicaragua) o incluían la totalidad del perímetro costero. 
En el análisis, la corte indicó que un rasgo fundamental de este caso era que 
la superposición de zonas económicas exclusivas y plataformas continentales 
nicaragüenses y colombianas —que constituía el presupuesto necesario para 
cualquier delimitación marítima— se presentaba tanto al occidente como al 
oriente de las islas del Estado colombiano (párr. 150). Esto porque, aunque es¬ 
taba claro que las islas colombianas proyectaban sus espacios marítimos en 
todas las direcciones, hacia el oriente lo hacían en una zona sobre la cual Nica¬ 
ragua también tenía titularidad marítima, por estar situada dentro de las 200 
millas medidas desde su costa. En este sentido, la corte sostuvo: 

La costa pertinente de Colombia está por lo tanto limitada a las cos¬ 
tas de las islas bajo soberanía colombiana. Dado que el área de titula¬ 
ridades superpuestas potenciales se extiende bastante al oriente de las 

7. El 16 de noviembre del 2013, la República de Nicaragua instaura procedimientos contra 
la República de Colombia ante la Corte internacional de Justicia con el objetivo de resolver la 
cuestión de la delimitación de la plataforma continental entre Nicaragua y Colombia más allá 
de las 200 millas náuticas de la costa nicaragüense (plataforma extendida). Véase http://www. 
icj-cij.org/docket/files/r54/r7532.pdf. 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 

islas colombianas, la corte considera que la costa que debe tomarse en 
consideración es la totalidad de la costa de estas islas y no solamente 
las costas de ellas que miran al occidente. (Corte Internacional de Jus¬ 
ticia 2012, párr. 151) 


En otras palabras, al estar localizadas justo frente a Nicaragua, las islas co¬ 
lombianas generaban unos espacios marítimos que debían delimitarse con 
los espacios equivalentes de la costa de Nicaragua hacia el oriente. Debe se¬ 
ñalarse que la mera presencia de tales islas no producía el efecto de bloquear 
del todo el acceso de Nicaragua al océano Atlántico, con la consecuencia ju¬ 
rídica de que las zonas económicas exclusivas y las plataformas continentales 
se superponían tanto a la derecha como a la izquierda del archipiélago. Enton¬ 
ces, aquí interviene un factor adicional. Junto con las distancias entre los ca¬ 
yos y las islas principales, resultó definitivo para la generación de la línea que 
la corte finalmente trazó la pronunciada disparidad en las longitudes costeras 
de Nicaragua y Colombia (Corte Internacional de Justicia 2012, párr. 208-211). 
Con una simple mirada al mapa del Caribe es evidente que el litoral atlántico 
nicaragüense es inmensamente más extenso que la suma total de los litorales 
de las pequeñas islas colombianas. Este asunto se advirtió al considerarse la si¬ 
tuación concreta con Nicaragua. 

Entonces, la corte concluyó que la extensión real de la costa de Nicaragua, 
siguiendo su dirección general, corresponde a 531 km (Corte Internacional de 
Justicia 2012, párr. 145). Luego de concluir que debía medirse la totalidad del pe¬ 
rímetro costero de cada isla y cayo, la corte calculó que en el caso de las tres islas 
principales colombianas esta distancia era de 58 km, a los cuales debían añadirse 
7 km conformados por la suma de los perímetros costeros totales de Alburquer- 
que, Este-Sudeste, Roncador y Serrana, para un total de 65 km (párr. 151-152) 8 . 

La marcada disparidad en las longitudes costeras fue una de las dos circuns¬ 
tancias pertinentes que la corte tuvo en cuenta al ajustar la línea media pro¬ 
visional entre Nicaragua y las islas, como un primer paso en el proceso de la 
delimitación. Esto se tradujo en el trazado de dos paralelos al norte y al sur del 
archipiélago y en la adopción de los enclaves para Quitasueño y Serrana. Según 
el cálculo de la corte, una disparidad de 466 km arroja una relación de aproxi¬ 
madamente 1:8.2 en favor de Nicaragua. Esto debía tomarse en cuenta al mo¬ 
mento de determinar si una línea dada era conducente a una solución equitativa 
o no (Corte Internacional de Justicia 2012, párr. 153). Es evidente que si la corte 
hubiera calculado de otra manera la longitud de las costas colombianas perti¬ 
nentes, esta relación de proporcionalidad hubiera sido diferente. Lo anterior en 

8. La corte no tuvo en cuenta para estos propósitos los cayos de Serranilla, Bajo Nuevo y 
Quitasueño, por las razones expuestas en el párrafo 152 de la sentencia. 
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perjuicio de Colombia y de las áreas marítimas que le fueron finalmente asig¬ 
nadas. Por esta razón, se puede concluir que este análisis que resultó en la de¬ 
limitación a partir de las costas de las islas y los cayos del archipiélago, y no las 
costas continentales del Estado, resultó beneficioso para el Estado colombiano. 


Conclusión 

Con las anotaciones anteriores, debe considerarse, entonces, si Gaviria está en 
lo correcto cuando manifiesta que con la tesis de que San Andrés constituye un 
archipiélago oceánico la corte no hubiera podido ignorar las líneas y se habría 
visto obligada a respetar la unidad de este. Colombia seleccionó unos puntos 
de base en algunas de sus islas y cayos y generó una línea media que propuso 
a la corte como de delimitación. Además, usó una serie de factores en calidad 
de circunstancias pertinentes que, en su opinión, llevaban a concluir que esa 
línea, sin necesidad de ajustes, era equitativa por sí misma. Colombia también 
sugirió, de varias maneras y en diferentes momentos, que la delimitación de¬ 
bía efectuarse entre la fachada costera nicaragüense (costa continental e islas) 
y la insular del archipiélago, representada en la suma de las costas occidenta¬ 
les de todos sus componentes. 

La primera propuesta tuvo éxito, puesto que la corte efectivamente comenzó 
el proceso de la delimitación trazando una línea media que se parecía mucho 
a la propuesta por Colombia, aunque sin utilizar a Quitasueño como punto de 
base. No obstante, el segundo argumento no tuvo el mismo resultado, ya que 
la corte encontró que había por lo menos dos circunstancias pertinentes que 
hacían necesario introducir ajustes a la línea para convertirla en una solución 
verdaderamente equitativa, a saber: la ya mencionada disparidad entre las lon¬ 
gitudes costeras y el llamado contexto geográfico general (Corte Internacional 
de Justicia 2012, párr. 212-216). Esta segunda circunstancia implicó, en la prác¬ 
tica, que la línea de delimitación debía evitar lo que se conoce como un efecto 
de amputación {cut-off effect) en el derecho de la delimitación marítima, que 
consiste en privar a alguna de las partes del acceso a los espacios marítimos 
que le ha otorgado el derecho internacional (párr. 229-230). En el caso de los 
espacios marítimos nicaragüenses que estaban en contención —la plataforma 
continental y la zona económica exclusiva generadas por su costa y sus islas y 
hasta las 200 mi medidas desde su costa, donde ya la corte había afirmado que 
se presentaba una superposición de áreas con aquellas generadas por las islas 
colombianas)—, la corte concluyó que dejar la línea media sin modificaciones 
como frontera marítima le amputaría a Nicaragua cerca de tres cuartas par¬ 
tes de la superficie marítima sobre la cual se proyectaba su extensa costa en 
el Atlántico. Así, señaló que este efecto desproporcionado era producido por 
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unas pequeñas islas distantes muchas millas náuticas (párr. 215). Acto seguido, 
sostuvo lo siguiente: 

La corte considera que esas islas no deben ser tratadas como si consti¬ 
tuyeran una costa continental continúa extendiéndose por cerca de 100 
millas náuticas y bloqueando el acceso de Nicaragua al lecho del mar 
y las aguas al oriente de las mismas. (Corte Internacional de Justicia 
2012, párr. 215) 

En definitiva, el resultado final del ejercicio de delimitación debía ser equi¬ 
tativo para ambas partes. Esta condición se privilegió sobre cualquier otra. 
Ahora bien, ¿la situación habría sido diferente si Colombia hubiera argumen¬ 
tado que las islas y los cayos del archipiélago estaban conectadas por unas 
rectas que en el sector occidental debían forzosamente usarse como líneas de 
base para generar una de delimitación frontal con Nicaragua, para bloquear 
así su acceso a los espacios marítimos que le correspondían? Debe anotarse 
que no hay nada en la sentencia ni en la práctica de la corte que indique o 
permitía sugerir que aquel argumento hubiera podido causar algún resultado 
diferente. En estas circunstancias, el objetivo fundamental de la defensa co¬ 
lombiana tuvo que ser por fuerza, desde un primer momento, persuadir a la 
corte de que la delimitación debía hacerse en el área marítima situada entre 
el archipiélago y las costas nicaragüenses. En consecuencia, todas las restan¬ 
tes consideraciones quedaron subordinadas a ello. Es desde luego imposible 
comprobar ex post facto si adoptar una estrategia maximalista y de dudosa 
legalidad internacional hubiera podido resultar más efectivo para Colombia 
en la economía general del litigio. Por otra parte, no podemos tratar a la li¬ 
gera el hecho de que los prestigiosos intemacionalistas encargados durante 
la fase de fondo consideraron la cuestión en sus méritos y la desecharon por 
juzgarla inconveniente y perjudicial para la defensa del país ante la Corte In¬ 
ternacional de Justicia. 
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Colombia en la Guerra Fría: 
entre movimientos antiimperialistas 
y estados anticomunistas" 

Liliana Obregón 


Colombia: un concepto de estado internacional 

Inicialmente, Colombia fue concebida por Francisco de Miranda (1750- 
1816) en el siglo xvm como el proyecto de un gran estado hispanoamericano 
(Ramírez 2012; Bohórquez 1999; Martínez 2013). Simón Bolívar intentó hacer 
realidad el plan mirandino, promoviéndolo en la Carta de Jamaica de 1815 y li¬ 
derando la República de Colombia en 1819, que unía a la antigua Capitanía Ge¬ 
neral de Venezuela y al Virreinato de la Nueva Granada y, más tarde, a Panamá 
en 1821 y Ecuador en 1822. Para 1826, la Gran Colombia sería la anfitriona del 
Congreso de Panamá, que pretendía unir a las demás repúblicas de la región. 
Solo hasta 1948, en el contexto de la recién iniciada Guerra Fría, después de 
la pérdida de Venezuela (1831), Panamá (1903) y de otros territorios, Colombia 
volvió a liderar un proyecto de integración en la región como anfitriona de la 
IX Conferencia Panamericana realizada en Bogotá. 

En el presente capítulo se argumenta que la Guerra Fría inaugura una era 
de internacionalización de Colombia desde “arriba” (a través de los estados) y 
desde “abajo” (como consecuencia de los movimientos antiimperialistas tras¬ 
nacionales), impulsada en Bogotá en abril de 1948, luego del asesinato del líder 
político Jorge Eliecer Gaitán y la fundación de la Organización de Estados 
Americanos (oea) (Sánchez 2000). 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.48. 

La autora agradece la traducción del inglés de la primera versión y el apoyo de investigación 
de Juan David Martínez. 
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Los movimientos intemacionalistas latinoamericanos antes de 1948 

A mediados del siglo xix, el colombiano José María Torres Caicedo había pro¬ 
puesto la denominación de latinos para los estados provenientes de la antigua 
colonia española. Para comienzos del siglo xx, un cierto latinoamericanismo se 
había desarrollado en varios movimientos disímiles, como el arielismo, el vas- 
concelismo, el hispanoamericanismo, el marxismo latinoamericano, entre otros 
(Torres 1865). Los intelectuales y los estudiantes sentían afinidad por el indoa- 
mericanismo, como el propuesto por el movimiento Alianza Popular Revolu¬ 
cionaria de América (apra), o por el internacionalismo proletario proveniente 
de la ideología de la Revolución rusa, más que con el panamericanismo lide¬ 
rado por Estados Unidos, por el cual sentían rechazo (Moraga 2012,187-213,191). 

En 1927, varios latinoamericanos asistieron al Congreso Internacional con¬ 
tra la Opresión Colonial y el Imperialismo realizado en Bruselas. Alrededor 
de doscientos delegados representaron sociedades y organizaciones anticolo¬ 
niales y antiimperialistas de treinta y siete países y colonias. El principal logro 
del Congreso fue la creación de una Liga contra el Imperialismo y por la Inde¬ 
pendencia Nacional, en oposición al sistema de la Liga de Naciones (Kersffeld 
2010). El congreso de Bruselas fue también un intento de la Internacional Co¬ 
munista Europea por expandir su influencia en América, Asia y África. Los la¬ 
tinoamericanos que participaron se unieron para denunciar el imperialismo 
estadounidense, pero estaban divididos con respecto al rol del comunismo. 
Mientras la Liga Antiimperialista de las Américas (ladla) era aliada del Par¬ 
tido Comunista, la apra promovía abordar los problemas regionales desde la 
perspectiva del indoamericanismo. Esta perspectiva rechazaba el comunismo 
soviético y el imperialismo estadounidense, así como cualquier forma de in¬ 
tervención extranjera. En cambio, promovía la “unidad política de América 
Latina, [la] nacionalización de tierras e industrias, [la] internacionalización 
del Canal de Panamá y la acción solidaria de los pueblos oprimidos” (Haya de 
la Torre 1926, 756-759). La ladla y la apra, ambas fundadas en México, res¬ 
paldaron la “Resolución sobre América Latina” del congreso de Bruselas. No 
obstante, esta última, representada por su fundador, el peruano Víctor Raúl 
Haya de la Torre, la aprobó con reservas y rechazó la alianza de la primera con 
la Internacional Comunista. 

La ruptura de la ladla y la apra en Bruselas llevó a la división en Colombia 
y en otros países de la región entre los que argumentaban a favor de las alian¬ 
zas extranjeras y los que preferían soluciones nacionalistas (Kersffeld 2010) 1 . 


1 . El proyecto político del apra tuvo unas condiciones particulares en Colombia, por el asilo 
político de Víctor Raúl Haya de la Torre, como lo destaca el historiador Mauricio Moscoso en 
una cita de un documento del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia: “Tiene perfecto 
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En Colombia, las élites colombianas se debatían principalmente entre la crí¬ 
tica tímida al imperialismo agresivo de Estados Unidos y la gradual aceptación 
de las políticas amigables del réspice polum del presidente colombiano Marco 
Fidel Suárez (1918-1921) durante la época de la llamada danza de los millones. 
Se denominó así por el precio alto del café en el mercado internacional, los 25 
millones de dólares recibidos como indemnización por Panamá, la expansión 
de inversiones, los préstamos estadounidenses y el incremento en las exporta¬ 
ciones (Palacios y Safford 2002). En ese momento, además, se pasaba de una 
Colombia rural a una urbana. Bogotá triplicó su población: de 235 000 de ha¬ 
bitantes en 1928 a 628 000 en 1951 (citado en Braun 1987, 66). 

Por otra parte, el antiamericanismo desatado por la pérdida de Panamá 
(1903) y la masacre de Las Bananeras (1928), entre otros eventos, seguían ali¬ 
mentando movimientos e imaginarios antiimperialistas culturales y políticos 
en Colombia (Castro 2015) y la solidaridad con otros eventos de la región, como 
la Revolución nicaragüense (1927-1933), especialmente luego del asesinato de su 
líder, Augusto Sandino, en 1934. 


El comienzo de la Guerra Fría 

Después de la Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos emergió como una 
gran potencia industrial: promovió las inversiones extranjeras, el libre comer¬ 
cio y la seguridad, por medio de nuevas instituciones internacionales y orga¬ 
nizaciones como el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial (1944). 
Entre 1948 y 1951, el plan Marshall, para la reconstrucción de Europa, le otorgó 
13 mil millones de dólares (el equivalente a 130 mil millones de dólares hoy). 
La nueva política económica internacional estaba basada en el primer (1919- 
1920) y segundo (1947-1957) temor anticomunista, que llevó a la fundación de 


derecho el Estado peruano como organización política soberana e independiente que es para di¬ 
sentir de los propósitos y finalidades del apra ; puede inclusive calificar este partido de totalita¬ 
rio y antipatriota si así lo estima conveniente. Lo que hiere la lógica es señalar sus fines políticos 
y aparejarlos con los de una asociación para delinquir en el sentido de que esta denominación 
le da el derecho penal universal. El enunciado de los fines del apra’; su deseo de internaciona¬ 
lizar el canal de Panamá; el cambiar la fisionomía de los regímenes políticos en América Latina 
y todos los hechos similares que en este sentido se alegan en la nota son circunstancias y pro¬ 
pósitos de un partido político, que entran enteramente dentro de la libertad de pensamiento, 
base irrecusable de la democracia. El jefe o inspirador de un ideario sobre las cosas del Estado, 
tan bueno o tan malo como se quiera, es indudablemente un líder político. Y tal es el caso de 
Haya de la Torre”. Memorando de fecha 20 de febrero de 1949 del director del Departamento 
de Organismos Internacionales. Ministerio de Relaciones Exteriores. Diplomática y Consu¬ 
lar. Departamento Organismos Internacionales. Haya de la Torre, Víctor Raúl. Asilo Político. 
(Correspondencia). (1948-09-20). (1951-02-05). Caja 009, carpeta 00077, folio 35 (Moscoso 2013). 
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la Agencia Central de Inteligencia (cía) en 1947. Los estados latinoamericanos 
esperaban beneficiarse de un plan Marshall regional; sin embargo, solo recibie¬ 
ron la política del Buen Vecino, de Roosevelt, que consistía en tratados de libre 
comercio (Moscoso 2013, 59). Esta tiene su origen en el paradigma de seguri¬ 
dad de la Guerra Fría, mientras el miedo al nazismo cambiaba por el miedo al 
comunismo (Sáenz 2015, 248-273). 

La integración latinoamericana como parte de la política económica, ideoló¬ 
gica y de seguridad de los Estados Unidos se institucionalizó en las ocho confe¬ 
rencias de la Unión Panamericana realizadas desde 1889. El antiamericanismo, 
sin embargo, crecía de manera paralela. Aunque Colombia había aceptado la 
indemnización por Panamá en 1926, Estados Unidos seguía pidiendo pruebas 
de lealtad por una posible alianza del país con la Alemania nazi: desde desa¬ 
parecer el origen alemán de la aerolínea Scadta (para convertirse en Avianca, 
aliada de Pan American Airways) hasta presionar para que Colombia rom¬ 
piera relaciones con el eje en 1941, congelara los bienes de sus ciudadanos en 
1942, expropiara sus empresas en 1943 y declarara estado de beligerancia con 
Alemania en 1944 (Donadío y Galvis 2015). 

A pesar de los vínculos (amables y coercitivos) de los estados latinoamerica¬ 
nos con Estados Unidos, aquellos fueron excluidos de la reunión de Dumbarton 
Oaks, en 1944, en la cual Estados Unidos, junto con China, la Unión Soviética, 
y el Reino Unido, diseñaron el marco de lo que sería la Carta de las Naciones 
Unidas. Al año siguiente, México recibió a Estados Unidos y a los estados la¬ 
tinoamericanos (con excepción de Argentina y Chile) en la firma del Acta de 
Chapultepec, cuyo proyecto fue redactado por Alberto Lleras Restrepo, con el 
fin de sellar un pacto de solidaridad contra agresiones externas así como la po¬ 
sibilidad de atacar y sancionar a cada uno de los estados signatarios. 

En la Conferencia de las Naciones Unidas realizada en 1945 en San Francisco, 
los estados latinoamericanos actuaron como un bloque regional para promo¬ 
ver sus intereses, contrarrestar la posición de poder de los Estados Unidos en el 
Consejo de Seguridad y mostrar su resistencia a la promoción de la Unión So¬ 
viética de actividades comunistas y su peligrosa rivalidad con los Estados Uni¬ 
dos (Trask 1977,273). La delegación colombiana participó de manera influyente 
y activa: lograron que se incluyera el concepto de legítima defensa individual y 
colectiva y se respetaran los acuerdos regionales antes del Consejo de Seguridad, 
como lo había propuesto Lleras Camargo desde Chapultepec. Además, se opu¬ 
sieron al derecho al veto del Consejo de Seguridad. Fueron efectivos, a través 
del delegado Jesús María Yepes, en la incorporación del principio de buena fe 
en el cumplimiento de los tratados en el artículo 2° de la carta y en la elección 
de Yepes como primer colombiano miembro de la Comisión de Codificación 
y de Derecho Internacional. Además, Eduardo Zuleta Ángel fue elegido presi¬ 
dente de la primera comisión preparatoria de la Asamblea General y colaboró 
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en la decisión de hacer la sede de la onu en Nueva York, comprar los terrenos 
de la familia Rockefeller y que el diseño fuera de Le Corbusier (Tirado 1969). 

La política económica de la Guerra Fría continuó implementándose con el 
Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca de 1947, también conocido 
como el Tratado de Río, el cual creaba un “sistema hemisférico de seguridad” 
con los “propósitos y principios de las Naciones Unidas”, respeto de la demo¬ 
cracia y los derechos humanos, y el “mantenimiento de la paz y la seguridad” 
(Borda y Tickner 2011, 59). El Tratado de Río, redactado en su integridad por 
Lleras Camargo entonces embajador de Colombia en Washington (Tirado 1989, 
31), extendió el Acta de Chapultepec como una respuesta a amenazas y ataques 
luego de que los métodos de resolución amistosa y otros procedimientos falla¬ 
ran. El Tratado de Río también estableció que “un ataque armado por parte de 
cualquier otro estado contra un estado americano, sería considerado como un 
ataque contra todos los estados americanos”, en una visión amplia de región y 
legítima defensa (arts. 3, 4, 51 y 54). No obstante, la agresión fue definida como 
un ataque no armado, lo que permitió considerar al comunismo “un asunto o 
situación que [podía] poner en peligro la paz de América”, que traería algunas 
medidas de retaliación como “el retiro de jefes de misión[,] la ruptura de re¬ 
laciones diplomáticas[,] [...] la interrupción de las relaciones económicas y de 
comunicaciones [...] y el empleo de la fuerza armada” (art. 8). La definición im¬ 
precisa de agresión sentó las bases para el dominio de los Estados Unidos en un 
sistema regional y multilateral de defensa militar y económica orientado contra 
el comunismo, en el cual la neutralidad no era una opción (Caicedo 1949, 55). 


La Guerra Fría latinoamericana se inaugura en Bogotá 

El año siguiente a la firma del Tratado de Río, veintiún estados (Argentina, Bo- 
livia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Gua¬ 
temala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay y Estados 
Unidos) firmaron la Carta de la oea en la IX Conferencia Panamericana en 
1948. Esta conferencia, que tuvo lugar en Bogotá, surgió como consecuencia de 
más de un siglo de reuniones regionales, que comenzaron con el Congreso de 
Panamá de 1826, siguieron con las ocho conferencias panamericanas hechas 
desde 1889 y las tres conferencias interamericanas para la paz y la seguridad 
(1936,1945 y 1947) 2 . Colombia, como anfitriona, abría la conferencia con el dis¬ 
curso inaugural del presidente Mariano Ospina Pérez: 


2. La primera en 1889, en Washington D. C.; la segunda en 1901, en Ciudad de México; la tercera en 
1906, en Río de Janeiro; la cuarta en 1910, en Buenos Aires; la quinta en 1923, en Santiago de Chile; 
la sexta en 1928, en La Habana; la séptima en 1933, en Montevideo; la octava en 1938, en Lima. 
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desde los días de la fundación de la República, nuestra política inter¬ 
nacional ha permanecido inalterable, constituyendo [se] en zona neu¬ 
tral respetada y acatada por todos los grupos y partidos de la nación... 
Colombia ha colaborado con fe y entusiasmo, sin distinción de clases 
o de partidos, en la custodia de las libertades y derechos de los pue¬ 
blos democráticos y de la igualdad jurídica de los estados, así como en 
el sostenimiento de la solidaridad continental para la defensa del he¬ 
misferio y en el apoyo a la cooperación económica y cultural y a la so¬ 
lución pacífica de los conflictos, (citado en Consalvi 2008, 6-7) 

A pesar de estas palabras, al jefe del liberalismo y candidato presidencial, 
Jorge Eliecer Gaitán, no le fue permitido asistir a la IX Conferencia posible¬ 
mente por orden del presidente o de su canciller, Laureano Gómez, quien sería 
elegido presidente de la Asamblea. También se cree que pudo haber sido ex¬ 
cluido por presión de Estados Unidos. Otros seis liberales y seis conservadores 
fueron elegidos para representar a Colombia (por el Partido Conservador: Lau¬ 
reano Gómez, Roberto Urdaneta Arbeláez, Eduardo Zuleta Ángel, Guillermo 
León Valencia, Silvio Villegas; por el Partido Liberal: Darío Echandía, Carlos 
Lozano y Lozano, Luis López de Mesa, Jorge Soto del Corral, Antonio Rocha 
y Carlos Lleras Restrepo) (Bermúdez 1995, 3). Gómez había dicho en noviem¬ 
bre de 1947: “el doctor Gaitán... está pensando en la manera como deslustra, 
mancha y entorpece el funcionamiento de la conferencia, y nos exhiba ante los 
huéspedes de honor como un pueblo inculto y salvaje... como una horda afri¬ 
cana” (citado en Braun 1987, 244). 

Desde su crítica al gobierno por la masacre de las bananeras en 1929, Gai¬ 
tán promovió la defensa del pueblo colombiano en los atriles, hablando de su 
visión del socialismo y criticando la larga hegemonía conservadora. Además 
de ejercer cargos políticos importantes —fue alcalde de Bogotá (1936), minis¬ 
tro de Educación (1940) y de Trabajo (1944)—, fue candidato a la Presidencia. 
Como candidato tuvo el mayor impacto, pues rompió todas las formas tra¬ 
dicionales de hacer política: el gaitanismo “estaba en todas partes, en sitios a 
donde nunca antes había penetrado la vida pública” (Braun 1987,169). Con la 
manifestación del silencio, Gaitán congregó a más de 100 000 personas (una 
quinta parte de la población de Bogotá) vestidas de luto en la plaza de Bolívar, 
para denunciar la violencia promovida por los conservadores en todo el país 3 . 

La capital de Colombia había crecido exponencialmente por los refugiados 
de la violencia y, por lo tanto, tenía múltiples necesidades sociales. Para pre¬ 
parar a Bogotá como sede de la IX Conferencia Panamericana, la delegación 


3. Braun comenta, en un pie de página, que en ese entonces se decía que la manifestación del 
silencio fue la que finalmente provocó la decisión de asesinar a Gaitán (1987, 238, n. 109). 
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conservadora del evento, en cabeza de Laureano Gómez y vigilada por la Unión 
Panamericana desde Washington, hizo obras suntuosas y limpió las calles de 
mendigos, para recibir a los más de mil delegatarios que vendrían a la ciudad 
(Aprile 1983). Para Gómez, principal enemigo político de Gaitán, el éxito de 
la Conferencia Panamericana “representaba la superimposición de una nueva 
vida pública internacional sobre una vida doméstica que había caído en la vul¬ 
garidad” (Braun 1987, 242), dicho esto con posterioridad al claro dominio de 
los gaitanistas sobre Bogotá. Estados Unidos tenía vigilado a Gaitán y lo con¬ 
sideraban peligroso y poco confiable, pues pensaba que “no tendría escrúpu¬ 
los para utilizar su poder demagógico en las plazas de mercado para hacerse 
al control del gobierno por medios ilegales” (Wiley citado en Osher 2000,108). 

Por otra parte, algunos delegados latinoamericanos pensaban que la con¬ 
ferencia sería una forma de obtener apoyo económico estadounidense, mien¬ 
tras otros la veían como un foro apropiado para denunciar las intervenciones 
europeas. Estados Unidos consideraban la conferencia como el espacio ideal 
para consolidar el papel de América Latina en la Guerra Fría. Una semana an¬ 
tes, el Departamento de Estado emitió la “normativa estadounidense en rela¬ 
ción con las medidas anticomunistas que serían planeadas y llevadas a cabo 
dentro del sistema interamericano”. Esta normativa es conocida como la PPS- 
25. La PPS-25 describía al comunismo como “la herramienta del Kremlin” y 
como una amenaza a la seguridad nacional para todos los estados de América. 
Además, le sugería al general Marshall, secretario de Estado, promulgar una 
resolución contra el comunismo. El documento también anticipaba formas en 
que los Estados Unidos podrían combatir el comunismo en América Latina 
por medio de políticas de cooperación y entrenamiento, negando pasaportes 
a comunistas, apoyando la cooperación económica y social, creando bibliote¬ 
cas anticomunistas, radios, prensa y películas, haciendo inversiones y organi¬ 
zando sindicatos no comunistas (US State Dept 1948). 

Al tiempo, el embajador de Estados Unidos en Colombia, Willard S. Beau- 
lac, advertía: 

los comunistas y liberales de izquierda trataron fuertemente de sabo¬ 
tear la conferencia de Bogotá. En la reunión de apertura, los delega¬ 
dos latinoamericanos buscaban la inclusión de temas de cooperación 
económica en la agenda, mientras Marshall pedía una discusión de 
“actividades subversivas de inspiración extranjera dirigidas contra las 
instituciones y la paz y seguridad de las repúblicas americanas”. (Trask 
1977,136) 

Una semana después, el 9 de abril de 1948, Gaitán fue asesinado a pocas ca¬ 
lles de donde se realizaban las reuniones de los delegados. La muerte de Gaitán 
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provocó grandes disturbios en Bogotá. Muchos edificios fueron quemados y mi¬ 
les murieron en el llamado Bogotazo, que daría origen (o continuidad radical) 
al periodo de La Violencia (1948-1958). 

Desde 1948, los dirigentes de los partidos Conservador y Liberal han sido 
acusados de dirigir o instigar la muerte de Gaitán, aunque a ninguno se le 
formularon cargos. También circularon dos teorías sobre la participación ex¬ 
tranjera en el homicidio: (1) Gaitán fue asesinado por la cía como una de sus 
primeras misiones encubiertas. Al coincidir con la Conferencia Panamericana, 
difundirían el miedo hacia el comunismo en la región (González 2012). (2) Gai¬ 
tán fue asesinado por la Unión Soviética y la Internacional Comunista, según 
lo sostuvo el general Marshall. Cuando informó al Departamento de Estado lo 
que sucedió en Bogotá, dijo que esto no solo concernía a Colombia, sino que 
tenía implicaciones mundiales (Marshall citado en Trask 1977,120; traducción 
propia). Así apareció en un artículo del New York Times publicado cuatro días 
después del asesinato: 

Respaldando los hallazgos del Gobierno colombiano, el secretario de 
Estado Marshall y otros delegados de la Conferencia Interamericana 
han acusado a la Unión Soviética y a la Internacional Comunista de 
instigar los disturbios que arruinaron a Bogotá y proyectó una som¬ 
bra en todo el hemisferio occidental [...]. Ellos vieron en los trágicos 
eventos, que interrumpieron las deliberaciones, los mismos poderes y 
patrones en marcha como en las tentadas insurrecciones en Francia e 
Italia. Esto hace a Bogotá, como dijo el general Marshall, no solo un 
asunto colombiano o latinoamericano sino mundial, y es una ilustra¬ 
ción morbosa de la distancia a la que Rusia puede llegar en su ya no 
[Guerra Fría] contra las democracias. (Kirk 2004,22; traducción propia) 

Más que especular quién o quiénes idearon el asesinato de Gaitán, lo re¬ 
levante es que lo sucedido se alineó con las intenciones de la delegación esta¬ 
dounidense. La conferencia cerró con la aprobación unánime de los veintiún 
estados de la Resolución XXXII, redactada por Alberto Lleras Camargo, pri¬ 
mer secretario general de la oea y titulada “Declaración para la defensa y pre¬ 
servación de la democracia en América”. Esta dice: 

por su naturaleza antidemocrática y su tendencia intervencionista, la 
acción política de la Internacional Comunista o cualquier doctrina 
totalitarista es incompatible con el concepto de libertad americana, la 
cual reposa sobre dos postulados incontestables: la dignidad del hom¬ 
bre como persona y la soberanía de la nación como Estado. 
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La declaración también condena 

en el nombre del derecho de gentes, la injerencia de cualquier poten¬ 
cia extranjera o de cualquier organización política que sirva [a] inte¬ 
reses de una potencia extranjera en la vida pública de las naciones del 
continente americano!,] I a través de la adopción de] medidas necesa¬ 
rias para impedir y desarraigar actividades dirigidas, asistida, o ins¬ 
tigadas por gobiernos organizaciones o individuos extranjeros [y] un 
amplio intercambio de informaciones acerca de las mencionadas ac¬ 
tividades. (Conferencia de Estados Americanos de Bogotá 1948, 271) 

Varios comentaristas vieron la intención continental de “defensa de la de¬ 
mocracia” como un resultado directo del 9 de abril: 

tiene antecedentes de hecho en algunas experiencias chilenas y brasile¬ 
ñas, en algunos fundados temores de otras naciones americanas y, sobre 
todo, en los escandalosos sucesos colombianos, en particular bogotanos 
del mes de abril[,] [pues] fue aprobada en sus varias etapas reglamen¬ 
tarias, sin discurso alguno explicativo [...] mientras reinaba un vasto 
e igual silencio sobre los delegados pensativos, sobre los cadáveres in¬ 
sepultos del cementerio y sobre las ruinas de Bogotá. (Arango 1948,10) 

Además de la resolución, durante la IX Conferencia se aprobó el Pacto de 
Bogotá y la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre. En un 
principio, con esta última, Estados Unidos tenía la intención de instituciona¬ 
lizar la doctrina Monroe por medio de un sistema regional de seguridad cen¬ 
trado en la lucha contra el comunismo (Van Wynen y Thomas 1970). La nueva 
alianza anticomunista formada en Bogotá limitó la participación de los esta¬ 
dos latinoamericanos en otros escenarios internacionales, por miedo a perju¬ 
dicar la relación privilegiada establecida con Estados Unidos. 


Guatemala y la declaración anticomunista 
de la Conferencia de Caracas en 1954 

Sin embargo, el nacimiento de la oea fue visto por muchos latinoamericanos 
como una herramienta de Estados Unidos en su lucha contra esfuerzos colec¬ 
tivos pacíficos que parecieran ser comunistas. El papel evidente de la oea en 
apoyar el derrocamiento del presidente de Guatemala, Jacobo Árbenz Guzmán 
(1913-1971), democráticamente elegido en 1951, radicalizó los movimientos de 
oposición y grupos de solidaridad en Colombia y América Latina, al ver como 
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las intervenciones estadounidenses en la región aumentaban. Árbenz, un socia¬ 
lista moderado, contribuyó a modernizar Guatemala, a través de una reforma 
agraria que, a su vez, modificaría el entorno laboral feudal, en un país donde 
el 2 % de la población era propietaria del 70 % de la tierra. En 1952, el gobierno 
de Árbenz promulgó el Decreto 900 por medio del cual se expropiaron tierras 
rurales sin cultivar, incluidas algunas de las empresas estadounidenses, como 
la United Fruit Company, que no tenía cultivos en el 85 % de sus propiedades. 

El presidente de Estados Unidos, Harry S. Truman, con el apoyo del dicta¬ 
dor nicaragüense Anastasio Somoza, autorizó la Operación PBFortune para 
destituir a Árbenz, pero esta se abandonó una vez se filtraron algunos detalles 
secretos (Cullahther 1999,29-37). En 1953, Eisenhower, quien sucedió a Truman 
con una campaña anticomunista y antisoviética, intentó continuar con el plan 
de derrocar a Árbenz a través de la operación llamada PBSuccess. Eisenhower 
y la cía veían a Guatemala como la primera “cabeza de playa” soviética en el 
hemisferio occidental (Cullahther 1999, 26). De ahí que la participación esta¬ 
dounidense en la siguiente Conferencia Interamericana tuviera el objetivo de 
una condena regional al comunismo así como la búsqueda de apoyo indirecto 
al derrocamiento de Árbenz. El Gobierno colombiano no quería no aislarse 
del evento, pero tampoco desestimar su gravedad por miedo a una invasión 
estadounidense (El Tiempo 1954, 4). 

Semanas antes de la X Conferencia Interamericana, realizada en Caracas 
en marzo de 1954, el representante de los Estados Unidos al Consejo de la oea 
escribió: 

el mayor interés de los latinoamericanos reside en la búsqueda de acuer¬ 
dos sobre precios de materias primas, términos de intercambio co¬ 
mercial, acceso al mercado estadounidense y capital para desarrollo 
económico [...]. Al mismo tiempo, Estados Unidos busca una o más 
resoluciones anticomunistas que no tienen mayor relevancia para los 
países latinoamericanos. (Drier 1954; traducción propia) 

Sin embargo, Estados Unidos no anticipó el alcance que las delegaciones 
latinoamericanas tendrían y lo bien preparadas que estaban con respecto al 
lenguaje técnico de la Comisión Económica Para América Latina y el Caribe 
(Cepal), bajo la dirección de Raúl Prebisch (oea 1954; traducción propia). La 
opinión pública colombiana estaba de acuerdo con la perspectiva de la Cepal, 
al esperar más resoluciones y decisiones de fondo sobre temas económicos y 
de desarrollo en las conferencias de Bogotá y Caracas (El Tiempo 1954, 29 de 
marzo, 4). 

Al finalizar la cumbre de Caracas, los diplomáticos latinoamericanos du¬ 
daron en aprobar una resolución que pudiese implicar intervenciones en sus 
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propios estados, pero terminaron aceptándola con votos favorables a cambio 
de concesiones de Estados Unidos a último momento. La Resolución 93 titulada 
“Declaración de solidaridad para la preservación de la integridad política de los 
estados americanos contra la intervención del comunismo internacional” fue 
aprobada con la abstención de México y Argentina, la oposición de Guatemala y 
el apoyo de dictaduras sostenidas por ayuda estadounidense o por aquellos que 
aceptaron las concesiones de ese país (Friedman 2010). La resolución enunciaba: 

el carácter agresivo del movimiento comunista internacional continúa 
una amenaza especial e inmediata para las instituciones nacionales y 
para la paz y la seguridad de los estados americanos y para el derecho 
de cada estado a desenvolver libre y espontáneamente su vida cultural, 
política y económica sin la intervención en sus asuntos internos o ex¬ 
ternos por otros Estados!,] [de forma que estos] continuarían con la 
vigilancia y con el intercambio de información sobre actividades, finan- 
ciamiento, propaganda y viajes [comunistas] (Tenth Interamerican 
Conference 1954; traducción propia). 

Tres meses después, la cía y la oposición guatemalteca derrocaron al go¬ 
bierno de Árbenz con el apoyo de la Resolución 93 4 . El golpe de estado sirvió 
como modelo para futuras intervenciones estadounidenses, mientras tanto 
se radicalizaban los movimientos revolucionarios que sabían con certeza que 
un gobierno progresista moderado no escaparía a la persecución de Estados 
Unidos con el apoyo de la oea (Friedman 2010). 


La Declaración de San José frente a las declaraciones de La Habana 

No obstante, el panorama anterior cambió con la Revolución cubana de 1959, 
que derrocó la dictadura de Fulgencio Batista, apoyada por Estados Unidos. 
Del 22 al 29 de agosto del año siguiente, en la VII Reunión de Ministros de 
Relaciones Exteriores de la oea en Costa Rica, Estados Unidos lideró la De¬ 
claración de San José contra Cuba. En el lenguaje propio de las resoluciones an¬ 
teriores de la oea, se condenaba la intervención de “poderes sino-soviéticos” y 
aseguraba que todos los miembros de la oea estaban obligados a “someterse a 
la disciplina del sistema interamericano”. El Gobierno cubano respondió días 
después a través de la Primera Declaración de La Habana presentada durante 
la Asamblea Nacional General del Pueblo de Cuba. La asamblea condenó la 

4. El papel del Gobierno de los Estados Unidos en el golpe de Estado de 1954 ha sido bien 
documentado. Véase especialmente Schlesinger, Stephen C. y Kinzer, Stephen (1982). 
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Declaración de San José así: “es un documento dictado por el imperialismo 
norteamericano, [...] atentatorio a la autodeterminación nacional, la soberanía 
y la dignidad de los pueblos hermanos del Continente”. Además, argumentó 
que la relación de Cuba con la Unión Soviética era únicamente una respuesta 
“ante un inminente ataque del Pentágono” y ante una potencial invasión de su 
territorio “por fuerzas militares de los Estados Unidos”. La Declaración de La 
Habana también condenó un siglo de imperialismo estadounidense, las inter¬ 
venciones militares y la apropiación de tierras en América Latina. Asimismo, 
criticó la traición de los estados que cambiaron el histórico latinoamericanismo 
liberador por el panamericanismo hipócrita de la oea, la oligarquía financiera 
estadounidense, la discriminación racial, los desmanes del Ku Klux Klan y la 
explotación de los países subdesarrollados por el capital financiero imperialista. 

La Declaración de la Habana también incluyó un manifiesto de los derechos y 
deberes de los pueblos, como el derecho de los campesinos a la tierra; del obrero 
al fruto de su trabajo; de los niños a la educación; de los enfermos a la asisten¬ 
cia médica y hospitalaria; de los jóvenes a trabajar; de los estudiantes a una 
educación libre, experimental y científica; de los negros y los indios a la digni¬ 
dad plena del hombre; de la mujer a la igualdad civil, social y política; así como 

el deber de los obreros, campesinos, estudiantes, intelectuales, negros, 
indios, jóvenes, mujeres, ancianos a luchar por sus reivindicaciones 
económicas, políticas y sociales; el deber de las naciones oprimidas y 
explotadas a luchar por su liberación; el deber de cada pueblo a la so¬ 
lidaridad con todos los pueblos oprimidos, colonizados, explotados a 
agredidos, sea cual fuere el lugar del mundo en que estos se encuen¬ 
tren y la distancia geográfica que los separe. (Castro 1960) 

La prensa colombiana realizó un modesto cubrimiento del evento. Destacó 
principalmente su carácter populista y dejó de lado los postulados de la de¬ 
claración de derechos. La principal noticia que ocupaba a los medios naciona¬ 
les era la polémica reforma agraria que promovía Carlos Lleras Restrepo (El 
Tiempo 1960,1). 


Nace el movimiento de los no alineados en Belgrado en 1961 

Mientras en América Latina llovía, en el otro lado del mundo no escampaba. 
En 1955, se hizo la primera conferencia antiimperialista de nuevos estados afri¬ 
canos y asiáticos, que llevó a la formación del movimiento de los no alineados 
en 1961 como resultado de la Conferencia de Jefes de Estado o de Gobierno de 
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los Países No Alineados realizada en Belgrado 5 . Cuba fue el único estado la¬ 
tinoamericano asistente. Bolivia, Brasil y Ecuador participaron en calidad de 
observadores. En Colombia el evento no tuvo relevancia inmediata. En 1974 el 
país participaría como observador, en 1983 como miembro permanente y en 
1995 obtuvo la presidencia del movimiento. 

A pesar de la renuente y tardía participación de Colombia, la idea del no 
estar alineado con los grandes poderes tuvo eco particular en la región desde 
1961, cuando en México, durante la Conferencia Latinoamericana por la Sobe¬ 
ranía Nacional, la Emancipación Económica y la Paz, se promulgó una resolu¬ 
ción que apoyaba una futura reunión de Asia, África y América inspirada en 
los principios contenidos en la Primera Declaración de La Habana. 


El plan Lleras o la iniciativa de Colombia para expulsar a Cuba de la oea 

Estados Unidos, bajo la presidencia de John F. Kennedy, respondió a la decisión 
de Cuba de no alinearse con el lanzamiento de la Alianza para el Progreso el 
13 de marzo de 1961, un programa de ayuda económica y de desarrollo de diez 
años para Latinoamérica. Implementado por la oea, el presidente colombiano 
Lleras Camargo lo apoyó de inmediato. Un mes más tarde, sucedería el episodio 
de bahía Cochinos: la invasión a Cuba de fuerzas anticastristas apoyadas por 
Estados Unidos. La Alianza para el Progreso quedó suspendida por el rechazo 
generalizado a la acción de Kennedy contra Cuba. Por su parte, el presidente 
Lleras Camargo, con “La iniciativa de Colombia para el manejo del problema 
cubano”, ayudó a Kennedy con ideas para revivir la alianza y controlar a Cuba 
a través de una convocatoria de cancilleres que actuarían como órgano de con¬ 
sulta de acuerdo con el Tratado de Río. Lleras sugirió que era mejor actuar de 
manera multilateral y exigirle a Cuba que se portara como miembro legítimo 
de la oea. Si Cuba no accedía, el consejo de Lleras Camargo para Kennedy, co¬ 
nocida como “La iniciativa Colombia”, era que se obligara a que Cuba saliera 
de la oea. Lleras Camargo le dijo a Kennedy que para lograr un acuerdo mul¬ 
tilateral sobre esto su primer objetivo debería ser la Alianza para el Progreso 
(Caballero 2014). Es así como la visita de Kennedy a Bogotá, por iniciativa e 
invitación de Lleras Camargo, en diciembre de 1961, tuvo como objetivo dar la 
imagen pública de que Colombia colaboraba con Estados Unidos en el relanza¬ 
miento de la alianza, pero su intención secreta era aconsejarle a Kennedy cómo 
utilizar el foro multilateral de la oea para controlar a Cuba (Caballero 2014). 


5. El diario El Tiempo llamó a la reunión la conferencia de países neutralistas. El cubrimiento 
se limitó a describir los diferentes llamados que se hicieron para condenar los ensayos nuclea¬ 
res franceses y soviéticos. 
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Un mes más tarde, en enero de 1962, durante la VIII Reunión de Consulta 
de los Ministros de Relaciones Exteriores, realizada en Punta del Este Uruguay 
e impulsada por Colombia, era evidente la renuencia de algunos de los repre¬ 
sentantes de estados latinoamericanos a involucrarse en el conflicto cubano- 
americano. Pero Estados Unidos, siguiendo la propuesta de Lleras Camargo, 
hizo uso de anteriores resoluciones anticomunistas de la oea para presionar 
por el aislamiento político y económico de Cuba. Catorce estados votaron a fa¬ 
vor de la exclusión de Cuba de la organización y seis se abstuvieron (Argentina, 
Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador y México). La resolución establecía que las ac¬ 
ciones del Gobierno cubano eran incompatibles con el sistema interamericano, 
el Tratado de Río y los principios de unidad y solidaridad hemisférica. Final¬ 
mente, concluía que Cuba no podría continuar siendo representada o asistir a 
alguna reunión de la oea, pero permanecería vinculada a las obligaciones de 
la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (oea 1963,11) 6 . 

Como resultado de la resolución de Punta del Este, el embargo y la inva¬ 
sión patrocinada por Estados Unidos, Cuba se radicalizó y debió aliarse con la 
Unión Soviética con la expectativa de conseguir la ayuda económica y política 
que no pudo obtener de los estados americanos. Castro respondió inmediata¬ 
mente a la exclusión de la oea con la Segunda Declaración de La Habana, dis¬ 
tribuida por todo el tercer mundo como un llamado a otros movimientos de 
oposición que resistían a la hegemonía estadounidense y los regímenes autori¬ 
tarios. La correspondiente declaración se refirió al asunto de la oea como sigue: 

En Punta del Este se libró una gran batalla ideológica entre la Revolu¬ 
ción cubana y el imperialismo yanqui [...]. La oea quedó desenmas¬ 
carada como lo que es; un ministerio de colonias yanquis, una alianza 
militar, un aparato de represión contra el movimiento de liberación de 
los pueblos latinoamericanos [...]. Cuba ha vivido tres años de revolu¬ 
ción bajo incesante hostigamiento de intervención yanqui en nuestros 
asuntos internos [...]. Estados Unidos tiene pactos militares con países 
de todos los continentes; bloques militares con cuanto gobierno fas¬ 
cista, militarista y reaccionario que en el mundo [hay] [...]. Se reúnen 
los cancilleres y expulsan a Cuba, que no tiene pactos militares con nin¬ 
gún país. Así, el gobierno que organiza la subversión en todo el mundo 
y forja alianzas militares en cuatro continentes hace expulsar a Cuba, 
acusándola nada menos que de subversión de vinculaciones extracon¬ 
tinentales. Cuba, el país latinoamericano que ha hecho realidad el dis¬ 
frute de los derechos humanos al librar al hombre de la explotación, la 


6. Desde 1962 Cuba no ha vuelto a la oea, aun después de algunos intentos amigables en el 
2009. 
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incultura y la desigualdad social [...] es expulsada de la Organización 
de Estados Americanos por gobiernos que no han logrado para sus 
pueblos ni una sola de estas reivindicaciones. ¿Cómo podrán justificar 
su conducta ante los pueblos de América y del mundo? (Castro 1963) 


La Conferencia Tricontinental en La Habana 

Mientras los estados latinoamericanos se unían gradualmente a la agenda an¬ 
ticomunista liderada por la oea, los movimientos transnacionales antiimpe¬ 
rialistas se unían con mayor fervor inspirados en la Revolución cubana y por 
la posterior expulsión de Cuba de la oea. Según las declaraciones del movi¬ 
miento de los no alineados y de la Organización de Solidaridad con los Pue¬ 
blos de África y Asia (ospaa), formada en 1957, la región estaba bajo el control 
del poder imperial de Estados Unidos. En 1963, durante la tercera reunión de 
esta organización, la propuesta de Fidel Castro de añadir otra A por América 
a la sigla y realizar una conferencia tricontinental en la que los movimientos 
latinoamericanos no alineados y antiimperialistas participarían fue amplia¬ 
mente acogida. 

Mehdi Ben Barka (1920-1965), un líder de oposición marroquí exilado 
(Brittain 2011) conocido por intentar unir a los movimientos revolucionarios 
del tercer mundo, fue elegido como cabeza del Comité Internacional Prepa¬ 
ratorio de la Tricontinental. En la reunión de septiembre de 1964, Ben Barka 
propuso que la conferencia reuniera la Revolución rusa de 1917 con los movi¬ 
mientos antiimperialistas y de liberación nacional como parte de una estrate¬ 
gia global. “Debemos lograr una mayor coordinación en la lucha de todos los 
pueblos, debido a que los problemas de Vietnam, el Congo y la República Do¬ 
minicana tienen el mismo origen: el imperialismo estadounidense”, afirmó 
Barka (us Congress, Committee on the Judiciary 1966, 9; traducción propia). 
Este logró que las organizaciones antiimperialistas de África, Asia y América 
Latina fueran invitadas por el Comité Internacional Preparatorio. En aquellos 
países donde se encontraban varias organizaciones, se propuso la formación 
de un frente nacional. Por América Latina, Castro invitó a seis movimientos 
de liberación a la Tricontinental: al Movimiento de Liberación Nacional, de 
México; a las Fuerzas Armadas Revolucionarias, de Guatemala; al Frente de Li¬ 
beración Nacional, de Venezuela; al Frente Revolucionario de Acción Popular, 
de Chile, al Frente de Izquierda de Liberación, de Uruguay; y al Partido Co¬ 
munista Cubano. Además, de todos los miembros de la ospaa (Vázquez 1983). 

Ben Barka posiblemente fue asesinado en París en octubre de 1965. La res¬ 
ponsabilidad por su muerte nunca ha sido establecida. Algunas fuentes con¬ 
sideran que muchos gobiernos estaban en desacuerdo con la organización de 
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la Tricontinental y que esto pudo llevar a su asesinato. A pesar de la desapari¬ 
ción de Barka, la organización de la Tricontinental continuó y tres meses más 
tarde se realizó en La Habana en enero de 1966, con Fidel Castro como anfitrión. 

Durante la conferencia se fundó la Organización de Solidaridad con los Pue¬ 
blos de Asia, África y América Latina (ospaaal), con el propósito de luchar 
contra el imperialismo, el colonialismo, el neocolonialismo, el racismo y apo¬ 
yar los movimientos comunistas y socialistas en el tercer mundo. Un informe 
del Congreso de los Estados Unidos del mismo año consideró el encuentro “la 
reunión más poderosa de fuerzas procomunistas y antiestadounidenses en la 
historia del hemisferio occidental” (us Congress, Committee on the Judiciary 
1966; traducción propia). El informe da cuenta de 

83 grupos de países en los tres continentes, [...] representados en 513 
delegados, 64 observadores y 77 invitados. Estos grupos [incluyeron] 

27 delegaciones latinoamericanas. La delegación soviética era la más 
grande la conferencia, con 40 delegados. Los países asiáticos estaban 
representados por 197 delegados, mientras que los países africanos te¬ 
nían 150 y los grupos comprendían 165 delegados. Participaban tam¬ 
bién en la conferencia 129 periodistas de 35 países, incluyendo varios 
que venían de Estados Unidos y más de 100 periodistas cubanos. (US 
Congress, Committee on the Judiciary 1966; traducción propia) 

La delegación colombiana, la más numerosa de América Latina, estaba com¬ 
puesta por miembros del Partido Comunista, como Diego Montaña Cuellar, 
Jorge Zalamea, Luis Carlos Pérez. Algunas personas no asistieron pero esta¬ 
ban invitadas, como Gloria Gaitán, la hija de Jorge Eliecer Gañán. El Tiempo 
juzgó a la conferencia como “una auténtica amenaza”, cuyo objetivo era “per¬ 
turbar la vida democrática de las naciones en desarrollo, particularmente las 
de este hemisferio” ( El Tiempo 1966, 3 de enero, 4). 

Al igual que las conferencias de los estados, la Tricontinental aprobó reso¬ 
luciones que les dieron una imagen de legitimidad a las discusiones, en lo que 
Robert Young ha llamado el principio de la subjetividad poscolonial o triconti- 
nentalismo 7 . Por ejemplo, una resolución establecía lo siguiente: “los pueblos de 
los tres continentes deben responder a la violencia imperialista con violencia 
revolucionaria para conservar la independencia obtenida después de años de 
lucha, así como lograr la liberación de los pueblos que están luchando para des¬ 
hacerse del lazo colonial” (us Congress, Committee on the Judiciary 1966; tra¬ 
ducción propia). La declaración final de la conferencia condenó el imperialismo 

7. Young sostiene que tricontinentalismo es un término más apropiado para el poscolonia¬ 
lismo, porque empieza en La Habana en 1966 (Young 2005,11). 
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estadounidense por llevar a cabo una política de intervención sistemática y de 
agresión militar contra las naciones de los tres continentes, constituir “la base 
de la opresión, dirigiendo, proveyendo y sosteniendo el sistema mundial de ex¬ 
plotación”, desatar una guerra agresiva en Vietnam del Sur, imponer políticas 
en Cambodia y República Dominicana, bloquear a Cuba, (vi) y ocupar Puerto 
Rico. Finalmente, la declaración expresó su “solidaridad con la lucha armada 
de los pueblos de Venezuela, Guatemala, Perú, y Colombia” y declaró a la Re¬ 
volución cubana como relevante “para los pueblos de los tres continentes por su 
tamaño, posición geográfica tan cerca de los Estados Unidos y en una zona ro¬ 
deada de gobiernos títeres de los imperialistas yanquis [...], prueba [...] [de] que 
[...] una revolución es posible e invencible” (1966,16; traducción propia). La Tri- 
continental también declaró que el sistema de la oea estaba manipulado por Es¬ 
tados Unidos y no tenía autoridad legal o moral para representar a las naciones 
de América Latina (1966,17; traducción propia). También denunció la “interven¬ 
ción yanqui en las luchas armadas de Colombia” (Asociación Jurídica Colom¬ 
biana 1966,104) e incitó a los movimientos revolucionarios de Perú, Ecuador 
y Venezuela a aunar esfuerzos para acabar con las prácticas militares conjun¬ 
tas que realizaban los ejércitos nacionales con su contraparte estadounidense. 

Así como la oea y los Estados Unidos contribuyeron a que el Gobierno cu¬ 
bano y los grupos de oposición latinoamericana se radicalizaran, la participa¬ 
ción de movimientos radicales en la Tricontinental aumentó el miedo de los 
gobiernos de la región hacia el comunismo. Las tres organizaciones creadas 
—la Organización de Solidaridad Tricontinental de los Pueblos (ostp), la Or¬ 
ganización de Solidaridad de los Pueblos de África, Asia y América Latina 
(ospaaal) y la Organización de Solidaridad de América Latina (osal), atemo¬ 
rizaron a los estados miembros de la oea. Las describían de la siguiente ma¬ 
nera: “[como] una verdadera amenaza para los pueblos libres del mundo y, a 
nivel hemisférico, representa[n] la amenaza más peligrosa y seria que la interna¬ 
cional comunista ha realizado contra el sistema americano [...] y constituye[n] 
una amenaza para la seguridad del hemisferio” (oea 1966; traducción propia). 
Con el voto favorable de todos sus miembros, salvo el de México, la oea en¬ 
vió una carta de protesta al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, en 
febrero de 1966, en la que sostenía que la Tricontinental era una amenaza di¬ 
recta y que sus participantes eran “terroristas, criminales y organizaciones 
guerrilleras” que representaban “fuerzas antidemocráticas de izquierda” (oea 
1966; traducción propia). Días después, Fidel Castro respondió por medio de 
una carta dirigida a la Secretaría General defendiendo férreamente la Tricon¬ 
tinental” (oea 1966; traducción propia). 

La Tricontinental reunió a movimientos antiimperialistas latinoamericanos 
que tenían alianzas de solidaridad globales, como el panafricanismo y el pana- 
rabismo, hechas para contrarrestar las fragmentaciones que el poder colonial 
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creaba. La Tricontinental también trajo una nueva comprensión del imperia¬ 
lismo del siglo xx, desde una visión moderna de la doctrina Monroe así como 
una perspectiva desde abajo del internacionalismo o un “internacionalismo 
proletario” que buscaba promover “un mundo [...] sin hambre o pobreza, sin 
opresión y explotación, sin humillación o desprecio, sin injusticia o desigual¬ 
dad, donde cada uno [pudiera] vivir con completa dignidad moral y material, 
en verdadera libertad” (Young 2005,19; traducción propia). 


El fin de la Guerra Fría y el giro de Colombia hacia los no alineados 

La luna de miel de la alianza de Estados Unidos con los estados latinoameri¬ 
canos, fortalecida en Bogotá, comenzó a deteriorarse cuando las promesas de 
ayuda económica e inversión no estaban a la altura de las expectativas creadas 
en 1948. La onu y otras organizaciones nuevas abrieron escenarios multilatera¬ 
les en los que asuntos como el papel de las compañías multinacionales, la po¬ 
sibilidad de recibir transferencias de tecnología, la regulación de los recursos 
marítimos, la inversión extranjera y el comercio internacional, que interesa¬ 
ban a los estados latinoamericanos desde finales de la Segunda Guerra Mun¬ 
dial, podían ser discutidos (Saddy 1983,10-11; traducción propia). 

En la Tercera Cumbre del Movimiento de los no Alineados (noal) de 1970, 
realizada en Zambia, algunos estados latinoamericanos comenzaron a presen¬ 
tar posiciones oficiales antineocoloniales (Saddy 1983, 16; traducción propia). 
Ya en la sexta cumbre, realizada en La Habana en 1979, Argentina, Bolivia, Gu¬ 
yana, Jamaica, Nicaragua, Panamá, Perú, Surinam, Trinidad y Tobago parti¬ 
ciparon con derecho a votar, mientras que Barbados, Brasil, Colombia, Costa 
Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, México, Santa Lucía, Uruguay y Vene¬ 
zuela asistieron como observadores. Al igual que en 1966, Fidel Castro lideró la 
reunión. En esta ocasión, eran los estados latinoamericanos los que condenaron 
abiertamente la dependencia económica. El presidente colombiano, Alfonso 
López Michelsen, declaró que los países latinoamericanos eran “los peones de 
la Guerra Fría” y debían dejar el aislamiento extremo por medio de la indus¬ 
trialización, la sustitución de importaciones y la promoción de programas de 
integración regional (Borda y Tickner 2011). 

En 1983, Colombia fue aceptada como miembro pleno de los noal (Borda y 
Tickner 2011, 57). El mariscal Tito había invitado al país a volver y a asumir un 
papel más activo, en su visita a Colombia durante el gobierno de Julio César 
Turbay, puesto que la calidad de observador la había obtenido en el cuatrienio 
de López Michelsen pero su sucesor decidió retirarse del movimiento. La de¬ 
cisión definitiva de ingresar como miembro pleno se realizó durante la presi¬ 
dencia de Belisario Betancur, a pesar de la posible reacción negativa de Estados 
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Unidos o la oposición de Cuba o Nicaragua. Las principales razones que lleva¬ 
ron al país a ingresar al movimiento fue el relativo aislamiento regional des¬ 
pués de no apoyar la causa argentina en la guerra de Las Malvinas, el deseo de 
equiparar el protagonismo regional que tenían vecinos como Venezuela o Ni¬ 
caragua y tratar de conseguir beneficios económicos y políticos a nivel interna¬ 
cional que el alineamiento con Estados Unidos había impedido (Miranda 1995). 

Con el fin de la Guerra Fría y con la política de mayor internacionalización 
y solidaridad Sur-Sur de la administración de César Gaviria, Colombia aceptó 
la presidencia de los noal de 1995-1998 y organizó la XI Cumbre en la ciudad 
de Cartagena con Ernesto Samper como presidente. Luego de haber liderado 
la alianza con Estados Unidos, las políticas anticomunistas de la oea y el ais¬ 
lamiento de Cuba durante medio siglo, en un giro irónico, Colombia reaparece 
como el segundo país latinoamericano (después de Cuba) en dirigir una orga¬ 
nización que tuvo su origen en la oposición al imperialismo estadounidense y 
soviético. Colombia pasó poco a poco de la política del réspice polum a dirigir 
una cumbre de no alineados pos Guerra Fría que rechazaba el bloqueo comer¬ 
cial a Cuba, el sistema del veto del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 
y el uso de pruebas nucleares, en abierto enfrentamiento a Estados Unidos. Lo 
que ya había hecho la internacionalización desde “abajo” ante la solidaridad 
del sur global era ahora el eslogan de la nueva posición estatal: “Sí, la Guerra 
Fría ha terminado, pero este hecho no ha implicado el fin de la pobreza en el 
mundo”, declaró Ernesto Samper en la ceremonia de apertura. Además, afirmó: 
“Hoy la principal razón para la existencia del movimiento de los no alineados 
es la de superar esas barreras a través de la solidaridad [...] y liberamos de la 
peor de todas las tiranías, la de la pobreza”. 
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Colombia y la ansiedad universal: afectos, 
técnicas y saberes de la modernización 

Juan Ricardo Aparicio, Pablo Jaramillo y Carlos A. Manrique 


En el año 2014 causó un cierto revuelo mediático en nuestro país la colum¬ 
na de opinión del economista James Robinson titulada “¿Cómo modernizar a 
Colombia?”. La agitada controversia se centró en si la manera de lograrlo pro¬ 
puesta allí era la adecuada o no, pero nunca se interrogó la asunción de fondo 
ni su carga imperativa. Esta ansiedad modernizante —y el abrumador con¬ 
senso— tiene una larga y compleja historia en Colombia. Incluso nos atreve¬ 
ríamos a decir que el país ha sido un laboratorio privilegiado en donde ciertos 
discursos modernizantes se han consumido asiduamente, a la vez que se han 
dinamizado con la participación de nuestras élites en su coproducción. En un 
sentido amplio, nuestro propósito en este capítulo es explorar y rastrear tres 
escenas históricas en las que este imperativo modernizante se ha configurado y 
sedimentado en Colombia, con la consecuencia de emplazar a nuestro país en 
el campo de lo internacional. Así, al entrar en la discusión que plantea este vo¬ 
lumen, evitamos asumir lo internacional como un contexto global ya dado en 
términos geográficos e institucionales. Tampoco es para nosotros lo que emer¬ 
ge cuando varias naciones deben, quieren o tienen que relacionarse entre sí. En 
nuestro análisis, lo internacional es un proyecto de organización institucional, 
política, social y sobre todo moral, que abre la posibilidad de transportar for¬ 
mas de ser, de hacer y de pensar globalmente. Entonces, consideramos que lo 
internacional es una categoría etnográfica y una realidad semántica y material, 
históricamente devenida, contingente y, por ello, transformable. 

Así, queremos explorar cómo el campo de lo internacional y el lugar de 
Colombia en este campo se han constituido históricamente en el despliegue 
de complejos ensamblajes de discursos, técnicas, actitudes y afectos, y en los 
procedimientos y contingencias históricas que han determinado los modos de 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.49. 
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transporte de estos ensamblajes en el campo de la geopolítica mundial. Nos 
concentramos en la manera como el humanitarismo, el desarrollo y el multi- 
culturalismo hicieron su entrada en la historia de nuestro país. Nuestro análi¬ 
sis hace énfasis en la entrada, pues su despliegue es un asunto que no se puede 
abarcar en un solo artículo y ha sido trabajado por diversos autores 1 . Intenta¬ 
mos rastrear y describir, asimismo, algunas de las condiciones históricas y de 
los procedimientos discursivos y técnicos que han hecho posibles su transpor- 
tabilidad. No nos interesa tanto la dirección del transporte (pues ahora países 
como México, Brasil y Colombia se han vuelto exportadores de ensamblajes 
globales) como la aspiración de que proyectos institucionales e ideales civi¬ 
les y morales pueden ser aplicados independientemente del contexto. Como 
veremos, una de estas condiciones de posibilidad para la configuración y el 
desplazamiento de estos discursos de unos escenarios geopolíticos, sociales 
y culturales a otros —que resulta ser una de las características transversales 
más notables de su convergencia— es la asunción de un sustrato universal de 
lo humano que opera como su objeto de conocimiento, de cuidado y de pro¬ 
tección. Así, en estos ensamblajes opera una determinación de la vida humana 
como lugar de irradiación de saberes y valores universales; esta determinación 
funciona siempre de manera implícita y difusa, es un supuesto autoevidente e 
incuestionado, como se hará evidente en el curso de la exposición. Nos ha lla¬ 
mado poderosamente la atención de qué manera este sustrato ontológico de 
una vida humana sufriente, necesitada o jurídicamente amparada, cuya posi¬ 
tividad y “objetividad” se asume de manera axiomática, cataliza y dinamiza, 
a su vez, la legitimidad epistemológica de ciertos saberes (la economía como 
ciencia que orienta el gobierno del estado), la autoridad normativa de ciertas 
prescripciones morales (la compasión activa ante el cuerpo del extraño que 
sufre, en el dispositivo humanitario) o de algunos encuadres jurídico-institu- 
cionales (la diferencia étnica amparada por el escudo del derecho inalienable). 

Como proyecto, lo internacional se remonta tanto a aspiraciones colonia¬ 
les de gobierno planetario (Mignolo 2000) como a ideales cosmopolitas que 
promulgan ciudadanías universales, a la vez que hablan desde la perspectiva 
de ideales normativos etnocéntricos (Harvey 2009). Según Mitchell (2011), fue 
posible acercarse a este proyecto solo después de la Segunda Guerra Mundial, 
a causa de la demanda (por parte de Estados Unidos) de fragmentación del 
Imperio británico, de la emergencia de instituciones como las Naciones Unidas 
y de la creación de la banca multilateral. Solo a partir de ese momento se puede 
hablar de un mercado en sentido liberal (que Polanyi parece haberse apresu- 


1. Para el caso del desarrollo véase principalmente Escobar (1995, 2008); para el humanita¬ 
rismo véase Tate (2007) y Aparicio (2012); para el multiculturalismo véase Santamaría (2008) y 
Jaramillo (2014). 
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rado a datar) y es esta también la época de las “democratizaciones”. Para enten¬ 
der este proyecto en otros sentidos más que el de mera integración económica 
y armonización normativa, Collier y Ong (2005) han propuesto el concepto 
de ensamblaje como una manera de comprender conjuntos de conocimientos, 
prácticas, artefactos y tecnologías que hacen posible la transportabilidad de re¬ 
gímenes enteros (tanto en sus aspectos semánticos y discursivos como en sus 
repercusiones materiales). Estos ensamblajes son universales, pero no perma¬ 
necen inmutables; por el contrario, crean trayectorias específicas que explora¬ 
das en las siguientes secciones. 

Nuestro método consiste en rastrear el devenir de discursos universalis¬ 
tas en nuestro país durante el último siglo, desde la perspectiva foucaltiana 
de la problematización (Foucault 2005). Es decir, preguntándonos cómo he¬ 
mos devenido lo que somos e interrogándonos por este ser en su contingencia 
histórica y por el modo como se ha configurado en dispositivos que anudan 
la producción de saberes y complejas técnicas de gobierno de la vida humana. 
Buscamos analizar cómo los universales que estos ensamblajes estudiados lle¬ 
van consigo (el de lo humanitario, el del desarrollo y el del multiculturalismo) 
se cruzan constantemente. Dichas intersecciones serán señaladas a lo largo de 
la exposición. El capítulo se nutre de un trabajo transdisciplinar, de etnogra¬ 
fía y teoría política, que se ocupa de pensar nuevos modos de análisis compa¬ 
rativo entre contextos dispares a partir de categorías como la del transporte 
global de discursos y prácticas. 


Lo humanitario 

De todos los aspectos implicados en esta noción de ensamblaje, nos interesa ex¬ 
plorar la conformación de la universalidad de lo humano que se pone en juego. 
La positividad empírica de esta vida humana, en el caso del humanitarismo, es 
la de la persona sufriente. Este atributo no es solo un dato biológico (aunque 
también se hace inteligible de esa manera); es también una estructura de la sen¬ 
sibilidad, el afecto y la imaginación en relación con el conciudadano y con el 
extraño. Al cumplirse los ochenta y siete años de la existencia de la Cruz Roja 
Colombiana, el 12 diciembre del 2002, el director general de salud de esta ins¬ 
titución presentó un resumen de la misión de la institución, sus actividades e 
historia, frente a la Academia General de Medicina (Castellanos 2002). Ubicó 
un primer antecedente de sus labores en la guerra de los Mil Días, en concreto 
en la batalla de Palonegro, que se desarrolló en Santander entre el 11 y 26 de 
mayo de 1900 y que daría el triunfo a las huestes conservadoras. En la página 
web de la institución, se describen estos sucesos: 
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cuando un puñado de médicos liderados por el doctor Putnam y con 
unas improvisadas ambulancias en forma de carruaje de cuatro rue¬ 
das haladas por dos caballos cada una y en sus costados pintados dos 
cuadrados sobre fondo blanco y en cada uno una cruz roja con cinco 
cuadrados en señal de protección, abrazaron la misión de asistir a los 
cientos de heridos que quedaban a lo largo del campo de batalla, sin 
importar su afiliación política. (Cruz Roja Colombiana 2015) 


Que en esta cita se mencionen los cuadrados sobre fondo blanco y la famosa 
cruz roja en señal de protección no es coincidencia. Da cuenta quizás de la lle¬ 
gada al país por primera vez de lo que podemos denominar la actitud ética hu¬ 
manitaria (virtud), concerniente al cuidado y la protección de los extraños que 
sufren, bajo la mirada de una naciente e improvisada medicina de guerra que 
declara su neutralidad frente a los sucesos 2 . En efecto, se trata del momento 
en que una virtud se convirtió en la obligación moral de atender a los heri¬ 
dos de guerras sin importar el bando al cual pertenecían (Restrepo 2005, 23) 3 . 
Unas cuantas décadas antes, tal racionalidad y práctica virtuosa había llevado 
a inaugurar la Cruz Roja Internacional, luego de los sucesos de la famosa ba¬ 
talla de Solferino, que tuvo lugar el 24 de junio de 1859, como lo informaba el 
Museo de la Cruz Roja Internacional en Ginebra (Suiza) —uno de nosotros lo 
pudo visitar—. En este museo se informa al visitante que la batalla fue conse¬ 
cuencia de la disputa entre los franceses, los piamonteses y los austríacos que 
habían ocupado Lombardía y Venecia con el fin de unificar Italia. Henry Du- 
nant, fundador de la Cruz Roja Internacional y que escribió sus memorias de 
la batalla cuando regresó a Ginebra, llegó a Solferino como un simple turista 
y se vio atrapado en una de las guerras más sangrientas del siglo xix, en la que 
murieron 40 000 hombres en un solo día, según se explica en el folleto del mu¬ 
seo (Dunant 1982; Museo Internacional de la Cruz Roja y la Media Luna Roja 
2000, 24). En la sala se exponen los uniformes que utilizaban las tropas del 
Ejército, así como dibujos e imágenes de dolor, cadáveres, incendios y escenas 
de la batalla. Al lado de las imágenes hay varios fragmentos del diario de Du¬ 
nant. Queremos transcribir unos de estos por la similitud con el citado evento 
de Palonegro en Santander: 


2. Aquí queremos aclarar que de ninguna manera esta práctica virtuosa es originaria en tal 
sentido, tal como lo ha demostrado Bornstein y Redfield (2007). 

3. En el libro sobre la historia de la Cruz Roja Colombiana, Restrepo describe estas obligacio¬ 
nes a propósito de las primeras operaciones humanitarias: “Imponer el principio de neutralidad, 
en medio de una guerra alimentada por pasiones sectarias de lado y lado, fue el primer reto de 
las ambulancias y equivalía a una revelación para una sociedad dividida por el odio partidista” 
(2005, 23). 
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Las mujeres de Castiglione, viendo que yo no hacía distinción entre 
nacionalidades, siguieron mi ejemplo y mostraban la misma amabi¬ 
lidad con aquellos hombres de orígenes tan diferentes que eran unos 
completos extraños para ellas. “Tutti fratelli”, repetían con gran emo¬ 
ción. ¡Todo mi respeto para aquellas mujeres compasivas, para las mu¬ 
jeres de Castiglione! (Museo Internacional de la Cruz Roja y la Media 
Luna Roja 2000, 25) 


Aparicio (2012) destaca la actitud de Dunant: “no te resignes, actúa siempre”; 
por esta actitud, para Dunant (1982), la nacionalidad de los heridos (o para el 
caso colombiano, la filiación partidista) era algo irrelevante. La idea era clara: 
“No me importa tu nacionalidad ni tu lugar de nacimiento, solo quiero curarte”. 
Las mujeres de Castiglione adoptaron una actitud similar, ayudando a los sol¬ 
dados heridos sin importarles que fueran italianos, franceses o austríacos. Lo 
que nos interesa no es tanto el alcance o la delimitación exacta de la comuni¬ 
dad que sufre y de la que cuida al que lo necesita independientemente de su 
nacionalidad. Se trata del momento en el cual una práctica virtuosa (curar al 
extraño que sufre) lleva a la creación de instituciones especializadas en atender 
a los soldados y los heridos de los conflictos internacionales —como el Comité 
Internacional de la Cruz Roja (cicr) — y, como argumenta Redfield (2011), se 
crea un espacio ajeno a la batalla predeterminado por unos profesionales mé¬ 
dicos y por unas situaciones reales relacionadas con el sufrimiento. 

En este sentido, queremos hablar de la importante batalla de Palonegro, en 
la que vemos desplegarse estas mismas prácticas. En el discurso de la Cruz Roja 
Colombiana mencionado, se describen estos eventos: 

Mientras tanto en Bogotá, los señores Santiago Samper, Hipólito 
Machado, Nicolás Buendía, Lisandro Reyes y José María Montoya, 
emulando la actuación que en conflictos venía haciendo una entidad 
conocida en el ámbito internacional como Cruz Roja, se dieron a la ta¬ 
rea de organizar unas ambulancias, con su correspondiente personal 
de médicos en ejercicio y practicantes, farmaceutas, mujeres vestidas 
de enfermeras y hermanas de la caridad y la ofrecieron al Gobierno 
con el nombre de Cruz Roja para socorrer a los heridos y enfermos en 
el campo de Batalla. Igualmente, otros filántropos bogotanos congre¬ 
gados en la casa de la familia Samper Brush recogieron socorros, para 
atender a las víctimas de ambos ejércitos. (Castellanos 2002) 

Unos años más adelante, el 30 de julio de 1915, en el Teatro Colón de Bogotá, 
se inauguró el capítulo de la Cruz Roja Colombiana, con un postulado que cla¬ 
ramente hace eco de la noción de humanidad ya practicada en Solferino: “todos 
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somos seres humanos” (Restrepo 2015). Se afirmó también la necesidad de una 
organización dedicada a “prevenir y aliviar los horrores de la guerra” y —muy 
relevante para nosotros— “formada a imagen y semejanza de la institución de 
ayuda más extensa del mundo, partícipe de los mismos principios de humani¬ 
dad, neutralidad e imparcialidad, nutricios de la originada en Suiza” 4 . Ahora 
bien, el mismo discurso del resumen de las actividades de la Cruz Roja Colom¬ 
biana describe cómo luego del acto de fundación de esta institución fue recono¬ 
cida por el Gobierno de la República de Colombia. El entonces presidente, José 
Vicente Concha, le otorgaría personería jurídica mediante resoluciones del 22 
de febrero de 1916. En definitiva, la llegada de la organización humanitaria de¬ 
mostraría lo que Redfield había anotado sobre la importancia del lanzamiento 
de la Cruz Roja Internacional luego de los eventos de Solferino: el momento en 
el cual “el humanitarismo transformó una cuestión de virtud en una categoría 
moral y jurídica centrada en la atención sanitaria” (Redfield 2011, 59). 

Muy pronto, como lo menciona el discurso (Castellanos 2002), en marzo 
de 1922 el Comité Internacional de la Cruz Roja recibió a la delegación colom¬ 
biana en Ginebra, para ser reconocida como miembro de esta organización. La 
misma narración informa que su actividad inicial fue la vacunación y desarro¬ 
llo del programa Gota de Leche con la niñez en los centros asistenciales de salud 
(Restrepo 2005). También en 1922 la organización colombiana obtuvo el reco¬ 
nocimiento como auxiliar de los poderes públicos en la atención de conflictos 
armados mediante Decreto 313 de 1922. Unas décadas más tarde, mediante el 
la Ley 42 de 1937, la Cruz Roja Colombiana se convirtió en una institución de 
asistencia sanitaria en toda clase de accidentes, calamidades y catástrofes. Con 
la creación del Socorro Nacional en Casos de Calamidad Pública, mediante 
la Ley 49 de 1948, la Cruz Roja Colombiana se encargó de atender a las vícti¬ 
mas de desastres o siniestros públicos (Castellanos 2002). Hasta mediados del 
siglo xx, como lo señalan las palabras inaugurales, la Cruz Roja Colombiana 
prestó su ayuda en la guerra de los Mil Días (1899), la guerra con el Perú (1932), 
durante la violencia de los años cuarenta y cincuenta y El Bogotazo (9 de abril 
de 1948). También socorrió a las víctimas del incendio de Manizales (1925) y 
de la explosión de Cali (1956). 

Con Colombia: troubles intérieurs, una cinta que rodeaba todo el Museo de 
la Cruz Roja en Ginebra con los años de 1948,1958,1959,1963, entre otros más, 
se construyó una red de actores, discursos y prácticas que se transportaban 

4. Augusto Ramírez Ocampo, excanciller de Colombia, quien hace el prólogo del libro sobre 
la Cruz Roja Colombiana, escribiría: “Humanidad ha sido y seguirá siendo el principio angu¬ 
lar de un movimiento singular que ha sabido honrar con creces la Sociedad Colombiana de la 
Cruz Roja, desde mucho antes de su fundación oficial, cuando ilustres colombianos trajeron el 
espíritu de tan magna institución con el fin de mitigar el sufrimiento y el dolor de las víctimas 
de la guerra civil de los Mil Días” (2005, 12). 


Colombia y la ansiedad universal: afectos, técnicas 173 

Y SABERES DE LA MODERNIZACIÓN 


desde Suiza hasta Colombia, a partir de principios del siglo xx. A su vez, se 
afirmaba la construcción de una comunidad internacional del cuidado encar¬ 
gada de proteger a los extraños que sufren, en defensa del llamado de la huma¬ 
nidad. En la calamidad pública, el desastre o la emergencia humanitaria que 
expondría a cuerpos y poblaciones a sufrimientos y tragedias sin importar su 
nacionalidad, partido, ideología o religión, este viejo y nuevo llamado a pro¬ 
teger la humanidad se afianzaba en Colombia. Como también fue el caso para 
el mundo humanitario en general, hacia las últimas décadas del siglo xx las 
revoluciones digitales y de comunicación hicieron más notables y transporta¬ 
bles estos sufrimientos y estos llamados a la acción en Colombia 5 . Como lo han 
referenciado los trabajos de Bitar (2007), Tate (2007), Orozco (2005), Aparicio 
(2012) y Aranguren (2016), las agendas de los derechos humanos y del derecho 
humanitario fueron incorporadas en Colombia sobre todo en las tecnologías 
del Gobierno, mediante su internalización en la Constitución Política, y en la 
misma racionalidad del Estado al enfrentar nuevos problemas, como el des¬ 
plazamiento interno, el terremoto de Armero, la represión ejercida durante el 
llamado estatuto de seguridad nacional y la violencia paramilitar, etc. Profun¬ 
dizar en estos asuntos es una tarea que, por limitaciones del artículo, no po¬ 
demos hacer acá. 


Desarrollo 

En la entrada del discurso del desarrollo se despliega una forma de universa¬ 
lidad de lo humano relacionada con lo humanitario, pero centrada en la no¬ 
ción de necesidad y bienestar; en este caso, como veremos, los efectos de dicho 
discurso en el gobierno de la vida como gobierno de la conducta tienden a for¬ 
mas de individuación y subjetivación (en las que se concibe y se tiende a produ¬ 
cir la identidad del individuo). En estas, se configura un ser humano definido 
por su condición de sujeto productivo y por su interés como agente económico. 
Así, Colombia es el primer país del mundo en el que se lleva a cabo en 1949 una 
misión técnica del apenas naciente Banco Mundial, en esa entonces llamado 
Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (birf). Como nuestra pre¬ 
gunta central al estudiar esta misión es cómo se despliega allí una racionali¬ 
dad gubernamental cuya premisa autoevidente e incuestionada es que hay una 
cierta universalidad defacto de la vida humana como objetivo de la acción del 
gobierno estatal, la perspectiva de nuestro análisis difiere de otros interesantes 
trabajos que han investigado esta misión como ejemplo paradigmático de una 

5. Véase el análisis de Aparicio (2012) y Redfield (2008,151) sobre la imagen y la consciencia 
humanitaria. 
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inserción del Estado colombiano en el campo de las relaciones internacionales 
y sus efectos (Arévalo 1997; Cepeda 1989; Salazar 2003). En estas investigacio¬ 
nes históricas se asume lo internacional como el campo ya dado de las relacio¬ 
nes entre los estados y los organismos multilaterales desde el punto de vista del 
interés racional de los actores en un escenario de la realpolitik. Como lo hemos 
indicado desde el comienzo, la aproximación de nuestro análisis implica otro 
modo de entender lo internacional como una forma de experiencia histórica¬ 
mente devenida en la que intervienen discursos, afectos, técnicas de poder, cor¬ 
poralidades y afectividades, cuyo alcance excede el ámbito de lo institucional. 

Teniendo en cuenta estas aclaraciones, destacamos cómo el exhaustivo tra¬ 
bajo de esa misión del Banco Mundial dirigida por el economista canadiense 
Lauchlin Currie, consignado en un portentoso informe de más de setecientas 
páginas, tiene como objetivo principal “elaborar un programa sólido de fo¬ 
mento para Colombia, con miras a elevar el nivel de vida de su pueblo” (birf 
1951, 407). Tan solo cinco años antes, en el marco de la emblemática confe¬ 
rencia de Bretton Woods, en la que la delegación monetaria y financiera de la 
Organización de las Naciones Unidas (onu) se reunió para enfrentar los re¬ 
tos del mundo de la posguerra y en donde se decidió la creación del birf, el 
por entonces secretario de Estado de EE. UU., William L. Clayton, pronun¬ 
ció estas palabras que no tardarían en hacerse célebres: “We need markets 
—big markets— around the world, in which to buy and sell” (Alqaq 2009,15). La 
pregunta por cuál es la relación entre el objetivo explícito de la misión Currie 
—a saber: sustentar con el saber científico-técnico especializado de la ciencia 
económica un “programa” para orientar la acción gubernamental del Estado 
colombiano, con miras a mejorar los muy bajos índices del “nivel de vida” de su 
pueblo— y la necesidad comercial de EE. UU. de “crear un mercado mundial 
para comprar y vender” como condición para el continuado fortalecimiento de 
su economía no es en sí misma difícil de responder. Un mercado mundial de 
intercambios comerciales no puede existir sin actores (vendedores y compra¬ 
dores) competentes. Un país competente desde el punto de vista económico es 
uno adecuadamente productivo. El primero de los factores que el informe de 
la misión Currie menciona como esencial para alcanzar cierto “nivel de vida 
o el bienestar económico” de un pueblo es la “productividad per cápita” (birf 
1951,15). Elevar el nivel de vida del pueblo colombiano es concebido, entonces, 
como causa y efecto de un aumento de la productividad de la economía nacio¬ 
nal. Este es, a su vez, pensado como la condición necesaria para que el país sea 
un actor funcional y miembro activo en el mercado mundial. 

Esta funcionalidad, como era de esperarse, no fue en ningún momento men¬ 
cionada en el informe de la misión Currie, que se concentra en el estudio de los 
factores internos de la economía y sus variables constitutivas. El diligente tra¬ 
bajo de la misión se presenta exclusivamente en términos de una cooperación 
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internacional solidaria, prestada con la estricta “objetividad” de un saber cien¬ 
tífico-técnico, con miras al fomento del bienestar del pueblo colombiano. Así, 
el entonces director del birf, Eugene R. Black, escribe en la carta de presenta¬ 
ción del Informe al gobierno de Mariano Ospina Pérez: 

este informe solo será plenamente efectivo, si sirve como base y guía 
para que las autoridades [gubernamentales] mismas lleven adelante un 
programa de desarrollo lógico y bien equilibrado, y como medio para 
educar a la opinión pública. Con este propósito, consideramos que el 
informe sea cuidadosamente estudiado y discutido, desde un punto de 
vista objetivo y apolítico, (birf 1951, viii) 

Como indica la cita, lo que está en juego es comprender adecuadamente el 
significado de un discurso científico que busca guiar a un estado en cómo go¬ 
bernar a su población (Foucault 2006, 2007). Así, surgen una serie de pregun¬ 
tas: ¿cuáles son las condiciones históricas que hacen posible que este discurso 
opere en una instancia de enunciación configurada así? ¿Cómo se define allí 
la validez de su carácter “universal” (su objetividad, su apoliticidad, su fun¬ 
ción imparcial como criterio de un desarrollo “lógico”)? ¿Y cuáles son algunos 
de los efectos epistemológicos y políticos de esta operación? Estamos, enton¬ 
ces, ante la resonancia producida por este cruce de objetivos: uno explícito y 
otro soterrado. Pero estaríamos equivocados y limitados en nuestro análisis si 
solo vemos allí una perversa —por hipócrita— voluntad de poder o las inten¬ 
ciones de dominio imperialista escondidas bajo el gesto solidario de la ayuda 
desinteresada ofrecida por una nación en un panorama geopolítico complejo 
y profundamente desigual 6 . De lo que se trata más bien es de analizar, por un 
lado, cómo se constituye un saber “universal” sobre la forma de gobernar al 
estado que tiene la suficiente elasticidad como para moverse al nivel del cono¬ 
cimiento de lo más específico y singular de una nación y de un pueblo y, por 
otro, de examinar cómo este discurso “universal” que adquiere la concreción 
de lo nacional puede transportarse a través de distintos contextos geográficos, 
histórico-políticos y culturales, en virtud de la finalidad casi autoevidente que 
se atribuye: “elevar el nivel de vida” de los pueblos (haciendo de la pobreza un 
catalizador de este saber). Con el fin de profundizar nuestra reflexión, hare¬ 
mos un análisis de cómo se entiende nivel de vida en el informe de la misión 
Currie y de cómo se liga a este la exigencia del incremento de la productividad. 


6. Varios historiadores del Banco Mundial han resaltado su papel crucial en la Guerra Fría 
como contención de la “amenaza” del comunismo en los países en vías de desarrollo (Burgos 
2009). No es esta, sin embargo, la línea de análisis que queremos seguir acá. 
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Los estudios sobre la historia del Banco Mundial 7 coinciden en señalar dos 
principales transformaciones en la definición de la misión y el funcionamiento 
del banco en sus primeros años de existencia: la primera es el viraje en el obje¬ 
tivo principal de este, que es intervenir en la reconstrucción de los países eu¬ 
ropeos devastados por la Segunda Guerra Mundial. Este objetivo pasa muy 
pronto a ser el de trabajar en el desarrollo de las economías de los países po¬ 
bres del sur (Burgos 2009; Marshall 2008). La segunda transformación tiene 
que ver con el modus operandi del banco en el cumplimiento de esta función 
desarrollista: de la asignación de préstamos financiados por capitales privados 
para proyectos de desarrollo económico específicos en los países débiles en el 
orden del mercado mundial, el banco pasa muy pronto a crear misiones de co¬ 
nocimiento técnico experto encargadas de hacer concienzudos diagnósticos 
de las economías nacionales subdesarrolladas; además, pasa de condicionar el 
apoyo financiero a los gobiernos de estos países a la implementación de las re¬ 
comendaciones de estas misiones técnicas (Burgos 2009, 41; Alacevich 2010). 
Estas dos importantes reorientaciones de la misión del birf en sus primeros 
cinco años de existencia (entre 1944-1949) obedecen a la necesidad de hacer 
más eficiente el apoyo financiero, con miras a promover un mercado mundial 
con socios idóneos, aunque las coyunturas que impulsan los ajustes son dis¬ 
tintas 8 . En el caso de la segunda reorientación, que es la que nos concierne, las 
misiones técnicas de largo alcance, cuyo objetivo es hacer un diagnóstico de las 
economías nacionales de los países prestatarios y sugerir un programa a largo 
plazo de desarrollo, se diseñan con el fin de superar obstáculos que impedían 
al comienzo la inversión eficiente de los recursos aportados por el banco para 
generar un crecimiento económico sostenido (Alacevich 2010). El Programa 
de Fomento para Colombia (pfc) es el resultado del trabajo de la primera de 
estas misiones, después de cuatro meses de permanencia de su equipo de ex¬ 
pertos en Colombia. 

Hay dos aspectos fascinantes en el modo como el documento del pfc se en¬ 
frenta a los retos de definir nivel de vida y de precisar las acciones de un pro¬ 
grama de gobierno para mejorarlo. El primero es cómo —a pesar de reconocer 

7. Vale la pena destacar la presencia del economista inglés J. M. Keynes en la reunión de Bret- 
ton Woods, donde se crea el birf, y, asimismo, la cercana relación intelectual entre Keynes y 
Currie. Como se sabe, Currie expresó desde sus épocas de estudiante su profunda admiración 
por Keynes (Sandilands 1990,12-13). Reconoció la influencia directa del pensamiento del eco¬ 
nomista inglés en sus importantes investigaciones sobre teoría monetaria que lo llevaron en la 
década de los años treinta a trabajar en la naciente Junta de la Reserva Federal en Washington 
y, luego, a trabajar de manera directa como asesor de Roosevelt (Sandilands 1990). 

8. Por cuestiones de espacio, no podemos entrar en detalles sobre los primeros años del Banco 
Mundial ni sobre los motivos que llevaron a que se dieran estas significativas redefiniciones de 
sus objetivos y misión. Para unos recuentos más exhaustivos, véase Alacevich (2010), Burgos 
(2009) y Touissant (2007). 
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el carácter relativo de la noción, de que esté condicionada a perspectivas cul¬ 
turales y valorativas y, en consecuencia, de que sea difícil medirla estadística¬ 
mente— el informe termina por argumentar que la inestabilidad semántica de 
la noción no se aplica a un país cuyos habitantes tienen necesidades básicas tan 
claramente insatisfechas; por lo tanto, Colombia no presenta esa dificultad me¬ 
todológica o incluso epistemológica. El segundo reto, estrechamente relacio¬ 
nado con el anterior, es de qué manera, a pesar de sostener que su diagnóstico 
sobre el insuficiente grado de desarrollo económico de Colombia se abstiene 
de juicios de valor “subjetivos” sobre las variables culturales y los tipos de ac¬ 
titud y de conducta, el pfc no puede dejar a un lado en sus recomendaciones 
el problema de cómo direccionar la conducta de los ciudadanos hacia ciertos 
modos de ser. Estos dos aspectos están implicados en el eje central del pfc: el 
vínculo entre el aumento del nivel de vida y el incremento de la productividad 
de la economía nacional. Esta es una ecuación en apariencia autoevidente. Sin 
embargo, no deja de sorprender que un economista de corte keynesiano como 
Currie —que incluso llegó a ser investigado como sospechoso de comunismo 
por el Congreso estadounidense (Sandilands 1990,143-160)— subordine entera¬ 
mente el criterio de igualdad y de distribución de la riqueza a la premisa única 
de incrementar la productividad: “A pesar de que una desigualdad grande y 
creciente es indeseable [...], a la larga, y en grado considerable, el aumento de la 
productividad es la única forma efectiva de elevar el nivel de vida” (birf 1951,25). 

Pero ¿cómo se define nivel de vida para que se establezca esta equivalen¬ 
cia tan sólida con el aumento de la productividad? Más aún, si, como veremos, 
para que este sea medible ha de ser descompuesto en unos factores que ope¬ 
ran como mínimos —alimentación suficiente, salud, vivienda, esparcimiento 
(birf 1951,14)— y que exigen la producción y asignación de los recursos nece¬ 
sarios para satisfacerlos, ¿cómo incide esto en el aumento de la productividad 
per cápita? Por un lado, el informe se enfrenta al reto de poder medir en tér¬ 
minos cuantitativos el nivel de vida, que se reconoce en un primer momento 
como un concepto ambiguo e incuantificable: 

debe observarse que el nivel de vida no es un concepto exacto, suscep¬ 
tible de ser medido con precisión. Equivale, en términos generales, a 
un “estado de bienestar” en un sentido más bien económico que espi¬ 
ritual. Sin embargo, lo que constituye el bienestar es también cuestión 
de concepto y varía con las gentes y las épocas, (birf 1951,14) 

No obstante, según el pfc, esta ambigüedad semántica es disipada en una 
situación como la de Colombia, en la que ciertos elementos mínimos del nivel 
de vida, que se presentan con la fuerza incuestionable de la autoevidencia, no 
son aún satisfechos: nutrición adecuada, buena salud, vivienda y vestido y, por 
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último, “la oportunidad para algún esparcimiento y descanso” (birf 1951,14). 
Este último factor es relevante, puesto que no se trata solo de asegurar la mera 
supervivencia biológica de los cuerpos, sino de promover “una sensación de 
bienestar físico” (birf 1951,14). Este argumento se repite de manera constante 
a lo largo del informe. Es importante porque refleja la atención a los aspectos 
específicos de la economía nacional que el conocimiento experto de la misión 
del birf busca producir. Se trata de un saber de validez universal, por ser ade¬ 
cuadamente cuantitativo y, en consecuencia, objetivo. Su precisión es posible 
por las circunstancias locales que diferencian a una economía subdesarrollada, 
como la colombiana, de las economías más avanzadas. En efecto, en estas últi¬ 
mas “la relación mayor entre el consumo de bienes y servicios, por una parte, y 
un estado de bienestar, por la otra, es algo problemático” (birf 1951, 407). En¬ 
tonces, en las economías avanzadas el nivel de vida no es un concepto exacto: 
no puede ser medido con precisión. Por su parte, las contingencias de un país 
pobre hacen posible la cientificidad del saber experto; la pobreza como rasgo 
local es el catalizador de la precisión del saber de la ciencia económica y de su 
universalidad: “En Colombia, sin embargo, el nivel de la mayoría del pueblo es 
tan bajo que hay poca controversia al tratar de determinar cuáles son las nece¬ 
sidades más urgentes” (birf 1951, 407) 9 . 

Pero hay aún otra ambigüedad que podría perturbar el sentido y la signi¬ 
ficación del programa, a saber: aquella que se da entre el individuo feliz y el 
individuo productivo. Como vimos, la ambigüedad semántica y la dificul¬ 
tad epistemológica que suscita la noción de nivel de vida o de bienestar se re¬ 
suelve en la evidencia de unas mínimas necesidades básicas. Acá los criterios 
cuantitativos son posibles y suficientes en la medición estadística: índices de 
salubridad y enfermedad, de natalidad y mortandad, de vivienda o desprotec¬ 
ción. Entonces, se pone en juego lo que Foucault definiera en términos de una 
de las aristas del biopoder: la biopolítica de la población; y luego, en términos 
del dispositivo de seguridad (Foucault 2006). De esta manera, los altos índi¬ 
ces de enfermedad y la baja expectativa de vida en la población adulta se diag¬ 
nostican como claros síntomas de un bajo nivel de vida y como causas de la 
baja productividad per cápita, definida como el factor prioritario en la mejora 
de aquel (birf 1951, 6) 10 . Así, como Rousseau explica que hay una dimensión 

9. En sus artículos más especializados, Currie elabora un argumento sobre la distinción en¬ 
tre necesidades básicas (alimentación, salud, techo) y necesidades sociales. Como las primeras 
son limitadas, el desarrollo económico no puede basarse en ellas; son condición necesaria mas 
no suficiente de este. El motor del desarrollo son en últimas las llamadas necesidades sociales, 
que son ilimitadas (Montenegro 2012). 

10. “Los índices excesivamente altos de natalidad y mortalidad y la corta duración probable de 
vida no solo tienen significación en términos de felicidad y bienestar humanos sino que tam¬ 
bién tienen implicaciones económicas” (birf 1951, 6). 
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activa y una dimensión pasiva en cada ciudadano (como soberano miembro 
de la voluntad general y como súbdito de esta), también la noción de nivel de 
vida tiene una dimensión pasiva y una activa. En la primera, se trata de la satis¬ 
facción de las necesidades básicas (los mínimos de los que venimos hablando). 
La segunda dimensión tiene que ver con la constitución de un sujeto produc¬ 
tivo. El bienestar es una condición necesaria pero no suficiente de la produc¬ 
tividad per cápita. Para la constitución del individuo productivo —que, entre 
otros, asegurará el crecimiento económico y los recursos para satisfacer los 
mínimos del nivel de vida—, se requiere la intervención de una anatomopo- 
lítica del cuerpo o de un gobierno de la conducta, en términos foucaultianos; 
es decir, la configuración de un cierto tipo de actitudes, de hábitos, de formas 
de ser, de hacer y de pensar. En este punto, el pfc parece cruzar ese límite me¬ 
todológico que se ha impuesto, pues los juicios de valor sobre las característi¬ 
cas culturales de un pueblo y su relación con el desarrollo no son compatibles 
con la cientificidad del saber económico, su objetividad y la universalidad de 
sus conclusiones: “a pesar de que un estudio conducido de tal forma sería a la 
vez básico y fascinante, podría mezclarse con cuestiones de juicio personal y 
tornarse filosófico o meramente histórico” (birf 1951,13). No obstante, la pro¬ 
moción de unas acciones gubernamentales tendientes a la formación de suje¬ 
tos económicamente productivos implica, sin duda, una posición valorativa y 
la celebración de ciertos rasgos culturales, temperamentales y de la conducta: 
“Por muchas razones el gran recurso de un país lo constituye su caudal humano. 
Un pueblo fuerte, saludable, bien entrenado, digno de confianza e industrioso 
ha demostrado siempre la posibilidad de alcanzar un alto nivel de vida” (birf 
1951,19). Así, se da el paso de la sensación de bienestar, de lo que podríamos 
llamar la dimensión pasiva del nivel de vida a la activa: ya no es el ciudadano 
mínimamente feliz, sino el ciudadano productivo. Es en este paso en el que ha¬ 
bría que pensar la exigencia normativa que el pfc conlleva, con miras a la con¬ 
solidación de unas instituciones estatales idóneas para el ejercicio de un buen 
gobierno democrático. 

Hemos enfatizado desde el comienzo de este artículo en que la asunción de 
una vida humana como dato empírico de validez universal, aunque implícito, 
es un catalizador para el movimiento y el despliegue de estos ensamblajes mo¬ 
dernizantes a partir de los cuales se configura en la historia internacional de 
Colombia. Esta asunción es operativa tanto en el ensamblaje de lo humanita¬ 
rio como en el del desarrollo y el del multiculturalismo. Ahora bien, aunque en 
un principio esta dimensión pasiva y activa de la vida humana se muestra con 
mucha claridad en la idea del desarrollo, como hemos mostrado, esto no im¬ 
plica que en lo humanitario esta vida humana se considere solo en una dimen¬ 
sión pasiva (como el cuerpo del extraño que sufre y debe ser atendido). Por el 
contrario, habría que destacar que lo humanitario, como virtud que responde 
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al sufrimiento, trae consigo elementos fuertemente prescriptivos en la confi¬ 
guración de una conducta y de una subjetividad considerada moral. La compa¬ 
sión activa como deber implica una cierta manera de ser, de pensar y de actuar. 
Esta tiene una fuerza normativa que modela al ciudadano y al humano 11 . En los 
siguientes apartados, veremos cómo esta vida humana emerge en el discurso 
y en el aparato jurídico-institucional del multiculturalismo en sus devenires 
históricos y en su transporte y entrada a Colombia. 


Multiculturalismo 

La diferencia es un problema general en el gobierno de los estados modernos. 
El multiculturalismo es una técnica de gobierno que asume la diferencia como 
diversidad cultural. Como argumentaremos en esta última sección, una con¬ 
junción entre derechos diferenciales y su relación con el desarrollo socioeco¬ 
nómico generan un modelo de gobierno basado en la autodeterminación. De 
esta emerge un humano diverso, con el imperativo de agenciar su propia dife¬ 
rencia, sin debatir los principios de su subalternidad, y que a la vez posee una 
identidad con la cual puede negociar. La entrada del discurso multicultural y 
su vínculo con las prácticas y los conocimientos del desarrollo tienen un tronco 
común de ideas sobre el humano poseedor de sí mismo y el proyecto moral que 
está detrás de las políticas de la autonomía cultural. 

La mayoría de las discusiones sobre este modelo en Colombia tienen como 
punto de partida el constitucionalismo y una suerte de modernización del Es¬ 
tado que tuvo lugar durante los años ochenta (Van Cott 2000). Una mirada 
más amplia tiene en cuenta los movimientos indígenas de los años setenta 
(Gros 1991). Aquí optamos, en cambio, por centrar la atención en un proceso 
más caleidoscópico de entrada que se remonta a los años treinta. En este, se 
creó un modelo de gobierno de la diferencia que se trasladó de un país a otro 
como módulos técnicos y legales. En el caso de la entrada del discurso norma¬ 
tivo del multiculturalismo, el humano diferente es jurídicamente amparado. 
Se le reconoce su autonomía solo en la medida en que se someta a fuerzas so¬ 
beranas más amplias que hablan en el registro del desarrollo y lo humanitario. 

Durante los años treinta, se da una curiosa asociación entre una aspiración 
política verdaderamente planetaria y los ideales de mejoramiento nacional pre¬ 
sentes entre élites intelectuales en Colombia y América Latina. La expresión 


11. Además de esta exigencia prescriptiva orientada a la configuración afectiva y a una manera 
de ser y de relacionarse con el otro, el ensamblaje de lo humanitario despliega otro tipo de exi¬ 
gencias que demandan la configuración activa de una conducta (Fassin y Rechtman 2009; Apa¬ 
ricio 2015). Para el caso colombiano, véase Manrique (2014). 
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mundial de esto es la Liga de las Naciones y la política del buen vecino de Roo- 
sevelt, que aspiraba a una visión no intervencionista de la potencia del norte 
en el resto de América, con el fin de gobernar para facilitar relaciones comer¬ 
ciales. Esta postura norteamericana fue clave en la institucionalización del 
indigenismo como política de estado, llevada a cabo a través del apoyo a los 
proyectos del Instituto Indigenista Interamericano (Giraudo y Furio 2012). En¬ 
tonces, existía una visión de élites que afirmaban el valor del mestizaje para la 
conformación de un pueblo nacional. Los indigenismos florecieron en países 
como México, Perú y Colombia. En Estados Unidos el indigenismo estaba pre¬ 
sente en la política del buen vecino de Roosevelt (Masferrer Kan 1986) y se ma¬ 
terializó en el Congreso Indigenista Americano que se celebró en Pátzcuaro 
(México) en 1940. Un resultado de este fue la creación del Instituto Indigenista 
Americano, dirigido en Colombia por el antropólogo Gregorio Hernández de 
Alba (Perry 2006). 

En el indigenismo latinoamericano convergieron vertientes ideológicamente 
disimiles que coincidían en la revaloración de una imagen estetizada de lo in¬ 
dígena para la invención de los nacionalismos latinoamericanos (De la Cadena 
2000; Perry 2006). El indígena real era, por otro lado, visto como un sujeto vul¬ 
nerable que debía ser mejorado para poder producir un mestizaje controlado. 
Aparece acá, de nuevo, esa figuración de la vida humana como vulnerable, su¬ 
friente o necesitada, que desempeña un papel central y constitutivo en los en¬ 
samblajes de lo humanitario y del desarrollo, pero ahora determinada con otra 
especificidad: la diferencia étnica. 

La nueva fase del indigenismo latinoamericano, después de la Segunda Gue¬ 
rra Mundial, coincide históricamente con la entrada del discurso del desarro¬ 
llo que hemos rastreado. También concuerda con las políticas para defender (y 
de ese modo crear) enclaves culturales después del Holocausto (MacDonald 
2008). La diferencia étnica se inserta así en formas de gobierno basadas en un 
ser humano diverso que debe conducirse a través del autogobierno y el me¬ 
joramiento social. Prueba de lo anterior fue la implementación del Programa 
Indígena Andino (pía, Rens, 1961, 1965) por parte de la Organización Inter¬ 
nacional del Trabajo y una alianza de las Naciones Unidas, la Organización 
Mundial de la Salud, la Organización de las Naciones Unidas para la Alimen¬ 
tación y la Agricultura y la Organización de las Naciones Unidas para la Edu¬ 
cación, la Ciencia y la Cultura entre 1953 y 1972. El programa operó primero 
en Bolivia, Perú y Ecuador. El discurso del desarrollo, muy afín al lenguaje 
indigenista, era abiertamente partidario del integracionismo, a través este 
programa que cubría varios aspectos de las poblaciones indígenas: sanitarios, 
culturales, económicos y sociales (Maurel 2012). Fue el Instituto Indigenista 
Americano el que promovió, durante la década de los cincuenta, la creación 
de una primera convención concerniente a la protección e integración de 
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poblaciones indígenas, tribales y semitribales en países independientes (1957) 
y la Recomendación 104 de la Organización Internacional del Trabajo (Barsh 
1987). Esta convención, con un marcado carácter asimilasionista, parte de la 
noción de derechos limitados de los miembros de las poblaciones indígenas 
frente al resto de la sociedad. 

En efecto, la Convención 104 fue clave para que el Programa Indígena An¬ 
dino fuera exportado a otros cinco países latinoamericanos (Colombia, que ra¬ 
tificó la convención en 1969, y Chile y Argentina), enmarcado en los esfuerzos 
tempranos de “desarrollo internacional multidisciplinario” (Swepston 1989). En 
América Latina, este asocio entre el indigenismo, la preocupación por las condi¬ 
ciones de las poblaciones indígenas y los proyectos de desarrollo fue claro: “En 
este contexto, el m [Instituto Indigenista Internacional] participó junto con la 
oea en programas de adiestramiento de personal destinados a formar los cua¬ 
dros necesarios para estos proyectos” (Masferrer Kan 1986,112). 

La internacionalización del desarrollo indígena también fue el escenario en 
el que surgieron redes internacionales de abogacía que hicieron de las alianzas 
internacionales un mandato de la movilización indígena. En 1967 se consolidó 
en Colombia la primera red internacional de defensa de los derechos indíge¬ 
nas en respuesta a la masacre de La Rubiera, que fue denunciada ante la Co¬ 
misión Interamericana de Derechos Humanos (Comunicación 1690 citada en 
Santamaría 2008). La posterior fundación del Consejo Regional Indígena del 
Cauca, en 1971, consolidó el discurso político producido desde los pueblos in¬ 
dígena y no solo sobre estas poblaciones. Este tránsito, durante los años setenta, 
es caracterizado por una importante avanzada de abogacía transnacional que 
se inicia con la Conferencia de los Pueblos de Ártico realizada en Copenha¬ 
gue y se acompaña con la fundación de organizaciones como la Comisión In¬ 
ternacional de Juristas, con origen en Berlín (Santamaría 2008,130). El Estado 
colombiano respondió a esto con la creación del Consejo Nacional de Política 
Indigenista (Gros 1991). Por su parte, el etnodesarrollo, como una intersección 
entre ambos discursos intemacionalistas, es la cristalización de un sujeto ét¬ 
nico con derechos, que veinte años después heredaría el multiculturalismo ya 
plenamente perfilado. 

Durante los años ochenta, el movimiento indígena colombiano surgido 
durante la década anterior se vio en una situación contradictoria. Por un lado, 
fue asediado por las Fuerzas Militares que, actuando al amparo del estatuto 
de seguridad, veían a los movimientos indígenas y a sus líderes como aliados 
de las guerrillas de izquierda y a sus lugares de vida como territorios enemigos 
(Avirama y Márquez 1994; Le Bot 1994). Por otro lado, el Gobierno intensificó 
el uso del lenguaje del desarrollo indígena con el concepto del etnodesarrollo. 
Este fue un paradójico apoyo a las organizaciones, con declaraciones que mos¬ 
traban la intención gubernamental de proteger a las poblaciones indígenas. El 
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ejemplo más patente de esto es la Declaración de San José de 1982 (resultado 
de una reunión realizada durante 1981 con expertos y representantes de los 
gobiernos de la mayoría de países latinoamericanos, incluido el Ministerio de 
Cultura colombiano). El segundo punto de la declaración deja clara su genea¬ 
logía de universalismos: “Afirmamos que el etnodesarrollo es un derecho ina¬ 
lienable de los grupos indígenas”. 

Las organizaciones indígenas se unieron a la declaración en 1982, mediante 
la Organización Nacional Indígena de Colombia. Un efecto concreto del etno¬ 
desarrollo fue la proliferación de organizaciones por la creciente presencia de 
fondos para proyectos. Emergió así la idea de etnicidad como módulo de go¬ 
bierno que busca involucrar a las poblaciones indígenas y a sus líderes de or¬ 
ganizaciones en un consenso sobre el desarrollo como derecho inalienable 12 . 
Lo que estaba en juego aquí era la alianza entre la pulsión modernizante del 
desarrollo, con su fuerte enfoque económico, y una comprensión normativa 
del estado y de las instituciones públicas. Esta alianza entre desarrollo econó¬ 
mico y una concepción liberal normativa del estado fue evidente en el caso de 
la misión del birf de 1949, que analizamos en la sección anterior. Aparte del 
informe que comentamos, dos años después esta misma comisión, todavía en¬ 
cabezada y coordinada por Lauchlin Currie, publicó un voluminoso estudio 
encaminado a la mejora de la administración pública en las instituciones es¬ 
tatales colombianas. La unión entre criterios técnicos (eficiencia en la gestión 
y en la administración) y normativos (nociones como democracia, justicia e 
igualdad) en este segundo informe de la comisión del birf merece un análisis 
detallado que no podemos elaborar acá. En todo caso, esta misma alianza en¬ 
tre los criterios científico-técnicos del desarrollo económico y los normativos 
de un orden jurídico-político justo y equitativo emergió en el ámbito del de¬ 
recho internacional, que se materializó, en programas y proyectos ejecutados 
por el gobierno o por las organizaciones indígenas. 

En 1984, por ejemplo, se creó el Programa Nacional de Desarrollo de las Po¬ 
blaciones Indígenas, que se desarrolló a través de grupos de trabajo del Estado 
y de organizaciones indígenas (Gros 1991). Esta estrategia se inspiró en el es¬ 
tablecimiento un año antes (en 1983) del Grupo de Trabajo de Poblaciones In¬ 
dígenas (después Pueblos) en el EcoSoc de Naciones Unidas. Sanders (1998) le 
atribuye a este último el aumento de organizaciones indígenas transnaciona¬ 
les durante los años ochenta. En Colombia también hubo un aumento a nivel 
regional, junto con una nueva ola de abogacía indígena transnacional enca¬ 
bezada por Amnistía Internacional, que hizo su primera visita a Colombia, el 


12. En un trabajo de más largo alcance, en las líneas de lo que estamos comenzando a hacer, las 
conexiones entre estos escenarios merecen ser estudiadas con más detenimiento, aunque acá 
ya se sugieren. 


184 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


Comité Permanente por la defensa de los Derechos Humanos, el Colectivo de 
Abogados, la Comisión Internación de Juristas, entre otros. 

Fue este el contexto de las primeras revisiones a la Convención 107 de la Or¬ 
ganización Internacional de Trabajo hechas en septiembre de 1986, en una re¬ 
unión de expertos internacionales liderada por el sociólogo mexicano Rodolfo 
Stavenhagen. En esta reunión se empezó a formular la demanda por la auto¬ 
determinación, inicialmente con el propósito de que los pueblos indígenas tu¬ 
vieran “tanto control como [fuera] posible de su desarrollo económico, social 
y cultural” (ilo doc. PPL/MER/107/1986/D.7 32 citado en Barsh 1987; traducción 
nuestra). Como no cesaron de repetir los expertos, según Barsh, la autodeter¬ 
minación era un resultado de los movimientos indígenas y la descolonización 
que siguieron a la Convención 107. Esto, sin duda, es cierto y así ha sido con¬ 
vencionalmente leída esta revisión. 

Pero no hay que olvidar que, como dijo un experto durante la reunión, “cual¬ 
quier protección de los derechos no tiene sentido si no hay desarrollo” (Barsh 
1987, 758; nuestra traducción). Este problema de la autodeterminación para el 
desarrollo se trató en el debate sobre el concepto de pueblo en la revisión de la 
convención. Los empleadores que hicieron parte de los debates (principalmente 
Brasil) fueron los primeros en oponerse a la implementación de este concepto. 
Otros países, como Rusia, se resistieron hasta último minuto, como consta en 
la última revisión previa a la ratificación, en la que permanece la expresión pue¬ 
blo/población (oit 1988, 6). De nuevo, estos debates se orientan en la dirección 
de asumir la vida humana como un sustrato universal en sus dimensiones ac¬ 
tiva o pasiva que hemos destacado como hilo conductor de nuestros análisis. La 
dupla pueblo y población ejemplifica esta ambivalencia. El concepto de pueblo 
indígena se empezó a usar como el medio a través del cual la persona indígena 
se define como sujeto político. La consecuencia es una identificación étnica en 
dos planos: el sujeto demarca una frontera étnica y crea la motivación para de¬ 
fenderla, cerrar filas y dejar por fuera la fluidez de toda indigenidad. 

Ahora bien, fueron los expertos de la primera revisión quienes recomenda¬ 
ron que se invitara a expertos indígenas. Allí hicieron presencia el “Consejo 
Mundial de Pueblos Indígenas, el Consejo Indio de Sudamérica, la Conferen¬ 
cia Circumpolar Unit [síc.], el Consejo Internacional de los Cuatro Vientos, la 
Coordinadora de las Organizaciones Indígenas de la Cuenca Amazónica y el 
Consejo Nórdico” (Ministerio de Gobierno y Asuntos Indígenas 1991, 20). Mu¬ 
chos otros líderes acudieron a la Convención 107 sin carácter consultivo; aunque 
no tenían voto en la revisión, ciertamente la enriquecieron y, por supuesto, la 
legitimaron. Ellos aparecen, sin nombre, en toda referencia a la revisión como 
un logro, en sí mismo, del movimiento indígena. 

Finalmente, todas estas reuniones tomaron forma en un nuevo convenio: el 
169 de 1989. A la ratificación acudió una comisión colombiana. El convenio es 
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vinculante y cerró la ratificación del 107. Tiene aspectos revolucionarios: esta¬ 
blece la consulta previa, libre e informada y la obligación de generar los medios 
para que los indígenas participen en todas las instancias de toma de decisiones 
en los países. Además, respeta las instituciones, postura contraria a la Conven¬ 
ción 107. Con respecto a las tierras, se protege de manera especial la propie¬ 
dad y posesión de los pueblos indígenas y se reconoce el vínculo indisoluble de 
los miembros de los pueblos indígenas con estas. También se establece el ca¬ 
rácter binacional de los pueblos indígenas que habitan fronteras entre estados 
naciones. En general, estas medidas fueron implementadas de manera selec¬ 
tiva en Colombia y en muchos países latinoamericanos. La ratificación de este 
convenio fue masiva: veintidós países a la fecha (oit 2016). En América Latina 
fueron catorce, que dieron lugar a lo que Van Cott (2000) llama constituciona¬ 
lismo multicultural. Esto es un síntoma de su carácter epocal. Una razón por 
la cual el concepto de constitucionalismo multicultural es dudoso es que la ley 
que ratificó el Convenio 169 precedió solo por tres meses a la nueva Constitu¬ 
ción de Colombia. No es sorprendente que lo que llamamos derechos multicul¬ 
turales de la Constitución de 1991 estuvieran definidos antes; más aún cuando 
los derechos de los pueblos indígenas son un calco del Convenio 169 de 1989. 

Por otro lado, Colombia fue, según las palabras del ministro del Gobierno 
de aquel entonces, el primer país suramericano (y el segundo en América La¬ 
tina) en suscribir el Convenio 169 (De la Calle Lombana 1991). En ese momento, 
tanto la ratificación del convenio como la inclusión de su contenido en la Cons¬ 
titución y la ley eran un gran símbolo de modernización del Estado (Van Cott 
2000). La entrada del ensamblaje multicultural implica una modernidad que 
necesita su espejo. Esta se expresa en una política de la tolerancia dirigida a su¬ 
jetos que pueden ser solo parcialmente liberales, llamados por Povinelli (2006) 
genealógicos. Dichos sujetos, no obstante, definen el éxito del liberalismo como 
proyecto de gobierno, a través de la agencia propia y la representación (tal como 
fue entendido por filósofos como Taylor y Kymlika). En el caso de Colombia, 
como lo anota la antropóloga jurídica Esther Sánchez en entrevista con San¬ 
tamaría, fue evidente que esta inclusión no fue una invención propia: por el 
contrario, estaba vinculada a la expansión de las reformas estructurales, los 
proyectos de desarrollo y el papel de la banca multilateral en el diseño institu¬ 
cional durante los años ochenta. 

Lo que siguió para el gobierno de la diferencia y de la diversidad tiene una 
doble dimensión. Por un lado, la implementación de derechos multicultura¬ 
les tuvo un efecto, al menos hasta principios de los años dos mil, adverso para 
los movimientos indígenas. Pero antes, durante los años noventa, se continuó 
con el camino de la internacionalización de la causa indígena. Mientras los 
movimientos indígenas nacionales pasaban por un momento de división, se 
crearon escenarios como el Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas 
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en 1993. Esto fue decisivo para generar espacios de denuncia y activismo más 
difíciles de controlar por el Estado colombiano. Además, se creó un vínculo 
cada vez más fuerte entre los derechos de los pueblos indígenas y el derecho 
internacional humanitario. Esta conexión dio lugar a las configuraciones ac¬ 
tuales de multiculturalismo vulnerabilista o humanitarista, según los casos 
específicos (Jaramillo 2014). 


Conclusiones 

En estas páginas hemos problematizado los usos comunes de la noción de lo 
internacional: se ha analizado como un conjunto de ensamblajes de saberes, 
de técnicas y de configuraciones de las conductas y los afectos. Estos ensam¬ 
blajes emergen, se transportan, y se modifican dentro de las coordenadas his¬ 
tóricas (westphalianas) de los estados modernos. Lejos de pensar en escalas o 
en procesos homogéneos, como quizás se insinúa en la idea del flujo de un lu¬ 
gar a otro o de un estado nación a otro, hemos querido pensar lo internacional 
como un proceso en disputa y en permanente reconfiguración, conscientes de 
las relaciones desiguales de poder y de la necesidad y el trabajo que toma pro¬ 
ducirlo y moverlo a través de distintas geografías, objetos y actores. Por esta 
complejidad, hemos querido darles un papel prioritario a los discursos y ma¬ 
terialidades con las cuales se produce lo internacional, esto es, a los reportes, 
recomendaciones, misiones, emblemas, banderas, conceptos, kits humanita¬ 
rios que viajan de un lado al otro y que se convierten en mediadores también 
de ideas y de nuevos horizontes de sentido. Esto al incorporar los enunciados y 
las visibilidades donde antes no los había o al configurar nuevas preocupacio¬ 
nes o problemas junto con sus respectivas prescripciones o modelos normativos. 

Lo internacional aparece en estas páginas, entonces, como un conjunto de 
ensamblajes que tiende a la estabilización y estandarización de lo humano. En 
el caso del dispositivo de lo humanitario, el sustrato universal se hace inteligi¬ 
ble como el cuerpo del extraño que sufre y que plantea la exigencia moral de 
ser atendido y cuidado; en el discurso del desarrollo se manifiesta en el cuerpo 
necesitado, cuyas necesidades básicas son susceptibles de ser cuantificadas, mo- 
nitoreadas y administradas con cierta precisión científica; y en el dispositivo 
del multiculturalismo, el cuerpo es étnica o racialmente diferente y portador 
de unos derechos jurídicos inalienables. 

También hemos querido mostrar que lo internacional ha sido configurado 
de cierta manera por actores que podemos identificar etnográficamente o a tra¬ 
vés del trabajo de archivo y que ha impulsado grandes proyectos o utopías. Para 
eso, ha requerido de periferias que se han constituido en verdaderos laborato¬ 
rios para la puesta en marcha de sus intervenciones. Como lo mencionamos 
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al comienzo de este artículo, Colombia se destaca por haber sido un escenario 
privilegiado para convertirse en un laboratorio de este tipo. Hay una inmensa 
lista de investigaciones sobre esto: por ejemplo, Nieto (2000), Pedraza (1999) y 
Harvey (2005). En todos los casos, es evidente la utilidad que tuvo esta perife¬ 
ria en varios procesos, como la acumulación primitiva del capital, la geopolí¬ 
tica del conocimiento y los viejos y nuevos colonialismos. Así, desde esta óptica, 
Colombia ha sido realmente un laboratorio periférico donde se han puesto en 
marcha estas utopías de la modernización en el transporte y despliegue de en¬ 
samblajes. En este artículo hemos estudiado algunos de sus efectos discursi¬ 
vos y materiales. 

Varios son los interrogantes que hemos planteado y otros los que quedan 
abiertos, si se sigue la postura foucaltiana de la problematización (Foucault 
2005): ¿por qué las cosas tuvieron que ser así y no de otra manera? ¿Y si se to¬ 
maron varios caminos, se dejan otros a un lado y se da cuenta de los efectos 
materiales en el presente, no podríamos imaginar otros o reactivar los que 
fueron silenciados? No se trata de defender un soterrado y replegado nacio¬ 
nalismo. Queremos, más bien, proponer una actitud crítica supranacional, y a 
su manera también cosmopolita, como la reactivada por Foucault (1995) en su 
lectura del motivo kantiano de la ilustración. Esta actitud crítica estaría orien¬ 
tada a interrogar las verdades en sus efectos materiales y a centrar la atención 
en su contingente historicidad. Esto para plantearnos la posibilidad de pensar 
y de ser más allá de las verdades, es decir, de que la realidad sea de otro modo. 
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Las Fuerzas Armadas en el posconflicto: 
una renovada preocupación 
por lo internacional" 

Sebastián Bitar 


Introducción 

En un escenario de desmovilización de las Fuerzas Armadas Revolucio¬ 
narias de Colombia (farc) y posiblemente del Ejército de Liberación Nacional 
(eln), una de las mayores preguntas institucionales para Colombia es el pa¬ 
pel de las Fuerzas Armadas en el posconflicto. Si bien en el pasado reciente la 
estrategia militar colombiana se concentró en el combate contra la insurgen- 
cia, lo que demandó grandes cantidades de recursos y el crecimiento del pie de 
fuerza, tras la firma de los acuerdos de paz no es claro cuál debe ser el eje ope- 
racional y el tamaño adecuado de la milicia. Desde el inicio de las negociacio¬ 
nes se ha argumentado que ya no existiría necesidad de mantener el alto gasto 
militar y el número de tropas, pero, como lo han asegurado muchos analistas 
(ej., Vargas 2013) y el propio ministro de Defensa (Villegas 2016), es mucho más 
probable que el nivel del pie de fuerza se mantenga e incluso crezca a partir de 
la reorganización del sector en múltiples áreas misionales. En este contexto el 
Ministerio de Defensa está adelantando una reforma a las tres Fuerzas Mili¬ 
tares que incluye una renovada preocupación por la defensa de las fronteras y 
por las amenazas convencionales a la seguridad nacional. También se preten¬ 
de la creación de nuevas áreas de trabajo, como la defensa del medio ambiente 
y el impulso al desarrollo. 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.50. 

Este trabajo fue posible gracias a los recursos de investigación de la Vicerrectoría de Inves¬ 
tigaciones de la Universidad de los Andes. 
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El Ministerio de Defensa de Colombia publicó recientemente varios docu¬ 
mentos que exponen su visión sobre el posconflicto, incluida su política para 
la reestructuración de las Fuerzas Armadas en los próximos años. Titulada 
Política de Defensa y Seguridad para la Nueva Colombia 2015-2018 (Ministe¬ 
rio de Defensa 2015), esta ofrece la visión del sector sobre el entorno actual de 
seguridad en Colombia y los objetivos a corto y mediano plazo para las Fuer¬ 
zas Armadas. En este documento es claro el nuevo papel protagónico que em¬ 
piezan a tener las dinámicas internacionales en los objetivos misionales del 
sector y la búsqueda de un lugar privilegiado para Colombia en el nuevo es¬ 
cenario de seguridad global. Esta nueva política explícitamente busca que las 
Fuerzas Armadas colombianas alcancen proyección regional o incluso global. 
Está llena de referencias al contexto mundial y señala la necesidad de diversi¬ 
ficación de las capacidades colombianas para hacer frente a un contexto inter¬ 
nacional “inestable e impredecible”. 

Esta ambición global funciona como uno de los ejes articuladores de las 
Fuerzas Armadas en el futuro, pero en muchas partes no está sustentada en un 
análisis del entorno mundial de seguridad y sus consecuencias para Colombia. 
A pesar de que se menciona la inestabilidad que producen los conflictos en Si¬ 
ria y otros lugares, especialmente del Medio Oriente, no se hace un esfuerzo 
por definir cómo esas situaciones afectan a países sin una historia de radicali- 
zación religiosa o que no han sido blanco común de esta. Por otro lado, apare¬ 
cen menciones a potencias extrahemisféricas como factores de riesgo para la 
seguridad global, pero tampoco se establecen vínculos entre las aspiraciones 
territoriales y marítimas en Europa y Asia de países como Rusia y China con 
nuestro hemisferio y mucho menos con Colombia. Por la falta de ese esfuerzo, 
se asume a la ligera que los desafíos globales de la seguridad afectan directa¬ 
mente al país y obligan a una preparación especial de nuestras Fuerzas Armadas. 

Este capítulo analiza la renovada preocupación por lo internacional del 
sector de la defensa colombiano en el contexto de la terminación del conflicto 
con las farc. Este interés se divide en cuatro elementos principales. Primero, 
una nueva ansiedad por el entorno global de seguridad, sin un esfuerzo serio 
de articulación con la seguridad colombiana. Segundo, una inquietud menos 
pública pero generalizada en los mandos militares sobre potenciales conflic¬ 
tos con los países vecinos. Tercero, un nuevo papel central del contrabando en 
las dinámicas transnacionales que afectan la seguridad del país. Por último, 
una ampliación de las funciones de las Fuerzas Armadas: también trabajarán 
en el cuidado del medio ambiente, la respuesta a desastres naturales y la pro¬ 
moción del desarrollo. 

Es muy pertinente analizar esta renovada preocupación por lo internacio¬ 
nal, ya que es la piedra angular de la diversificación de las áreas misionales 
que las Fuerzas Armadas buscan en el posconflicto; por lo tanto, estructura 
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la reorganización del sector y sus nuevas operaciones y justifica el manteni¬ 
miento o crecimiento del pie de fuerza en el futuro. Entre las áreas misionales 
que empiezan a recobrar importancia está defender las fronteras y disuadir a 
otros Estados con aspiraciones que vayan en contra de los intereses de Colom¬ 
bia. Si bien estas son preocupaciones típicas de todos los países, en Colombia 
habían quedado relegadas por la concentración de la capacidad militar en el 
conflicto armado interno. 

Esta nueva visión es, sin embargo, un aporte importante a la discusión sobre 
el papel de las Fuerzas Armadas colombianas después de una eventual desmo¬ 
vilización y reintegración de las farc. Principalmente, ofrece la visión del sec¬ 
tor de la defensa en Colombia sobre el contexto estratégico del país, los retos 
en materia de seguridad y un plan de reestructuración de las áreas misionales 
de las Fuerzas Armadas después de la terminación del conflicto con las farc, 
que ha sido su principal foco en las últimas décadas. El resultado es una polí¬ 
tica ambiciosa, que en vez de buscar una reducción del tamaño de las fuerzas 
y sus tareas considera el posconflicto como una oportunidad (y una necesidad) 
de expandir las áreas de trabajo y mantener, si no incrementar, el pie de fuerza. 

En el análisis del entorno estratégico son centrales los factores globales, 
muchos de ellos lejanos a Colombia, considerados preocupantes y que llevan 
a concluir que 

el ambiente geopolítico global evidencia inestabilidad y vulnerabili¬ 
dades crecientes en diversas zonas geográficas donde confluyen esta¬ 
dos débiles o fallidos, el terrorismo, los fundamentalismos religiosos, 
la delincuencia organizada trasnacional, las economías extractivas, los 
regímenes políticos débiles o ilegítimos y los intereses de diverso tipo 
de potencias regionales o mundiales y que colisionan en estos lugares. 
(Ministerio de Defensa 2015, 8) 

Además, el documento reconoce los desafíos que representan las redes tras¬ 
nacionales ilegales, incluso las vincula con estados amenazantes que pueden 
usarlas para conseguir sus objetivos. En contraste, el sector de la defensa co¬ 
lombiano ha desarrollado un análisis mucho más juicioso del entorno regio¬ 
nal latinoamericano: ha concluido que existen posibles escenarios de deterioro 
de las relaciones con países vecinos que podrían requerir de una preparación 
adicional de nuestras Fuerzas Armadas. En particular se mencionan conflic¬ 
tos fronterizos y políticos con Nicaragua y Venezuela. Además, se hace alusión 
a la inestabilidad política interna de este último como potencial factor deses¬ 
tabilizador para Colombia. Como consecuencia de esta interpretación del en¬ 
torno estratégico y de seguridad internacional, las Fuerzas Armadas justifican 
una reorganización de sus áreas misionales y sus labores, enfocadas ahora a 
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enfrentar lo que definen como retos externos a la seguridad de Colombia y, a 
partir de la experiencia reciente, a “fortalecer la cooperación, combatir el cri¬ 
men trasnacional, participar en misiones internacionales u operaciones de man¬ 
tenimiento de la paz y continuar compartiendo experiencias y conocimientos” 
(Ministerio de Defensa 2015, 8). 

La nueva preocupación del sector de la defensa en Colombia por el entorno 
internacional —y el discurso que se construye— es uno de los elementos más 
interesantes desde el punto de vista estratégico y organizacional de las Fuer¬ 
zas Armadas en el posconflicto. En el nuevo escenario planteado empiezan a 
aparecer menciones a “amenazas” nuevas o no tan nuevas que justifican la re¬ 
organización y generan una nueva interpretación del lugar de Colombia en 
el mundo en materia de seguridad. Por ejemplo, llamar la atención sobre la 
inestabilidad de estados débiles, en los que se pueden crecer redes ilegales que 
acudan a tácticas terroristas, es una justificación para la nueva participación 
de Colombia en misiones de paz de Naciones Unidas con más de 5000 miem¬ 
bros de las Fuerzas Militares. A su vez, la “historia de éxito” (véase el capítulo 
de Morales y Tickner en este volumen) que las Fuerzas Armadas colombianas 
presentan como resultado de su profesionalización y mejoramiento en técni¬ 
cas de combate irregular es un recurso para ofrecer cooperación militar, so¬ 
bre todo en entrenamiento, a otros países. Por último, menciones específicas a 
la posibilidad de un conflicto con países vecinos por disputas territoriales jus¬ 
tifican la necesidad de preparación de las Fuerzas Armadas para enfrentarlo. 

Este capítulo es uno de los resultados de una investigación en marcha sobre 
la reestructuración de las Fuerzas Armadas colombianas. Para este proyecto 
se usaron documentos oficiales, entrevistas en prensa y declaraciones de di¬ 
rectivos del sector de la defensa. Además, se realizaron entrevistas con altos 
oficiales de las tres fuerzas (Armada, Fuerza Aérea y Ejército) entre el 2014 y 
el 2015. Los nombres de los entrevistados no se hacen públicos, dada la sensi¬ 
bilidad de los temas tratados. A partir de esta investigación ha quedado claro 
que está consolidada la idea de que existen amenazas internacionales “reales 
o potenciales” para Colombia que no se limitan al flujo de armas y drogas en 
el contexto del conflicto armado, como era común argumentar en el pasado. 
Tanto las entrevistas como los documentos del sector hacen evidente un con¬ 
vencimiento entre los militares sobre la importancia que la política de seguri¬ 
dad debe darles a los factores internacionales, como el terrorismo internacional, 
los desastres naturales, el cambio climático, la falta de desarrollo, y las preten¬ 
siones territoriales de otros estados. También es claro que esta visión de ines¬ 
tabilidad global no está del todo desarrollada y existen vacíos en la conexión 
entre amenazas globales y la seguridad de Colombia. Por último, también es 
evidente que todavía hay dos potenciales fuentes de preocupación para Colom¬ 
bia: Venezuela y Nicaragua. 
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A continuación, este capítulo describe la nueva visión del sector de la de¬ 
fensa sobre la seguridad de Colombia. Para esto presenta la forma como las 
Fuerzas Armadas conciben y articulan los potenciales peligros para la seguri¬ 
dad nacional. Además, se analiza la importancia que toma el contrabando en 
las dinámicas de seguridad pública desde la visión de los organismos de segu¬ 
ridad. Por último, se estudia la nueva pretensión de convertir a Colombia en 
un actor internacional que ofrece conocimiento y fuerzas capacitadas para ayu¬ 
dar a solucionar desafíos de seguridad en otros países y regiones del mundo. 


Las áreas misionales de las Fuerzas Armadas para la “nueva Colombia” 

En el 2016, el ministro de Defensa, Luis Carlos Villegas, aseguró que las Fuer¬ 
zas Armadas colombianas habían “ganado la guerra” a las farc y al eln. Ade¬ 
más, sostuvo que su papel se debería reorientar. Sin embargo, en vez de reducir 
su tamaño, el ministerio señaló que las Fuerzas Militares deberían ser “las más 
poderosas de la historia” después del conflicto interno. ¿Para qué? Principal¬ 
mente, según el ministro, para “recuperar sus misiones primarias como son el 
cuidado de las fronteras y la protección de [la] soberanía, sin perder las capa¬ 
cidades que aprendieron] en el conflicto [interno]” (Villegas 2016). 

En la misma línea de esta misma idea de haber “ganado la guerra”, en la 
nueva política de defensa y seguridad es muy diciente la caracterización del 
entorno nacional actual como una “nueva Colombia”. Esta referencia está en 
el centro del discurso actual de las Fuerzas Armadas. El documento justifica 
esta denominación por la reducción en los indicadores de inseguridad en el 
país desde el año 2000: la caída del 75 % en la tasa de homicidios, la casi total 
erradicación del secuestro extorsivo, el incremento a casi el 100 % del número 
de municipios sin acciones de las principales guerrillas, los casi 30 000 desmo¬ 
vilizados y un aumento del número de soldados profesionales de 11 415 en el 
2000 a 85 868 en el 2015 (Ministerio de Defensa 2015, 9). Según el documento, 
la situación de seguridad en Colombia ha mejorado gracias al trabajo de las 
Fuerzas Armadas, la Policía y otras instancias estatales. Con la afirmación de 
la existencia de una “nueva Colombia” el sector de la defensa colombiano pa¬ 
rece haber superado los retos de seguridad de los últimos veinte años, princi¬ 
palmente relacionados con la capacidad de los grupos guerrilleros de ejercer 
control territorial y de grupos narcotraficantes e ilegales de generar insegu¬ 
ridad y debilitar al Estado. Como es predecible, el sector se mira sí mismo de 
manera favorable. 

Por otra parte, deben tenerse en cuenta los numerosos estudios de la con¬ 
tinuación de la inseguridad, ilegalidad y debilidad institucional que tienen lu¬ 
gar más allá de la terminación del conflicto con las farc. La nueva política 
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reconoce que existen retos en la seguridad ciudadana y la lucha contra el cri¬ 
men organizado, junto con la defensa de la soberanía y los intereses naciona¬ 
les, que no son definidos. Al mismo tiempo que se declara victoria frente a la 
inseguridad del pasado, la nueva política hace énfasis en retos considerados 
centrales en el nuevo contexto regional y global, como la defensa nacional, el 
contrabando, el crimen organizado y el narcotráfico en otras áreas de Amé¬ 
rica Latina y el mundo. 


La defensa nacional y la posibilidad de un conflicto convencional 

Entre los nueve objetivos estratégicos de la política de defensa y seguridad (Mi¬ 
nisterio de Defensa 2015, 4) hay cuatro que se relacionan directamente con el 
entorno internacional y que luego se transforman en nuevas áreas misionales. 
El primero es garantizar la soberanía e integridad del territorio nacional, “pro¬ 
tegiendo los intereses nacionales”. Este apunta a evitar una posible pérdida de 
parte del territorio o conflictos convencionales con otros estados o agentes no 
estatales capaces de control territorial. Aunque este no es nuevo, ya que todos 
los estados buscan garantizar su integridad territorial, sí es un objetivo reno¬ 
vado, que presta una atención particular a dinámicas conflictivas recientes con 
países vecinos y a cambios contemporáneos en la geopolítica global. Si bien to¬ 
das las Fuerzas Militares en el mundo constantemente evalúan riesgos de se¬ 
guridad nacional y amenazas convencionales, en Colombia esta preocupación 
pasó a un segundo plano en el momento en que la lucha contra la insurgen- 
cia y las amenazas internas se convirtieron en el eje de la profesionalización 
de las Fuerzas Armadas. 

De este objetivo se desprende el área misional de la defensa nacional. Tal 
defensa se entiende principalmente como la prevención de acciones de otros 
estados en contra de la integridad del territorio y de los activos estratégicos co¬ 
lombianos. El documento identifica algunos acontecimientos recientes como 
alteraciones de la integridad del territorio colombiano: el fallo de la Corte In¬ 
ternacional de Justicia del 2012 que asignó una porción de mar Caribe que Co¬ 
lombia consideraba propia a Nicaragua (Bitar 2014). A continuación, la política 
asegura que aparte de los hechos recientes existen “amenazas reales o potencia¬ 
les” a la integridad del territorio colombiano, producto de las zonas marítimas 
sin definir y las fronteras terrestres vulnerables a acciones hostiles. Entonces, 
prioriza el desarrollo de capacidades para enfrentarlas. 

En la política se define la doctrina militar colombiana como una postura 
estratégica defensiva, acompañada con capacidades disuasivas creíbles. Es ne¬ 
cesario explorar por fuera del documento para identificar cómo se materia¬ 
liza esta postura. A partir de las entrevistas realizadas en esta investigación y 
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de documentos que las Fuerzas Armadas elaboraron, esta sección busca en¬ 
tender la visión del sector de la defensa sobre la importancia de esta área mi¬ 
sional en los próximos años en Colombia y comprender la forma como el país 
está desarrollando la postura disuasiva que asegura necesitar. 

La mayoría de los escenarios que las Fuerzas Armadas consideran “ame¬ 
nazas” tienen realmente pocas posibilidades de concretarse. Sin embargo, to¬ 
das las Fuerzas Armadas realizan reflexiones estratégicas con las que tratan 
de prever potenciales riesgos para la seguridad del país. La importancia de la 
información recogida sobre el tema de defensa nacional no radica tanto en la 
existencia de amenazas inminentes, sino en el uso de los escenarios acá plan¬ 
teados para justificar el desarrollo de mejores capacidades, el mantenimiento 
y el incremento el presupuesto de las Fuerzas Armadas. En definitiva, probar 
la pertinencia de un pie de fuerza entrenado y numeroso en el posconflicto. 

La visión de las Fuerzas Militares, que insisten en la necesidad de desarro¬ 
llar capacidades para la defensa nacional, contrasta con la opinión generalizada 
de la academia y la sociedad civil colombiana sobre la poca o nula posibilidad 
de un conflicto armado con otros estados. Esta diferencia puede explicarse por 
una marcada divergencia en el tipo de pensamiento propio de las instituciones 
civiles y las militares. Mientras que en la disciplina de las relaciones internacio¬ 
nales se privilegia el estudio de las amenazas como intenciones ofensivas reales 
de otros estados (Walt 1987) o como construcciones discursivas de securitiza- 
ción (Tickner 2005), en las Fuerzas Armadas se parte de la consideración de los 
escenarios más peligrosos, así sean remotos, en los cuales las relaciones estables 
entre los países puedan deteriorarse y llevar a conflictos (Sunstein 2007). En el 
pensamiento estratégico militar, la pregunta no es si existe hoy en día un líder 
en otro país que tenga la intención de agredir a Colombia, sino más bien si las 
diferencias en las capacidades militares pueden ser utilizadas para agredir a 
un país en caso de llegar a una situación política conflictiva con otros estados. 
El resultado de esta última línea de pensamiento es la figuración de escenarios 
de crisis que, más allá de establecer una condición objetiva de amenaza, buscan 
convencer de la necesidad inminente de mejorar las capacidades defensivas del 
país. Aunque la factibilidad de las amenazas no sea significativa, el panorama 
destructivo que se dibuja es tan negativo que debe ser evitado a toda costa, in¬ 
cluso si no existe un riesgo inminente de que se materialice. 

Como se ha determinado a partir de entrevistas con altos oficiales, para 
las Fuerzas Armadas colombianas, la posibilidad de un conflicto interestatal 
no es inexistente, sino que incluso es esperada si se deterioran las condicio¬ 
nes actuales del entorno de seguridad en la región. En consecuencia, como 
complemento a la política de defensa y seguridad del 2015, el Gobierno está 
desarrollando un plan para mejorar las capacidades defensivas del país y pres¬ 
tando especial atención a las compras de armamento de países vecinos. En la 
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actualidad, la capacidad militar colombiana, centrada en la lucha contra los 
grupos irregulares internos, se basa en tácticas de guerra asimétrica y contra¬ 
insurgente, producto del tipo de operaciones que se desarrollaron durante el 
Plan Colombia y la lucha contra el narcotráfico y las guerrillas. El plan actual 
de transformación de las Fuerzas Militares busca diversificar las capacidades 
del país, para poder combatir en conflictos tradicionales contra otros estados, 
además de desarrollar aptitudes para otros tipos de misiones, como el cuidado 
del medio ambiente, la atención de desastres y la cooperación internacional en 
misiones multilaterales. 

Los mandos militares colombianos consideran por lo general como amena¬ 
zas a la defensa nacional no solo los conflictos tradicionales con otros estados, 
sino también actividades externas que tengan como objetivo la desestabiliza¬ 
ción interna del país, las condiciones que otorguen una ventaja en un eventual 
conflicto y el patrocinio de grupos de oposición, entre otras. Según el coro¬ 
nel (ra) Manuel Martínez Pachón, las intenciones bélicas de los estados son 
amenazas para Colombia así como los problemas económicos, las tensiones 
sociales y la debilidad gubernamental en otros países pueden “generar deseo 
de expansionismo territorial, ideológico o imposiciones económicas” (Mar¬ 
tínez 2015, 26). En algunos documentos públicos generales en la reserva han 
acusado a la dirigencia política civil colombiana de ignorar estas amenazas y 
a la política exterior de estar desconectada de las necesidades de defensa na¬ 
cional (Álvarez 2015). 

Colombia ha tenido pocos enfrentamientos armados con países vecinos. Los 
que ha tenido han sido cortos y no han implicado una movilización masiva de 
fuerzas. Además, la región latinoamericana ha estado tradicionalmente libre 
de las grandes disputas militares que han devastado a Europa y Asia. En parte 
el poderío de los Estados Unidos y su constante intervención en la región han 
evitado el ingreso de potencias extrahemisféricas a la zona y han mantenido 
un nivel de conflictividad bajo (Butt 2013). Algunos autores atribuyen esta re¬ 
lativa paz internacional a la resolución pacífica de los diferendos territoriales 
a través de mecanismos internacionales, como la Corte Internacional de Justi¬ 
cia (Rodríguez 2007). La seguridad en Colombia ha empleado, por su parte, el 
poder militar para resolver problemas de orden público, como la amenaza de 
los grupos subversivos y de autodefensas (Bonett 2008). 

Según entrevistas bajo reserva de nombre hechas a cuatro coroneles del Ejér¬ 
cito y de la Fuerza Aérea, en Bogotá en el 2015, a pesar de la relativa escasez de 
conflictos interestatales en América Latina, entre los retos de la defensa nacio¬ 
nal se han identificado cuatro problemas potenciales en el mediano plazo. Pri¬ 
mero, el país está expuesto a ataques y sabotajes a instituciones del Estado, a la 
infraestructura física, a las instalaciones militares y a los activos económicos del 
país, que principalmente pueden venir de incursiones aéreas de otros estados, 
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pero que también pueden darse por otras vías. Segundo, otros países podrían 
realizar actividades socioeconómicas y políticas para buscar un control sobre 
áreas del territorio nacional, principalmente con apoyo de la población local en 
lugares de poca presencia de las instituciones del Estado colombiano, como La 
Guajira, el Amazonas o el archipiélago de San Andrés. Tercero, en la opinión 
de varios de los entrevistados, el país corre un riesgo de ocupación militar en 
algunas zonas del territorio nacional. En el momento este riesgo es pequeño, 
pero podría materializarse en el mediano plazo si se deterioran las relaciones 
con los vecinos o con otros actores. Este riesgo incluye acciones de provocación 
que pretendan que Colombia se involucre en el escalamiento de un conflicto y 
una potencial ocupación, con el apoyo de otros países o instituciones interna¬ 
cionales, de los territorios que se encuentran en disputa. Además, las Fuerzas 
Armadas colombianas están al tanto de acciones militares de otros países desa¬ 
rrolladas con el objetivo de controlar recursos naturales colombianos, como la 
reserva de la Amazonia, las reservas de agua y de tierra cultivable, entre otros. 
Por último, según los oficiales, la defensa nacional puede verse comprometida 
por ataques cibernéticos o por la negación del uso del espectro electromagné¬ 
tico (Gaitán 2012). Tanto actores estatales como no estatales podrían amena¬ 
zar la infraestructura crítica del país militar y civil y causar daños graves que 
pongan en riesgo la estabilidad nacional y la defensa. Esta última amenaza ha 
despertado mucho interés en los últimos años en el país, gracias a ataques de 
este tipo reportados en varios países con niveles de seguridad informáticos 
más altos que los colombianos. 

En cuanto a la posible fuente de las amenazas a la soberanía nacional, exis¬ 
ten dos focos relacionados esencialmente con disputas territoriales sin resolver 
y tensiones políticas con países vecinos. El primero es Venezuela. En los últimos 
años han resurgido viejas disputas territoriales entre los dos países. Asimismo, 
las diferencias políticas recientes han causado tensiones y amenazas potencia¬ 
les de uso de la fuerza. Colombia y Venezuela aún no han solucionado su dis¬ 
puta marítima del golfo de Coquivacoa (o golfo de Venezuela), lo que hasta la 
fecha continúa creando tensión entre los dos países. Además, varios momen¬ 
tos durante la presidencia de Alvaro Uribe fueron especialmente alarmantes, 
como la firma del fallido acuerdo con los Estados Unidos para el uso de siete 
bases militares en el 2009. Este acuerdo ocasionó una respuesta beligerante del 
presidente Hugo Chávez, quien consideró la presencia militar de los Estados 
Unidos en Colombia una prueba de la intención de ese país de invadir Vene¬ 
zuela. Además, gracias a cables filtrados de la Embajada de Estados Unidos en 
Bogotá, fue claro que el Gobierno de Colombia exigía como contraprestación 
la instalación de un sistema antiaéreo con capacidad de enfrentar a la fuerza 
aérea venezolana y un compromiso de Washington de suministrar equipos y 
partes necesarias en un eventual conflicto (Bitar 2015). 
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En otras ocasiones la convivencia pacífica entre los dos países también se 
vio amenazada. El secuestro de Rodrigo Granda en territorio venezolano y su 
traslado a la frontera con Colombia para ser entregado a las Fuerzas Armadas 
desató la furia del presidente Chávez. A su vez, el bombardeo al campamento 
de Raúl Reyes en el lado ecuatoriano de la frontera causó alarma en Caracas y 
movilización militar hacia la frontera no solo por la intervención militar co¬ 
lombiana en territorio de un estado vecino, sino por las acusaciones de vínculos 
entre el Gobierno de Venezuela y las farc hechas a partir de evidencia reco¬ 
lectada en los computadores del campamento guerrillero. 

Además de los problemas políticos recientes, ambos países continúan soste¬ 
niendo diferencias con respecto a la demarcación de las aguas y sigue estando 
en la memoria de las Fuerzas Armadas la disputa sobre las islas de los Mon¬ 
jes. Por otro lado, la inestabilidad del régimen bolivariano en el país vecino 
puede tener consecuencias negativas para la defensa nacional, porque, como 
lo han mencionado varios oficiales entrevistados, el gobierno del presidente 
Maduro y sus sucesores podrían utilizar un eventual conflicto con Colombia 
para agrupar a los venezolanos en un interés común que podría darle un res¬ 
piro a sus problemas internos. 

Por la posibilidad de un conflicto con Venezuela, las Fuerzas Militares co¬ 
lombianas han puesto en marcha su capacidad disuasiva. El propósito de este 
tipo de capacidad es elevar los costos de un eventual enfrentamiento hasta el 
punto de hacerlo poco atractivo para un país enemigo (Posen 1984,14-16). Para 
tal efecto, Colombia instaló una brigada de armas combinadas en La Gua¬ 
jira, en donde se practican ejercicios de preparación para una posible ocu¬ 
pación extranjera. Esta brigada cuenta con treinta y dos vehículos blindados 
lav ni Gladiator y 1800 miembros de las diferentes fuerzas con equipos de úl¬ 
tima tecnología, como visores nocturnos y radares (Webinfomil 2015). El de¬ 
partamento de La Guajira es un territorio especial en la geografía colombiana, 
pues es el único espacio extendido, plano y sin obstáculos naturales en el que 
puede darse un enfrentamiento regular con tanques y otros vehículos pesados. 
Por lo tanto, este departamento está expuesto a un mayor riesgo de una guerra 
tradicional y una potencial ocupación. 

El resto del territorio nacional es menos vulnerable a estos ataques, gracias 
a su naturaleza montañosa, hídrica y llena de vegetación, especialmente las zo¬ 
nas con mayor concentración de la población en las cordilleras. Esto hace que 
una ocupación de todo el país sea particularmente costosa y poco probable. Sin 
embargo, todo el territorio nacional está expuesto a ataques aéreos, en espe¬ 
cial los activos económicos y militares centrales para el país, como los pozos 
petroleros, las refinerías y los oleoductos, los puertos y los aeropuertos, las ca¬ 
rreteras, las grandes empresas y las instalaciones militares y políticas de todo 
tipo. El riesgo es aún mayor porque Venezuela cuenta con una flota de aviones, 
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como los Sukhoi S11-30MK2, con potencial para llevar a cabo con gran preci¬ 
sión ataques aéreos a objetivos estratégicos. La mayoría de los activos estra¬ 
tégicos colombianos no cuentan con un sistema de protección tierra-aire que 
pueda defenderlos de un ataque de este tipo; por lo tanto, son vulnerables en 
caso de un conflicto armado. 

Para prevenir este tipo de ataques, las Fuerzas Armadas colombianas están 
desarrollando una doctrina multimisión que busca diversificar la capacidad 
de acción que hoy se encuentra limitada a la contrainsurgencia. Se pretende 
formar unas fuerzas con capacidad de conducir operaciones de guerra regular 
(Ciro y Correa 2014). Gracias a su experiencia en contrainsurgencia, las Fuer¬ 
zas Armadas cuentan con un nivel de entrenamiento y preparación relativa¬ 
mente alto si se compara con el de sus vecinos. La modernización de las Fuerzas 
Armadas en los últimos dieciséis años, adelantada para enfrentar a las farc, 
las ha dejado entrenadas para combatir en terrenos difíciles y en condiciones 
adversas, como climas cambiantes, alta montaña y en operaciones nocturnas. 
Esta experiencia, que es uno de los principales activos de la defensa colombiana 
hoy en día, puede ser usada en caso de un conflicto internacional. De la misma 
forma, la experiencia de las fuerzas colombianas en el combate asimétrico y las 
tácticas empleadas por las guerrillas le permiten confiar en ser superiores en 
el teatro interno de operaciones, en caso de una ocupación extranjera, ya que 
ningún otro país de la región tiene el mismo nivel de experiencia ni el mismo 
conocimiento del territorio colombiano. 

Un segundo foco de preocupación para la defensa nacional es la disputa 
marítima con Nicaragua en el corto y mediano plazo. Luego de un fallo de la 
Corte Internacional de Justicia que entregó 75 000 km 2 de mar en disputa a 
ese país, el Gobierno colombiano no ha aplicado el fallo hasta que no haya un 
tratado con los nuevos límites (Bitar 2014). Por esta razón, la marina colom¬ 
biana continúa con la orden de ejercer soberanía sobre las aguas en disputa, lo 
que ya ocasionó una demanda adicional de Nicaragua y podría generar un en¬ 
frentamiento naval. Las Fuerzas Armadas colombianas temen hostigamientos 
y provocaciones de parte de Nicaragua que lleven a la Armada colombiana a 
responder con un escalamiento. Esto podría devenir en un conflicto abierto 
o en una condena internacional contra Colombia que asegure los intereses de 
Nicaragua. 

La posibilidad de un enfrentamiento entre ambos países es clara para ofi¬ 
ciales de la Marina y de las demás fuerzas colombianas, dado que tienen la 
obligación de ejercer control sobre la zona en disputa. La Armada de Colom¬ 
bia continúa operando en las aguas otorgadas a Nicaragua. Este país está im- 
plementado su misión Paz y Soberanía, que incluye ejercicios navales en el 
mismo espacio (Ejército de Nicaragua 2016). Nicaragua hace poco anunció la 
compra de aviones caza rusos MiG-29 multipropósito que pueden ser armados 
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con misiles aire-aire o aire-superficie (Actualidad rt 2016), lo que le daría a 
este país una disuasión estratégica en la zona. Más allá de los problemas de de¬ 
fensa nacional, el fallo de la Corte Internacional de Justicia redujo significati¬ 
vamente la capacidad de las Fuerzas Armadas colombianas de monitorear el 
tráfico de drogas, armas y personas por el Caribe hacia Centroamérica y los 
Estados Unidos (El Heraldo 2012). 

Una preocupación adicional a las acciones militares de otros países es la 
promoción de grupos políticos o sociales en Colombia que puedan generar 
condiciones para justificar una eventual acción militar. Aunque la probabili¬ 
dad de éxito de estas acciones es baja, existe ya inquietud en los mandos mi¬ 
litares por el financiamiento secreto de grupos políticos cercanos al régimen 
venezolano y la intervención cultural en poblaciones en zonas periféricas del 
país. En términos geopolíticos, existe un interés especial en algunos de los 
oficiales entrevistados por la actividad de países que no son hemisferio occi¬ 
dental que están expandiendo su influencia en América Latina y que podrían 
chocar con los intereses de Colombia o los de los Estados Unidos. En diferen¬ 
tes entrevistas aparecieron menciones a potenciales peligros extrahemisféri¬ 
cos. Entre estos países está Rusia, que ha consolidado una relación importante 
con el régimen bolivariano de Venezuela, y China, que en el momento planea 
construir un canal interoceánico en Nicaragua. El apoyo de estos países en un 
eventual conflicto con Colombia —incluso si es indirecto, a través del sumi¬ 
nistro de equipos, entrenamiento y municiones— podría ser desestabilizador 
y reducir la capacidad disuasiva colombiana. Un tercer país extrahemisférico 
que empieza a preocupar a los organismos de seguridad colombianos es Irán. 
En la actualidad hay una población chiita considerable en algunas regiones 
colombianas, como La Guajira y el Pacífico, en donde las Fuerzas Militares 
sospechan que Irán ha colaborado con financiación para las labores de evan- 
gelización. Según uno de los oficiales entrevistados, tanto Rusia como China 
e Irán preocupan a Estados Unidos, un país tradicionalmente cercano a Co¬ 
lombia y con el que se ha desarrollado una relación especial en temas de segu¬ 
ridad. El establecimiento de intereses de estos países en América Latina ya se 
empieza a ver como un desafío a la hegemonía militar de los Estados Unidos 
sobre la región (Ellis 2009,16). 

Es muy interesante que ninguno de los oficiales entrevistados ni ninguno de 
los documentos académicos u oficiales de las Fuerzas Armadas consultados para 
esta investigación mencionen a Estados Unidos como una posible amenaza a la 
seguridad de Colombia. Esto contrasta fuertemente con nuestros vecinos, como 
Venezuela, Ecuador (Bitar 2015) e incluso Brasil (Spektor 2016), cuyas Fuerzas 
Militares y gobiernos consideran que la presencia militar estadounidense en 
Suramérica es una potencial amenaza. En lugar de creerlo así, Colombia con¬ 
tinúa permitiendo la intervención de Estados Unidos en temas de seguridad 


Las Fuerzas Armadas en el posconflicto: una renovada 205 

PREOCUPACIÓN POR LO INTERNACIONAL 


en el país (Tickner 2007; Bitar 2015). Ambos países recientemente renovaron 
su compromiso de colaboración en seguridad para el periodo de posconflicto. 

Como respuesta al escenario cambiante, las Fuerzas Armadas de Colombia 
han establecido una doctrina de seguridad basada en la disuasión. Colombia 
no cuenta con capacidades ofensivas que le permitan atacar primero en caso 
de que haya una amenaza inminente. Sin embargo, el país espera prevenir el 
ataque de otros países al incrementar los costos. Esta estrategia se refuerza con 
la creación de la brigada de armas combinadas, la preparación en ejercicios de 
infantería, el patrullare de los mares en superficie y submarino y la experien¬ 
cia que ha dejado el conflicto armado interno. 

Si bien los problemas de seguridad internos de Colombia siguen siendo en 
la práctica más importantes e inmediatos, incluso en un escenario de poscon¬ 
flicto, es muy interesante que la nueva visión del sector de la defensa (tanto pú¬ 
blica como privada) asigne tanta relevancia a las amenazas provenientes del 
extranjero. El crecimiento del cultivo de coca, la minería ilegal, el contrabando, 
las bandas criminales y otras dinámicas continúan generando inseguridad en 
Colombia, mientras que las “amenazas” internacionales son, a lo sumo, solo 
potenciales. Sin embargo, como elemento legitimador de un pie de fuerza y 
un gasto militar elevado, estas cumplen un papel central en la nueva orienta¬ 
ción militar colombiana. 


Dinámicas trasnacionales y seguridad pública 

El segundo objetivo con dimensiones internacionales en la política de segu¬ 
ridad 2015-2018 es el combate del crimen organizado. Este se traduce en el 
área misional de la seguridad pública, con los retos para el funcionamiento 
del Estado que imponen las actividades de grupos al margen de la ley, prin¬ 
cipalmente con objetivos económicos. Todas estas tienen un carácter tras¬ 
nacional: el narcotráfico, el contrabando, la extracción y comercialización 
de minería ilegal, el tráfico de migrantes. El enfoque de la política de seguri¬ 
dad para responder está fuertemente basado en la interacción y coordinación 
entre las distintas Fuerzas Militares y de Policía y los entes administrativos 
locales y nacionales. 

A pesar de lo positivo de esa articulación, es de señalar que en la política no 
se menciona una coordinación con las autoridades de los países vecinos para 
mejorar la capacidad de respuesta conjunta a las dinámicas trasfronterizas. A su 
vez, se nombra, pero poco se desarrolla, una visión sobre el carácter trasnacio¬ 
nal de los grupos ilegales y la naturaleza internacional de los mercados ilegales 
en los que participan. En el documento no se hace referencia a los mecanis¬ 
mos de cooperación en seguridad con los vecinos, como los desarrollados con 
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las Fuerzas Armadas de Ecuador, que podrían institucionalizarse y replicarse 
en otras fronteras del país. 


Un “nuevo”problema: el contrabando 

A pesar de que se reconoce la continuación de la lucha contra el tráfico de dro¬ 
gas y armas en la política de seguridad, no es un asunto prioritario. Como se 
asume que ya se vencieron las dinámicas de inseguridad del pasado, se les 
asigna un papel más fuerte a la seguridad ciudadana y al éxito de los acuerdos 
de desmovilización y reintegración de grupos guerrilleros en el posconflicto. 
Sin embargo, es interesante el lugar prioritario que la nueva política de segu¬ 
ridad y la legislación reciente colombiana le asigna al contrabando, como un 
fenómeno trasnacional. El Gobierno ha reconocido que las organizaciones cri¬ 
minales transnacionales participan en el tráfico ilegal de mercancías, principal¬ 
mente provenientes de Venezuela, y obtienen grandes beneficios económicos. 
A la vez, estas organizaciones “apalancan” otras actividades criminales, a tra¬ 
vés de las rutas, redes y recursos del contrabando. Es interesante que la visión 
actual del sector de la defensa le otorgue un papel central al contrabando, des¬ 
pués de permanecer en un segundo plano, detrás de otros problemas trasnacio¬ 
nales, como el tráfico de drogas y de armas (Tickner y Masón 2003). A pesar de 
que esas otras dinámicas siguen siendo consideradas problemas para la seguri¬ 
dad pública, el contrabando ha recibido una renovada atención y ha generado 
recientemente la sanción de nuevas leyes y la creación de nuevas estrategias y 
estructuras para combatirlo. 

El contrabando se ha convertido en una fuente considerable de ingresos 
para los grupos ilegales que operan en las zonas fronterizas. Durante el 2014, 
la Policía Fiscal y Aduanera de Colombia realizó incautaciones de contra¬ 
bando por 228 294 millones de pesos, de las cuales un 15 % fueron efectuadas 
en la frontera colombo-venezolana, por un total de 33 177 millones de pesos, 
y un 5 % en la frontera con Ecuador, por un total de 11 580 millones. Entre los 
principales productos incautados se encuentran alimentos perecederos, ciga¬ 
rrillos, textiles, automotores, licores y calzado. El restante 80 % de las incau¬ 
taciones se realizó principalmente en ciudades colombianas, luego de que el 
contrabando llegara a sus centros de distribución o a los puntos finales de co¬ 
mercialización. Los principales puntos de tráfico de contrabando en las fron¬ 
teras colombianas incluyen pasos por Arauca, Nariño, Norte de Santander, 
Cesar y La Guajira. 

Una preocupación mayor en las zonas de frontera con Venezuela es el trá¬ 
fico ilegal de gasolina. El precio subsidiado de gasolina en Venezuela es de 0,097 
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bolívares o 29 pesos colombianos por litro, mientras que el equivalente en Co¬ 
lombia cuesta 2275 pesos (El Mundo 2015). Esta diferencia de precios genera 
unos incentivos gigantescos al contrabando. A través de 192 pasos ilegales en 
la frontera, se usan tanques modificados en los automóviles y camiones que 
cruzan la frontera, pimpineros trasladan los barriles de gasolina a pie y, desde 
hace poco, camiones cargan barriles, en muchos casos visibles, como el equipo 
investigador lo comprobó en La Guajira colombiana. El control policial es de¬ 
ficiente en la frontera. Los habitantes de la zona denuncian que la Policía re¬ 
cibe anuncios de los contrabandistas con el objetivo de que sean desmontados 
los retenes con la promesa de recibir sobornos. Según habitantes de la zona, el 
precio de la gasolina venezolana de contrabando se ha reducido en los depar¬ 
tamentos colombianos de frontera en más de un 50 % en el último año, lo que 
sugiere un incremento de la cantidad del producto. Según el director de la Po¬ 
licía Fiscal y Aduanera de Colombia, el general Gustavo Moreno, en el 2014 se 
incautaron 315 849 barriles de gasolina de contrabando provenientes de Vene¬ 
zuela (El Nuevo Siglo 2016). Para el general Gustavo Moreno, el contrabando 
ha generado además problemas fiscales para los departamentos fronterizos, ya 
que estos no reciben ingresos suficientes por la sobretasa a la gasolina. Además, 
las farc y otros grupos criminales cobran a los transportadores y les proveen 
protección. Estos grupos además usan la gasolina barata para el procesamiento 
de la coca y para la minería ilegal (El Nuevo Siglo 2016). 

Además de la gasolina, los productos básicos que Venezuela importa para 
su consumo interno son trasladados ilegalmente a Colombia para su comer¬ 
cialización. Diferentes estimativos calculan que un 35 % de todas las im¬ 
portaciones venezolanas salen del país de esta manera, en su mayoría hacia 
Colombia. Los productos importados en Venezuela tienen un subsidio indi¬ 
recto, gracias a la tasa de cambio preferencial que se les aplica, y su precio es 
controlado. En consecuencia, existe un incentivo perverso muy grande para 
que estos productos sean sacados ilegalmente del país y vendidos en Colom¬ 
bia, donde pueden costar mucho más. Entre estos productos de primera ne¬ 
cesidad se destacan la leche en polvo, la carne, la harina, los elementos de 
aseo, entre otros. 

Como resultado del crecimiento del contrabando, en el 2015 se aprobó la 
nueva ley que endurece las penas y crea una comisión interinstitucional entre 
diversas entidades del Estado para coordinar las acciones contra este fenómeno 
(entre ellas la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales de Colombia [dian], 
la Policía Fiscal y Aduanera, la Unidad de Información y Análisis Financiero, 
el Invima, y el Instituto Colombiano Agropecuario [ica]). Esta ley apunta so¬ 
bre todo a los grandes contrabandistas, a quienes castiga con las penas más 
duras, pero también a quienes compran productos importados ilegalmente. 
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Dinámicas legales-ilegales en la frontera 

El contrabando en la frontera en Venezuela y Colombia se apoya en activida¬ 
des legales, algunas informales, como el cambio de moneda y la distribución 
de productos comerciales, que empiezan a recibir una atención significativa de 
las Fuerzas Armadas y de la Policía y de otras agencias del Estado. Una prác¬ 
tica común en la frontera es el pago de los productos de contrabando con bolí¬ 
vares en el lado colombiano. Para pagar estos productos es necesario disponer 
de grandes cantidades de dinero; por lo tanto, se requiere que los cambistas 
informales accedan a esa moneda. Para adquirirla, estos y algunas casas de 
cambio ofrecen lo que se conoce como “el cambiazo”. De esta manera reciben 
montos muy altos de efectivo venezolanos y como pago consignan una suma 
incluso mayor en las cuentas bancarias de los traficantes de efectivo. Con esta 
modalidad los cambistas proveen efectivo a los compradores del contrabando 
y facilitan así el flujo ilegal de mercancías entre los dos países. 

Además del contrabando de mercancías por pasos ilegales y camufladas en 
los legales, el contrabando técnico incluye productos que se someten a las ins¬ 
pecciones de aduanas, pero cuentan con papeles falsos o duplicados como fac¬ 
turas y declaraciones de importación. Para enfrentar esto, los dos países crearon 
los centros conjuntos binacionales, que monitorean la frontera con la Fuerza 
Armada Nacional Bolivariana y la Policía colombiana. El programa de coo¬ 
peración también incluye intercambio de información y construcción de ca¬ 
pacidad institucional en ambos lados de la frontera. En la actualidad se están 
realizando reuniones entre las autoridades de Colombia y Ecuador para imple - 
mentar un sistema similar de cooperación contra el contrabando. 


Compartir lo aprendido y mantener la paz global 

El tercer objetivo estratégico internacional es “fortalecer la proyección inter¬ 
nacional del sector como partícipe de la política exterior establecida por el Go¬ 
bierno, mediante una mayor cooperación bilateral, triangular y multilateral con 
los países aliados y estratégicos”. Esto se traduce en una nueva área misional 
para las Fuerzas Armadas, mediante la cooperación con otros países de Amé¬ 
rica Latina y otros continentes, en la que se ofrece acompañamiento técnico y 
capacitación a las fuerzas locales para enfrentar situaciones de seguridad simi¬ 
lares a la colombiana en las últimas dos décadas. Principalmente, se capacita 
en técnicas de guerra irregular, combate a grupos narcotraficantes, respuesta 
al secuestro extorsivo y consolidación institucional (véase Tickner 2014; véase 
también el capítulo de Morales y Tickner y el capítulo de Bergamaschi, García 
y Santacruz en este volumen). 
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Como complemento a la cooperación directa en materia de seguridad, este 
objetivo incluye una participación constante de fuerzas colombianas en mi¬ 
siones internacionales, incluidas las misiones de paz de Naciones Unidas. Re¬ 
cientemente el presidente Santos prometió que Colombia enviará hasta 5000 
tropas cuando sean requeridas. La participación de Colombia implica tanto la 
trasmisión de conocimiento a otros países con situaciones de conflicto simila¬ 
res al colombiano como el fortalecimiento del pie de fuerza con uniformados 
colombianos (Bitar 2016). Algunos ejemplos de la materialización de este ob¬ 
jetivo son un acuerdo (aún no ratificado) con la Organización del Tratado del 
Atlántico Norte (otan) que lleva a compartir información de seguridad y un 
acuerdo de cooperación en crisis militares y civiles con la Unión Europea. 

Un cuarto objetivo estratégico con dimensiones globales busca “poner a 
disposición del Estado colombiano las capacidades de la Fuerza Pública para 
mitigar los efectos del cambio climático, atender desastres naturales y prote¬ 
ger los ecosistemas”. Esto supone dos áreas misionales nuevas. Al añadir asun¬ 
tos de medio ambiente y desastres naturales a la política de defensa, el Estado 
está reconociendo las dimensiones de seguridad asociadas (Arenas 2009). Las 
Fuerzas Armadas reconocen el cambio en los suelos y ríos que afecta las opor¬ 
tunidades económicas de la población como una potencial fuente de conflic¬ 
tos sociales. De igual forma, la falta de orden y la escasez de recursos después 
de un desastre natural preocupan al sector de la defensa, por las altas proba¬ 
bilidades de motines, saqueos y otras actividades delictivas. Los oficiales en¬ 
trevistados en esta investigación insistieron mucho en que las experiencias 
internacionales (más que los desastres naturales ocurridos en Colombia) les 
hacían pensar que la fuerza pública debe desarrollar capacidades de respuesta 
inmediata para garantizar la seguridad y la distribución ordenada de ayuda 
en caso de un desastre natural. 

Fuera del ámbito internacional, el documento incluye objetivos para que la 
fuerza pública contribuya a la terminación del conflicto, la construcción y el 
mantenimiento de la paz, el mejoramiento de la seguridad ciudadana, y la par¬ 
ticipación en el desarrollo local, cada uno de los cuales merece una investiga¬ 
ción más allá de los alcances de este capítulo. 


Conclusiones 

Uno de los puntos centrales de la justificación de la expansión de las áreas mi¬ 
sionales de las Fuerzas Armadas es un posible escenario de inestabilidad glo¬ 
bal y las amenazas regionales a la seguridad nacional de Colombia, que no 
era común en los discursos de seguridad en el país. La caracterización de las 
dinámicas globales de seguridad como especialmente inestables y el uso de 
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acontecimientos recientes de tensión con países vecinos se convierten en “evi¬ 
dencia” de la posibilidad de conflictos tradicionales que pondrían en riesgo la 
integridad territorial y los activos económicos colombianos. 

Sin embargo, no existen documentos del sector de la defensa que establez¬ 
can una conexión directa entre la seguridad nacional de Colombia y la inesta¬ 
bilidad regional o global causada por conflictos en Medio Oriente y cambios 
en la distribución global de poder. Los documentos existentes, como la polí¬ 
tica de seguridad 2015-2018, podrían fortalecerse si se hiciera un esfuerzo por 
entender mejor esos conflictos y las potenciales amenazas que en realidad pue¬ 
dan surgir de ellos. En entrevistas con miembros de las Fuerzas Armadas se 
hacen evidentes conexiones más directas entre la realidad internacional y la se¬ 
guridad de Colombia. Por razones diplomáticas, algunos de estos ejemplos son 
más difíciles de incluir en documentos públicos, como la inestabilidad interna 
de Venezuela y un posible colapso institucional, o la decisión de Colombia de 
desconocer el fallo de la Corte Internacional de Justicia sobre el mar alrede¬ 
dor de San Andrés. Ambas situaciones son consideradas con mucha atención 
por el sector de la defensa, puesto que su deterioro podría hacer necesaria una 
respuesta efectiva de parte de Colombia. 

Por otra parte, el contrabando se ha convertido recientemente en un obje¬ 
tivo central en la política de seguridad y en la agenda legislativa e institucional. 
El tráfico de drogas y de armas así como la presencia de grupos ilegales con al¬ 
cance transfronterizo no han desaparecido de las preocupaciones de las Fuer¬ 
zas Armadas para el posconflicto, pero es interesante que se le esté dando un 
tratamiento prioritario al problema del contrabando, que ha sido uno de los 
puntos más difíciles en la relación con Venezuela en los últimos años. 

Por último, a los ojos del sector de la defensa, Colombia ha sido víctima 
de sus retos de seguridad internos, lo que no le permitía preocuparse por el 
entorno global y su papel en el mundo. La superación de las amenazas in¬ 
ternas está llevando a que el país “despierte” en lo internacional y asuma 
un papel en el mantenimiento de la paz global. Se asume que este papel es 
“natural” para Colombia, dada la experiencia de sus Fuerzas Armadas en el 
conflicto interno y la lucha contra el narcotráfico. Esto le ha dejado una pre¬ 
paración y un conocimiento que puede ser usado a nivel global. Con base en 
esta experiencia, el sector de la defensa colombiano está ofreciendo coope¬ 
ración en seguridad, participación en misiones internacionales y se siente 
en capacidad de reclamar un lugar privilegiado en las conversaciones glo¬ 
bales sobre seguridad. 

Este capítulo presentó la visión del sector de la defensa colombiano sobre 
las problemáticas que el país enfrentará a nivel internacional. Los tres objeti¬ 
vos estratégicos que se articulan con el entorno global son una de las principa¬ 
les justificaciones del mantenimiento del pie de fuerza en el futuro. Esa visión 
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es particularmente importante en la coyuntura actual colombiana, en la que 
un acuerdo con las guerrillas ha hecho pensar que es necesario mantener unas 
Fuerzas Armadas tan grandes y costosas como las que existían durante el con¬ 
flicto. Por la construcción de los retos de seguridad del futuro que han hecho 
nuestras Fuerzas Militares, hay razones para pensar que no será así. 
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La internacionalización del proceso 
de paz de La Habana: 
del aislacionismo a la contención 

Sandra Borda y Santiago Gómez 


Introducción 

En este capítulo analizamos la internacionalización del proceso de paz 
adelantado en Colombia durante la administración del presidente Juan Manuel 
Santos. Nuestro supuesto teórico es que la internacionalización es un ejercicio 
de toma de decisiones explícito diseñado e implementado, entre otros, por los 
actores en conflicto y, en este caso, por los que forman parte del proceso de ne¬ 
gociación (Borda 2012). Aquí exploraremos cómo el Gobierno colombiano y las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc) han decidido darle vi¬ 
sos internacionales particulares a un proceso de negociación que bien podría 
permanecer circunscrito (en gran parte, mas no en su totalidad) a la esfera de 
lo doméstico o ser internacionalizado en una dirección diferente. 

Muy poco esfuerzo se ha dedicado a analizar cómo el Estado colombiano o 
los grupos insurgentes han internacionalizado de manera voluntaria sus con¬ 
versaciones de paz. Este capítulo parte de una premisa fundamental: el Estado 
colombiano y las farc han sido más autónomos con respecto a los actores in¬ 
ternacionales al tomar decisiones, aunque por supuesto han estado limitados y 
condicionados por múltiples factores que identificaremos parcialmente en este 
texto. En el análisis queremos observar cómo han maniobrado el Estado co¬ 
lombiano y las farc y cómo, en medio de fuertes restricciones, han elaborado 
estrategias de carácter internacional para complementar la negociación y la 

* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.51. 

Esta es una versión modificada de un artículo publicado inicialmente en inglés en Bruce M. 
Bagley y Jonathan D. Rosen (eds.), Colombia s Political Economy at the Outset of the Twenty- 
First Century, Lanham, MD: Lexington Books, 2015. 
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dinámica misma del proceso de paz. En síntesis, el papel activo del Estado co¬ 
lombiano y de su contraparte, las farc, en la internacionalización de su pro¬ 
ceso de paz requiere de una discusión extensiva. 

En este capítulo proponemos usar el concepto de internacionalización para 
llevar a cabo una discusión acerca del papel que desempeñan los actores inter¬ 
nacionales invitados de manera consciente, racional y calculada a participar 
en el proceso de paz de La Habana. En concreto, analizamos cómo el sistema 
internacional ha proveído al Estado colombiano y a las farc de oportunidades 
para internacionalizar exitosamente el proceso de paz. Estas oportunidades 
tanto como las restricciones son importantes para entender el diseño e imple- 
mentación de esta estrategia en la mesa de negociación. Esta premisa supone 
que las fuerzas internacionales —muy a pesar de que forman, cambian y, en 
cierta manera, limitan a las partes negociantes— todavía cuentan con la habi¬ 
lidad y el espacio para tomar la decisión de facilitar u obstaculizar la partici¬ 
pación de varios actores internacionales en los diálogos. 

Es importante precisar que vamos a hablar de la internacionalización polí¬ 
tica del proceso de paz. Esto se refiere solo a la estrategia que las partes desplie¬ 
gan para obtener legitimidad internacional y, a la vez, facilitar los objetivos de 
la mesa de negociaciones. Por lo tanto, dejamos por fuera los fines económicos 
de la internacionalización, como la búsqueda de recursos y cooperación para 
la financiación del posconflicto 1 . Como ya se mencionó, entendemos la inter¬ 
nacionalización como un ejercicio racional de las partes para involucrar o no 
a actores internacionales 2 . Cada una de las partes pueden realizar este ejerci¬ 
cio por separado o de manera conjunta. Esto significa que otros actores que 
participan en el proceso por fuera de la estrategia de las partes, como las cor¬ 
tes internacionales, no están implicados en un ejercicio de internacionaliza¬ 
ción y, por ende, no se analizarán en este capítulo 3 . 

La evidencia muestra que el Gobierno colombiano y las farc optaron por 
una estrategia contenida, sin que esto signifique que no haya habido acciones 
unilaterales. Al respecto, vamos a argumentar que la internacionalización pro¬ 
ducto de una estrategia conjunta reduce las posibilidades de tensiones, al dismi¬ 
nuir el número de posibles saboteadores y al asegurar un control consensuado 
sobre los actores involucrados y sus funciones. 


1. Al respecto, el capítulo de Bergamaschi, García y Santacruz en este volumen ofrece un aná¬ 
lisis sobre la estrategia para la financiación del posconflicto y la búsqueda de cooperación in¬ 
ternacional. 

2. A los actores internacionales no se les impone la participación. Sin duda, deciden formar 
parte de la estrategia de internacionalización de acuerdo con sus intereses. 

3. Para conocer sobre el impacto de estas cortes internacionales en el proceso de paz y la im- 
plementación de los acuerdos, véase Borda, Hildebrecht y Henneus (2016) y Borda y Sánchez 
(2014). 
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Para analizar la estrategia adelantada por las partes, en primer lugar, com¬ 
pararemos las tendencias de internacionalización que ha seguido la administra¬ 
ción de Santos en el proceso de La Habana con respecto a las de sus antecesores. 
En segundo lugar, examinaremos los papeles y las funciones de los distintos 
actores de la comunidad internacional. En específico hablaremos de aquellos 
que se han involucrado de manera más directa desde el inicio de la negocia¬ 
ción: los países garantes (Noruega y Cuba), los países acompañantes (Venezuela 
y Chile) y la organización verificadora (Organización de las Naciones Unidas 
[onu]). Además, se analizará a Estados Unidos, un actor imprescindible que 
tuvo una participación reducida al inicio del proceso, pero que luego tomó un 
papel más protagónico. Concluiremos con algunas lecciones y retos que se han 
planteado con esta estrategia y analizaremos cómo esta se ha incorporado a la 
política exterior del país. 


Tendencias de la estrategia de internacionalización de Santos 

El presidente Juan Manuel Santos anunció el inicio de los diálogos de paz en¬ 
tre el Gobierno colombiano y las farc en agosto del 2012. La última vez que 
las dos partes habían negociado formalmente fue en el proceso de paz del Ca¬ 
guán (1998-2001), con Andrés Pastrana en la Presidencia. En el tiempo com¬ 
prendido entre los dos procesos, del año 2002 al 2012, la administración de 
Alvaro Uribe implemento un plan de “mano dura” que pretendía vencer mili¬ 
tarmente al grupo insurgente. Sin embargo, tras ocho años de ofensivas no hubo 
un triunfo militar contundente que diera por terminada la guerra en Colombia. 

Durante los años previos a las actuales negociaciones, se pusieron en marcha 
distintas estrategias de internacionalización que, de cierta forma, fueron co¬ 
herentes entre sí. Si bien las administraciones de Pastrana y Uribe representan 
momentos muy distintos del conflicto colombiano —el primero condujo diá¬ 
logos de paz y el segundo intensificó la guerra contra los grupos de guerrilla—, 
sus planteamientos tuvieron elementos en común. Esto podría explicarse si te¬ 
nemos en cuenta que la guerra y las ofensivas militares no se detuvieron ni si¬ 
quiera cuando las dos partes estaban en diálogos. Para ambas administraciones, 
las alianzas internacionales contribuirían al fortalecimiento de las capacidades 
militares del Estado. Pastrana pensaba que un Ejército fuerte serviría para em¬ 
pujar a los grupos insurgentes hacia la mesa de negociación; por su parte, Uribe 
fue crítico con esta postura y, en ocasiones, pareció contemplar únicamente 
una victoria militar sobre las guerrillas 4 . Si se entiende la internacionalización 

4. La administración Uribe buscó acercamientos infructuosos con las farc —y el eln— , para 
negociar una salida del conflicto armado (Semana 2or4). 
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como un continuo entre el aislacionismo y una completa apertura —aunque 
se sabe que los dos extremos son difíciles de conseguir—, Pastrana se decidió 
por una estrategia de apertura y Uribe eligió alejarse del apoyo internacional 
y hacer alianzas militares con actores poderosos 5 . 

A pesar de que Uribe nombró a Santos como el sucesor de su estrategia de 
Seguridad Democrática, después de que este asumió el poder, en agosto del 
2010, las diferencias entre los dos líderes políticos empezaron a surgir. Se em¬ 
pezaron a escuchar los rumores de un proceso de paz secreto, los cuales el 
presidente desmentía respondiendo que su intención era continuar con la po¬ 
lítica de seguridad de Uribe mediante la intensificación de las ofensivas mili¬ 
tares. Por otro lado, Santos les recordaba a los colombianos que sólo él tenía 
“la llave que podría abrirle la puerta a la paz”. Sólo la usaría si las farc demos¬ 
traban intenciones sinceras de negociar y formar parte de la política nacional 
como una fuerza legítima y no como una organización ilegal armada. Final¬ 
mente, los rumores siguieron creciendo hasta que, en agosto del 2012, Santos 
admitió que el Gobierno estaba adelantando conversaciones preliminares con 
las farc para iniciar una mesa de negociaciones. En noviembre del mismo año 
estas empezaron oficialmente. 

Aunque los diálogos se mantuvieron confidenciales y no hubo mucha infor¬ 
mación disponible para el público, más allá del resultado final de los acuerdos, 
es posible establecer diferencias claras entre la estrategia de internacionali¬ 
zación del proceso de La Habana y las de las administraciones de Pastrana y 
Uribe. En términos generales, el Gobierno ha contenido la participación de ac¬ 
tores externos al proceso de paz. Esto incluye a la sociedad civil, otros grupos 
armados legales e ilegales e incluso la comunidad internacional. Debido a las 
necesidades del proceso, esta contención ha permitido que se involucren algu¬ 
nos actores, pero siempre velando por controlar quiénes tienen acceso directo 
a la mesa de negociación. 

A diferencia de la participación de más de veinte países y organizaciones 
en el proceso de Pastrana y de una transmisión pública y directa de las nego¬ 
ciaciones, la delegación del gobierno de Santos ha establecido un plan de con¬ 
tención claro: pocos miembros del paisaje político colombiano han viajado a 
La Habana (como grupos pequeños de congresistas, militares y víctimas) y la 
participación formal de actores internacionales se ha restringido a las necesi¬ 
dades específicas del proceso. La administración de Santos tomó las lecciones 
de las experiencias de Pastrana y Uribe e implemento una política que deno¬ 
minamos internacionalización contenida. Esta limita el papel y las funciones 
de cada uno de los actores de la comunidad internacional, de acuerdo con lo 

5. Para entender mejor las estrategias de internacionalización de las administraciones de 
Pastrana y Uribe, véase Borda (2012). 


La internacionalización del proceso de paz 
de La Habana: del aislacionismo a la contención 


217 


definido por la mesa de negociaciones. La narrativa de Santos sobre esta po¬ 
lítica es la de considerar el conflicto y las negociaciones “un proceso colom¬ 
biano para colombianos”, lo cual se ha traducido en una consigna para limitar 
la participación a lo requerido por el Gobierno y las farc. 

Poco a poco, el proceso ha invitado a ciertos actores internacionales a par¬ 
ticipar en las negociaciones, con unos estándares estrictos de confidencialidad 
—sobre todo en los acercamientos preliminares— y de competencia. Para la ins¬ 
tauración de la mesa de negociaciones, el anuncio del Acuerdo General para la 
Terminación del Conflicto estableció la intervención de Noruega y Cuba como 
países garantes y de Venezuela y Chile como países acompañantes. Antes di¬ 
chos países habían desempeñado un papel importante en el acercamiento entre 
las partes. Luego se acordó la participación de Estados Unidos con un enviado 
especial de la Casa Blanca, que cumplió con funciones limitadas pero crucia¬ 
les que detallaremos más adelante. Con el propósito de cerrar las negociacio¬ 
nes, el 19 de enero del 2016, se anunció en el comunicado conjunto n.° 65 la 
creación de un “mecanismo tripartito de monitoreo y verificación del acuerdo 
sobre cese al fuego y de hostilidades bilateral y definitivo y sobre la dejación 
de armas” con un componente internacional. En el comunicado se estableció 
que este sería el encargado de presidir y coordinar el mecanismo en todas sus 
instancias, dirimir controversias, realizar recomendaciones y presentar infor¬ 
mes. Allí quedó claro que la misión estaría compuesta por miembros de la Co¬ 
munidad de Estados Latinoamericanos y del Caribe (Celac). 

Estas disposiciones han significado la ausencia de un mediador y de otros 
actores tradicionalmente relevantes e involucrados en el conflicto armado del 
país. Es muy probable que se haya descartado una mediación internacional en 
razón del involucramiento que esto exigiría de un actor externo y de los efec¬ 
tos que tendría sobre la legitimidad y dominio del Gobierno en la mesa. Por 
otro lado, la estrategia de internacionalización ha buscado dejar al margen a 
otros actores para evitar una participación no proyectada. El caso más rele¬ 
vante es el papel de Estados Unidos en las primeras etapas. A pesar de que ha 
acompañado al país en su guerra contra la insurgencia, se tomó la decisión de 
que no estuviera en aquellas discusiones de la mesa de negociación en las que 
no fuera estrictamente necesaria su presencia. 

El avance contundente de las negociaciones, junto con el cese de hostilidades, 
le permitió al Gobierno iniciar una política exterior que ha servido de herra¬ 
mienta para buscar legitimidad y lograr el apoyo necesario para justificar el 
proceso a nivel internacional. Ante las críticas y la oposición interna al pro¬ 
ceso de paz, la legitimidad internacional contribuyó a mantener el proceso en 
pie. De esta forma, a punto de lograr la paz, en un contexto de estabilidad eco¬ 
nómica y con una contención relativamente exitosa de los problemas de segu¬ 
ridad asociados con grupos criminales organizados, el Gobierno planteó un 
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ejercicio de presentación muy distinto en el sistema internacional. Incluso an¬ 
tes de que los diálogos fueran anunciados públicamente, el Gobierno ya estaba 
cambiando la posición internacional del país y empezaba a hablar de una nueva 
Colombia 6 . Esto se reflejaba en temas claves como la lucha contra las drogas y 
el estado de los derechos humanos en el país. 

En la lucha contra las drogas, el país ha sido protagonista al proponer la revi¬ 
sión del enfoque criminalista dominante, que no ha producido sino resultados 
adversos. Este viraje hacia una posición más cercana a la salud pública segura¬ 
mente ha sido necesario para construir una mejor imagen del país, pero tam¬ 
bién se ha consolidado como una respuesta a las necesidades estructurales que 
se deben atender para el fin del conflicto, entre ellas, la necesidad de “corregir 
el rumbo” al abordar el problema del narcotráfico (El Espectador 2015). Por su 
parte, Colombia históricamente ha negado su responsabilidad en un escenario 
endémico y sistemático de violaciones a los derechos humanos en el país, se¬ 
ñalado por organizaciones no gubernamentales y organismos internacionales. 
No obstante, esta aproximación ha comenzado a cambiar, aunque poco a poco 
y con algunas ambigüedades. La administración de Santos ha decidido imple- 
mentar una política que admite de manera abierta que los derechos humanos 
son violados constantemente en el país. Ante las demandas de la mesa de nego¬ 
ciación, el Gobierno ha dado un paso importante al reconocer, en ciertos casos, 
a las víctimas de los crímenes perpetrados por el Estado a lo largo del conflicto. 

Estos dos cambios se enmarcan en un diagnóstico de la situación nacional 
que ha llevado al gobierno de Santos a intentar cambiar drásticamente la iden¬ 
tidad internacional de Colombia. El proyecto es cambiar la tradicional percep¬ 
ción internacional de que Colombia es un “país problema” o el “ojo del huracán”. 
Estas expresiones intentaban definir a Colombia como un lugar donde con¬ 
fluían todos los problemas más acuciantes del sistema internacional: el tráfico 
de drogas, el terrorismo, el crimen organizado y la violencia en todas sus posi¬ 
bles formas. El objetivo era, a través de la estigmatización, generar solidaridad 
y obtener recursos provenientes de la comunidad internacional para enfren¬ 
tar estos “flagelos”. Muchos gobiernos colombianos se dedicaron, por años, a 
generar y explotar el complejo de culpa a los actores más importantes de la 
arena global. En la narrativa, una vez superados sus problemas más acucian¬ 
tes, Colombia debería consolidarse para evitar la recaída en el conflicto. Para 
esto, hay que garantizar el apoyo político y los recursos que se utilizarán en la 
construcción de la paz durante el posconflicto. La estrategia detrás del cam¬ 
bio de discurso no busca renunciar a la ayuda internacional. Por el contrario, 
la resignifica con las nuevas necesidades. 

6 . Para más información sobre el cambio de identidad adoptado en la política exterior colom¬ 
biana, véase el capítulo de Morales y Tickner en este volumen. 
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En definitiva, el proceso de paz colombiano se caracterizó por una interna¬ 
cionalización muy distinta a la de las administraciones anteriores en manda¬ 
tos de paz (Pastrana) y en mandatos de guerra (Uribe). Una gran diferencia con 
respecto a las estrategias anteriores radica en que la participación internacional 
en la mesa de La Habana estuvo contenida por los esfuerzos de las delegacio¬ 
nes. Esto les permitió a las partes tomar distancia de problemas relacionados 
con posibles saboteadores internacionales, para concentrarse en los temas de 
negociación y, por supuesto, en las tensiones domésticas. Lejos de significar 
que no hubo participación internacional relevante, la contención supuso que 
unos cuantos actores se involucraran con funciones bien definidas para suplir 
las necesidades de la mesa, ya sea logísticas, económicas o de legitimidad y de 
apoyo para superar momentos difíciles y continuar en buenos términos. Por 
tanto, la estrategia de internacionalización de Santos consistió en traer partici¬ 
pación internacional al proceso, pero en la cantidad necesaria y suficiente para 
cumplir con las necesidades de la mesa y para poder controlar sus funciones. 


Participación de los actores de la comunidad internacional 
en el proceso de paz 

Teniendo en cuenta el carácter voluntario y consciente de las partes al internacio¬ 
nalizar el proceso de paz, a continuación revisaremos cuáles fueron las tenden¬ 
cias de participación de los actores internacionales más relevantes. Es importante 
resaltar que el grupo de los cuatro países involucrados se anotó varios puntos al 
reaccionar en momentos críticos de la mesa. Tal es el caso de la suspensión uni¬ 
lateral de los diálogos en el 2013 por las farc, la tensión que se dio entre las par¬ 
tes en noviembre del 2014 por los secuestros del general Rubén Darío Alzate, una 
abogada y un cabo en el Chocó y el escalamiento de la violencia luego de que mu¬ 
rieran trece soldados del Ejército en abril del 2015 en una emboscada de la gue¬ 
rrilla en el Cauca. En estas ocasiones, tanto los países acompañantes como los 
garantes velaron por que se mantuviera la relación entre las partes y ayudaron a 
que se llegaran a acuerdos para continuar con las negociaciones (Semana 2015b). 

Para analizar con detenimiento la participación de los países, esta sección 
se divide en cuatro partes: la primera se encargará de revisar el papel que tu¬ 
vieron Cuba y Noruega como países garantes; la segunda, la función de Ve¬ 
nezuela y Chile en cuanto países acompañantes; la tercera, el papel de la onu 
como verificador internacional; y finalmente, la actuación de Estados Unidos. 
A partir de este análisis, plantearemos cuáles han sido los roles y las funcio¬ 
nes específicas que les ha atribuido el Gobierno y las farc a cada uno de los 
actores internacionales así como los intereses que llevaron a que estos estados 
hayan decidido participar en las negociaciones. 
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El papel de los países garantes: Cuba y Noruega 

Según Fisas (2013), el papel de un país garante consiste en imprimirle credibi¬ 
lidad al proceso y garantizar la confianza entre las partes. Además, para Ba¬ 
rreta (2015), los países garantes deben asegurar la veracidad e interpretación 
de los acuerdos, impedir los malentendidos, garantizar que se cumpla lo pac¬ 
tado en el acuerdo y proteger la solidez y fluidez de la conexión entre las partes. 
En este sentido, su función es proactiva, más que la de un acompañante, pero 
no cuenta con facultades propositivas o mediadoras, pues su tarea se limita a 
mantener el ambiente de la negociación. La publicación del Acuerdo General 
para la Terminación del Conflicto determinó este papel para Cuba y Noruega 
por el tiempo que duraran las negociaciones en La Habana. 

Que las negociaciones se hayan realizado en Oslo y La Habana se debe a un 
propósito crucial: ambas ciudades dificultan el acceso a los medios de comu¬ 
nicación y permiten mayores niveles de discreción. El Gobierno noruego, por 
un lado, ha acumulado una significativa experiencia como mediador o facili¬ 
tador en negociaciones de paz en el mundo, experiencia que sólo comparte con 
Suiza. El Gobierno pudo haber preferido a Noruega debido a que Suiza prota¬ 
gonizó un incidente, durante el proceso de paz de El Caguán: uno de sus ciu¬ 
dadanos se vio involucrado en una transacción financiera con las farc 7 ; ello 
produjo un distanciamiento entre los gobiernos. 

Por su parte, Cuba tiene un nivel de control sustancial en el acceso a me¬ 
dios de comunicación que no puede ofrecer otro país en América Latina. Al 
contrario de lo que han sugerido algunos expertos, Cuba no forma parte del 
proceso por su influencia política sobre las farc. En cambio, la participación 
de la isla en El Caguán demostró que Cuba no tiene el poder para cambiar el 
comportamiento de la insurgencia 8 . Además, las declaraciones del Gobierno 
cubano fueron duras con las farc, sobre todo con respecto a la relación en¬ 
tre la organización y la producción y el tráfico de drogas ilegales. Este último 
punto pudo haber sido decisivo a la hora de escoger a los países garantes del 
proceso. Ninguno de los dos es fundamentalmente progobierno o proguerri¬ 
lla, a pesar de mantener cercanía ideológica con una u otra parte. A diferencia 
de otras alternativas, se pretendía que la participación directa de estos países 
fuera más neutral que otras opciones más cercanas a cada una de las partes. 

La participación de Cuba resaltó más por ser el país anfitrión de los diálo¬ 
gos. Durante el proceso, ha dado ayuda logística y ha cedido los espacios para 


7. Véase el caso sobre Jean Pierre Gotard en Borda (2012). 

8. Véase en Borda (2012) la historia sobre la solicitud que Andrés Felipe, un niño de 12 años 
con cáncer terminal, hizo para ver a su padre secuestrado antes de morir y la falta de presión 
efectiva de Cuba sobre las farc. 
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los negociadores. Cuba, al igual que Venezuela, contribuyó en la fase inicial 
de los acercamientos. Un enviado de Raúl Castro fue el responsable de con¬ 
cretar el primer encuentro en el departamento del Cesar (El Tiempo 2012c). Se 
dieron reuniones sucesivas en territorio cubano, incluida la que dio lugar a la 
firma del Acuerdo General para la Terminación del Conflicto, que marcó el 
inicio de la fase pública del proceso. Telesur, que fue la primera en informar 
sobre este hecho, declaró que desde mayo del 2012 se estaban llevando a cabo 
reuniones en la isla (El Espectador 2012a). Por otro lado, el apoyo al proceso de 
paz colombiano ha revestido a Cuba de un compromiso por el fin del último 
conflicto armado en América, más allá de las justificaciones comunistas que 
tuvieron las guerrillas en sus inicios. Con el restablecimiento de las relaciones 
entre la isla y Estados Unidos, esta política de Castro puede entenderse como 
una manera de cambiar la identidad aislacionista de la isla y de cerrar la bre¬ 
cha existente con algunos países de la región. 

Con respecto al Gobierno de Noruega, este ya había hecho parte del proceso 
de paz del Caguán y tiene gran conocimiento sobre resolución de conflictos 
armados (Semana 20i2e). Su presencia en el proceso de paz se planteó como la 
mejor opción fuera del continente para aislar el inicio de las negociaciones del 
contexto nacional. Su papel como garante ha consistido en imprimirle credi¬ 
bilidad al proceso, apoyándose en su conocimiento y en la preparación de sus 
delegados. En efecto, Noruega cumplió varias funciones claves: dio apoyo para 
contactar a la guerrilla y así poder llevar a cabo las primeras reuniones. Du¬ 
rante esta etapa, Noruega también se encargó de hacer los arreglos logísticos 
necesarios para los primeros acercamientos secretos (El Tiempo 2012c, 20i2d). 
Después, funcionarios noruegos acompañaron a la delegación de las farc desde 
los campamentos hasta Cuba (El Tiempo 20i2g). En términos económicos, se 
encargó también de financiar parcialmente los costos del proceso de paz. Para 
finalizar, fue consultor al aportar su conocimiento y a la hora de plantear ac¬ 
ciones y medidas en momentos difíciles en los que se empezaban a dilatar las 
negociaciones (efe 2015). 


El papel de los países acompañantes: Venezuela y Chile 

El acuerdo general también contempló la presencia de dos países acompañan¬ 
tes: Venezuela y Chile (El Espectador 2012b). Según Fisas (2013), este rol se ca¬ 
racteriza por ser un observador de las negociaciones que, sin voz en la mesa, 
tiene la capacidad de influir en las partes por fuera de esta. En este sentido, los 
países acompañantes, a diferencia de los garantes, sí fueron escogidos por la 
cercanía ideológica que tienen con cada una de las partes. En la medida en que 
no tienen voz, los países acompañantes equilibran y en ocasiones respaldan las 
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visiones políticas del Gobierno y las farc en medio de las conversaciones. Por 
lo tanto, no necesitan ser neutros como sí los países garantes. 

El balance político busca legitimar las posiciones en la negociación y man¬ 
tener la fluidez de los acuerdos. Para asegurar que las divisiones políticas no 
sean un obstáculo para la mesa, los países acompañantes desempeñan su pa¬ 
pel por fuera de esta. Venezuela y el régimen de Chávez, y después de Maduro, 
probaron ser política e ideológicamente cercanos a la guerrilla. Desde la re¬ 
construcción de las relaciones bilaterales entre este país y Colombia, al inicio 
de la administración de Santos, el Gobierno de Caracas se convirtió en un ca¬ 
nal de comunicación legal y legítimo entre el Gobierno y la insurgencia, lo que 
les permitió ejercer presión sobre esta cuando hubo necesidad. Venezuela cons¬ 
tituye un ejemplo de la llegada al poder de la izquierda a través de elecciones 
y de la construcción de un socialismo basado en la democracia y no de las ar¬ 
mas (Barreta 2013). Este es un modelo que el Gobierno colombiano, a pesar de 
las diferencias ideológicas, estuvo interesado en promover en la mesa de ne¬ 
gociación. Por otro lado, Chile proveyó equilibrio político e ideológico por su 
cercanía al Gobierno colombiano (sobre todo durante el gobierno de Piñera y 
no tanto durante la administración de Bachelet). 

La participación de Venezuela en el proceso de paz estuvo limitada por el 
Gobierno colombiano y ha permanecido ajustada a los criterios establecidos 
desde el inicio de los diálogos. Hugo Chávez fue una de las primeras personas 
en conocer las intenciones del presidente Santos de contactar a las farc para 
comenzar el proceso de paz. Desde el inicio, el Gobierno colombiano lo consi¬ 
deró para entrar en contacto con la guerrilla, persuadirla y lograr cierta con¬ 
fianza para firmar un acuerdo preliminar para la terminación del conflicto. 
Prueba de la importancia que Santos le dio a Venezuela en el logro de la paz 
fueron los esfuerzos por restablecer y normalizar las deterioradas relaciones 
desde el inicio de su mandato (Semana 2010; El Tiempo 2010) 9 . 

A partir del 2012, Hugo Chávez comenzó a reclamar a la guerrilla hechos 
claros de paz (El Tiempo 2012a). Dado que, según la información que dio el 
Gobierno, la fase secreta del proceso de paz comenzó por estas fechas, es po¬ 
sible que Chávez comenzara a pedirles a las farc señales de su voluntad para 
sentarse en una mesa de negociación. En una alocución Chávez dijo: “estamos 
dispuestos a apoyar si se nos pide en la búsqueda de un acuerdo de paz en Co¬ 
lombia” (El Tiempo 2012a). Luego se supo que estaba enterado de las gestio¬ 
nes. El expresidente venezolano contribuyó a que hubiera niveles de confianza 
entre el Gobierno y la guerrilla (El Tiempo 2012c) al reunirse con el jefe gue¬ 
rrillero Timochenko para discutir la viabilidad del proceso (El Tiempo 20i2g). 

9. Para una versión detallada del proceso de reconstrucción de la relación bilateral véase Borda 
(2010). 
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Después de haber colaborado en los primeros acercamientos y de haber facili¬ 
tado una reunión en la ciudad de Barinas para discutir dónde se adelantarían 
los diálogos formales (El Tiempo 2012c), la cadena venezolana Telesur informó 
del acuerdo general firmado entre el Gobierno colombiano y las farc. 

Poco después de haber iniciado los diálogos, el proceso sufrió el primer tras¬ 
piés en lo referente a la participación del vecino país. Luego de que el presidente 
Chávez asegurara su reelección, tuvo una recaída del cáncer que le habían es¬ 
tado tratando desde años atrás. En diciembre del 2012, Chávez fue hospitali¬ 
zado en Cuba y falleció en marzo del 2013. La pérdida del presidente generó 
controversia porque era considerado el mandatario con mayor influencia so¬ 
bre las farc. Después, el entonces presidente encargado, Nicolás Maduro, se 
comprometió a facilitar la paz en Colombia y a cumplir con el juramento que 
le había hecho a Hugo Chávez al respecto. La debilidad del nuevo gobierno de 
Maduro y su necesidad de generar crisis diplomáticas y fronterizas con Colom¬ 
bia para distraer a la opinión interna de la crisis económica probaron ser un 
factor detonante de tensión en la mesa de negociación, que incluso hizo conside¬ 
rar al Gobierno reemplazarlo por el entonces presidente uruguayo, José Mujica. 

A pesar de que las relaciones entre Colombia y Venezuela sufrieron altibajos, 
no afectaron significativamente el proceso de paz y tampoco representaron un 
riesgo real de rompimiento de las relaciones bilaterales. Esto se logró gracias 
a un cuidadoso uso de la diplomacia entre los gobiernos. Si bien Colombia ha 
planteado su opinión sobre la crisis del Gobierno venezolano, en su momento 
mostró su voluntad de colaborar en la pronta resolución, ofreciendo su apoyo 
y promoviendo consultas a nivel regional (El Tiempo 2015a). Es importante re¬ 
saltar que la participación de Venezuela fue necesaria como una estrategia de 
internacionalización de las farc más que del Gobierno. A pesar de que haya 
un consenso sobre su presencia, estuvo más dada a generar tensiones entre las 
partes que la de otros actores sentados por preferencia conjunta. Prueba de 
esto fue la presión que ejerció el gobierno de Maduro sobre el de Santos cada 
vez que enfrentaron algún impasse diplomático y que se tradujo en preocupa¬ 
ción por parte de las farc (Semana 2013b). 

Por otro lado, la permanencia de Venezuela en la mesa también puede enten¬ 
derse por el interés que tuvo el país de formar parte de esta. En varias ocasio¬ 
nes, sobre todo después de las crisis, reafirmó su interés de ayudarle a Colombia 
a alcanzar la paz (El Tiempo 2013b; El Tiempo 2015b). Más allá de esto, el Go¬ 
bierno venezolano entendió que su apoyo al proceso de paz era uno de los po¬ 
cos escenarios posibles para asegurar su legitimidad. No se debió solo al hecho 
de ser afectado por el conflicto, debido a que comparte fronteras con Colombia, 
sino que su cercanía con la guerrilla le permitía a Venezuela formar parte de 
un proceso que se ve con buenos ojos en el mundo y que busca terminar con la 
última guerra en América. Con la designación de Roy Chaderton, el entonces 
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embajador venezolano en la Organización de los Estados Americanos, Vene¬ 
zuela aseguraba a la misma persona en dos escenarios que se podían alimen¬ 
tar para desviar la atención de la región sobre los problemas domésticos del 
país. Al final, para efectos prácticos de las negociaciones, es claro que la pre¬ 
sencia de Venezuela en la mesa fue fundamental para su instauración, pero 
pronto dejó de ser necesaria. 

Al contrario, la participación de Chile no puso en riesgo de ninguna ma¬ 
nera la estabilidad de las negociaciones. Su inclusión en el grupo de países que 
acompañan el proceso se puede explicar por tres razones. En primer lugar, 
para balancear la presencia ideológica de Venezuela al designar al gobierno de 
Sebastián Piñera. Segundo, para completar la presencia regional al poner al 
entonces presidente de la Celac en las negociaciones (Barreto 2013,16). Y, final¬ 
mente, debido a que no representaba mayores tensiones con las farc. Chile es 
un país que no ha sido afectado directamente por la guerrilla y tampoco man¬ 
tiene una agenda fuerte contra esta. En esa medida, le permitía al Gobierno 
balancear la mesa sin que el equipo negociador de la guerrilla se viera ame¬ 
nazado, lo que hubiera sucedido, por ejemplo, con la participación de Estados 
Unidos. Entonces, la decisión del Gobierno de incluir al país austral le permitía 
un mayor margen de maniobra y una reducción de las tensiones con las farc. 

Prueba de la cercanía que hay entre ambos países es la colaboración para 
que se creara la Alianza para el Pacífico y la suscripción del memorando de 
entendimiento en marzo del 2011, en el que se hicieron arreglos de coopera¬ 
ción en industria militar, entrenamiento, capacitación e información (Semana 
2011). En agosto del 2012, luego del anuncio del Acuerdo para la Terminación 
del Conflicto, Chile confirmó que haría todo lo posible por lograr que la mesa 
de negociaciones culminara exitosamente y resaltó su compromiso con la paz 
regional (El Tiempo 20i2d; Semana 20i2d). Chile, como se pretendía, man¬ 
tuvo un perfil más bien bajo y no tuvo ningún exabrupto significativo, incluso 
con el regreso de Michelle Bachelet a la Presidencia. En últimas, su inclusión, 
a la luz del acuerdo para la verificación del cese al fuego y el cumplimiento de 
los acuerdos, tiene que ver con que el Gobierno, desde muy temprano, parecía 
apostarle a la participación de la región desde un foro políticamente más neu¬ 
tral, como la Celac, en lugar de otro foro, como la Unasur, en el cual estaba 
más interesada la delegación de la guerrilla. 


La Organización de las Naciones Unidas como verificador internacional 

El 19 de enero del 2016, en el comunicado conjunto n.° 65, las delegaciones del 
Gobierno y las farc anunciaron la activación de un mecanismo de “moni- 
toreo y verificación, con acompañamiento internacional que [garantizara] el 
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pleno cumplimiento de los compromisos adquiridos”. Especificaron que este 
tendría una naturaleza tripartita: estaría compuesto por el Gobierno, las farc 
y un actor internacional. Este último sería el responsable de presidir y coordi¬ 
nar el mecanismo, dirimir controversias, realizar recomendaciones y presen¬ 
tar informes. Asimismo, informaron que este mecanismo estaría conformado 
por una misión de la onu con miembros de la Celac. Este anunció rompió con 
la ausencia de las organizaciones internacionales en el proceso de paz (Borda 
2013, 3). Hasta este momento, solo la onu había contribuido con el proceso al 
ser un canal de comunicación entre las organizaciones de víctimas, la sociedad 
civil y la mesa de negociación. Sin embargo, no se había contemplado la parti¬ 
cipación directa de ninguna organización internacional. 

El comunicado también reformuló lo que las delegaciones ya habían compar¬ 
tido en julio del 2015, cuando se había anunciado que la onu y la Unasur iban 
a ser los verificadores internacionales del cese al fuego y del cumplimiento de 
los acuerdos. Esto se había dispuesto luego de varios ceses al fuego unilatera¬ 
les de las farc, en los que había solicitado la veeduría de estas organizaciones, 
junto con la Celac, la Cruz Roja Internacional y la organización no guberna¬ 
mental Frente Amplio por la Paz (El Tiempo 2015c). El Gobierno insistió hasta 
el final en que la onu y no la Unasur fuera la encargada de administrar el me¬ 
canismo de monitoreo y verificación. Como se sabe, el gobierno de Santos ha 
buscado mantener un equilibrio frágil en la Unasur, producto de una gestión 
cercana a los intereses de Venezuela hecha por la secretaría general de Ernesto 
Samper. Haber aceptado la participación de la Unasur hubiera significado que 
la labor de la verificación estaría en manos de una organización que es per¬ 
cibida en Colombia como alineada con los intereses del gobierno de Maduro. 
Además, la elección de una institución global y no regional pretendía reducir 
el sesgo y el peso de un actor específico, dotar la verificación de los acuerdos 
con el conocimiento y experiencia que puede aportar Naciones Unidas como 
máximo referente para la construcción de paz en el planeta y promover una 
aceptación generalizada del fin del conflicto en Colombia en los foros multila¬ 
terales. El Gobierno colombiano convirtió a la Asamblea General de la onu en 
un espacio para compartir sus logros y dificultades, para solicitar a la comuni¬ 
dad internacional que respetara el proceso de paz, para abogar por el derecho 
de Colombia a alcanzar la paz (El Espectador 2013) y para solicitar cooperación 
para la financiación del posconflicto. 

En septiembre del 2010, el presidente Juan Manuel Santos dijo que, de haber 
un proceso de paz en el país, no aceptaría intermediarios ni mediadores inter¬ 
nacionales. Tras el anuncio de las conversaciones exploratorias, el secretario ge¬ 
neral aprobó el acercamiento con las farc (Semana 2012c; El Espectador 2012c) 
y, a pesar del anuncio de Santos, ofreció los buenos oficios de la onu como me¬ 
diadora si se consideraba de utilidad (El Tiempo 2012b). De forma temprana, 
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en septiembre del 2012, Santos presentó por primera vez la naciente mesa de 
negociación ante la Asamblea General, sus reglas de juego y el papel que pro¬ 
ponía para la comunidad internacional ( El Tiempo lonf). 

Sin embargo, el respaldo de la organización debe matizarse para incorporar 
las posiciones de agencias del sistema de la onu. Por parte del Consejo de De¬ 
rechos Humanos, el proceso de paz y la ley de víctimas y restitución de tierras 
han recibido comentarios favorables, pero no fue el caso de la reforma al fuero 
militar ( El Tiempo 20i3d). Luego de cumplir con el examen periódico universal, 
los países presentes respaldaron las políticas en materia de derechos humanos 
del presidente Santos. De no ser por la reforma al fuero militar y la transigen¬ 
cia con los delitos de violencia sexual, el país hubiera salido exento de comen¬ 
tarios ( Semana 2013a). Ante el posible escenario de impunidad que, según una 
posición temprana de la Corte Penal Internacional, traería el marco jurídico 
para la paz y la naturaleza de la justicia transicional que se instauraría en Co¬ 
lombia, el presidente utilizó a la Asamblea General para exponer sus puntos 
de vista sobre esta materia. Santos promovió allí la idea de que el mundo de¬ 
bía “respetar la soberanía jurídica del país para definir los mecanismos de in¬ 
vestigación y juzgamiento de más de cincuenta años en conflicto” ( El Tiempo 
20i3k). Finalmente, en el comunicado de septiembre del 2016 de la fiscal Fatou 
Bensouda, la Corte Penal Internacional apoyó la jurisdicción especial para la 
paz, se refirió de manera especial a la disposición de que a los crímenes de lesa 
humanidad y de guerra no se les conceda amnistía y estableció la necesidad de 
monitorear que esto se lleve a cabo. 

Con el anuncio en julio del 2015 de que la onu sería el verificador del cese 
bilateral al fuego, después de la firma del acuerdo, fue posible entrever la estra¬ 
tegia del Gobierno para preparar este escenario. La selección de María Emma 
Mejía como parte de la Misión Permanente de Colombia ante la onu tuvo el 
propósito de concretar el apoyo que tendría la organización internacional en 
caso del fin exitoso de las negociaciones ( El Tiempo 2014). El apoyo, que la or¬ 
ganización reiteraba con frecuencia, fue resaltado por su secretario general Ban 
Ki-Moon en la Cumbre de las Américas, celebrada en Ciudad de Panamá ( El 
Tiempo 20i5d). Esto rompió con la política de distanciamiento que había te¬ 
nido Colombia con la onu desde el proceso de El Caguán 10 . 

La estrategia de la mesa de negociación pretendió entregar el control del 
mecanismo de monitoreo y verificación a la organización internacional más 
grande, representativa y experimentada, con el propósito de poner a bordo de 
la negociación —y del posconflicto— a todo el mundo. Como se esperaba, la 
respuesta del Consejo de Seguridad a la solicitud de Colombia fue afirmativa y 


10. Para un análisis de la relación entre el Gobierno colombiano y Naciones Unidas durante 
este periodo véase Borda (2012). 
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aprobatoria del proceso adelantado (Semana 2016). En el anuncio del acuerdo 
para el fin del conflicto, el cese al fuego bilateral y definitivo y la dejación de 
armas, los negociadores establecieron que la onu se encargaría de la recolec¬ 
ción y extracción de todo el armamento de las farc, que será convertido en tres 
monumentos, como lo estipula el acuerdo final. También se determinaron las 
responsabilidades de la misión y el alcance de su participación en la vigilancia 
de la implementación de los acuerdos. Para demostrar el apoyo de la organiza¬ 
ción, estuvieron presentes en este anuncio el secretario general, los presidentes 
de la Asamblea General y el Consejo de Seguridad y el presidente puertorri¬ 
queño Danilo Medina, quien era a su vez el presidente pro tempore de la Celac. 
De esta forma, con la presentación del acuerdo, el Gobierno dio inicio a la mi¬ 
sión de verificación con todos los involucrados presentes. 

Hace poco, en la implementación de los acuerdos, la onu enfrentó críticas 
relacionadas con su papel como verificador. La tardanza en la construcción de 
los campamentos en las zonas veredales transitorias de normalización —buena 
parte de la responsabilidad se le puede atribuir al Gobierno—, el retraso en la 
entrega de armas por parte de la guerrilla y la supuesta ausencia de informes 
sobre eventos en los que se ha roto el cese al fuego han minado la imagen que 
la sociedad civil tenía de la organización. Aún más, el mismo Gobierno cues¬ 
tionó su imparcialidad por apoyar la propuesta de la guerrilla de reajustar el 
cronograma para la entrega de armas. Al respecto, si bien el proceso de veri¬ 
ficación no está exento de dificultades, si ha revivido ciertas tensiones entre la 
organización y el Gobierno. 


El papel externo de Estados Unidos 

El Gobierno de Estados Unidos tuvo una opaca participación al inicio del pro¬ 
ceso. Aunque la administración de Obama declaró su apoyo a los esfuerzos 
de paz del presidente Santos, inicialmente la potencia no desempeñó el papel 
crucial, en términos militares y de presión política, que tuvo en El Caguán a 
través del Plan Colombia y de los diálogos directos que tuvieron las farc con 
representantes del Departamento de Estado. Esto puede ser explicado a par¬ 
tir de tres factores diferentes pero complementarios: primero, la presencia de 
EE. UU. representaría un desequilibrio de poder difícil de manejar en la mesa 
de negociación, debido a las diferencias con las farc y a la asimetría de poder 
con el Gobierno; segundo, la política exterior de Washington se ha dirigido a 
otras regiones del planeta; tercero, ambos gobiernos le dieron un compás de 
espera a la intervención estadounidense hasta cerciorarse de que la guerrilla 
tuviera una verdadera intención de firmar la paz. 
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Por tanto, Estados Unidos se caracterizó por ser un constante apoyo y res¬ 
paldo público a las negociaciones y por no participar directamente en la mesa 
durante el inicio del proceso de paz. Cabe resaltar que, en varias ocasiones, el 
Gobierno de Washington dejó muy claro que la potencia no formaba parte di¬ 
recta del proceso y no colaboraba con ninguna de las partes. Estados Unidos 
tendió a estar alejado de la mesa de negociación, sin pretender ningún tipo de 
papel público y explícito dentro del proceso. La potencia demostró en varios 
comunicados y en distintos momentos que estaba interesada en colaborar en 
el posconflicto. Para cumplir con esta estrategia, los primeros puntos de la dis¬ 
cusión no estaban tan vinculados con los intereses de la potencia. Los primeros 
acuerdos, que tomaron cerca de un año, tenían que ver con la reforma agraria 
del país y la participación política de la guerrilla. Si bien los temas eran impor¬ 
tantes a nivel doméstico, no eran especialmente relevantes para Washington. 
Por esta razón, la participación empezó con la discusión sobre el narcotráfico 
y la justicia. 

Por consiguiente, la potencia tuvo presencia en las conversaciones sobre los 
siguientes asuntos: el narcotráfico y, dos de sus consecuencias, la fumigación 
con glifosato y la extradición de narcotraficantes. Además, uno de los prime¬ 
ros temas de la mesa de negociación que se cruzaron con la relación bilateral 
con Estados Unidos fue la solicitud de la liberación de Simón Trinidad y su re¬ 
querimiento como negociador de las farc (El Tiempo 2012e) 11 , lo cual no fue 
comentado por el Gobierno (El Tiempo 20i2e). Al respecto, en octubre del 2012, 
Roberta Jacobson, la subsecretaría de Estado para el Hemisferio Occidental, de¬ 
claró: “discutiremos lo que quieran, pero aún estamos en una etapa muy preli¬ 
minar de las conversaciones” (El Tiempo 20i2h). Entonces, las farc insistieron 
en que el indulto de Simón Trinidad sería un “inmenso aporte” del Gobierno 
estadounidense a la paz así como un “acto de humanidad” (El Tiempo 2012Í). 
A pesar de esto, el Gobierno de Washington, a través del presidente, vicepresi¬ 
dente y del secretario de Estado, se limitó a hacer comentarios esporádicos de 
apoyo y respaldo “al fortalecimiento de la democracia, el imperio de la ley, los 
derechos humanos y la paz” (El Tiempo 2013a, 2013b, 2013c, 20i3f, 20i3g, 2013Í, 
20i3j), sin hacer referencia concreta a este tema. Prueba de los frutos de la ne¬ 
gociación diplomática entre ambos países fue el anuncio que hizo el alto comi¬ 
sionado para la paz, en mayo del 2015, en el que dijo que Simón Trinidad podría 
eventualmente formar parte de un acuerdo si se llegara a firmar con la guerrilla. 

Con respecto a las fumigaciones, en la misma carta en que el Congreso esta¬ 
dounidense le presentó al secretario de Estado, John Kerry, el Paquete de Asis¬ 
tencia para la Paz, le solicitaron que revisara la lucha contra las drogas, pues “a 


11. Simón Trinidad fue extraditado en el 2004; desde entonces, se encuentra preso en una cárcel 
estadounidense acusado de tráfico de estupefacientes y terrorismo. 


La internacionalización del proceso de paz 
de La Habana: del aislacionismo a la contención 


229 


su juicio, un desarrollo predecible del proceso es que Colombia se [alejara] de la 
fumigación de cultivos ilícitos y le [diera] prioridad al desarrollo de zonas rura¬ 
les” ( El Tiempo 2013c). Esto se materializó con la detención de las fumigaciones 
en el 2015 ( El Tiempo 20i5f). El Ejecutivo estadounidense, sin embargo, se negó 
a comentar la iniciativa del Congreso, arguyendo el respeto por la independen¬ 
cia de la mesa de negociación ( Semana 2013c). No obstante, hace poco, la admi¬ 
nistración de Trump ha ejercido cada vez más presión sobre el Gobierno para 
reactivar las fumigaciones ante el incremento de los cultivos de coca en el país. 

Si bien la potencia no influyó en la mesa de negociaciones o en los temas cla¬ 
ves de su interés, sí se puede reconocer que el trabajo con Estados Unidos se in¬ 
crementó e intensificó cuando se inició la negociación de estos acuerdos en la 
mesa. Prueba de esto fue la elección de Luis Carlos Villegas, expresidente de la 
Asociación de Industriales de Colombia y plenipotenciario en las negociacio¬ 
nes con las farc, como embajador en Estados Unidos justo antes de iniciar la 
discusión del punto del narcotráfico ( Semana 20i3d). El resultado final de este 
ejercicio fue la designación, en febrero del 2015, de un enviado especial de la po¬ 
tencia para el proceso de paz: Bernard Aronson ( El Tiempo 20i5e). Esta acción 
demostró la apuesta que hizo finalmente Estados Unidos con el proceso de paz: 
consideró que había una gran probabilidad de éxito y reconoció su parte en la 
negociación de temas importantes, como el narcotráfico y la justicia transicio- 
nal. Este compromiso final puede ser entendido por su interés de formar parte 
de la resolución del único conflicto vigente en el continente. Esto le podría dar 
un respiro a la percepción guerrerista que se tiene internacionalmente de Esta¬ 
dos Unidos, al estar con Colombia tanto en los momentos de guerra como de 
paz. Junto con la normalización de las relaciones con Cuba, esto le daría cre¬ 
dibilidad al reciente giro en los términos de referencia de las relaciones entre 
Estados Unidos y América Latina. La elección de un enviado especial cumplió 
también el propósito de unir a los republicanos y demócratas en una posición 
frente a Colombia. Para esto, Aronson fue especialmente importante, debido 
a su capacidad de moverse bien en ambos partidos (Borda 2015b). 

La designación de Aronson estableció una entrada parcial y discreta de la 
potencia en el proceso de paz. Si bien no formó parte de la mesa de negociación, 
Estados Unidos era fundamental para darle legitimidad al Gobierno colombiano, 
el cual sigue interesado en la ayuda y aprobación de Estados Unidos y en su cola¬ 
boración en un eventual escenario de posconflicto. Por tanto, si bien se vio una 
participación más directa de Estados Unidos en los últimos meses del proceso, 
siguió siendo radicalmente distinta a la de El Caguán. Las manifestaciones de 
respaldo de EE. UU. se definieron en proyectos de ayuda y cooperación para el 
posconflicto, como el temprano Paquete de Asistencia para la Paz propuesto en 
el Congreso estadounidense ( El Tiempo 2013c). La ayuda de la potencia se en¬ 
marcó en varios proyectos: desde un Plan Colombia II (propuesto por el entonces 
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senador Juan Fernando Cristo) y de una Alianza para el Progreso (iniciativa de 
Santos) hasta la propuesta de Obama de transformar el Plan Colombia en Paz 
Colombia, el cual representaría una inversión de 450 millones de dólares anua¬ 
les en el logro de la paz. 

Es de resaltar que la posición de Estados Unidos sobre los temas que le in¬ 
teresan en el proceso de paz ha pasado de ser firme y estática a estar sujeta a 
negociación. Prueba de esto es la evolución que han tenido sus comunicados. 
Inicialmente sostenía que continuaría sus operaciones contra las violaciones 
a la ley, en lo referente al narcotráfico (El Tiempo 20i3m); luego pasó a tener 
a posiciones más abiertas de diálogo, como el nombramiento de un enviado 
especial de alto nivel. Estos temas, importantes para las relaciones entre am¬ 
bos países, han estado sujetos a la definición de los límites que cada parte ha 
establecido (Borda 2015a) y a la discusión de consideraciones sensibles para el 
proceso, como la distinción que hace la potencia de las farc como grupo te¬ 
rrorista, traficante de sustancias ilícitas y, por ende, sujetos extraditables (El 
Tiempo 20i5g). Con respecto a esto, el encuentro del secretario de Estado con 
las delegaciones del Gobierno y la guerrilla, en abril del 2016, en Cuba, dejó en 
claro la disposición de Estados Unidos a contribuir en la negociación de los te¬ 
mas de narcotráfico, extradición y la posible liberación de Granda. 

A pesar de todo esto, hay que reconocer también que esta flexibilidad y aper¬ 
tura al diálogo fue propia de la administración de Obama. Como ya lo ha de¬ 
mostrado, el gobierno de Trump está menos dispuesto que el de su antecesor 
a ceder fácilmente en términos políticos y económicos. Ante esta situación, el 
apoyo de Estados Unidos al proceso de paz, que dice mantener Trump, está 
condicionado a una negociación más asimétrica y difícil para Colombia. 


Comentarios finales 

La legitimidad del proceso de paz difícilmente encontró detractores en el sis¬ 
tema internacional. Así lo demostró la abrumadora aprobación de la comunidad 
internacional luego del anuncio del acuerdo general y a lo largo del proceso de 
paz, la numerosa presencia de actores internacionales en la firma del Acuerdo 
Final en Cartagena e incluso el espaldarazo de la entrega del Nobel de Paz a 
Santos luego del resultado negativo del plebiscito por la paz. 

Además de las acciones ya discutidas, se han gestionado otras iniciativas que 
Colombia ha recibido, con el propósito de ser traducidas en recursos para pos¬ 
conflicto. En gran medida, las giras del presidente las han promovido, como 
la realizada por Europa (Borda 2015c). Por un apoyo directo y también sim¬ 
bólico al proceso de paz en Colombia y a la eventual transformación que im¬ 
plica, la Unión Europea eliminó el requisito de la visa para todos los nacionales 
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colombianos que quieran realizar viajes cortos a Europa. También designó a Ea- 
mon Gilmore como enviado especial para el proceso de paz, ha promovido un 
cambio en el enfoque de la ayuda a Colombia ( Semana 2012a, 2012b) y ha im¬ 
pulsado propuestas de financiamiento para la Misión de Paz ( El Tiempo 2015b). 
En el plano bilateral, también sobresalió la ayuda de Suecia ( El Tiempo 2013I) 
y la designación de Tom Koenigs como enviado especial de Alemania para el 
proceso de paz ( El Tiempo 2015Í). Específicamente, el Gobierno alemán mostró 
su interés en presentar propuestas concretas para su participación luego de la 
firma de un acuerdo, en fortalecer el comercio entre ambos países y en apor¬ 
tar sus experiencias en la reconstrucción de la memoria histórica. Como en¬ 
viado especial, Koenigs conversó con varios grupos de campesinos y víctimas 
en Colombia, para recopilar sus necesidades y así poder apoyar al país en este 
tema específico del posconflicto. 

Como la Unión Europea, hay otras instancias de internacionalización del 
actual proceso de paz que no por ser referenciadas de paso en esta sección han 
sido menos importantes para la consolidación de los esfuerzos adelantados en 
el país. Por ejemplo, las constantes conversaciones con el papa, sus manifesta¬ 
ciones de respaldo e incluso su visita al país han intentado suplir parcialmente 
el déficit de legitimidad de las negociaciones a nivel interno. Otras personalida¬ 
des (como José Mujica, expresidente de Uruguay y excombatiente guerrillero, 
Kofi Annan, Tony Blair y otros involucrados en distintos procesos de paz del 
mundo) fueron invitadas a pronunciarse sobre el proceso de paz para darle le¬ 
gitimidad. En algunos casos, incluso se les pidió visitar la mesa de negociacio¬ 
nes para presentar sus puntos de vista a las delegaciones. 

Toda esta estrategia de internacionalización se ha determinado como con¬ 
tenida por el alto nivel de control que ejerció la mesa de negociación. Se valió 
de los esfuerzos del Gobierno, de los de las farc y de los conjuntos para que 
se mantuviera. De esto dependió gran parte del éxito con que se manejó la 
participación internacional para el beneficio de la mesa y la reducción de po¬ 
sibles saboteadores. Por tanto, la evidencia de la internacionalización de este 
proceso nos muestra que cuando las partes formulan una estrategia conjunta 
se reduce la probabilidad de tensiones ocasionadas o nutridas por estos acto¬ 
res. Ambas partes esperan un resultado similar de la participación de un ter¬ 
cer actor y este último tiende a comportarse de tal forma que se cumpla con 
lo requerido. Por el contrario, la experiencia con Venezuela nos indica que 
un interés unilateral lleva a que haya mayor probabilidad de que se presen¬ 
ten problemas con la contención de los actores internacionales y sus acciones, 
las cuales pueden llegar a tener un impacto indeseado en el proceso adelan¬ 
tado por las partes. 

Una estrategia construida en conjunto permite que se conforme un grupo 
de países que satisfagan equilibradamente los intereses de cada parte. Tal es 
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el caso de los países garantes: Cuba y Noruega. Debido a sus facultades logís¬ 
ticas, es probable que tanto el Gobierno como las farc no hayan tenido mu¬ 
chos problemas definiendo dos actores que pudieran prestarle tal servicio a la 
mesa sin una carga política significante que pudiera incomodar a alguno. Por 
el contrario, la función de los países acompañantes sí obliga a las partes a elegir 
a ciertos actores por razones políticas. Por legitimidad, en el proceso las farc 
necesitaban a Venezuela y Colombia terminó prefiriendo a Chile. Debido a la 
naturaleza de las funciones asignadas, este grupo de países está más sujeto a 
disputas que el de los garantes. Esta internacionalización unilateral aumenta 
la posibilidad de conflicto, al traer a la mesa a un actor que puede ser difícil 
de controlar. Si la decisión final fuera del Gobierno, y no hubiera implicacio¬ 
nes negativas, seguramente Venezuela no habría formado parte de la mesa. Las 
diferencias ideológicas entre ambos países dificultan llevar a buen término el 
proceso sin enfrentar problemas y cuestionamientos indeseados. Por tanto, 
esta internacionalización tiene más riesgo que la se plantea de forma conjunta. 
Esta es precisamente la razón por la que las negociaciones con el Ejército de Li¬ 
beración Nacional (eln) se llevarán a cabo en distintos países. A pesar de que 
la guerrilla presionó al Gobierno para que estableciera la mesa en Caracas, y 
luego de que no fue posible convencerlos de que se hiciera en Quito, no quedó 
otra opción que nombrar a varios países anfitriones, entre los que están los dos 
mencionados así como Brasil, Cuba y Uruguay (Semana 2015a). 

Por su parte, la presencia de Chile también fue una elección unilateral del 
Gobierno colombiano. Seguramente fue elegido no solo por la cercanía ideo¬ 
lógica, sino porque no tiene una agenda gruesa con respecto a la guerrilla. No 
es un país con el que se comparta fronteras ni que haya recibido el impacto 
del conflicto. La amenaza que representa para las farc es relativamente baja, 
porque solo equilibra la mesa. Sin embargo, esta movida del Gobierno es más 
estratégica que poderosa. De esta forma, puede reducir las tensiones que po¬ 
drían surgir entre su acompañante y la guerrilla. Si, por ejemplo, Colombia 
se hubiera mantenido tan cercana con Estados Unidos, el antagonismo ha¬ 
bría sido suficiente para dificultar las negociaciones. La agenda que mantiene 
la potencia con respecto a la guerrilla —incluida su clasificación como grupo 
terrorista o las políticas antidrogas y de extradición— les habría restado au¬ 
tonomía a las partes para adelantar una salida del conflicto armado y habría 
generado demasiado ruido. La internacionalización diseñada buscaba reducir 
este tipo de tensiones, presentes en las anteriores administraciones, y dismi¬ 
nuirlas al punto de poder controlarlas y de focalizar el proceso en las negocia¬ 
ciones y no en sus posibles saboteadores. 

A manera de conclusión, es importante tener en cuenta que esta interna¬ 
cionalización, junto con la política exterior de la administración de Santos, 
preparó el terreno para el periodo del posconflicto. Con el acuerdo final re- 
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frendado y en vía de ser implementado, la comunidad internacional ha pa¬ 
sado a tener una mayor importancia económica por el costo que tendrá que 
asumir el Estado para cumplir con lo pactado en los próximos diez años, es¬ 
pecialmente en aquellos rubros que involucran transformaciones estructu¬ 
rales, como las condiciones del campo y la participación política de grupos 
históricamente excluidos. 
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Narrando la “historia de éxito”: 
experticia en seguridad y política 
exterior de Colombia" 

Mateo Morales y Arlene B. Tickner 


En el 2007, un reporte del Centro de Estudios Estratégicos e Internaciona¬ 
les (csis, por su sigla en inglés) llamó la atención sobre lo que, para propósitos 
prácticos, no era menos que un milagro. Colombia había “vuelto del abismo”: 
se sobreponía a las predicciones apocalípticas del colapso estatal y la anarquía 
doméstica de solo unos años antes, cuando una serie de factores convergieron 
para crear la tormenta perfecta (DeShazo, Primiani y McLean 2007). A media¬ 
dos de 1990, la violencia política había empeorado a medida que los actores ar¬ 
mados no estatales, las guerrillas y los paramilitares, aumentaban su tamaño, 
presencia territorial y poderío militar. Esto debido en gran medida a la trans¬ 
formación del narcotráfico y su entrelazamiento con el conflicto armado. Mien¬ 
tras que las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (farc) alcanzaban 
control sobre áreas clave de la producción de coca y asestaban humillantes de¬ 
rrotas a las Fuerzas Armadas, el grupo paramilitar, las Autodefensas Unidas 
de Colombia (auc), conducían una brutal campaña contra las guerrillas, en la 
que los supuestos simpatizantes civiles también sufrían las consecuencias. La 
situación humanitaria resultante, medida en homicidios, masacres y despla¬ 
zamiento forzado, se volvió una de las peores del mundo. Al mismo tiempo, la 
crisis gubernamental que producían las acusaciones de que el entonces presi¬ 
dente Ernesto Samper (1994-1998) había recibido contribuciones del cartel de 
Cali para su campaña y el señalamiento y aislacionismo al cual fue sometido 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.52. 

Esta es una versión modificada de un artículo publicado en inglés en Bruce M. Bagley y Jo- 
nathan D. Rosen, eds., Colombia’s Political Economy at the Outset ofthe Twenty-First Century, 
Lanham, MD: Lexington Books, 2015. 
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el mandatario por parte de Estados Unidos debilitaron al Estado colombiano 
más allá de su anemia crónica (Arnson y Tickner 2010). 

Esta combinación de factores confirmó la tesis de que el Estado colombiano 
había sufrido una severa crisis y decaimiento. Tanto era así que se pensaba en 
círculos colombianos y estadounidenses que si no se tomaban medidas in¬ 
mediatas, las farc iban a tomarse el poder. Dadas las implicaciones tanto del 
colapso estatal como de un posible triunfo insurgente para los intereses eco¬ 
nómicos y de seguridad de Estados Unidos en Colombia y en la región andina, 
se desarrolló una estrategia de asistencia multimillonaria denominada Plan 
Colombia, con el propósito de ayudar al país en el mejoramiento de sus capa¬ 
cidades de combate al narcotráfico y la guerrilla. Con la llegada del presidente 
Andrés Pastrana (1998-2002), se consolidó un papel estadounidense más ac¬ 
tivo en la crisis colombiana. 

Tanto Pastrana como su sucesor de línea dura, Alvaro Uribe (2002-2010), 
usaron un discurso de debilidad estatal para justificar la necesidad de mayor 
ayuda, presencia extranjera y, en últimas, de intervención en la situación in¬ 
terna (Tickner 2007). En el 2003, momento en el Estados Unidos invadió a Iraq, 
Uribe reforzó esta imagen de Colombia, argumentando que el conflicto en el 
país era mucho peor que el que existía allá. Sin embargo, en el 2004, distintos 
funcionarios públicos de Colombia y Estados Unidos, centros de pensamiento, 
instituciones financieras internacionales y regionales y los medios de comuni¬ 
cación comenzaron a referirse a Colombia como un país que, con la ayuda de 
Washington, había logrado superar la hecatombe (Tokatlian 2008). La seguri¬ 
dad mejoró considerablemente durante la segunda administración de Uribe 
(2006-2010) y lo ha seguido haciendo durante los gobiernos de Juan Manuel 
Santos (2010-2018) (El Universal 2014; Ministerio de Defensa 2015, 2016, 2017). 
El Estado ha logrado mayor control sobre las áreas rurales, miles de parami¬ 
litares se han desmovilizado, se han infligido duras derrotas a las guerrillas y 
un gran número de integrantes de la guerrilla se han rendido voluntariamente. 
Algunos indicadores clave de violencia también han descendido. Podría afir¬ 
marse incluso que la guerra contra las drogas ha producido algunos resultados 
positivos en el interior de Colombia, en términos de cultivos ilícitos y produc¬ 
ción de cocaína, aunque estos son desmentidos por la migración del cultivo, la 
producción, el tráfico y la violencia que se desplaza hacia otras partes de Amé¬ 
rica Latina (principalmente Perú, México, Centroamérica y el Caribe) y el cre¬ 
cimiento de las hectáreas de coca en Colombia desde el 2014. 

Tendencias como estas han servido para crear un “historia de éxito” que se 
encuentra en la base de la política exterior del gobierno Santos. Según esta na¬ 
rrativa dominante, el principal recurso de Colombia, su know-how en seguridad 
(obtenido a través de su lucha contra las drogas ilícitas y los actores violentos 
no estatales), puede y debe ser exportado a otros países de América Latina y del 
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mundo, plagados por el crimen y la violencia relacionados con el narcotráfico. 
Entonces, desde mediados de los dos mil, Colombia ha recibido un número cre¬ 
ciente de peticiones de cooperación en seguridad por parte de diferentes go¬ 
biernos. Según el ministro de Defensa (2014,124-125), entre el 2009 y el 2013, se 
proporcionó entrenamiento policial y militar a 21 949 personas de 47 países di¬ 
ferentes en habilidades tales como la interdicción terrestre, aérea, marítima y en 
ríos, el testimonio policial, la desactivación de explosivos, las operaciones de in¬ 
teligencia, las psicológicas y la ejecución del Comando Jungla, el programa élite 
de policía antinarcóticos diseñado originalmente por Estados Unidos. Además, 
Santos aspira a volver al país un jugador relevante en las misiones multilaterales 
de paz de las Naciones Unidas. Por esto, se ha comprometido al envío de 5000 
integrantes del Ejército y la Policía en un plazo de tres años (El Universal 2016). 

La metamorfosis de Colombia de un “Estado fallido” a una “historia de éxito” 
e incluso a un “modelo” 1 es difícil de comprender sin recurrir al discurso. Aun¬ 
que el Plan Colombia fue efectivo a la hora de mejorar ciertos aspectos de la 
seguridad pública y ciudadana, otros han permanecido inalterados 2 . Durante 
la presidencia de Uribe, el “éxito” se dio a expensas de la democracia, como se 
demostró con los escándalos de la parapolítica, las interceptaciones ilegales y 
los falsos positivo 3 . Lo que esto sugiere es que la correspondencia entre los he¬ 
chos empíricos y las historias que se cuentan sobre Colombia es imperfecta en 
el mejor de los casos. 

En este capítulo argumentamos que considerar a Colombia como una “his¬ 
toria de éxito” ha permitido al gobierno de Santos desplegar una narrativa so¬ 
bre el pasado, presente y futuro del país que ha sido crucial para respaldar su 
influencia y reconocimiento regional e internacional. No menos importante, 
el rol activo de Estados Unidos a la hora de narrar esta “increíble” transfor¬ 
mación ha sido funcional para los propios intereses de Washington. Por una 
parte, le ha permitido justificar ante la opinión pública nacional el gasto de 
10 000 millones de dólares en Colombia entre el 2000 y el 2016. Por otra, ha ser¬ 
vido para contrarrestar las preocupaciones que algunos sectores (por ejemplo, 
las organizaciones no gubernamentales de derechos humanos) han manifes¬ 
tado sobre su injerencia en México, América Central y el Caribe, al patroci¬ 
nar al país andino como un modelo exportable a terceros y al subcontratar su 
know-how en seguridad. 


1. Para una crítica interesante, véase Adam Isacson (2010). 

2. Más adelante, discutimos estas otras áreas. 

3. Estos escándalos, que estallaron en el 2006 y el 2008, son el resultado de revelaciones sobre 
los nexos entre miembros de la élite política y los paramilitares (parapolítica), sobre intercep¬ 
taciones ilegales por parte de autoridades estatales (chuzadas) y sobre asesinatos extrajudicia¬ 
les de jóvenes presentados como guerrilleros muertos en combate (falsos positivos) cometidos 
por el Ejército colombiano. 
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El capítulo comienza con una discusión de las aproximaciones pospositivistas 
al estudio de la política exterior que dan importancia al discurso y a las narra¬ 
tivas en la construcción de determinadas subjetividades y realidades. Con un 
marco analítico simple derivado de esta literatura, examinamos la manera en 
que oficiales de Colombia y Estados Unidos han articulado la “historia de éxito” 
y cómo esta ha sido reproducida en la academia, los medios de comunicación 
y los centros de pensamiento. En todos estos casos identificamos una narra¬ 
tiva común que subraya la transición de Colombia de ser un receptor pasivo de 
asistencia en seguridad a un ejemplo para ser admirado y emulado. Después, 
exploramos las formas en las que la política de seguridad estadounidense y el 
declive de su poder en el hemisferio occidental, en combinación con la “epi¬ 
demia de inseguridad” que actualmente se presenta en gran parte de América 
Latina y el Caribe, han creado un escenario fértil para que la experticia de Co¬ 
lombia sea exportada. El capítulo concluye con una breve reflexión sobre los 
alcances y potenciales defectos de Colombia como un exportador de seguridad. 


El cómo de la política exterior 

La mayoría de los estudios y los análisis de política exterior, que son de na¬ 
turaleza positivista, se centran en explicar por qué se adoptan ciertas decisio¬ 
nes, cursos de acción o estrategias y en identificar aquellas variables que dan 
cuenta de esos resultados. Por el contrario, el pospositivismo introduce pre¬ 
guntas acerca del cómo o cómo es posible en el estudio de la política mundial, 
ya que enfatizan el carácter construido y social de la realidad (internacional). 

Según Nicolás Onuf, “decir es hacer; hablar es sin duda la forma más im¬ 
portante a través del cual hacemos del mundo lo que es” (1998, 59). Los discur¬ 
sos no solo constituyen realidades, sino que las hacen inteligibles. En particular, 
las prácticas discursivas crean sujetos, objetos y las relaciones que existen en¬ 
tre ellos. Al considerar que la realidad es una construcción social y discursiva 
y no algo que ya existe, el pospositivismo se pregunta por cómo las condicio¬ 
nes de posibilidad de ciertos resultados en política exterior se producen. Esto, 
por lo general, se da por sentado en las aproximaciones positivistas (Doty 1993, 
298). Por lo tanto, el pospositivismo provee herramientas para aproximarse a 
la construcción de sujetos, identidades y problemas que hacen que ciertos cur¬ 
sos de acción sean razonables, necesarios, inteligibles o, al contrario, inadmi¬ 
sibles en política exterior. 

Los tipos de explicación derivados del porqué y el cómo de la política ex¬ 
terior son sustancialmente diferentes. Mientras que los análisis basados en el 
porqué , que se inscriben en las teorías de resolución de problemas, trabajan den¬ 
tro de los límites de una realidad preexistente, los que se inspiran en el cómo 
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se enfocan más en las formas en las que dicha realidad se constituye así como 
en sus efectos políticos, sociales e identitarios, entre otros 4 . Con ello, expan¬ 
den la comprensión de los procesos de toma de decisión en política exterior. 
Por ejemplo, David Campbell argumenta que la identidad estatal se asegura 
por la representación de peligros y amenazas en el exterior, con el supuesto de 
que el estatus ontológico del Estado no es estático y debe ser continuamente 
reproducida (Campbell 1998, 8-10). En esta lectura, la política exterior es cru¬ 
cial para la producción de la identidad, ya que es el espacio social principal en 
el que el Estado interactúa con el otro amenazante, es decir, los otros estados. 

Roxanne Lynn Doty (1993), por su parte, plantea un marco provocativo para 
examinar cómo los contextos de las decisiones de política exterior, como aque¬ 
llos en los que se identifica una amenaza existencial para el Estado, se vuelven 
pensables. Según la autora, “la posibilidad de las prácticas presupone la habi¬ 
lidad de un agente para imaginar ciertos cursos de acción. Ciertos trasfondos 
de significado, tipos de actores sociales y relaciones entre ellos, deben estar ya 
en operación” (1993, 298). El marco analítico que Doty plantea para rastrear 
estos procesos consta de tres conceptos interrelacionados: la presuposición, la 
predicación y el posicionamiento de sujetos. La presuposición se refiere al co¬ 
nocimiento del contexto que construye un tipo específico de realidad, en la que 
ciertos cursos de acción se vuelven pensables y otros impensables. La predica¬ 
ción consiste en encontrar aquellas características descriptivas que se les atan 
a ciertos sujetos a través del uso de adjetivos y adverbios. Mediante la unión de 
determinados sujetos con objetos (o contextos y trasfondos), se crea una realidad 
en la que distintos sujetos adoptan roles específicos (o posiciones) (Doty 1993, 
306). Cuando los discursos que los actores estatales pronuncian son coherentes 
y estables, en cuanto a las características y posiciones atribuidas a ciertos suje¬ 
tos, se puede argumentar que existe “un discurso dominante” (Doty 1993, 312). 

En el caso específico de Colombia, como se verá más adelante, los discursos 
que muestran al país como “un exportador neto de seguridad” después de que 
“volvió del colapso” construyen a Colombia como un sujeto específico, con cier¬ 
tos atributos y capacidades. Si se une esta subjetividad del país con la oleada 
de inseguridad relacionada con el narcotráfico que asedia a América Latina 


4. Esta distinción refleja la que Robert Cox (1981) estableció entre la problem-solving theory y 
la critical theory. La primera corresponde a las teorías explicativas que parten de la idea positi¬ 
vista de que hay una realidad preexistente que hay que aprehender. Al entender al mundo como 
algo independiente de las teorías, la labor del teórico es identificar problemas y generar conoci¬ 
miento que permita explicarlos y resolverlos. En cambio, la teoría crítica parte de la necesidad 
de mostrar cómo la realidad ha llegado a constituirse del modo en que lo ha hecho. Es decir, no 
da por sentada la existencia de instituciones y relaciones sociales, sino que se ocupa de su pro¬ 
ceso de formación y cambio, así como de las relaciones de poder que resultan de determinadas 
construcciones. 
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y el Caribe y con el cambiante rol de Estados Unidos en la región, se crea una 
realidad en la que la exportación de la experticia colombiana no solo se vuelve 
pensable, sino imperativa. 


Colombia: de “Estado fallido” a “historia de éxito” 

Desde mediados de los dos mil, Colombia ha sido construida a través de dis¬ 
cursos públicos que muestran su transformación de ser un “Estado fallido” a 
una “historia de éxito”, en cuanto el Estado se ha fortalecido y se han mejo¬ 
rado los indicadores clave de seguridad. En este proceso, tanto los oficiales gu¬ 
bernamentales de Colombia como los de Estados Unidos han desempeñado 
un papel central. 

Diversos estudios sugieren que el país ha experimentado un cambio signi¬ 
ficativo en la construcción de instituciones, que se ha traducido en una mayor 
presencia del Estado en el territorio nacional 5 . Este fortalecimiento, sin em¬ 
bargo, ha tendido a limitarse a la mejora del aparato coercitivo y del extractivo, 
que son fundamentales para la consolidación estatal. Fuentes diversas argu¬ 
mentan a favor de esta estrategia, que se ha adoptado de forma constante du¬ 
rante las administraciones de Uribe (2002-2010) y Santos (2010-2018), en gran 
medida gracias al apoyo de Estados Unidos a través del Plan Colombia (Mi¬ 
nisterio de Defensa 2013). Además de reducciones considerables en las cifras 
de homicidios, secuestros y ataques terroristas, la inversión extranjera ha au¬ 
mentado significativamente. La percepción de seguridad de los ciudadanos 
también ha mostrado mejorías con respecto a la época anterior a Uribe y al 
periodo 2013-2014, momento en que se experimentó una caída en relación con 
el 2012 (lapop 2012, 2015). 

Sin embargo, Colombia sigue siendo un caso problemático en otras dimen¬ 
siones subjetivas y objetivas de estatalidad, como el bienestar fiscal y el gasto 
social, necesarios para proveer distintos servicios públicos a la población na¬ 
cional de manera efectiva (Sojo, Feres y Villatoro 2011). Aunque la presencia 
estatal ha aumentado, el Estado colombiano sigue teniendo una debilidad ins¬ 
titucional severa en muchas áreas del territorio, relacionada con sus funciones 
administrativas, la aplicación de la ley y la justicia, la protección de la propie¬ 
dad privada y la rendición de cuentas. La corrupción y la impunidad también 
han permanecido elevadas, lo que termina por viciar el fortalecimiento de ca¬ 
pacidades y el efectivo cumplimiento de las responsabilidades del Estado (Gar¬ 
cía y Espinosa 2012). El índice de Transparencia Internacional del 2016 clasifica 

5. Véase, por ejemplo, Feldmann (2012), Pachón (2009), Fukuyama y Colby (2011), Rangel 
(2005), y Fescol (2012). 
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en el puesto 90 a Colombia en términos de las percepciones del nivel de co¬ 
rrupción del sector público en un total de 175 países, posición similar a la que 
ostenta desde hace ya varios años (Corruption Perceptions Index 2016). A su 
vez, Colombia exhibe un récord crítico en materia de derechos humanos, pese 
a haber presentado ciertas mejoras. Según el Centro de Memoria Histórica, 5,7 
millones de colombianos, cerca del 15 % de la población, son víctimas del des¬ 
plazamiento forzado, a lo que se le suma que la mayoría de los asesinatos ex¬ 
trajudiciales cometidos por los militares durante el gobierno Uribe siguen en 
la impunidad (Centro Nacional de Memoria Histórica 2013; ohchr 2012). Del 
mismo modo, Humans Rights Watch revela, en uno de sus más recientes in¬ 
formes sobre Colombia, que la violencia contra defensores de derechos huma¬ 
nos, activistas, sindicalistas, periodistas y líderes comunitarios sigue siendo 
crítica (hrw 2015). 

A pesar de estas ambigüedades del “éxito” colombiano, los gobiernos del 
país y de Estados Unidos han hecho un uso estratégico de esta narrativa en 
aras de representar a Colombia como un modelo de construcción de Estado. 
Aunque el limitado espacio de este capítulo no permite un análisis sistemático 
de los discursos oficiales emitidos durante la administración Santos, varios 
ejemplos son suficientes para ilustrar cómo la representación de Colombia ha 
cambiado. Además de las mejoras con respecto a la debilidad estatal y la segu¬ 
ridad interna, la narrativa dominante apunta, de manera más amplia, a logros 
en otras áreas, como el narcotráfico, la democracia, los derechos humanos y 
la economía. Como argumentaremos a continuación, la predicación reiterada 
—usando la terminología de Doty— de diversos actores sobre el “renacer” de 
Colombia y el reconocimiento internacional de sus logros han dado forma a 
una “historia de éxito” poderosa y seductora. 

Los siguientes pasajes extraídos de discursos del presidente Juan Manuel 
Santos, de Barack Obama y de la exsecretaria de Estado Hillary Clinton per¬ 
miten crear un antes y un después en la historia reciente del país andino, que 
coincide con la implementación del Plan Colombia y con los gobiernos de 
Uribe y Santos, de quienes se dice que devolvieron a Colombia del umbral del 
desastre. Según Santos, 

hace diez años estuvimos a punto de ser considerados un Estado fa¬ 
llido. .. Ustedes han visto todo lo que se hizo en la parte de seguridad 
con el presidente Uribe y su política de Seguridad Democrática, des¬ 
pués de la cual el país comenzó a cambiar y comenzó a poner en mar¬ 
cha una serie de políticas en más largo plazo, no solamente en materia 
de seguridad, sino en materia económica. Y el país fue cambiando y 
[...] es algo completamente diferente a lo que era hace diez años. 
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El problema que teníamos de una democracia casi arrodillada a los car¬ 
teles del narcotráfico [...] ya no es una realidad. (Santos 2012b) 

La Colombia de hoy es muy diferente a la Colombia de hace 15 años. 
Nuestro país, entonces, sufría la peor recesión económica en 80 años. 
Estábamos lejos de controlar nuestro propio territorio, y adportas de 
ser declarados un Estado fallido. Prácticamente una tercera parte del 
país la dominaba la guerrilla y otra tercera parte los paramilitares, am¬ 
bos grupos financiados por un creciente narcotráfico. Nuestro futuro 
era sombrío, incierto... Hoy el panorama es totalmente opuesto... Hoy 
vemos el futuro con esperanza. (Santos 2016) 


Por su parte, Clinton nos dice: 

Recuerdo vivamente cuando mi hija y mi marido realizaron una visita 
en el 2000, cuando el Plan Colombia apenas empezaba. Era un país ate¬ 
rrorizado por los narcotraficantes y guerrilleros que controlaban vas¬ 
tas partes del territorio y podían atacar a cualquier ciudad importante. 

Los expertos de política exterior, en esta ciudad y tantos otros lugares, 
lo denominaron un Estado fallido. Diez años más tarde, viajé a Colom¬ 
bia como secretaria de Estado. Y esta vez, anduve por las calles del cen¬ 
tro de Bogotá. Visité una panadería de unos e miembros de las farc y 
paramilitares y déjenme decirles que no todos los días uno puede pro¬ 
bar productos horneados por exguerrilleros... Donde los ciudadanos 
algunas veces vivieron con el miedo a ejercer su derecho al voto, ahora 
tenemos elecciones democráticas pacíficas que son la envidia de tan¬ 
tos otros países que no han logrado hacer esa transición. (Clinton 2011) 

Para reforzar esta posición, Obama declara en la celebración de los quince 
años del Plan Colombia: “un país que estuvo en el borde del colapso es ahora un 
país que está al borde de la paz [...]. En Colombia hoy hay esperanza” (Obama 
2016 citado en El País). 

Santos, Obama y Clinton subrayan la idea de que antes del Plan Colombia y 
su primogénita, la política de Seguridad Democrática de Uribe, el país iba ca¬ 
mino al colapso: los actores violentos no estatales controlaban amplias zonas 
del territorio y la población se encontraba aterrorizada. Después, el Estado se 
fortaleció, la seguridad mejoró, la democracia es vibrante, el narcotráfico y los 
carteles ya no son amenazas vitales, varios actores armados se han desmovili¬ 
zado, se han reintegrado a la sociedad y la economía ha comenzado a florecer. 
Uno de los muchos efectos que discursos como estos tienen es que reducen y 


Narrando la “historia de éxito”: experticia 

EN SEGURIDAD Y POLÍTICA EXTERIOR DE COLOMBIA 


247 


simplifican la historia reciente de Colombia a un proceso organizado y lineal 
en el que el país superó sus más graves amenazas y desafíos 6 . 

No obstante, si se sigue esta narrativa, el éxito no solo se ha limitado al ám¬ 
bito de la seguridad o la democracia. En un abanico de pronunciamientos que 
distintas autoridades gubernamentales han hecho, se tiende a crear un lazo 
estrecho entre los mejoramientos en la seguridad doméstica y otras áreas que 
componen la estatalidad de Colombia, como la política social, la corrupción y 
los derechos humanos. Esto se ve, por ejemplo, en el saludo del presidente San¬ 
tos a la “nueva Colombia”: 

ya no seguimos atados a la pobreza, desigualdad, corrupción o violen¬ 
cia. Una nueva Colombia donde seamos libres de los temores que nos 
atan las alas... una nueva Colombia que brille hoy adentro y afuera, 
convirtiéndose en un ejemplo para el resto del mundo. Es increíble 
cómo la gente hoy dice: miren a Colombia, observen a Colombia, ha¬ 
gan lo que hace Colombia. (Santos 2014) 

Un reporte especial del Financial Times publicado en junio del 2013, titu¬ 
lado de manera idéntica, hace un recuento de los triunfos del país, similares 
a los subrayados arriba. De la misma manera que el caso anterior, acá se pre¬ 
senta a Colombia como un país renacido no solo debido a la eliminación de la 
violencia, sino, tal vez más importante, por su supuesta victoria contra la po¬ 
breza, desigualdad y corrupción. 

Pese a la persistencia de tendencias empíricas negativas en los derechos hu¬ 
manos, distintos pronunciamientos del Gobierno enfatizan los resultados po¬ 
sitivos logrados en este ámbito y en relación con las Fuerzas Armadas. Además 
de la creación del nexo entre seguridad y derechos humanos, las fuerzas de se¬ 
guridad se proclaman superiores y, por lo tanto, dignas del respeto internacio¬ 
nal en ambos aspectos. Santos declara: 

Me siento muy orgulloso cuando escucho analistas internacionales y 
mucha de la gente que me acompañó [decir] que la evolución de nuestra 
fuerza pública en materia de derechos humanos tal vez no tiene com¬ 
paración con ningunas otras fuerzas armadas en el mundo. La rapi¬ 
dez con que fuimos cambiando una cultura, la rapidez con la cual le 
expusimos en todas las formas a la fuerza pública que su legitimidad 

6 . Sin embargo, esta historia ha permanecido muda con respecto a la buena suerte que tuvo Co¬ 
lombia y los demás países de la región con el auge de los precios de los commodities y su apoyo 
al crecimiento de la economía. Lejos de ser un proceso organizado, este auge fue producto del 
azar y estructuralmente hizo a Colombia menos capaz de organizar su economía cuando em¬ 
pezaron a caer los precios del petróleo, entre otros aspectos. 
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depende del respeto por los derechos fundamentales de todos los ciu¬ 
dadanos. (Santos 2012a) 


Santos también sugiere que “la Fuerza Aérea se ha vuelto un modelo inter¬ 
nacional de respeto por el derecho internacional humanitario” (Santos 2010). 

En particular, los logros de Colombia en la guerra contra las drogas son la 
base de la autoridad moral que tiene el país. De forma bastante laxa, se tien¬ 
den a conectar con mejoras en áreas completamente distintas, tales como la 
pobreza. Para el presidente colombiano, 

si existe un país que ha pagado el precio en la lucha contra el narco¬ 
tráfico ese es Colombia. Si hay un país que puede decir que ha apren¬ 
dido a pelear contra todos los eslabones de la droga, ese es Colombia... 

Con esa autoridad moral, nosotros le decimos al mundo que el pro¬ 
blema continúa, que se está transformando, mutando y que tenemos 
que discutirlo [...]. Es una fuente de orgullo que hoy presidentes ven¬ 
gan a Colombia a felicitar a nuestras Fuerzas Armadas y a nuestra otra 
fuerza, la fuerza social [...] Está produciendo resultados maravillosos 
[...]. Y nos estamos volviendo, ahora escuchen esto, un pais modelo en 
la lucha contra la pobreza. (Santos 2013) 

Tanto el know-how en seguridad como la posición de autoridad moral deri¬ 
vada de los costos de la guerra contra las drogas ayudan a posicionar a Colom¬ 
bia como un actor con legitimidad para exportar su experticia. Sin embargo, 
al plantear la “historia de éxito” en términos más amplios, otros objetivos de 
política exterior también se vuelven pensables. Por ejemplo, la participación 
colombiana en la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó¬ 
mico (ocde) ha sido representada no solo como un merecido reconocimiento 
a los recientes progresos económicos y sociales del país, sino también como la 
llave para una mayor atención internacional y, con ello, mayor prosperidad y 
bienestar. Santos aclara: 

¿Y qué va a significar para Colombia, para los colombianos, ingresar a la 
ocde? Significa que vamos a mejorar cada vez más la calidad de nues¬ 
tras políticas públicas y vamos a medirnos ahora sí con los más altos es¬ 
tándares. Significa que se va a incrementar aún más la confianza de los 
inversionistas en nuestro país, lo que se traduce en más empleo, en más 
competitividad, en mejores condiciones de vida para todos los colombia¬ 
nos. Significa que Colombia se sigue insertando, y de qué manera, en los 
escenarios mundiales más importantes en materia económica y en ma¬ 
teria política. ¡Todos tendrán puestos sus ojos en Colombia! (Santos 2013) 
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Distintos funcionarios gubernamentales y militares de Estados Unidos, 
como se mencionó, han desempeñado un papel fundamental a la hora de na¬ 
rrar la “increíble transformación” de Colombia (palabras que utilizó el actual 
secretario de Estado, John Kerry, en su visita a Bogotá en agosto del 2013 y que 
otros funcionarios han repetido desde entonces como mantra) (Kerry 2013). Esta 
en gran medida se le atribuye a la constante ayuda estadounidense. Es claro 
que la unicidad de esta experiencia, como se ve en los pronunciamientos, es lo 
que vuelve al país un modelo potencial para que otros lo emulen. De igual im¬ 
portancia, como se subraya en la siguiente intervención de Hillary Clinton, el 
Plan Colombia ha sido exitoso y eficiente en términos de sus costos, en com¬ 
paración con otras intervenciones más onerosas y menos efectivas de Estados 
Unidos en Afganistán e Iraq: 

Entonces Colombia, para resumir, ha pasado de ser una fuente de pe¬ 
ligro para sí mismo y para otros a una fuente de inspiración para to¬ 
dos nosotros y para volverse un socio vital en los grandes debates de 
nuestro tiempo. El verdadero crédito lo tienen el pueblo colombiano y 
los líderes que han tenido que tomar duras decisiones, no solo una vez 
o dos, sino en repetidas ocasiones. Pero Estados Unidos, algunos di¬ 
rían, ha jugado un rol esencial. Los recursos que hemos invertido en el 
Plan Colombia a lo largo de esa década, aunque significativa, es menos 
de los que gastamos en Afganistán en una sola semana. (Clinton 2011) 

Si Colombia ha alcanzado un cambio positivo monumental que contrasta 
con los fracasos en otras partes del mundo, como en Medio Oriente (O’Hanlon 
y Petraeus 2013), de la manera en que lo sugiere este pronunciamiento, y si, por 
esta misma razón, el país se ha convertido en “un modelo de esperanza”, el si¬ 
guiente paso “lógico”, dado ese éxito, es ser replicado en otros países 7 . Esta es 
precisamente la idea que los gobiernos de Estados Unidos y Colombia comen¬ 
zaron a desarrollar a comienzos del 2011. Por ejemplo, el exsecretario asistente 
de Estado James B. Steinberg argumenta: 

lo que ha sido especialmente gratificante para mí es ver el creciente rol 
que Colombia está desempeñando en el escenario regional e interna¬ 
cional. Como nos gusta decir en nuestro negocio, Colombia ha pasado 
de ser un consumidor de seguridad a ser un proveedor de seguridad y 
un apoyo para otros que enfrentan retos aún mayores. (Steinberg 2011) 


7. Véase, por ejemplo, Bellet (2008), Bourque (2004) y Kenney (2003). 
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De forma paralela a los esfuerzos de Colombia de convertirse en un expor¬ 
tador de seguridad con el apoyo de Estados Unidos, en febrero del 2012, se in¬ 
auguraron los Diálogos de Alto Nivel en Seguridad Estratégica (hlssd, por sus 
siglas en inglés) entre los dos países. Varios meses después, en la Cumbre de 
las Américas en Cartagena, los presidentes Obama y Santos anunciaron planes 
para el desarrollo del Plan de Acción para la Cooperación Regional en Seguri¬ 
dad, en aras de apoyar la construcción de capacidades en América Central, el 
Caribe y África Occidental. Como se discutirá en la siguiente sección, actuar 
de la mano de Colombia le ha permitido a Estados Unidos “dirigir desde atrás” 
y evitar entonces muchos de los riesgos asociados con una injerencia directa 
en la seguridad de América Latina. 


Estados Unidos: ¿de hegemón a socio regional? 

En la última década, la política exterior y de seguridad de Estados Unidos ha 
sufrido un cambio significativo. Por una parte, América Latina y el Caribe han 
perdido importancia estratégica para Washington, ya que sus preocupacio¬ 
nes principales se han orientado hacia Oriente Medio y Asia. Por otra, la cri¬ 
sis económica y la fiscal han conducido a una reducción y modificación de la 
asistencia militar, social y económica dirigida a la región (Isacson, Poe, Hau- 
gaard y Withers 2013). 

A nivel discursivo, estos cambios se han traducido en un llamado de Esta¬ 
dos Unidos a generar una mayor corresponsabilidad con los países latinoame¬ 
ricanos. Además, ha aparecido el uso de nuevos adjetivos para referirse a esta 
forma distinta de relacionamiento: socios, respeto mutuo, intereses compartidos, 
valores comunes y no intervención. Esto implica, por lo tanto, un posiciona- 
miento muy diferente frente a América Latina y, de manera directa, un cam¬ 
bio en la subjetividad/identidad de Estados Unidos. La siguiente reflexión de 
Hillary Clinton refleja ese cambio: 

El presidente construirá sobre la promesa que hizo en la Cumbre de las 
Américas a principios de su presidencia de trabajar como “socios igua¬ 
les” en un “nuevo capítulo de participación” basado en el “respeto mu¬ 
tuo, los intereses comunes y los valores compartidos”. (Clinton 2011) 

El anuncio del secretario de Estado, John Kerry, ante la Organización de 
los Estados Americanos, en noviembre del 2013, sobre la muerte de la llamada 
doctrina Monroe, pudo haber producido risa en la audiencia latinoamericana, 
que ya sabía que era así. Lo diciente de su pronunciamiento es que presenta 
el fin del intervencionismo estadounidense como si se tratara de un acto de 
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buena voluntad y una decisión consciente y no el resultado de los cambios de 
poder en el hemisferio: 

La era de la doctrina Monroe ha acabado [...]. La relación que busca¬ 
mos y por la que hemos trabajado duro no es una declaración de Esta¬ 
dos Unidos sobre cuándo y cómo intervendrá en los asuntos de otros 
estados americanos, sino de que todos nos veamos como iguales, com¬ 
partiendo responsabilidades, cooperando en temas de seguridad [...] 
y actuando como socios para avanzar los valores e intereses que com¬ 
partimos. (Kerry 2013) 

Además de representar a Estados Unidos como un socio benévolo, que ha 
escogido cambiar la forma de conducir las relaciones exteriores con sus veci¬ 
nos latinoamericanos, al figurarlos como potenciales fuentes de prosperidad y 
considerarlos iguales a Washington, logra transferirles la carga de la responsa¬ 
bilidad sobre la solución de los distintos problemas hemisféricos. Para reforzar 
esta posición, Wendy Sherman, subsecretaría para Asuntos Políticos del De¬ 
partamento de Estado, sostiene: 

nosotros estamos comprometidos con trabajar junto con nuestros so¬ 
cios, a lo largo del hemisferio, para alcanzar y defender intereses y va¬ 
lores comunes, y no seremos tímidos en hablar de forma clara, y actuar, 
de acuerdo con tal fin. Estamos convencidos de que las capacidades y 
la experiencia de los pueblos de las Américas van a ser ingredientes vi¬ 
tales para lograr un mundo estable, próspero y seguro. (Sherman 2012) 

Dada la disminución de recursos, poder e interés en América Latina, Wash¬ 
ington ha promovido un rol más activo de su contraparte colombiana, como 
se discutió en la sección anterior. Al mismo tiempo, ha incentivado a los paí¬ 
ses de la región a que busquen nuevas formas para enfrentar sus problemas de 
seguridad a través de la cooperación y el establecimiento de asocios estratégi¬ 
cos. La experticia en seguridad de Colombia y la búsqueda de nuevas solucio¬ 
nes para la inseguridad regional se refuerzan la una a la otra. Robería Jacobson, 
secretaria asistente del Buró de Asuntos del Hemisferio Occidental, hace eco 
de lo anterior cuando declara: 

Yo creo que una de las cosas más llamativas de las fuerzas de seguridad 
colombianas y sus capacidades es la forma en la ahora están brindando 
esa experticia y esas capacidades a otros países del mundo. Yo creo que 
el entrenamiento de Colombia a las policías y fuerzas militares se acerca 
a cuarenta diferentes países, muchos de ellos en América Central o en el 
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Caribe e incluso en África. Y por lo tanto hay mucha gente en el mundo 
buscando a esas fuerzas de seguridad. (Jacobson 2013) 


De forma similar, en su visita de abril del 2015, el subsecretario de Estado, 
Anthony J. Blinken, afirmó: “La transformación extraordinaria de Colombia 
ha hecho del país un líder y un modelo para toda la región [...]. Lo que estamos 
viendo es bastante extraordinario [...]. Antes preguntábamos: ¿qué puede ha¬ 
cer Estados Unidos para Colombia?’. Ahora es: ¿qué podemos hacer con Co¬ 
lombia?’” (Blinken 2015). 

Para sintetizar, al mostrar a Estados Unidos como un socio respetuoso y 
en condiciones de igualdad, deseoso de trabajar con América Latina en bús¬ 
queda de una solución común a problemas compartidos, los discursos oficiales 
sirven para neutralizar el pasado intervencionista de Washington. Esta men¬ 
talidad no intrusiva se reafirma con la promoción de Colombia como un pro¬ 
veedor de seguridad, que refleja la voluntad estadounidense de permitir que sea 
este el que ofrezca entrenamiento y capacitación, pese a que Estados Unidos si¬ 
gue siendo el mayor oferente de asistencia en seguridad para América Latina 
(Isacson, Poe, Haugaard y Withers 2013). Por último, la experiencia extensa y 
directa de Colombia para enfrentar al narcotráfico y el conflicto armado y su 
destreza para solucionar los múltiples desafíos que plantea la violencia hace 
que se presente a sí misma como uno, si no el único, de los actores con capaci¬ 
dad suficiente para arreglar los problemas de la región. 


La epidemia de inseguridad en América Latina 

Además de considerar la construcción de los sujetos (Colombia y Estados Uni¬ 
dos) y su posicionamiento relativo, el análisis del proceso discursivo a través 
del cual la exportación de la experticia colombiana se ha vuelto posible sería 
incompleto sin una revisión del contexto (social) específico en el cual la narra¬ 
tiva de la “historia de éxito” ha tenido lugar. En concreto, la llamada epidemia 
de inseguridad que actualmente azota a diversos países de América Latina ha 
ofrecido un escenario propicio para la exportación del how-know colombiano. 

Según el reporte del 2013 del Programa de Naciones Unidas para el Desa¬ 
rrollo (pnud), la región ha sido azotada por dos olas fuertes: una económica 
y social y otra criminal (pnud 2013). Al mismo tiempo que Latinoamérica ha 
mejorado de manera sostenida en áreas como la salud, la educación, la dismi¬ 
nución de la pobreza y, en menor medida, la desigualdad, la violencia se ha 
disparado a “niveles epidémicos”. Según el pnud, 11 de 18 países experimen¬ 
tan 10 homicidios por 100 000 habitantes cada año. Por otro lado, se reporta¬ 
ron más de un millón de muertes en la región entre el 2000 y el 2010. Además 
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de estos indicadores objetivos, la percepción ciudadana de inseguridad y vic- 
timización también ha aumentado de manera considerable. En promedio, solo 
el 43 % de los habitantes latinoamericanos se siente seguro, el 33 % se siente in¬ 
seguro y el 50 % cree que la situación de seguridad ha empeorado (pnud 2013). 
Este contexto generalizado de inseguridad es en particular severo en los paí¬ 
ses del llamado Triángulo Norte (El Salvador, Guatemala y Honduras), donde 
las actividades del crimen organizado han crecido exponencialmente. 

La situación de seguridad en América Latina y en especial en América Cen¬ 
tral es muy preocupante. El discurso (o los actos del habla) 8 sobre esta —que 
la representan en función de una “situación endémica”, un “crecimiento expo¬ 
nencial de la violencia”, “niveles similares a los de un conflicto armado” o “un 
individuo es cuatro veces más propenso a morir en esta región que en cual¬ 
quier otra parte del mundo” (Tuluy 2013)— permite la securitización de distin¬ 
tas problemáticas que van desde la pobreza, la protesta social, el crimen juvenil 
hasta el crimen organizado y la aplicación de medidas excepcionales, usual¬ 
mente de corte militar y represivo. El cubrimiento mediático también ha con¬ 
tribuido de manera negativa a aumentar la percepción de inseguridad de los 
ciudadanos, al exagerar y hacer más énfasis en la ocurrencia de crímenes vio¬ 
lentos (pnud 2013). 

En diversos pronunciamientos de distintos oficiales de gobiernos y de repre¬ 
sentantes de organizaciones internacionales, como el Banco Mundial y el Banco 
Interamericano de Desarrollo, la estabilidad económica y la seguridad se pre¬ 
sentan como indisolublemente conectadas. Esto refuerza la idea de que la des¬ 
mejora en la seguridad puede tener efectos catastróficos sobre la economía y la 
inversión extranjera (Funes 2013). Aunque, sin duda, la inseguridad y la violen¬ 
cia tienen consecuencias en el desarrollo económico y la confianza inversionista, 
aquellos discursos que muestran su relación en términos poco problemáticos 
y automáticos conducen a que la importación de políticas “efectivas” y “exito¬ 
sas” capaces de garantizar un ambiente estable y seguro se vuelva imperativa. 

Lo anterior permite crear un contexto general en subregiones como Amé¬ 
rica Central, en donde no solo se vuelve posible, sino absolutamente necesaria 
la adopción de nuevas estrategias para combatir la inseguridad. La experti¬ 
cia en seguridad colombiana es una de las muchas prácticas que se han aco¬ 
gido, debido al “éxito” del país a la hora de combatir problemas similares en 
su propio territorio. El posicionamiento discursivo sobre su autoridad moral 
en materia de seguridad refuerza este éxito, como se discutió. El hecho de que 
la región sea cada vez más escéptica frente a los mecanismos tradicionales de 


8. En este ámbito, en el discurso o en los actos del habla se identifican problemas específicos 
de seguridad o amenazas existenciales que requieren medidas extraordinarias de emergencia. 
Buzan, Waever y de Wilde (1998) se refieren a esto como la securitización. 
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la cooperación en seguridad (Tuluy 2013), especialmente la asistencia bilateral 
de Estados Unidos, hace que la cooperación Sur-Sur, como la que ofrece Co¬ 
lombia, se vuelva más atractiva, como es evidente en el siguiente pronuncia¬ 
miento del presidente de El Salvador, Mauricio Funes (2009-2014): 

El tiempo de guerras unilaterales y apocalípticas contra distintas ame¬ 
nazas se ha terminado, gracias al liderazgo de jefes de estado como el 
presidente Santos [...]. Los vientos de reforma soplan en el ámbito de 
la seguridad [...]. Existe un claro pronunciamiento regional frente a la 
necesidad de encontrar estrategias nuevas e integrales para combatir 
el narcotráfico. (Funes 2013) 

Por supuesto, una de las mayores ironías de la cooperación Sur-Sur de Co¬ 
lombia es que el how-know que se ofrece a los otros países se arraiga y surge 
de las mismas políticas de seguridad que Estados Unidos ha impartido al Es¬ 
tado colombiano. Como se ha explicado más arriba, la cooperación dada a tra¬ 
vés del Plan Colombia repercutió en el mejoramiento del aparato de seguridad 
de Colombia. Así, la experiencia adquirida a raíz de dicha asistencia, aunque 
“tropicalizada”, es la que finalmente se ha reproducido y replicado en otras zo¬ 
nas del globo. 


Conclusiones 

Como se ha argumentado en este capítulo, los análisis sobre la política exte¬ 
rior que se fundamentan en el cómo de las posturas pospositivistas subrayan 
los modos con los cuales las prácticas discursivas crean diferentes sujetos (in¬ 
ternacionales) y relaciones. En el caso de Colombia, lo que se ha descrito como 
una “historia de éxito”, construida en gran medida por los discursos oficiales 
de Colombia y Estados Unidos y ampliamente aceptada por los medios de co¬ 
municación y los centros de pensamiento, ha sido fundamental a la hora de 
transformar la imagen de un Estado fallido y receptor de seguridad a un Es¬ 
tado fuerte y oferente de esta. Los cambios en la política de seguridad de Esta¬ 
dos Unidos y de sus relaciones con América Latina, junto con una problemática 
de seguridad en la región que reclama ayuda externa, han trabajado a favor de 
la creación de unas condiciones contextúales de posibilidad para la exporta¬ 
ción de la experticia colombiana en seguridad. 

La siguiente tabla sintetiza los diferentes predicados y prácticas asociados 
a Colombia, Estados Unidos y América Latina. La tabla se compiló con carac¬ 
terísticas descriptivas y capacidades atribuidas a los tres actores, que se extra¬ 
jeron de discursos de oficiales colombianos y estadounidenses dados entre el 
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2011 y el 2016 (Presidencia de la República 2011-2016; Ministerio de Relaciones 
Exteriores de Colombia 2011-2014; us Department of State 2011-2014; Schi- 
pani 2013; Ricks 2010; O’Hanlon y Petraeus 2013). Pese a la especificidad de los 
términos y las expresiones usadas, la coherencia que existe entre los distintos 
adjetivos y adverbios es sorprendente. Primero, las cualidades y capacidades 
de Colombia son consistentes y contrastan positivamente con el reciente pa¬ 
sado trágico del país. Segundo, la relación entre Colombia y Estados Unidos se 
muestra como una asociación estratégica, en la que el éxito del primero, es de¬ 
cir, su how-know en seguridad, es una fuente de inspiración para otros; por lo 
tanto, Colombia se encuentra a la vanguardia de los esfuerzos conjuntos para 
brindar seguridad a aquellos países que lo necesitan. Finalmente, las relacio¬ 
nes entre Estados Unidos y América Latina se describen como de igualdad, de 
respeto mutuo y de armonía de intereses. 

Si el “éxito” de Colombia es ampliamente reconocido y su experticia en se¬ 
guridad apetecida por un creciente número de países, el discurso dominante 
que hemos identificado debe ser al menos parcialmente cierto. Sin embargo, 
establecer la verdad o falsedad de la “historia de éxito” de Colombia y las for¬ 
talezas o debilidades de su cooperación en seguridad no es el objetivo de este 
capítulo. En cambio, lo que pretendemos mostrar es que las historias que se 
cuentan a través de los discursos de la política exterior, como la que circula 
actualmente sobre Colombia, crean realidades específicas que condicionan el 
debate público y los procesos de toma de decisión políticos, a la vez que des¬ 
virtúan aquellos debates y cursos de acción que están fuera de esas realidades 
así constituidas. 

De manera general, el how-know de Colombia, “empacado” cuidadosa¬ 
mente como un “éxito”, debe prender algunas alarmas. Primero, minimiza el 
hecho de que las Fuerzas Armadas y las agencias de inteligencia se han visto 
involucradas en violaciones severas de los derechos humanos y otras activida¬ 
des ilegales, incluso en periodos recientes. Nos referimos específicamente a los 
llamados falsos positivos, es decir, el asesinato extrajudicial de cerca de 5000 
jóvenes presentados como guerrilleros muertos en combate, y a las intercep¬ 
taciones ilegales que el disuelto Departamento Administrativo de Seguridad 
realizó. Ambos casos salieron a la luz pública durante la segunda administra¬ 
ción de Uribe. Segundo, aunque en el papel Colombia ofrece una aproximación 
multidimensional a la cooperación internacional en seguridad, enfatizando 
distintos aspectos ciudadanos (Ministerio de Defensa 2013), el hecho de que 
la Policía y los militares colombianos que entrenan fuerzas extranjeras hayan 
estado involucrados en más de cincuenta años de conflicto armado y treinta 
años de guerra contra las drogas puede hacer que esta estrategia sea difícil de 
darse en la práctica y puede, por el contrario, reforzar la militarización de la 
seguridad y la reproducción de las políticas existentes. Tercero, posicionar a 
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Colombia como un exportador de seguridad da múltiples beneficios, desde el 
punto de vista de Estados Unidos, que se necesitan explorar más a fondo. Ade¬ 
más de señalar la necesidad de reducir la carga fiscal de la ayuda económica 
y militar, distintos oficiales en Washington argumentan que la experticia co¬ 
lombiana es tan buena como la de Estados Unidos (Praeteus y O’Hanlon 2013) 
y reproduce las estrategias estadounidenses antinarcóticos, sin que este país se 
involucre directamente. Al seguir manteniendo la doctrina de la “huella ligera”, 
los partnerships de seguridad, como el que se ha establecido entre Washington 
y Bogotá, también le permiten a Estados Unidos tener menor visibilidad y, por 
lo tanto, menos responsabilidad (Tickner 2014). 

Finalmente, en el caso de aquellos países de América Latina y especialmente 
de Centroamérica que reciben la experticia colombiana, no se ha prestado aten¬ 
ción suficiente a lo apropiado y efectivo del entrenamiento que brinda Colombia. 
En cambio, la creciente representación discursiva que muestra a países como 
Guatemala y Honduras como si tuvieran estados al borde del colapso crea unas 
realidades similares a la que experimentó Colombia antes de su “metamorfo¬ 
sis”. Esta demandaba una acción urgente y decisiva difícilmente discutible, que 
ahora solo puede ser tomada por una “historia de éxito” ya constituida y ad¬ 
mirada en todo el mundo. 


Tabla. Predicados y prácticas 


Colombia 

Estados Unidos- 

Colombia 

Estados Unidos- 

América Latina 

Hace diez años estábamos 

Era un país aterrorizado 

La era de la doctrina Monroe 

al borde de convertirnos 

por los narcotraficantes y 

ha terminado. 

en un Estado fallido. 

las guerrillas. 

No existen socios mayores 0 

El país es completamente 

El único caso exitoso hasta 

menores. 

diferente a lo que era hace 

el momento es Colombia. 

Socios iguales. 

diez años. 

Nosotros vemos unos nive- 

Amigos líderes. 

Nueva Colombia. 

les de seguridad y de ere- 

Como naciones, como veci- 

Brilla hacia adentro y ha- 

cimiento económico de los 

nos, nos levantamos y caemos 

cia fuera. 

cuales no se gozaba hacía 

juntos. 

No solo en el ámbito de la 

décadas. 

Áreas de interés común. 

seguridad, sino también 

Colombia provee un mo- 

Una historia de una región 

en la economía. 

délo para la esperanza. 

problemática, que ha visto a 

Nuestras fuerzas armadas, 

Es una fuente de inspira- 

sus grandes naciones volverse 

en términos de derechos 

ción para todos. 

jugadores respetables en el es- 

humanos, son superiores a 

Increíble transformación. 

cenario global. 

todas las otras fuerzas mi- 

Un socio vital en los gran- 

Trabajar juntos. 

litares del mundo. 

des debates de nuestros 

Plataforma compartida para el 

Democracia arrodillada 
[...] ese ya no es el caso. 

tiempos. 

Tiene experiencia. 

éxito global. 


Cont. 
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País modelo en términos 
del combate a la pobreza. 
Un país que puede docu¬ 
mentar resultados posi¬ 
tivos. 

Autoridad moral. 
Experticia. 

Modelo. 

Un ejemplo que debe se¬ 
guir el resto del mundo. 
Hagan lo que hace Co¬ 
lombia. 

Nosotros definitivamente 
tenemos algo que ofrecer. 
Podemos alcanzar otras 
regiones. 


De un consumidor en segu¬ 
ridad a un proveedor de se¬ 
guridad. 

Apoyo para otros. 

Voluntad de ayudar. 

Los Estados Unidos de 
América están orgullosos. 
Estados Unidos un rol im¬ 
portante y esencial. 
Colombia se ha vuelto un 
vital socio estratégico. 


Responsabilidad compartida. 
Asocios e igualdad. 

Intereses comunes y valores. 
Trabajar con Estados Unidos 
como socios y amigos. 


Fuente: Elaboración propia 
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en los mercados internacionales: 
comercio, inversión y multilatinas 

Veneta Andonova, Sebastián Bitar y Juana García* ** 


Introducción 

En los últimos dieciséis años, Colombia ha incrementado de manera signi¬ 
ficativa sus exportaciones e importaciones así como la presencia de compañías 
nacionales en mercados latinoamericanos. Sin embargo, este proceso de expan¬ 
sión, que llamamos internacionalización de la economía, no ha sido tan rápido 
como el de como otros países de la región. A pesar de los discursos oficiales so¬ 
bre sus beneficios y de todos los tratados de libre comercio e inversión firma¬ 
dos en los últimos años, Colombia continúa siendo una economía cerrada al 
mundo si se compara con otras economías regionales (Andonova y García 2017). 

La internacionalización de la economía es deseable, porque permite a los 
países acceder a mercados más grandes para sus productos y la transferencia 
de tecnología, además de abaratar los precios. Pero no está libre de críticas y 
posibles consecuencias negativas (Appleyard, Field y Copp 2008,279-309). Las 
mayores desventajas identificadas en el proceso de la internacionalización de la 
economía las sufren las industrias no competitivas, cuya exposición a mercados 
puede causar su desaparición, un menor empleo y la tributación consecuente. 

En el paso hacia una economía internacionalizada, cada país aumenta 
sus relaciones comerciales con otros estados y genera más flujos de inver¬ 
sión. Este es un paso intermedio entre una economía cerrada y una economía 

* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.53. 

El Centro de Estudios Internacionales y la Vicerrectoría de Investigaciones de la Universi¬ 
dad de los Andes apoyaron este trabajo a través de recursos para investigación. Su ayuda hizo 
posible este capítulo. 
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globalizada, en la cual cada individuo o firma participa en la economía sin 
importar su lugar de origen y tiene gran movilidad y conectividad con otros 
en cualquier parte del mundo (Daly 1999). En el mundo actual hay una in¬ 
ternacionalización limitada por las diferencias entre los países y es probable 
que permanezca así por muchas más décadas (Ghemawat 2007). Pocos países 
han logrado tocar las puertas de la globalización, contrario a lo que se piensa 
comúnmente. Si bien muchos comercian de manera abierta, pocos permiten 
que personas se muevan libremente, con los mismos derechos y beneficios de 
su población nacional. 

El proceso de internacionalización de la economía colombiana forma parte 
de este movimiento de semiglobalización. Como se muestra en el perfil del 
comercio internacional, los niveles de exportación e importación han crecido 
de manera notable desde el año 2010, pero el comercio exterior pesa bastante 
menos en la economía nacional que en otros países de la región (Cepal 2014). 
Para hacerse una idea del rezago, con los acuerdos comerciales suscritos hasta 
ahora, Colombia tendría acceso comercial al 57 % de la economía global con 
bajos o nulos aranceles; por su parte, países con una trayectoria de desarrollo 
comercial mayor en la región, como Chile, tienen acceso al 90 % del producto 
interno bruto (pib) mundial. 

En los últimos años se ha revitalizado el proceso de internacionalización, 
gracias a la entrada en vigencia de nuevos tratados de libre comercio con gran¬ 
des economías mundiales, la llegada de grandes inversiones al sector minero 
y de hidrocarburos y las grandes inversiones de empresas colombianas en el 
exterior. Sin embargo, como se discute en este capítulo, todavía la economía 
colombiana muestra niveles de internacionalización menores a los del pro¬ 
medio de América Latina, especialmente los de sus socios de la Alianza del 
Pacífico y muy inferiores a los de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (ocde), organización a la que el país aspira ingresar. 
Aunque en los últimos siete años la crisis financiera tuvo un impacto consi¬ 
derable, la economía y sus empresas parecen haber surgido más integradas 
en la dinámica global. 

La internacionalización acelerada, pero también más o menos reciente y li¬ 
mitada, es detectable en múltiples indicadores económicos y empresariales. En 
lo que sigue de este capítulo presentaremos el grado de internacionalización de 
la economía colombiana y sus empresas basado en estadísticas. Usamos varia¬ 
bles comunes como medidas de la inserción de la economía colombiana, por 
ejemplo, el nivel de expansión del comercio internacional colombiano, en im¬ 
portaciones y exportaciones, y los flujos de inversión extranjera directa, dirigi¬ 
dos hacia Colombia y aquellos que las empresas nacionales destinan al exterior 
y las convierten en multilatinas (multinacionales de origen latinoamericano). 
En este texto no discutimos de manera exhaustiva el grado óptimo de Ínter- 
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nacionalización o si es deseable o no 1 , sino que describimos el proceso de in¬ 
ternacionalización de la actividad económica de las empresas colombianas en 
las últimas décadas, comparamos los datos con referentes latinoamericanos y 
globales para medir el proceso y mostramos cómo los mayores cambios son 
relativamente recientes y acelerados. 


Nuevos mercados y sectores 

El comercio internacional de Colombia 

Las exportaciones colombianas han presentado un gran dinamismo en los úl¬ 
timos años. En el total, Colombia ha pasado de 13 158 millones de dólares en el 
2000 a 39 713 millones de dólares en el 2010. En especial, entre el 2011 y el 2014 
las exportaciones alcanzaron en promedio 57 665 millones de dólares. Aún 
más notable es el crecimiento de las exportaciones en el pib: en el 2014 subió al 
24,6 %, cuando el promedio fue del 16,8 % entre el 2000 y el 2013. 



I Total de exportaciones (millones USD) 


Exportaciones como porcentaje del pib 


Gráfico 1. Exportaciones 

Fuente: dañe, Banco Mundial y Banco de la República (2017) 
* Proyecciones del IMF (2017) 


1. El debate sobre la conveniencia de la internacionalización ha tenido diferentes matices en 
la literatura económica. Con respecto a Colombia, el principal problema es la fuerte dependen¬ 
cia de las materias primas, en especial el petróleo y los minerales, que están sujetas a la volati¬ 
lidad y a los precios internacionales. 
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Las importaciones en Colombia también han crecido en este periodo, tanto 
en volumen total como en porcentaje del pib. Entre el 2000 y el 2014, Colombia 
expandió sus importaciones de rr 757 millones de dólares a 64 028 millones de 
dólares. Asimismo, Colombia se ha abierto a las importaciones. Sin embargo, 
esta apertura genera un desequilibrio en la balanza comercial, que tuvo un 
déficit de 6293 millones de dólares en el 2014. En enero el 2016, Colombia re¬ 
portó el peor dato de balanza comercial desde 1980: un déficit de r,77 billones 
de dólares debido al bajo precio del petróleo. 



Gráfico 2. Importaciones 

Fuente: dañe, Banco Mundial y Banco de la República (2017) 
* Proyecciones del IMF (2017) 



■ Total de exportaciones (millones USD) Total de importaciones (millones USD) ■ Balanza total 

Gráfico 3. Balanza comercial de Colombia en millones de dólares (precios corrientes) 
Fuente: dañe, Banco de la República (2017) 

* Proyecciones del IMF (2017) 
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A pesar de que el comercio colombiano es más abierto, todavía no puede 
considerarse que el país tenga una economía internacionalizada. El indicador 
más diciente es la suma de importaciones y exportaciones como porcentaje 
del pib. Para América Latina, en el 2013, último año del que dispone datos el 
Banco Mundial, fue del 37,8 %; para los países de la Organización para la Coo¬ 
peración y el Desarrollo Económicos (ocde) fue en promedio del 45,5 %. Con 
el 31,2 %, Colombia se encuentra por debajo del promedio de América Latina 
y significativamente por debajo de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos. Los demás países de la Alianza del Pacífico son eco¬ 
nomías mucho más internacionalizadas: México y Chile tienen un comercio 
externo de alrededor del 60 % de su pib; por su parte, Perú supera el promedio 
de América Latina con un 42,4 %. No obstante, factores como la situación eco¬ 
nómica de su socio comercial natural, Venezuela, y un mercado interno más o 
menos grande son factores atenuantes para Colombia. 



Rica 


Latina y 
el Caribe 


Gráfico 4. Comercio total de bienes como porcentaje del pib en el 2013 
Fuente: Cepal (2014) 


Por otra parte, las exportaciones han diversificado sus destinos y es aprecia¬ 
ble la menor dependencia que tiene el comercio colombiano del mercado de los 
Estados Unidos. Las exportaciones a los Estados Unidos se han reducido del 
50 % en el 2000 al 26 % en el 2014. Las exportaciones hacia ese país se incre¬ 
mentaron de 3804 millones de dólares en el 2000 a 21969 millones de dólares 
en el 2011, pero se redujeron a 18 193 millones de dólares en el 2014. Las impor¬ 
taciones, en contraste, han crecido de manera sostenida desde el comienzo de 
la década pasada, hasta llegar a 18 193 millones de dólares en el 2014 y resultar 
en una balanza comercial negativa para Colombia por primera vez en quince 
años, según los datos del dañe (2015), una dinámica que coincide con la reciente 
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entrada en vigencia del tratado de libre comercio (tlc), pero también con una 
caída de los precios del petróleo. 
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Gráfico 5. Balanza comercial con EE. UU. en millones de dólares (precios corrientes) 
Fuente: Ministerio de Comercio (2017) 

* Proyecciones del imf (2017) 


Los países de la Unión Europea recibían un 20 % de las exportaciones co¬ 
lombianas en 1998; en el 2014 solo recibieron un 17 %. Sin embargo, las expor¬ 
taciones a este continente se han incrementado de 1826 millones de dólares en 
el 2000 a 5020 millones de dólares en el 2010; entre el 2011 y el 2014, crecieron 
significativamente a un promedio anual de 9193 millones de dólares. La balanza 
comercial con Europa, que fue negativa para Colombia entre el 2008 y el 2010, se 
ha mantenido positiva desde el 2011 y fue de 641 millones de dólares en el 2014. 
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Exportaciones 
Exportaciones (%) 


Importaciones 
Importaciones (%) 


Gráfico 6. Balanza comercial con Europa en millones de dólares (precios corrientes) 
Fuente: Ministerio de comercio (2017) 

* Proyecciones del imf (2017) 


El comercio con América Latina ha aumentado en cifras totales, especial¬ 
mente desde su descenso en el 2009, pero en términos relativos se ha reducido 
la participación de los países vecinos como destino de las exportaciones. Los 
países pertenecientes a la Asociación Latinoamericana de Integración repre¬ 
sentan un 23 % de las exportaciones colombianas, lo que significa una reduc¬ 
ción del 7 % desde el 2007. 
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Gráfico 7. Balanza comercial con América Latina, con países de la Asociación 
Latinoamericana de Integración, en millones de dólares (precios corrientes) 
Fuente: Ministerio de Comercio (2017) 
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Las exportaciones hacia la Alianza del Pacífico han crecido en los últimos años, 
pero lo han hecho mucho más las importaciones. A pesar de este crecimiento, 
todavía los países de este bloque comercial no representan más del 7 % de las ex¬ 
portaciones de Colombia. En consecuencias, el comercio colombiano con Asia 
Pacífico no se compara con el de los demás integrantes de Alianza del Pacífico. 
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Gráfico 8. Balanza comercial con Alianza del Pacífico en millones de dólares 
(precios corrientes) 

Fuente: Ministerio de Comercio (2or7) 

* Proyecciones del IMF (2017) 


Venezuela y Ecuador han sido mercados impredecibles para los productos 
colombianos en los últimos años. Venezuela consumía el 17,4 % de las expor¬ 
taciones colombianas en el 2007. Las relaciones complejas entre el gobierno de 
Chávez y el de Uribe llevaron a la interrupción temporal del comercio bilateral 
y a la retirada de los embajadores respectivos. Además, las políticas económi¬ 
cas domésticas de este país generaron menores oportunidades para los produc¬ 
tos colombianos. La necesidad de contener las salidas de divisas de Venezuela 
y el problema con los pagos a los exportadores colombianos contribuyeron a 
que no se haya recuperado el comercio entre los dos países hasta el día de hoy. 
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Gráfico 9. Balanza comercial con Venezuela en millones de dólares (precios corrientes) 
Fuente: Ministerio de Comercio (2017) 

* Proyecciones del imf (2017) 


Los problemas internos de la economía ecuatoriana también han tenido 
un efecto negativo en las exportaciones colombianas. Ecuador tomó medidas 
paraarancelarias en contra de productos colombianos y peruanos, hasta que 
la Comunidad Andina resolvió la disputa a favor de estos dos países. Además, 
por la subida del precio del dólar, Ecuador aplicó salvaguardias de hasta el 21 % 
adicionales para productos colombianos de “160 subpartidas a las que inicial¬ 
mente se excluyó de la medida, y que [comprendían] materias primas y bienes 
intermedios, algunos productos de consumo y bienes de capital” ( El Tiempo 
2015). Este país es un mercado importante para Colombia, por su peso en las 
exportaciones de manufacturas. A pesar de su desmonte en el 2015, estas me¬ 
didas han creado un ambiente de desconfianza, pues no es segura la sosteni- 
bilidad de la relación comercial con este país. 

China se ha convertido en un destino fundamental para las exportaciones 
colombianas, pero aún no supera a la Unión Europea o a los Estados Unidos 
como socio comercial. Las exportaciones a ese país han crecido: de ser cerca¬ 
nas a cero en el 2000 pasaron a 5755 millones de dólares en el 2014 (dañe 2015). 
China se ha vuelto importante para Colombia, porque representa casi un 10 % 
del total de exportaciones. Sin embargo, las importaciones chinas siguen siendo 
significativamente superiores a las exportaciones. En el 2014 Colombia importó 
mercancías por 11 790 millones de dólares. En consecuencia, continúa con un 
déficit histórico en la balanza comercial, que para dicho año era de 6035 mi¬ 
llones de dólares, uno de más altos de América Latina. 









272 


Nuevos enfoques para el estudio 
DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 



25% 

20 % 

15% 

10 % 

5% 

0% 


I Exportaciones 


Importaciones 


- Exportaciones (%) 


-Importaciones (%) 


Gráfico ío. Balanza comercial con China en millones de dólares (precios corrientes) 
Fuente: Banco Mundial y Banco de la República (20r7) 

* Proyecciones del IMF (2017) 


Puede considerarse sorprendente el papel de India como destino de las expor¬ 
taciones colombianas. Después de no aparecer como importador, India se ubicó 
como el tercer país receptor de los productos colombianos en el 2013. Solo lo su¬ 
peraron los Estados Unidos y China gracias a las exportaciones de hidrocarburos 
colombianos 2 . Más sorprendente aún es que los 2993 millones de dólares que se 
exportaron a India en el 2013 no son muy inferiores a los 3710 millones de dóla¬ 
res que se exportaron en este periodo a todos los países de la Alianza del Pacífico. 



0% 


I Exportaciones 
- Exportaciones (%) 


" Importaciones 
- Importaciones (%) 


Gráfico 11. Balanza comercial con India en millones de dólares (precios corrientes) 
Fuente: Banco Mundial (2015) 

* Proyecciones del IMF (2017) 


2. La Unión Europea, como agrupación de países, es el segundo destino de exportaciones co¬ 
lombianas, pero ninguno de sus países supera las importaciones que India hizo en el 2013. 
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Caracterización de las exportaciones colombianas 

La firma de diferentes tlc con países de la región o desarrollados ha represen¬ 
tado una oportunidad para los productos colombianos de acceder a múltiples 
mercados. En la actualidad, el país cuenta con doce acuerdos preferenciales de 
comercio 3 que incluyen a la gran mayoría de los países del continente americano. 

Aunque en muchos casos los tratados hayan entrado en vigencia en los últi¬ 
mos diez años (con excepción de la Comunidad Andina y el tratado con México, 
conocido como G2) y todavía pueda ser temprano para hacer juicios de valor 
a los beneficios de acuerdos con mercados tan importantes como el europeo o 
el estadounidense, lo cierto es que la composición de la canasta de productos 
colombianos exportados no es homogénea. Hay una clara diferencia entre los 
productos que se exportan a mercados de países desarrollados y aquellos que 
llegan a países con ingreso per cápita similar al colombiano. 


Tabla 1. Porcentaje de exportaciones de materias primas e industriales en el 2015 

según destino 



Materias 

primas 

Porcentaje de 
las materias 
primas 

Productos 

industriales 

Porcentaje de 
productos 
manufacturados 

Total 

exportaciones 
(en millones 
de dólares) 

Comunidad An¬ 
dina 

255,65 

6,7 % 

2473,36 

65,3 % 

3790,06 

Ecuador 

99,68 

7,0 % 

1332,53 

93,0 % 

1432,59 

Perú 

153,46 

13,4 % 

994,18 

86,6 % 

1148,08 

Bolivia 

2,51 

1,7 % 

146,66 

98,3 % 

149,22 

Venezuela 

139,66 

13,2 % 

920,36 

86,8 % 

1060,17 

Mercosur 

512,70 

36,8 % 

879,25 

63,1 % 

1392,88 

Brasil 

484,06 

40,7 % 

705,32 

59,3 % 

1189,89 

Argentina 

24,37 

16,2 % 

125,94 

83,6 % 

150,65 

Uruguay 

1,38 

4,6% 

28,33 

95,2 % 

29,76 

Paraguay 

2,89 

12,8 % 

19,66 

87,1 % 

22,58 

Chile 

286,74 

38,9 % 

449,67 

61,0 % 

736,75 

tlc (Triángulo 
Norte) 

8875,68 

79,4 % 

2302,04 

20,6 % 

11184,55 

México 

142,07 

15,5 % 

77 Ú 15 

84,3 % 

914,26 


Cont. 


3. Según el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de Colombia, se encuentran vigen¬ 
tes los acuerdos preferenciales de comercio con México, Triángulo Norte, Comunidad Andina, 
Caricom, Mercosur, Chile, efta, Canadá, Estados Unidos, Cuba, Nicaragua y la Unión Europea. 
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Estados Unidos 

8358,99 

84,8 % 

1488,72 

15,1 % 

9853,27 

Canadá 

374 , 6 i 

00 

03 

OO 

vP 

o'- 

42,16 

10,1 % 

417,02 

Panamá 

2073,83 

86,6 % 

319,77 

13,4 % 

2394,17 

Caricom 

990,32 

85,5 % 

167,85 

14,5 % 

1158,19 

Puerto Rico 

132,25 

60,2 % 

87,38 

39,8 % 

219,64 

Europa 

5877,31 

89,3 % 

699,11 

10,6 % 

6579,05 

Unión Europea 

5345,67 

89,0 % 

659,90 

11,0 % 

6008,05 

Asia 

3746,54 

88,6 % 

483,65 

11,4 % 

4230,48 

lapón 

476,65 

91,7 % 

43,17 

8,3 % 

519,90 

China 

2051,42 

90,6 % 

212,26 

9,4 % 

2263,72 

África 

240,69 

73,7 % 

85,76 

26,3 % 

326,57 

Medio oriente 

1087,86 

95,0 % 

56,03 

4,9 % 

1144,84 

Oceanía 

44,66 

73,0 % 

16,47 

26,9 % 

61,21 

Total 

25 720,57 

72,1 % 

9955,89 

27,9 % 

35 690,78 


Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de Colombia (2or7) 


Los mercados de países desarrollados (por ejemplo, los Estados Unidos, la 
Unión Europea o Canadá) reciben principalmente materias primas colombianas 
(tabla i), especialmente productos mineros como carbón o frutas frescas. Por 
otro lado, los mercados de la región (la Comunidad Andina, México, Vene¬ 
zuela y Mercosur) importan productos de la industria liviana y otros más es¬ 
pecializados, como maquinaria y equipo o automóviles. 


Tabla 2. Valor de las exportaciones de materias primas y de productos industriales 
en el 2or4 según destino (en millones de dólares) 



Materias primas 

Productos industriales 

Total exportaciones 

Comunidad Andina 

255,65 

2473,36 

3790,06 

Ecuador 

99,68 

1332,53 

1432,59 

Perú 

153,46 

994,18 

1148,08 

Bolivia 

2,51 

146,66 

149,22 

Venezuela 

139,66 

920,36 

1060,17 

Mercosur 

512,70 

879,25 

1392,88 

Brasil 

484,06 

705,32 

1189,89 

Argentina 

24,37 

125,94 

150,65 

Uruguay 

1,38 

28,33 

29,76 


Cont. 
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Paraguay 

2,89 

19,66 

22,58 

Chile 

286,74 

449,67 

736,75 

tlc (Triángulo 

Norte) 

8875,68 

2302,04 

n 184,55 

México 

142,07 

771,15 

914,26 

Estados Unidos 

8358,99 

1488,72 

9853,27 

Canadá 

374 , 6 i 

42,16 

417,02 

Panamá 

2073,83 

319,77 

2394,17 

Caricom 

990,32 

167,85 

1158,19 

Puerto Rico 

132,25 

87,38 

219,64 

Europa 

5877,31 

699,11 

6579,05 

Unión Europea 

5345,67 

659,90 

6008,05 

Asia 

3746,54 

483,65 

4230,48 

Japón 

476,65 

43,17 

519,90 

China 

2051,42 

212,26 

2263,72 

África 

240,69 

85,76 

326,57 

Medio oriente 

1087,86 

56,03 

1144,84 

Oceanía 

44,66 

16,47 

61,21 

Total 

25 720,57 

9955,89 

35 690,78 


Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de Colombia (2015a) 


La tabla 2 muestra la misma relación que la primera, salvo que se presentan 
los valores en dólares fob de las exportaciones de productos primarios y de los 
industriales según el destino. La aparente participación destacada de Estados 
Unidos en la compra de productos industriales debe ser relativizada, ya que 
ese país es el primer socio comercial de Colombia y es el destino del 25,92 % de 
las exportaciones, seguido por China con el 10,50 % (Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo de Colombia 2015b). Una vez más, queda demostrada la im¬ 
portancia de los mercados andinos, venezolano y del Mercosur para Colombia. 
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Tabla 3. Participación del destino en la exportación de materias primas 
y de productos industriales en el 2014 



Materias 

primas 

Productos 

industriales 

Total 

exportaciones 

Comunidad Andina 

0,99 % 

24,84 % 

10,62 % 

Ecuador 

0,39 % 

13,38 % 

4,01 % 

Perú 

0,60 % 

9,99 % 

3,22 % 

Bolivia 

0,01 % 

1,47 % 

0,42 % 

Venezuela 

0,54 % 

9,24 % 

2,97 % 

Mercosur 

1,99 % 

8,83 % 

3.90 % 

Brasil 

1,88 % 

7,08 % 

3.33 % 

Argentina 

0,09 % 

1,26 % 

0,42 % 

Uruguay 

0,01 % 

0,28 % 

0,08 % 

Paraguay 

0,01 % 

0,20 % 

0,06 % 

Chile 

1,11 % 

4,52 % 

2,06 % 

TLC (Triángulo Norte) 

34,51 % 

23,12 % 

31.34 % 

México 

0,55 % 

7.75 % 

2,56 % 

Estados Unidos 

32,50 % 

14,95 % 

27,61 % 

Canadá 

1,46 % 

0,42 % 

1,17 % 

Panamá 

8,06 % 

3,21 % 

6,71 % 

Caricom 

3.85 % 

1,69 % 

3.25 % 

Puerto Rico 

0,51 % 

0,88 % 

0,62 % 

Europa 

22,85 % 

7,02 % 

18,43 % 

Unión Europea 

20,78 % 

6,63 % 

16,83 % 

Asia 

14,57 % 

4,86 % 

11,85 % 

Japón 

1,85 % 

0,43 % 

1,46 % 

China 

7,98 % 

2,13 % 

6,34 % 

África 

0,94 % 

0,86 % 

0,91 % 

Medio oriente 

4.23 % 

0,56 % 

3,21 % 

Oceanía 

0,17 % 

0,17 % 

0,17 % 


Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de Colombia (2015a) 
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Tabla 4. Composición de las exportaciones colombianas en el 2016 


Principales grupos de productos de 
exportación 

Valor (millones 
de dólares) 

Porcentaje del total 

Agropecuarios, alimentos y bebidas 

6865 

22 % 

Combustibles e industrias extractivas 

15107 

49 % 

Manufacturas 

7526 

24 % 

Otros sectores 

1547 

5 % 

Total sin combustibles 

15 938 

51 % 

Total 

31045 

100 % 


Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo de Colombia (2017) 


En el 2014, el país exportó productos por un valor total de 54 795 millones 
de dólares, de los cuales el 79,65 % correspondía a materias primas y el 20,31 %, 
a industriales. En el 2016, el total de las exportaciones se redujo a 31 045 millo¬ 
nes de dólares, en los que la mitad correspondía a los combustibles y a la suma 
de los demás sectores (tabla 4). Es evidente el impacto de la reducción de los 
precios del petróleo en los ingresos por exportaciones en el país. La mitad de 
los productos primarios que exporta Colombia son adquiridos por mercados 
con poder adquisitivo superior a la media latinoamericana (tabla 3). En un con¬ 
texto de precios bajos de materias primas y con tendencia a permanecer así al 
menos en el corto plazo, el país debe enfrentar el reto enorme de reajustar su 
canasta de exportaciones. La bonanza de materias primas que atrajo más de 16 
000 millones de dólares de inversión extranjera a la economía ha terminado. 
La apuesta ahora debe ser la creación, producción y comercialización de pro¬ 
ductos con valor agregado en sectores de la economía colombiana que tengan 
cierta ventaja comparativa frente a sus pares latinoamericanos y, en el largo 
plazo, ventajas globales. 

En este orden de ideas, debe privilegiarse y profundizarse la relación de 
Colombia con la región, para mejorar la calidad y aumentar la variedad de los 
productos con valor agregado que ya se exportan a México, Perú o Brasil, para 
superar los diferentes impasses políticos con el fuera el mayor socio económico 
para productos manufacturados, Venezuela, y para innovar en tecnologías que 
creen productos más sofisticados que puedan ser exportados a mercados con 
mayor poder adquisitivo (en aras de disminuir la altísima dependencia de las 
materias primas, al aprovechar los beneficios arancelarios que ya se han nego¬ 
ciado con los diferentes tlc). Además, la superación de tal situación permitiría 
al país escapar de la trampa del ingreso medio e igualar a líderes de la región, 
como Chile, en el ingreso per cápita. 
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Inversión extranjera directa entrante 

La fuerte apuesta por la internacionalización de la economía colombiana a co¬ 
mienzos de siglo tuvo como consecuencia la firma y puesta en marcha de va¬ 
rios tratados de libre comercio (tlc). Muchos de ellos con capítulos dedicados 
a la inversión extranjera directa (ied), acompañados por la favorable coyuntura 
global, fueron complementados con la firma de acuerdos para la promoción 
y protección recíproca de las inversiones. A raíz de este acercamiento regula- 
torio y administrativo entre Colombia y varios de sus socios se dio un nuevo 
dinamismo a sus relaciones económicas y comerciales. Ejemplo de esto es el 
comportamiento que ha tenido la ied en Colombia en los últimos veinte años, 
tema que se trata ampliamente en el capítulo de Azuero en este volumen. Aquí 
se destacan de manera breve las principales características de la inversión ex¬ 
tranjera directa entrante para ser contrastadas con aquellas que afectan la in¬ 
versión extranjera directa saliente de Colombia. 

El incremento de la ied en Colombia ha estado ligado a su incremento ge¬ 
neral en toda la región de América Latina, que llegó a representar el 13 % de 
los flujos globales en el 2013. El aumento de los precios de los commodities y 
la demanda de materias primas (petróleo, minerales, acero, entre otros) por 
parte de China e India hicieron que la región atrajera parte importante de la 
ied mundial en la última década. En este contexto, los flujos dirigidos hacia 
Colombia se han caracterizado por su gran estabilidad, sin mostrar una ten¬ 
dencia alcista destacable. Los analistas han interpretado esto como un punto 
débil en la competitividad del país (Porter 2007). No obstante, en el 2013, Co¬ 
lombia alcanzó su récord: se convirtió, según datos de la Cepal, en el cuarto 
país de la región, al superar a Perú y Argentina y quedar detrás de Brasil, Mé¬ 
xico y Chile (2014, 23). En los últimos diez años, la ied en Colombia, vista por 
regiones, provino en un 33,5 % de Latinoamérica y el Caribe, el 32,4 % llegó de 
Europa y el 29,3 % de Norteamérica (Canadá, EE. UU. y México). Esta eviden¬ 
cia es consistente con un alcance regional de la inversión, que se ve reflejada en 
las estrategias de las empresas más grandes de Latinoamérica. 

La mejora en la competitividad internacional del país también ha tenido 
efecto en los flujos de inversión. Tal mejora se ha visto reflejada en influyen¬ 
tes indicadores de desarrollo institucional, como el Doing Business. Este ín¬ 
dice, que es publicado de manera anual por el Banco Mundial, se basa en las 
normas que regulan la actividad empresarial y su aplicación en 189 economías. 
Colombia ha mejorado su calificación: en el más reciente reporte ocupa el pri¬ 
mer lugar de la región (The World Bank 2015). 
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Gráfico 12. ied entrante a Colombia y años de entrada en vigencia de tratados comerciales 

y de inversión 

Fuente: Datos del Banco de la República (2017) 


Los sectores más atractivos para la ied en Colombia son la infraestructura, 
los servicios financieros y la minería. Además, se está mostrando interés en 
sectores como el de hidrocarburos (que, aunque ha sido tradicionalmente un 
motor de la inversión, desde el 2006 ha incrementado su peso relativo), el eléc¬ 
trico y la construcción. Por otra parte, las reglas institucionales de protección 
de los derechos de propiedad intelectual son vistas como un elemento facili¬ 
tador para atraer inversión en sectores más ligados a la economía digital (The 
Economist 2016). En la actualidad, los hidrocarburos, la minería, la manufac¬ 
tura, los servicios financieros, el transporte y la comunicación dominan la in¬ 
versión directa, con alrededor de un tercio de ied desde el 2006. La inversión 
directa no minera creció más de seis veces en los últimos cuatro años. Presentó 
un aumento promedio anual del 100 %, al pasar de 1512 millones de dólares en 
el 2010 a 9634 millones de dólares en el 2014, según datos del Banco de la Re¬ 
pública (2015). Este flujo se ha fortalecido y está llegando a nuevos departamen¬ 
tos de la geografía colombiana. 

Si bien la firma de los tlc ha ayudado a la internacionalización y al incre¬ 
mento de inversión, estos parece que no han sido aprovechados lo suficiente, 
como lo muestra el gráfico 13. Los tlc ofrecen varias vías para aumentar el 
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atractivo de un país como destino. En primer lugar, tienen predominancia so¬ 
bre las leyes nacionales y dan una mayor seguridad a los inversionistas, ya que 
con frecuencia plantean mecanismos para fortalecer la seguridad jurídica del 
país y proteger los derechos de propiedad del inversionista. Además, en el caso 
de la ied de países no signatarios del tratado, es posible que se abran los mer¬ 
cados de los países signatarios en condiciones de ventaja. En los tratados sus¬ 
critos entre países económicamente avanzados y países en vías de desarrollo, 
los últimos se convierten en receptores, ya que sirven como punto de entrada 
a mercados deseables al ofrecer frecuentemente ventajas en los costos de pro¬ 
ducción o cercanía geográfica para el inversionista. Desde el punto de vista 
del impacto de la ied sobre el desarrollo económico, el debate está abierto. Por 
ejemplo, hay investigaciones tanto cuantitativas como cualitativas que están 
de acuerdo con la necesidad de una mayor regulación de los flujos de capital 
internacionales (Gallagher 2015). 


ied saliente 

A nivel mundial, en los últimos años, la ied se ha incrementado, en especial la 
saliente de los países emergentes. Las inversiones latinoamericanas y caribeñas 
en el exterior no han sido ajenas a la tendencia. Han incrementado su partici¬ 
pación en los flujos originados en países en desarrollo: han pasado del 6 % en 
el año 2000 al 17 % en el año 2010 (Cepal 2014). En este escenario, Colombia ha 
presentado una creciente salida de inversión directa hacia diferentes destinos. 
El promedio anual de egresos fue de 522 millones de dólares entre el 2001 y el 
2004 y se incrementó a 4662 millones de dólares en el 2005, hasta llegar a 7188 
millones de dólares en el 2011. El fenómeno, sin embargo, ha sido incluso más 
reciente que el ocurrido en Latinoamérica, con fuertes incrementos en los úl¬ 
timos dos años. En estos el promedio ha llegado a los 5774 millones de dólares, 
aun cuando la pauta ha sido algo irregular. 

Diversos factores explican este crecimiento de las inversiones en el extran¬ 
jero de las empresas colombianas. En primer lugar, los positivos desarrollos 
económicos y políticos en impulsar la actividad empresarial. Junto con la in¬ 
versión extranjera han generado un nuevo dinamismo en el país que se puede 
apreciar tanto en el comportamiento del mercado de valores como en las múl¬ 
tiples olas de fusiones y adquisiciones. Además, los tlc han facilitado el pro¬ 
ceso. Como resultado y si se excluye una profunda caída en la ied saliente en el 
2012, la tendencia es que sea del 2 % del pib cuando en promedio se encontraba 
alrededor del 1 % del pib entre el 2001 y el 2007 (Banco de la República 2015). 

Colombia tiene vigente una red de acuerdos internacionales de inversión, 
cuyo objetivo principal es atraer inversión extranjera y promover la colom- 
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biana en el exterior. Estos comprenden cinco acuerdos de promoción y pro¬ 
tección de inversiones (con Perú, Suiza, España, China e India) y seis tlc en 
vigor que incluyen disciplinas de inversión (con EE. UU., México, Chile, Ca¬ 
nadá, Triángulo Norte —Guatemala, El Salvador y Honduras—, la Asociación 
Europea de Libe Comercio —vigente con Suiza y Licchtenstein—). En el grá¬ 
fico 15 se puede apreciar que no hay un efecto inmediato de estos acuerdos en 
la dinámica de la ied saliente en los países suscriptores. Sin embargo, los des¬ 
tinos, en el periodo 2001-2011, se concentran en EE. UU. (cuyo acumulado en 
el periodo asciende a 5445 millones de dólares del 2005), y en Reino Unido (con 
un acumulado de 4553 millones de dólares entre el 2001 y el 2011), lo que re¬ 
presenta el 20,2 % y el 14,9 % del total respectivamente. Con cuanto a los paí¬ 
ses de América Latina, Panamá (que tiene el 7,6 %), México (el 6,9 %), Perú (el 
6,5 %), Chile (el 5,7 %) y Brasil (el 4,4 %) son los destinos preferidos de la inver¬ 
sión colombiana. Al respecto, empresarios colombianos corroboraron la im¬ 
portancia de los tlc a largo plazo: 

Estamos trabajando de cara a los tlc, con pymes, empresas media¬ 
nas y grandes corporaciones, en cómo podemos preparar todas las ca¬ 
denas de producción para que la industria esté preparada no solo con 
los productos, sino en cada uno de los eslabones de la cadena produc¬ 
tiva. (Pérez Rojas 2013) 

Vemos positiva la internacionalización. Los tratados de libre comer¬ 
cio no son buenos o malos ellos solos: dependen de la forma en que 
uno se prepara y en que uno los aborda. En el caso nuestro no los mi¬ 
ramos solo como posibilidades de vender sino para abastecerse. Los 
tlc nos permiten llegar a materias primas, tecnologías, tener acceso a 
ingredientes especializados y llegar a otros mercados. Hay temas que 
sí esperamos que el Gobierno tome decisiones como la posibilidad de 
acceder a materias primas en igualdad de condiciones que los compe¬ 
tidores. (Gallego 2014) 

Este patrón de inversión obedece tanto al carácter de multilatinas regiona¬ 
les que tienen las empresas colombianas como a las estrategias de evasión de 
los impuestos domésticos. Es imposible establecer qué porcentaje de estos ca¬ 
pitales invertidos en paraísos fiscales han regresado como inversión entrante a 
Colombia, pero un estudio establece que alrededor del 15 % de las empresas en 
Colombia que reciben ied tienen su domicilio en algún paraíso fiscal (Iregui, 
Ramírez y Garavito 2012). 

Si bien la internacionalización de la economía colombiana ha llevado a un 
incremento de las exportaciones y las importaciones en las últimas tres décadas, 
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la tendencia de inversión extranjera saliente es reciente comparada con la de 
otros países de la región. En consecuencia, la entrada tardía en el proceso de 
internacionalización de las empresas colombianas hace que la mayoría de ellas 
tengan poca experiencia en el proceso de ied y se enfrenten con mercados muy 
competidos. Asimismo, la institucionalidad creada, tanto en el Ministerio de 
Comercio como en Procolombia con direcciones de inversión saliente, es resul¬ 
tado del Consejo Nacional de Política Económica y Social 4 del 2013, en el que 
el Gobierno colombiano planteó la estrategia de promoción de la inversión di¬ 
recta colombiana en el exterior, medida muy reciente para poder ser evaluada 
cuantitativamente. 

La inversión colombiana directa en el extranjero se encuentra muy concen¬ 
trada. En lo corrido del presente siglo, se destacan los sectores de petróleo y 
explotación de minas y canteras y el de los servicios financieros y empresaria¬ 
les, los cuales representaron el 53 % de los flujos que se realizaron entre el 2004 
y el 2014. El sector manufacturero y sus subsectores representaron el 22 %, se¬ 
guidos por el sector de electricidad, gas y agua con un 13 %. Estos sectores su¬ 
man el 87 % de los flujos de inversión en el extranjero que tuvieron lugar entre 
el 2004 y el 2014, según las cifras divulgadas por el Banco de la República (2015). 

Un porcentaje muy bajo de las empresas colombianas, medianas y grandes, 
han incursionado en un proceso de internacionalización. En la actualidad, las 
inversiones colombianas se concentran en unas pocas empresas o grupos em¬ 
presariales que cuentan con el tamaño y la capacidad para emprender estos 
procesos. Hasta hace poco, grandes empresas llevaban a cabo este tipo de pro¬ 
cesos, especialmente en los sectores de minería y petróleo, servicios financie¬ 
ros, electricidad, gas y agua. 

En el Fortune Global 500 del 2014, Colombia aparece con una empresa par¬ 
ticipante, Ecopetrol, en el puesto 301. Esto es comparable con los casos de Ve¬ 
nezuela, Chile o Polonia, que también figuran con una aparición en el ranking 
de los países emergentes. Aun cuando esta participación no parece muy im¬ 
presionante, muestra una fuerza detectable que impulsa la competitividad de 
las empresas colombianas de menor tamaño y refuerza la idea de que hay más 
compañías colombianas líderes en la región que en cualquier otro momento 
de la historia —cediendo el liderazgo solamente a países como Brasil, México 
y Chile, que han impulsado la internacionalización mucho antes—. Además, la 
brecha entre la internacionalización de las empresas colombianas y las demás 

4. La Ley 19 de 1958 creo el Consejo Nacional de Política Económica y Social. Es la máxima au¬ 
toridad nacional de planeación y se desempeña como organismo asesor del Gobierno en todos 
los aspectos relacionados con el desarrollo económico y social del país. Para lograrlo, coordina 
y orienta a los organismos encargados de la dirección económica y social en el Gobierno, a tra¬ 
vés del estudio y aprobación de documentos sobre el desarrollo de políticas generales que son 
presentados en sesión. 
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multilatinas se está reduciendo: las colombianas (junto con las chilenas y más 
recientemente las peruanas) son las que más han aprovechado la coyuntura de 
la crisis financiera global para ganar terreno frente a competidores más con¬ 
solidados. Aun así, en el Global Competitiveness Index, Colombia sigue figu¬ 
rando con problemas estructurales severos de competitividad, sobre todo en 
aspectos como infraestructura, carga tributaria y facilidad para crear empresa. 

Las empresas colombianas que han mostrado más resistencia a la crisis global 
han innovado y se han ajustado a entornos cambiantes y retadores, en particu¬ 
lar relacionados con la creación de modelos de negocio en la base de la pirámide 
y negocios inclusivos. También se han beneficiado de un fuerte liderazgo y de 
una sólida estrategia de internacionalización que ha sido alineada con el mer¬ 
cado local, para buscar, por un lado, la rápida expansión fuera de casa y, por 
otro, la complementariedad entre los negocios domésticos y los internacionales. 


Actores 

En el proceso de la internacionalización de la economía colombiana, el Go¬ 
bierno, los gremios y el sector empresarial han tenido un papel protagónico. 
Durante la negociación de los tlc, los gremios también lo tuvieron. Por ejem¬ 
plo, en la negociación con los EE. UU., se celebró un acuerdo con el Consejo 
Gremial, con el fin de que fuera el canal principal que transmitiera los intere¬ 
ses del sector privado al Gobierno, en coordinación con un vocero preferente. 
También las empresas y otros actores sociales de manera individual pudieron 
plantear sus intereses y preocupaciones. Cada una de las rondas de negocia¬ 
ción contó con este espacio, donde se concentraron físicamente representantes 
del sector privado y organizaciones sociales que asistieron a las negociaciones. 
Este mecanismo tuvo el objetivo de crear un espacio paralelo donde los nego¬ 
ciadores pudieran consultar y discutir rápidamente aspectos puntuales y nue¬ 
vos desarrollos del día a día. También permitió la interacción entre el sector 
privado colombiano y sus contrapartes de los otros países. 

En los planes de gobierno, el Plan de Transformación Productiva en Colom¬ 
bia es una iniciativa del Ministerio del Comercio, de la Industria y del Turismo 
para ayudar al país a fortalecer sectores estratégicos y aumentar su producti¬ 
vidad. Esto con el fin de que el país sea competitivo en los sectores designados 
en el entorno económico global. El objetivo principal es llevarlos al nivel de 
sectores de clase mundial, que el Gobierno colombiano entiende como aque¬ 
llos poderosos, productivos y competitivos por llevar a la economía hacia los 
primeros niveles del continente. Este programa de gobierno ha buscado arti¬ 
cularse con el sector privado, en especial a través de las cámaras de Asociación 
de Industriales de Colombia. 
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Las multilatinas 

Las multilatinas colombianas son empresas que han buscado la internaciona¬ 
lización de sus negocios. La gran mayoría de ellas lo han hecho en la región 
latinoamericana, motivadas por encontrar mercados, por adquirir activos va¬ 
liosos afuera o por defenderse de competidores con potencial de penetrar el 
mercado colombiano. Sin tener datos precisos, se estimó que había alrededor 
de 200 multilatinas colombianas en Latinoamérica en el 2014 (Revista Dinero 
2014). La estrategia expansionista de estas empresas fue impulsada tanto por 
las oportunidades de adquisiciones internacionales como por factores internos, 
por ejemplo, el dinero barato resultante del bajo riesgo del país y la creciente 
integración regional y la dificultad de seguir penetrando el mercado nacional 
sin intervenciones del regulador. 

Hay dos características importantes de las multilatinas colombianas. Pri¬ 
mero, en los países con grandes poblaciones, cuyas empresas gozan de ciertas 
ventajas de escala, las colombianas no destacan por ser las que más las apro¬ 
vechan. Por ejemplo, en el año 2014 en las 100 multilatinas figuran 9 empresas 
colombianas frente a 34 brasileras, 26 mexicanas y 16 chilenas (Lacourt 2014). 
Aun cuando el número de grandes multilatinas colombianas sigue siendo bajo 
dado el tamaño de la economía, hay una marcada tendencia positiva. 

Las empresas colombianas han sido especialmente resistentes a las con¬ 
secuencias de la crisis económica global que comenzó en el 2008. Han apro¬ 
vechado las oportunidades que sus competidores europeos y americanos, 
golpeados por la coyuntura macroeconómica global, han dejado. Por ejemplo, 
en el sector financiero, el Grupo Sura, Bancolombia y el Grupo Aval han ad¬ 
quirido activos que sus competidores debilitados han puesto en venta y han 
ampliado sus portafolios de inversiones internacionales. Asimismo, empresas 
públicas se han convertido en líderes en internacionalización, como Interco¬ 
nexión Eléctrica (isa). Esta es una de las proveedoras de energía eléctrica más 
grandes de Latinoamérica, con operaciones en Brasil, Chile, Ecuador, Panamá, 
Perú y Venezuela, y figura en el puesto 28 en el ranking de multilatinas en el 2014. 
Las multilatinas colombianas de capital privado también están mejorando su 
competitividad internacional y están siendo reconocidas en el subcontinente: 
el Grupo Nutresa es una de las empresas colombianas de más rápido creci¬ 
miento internacional. Ocupa el puesto 34 (El Tiempo 2014) entre las multilati¬ 
nas más grandes en el mundo, tiene actividad en 15 países y es la sexta compañía 
de alimentos más grande de Latinoamérica. El Grupo Argos, el Holding con 
la posición más consolidada en la industria de cemento de Colombia, está lle¬ 
vando a cabo una estrategia de internacionalización y crecimiento de sus ope¬ 
raciones que ha resultado en actividad en 15 países (2015). La diversificación en 
sectores de mayor crecimiento esperado, como la construcción, también está 
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impulsando al grupo. Una lógica económica similar está siguiendo el labora¬ 
torio farmacéutico Tecnoquímicas, que también está apostando por el creci¬ 
miento internacional y la diversificación en líneas de negocios, sin descuidar 
su participación considerable en el mercado local y el interés del regulador. En¬ 
tre los que más han aprovechado las oportunidades de expansión en el con¬ 
texto de crisis global está el Grupo Éxito, que tiene el 50 % de los derechos de 
voto de la cadena de comercio Grupo Pao de Acucar (gpa) en Brasil y el 100 % 
de Libertad en Argentina. Además, está consolidándose como el líder mino¬ 
rista en Suramérica (Revista Dinero 2015c). La operación está apalancada con 
créditos del Citibank, Bancolombia, el Grupo Aval y Davivienda. Por su parte, 
Davivienda adquirió las operaciones del hsbc en Costa Rica, Honduras y El 
Salvador. En el 2015, contaba con más de 800 000 clientes fuera de Colombia 
(Revista Dinero 2015b). Bancolombia, con la compra de hsbc Panamá, también 
está entrando fuerte en Centroamérica y aprovechando las condiciones del 
país de mayor crecimiento en la región. El Banco de Bogotá tiene la posición 
de liderazgo en la región centroamericana, por la compra del grupo financiero 
centroamericano Credomatic en el 2010. En el 2013, compró al Grupo Finan¬ 
ciero Reformador de Guatemala y al Panamá y es líder en cartera y depósitos 
en Centroamérica (Revista Dinero 2015a). 

Los conglomerados financieros colombianos se han expandido en los úl¬ 
timos años, especialmente en Centroamérica, por su proceso de crecimiento 
natural en búsqueda de nuevos negocios y por solicitud de sus clientes. Dicha 
necesidad coincidió, por una parte, con el deterioro y desapalancamiento de los 
bancos de países avanzados y su posterior salida de algunos países de la región 
(esto generó oportunidades a entidades financieras emergentes para ingresar) 
y, por otra parte, tuvo que ver con un acceso amplio de la banca colombiana 
a la financiación en los mercados internacionales, dada su reconocida solidez. 

En términos comparativos, la internacionalización de la banca colombiana 
es significativa. Por ejemplo, las 163 subsidiarias de los conglomerados finan¬ 
cieros colombianos son un poco más que las 152 filiales en el exterior de los 
bancos de Brasil a finales del 2012. Aquella expansión supone una creciente 
administración de activos, cuyo monto equivale al 6,3 % del pib en dólares co¬ 
rrientes de Colombia a finales del 2012. Esta cifra es similar a las de los acti¬ 
vos que los bancos brasileños administran en el exterior, los cuales equivalen 
al 6,5 % de su pib en dólares corrientes del 2012 (Banco de la República 2015). 

Aun cuando las multilatinas colombianas están enfrentando unos retos úni¬ 
cos, como el grado de violencia armada que afecta al sector de hidrocarburos, 
su estrategia de internacionalización parece coincidir con la pauta seguida por 
las demás. Las empresas colombianas invierten en países con similares índi¬ 
ces de desarrollo institucional y económico con la confianza de saber manejar 
los retos asociados a esta realidad gracias a su competitividad en el mercado 
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nacional. Además, optan por las adquisiciones como modo de entrada en mer¬ 
cados extranjeros que garantiza la rapidez de su expansión y el aprovechamiento 
de oportunidades. Con fuerte liderazgo, sofisticación empresarial y apoyo de 
las políticas e instituciones locales, el optimismo que muestra Bancoldex de 
llegar a elevar de 70 a 200 las multilatinas colombianas para el 2024 parece 
más realista. No obstante, el acelerado proceso de internacionalización y las 
estrategias de crecimiento generan preocupaciones entre los inversionistas ins¬ 
titucionales, como en los fondos de pensiones, ya que los entornos institucio¬ 
nales en los países de destino suelen conllevar riesgos más altos. Más aún, los 
votantes también se deben preocupar por si las estrategias agresivas de inter¬ 
nacionalización son sensatas y si en últimas el gobierno no estaría siendo uti¬ 
lizado para rescatar empresas nacionales de tamaño considerable y pagando 
así la cuenta de expansiones agresivas, pero no rentables. 


Plataforma de internacionalización 

Una de las barreras más grandes al comercio internacional sigue siendo la falta 
de infraestructura: el alto costo que se deriva del mal estado de las vías y los 
tiempos y distancias de transporte interno de los productos. Según el reporte 
Doing Business del 2015 del Banco Mundial, Colombia continúa teniendo al¬ 
tos costos que disminuyen la competitividad si se compara con otros países 
de América Latina. El costo de exportar un contenedor es de USD 2355 en Co¬ 
lombia, mientras que en Chile exportar el mismo contenedor cuesta solo USD 
910, en Costa Rica USD 1020 y en Ecuador USD 1535 (The World Bank 2015). 

Nacional 

El Gobierno nacional reconoce constantemente la necesidad de mejorar la in¬ 
fraestructura del país para obtener mejores resultados en comercio exterior. No 
obstante, el desarrollo de los planes de infraestructura es limitado: por ejemplo, 
se han presentado retrasos en vías tan importantes como la que comunica a 
Bogotá con el puerto de Buenaventura. El Gobierno se ha comprometido a de¬ 
sarrollar antes del 2021 cuatro rutas de doble calzada para mejorar el comercio 
exterior. La ruta Buenaventura-Bogotá-Cúcuta pretende conectar el puerto de 
Buenaventura con Venezuela, atravesando el centro del país. El corredor Llanos 
Orientales-océano Pacífico busca apoyar el crecimiento de la frontera agrope¬ 
cuaria del país, que hoy se concentra en la zona andina, sumando 4 millones de 
hectáreas en los Llanos Orientales. Para el éxito de este proyecto, es indispen¬ 
sable la penetración de los sistemas de transporte en los departamentos llane¬ 
ros y su conexión con los puertos marítimos. Este corredor además conectará 
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con pasos fronterizos hacia Venezuela. La troncal de occidente conectará con 
doble calzada al sur del país, desde Nariño en la frontera con Ecuador hasta el 
Caribe colombiano, a través del Cauca, el Valle, el eje cafetero y Antioquia. La 
troncal del Magdalena será ampliada para conectar también el sur del país, el 
departamento de Putumayo, con el Caribe, a través de la zona andina. Estos 
proyectos forman parte del esfuerzo de las denominadas concesiones viales de 
cuarta generación, con las que se espera mejorar el transporte de carga y pa¬ 
sajeros en los principales corredores viales del país. Para ello, el Gobierno ha 
destinado 47 billones de pesos en 40 proyectos que incluyen la construcción 
de nuevos túneles y viaductos (Orozco 2013). Al tiempo, el Gobierno adelanta 
obras para la recuperación de las vías férreas del país. En la actualidad, operan 
las líneas Chiriguaná-Santa Marta, el Sistema Ferroviario Central y están con¬ 
tratados los corredores Pacifico-Región Central y el tren del Carare. 

En cuanto a los puertos marítimos, se están expandiendo los de Buenaven¬ 
tura, Barranquilla, Santa Marta y Cartagena. Además, se están construyendo 
nuevos puertos en La Guajira, Ciénaga y la bahía de Buenaventura. En el pe¬ 
riodo 2008-2013, el Gobierno invirtió más de 1,9 billones de pesos en el sector 
y generó más de 2000 empleos directos e indirectos. En materia fluvial, hay 
proyectos en marcha para recuperar la navegabilidad del río Magdalena y el 
muelle de Leticia. El dragado del río Magdalena cuenta con 2,6 billones de pe¬ 
sos y está planeado a 14 años. 

Por último, en aeropuertos, los aeropuertos de Barranquilla y Cali se están 
ampliando y mejorando, y se planea construir nuevos aeropuertos en Bogotá y 
en Ipiales. Para el fortalecimiento de los centros aéreos de operación y la cons¬ 
trucción de nuevas terminales aéreas se destinaron 500 000 millones de pesos 
en el 2013. El renovado aeropuerto El Dorado representa una mejora conside¬ 
rable en la infraestructura nacional, aun cuando su impacto es más recono¬ 
cible en la capital. Diseñado por Aeroports de París, el nuevo Dorado recibió 
27 millones de pasajeros en el 2014. Se está consolidando como el tercer aero¬ 
puerto con más volumen de pasajeros en América Latina, después de los aero¬ 
puertos de Sao Paulo y México D. F. La creciente importancia de Bogotá como 
un centro de operaciones latinoamericano ha excedido las previsiones más op¬ 
timistas: el volumen de tráfico de pasajeros es un 45 % mayor que el estimado 
máximo de Opain (el consorcio que gestiona el aeropuerto). Además, el nuevo 
Dorado maneja el volumen de carga más grande de Latinoamérica y ocupó el 
puesto 33 en el mundo en el 2009 (Invest in Bogotá 2009). 

Regional 

Colombia forma parte de la Iniciativa para la Integración de la Infraestruc¬ 
tura Regional Suramericana en dos de sus ejes de integración y desarrollo: el 
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Andino y el Amazonas. Además, Colombia es miembro del Proyecto Mesoa- 
mérica. Este reemplazó al Plan Puebla-Panamá, que reúne a todos los países de 
Centroamérica más República Dominicana y México. Entre muchos objetivos, 
el Proyecto Mesoamérica pretende desarrollar e integrar la infraestructura de 
transporte de sus países miembros, incluidas las vías terrestres y marítimas, la 
interconexión eléctrica y las telecomunicaciones. 

Varios de los proyectos principales de estas iniciativas se encuentran re¬ 
trasados. La interconexión eléctrica Panamá-Colombia fue aplazada por pro¬ 
blemas ambientales y financieros (Secretaría Nacional de Energía de Panamá 
2012). En julio del 2014, se reactivó la iniciativa en manos de isa (Colombia) y 
Etesa (Panamá). La construcción está prevista para el 2016 y la entrada en ope¬ 
ración de la interconexión está ahora estimada para el 2018 (Portafolio 2014). 
La creación de esta interconexión es importante para el país, pues se calcula 
que Panamá tendrá un déficit de producción de energía en el futuro cercano 
que podrá ser una oportunidad de negocio para Colombia. 

Otras obras contenidas en la Iniciativa para la Integración de la Infraes¬ 
tructura Regional Suramericana presentan avances, como la navegabilidad 
del río Meta, fronterizo con Venezuela, y la construcción de la carretera Tu- 
maco-Pasto-Mocoa, que tiene el objetivo de largo plazo de conectar el puerto 
de Tumaco con Belem do Pará en Brasil y dinamizar el intercambio comercial 
entre los habitantes de la región del Amazonas de los dos países (Instituto Na¬ 
cional de Vías 2012). 


Nueva institucionalidad para la internacionalización 

En septiembre del 2013, se aprobó el conpes 3771, que definió la estrategia de 
promoción de la inversión extranjera directa colombiana en el exterior. En este, 
se creó una nueva oficina en el Ministerio de Comercio y Procolombia para 
promover la inversión de empresas colombianas en el exterior (Departamento 
Nacional de Planeación 2013). Proexport existía para promover las exportacio¬ 
nes colombianas en el exterior: hace ocho años, cuando se incrementaron los 
recursos de ied en la región, inició labores para atraer inversión al país. Desde 
finales del 2013, ante el nuevo fenómeno de regionalización de las empresas la¬ 
tinoamericanas, la entidad cambió de nombre a Procolombia, con la misma 
función de promover la inversión de empresas colombianas en el exterior (Pro¬ 
colombia 2015). Estas acciones gubernamentales muestran el interés Gobierno 
en los procesos de internacionalización de las empresas. Pero la experiencia 
incipiente de las multilatinas colombianas limita la capacidad para definir po¬ 
líticas públicas adaptadas a las necesidades locales. 
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Conclusiones 

El proceso de internacionalización de la economía colombiana, sin lugar a du¬ 
das, se entiende mejor si se aprecia la dinámica de la internacionalización del 
sector minero-energético y la dinámica de los precios de los recursos natura¬ 
les. La coyuntura internacional y la demanda de energía y materias primas han 
desempeñado un papel importante en los flujos de inversión y en el comercio de 
Colombia, pero hay una creciente tendencia a la diversificación tanto de países 
contrapartes como de sectores económicos. Este proceso va en paralelo a la vo¬ 
luntad de los gobiernos de los países del G7 de reducir y eliminar a largo plazo 
los combustibles fósiles y transformar el mercado energético. Además, el alto 
costo de la extracción de petróleo pesado en Colombia y la escasez de reservas 
comprobadas hacen pensar que este sector no será una base sólida para la in¬ 
ternacionalización futura de la economía (Bitar y Caballero 2015). 

El proceso de internacionalización se da gracias a las ventajas competiti¬ 
vas de las empresas colombianas y su economía y a una institucionalidad que 
busca derribar barreras comerciales y aumentar la actividad empresarial en 
el país. La creciente facilidad para hacer negocios, reconocida por el reporte 
Doing Business, la creación acelerada de tlc y el muy considerable apoyo po¬ 
lítico a acuerdos comerciales regionales, como la Alianza del Pacifico, son in¬ 
discutibles impulsores de la actividad económica y la internacionalización. La 
muy activa participación de los gremios en la construcción de esta institu¬ 
cionalidad es una característica destacable del proceso. Es de esperar que es¬ 
tos acuerdos tendrán en el futuro un mayor impacto económico que el actual. 

Hay que destacar que los flujos salientes de inversión muestran una clara 
preferencia por la regionalización y agregan inversión extranjera directa a los 
flujos de exportaciones hacia América Latina. Este fenómeno se da no solo 
para el caso colombiano, sino para la mayoría de Latinoamérica. Las multila- 
tinas colombianas han buscado sus mercados naturales en el buen momento 
que atraviesa la región, para crear una plataforma inicial de expansión inter¬ 
nacional que podrá proyectarse a otras regiones. En el caso colombiano, este 
proceso se está llevando a cabo en circunstancias de desmejora de las relacio¬ 
nes bilaterales con dos de los cinco países vecinos que tiene Colombia: Vene¬ 
zuela y Ecuador. De esta manera está desaprovechando la cercanía geográfica y 
la infraestructura, que son elementos facilitadores del comercio bilateral. Este 
contexto hace que los destinos de exportación e inversión colombianas se am¬ 
plíen y alejen geográficamente, lo que obliga a las empresas colombianas a me¬ 
jorar su competitividad lejos de la casa matriz. A mediano y largo plazo, esta 
desventaja puede llegar a impulsar a las empresas a llegar a regiones descono¬ 
cidas para las multilatinas, como lo es África. A pesar de que esto ya está pa¬ 
sando —por ejemplo, la empresa Aldor, del sector de chupetas y caramelos duro, 
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es líder en el mercado de Suráfrica y está creciendo en otros países del conti¬ 
nente—, este proceso parece en el mejor de los casos incipiente por el momento. 

Además, el fin del conflicto con las farc tendría un gran impacto sobre la 
economía y su grado de internacionalización. Se ha estimado que, alcanzando 
la paz, los colombianos se podrían beneficiar de una aceleración económica 
que les permitiría duplicar su pib en 8,5 años y no en 18,5 como ha sucedido en 
los últimos cincuenta años. También disminuiría el riesgo del país y, por ende, 
el costo del capital, aumentaría la productividad agrícola y se retendrían em¬ 
presas manufactureras en los municipios con presencia tradicional de gru¬ 
pos armados 5 . Todos estos posibles beneficios tendrían un impacto directo en 
la competitividad del país y, por lo tanto, en su participación en la economía 
global y en su internacionalización. Algunos pasos en esta dirección ya se han 
dado con el fortalecimiento de la marca país que complementa su ventaja com¬ 
petitiva: Colombia subió del puesto 12 (2012) al puesto 9 (2013) en el ranking del 
Country Brand Index (Future Brand) de América Latina. 

Las exportaciones colombianas han crecido en los últimos cinco años como 
lo venían haciendo desde que el país entró en el proceso de apertura económica 
unas tres décadas atrás. En el mismo tiempo, las importaciones han crecido a 
un ritmo levemente más alto, de manera que se ha generado por primera vez 
una balanza comercial negativa para Colombia en el 2014. Esta tendencia es 
preocupante sobre todo si se analiza el comportamiento de la exportación de 
los hidrocarburos. Si bien representan una parte importante de las exportacio¬ 
nes actuales, hay dudas sobre la cantidad de petróleo que el país podrá expor¬ 
tar en los próximos años, más aún en un contexto de bajo precio internacional. 
Una de las principales alertas que deja el proceso de internacionalización de la 
economía colombiana es su alta dependencia de este sector y lo poco confia¬ 
ble que será en las próximas décadas. 

Aunque los valores absolutos de las exportaciones y las importaciones han 
crecido, como porcentaje del pib, todavía no muestran un grado alto de inter¬ 
nacionalización, ni siquiera comparado con los demás países de América La¬ 
tina. Colombia está por muy debajo de sus socios de la Alianza del Pacífico y 
de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económi¬ 
cos, que son sus referentes para buenas prácticas económicas. Este nivel bajo 
se mantiene a pesar de los tratados de libre comercio que Colombia firmó en 
los últimos años, principalmente porque muchos de sus socios comerciales ya 
habían adelantado tratados similares y sus economías habían tenido el tiempo 
de adaptarse y aprovecharlos. 


5. El libro Costos económicos y sociales del conflicto en Colombia: ¿cómo construir un poscon 
flicto sostenible? recoge una serie de estudios que estiman el costo del conflicto colombiano. 
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Un aspecto positivo del proceso de internacionalización de la economía co¬ 
lombiana es su menor dependencia de los mercados tradicionales de Estados 
Unidos y América Latina. Si bien hace unos 15 años los EE. UU. representa¬ 
ban la mitad de las exportaciones colombianas, hoy en día el país exporta en 
cantidades significativas a otros destinos, como China e India. Sin embargo, 
los EE. UU. siguen siendo el principal destino de los productos colombianos 
y el tlc con EE. UU. es uno de los más importantes que se han firmado. La 
Unión Europea y los países de América Latina son socios comerciales signifi¬ 
cativos y todavía superan (en conjunto) a los países asiáticos como destinos de 
los productos colombianos. Sin embargo, dos casos son preocupantes para las 
exportaciones. Venezuela y Ecuador, socios naturales de Colombia por su ve¬ 
cindad, se han convertido en mercados inestables, que, aunque no desaparecen, 
no permiten generar economías de escala confiables y de largo plazo basadas 
en el crecimiento de la exportación hacia estos países. La Alianza del Pacífico, 
por su parte, ha sido importante en la internacionalización de la economía co¬ 
lombiana, pero es preocupante que el crecimiento de las importaciones de este 
grupo es muy superior, casi en un 100 %, a las exportaciones. 

En materia de inversión extranjera directa, el crecimiento de Colombia 
como país receptor es similar al de toda la región. En este sentido es nota¬ 
ble el alza de casi 14 veces en el total de la ied recibida en el país desde el 
comienzo del siglo. Los flujos de ied parecen haber encontrado un nivel es¬ 
table por sector, con los hidrocarburos y la minería como sectores principa¬ 
les. Además de la continuidad de estos flujos, es de resaltar el incremento, 
aunque pequeño, del peso relativo del sector de servicios. Si Colombia quiere 
mantener un crecimiento dinámico más allá de la explotación de sus recur¬ 
sos energéticos y mineros, el apoyo a la inversión en el sector de servicios es 
un paso en la dirección correcta. Algunas de las políticas clave para apoyar 
la incipiente reorientación de la economía, el comercio y la inversión hacia 
sectores de mayor valor agregado están relacionadas con la educación y el 
potencial de innovación de las empresas colombianas. Año tras año, Colom¬ 
bia se sitúa en uno de los últimos lugares en las pruebas académicas del Pro¬ 
grama de Evaluación Internacional de Estudiantes aplicadas a los escolares 
de quince años, programa de la Organización para la Cooperación y el De¬ 
sarrollo Económicos. En el índice Mundial de Innovación Colombia ocupó 
el lugar 68 en el 2014, detrás de Chile, Panamá, Costa Rica, Brasil y México. 
No obstante, Colombia ha sido reconocida por su dinámico ambiente para 
la creación de negocios tecnológicos (TechCrunch 2014). En este sentido, no 
es una coincidencia que Medellín fuera elegida la ciudad más innovadora del 
mundo en el 2013, lo que se constituye en una señal de una creciente compe- 
titividad de las empresas colombianas en sectores de la economía de conoci¬ 
miento y su potencial internacional. 
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La ied saliente ha tenido un crecimiento notable y las empresas colombianas 
han entrado en un proceso reciente de internacionalización de sus inversiones, 
lo que ha convertido a varias de ellas en empresas multilatinas con presencia en 
varios países de la región. Los sectores minero-energético, bancario y de ser¬ 
vicios en general se han abierto a la inversión de empresas colombianas, prin¬ 
cipalmente a través de la adquisición de negocios locales en otros países. El 
proceso de invertir en el resto de la región, sin embargo, ha sido lento y solo 
comenzó recientemente, por lo que todavía no presenta los grandes avances 
que México y Brasil han alcanzado en este campo. 

Es interesante la conexión entre la apertura de nuevos mercados para las 
exportaciones colombianas y la posterior incursión de empresas del país con 
inversiones en esos destinos. En algunos de los tratados de libre comercio fir¬ 
mados por Colombia se han añadido cláusulas sobre inversión que han poten¬ 
ciado este proceso. Además, el conocimiento del mercado extranjero que se 
adquiere a través de las exportaciones también ha servido como insumo para 
desarrollar inversiones posteriores. Los gremios han sido actores importantes, 
generando impulsos importantes a los tratados de libre comercio. 

Uno de los problemas principales para la internacionalización de la econo¬ 
mía colombiana sigue siendo la precariedad de la infraestructura. Tanto en 
transporte como en interconexiones eléctricas el país está rezagado con res¬ 
pecto de sus socios comerciales. El alto costo de la exportación de productos 
genera barreras que no pueden superarse con la disminución de aranceles en 
los mercados de destino solamente. En este sentido, existe una esperanza de 
desarrollo de infraestructura con los planes actuales del gobierno, pero tam¬ 
bién mucha preocupación por su lento desarrollo. 
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La inserción de Colombia 
en los mercados financieros 
internacionales, 1990-2015* 

Francisco Azuero Zúñiga 


Introducción 

La globalización cultural, social y económica, de la cual se ocupa este 
libro, ha sido acompaña por una mayor globalización financiera. Hasta finales 
de los años ochenta y principios de los noventa, Colombia, como la gran ma¬ 
yoría de los países latinoamericanos, se caracterizó por tener un régimen co¬ 
mercial y financiero relativamente cerrado a los movimientos internacionales 
de capitales. En 1967 se instauró un rígido control de cambios que le otorgó al 
Banco de la República un cuasi monopolio en la compra y venta de divisas in¬ 
ternacionales. Estaba prohibido para la gran mayoría de los agentes económi¬ 
cos privados contar con activos en moneda extranjera. Además, la asunción 
de pasivos externos debía someterse a requisitos exigentes de autorización y de 
registro. El único agente económico que tenía la posibilidad de endeudarse en 
el exterior era el Gobierno nacional, ya fuera con la banca multilateral 1 o en el 
mercado de eurodólares que comenzó a desarrollarse en los años setenta. Tanto 
la inversión extranjera directa (ied) como los demás movimientos internacio¬ 
nales de capitales estaban fuertemente restringidos tanto para los extranjeros 
como para los residentes en el país. 

Desde mediados de los años ochenta, este proceso de relativo aislamiento 
financiero comenzó a revertirse, en consonancia con los nuevos vientos de 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.54. 

1. Colombia fue el primer país en vías de desarrollo que recibió una misión y un crédito del 
Banco Mundial (Easterly 2013,105 y ss.). 
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apertura económica. No fue un fenómeno exclusivo de Colombia, puesto que 
se presentó en un buen número de países en vía de desarrollo. Ello ha tenido 
consecuencias positivas, por cuanto les ha permitido a estos países acceder a las 
corrientes internacionales de capital y complementar por esta vía el ahorro in¬ 
terno hacia la inversión pública y privada. De esta manera, se puede aumentar 
la productividad del trabajo y, por lo tanto, los ingresos de sus habitantes. Pero 
acontecimientos como la crisis del sudeste asiático en 1997-1998, la crisis mun¬ 
dial del 2008 y la reciente caída en los precios del petróleo desde mediados del 
2014, con sus consecuencias en la cuenta corriente de la balanza de pagos y en 
las tasas de cambio, han puesto de presente las vulnerabilidades a las que están 
expuestas sus economías. Frente a estos riesgos, existe la tentación política de 
echar para atrás estos procesos de integración y de volver al pasado. Ello, ade¬ 
más de imposible, es inconveniente. Imposible, porque los avances tecnológicos, 
especialmente en las comunicaciones, impiden a los estados controlar efectiva¬ 
mente el alto volumen de transacciones financieras internacionales. Inconve¬ 
niente porque un país como Colombia continuará necesitando de la financiación 
internacional y de todos los otros efectos positivos que pueden estar vinculados 
con ella, como la adopción de tecnologías y de mejores prácticas administrativas. 

Este capítulo presenta la inserción internacional de Colombia desde el punto 
de vista financiero. En la primera sección se explican los conceptos básicos a 
través de los componentes de la cuenta financiera de la balanza de pagos. Se 
presentan allí también las grandes cifras sobre la vinculación de los capitales 
extranjeros a la economía colombiana. En las secciones siguientes se analizan 
cada uno de los grandes componentes de la cuenta financiera de la balanza de 
pagos: la inversión extranjera directa, la inversión de cartera y las otras inver¬ 
siones. Cada uno de estos apartados se ocupa de los aspectos conceptuales liga¬ 
dos a estos flujos, después de la evolución normativa y, por último, del análisis 
de las cifras. La quinta sección trata un tema importante en la vinculación in¬ 
ternacional de Colombia: la financiación del Gobierno central. La sexta sec¬ 
ción presenta algunas conclusiones y consideraciones finales. 


La balanza de pagos y las grandes cifras de la relación 
financiera externa de Colombia 

Así como un país comercia con el resto del mundo, a través de movimientos 
de mercancías o de servicios, existen también movimientos en activos y pasi¬ 
vos internacionales. Los residentes en Colombia 2 , sean personas, empresas o el 


2. Nótese que hablamos de residentes y no de colombianos. La balanza de pagos refleja las tran¬ 
sacciones entre los residentes de un país y los residentes del exterior. Por ello, una remesa que le 
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Gobierno, pueden tener derechos sobre residentes de otros países, que llama¬ 
remos activos en el exterior. Los activos son instrumentos para mantener o ge¬ 
nerar riqueza: cuentas en bancos, propiedad raíz, empresas, bonos o créditos, 
entre otros. A su vez, los residentes en el exterior pueden tener activos en Co¬ 
lombia, que, desde el punto de vista de la contabilidad de la balanza de pagos 
del país, se denominan pasivos. Los cambios, tanto del activo como del pasivo, 
durante un periodo de tiempo determinado (por ejemplo, un año) configuran 
la cuenta financiera de la balanza de pagos. En Colombia, la contabilidad de la 
balanza de pagos es responsabilidad del Banco de la República. 

Existe una relación directa entre la cuenta corriente y la cuenta financiera 
de cualquier agente económico. Una persona pudo, durante un mes, ganar 10 
millones de pesos, pero si gastó solo 8 millones, tuvo un superávit de 2 millo¬ 
nes. Este superávit significa que sus activos netos financieros (activos menos 
pasivos) aumentaron en esa proporción, sea en la forma de depósitos en el banco, 
dinero en su billetera o acciones en una empresa, entre otros. También pudo 
utilizar ese excedente para disminuir las deudas que tenía, por ejemplo, con 
un banco, por ese monto de 2 millones. En ambos casos, aumentaron sus acti¬ 
vos financieros netos (activos menos pasivos) o, lo que es equivalente, sus pa¬ 
sivos netos disminuyeron. Si, por el contrario, esa persona en lugar de gastar 8 
millones, gastó 11 millones, habiendo ganado los mismos 10 millones, tuvo un 
déficit en su cuenta corriente de 3 millones. Ello solo es posible si aumentaron 
sus pasivos con el resto de personas (un amigo o un banco, por ejemplo) o si 
disminuyeron sus activos (por ejemplo, el dinero en su billetera o sus cuentas 
en el banco). 

En principio, no puede considerarse negativo que un agente económico 
tenga un déficit durante un periodo de tiempo. El déficit temporal de un hogar 
puede explicarse porque adquirió una casa y se financió con un crédito hipo¬ 
tecario. Esta adquisición, desde el punto de vista de las cuentas nacionales, se 
considera una inversión, porque genera un ahorro futuro en gastos de arren¬ 
damiento. Una empresa en crecimiento puede ser deficitaria en un periodo de 
tiempo, porque sus egresos totales en gastos operativos, administrativos y de 
capital son superiores al valor de sus ventas. Su déficit lo financia bien llamando 
a los accionistas a capitalizar la compañía u obteniendo créditos de los bancos 
o del mercado de capitales (emitiendo bonos). Si la empresa invirtió en proyec¬ 
tos rentables los recursos que los acreedores o los accionistas aportaron, podrá 


haga un colombiano que vive en España a su familia en Colombia se contabiliza en la balanza 
de pagos de Colombia, mientras que las cuentas entre residentes en Colombia no. Para una de¬ 
finición operativa de residente, el Fondo Monetario Internacional recomienda una ubicación 
efectiva del agente económico en un país durante un año o más (Fondo Monetario Interna¬ 
cional 2009, 72). Un turista extranjero que viene por una semana a Colombia no se considera 
residente. Las compras que realice en el país se clasifican, por lo tanto, como exportaciones. 
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mejorar sus indicadores operacionales y financieros. Los gobiernos también 
pueden tener superávits o déficits si el volumen total de sus ingresos corrientes 
es superior o inferior al total de sus gastos. Un déficit moderado, explicado por 
gastos muy rentables desde la perspectiva económica o social (como la cons¬ 
trucción de infraestructura o los programas en salud o educación que pueden 
aumentar la productividad general de la economía), puede revelarse conve¬ 
niente en determinadas coyunturas. 

En un país, el saldo de la cuenta corriente de la balanza de pagos es el resul¬ 
tado de la suma algebraica de todos los superávits o déficits de los agentes re¬ 
sidentes, trátese de personas naturales, de empresas o del Gobierno. Si el gasto 
total supera el ingreso total, el país tuvo un déficit en su cuenta corriente. Ello 
debería reflejarse en un saldo de signo contrario en la cuenta de capital. Los 
componentes de la cuenta financiera de la balanza de pagos durante un periodo 
de tiempo reflejan, por lo tanto, la manera como un país financia su déficit en 
la cuenta corriente o aplica los recursos superavitarios para adquirir activos o 
derechos sobre el resto del mundo. 

Así como no es problema que una persona o una empresa tenga déficit en 
sus cuentas corrientes, es perfectamente posible e incluso deseable que un país 
en vía de desarrollo financie al menos una parte de su inversión interna con re¬ 
cursos provenientes del resto del mundo. Esto porque los recursos del ahorro 
interno pueden no ser suficientes para atender todas las oportunidades de in¬ 
versión, sean de naturaleza privada (ampliación de fábricas, construcción de 
casas) o pública (carreteras o escuelas, por ejemplo). 

Un país puede financiar su déficit en cuenta corriente con el resto del mundo 
a través de los siguientes mecanismos 3 : 

r. Inversión extranjera directa (ied): es “una categoría de inversión transfron¬ 
teriza que realiza un residente de una economía (el inversionista directo) con 
el objeto de establecer una relación de largo plazo en una empresa residente 
de otra economía” (Banco de la República de Colombia 2014,31). Ello implica 
un nivel significativo de influencia en la empresa receptora. Aquí se clasifican 
las inversiones de las empresas multinacionales extranjeras en el país. 

2. Inversión de cartera (ic): hace referencia a transacciones transfronterizas 
efectuadas con títulos de deuda (por ejemplo, bonos) o participaciones en 
el capital (acciones), siempre que estas últimas no tengan como resultado 
una participación superior al 10 % de la compañía (en cuyo caso se clasifi¬ 
can como inversión directa). Se incluyen aquí las participaciones en fondos 

3. Para estas definiciones y conceptos, nos hemos apoyado en la metodología que actualizó 
y publicó el Banco de la República (2014) así como en la del Fondo Monetario Internacional 
(2009). 
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de inversión (Fondo Monetario Internacional 2009,117). En la gran mayo¬ 
ría de los casos (no necesariamente en todos), estos títulos son negociables 
en los mercados de valores. 

3. Otras inversiones: es una categoría residual que incluye las posiciones y tran¬ 
sacciones que no están ni en la inversión directa ni en la de cartera. Son, 
por ejemplo, moneda en efectivo (emitida por otros países y acumulada por 
agentes nacionales), depósitos en instituciones financieras, préstamos, cré¬ 
ditos comerciales y otras cuentas por pagar. 

4. Derivados financieros: son transacciones transfronterizas mediante las cua¬ 
les los agentes económicos buscan protegerse de cambios en precios, tasas 
de interés o tasas de cambio 4 . 

5. Reservas internacionales: son activos externos (es decir, derechos sobre resi¬ 
dentes de otro país) que están bajo el control de las autoridades monetarias 
(en el caso de Colombia, el Banco de la República), para satisfacer necesida¬ 
des de financiamiento en la balanza de pagos o para intervenir en los mer¬ 
cados cambiarlos (comprando o vendiendo dólares). Normalmente el Banco 
de la República de Colombia los mantiene bajo la forma de títulos emitidos 
por gobiernos 5 . 



Gráfico 1. Déficit en cuenta corriente (porcentaje del pib) 

Fuente: elaboración propia a partir de estadísticas del dañe (cuentas nacionales) 
y del Banco de la República (tasa de cambio y balanza de pagos) 


4. En este capítulo las inversiones en derivados financieros se contabilizaron con las otras in¬ 
versiones. Su magnitud continúa siendo pequeña en el caso colombiano. 

5. Véase, por ejemplo, Banco de la República de Colombia (2015, 96) 
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El gráfico i muestra el balance en cuenta corriente de la economía colombiana, 
medido como proporción del producto interno bruto (pib), entre 1990 y el 2015. 
En 1991 se presentó un superávit histórico excepcional del 5 % del pib; a partir de 
1993 comenzó un proceso gradual de incremento del déficit, que llegó a un nivel 
del 5 % en 1997. Como es de esperarse en una situación de crisis, la recesión y la 
devaluación del peso de finales del siglo xx se tradujeron en un ajuste conside¬ 
rable de los volúmenes del gasto interno, que llevó a un superávit del 1 % del pib 
en el 2001. Con solo una pequeña interrupción, causada por la crisis mundial 
del 2008, la tendencia hasta el 2015 ha sido el crecimiento del saldo negativo de 
la cuenta corriente, que llegó al máximo histórico del 6,5 % del pib en dicho año 6 . 



Gráfico 2. Grandes agregados de la balanza de pagos de Colombia (en millones de dólares) 
Fuente: elaboración propia a partir de cifras del Banco de la República 


El gráfico 2 presenta, para diferentes periodos, el monto del déficit corriente, 
las entradas netas de capital 7 y el consecuente aumento (o disminución) de las 
reservas internacionales. La crisis de finales del siglo pasado se tradujo en una 
salida neta de capitales y en una caída en las reservas internacionales en los 
años 1998-1999. El ajuste, consecuencia de la crisis financiera y externa, signi¬ 
ficó una contracción del gasto, que generó un superávit en la cuenta corriente, 

6. En el año 2016 dicho déficit fue del 4,4 % del pib. 

7. Se entiende por entrada neta el saldo entre las entradas y salidas de capital. 
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así como una salida neta de capitales. Después, de manera consistente y hasta 
el 2015, la entrada neta de capitales ha sido superior al déficit en la cuenta co¬ 
rriente, lo que permitió la acumulación de reservas. Esta abundancia de dóla¬ 
res en relación con los necesarios para financiar el déficit en la cuenta corriente 
explicó también la revaluación del peso colombiano, tanto en términos nomi¬ 
nales como reales, que se presentó hasta el 2013 8 . 



Gráfico 3. Entrada neta de capitales (porcentaje del pib) 

Fuente: elaboración propia a partir de cifras de Banco de la República y dañe 


El gráfico 3 muestra el peso de la financiación externa en el pib. En la pri¬ 
mera mitad de los años noventa la entrada de capitales fue elevada, hasta el 
punto de que estos flujos netos llegaron a representar un 6,2 % del pib en el año 
1996. El frenazo súbito en la financiación, consecuencia de la crisis rusa y del 
sudeste asiático así como de factores internos como la crisis hipotecaria, pro¬ 
dujo un flujo negativo de financiación en 1999 (que fue el detonante, junto con 
otros factores internos, de una gran devaluación de la moneda nacional y de 
la crisis financiera). A partir de allí se presentó una gradual recuperación en 
los flujos netos de capital, con una interrupción en el 2009 (por la crisis finan¬ 
ciera que tuvo como epicentro a los Estados Unidos), hasta el punto de que se 


8. Según datos del Banco de la República, entre diciembre del 2003 y diciembre del 2013, la 
moneda colombiana se revaluó en relación con dólar un 31 % en términos nominales y un 25 % 
en términos reales. La tasa real de cambio tiene en cuenta los movimientos relativos de la in¬ 
flación entre el país y los países competidores en productos transables. 
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volvió a los niveles de 1996 en el año 2014. En el año 2015 se logró una entrada 
histórica de flujos de capital en relación con el pib. 

Si se restan los activos de los agentes externos en Colombia de los activos 
de los agentes colombianos en el resto del mundo, se obtiene la denominada 
posición de endeudamiento internacional, que se muestra en el gráfico 4. Un 
país es deudor del resto del mundo si esta posición es positiva. Es acreedor del 
resto del mundo si es negativa. 



Gráfico 4. Posición neta de endeudamiento en millones de dólares y en proporción del pib 
Fuente: elaboración propia a partir de cifras del Banco de la República 
(posición de endeudamiento) y del dañe 


Como es de esperarse para la gran mayoría de países en vía de desarrollo, 
que son receptores netos de capital, Colombia es deudora neta. Su saldo deu¬ 
dor pasó de 26 000 millones de dólares en 1996 a 128 000 millones de dólares 
en el 2015 9 , con un crecimiento promedio anual del 9 %. En términos con el pib, 
el endeudamiento neto pasó del 26 % al 44 % en dicho periodo. 

El gráfico 5 presenta la composición porcentual de dicha posición neta ex¬ 
terna. Como se aprecia, la inversión directa externa pasó de representar un 40 % 

9. Los saldos activos o pasivos son contabilizados en el momento de su adquisición. Estas ci¬ 
fras no recogen las posibles valorizaciones o subvaloraciones de los activos o pasivos que ocu¬ 
rren como consecuencia del negocio al cual está vinculada la inversión. Este fenómeno es más 
claro en el caso de la inversión directa. Si una empresa se valoriza como consecuencia de un 
mejoramiento en su situación de rentabilidad, ello no se refleja en la contabilidad internacio¬ 
nal de manera inmediata. 
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de la posición en el 1997 al 80 % en el 2015. El renglón “Otras inversiones” (aquí 
se agrupan préstamos bancarios, créditos comerciales, seguros y otras cuentas 
por pagar y derivados financieros) redujo su participación de un 84 % a un 29 % 10 . 



Gráfico 5. Componentes de la posición neta externa en porcentajes 
Fuente: elaboración propia a partir de cifras del Banco de la República 


Este cambio tiene dos implicaciones importantes. En primer lugar, la mayor 
participación de la inversión extranjera en el total de la financiación le otorga 
mayor estabilidad a la balanza de pagos. No es posible, en efecto, que un inver¬ 
sionista extranjero liquide y retire su inversión en épocas de dificultades. El in¬ 
versionista extranjero desempeña en la economía nacional el mismo papel que 
un accionista en una empresa: para recuperar su capital debe vender su parti¬ 
cipación o liquidar la compañía. En segundo lugar, la contrapartida del mayor 
riesgo son normalmente las mayores rentabilidades, como se verá más adelante. 


10. En el 2014, el Banco de la República cambió la metodología para el cálculo de la balanza de 
pagos y la composición de las diferentes cuentas (Banco de la República de Colombia 2014), en 
consonancia con la nueva metodología del Fondo Monetario Internacional (Fondo Monetario 
Internacional 2009). El Banco recalculó sus cifras hacia atrás, pero solo hasta el año 2000. Las 
cifras que se presentan aquí exigieron un trabajo del autor de compatibilización entre los dos 
sistemas contables. 
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La inversión extranjera directa (ied) 

Importancia de la ied 

Cuando un inversionista residente en una economía (por ejemplo, los Estados 
Unidos) adquiere el control o un grado significativo de influencia sobre la ges¬ 
tión de una empresa residente en otra economía (por ejemplo, Colombia), se 
dice que se presenta una inversión extranjera directa en el país receptor (Fondo 
Monetario Internacional 2009,106). En la literatura económica hoy se acepta 
que la inversión extranjera es un instrumento importante de desarrollo eco¬ 
nómico. El punto de partida es que la acumulación de capital físico (bajo la 
forma de máquinas, equipo de transporte, computadores, carreteras, puertos, 
centrales eléctricas, entre otros) es definitiva para aumentar la productividad 
de una economía y, por lo tanto, los ingresos de sus habitantes. Sin embargo, 
la ausencia de un ahorro suficiente en estos países, precisamente por los ni¬ 
veles bajos de ingreso, impide que se generen los recursos suficientes para fi¬ 
nanciar dicho crecimiento en el stock de capital, crecimiento que se denomina 
inversión. El ahorro nacional debe, por lo tanto, complementarse con ahorro 
externo. La ied, además de aportar recursos, puede traer nuevas tecnologías y 
mejoras en los procesos administrativos, para contribuir por esta vía a la me¬ 
jora en la productividad de la economía receptora. 


Régimen legal y tributario de la ied 

Antes de los años noventa, la ied estaba fuertemente restringida, por la De¬ 
cisión 24 del Acuerdo de Cartagena 11 . Este acuerdo partía de la base (como lo 
señala el considerando primero de la decisión) de que el capital extranjero 
“puede realizar un aporte considerable al desarrollo económico de América La¬ 
tina, siempre que estimule la capitalización del país donde se radique, facilite 
la participación amplia del capital nacional en ese proceso y no cree obstácu¬ 
los para la integración regional”. Consideraba también que la política común 
de los países firmantes es la de “dar preferencia en el desarrollo económico de 
la subregión a capitales y empresas auténticamente nacionales de los países 
miembros”. En consecuencia, los países firmantes acordaron determinar re¬ 
glas comunes para la inversión externa “con la finalidad de que las ventajas que 
deriven de él favorezcan a las empresas nacionales o mixtas”. Señalaba además 
que las normas comunes deberían hacer posible una participación creciente del 


11. Así se llamó el acuerdo que dio origen al Pacto de Integración de los países del Grupo Andino, 
firmado en 1969. 
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capital nacional en las empresas extranjeras existentes o que se establecieran en 
el futuro, en forma tal que dicho capital fuera mayoritario. En consonancia, ese 
régimen común debería exigir que los inversionistas extranjeros que desearan 
invertir en los países miembros deberían presentar su solicitud al gobierno de 
cada país, “el cual la autorizaría solo cuando correspondiera a sus prioridades 
de desarrollo”. Se definía, por otra parte, que no se autorizaría ied en activi¬ 
dades que se consideraran atendidas de manera adecuada por empresas exis¬ 
tentes. Quedaba completamente prohibida la ied destinada a la adquisición de 
acciones, participaciones o derechos de propiedad de inversionistas nacionales. 
Los contratos sobre importación de tecnología y sobre patentes y marcas de¬ 
berían ser examinados y sometidos a la aprobación de los gobiernos, los cua¬ 
les evaluarían su potencial contribución a la economía. Esos contratos tenían 
restricciones significativas a lo que podría aceptarse como tecnología impor¬ 
tada y pagos asociados. Las ventajas derivadas del programa de liberación co¬ 
mercial acordado entre los países miembros solo podrían ser aprovechados por 
las empresas nacionales y mixtas de esos países o por empresas extranjeras que 
estuvieran en vía de transformación hacia allá. Se prohibía el establecimiento 
de compañías extranjeras en el sector de servicios públicos y no se aceptaría 
nueva ied en la actividad financiera. Los bancos extranjeros que existían en la 
fecha deberían transformarse en empresas nacionales, para lo cual pondrían 
en venta por lo menos el 8o % de su capital a inversionistas nacionales. Tam¬ 
bién se prohibía nueva ied en transporte interno, publicidad, radio, televisión, 
prensa escrita o negocios de comercialización. Las normas de la Decisión 24 
fueron incorporadas gradualmente a la legislación nacional. El Decreto 1900 
de 1973 fue, por ejemplo, el mecanismo mediante el cual se limitaron los sec¬ 
tores en los cuales podría vincularse el capital extranjero. 

Desde finales de los ochenta, en consonancia con la apertura comercial en 
el flujo de bienes y servicios internacionales, se presentó también un cambio 
significativo en la normatividad relacionada con la ied en Colombia. Ya se ha¬ 
bían dado pasos importantes a finales de los años ochenta en la Comunidad 
Andina de Naciones, cuando la comentada Decisión 24 fue sustituida por la 
Decisión 220 de 1987. Aun cuando mantenía una normatividad común para 
los capitales extranjeros que aspiraran a entrar a cualquiera de los países sig¬ 
natarios del acuerdo, esta decisión le daba a cada país mayor flexibilidad para 
la autorización, al establecer que se podía permitir la ied en empresas nue¬ 
vas o existentes cuando ello correspondiera a las prioridades de desarrollo del 
país receptor. Se eliminó la exigencia al inversionista extranjero que quisiera 
retirarse de hacerlo solo mediante la venta de su participación a inversionistas 
nacionales. Pero, por otra parte, continuó existiendo una disposición que pro¬ 
hibía a los países miembros autorizar la ied en “actividades que consideraran 
“adecuadamente atendidas por empresas existentes”. Se mantenían también 
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cláusulas restrictivas en los contratos de importación de tecnología entre las 
empresas filiales y las matrices. 

Colombia abandonó en 1991, mediante la Ley 9 de dicho año, el rígido con¬ 
trol de cambios que se había implantado en 1967. Frente al monopolio del Banco 
de la República de la compra y venta de divisas, el nuevo régimen autorizó la 
existencia de un mercado cambiarlo cuyos operadores podían ser empresas 
privadas (art. 8), fundamentalmente instituciones financieras vigiladas por la 
Superintendencia Bancaria o la de Valores y entidades cuyo objeto exclusivo 
consistiera en realizar operaciones de cambio (es decir, casas de cambio). Se 
autorizó la libre posesión y comercialización de divisas que no tuvieran obli¬ 
gación de canalizarse a través del mercado cambiario; además, le dio amplios 
poderes al Gobierno nacional para establecer el régimen de inversión de ca¬ 
pitales del exterior en el país y el de las inversiones colombianas en el exterior. 
Este elemento es importante, porque a partir de dicha ley el Gobierno pudo, 
sin necesidad de nuevas leyes, avanzar en una gradual liberación adicional del 
régimen de inversión extranjera a través de decretos o de resoluciones. 

Dos meses después de la expedición de esta ley, la Junta del Acuerdo de 
Cartagena modificó la Decisión 220 por la 291, que flexibilizó aún más el régi¬ 
men de la ied. Estableció claramente (art. 2) que los inversionistas extranjeros 
tendrían los mismos derechos y obligaciones que los inversionistas nacionales, 
salvo lo dispuesto en las legislaciones de cada país miembro. Determinó que 
los propietarios de una ied tendrían derecho a transferir al exterior, en divisas 
convertibles, las utilidades netas comprobadas, sujetas a la legislación de cada 
país. También podrían hacerlo cuando vendieran sus acciones, participacio¬ 
nes o derechos o cuando se produjera la reducción del capital o la liquidación 
de la empresa (art. 5). Amplió además las ventajas derivadas del programa de 
liberación del acuerdo a los productos producidos por las empresas extranje¬ 
ras en el interior de los países miembros (art. 8). Flexibilizó asimismo (arts. 12 
a 15) los contratos relacionados con las licencias de tecnología, servicios técni¬ 
cos y el reconocimiento y giro de regalías. 

Amparado en las facultades que otorgaron la Ley 9 de Colombia y la Resolu¬ 
ción 220 de la Comunidad Andina, el Consejo Nacional de Política Económica 
y Social adoptó la Resolución 51 en noviembre de 1991, que se denominó Esta¬ 
tuto Único de Inversión Extranjera. Estableció el principio de igualdad de trato 
(art. 3), mediante el cual, con excepción de los asuntos referentes a la transferen¬ 
cia de recursos al exterior, la inversión de capital del exterior en Colombia sería 
tratada para todos los efectos de igual forma que la inversión de nacionales re¬ 
sidentes. Eliminó, por otra parte, las restricciones existentes a los sectores en los 
cuales se podía realizar ied en Colombia (art. 8 ), con la única excepción de las 
actividades de defensa y seguridad nacional y el procesamiento, la disposición 
y el desecho de basuras tóxicas y radioactivas. Eliminó además la necesidad de 
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la autorización previa del Departamento Nacional de Planeación (art. 9), salvo 
la ied que se pretendiera realizar en los servicios públicos domiciliarios, servi¬ 
cios postales, correo, salud pública, comunicaciones en todos los campos y por 
cualquier medio, las relacionadas con el procesamiento y la disposición de ba¬ 
suras y las que se proyectara hacer contando con la cobertura de mecanismos 
de protección, garantía o seguro, derivados de convenios internacionales que 
Colombia ratificara. De todas maneras, en los sectores financieros y de hidro¬ 
carburos las autorizaciones continuaron rigiéndose por las disposiciones espe¬ 
cíficas de carácter general, en las cuales las regulaciones exigían condiciones 
especiales de acceso tanto para nacionales como extranjeros. Como criterios 
para la aprobación, el Departamento Nacional de Planeación evaluaría, en el 
caso de las inversiones en servicios públicos y comunicaciones, “el efecto posi¬ 
tivo sobre los costos y la eficiencia en la prestación del servicio y el fomento del 
bienestar público”. En cuanto a las basuras, debería tener en cuenta su origen, 
“su naturaleza y la naturaleza del proceso de transformación, para determinar si 
es tóxico, radiactivo o peligroso”, y en lo referente a las inversiones amparadas 
por convenios internacionales de protección a la inversión, “la deseabilidad de 
la inversión para el país”. Todos estos criterios de análisis apelaban a la subjeti¬ 
vidad de quien tomara la decisión; además, podían estar sometidos a las presio¬ 
nes de todos aquellos sectores que se sintieran amenazados por un competidor 
extranjero que aspirara a establecerse en el país. 

El Estatuto Único de Inversión Extranjera fue modificado en repetidas oca¬ 
siones entre la fecha de su expedición y el año 2000. En 1992, mediante la Re¬ 
solución 53, se excluyeron de las inversiones que requerían autorización previa 
del Departamento Nacional de Planeación las destinadas al servicio de telefo¬ 
nía celular. En ese momento, se estaban dando los primeros pasos para la adop¬ 
ción de dicha tecnología en Colombia. El mismo año, mediante la Resolución 
53, se modificaron los criterios que debería tener en cuenta el Departamento 
Nacional de Planeación para la aprobación de inversiones en servicios públi¬ 
cos y comunicaciones, al establecer que únicamente debería analizar la capa¬ 
cidad técnica y financiera del inversionista. En 1994, mediante el Decreto 2012, 
se incluyó en la lista de prohibiciones la que se realizara en empresas inmo¬ 
biliarias así como en documentos emitidos como resultado de un proceso de 
titularización inmobiliaria. En 1996, mediante el Decreto 1295, se eliminaron 
los requisitos de autorización y se determinó que el Departamento Nacional 
de Planeación se pronunciaría solo cuando lo exigieran las inversiones prote¬ 
gidas por acuerdos o garantías internacionales. 

Para atender una sentencia de la Corte Constitucional, que buscaba evi¬ 
tar que se desvirtuara la responsabilidad política y administrativa de los fun¬ 
cionarios públicos, y dada la imposibilidad de que el presidente delegara su 
competencia para dictar regulación en materia de cambios internacionales, el 
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Decreto 2348 de 1993 estableció que las reformas al régimen de inversiones in¬ 
ternacionales se realizarían mediante decreto (Rojas 2001,51). Se derogaban así 
los artículos 1° y 3. 0 de la Ley 9 de 1991, que asignaban al Consejo Nacional de 
Política Económica y Social funciones de regulación de los cambios interna¬ 
cionales. Ante la incertidumbre resultante sobre la validez jurídica de las reso¬ 
luciones del Consejo Nacional de Política Económica y Social (51 y demás) que 
regulaban el régimen de cambios internacional, se expidió el Decreto 2080 del 
2000, que compendió todas las disposiciones vigentes sobre la materia y flexi- 
bilizó otras normas relacionadas con la inversión extranjera. 

El Decreto 2080 extendió el principio de igualdad de trato para inversio¬ 
nistas nacionales y extranjeros, eliminando la restricción que hasta el mo¬ 
mento existía en cuanto a la transferencia de recursos al exterior. Prescindió 
de la barrera a la inversión extranjera en actividades inmobiliarias, que se ha¬ 
bía establecido en 1994. Eliminó todos los requisitos de autorización, salvo lo 
previsto en los regímenes especiales de los sectores financiero, hidrocarburos 
y energía. Estableció, sin embargo, que el Consejo Nacional de Política Econó¬ 
mica y Social podría identificar sectores de la actividad económica para que el 
Gobierno Nacional determinara si admitía en ellos la participación de inver¬ 
sión de capital del exterior. Esta disposición se eliminó en el 2007, mediante 
el Decreto 2466 (art. 12). 

El Decreto 2080 simplificó los procedimientos de registro de la ied a solo la 
presentación de la declaración de cambio correspondiente a su canalización a 
través del mercado cambiario. Amplió los derechos cambiarlos de giro de utili¬ 
dades, eliminando el requisito de la certificación del revisor fiscal sobre el monto 
de la inversión y las utilidades generadas así como el de entregar los documen¬ 
tos adicionales indispensables para comprobar dichas utilidades, condiciones 
que habían sido establecidas en 1991. Estableció, por otra parte, la obligación 
de que la inversión directa debería permanecer por un periodo mínimo de 
dos años. Esta disposición fue derogada en el 2008, mediante el Decreto 3264. 

En el año 2010, con el Decreto 4800, se incluyó en la definición de inversión 
directa las hechas en fondos de capital privado reglamentadas en el Decreto 
2555 del mismo año. Como mecanismos adicionales de promoción a la inver¬ 
sión extranjera vale la pena mencionar los Acuerdos de Promoción y Protec¬ 
ción Recíproca de Inversiones (Appri), que tienen como objetivo su protección, 
promoción y liberalización y cubren tanto a las inversiones directas como las 
de portafolio. Siguiendo la tendencia internacional 12 , Colombia ha suscrito seis 
Appri (con China, India, Reino Unido, España, Perú y Suiza) y ha incorporado 
capítulos relacionados con el tratamiento de las inversiones en seis tratados 


12. Hasta finales del 2014, se han firmado en el mundo 3271 acuerdos internacionales de inver¬ 
sión, entre bilaterales y “otros” (unctad 2015,106). 
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de libre comercio (con Chile, Canadá, Asociación Europea de Libre Comer¬ 
cio, México, Tratado con Salvador, Guatemala y Honduras y Estados Unidos) 
(Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia 2015). 


Régimen tributario de la inversión extranjera 

Desde el año 1990, el régimen tributario colombiano no ha tenido en cuenta el 
origen de la inversión al momento de definir los tributos que las empresas de¬ 
ben pagar. Las extranjeras, lo mismo que las nacionales, se han enfrentado a 
las doce reformas tributarias que se han presentado en este periodo (Revista 
Dinero 2015); por lo tanto, a las primeras se les han aplicado las bases gravables, 
tarifas, regímenes de exenciones y deducciones generales o sistemas de incen¬ 
tivos. La única excepción consistió en la aplicación del impuesto a las remesas. 
En el estatuto tributario vigente en 1990 (Decreto 624 de 1989), se estableció 
que la transferencia al exterior de rentas o ganancias ocasionales sería objeto 
de este impuesto. En el caso de las utilidades obtenidas a través de sucursa¬ 
les, el impuesto se calcularía sobre las utilidades obtenidas por las sociedades 
extranjeras matrices en Colombia. Existía una tasa general del 20 % sobre los 
giros correspondientes a utilidades, pero con tasas inferiores para pagos por 
concepto de intereses, comisiones y regalías, arrendamiento de maquinaria, ex¬ 
plotación de películas cinematográficas, explotación de programas de compu¬ 
tador y contratos llave en mano ejecutados en Colombia. Como un mecanismo 
para promover la reinversión de utilidades, la Ley 49 de 1990 (art. 21) determinó 
que cuando esas utilidades se reinvirtieran, el pago del impuesto se diferiría 
mientras la reinversión se mantuviera. Con la Ley 223 de 1995 (art. 14), este pe¬ 
riodo se redujo a 5 años. La Ley 6 de 1992 estableció una disminución gradual 
de la tarifa a partir de 1993, hasta llegar al 7 % en 1996. El impuesto fue final¬ 
mente abolido en el año 2006, mediante la Ley 1111 (art. 78). A partir de allí se 
ha consolidado un régimen de neutralidad tributaria completa entre el inver¬ 
sionista extranjero y el nacional. 

Otro instrumento tributario de estímulo (o más precisamente de no castigo) 
a la inversión extranjera consiste en los convenios de eliminación de la doble 
tributación a las compañías multinacionales. De no existir este convenio, la 
empresa pagaría impuesto tanto en el país fuente como en el destinatario so¬ 
bre los mismos ingresos. Los convenios permiten que el país fuente descuente 
los impuestos pagados en el país destinatario. En la actualidad, Colombia tiene 
firmados diecinueve convenios bilaterales de doble tributación (Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales 2014). 

Otro importante avance se dio con la reglamentación de los fondos de ca¬ 
pital privado, reconocidos inicialmente mediante el Decreto 2555 del 2010, que 
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recogió y expidió normas para los sectores financiero, asegurador y del mercado 
de valores. Estos, según el artículo 3.3.1.1.2, son “fondos de inversión colectiva 
cerrados que deben destinar al menos las dos terceras partes de sus aportes a la 
adquisición de activos o derechos de contenido económico diferentes a valores 
inscritos en el Registro Nacional de Valores y Emisores”. Se trató de impulsar 
la participación de capital privado, nacional y extranjero, en la financiación y 
en la gestión de empresas colombianas. Mediante el Decreto 2080 del 2010, di¬ 
chos fondos se consideraron inversión extranjera directa para efectos legales 13 . 


Comportamiento de la inversión extranjera 



Gráfico 6. Entradas de inversión extranjera directa por sectores económicos 
Fuente: elaboración propia a partir de las cifras del Banco de la República 


El gráfico 6 muestra la estructura sectorial de la ied por periodos. Entre 
1994 y 1999, se orientó hacia la industria manufacturera, la electricidad, el gas 
y el agua y a los servicios financieros y empresariales. En este periodo, Cemex 
adquirió cementos Diamante y Samper, se privatizaron varias empresas de 
servicios públicos y entraron los bancos españoles bbva y Santander. Entre el 
2000 y el 2004, el sector minero fue el protagonista, al canalizar un 28 % de 


13. Desde el punto de vista de la clasificación estadística de la balanza de pagos, que es el cri¬ 
terio utilizado en este capítulo, la inversión minoritaria en empresas que cotizan en bolsa o en 
títulos de deuda se registran como inversión de cartera. 
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las entradas de ied. En estos años, se vendió la participación del Estado colom¬ 
biano en Cerrejón Zona Norte al consorcio integrado por bhp Billiton, Anglo 
American y Glencore. A partir del 2005, la inversión asociada a la exploración 
y explotación de petróleo tomó el lugar más relevante, por los altos precios del 
combustible, hasta el punto de que en el periodo 2010-2014 representó el 34 % 
de las entradas de ied. La inversión en minas y canteras, especialmente en ex¬ 
plotación de oro, ha sido también protagonista, pues fue en promedio un 20 % 
de las entradas de la ied. Vale la pena mencionar la casi nula participación de 
la ied en actividades agrícolas y la disminución notable de la inversión en la 
industria manufacturera. 

En el año 2015, por la caída internacional en los precios del petróleo, se pro¬ 
dujo una disminución en la ied en este sector del 35 % en relación con el año 
anterior. El total de la inversión extranjera disminuyó en un 25 %. Esta situa¬ 
ción contribuyó a aumentar las presiones cambiarías, que se tradujeron en una 
devaluación nominal del 31 % para el todo el año o del 68 % si se toma como 
punto de partida julio del 2014. 

Al analizar la ied por países de origen (gráfico 7), es posible apreciar que 
en todos los periodos los principales aportantes han sido Estados Unidos, Eu¬ 
ropa, Panamá y los países clasificados como paraísos fiscales. Tanto Europa 
como Estados Unidos aumentaron su participación hasta el 2009, pero en el 
quinquenio siguiente la disminuyeron, mientras que Panamá y otros países de 
Latinoamérica la aumentaron. En el primer periodo analizado los inversionis¬ 
tas de Panamá registraron el 17 % de las entradas de ied, proporción a la que 
volvieron a llegar en 2010-2014, pese al incremento significativo en inversión 
petrolera proveniente de Estados Unidos, Canadá y Europa. Los países cono¬ 
cidos como paraísos fiscales 14 han tenido una participación superior al 20 %, 
que ha disminuido si se tiene en cuenta que a principios de los noventa era cer¬ 
cana al 30 %. Según Echavarría y Zodrow (2005, 20), el régimen tributario de 
los países de origen (Panamá y los paraísos fiscales) así como la existencia o 
no de convenios de doble tributación han incidido en la composición de la ied. 


14. Se clasificaron como tales los siguientes países en este trabajo: Anguilla, Antillas Holande¬ 
sas, Aruba, Bahamas, Barbados, Bermudas, Curazao, Islas Caimán, Islas Vírgenes y Luxem 
burgo. 
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Gráfico y. Entradas de inversión extranjera directa por países de origen en porcentajes 
Fuente: elaboración propia a partir de cifras del Banco de la República 


En el gráfico 8 se presenta la participación de la ied tanto en el pib como en 
la formación bruta de capital por quinquenios a partir de 1995 15 . En el periodo 
2010-2014, el porcentaje en el pib fue el mismo del periodo 1994-1999. En el caso 
de la participación en la formación bruta de capital, el porcentaje disminuyó 
del 20,2 % al 16,4 % del periodo 1994-1999 al 2010-2014 16 . 

En principio, no toda ied es formación bruta de capital en el sentido de 
que contribuye a financiar la adquisición o la construcción de infraestructura 


15. La información del Banco de la República solo registra las entradas de ied a partir de 1994. 
Antes, solo se publican los saldos netos (entradas-salidas). 

16. Es posible que el fenómeno de la revaluación del peso haya valorizado en dólares la forma¬ 
ción bruta de capital de las empresas residentes en Colombia. Eso pudo influir en la disminu¬ 
ción de la participación de la ied en ella. El peso colombiano tuvo una revaluación del 13 % entre 
el 2005 y el 2009 y entre el 2010 y el 2014. 
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física adicional. En sentido estricto, la ied que reúne este requisito es la que se 
clasifica como proyectos greenfield, que, según la definición de la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (unctad, por sus siglas 
en inglés) son inversiones que se traducen en nuevas entidades y en la cons¬ 
trucción de oficinas, edificios, plantas y fábricas nuevas (unctad 2009,97). En 
contraste, las fusiones y adquisiciones (M&A) conllevan la toma o la fusión del 
capital y de los activos y los pasivos de empresas existentes (unctad 2009, 98); 
por lo tanto, no podrían considerarse formación de capital. La unctad, única 
fuente de información que hace estas dos clasificaciones, solo los publica desde 
el 2003. En dicho año, la ied tipo greenfield tuvo una participación atípica en 
la formación bruta de capital del 57,7 % reportada por el dañe. A partir de allí, 
el porcentaje ha tenido altibajos considerables (gráfico 8). El total de la ied en 
proyectos greenfield en el periodo 2003-2014 representó el 10,7 % de la forma¬ 
ción bruta de capital registrada por el dañe. 


20 , 2 % 

20 , 2 % 




15 , 7 % 




16 , 4 % 















4 , 5 % 







2 , 4 % 


■ 






1995-1999 2000-2004 2005-2009 

■ En el pib 3 En la formación bruta de capital 


2010-2014 


Gráfico 8. Participación de la inversión extranjera directa en el pib 
y en la formación bruta de capital 

Fuente: elaboración propia a partir de cifras del Banco de la República y del dañe 
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Gráfico 9 . Inversión greenfield en formación bruta de capital 
Fuente: elaboración propia a partir de cifras de la unctad y del dañe 


Como se ve en el gráfico 10, Colombia ha aumentado ligeramente su parti¬ 
cipación como receptora mundial de ied, al pasar del 0,24 % en 1990 al 1,31 % 
en el 2014, especialmente después del 2011, con el auge de inversiones en mi¬ 
nería y petróleo. Esta fue incluso superior al incremento en la participación en 
el pib mundial en el mismo periodo (0,18 % al 0,5 %). 

Al comparar las utilidades de la ied tal como está registrada en la balanza 
de pagos con los stocks de ied, se logra un estimativo de la rentabilidad de esta 
(gráfico 11). En 1996 era del 6 %. La crisis de finales de los años noventa, que fue 
acompañada de la devaluación del peso colombiano, significó una caída sus¬ 
tancial de la rentabilidad, que llegó a ser negativa en 1999. De allí en adelante, 
aumentó de manera permanente hasta el 2011, cuando comenzó otra fase de¬ 
creciente. El porcentaje de utilidades reinvertidas en el país también ha cre¬ 
cido desde el 2002 (cuando fue del 11 %) hasta llegar al 37 % en el 2014 (gráfico 
12, eje derecho). 

Es conveniente hacer una referencia al protagonismo que han adquirido los 
fondos de capital privado reglamentados en el Decreto 2555 del 2010. Según la 
definición legal 17 , son fondos de inversión colectiva cerrados que deben des¬ 
tinar al menos las dos terceras partes de los aportes de los inversionistas a la 
adquisición de activos o derechos de contenido económico diferentes a valo¬ 
res inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios. Estos fondos 


17 . Decreto 1242 de 2013 
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tenían compromisos de aporte de capital por valor de 4347 millones de dóla¬ 
res en julio del 2014. En esta fecha, se encontraban en proceso de recolección 
de recursos veintiún fondos (bid, Fomin, Bancoldex, 2014). 
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Gráfico 10. Participación de Colombia en pib y en flujos de inversión 
extranjera directa mundiales 

Fuente: elaboración propia a partir de cifras de la unctad y del Banco Mundial 
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Gráfico 11. Rentabilidad y porcentaje de reinversión de la inversión extranjera directa 
Fuente: elaboración propia a partir de cifras del Banco de la República. 


Inversión de cartera 

Aspectos conceptuales de la inversión de cartera 

La inversión de cartera, también llamada de portafolio, es, como se señalaba, 
aquella que se hace en títulos negociables representativos de participaciones 
de capital o de deuda. Su negociabilidad implica que pueden ser transferidos 
de una económica a otra mediante simple entrega o endoso. Según el Fondo 
Monetario Internacional (2009,117), su singularidad radica en la naturaleza de 
los fondos utilizados, la relación en gran medida anónima entre los emisores 
y los tenedores y el grado de liquidez de las operaciones. Estas características 
permiten a los inversionistas mayor diversificación de su portafolio y la opción 
de retirarse mediante la venta en el momento en que lo consideren adecuado. 
Los emisores pueden ser empresas privadas (bonos o acciones) o los gobiernos 
(en Colombia, los títulos de tesorería o los bonos que el Gobierno emite en los 
mercados internacionales) tanto nacionales como territoriales 18 . 


18. Los derivados financieros —instrumentos mediante los cuales los agentes económicos bus¬ 
can cubrir su exposición a cambios de precios, tasas de interés o tasas de cambio— se clasifi¬ 
can en una categoría diferente de la inversión de cartera a partir del año 2000. En este capítulo 
los consideramos inversión de cartera, en primer lugar, porque son títulos negociables, y, en se¬ 
gundo lugar, porque no existe información para estos instrumentos antes del año 2000. Se lo¬ 
gra con esta agrupación la comparación en las estadísticas de balanza de pagos antes y después 
de dicho año. 
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Estos instrumentos de financiación internacional tienen como elemento 
positivo que aumentan la liquidez de los títulos emitidos por los agentes loca¬ 
les, de manera que se otorga profundidad por esa vía a los mercados locales 
de valores. No obstante, la liquidez puede también ser un problema, especial¬ 
mente en momentos de crisis de la balanza de pagos, como lo demostró la si¬ 
tuación del sudeste asiático en los años 1997-1998, si los títulos negociables a 
corto plazo representan una proporción importante de la inversión de cartera. 
Después de financiar los déficits en cuenta corriente con títulos de corto plazo, 
que se habían traducido en un gran stock de deuda (privada o pública), mu¬ 
chos países del sudeste asiático y de otros continentes (México, Rusia, Brasil, 
Turquía y, en alguna medida, Argentina y Colombia) encontraron que su salud 
financiera dependía de la voluntad de los acreedores de renovar grandes canti¬ 
dades de deuda de corto plazo a tasas de interés razonables. Lo anterior llevó a 
devaluaciones masivas de sus monedas nacionales (Roubini y Setser 2004, 33). 
Para protegerse de estas devaluaciones, los residentes locales hicieron un es¬ 
fuerzo desesperado por sacar sus depósitos de los bancos y convertir sus títu¬ 
los en moneda extranjera. Esto provocó una crisis financiera que profundizó 
la recesión debido a la contracción crediticia. 

Por lo anterior, se ha generado una amplia polémica sobre la conveniencia 
de la inversión de cartera, especialmente la de corto plazo, y la posibilidad y 
efectividad de controlar esos movimientos de capital 19 . En ocasiones, como se 
verá, las autoridades económicas han optado por controlar la inversión de car¬ 
tera de corto plazo, con el propósito de evitar la apreciación del peso y la for¬ 
mación de una burbuja de activos financieros y de propiedad raíz. 


Normatividad sobre inversión de cartera 

Como producto de las reformas de principios de la década de los noventa, se 
flexibilizaron las normas relacionadas con la inversión de cartera. En el marco 
general de la Ley 9 de 1991 y de la Resolución 220 del Acuerdo de Cartagena, la 
Resolución 51 del Consejo Nacional de Política Económica y Social se ocupó de 
la inversión extranjera de portafolio. La definió como “la inversión en acciones 
y bonos obligatoriamente convertibles en acciones y otros valores negociables 
en bolsas de valores” (art. 4). Estableció que toda inversión de portafolio del 
exterior debería hacerse por medio de un fondo de inversión de capital extran¬ 
jero que tendría por único objeto realizar transacciones en el mercado público 
de valores. Esos fondos podían ser individuales o institucionales, conformados, 


19 . Véase al respecto Rodrik D y Subramanian ( 2008 ); para el caso de Colombia, Clemens y 
Kamil (2009 ) y Rincón y Toro ( 2010 ). 
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bien en Colombia o en el exterior, por una pluralidad de personas o entidades 
extranjeras. Además, se determinó que toda inversión de portafolio debería 
permanecer por un periodo mínimo de un año (art. 41). Ningún fondo de in¬ 
versión de capital extranjero podía tener el 10 % o más del número de acciones 
en circulación con derecho a voto de una sociedad (art. 43). Su administrador 
sería una sociedad fiduciaria o una comisionista de bolsa. Antes del ingreso 
al país de los recursos del fondo, su representante legal debería presentar una 
amplia documentación que incluiría el reglamento interno de operación en el 
país, para ser aprobado por la Comisión Nacional de Valores (art. 51). 

Así como durante los años noventa se presentaron varias reformas al régi¬ 
men de ied, también se flexibilizaron las disposiciones relacionadas con la in¬ 
versión de cartera contempladas en la Resolución 51. La Resolución 52 de 1991 
suprimió el plazo mínimo de un año durante el cual los fondos debían mante¬ 
ner sus inversiones. La Resolución 53 de 1992 estableció el concepto de fondos 
omnibús 20 y la autorización automática para los fondos institucionales, al de¬ 
finir el procedimiento del “silencio administrativo positivo”. La Resolución 56 
de 1992 permitió la creación de programas de American Depository Receips y 
Global Depository Receips (adr y gdr, por sus siglas en inglés), mecanismos 
destinados a que los inversionistas extranjeros, cualquiera que sea su natura¬ 
leza, puedan adquirir títulos en el exterior representativos de acciones o de 
bonos convertibles en acciones de empresas colombianas. En 1999, el artículo 
3° del Decreto 214 permitió la adquisición de papeles resultantes de titulari- 
zación inmobiliaria a las personas naturales extranjeras. En 1996, mediante el 
artículo 11 del Decreto 1295, se amplió la definición de fondos institucionales 
para incluir los fondos omnibús. 

El Decreto 2080 —que, como se mencionó, compendió todas las normas vi¬ 
gentes hasta entonces sobre cambios internacionales e inversión extranjera— 
flexibilizó aún más el régimen de inversiones de portafolio. Simplificó los 
requerimientos para la operación de los fondos de inversión de capital extran¬ 
jero, al establecer un proceso de autorización automática. Esta sería válida a 
partir del momento en que el representante legal certificara que cumplía los re¬ 
quisitos exigidos y mostrara con documentos, incluso mediante formato elec¬ 
trónico, diversas alternativas de acreditación de experiencia o de solidez ante 
la Superintendencia de Valores. 

El mismo decreto eliminó los límites de participación de los fondos en so¬ 
ciedades inscritas en los mercados de valores del país y los sometió al régimen 


20. Se denominan así las cuentas de valores en que se registran las operaciones de uno o varios 
clientes de manera anónima, según las instrucciones de cada uno. Permiten una utilización 
más eficaz de la cartera de los clientes por parte de los administradores, pues con este instru¬ 
mento se accede a diferentes mercados desde una misma cuenta. No es necesario abrir una a 
nombre del cliente en cada país. 
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general de ofertas públicas de adquisición; de esta manera, avanzó en el trata¬ 
miento igualitario de los inversionistas extranjeros con respecto a los naciona¬ 
les. Eliminó además algunas prohibiciones a la acción de los administradores 
contempladas originalmente en la Resolución 51, entre ellas las que les impedían 
cumplir sus funciones en varios fondos sin previo consentimiento del admi¬ 
nistrador internacional y sin la autorización de la Superintendencia de Valores. 
Prescindió también de la responsabilidad solidaria del administrador estable¬ 
cida en la Resolución 51, situación que generaba un riesgo jurídico enorme y 
contrariaba los principios generales sobre solidaridad definidos en el Código 
de Comercio (Rojas 2001, 74). Una posterior reforma del régimen de inversio¬ 
nes de portafolio se dio con la expedición del Decreto 4800 del 2010. Este de¬ 
creto incluyó en la inversión de portafolio la participación en carteras colectivas. 
Desapareció la denominación legal de fondo de inversión capital extranjero y 
su régimen se asimiló plenamente al de las carteras colectivas existentes en el 
país, establecido con el Decreto 2175 del 2007. Después, con el Decreto 1242 del 
2013, estas últimas se denominaron fondos de inversión colectiva. 


Controles a los movimientos de corto plazo 

Un aspecto importante de la normatividad de la inversión de cartera en Colom¬ 
bia y en otros países emergentes ha sido, como se mencionó, la imposición de 
controles a los movimientos de corto plazo. Como lo analizaron algunos au¬ 
tores después de la crisis asiática (Calvo 1998; Calvo y Reinhart 2000; Rodrik 
y Subramanian 2008; Corsetti, Pesenti y Roubini 1999) 21 , los flujos de capital 
de corto plazo exponen a la economía, en las épocas de auge, a la revaluación 
de sus monedas nacionales, a la formación de burbujas en activos financieros 
y de propiedad raíz y al excesivo endeudamiento en moneda extranjera de los 
agentes económicos internos. En épocas de crisis cambiaría, el retiro de estos 
capitales produce una sobrerreacción devaluacionista de la tasa de cambio, la 
caída estrepitosa en los precios de los activos y el incremento en los saldos de 
las deudas en moneda nacional de los agentes endeudados en moneda extran¬ 
jera. El deterioro en la cartera de los bancos (que en muchos casos han sido los 
intermediarios para que los agentes privados obtengan el crédito extranjero) 
y el retiro de depósitos por parte de quienes quieren protegerse de la devalua¬ 
ción a través de la adquisición de activos en moneda extranjera, pueden preci¬ 
pitar una crisis financiera. 


21 . Para un ejemplo de los esquemas de transmisión de crisis a través de los balances de los 
agentes económicos, véase Azuero ( 2005 ). 
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Las anteriores consideraciones han motivado la puesta en marcha de con¬ 
troles a los capitales externos de corto plazo. Estos controles se implantaron 
en Colombia y en otros países latinoamericanos desde principios de los años 
noventa, como un mecanismo para evitar una revaluación excesiva de las mo¬ 
nedas nacionales. Como se mencionó, la Resolución 51 de 1990 determinó que 
el plazo mínimo para la inversión de portafolio que llegara al país sería de un 
año, pero esta restricción fue levantada en 1991 (Resolución 52). En septiembre 
de 1993, se determinó un encaje obligatorio no remunerado para todo endeuda¬ 
miento en moneda extranjera distinto del crédito comercial. Este duró hasta el 
año 2000. En mayo del 2007, volvió a establecerse el depósito obligatorio, que 
duraría hasta octubre del mismo año, cuando la crisis financiera mundial y 
sus consecuencias en los flujos de capitales de países emergentes aconsejaron 
estimular nuevamente la entrada de capitales 22 . 
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Gráfico 12. Flujos netos de inversión de cartera por plazo 
Fuente: elaboración propia a partir de las estadísticas de balanza de pagos 
del Banco de la República 


22. La perspectiva de la privatización parcial del 10 % de Ecopetrol, para la cual se considera¬ 
ban necesarios inversionistas del extranjero, incidió también en esta decisión. 
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El gráfico 12 muestra la composición de la inversión extranjera por plazos. 
El 13 los clasifica dependiendo de si el agente económico receptor es el sector 
privado o el público. Como es de esperarse, son los flujos privados los más vo¬ 
látiles, pues responden a la tasa de interés relativa existente entre el país y el 
extranjero y a la percepción del riesgo de devaluación. Entre 1994 y 1997, en¬ 
traron al país por este concepto 1161 millones de dólares, pero de ellos solo 194 
millones de dólares eran de corto plazo. Es posible que el encaje no remune¬ 
rado vigente en ese periodo haya desalentado una mayor entrada de capitales. 
Cuando se presentó la crisis cambiaría y financiera, entre 1998 y el 2001, salie¬ 
ron del país 4975 millones de dólares de inversión de cartera del sector privado. 
Un nuevo retiro ocurrió entre el 2003 y el 2007 por 7907 millones de dólares, 
de los cuales 5550 millones de dólares eran de corto plazo. En fin, entre el 2011 
y el 2014, el sector privado registró entradas por 11453 millones de dólares, pero 
esta vez el 66 % era de corto plazo. 

El comportamiento de la inversión de cartera dirigida al sector público es¬ 
tuvo motivado fundamentalmente por el cambio en los mecanismos de en¬ 
deudamiento del Gobierno nacional. Mientras que en la década de 1980 lo 
normal eran las operaciones de crédito con bancos comerciales y multilate¬ 
rales (clasificados aquí como otras inversiones), desde 1990 Colombia parti¬ 
cipó ampliamente en los mercados internacionales de capitales mediante la 
emisión de bonos, para asumir algunas de sus necesidades de financiamiento. 
Por otra parte, a partir de 1995, se consolidó el mercado nacional de títulos de 
deuda emitidos por el Gobierno nacional, en el cual podían participar fon¬ 
dos de inversión de capital extranjero. Entre 1998 y el 2000, cuando los fondos 
privados se estaban retirando, el Gobierno contrarrestó en parte esa tenden¬ 
cia vinculando capital de portafolio externo mediante sus emisiones de bonos. 
Gracias a ello, la caída de la inversión de cartera total no es tan abrupta. Entre 
el 2003 y el 2007, se retiró capital privado de corto plazo por 7907 millones de 
dólares, de los cuales el 70 % era de corto plazo. En fin, entre el 2011 y el 2014, 
por el diferencial de tasas de interés y por las perspectivas de revaluación de 
la moneda, al menos hasta mediados de este último año, entraron 11 453 mi¬ 
llones de dólares, de los cuales el 66 % era de corto plazo. En el año 2014, el 
protagonismo del sector público fue más evidente, puesto que participó en un 
94 % de las entradas de inversión de cartera de un total de 11 654 millones de 
dólares. Nuevamente, el sector público actuó para contrarrestar las salidas de 
la inversión privada de cartera. 
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Otras inversiones 
Aspectos conceptuales 

En la metodología del Fondo Monetario Internacional (2009,118), que el Banco 
de la República adoptó a partir del 2014, esta categoría es residual. Incluye las 
posiciones y transacciones que no forman parte de la inversión directa, de los 
derivados financieros y de los activos de reserva. Aquí se clasifican, por lo tanto, 
la posesión de dinero en efectivo, los préstamos bancarios tanto de entidades 
multilaterales como de la banca privada, el crédito comercial y otras cuentas 
por cobrar o por pagar así como los créditos directos de proveedores. 

Hasta finales de los años ochenta, los créditos tanto de la banca privada como 
multilateral eran los instrumentos privilegiados del Gobierno colombiano y de 
otras entidades oficiales para endeudarse en el exterior. Ocasionalmente tam¬ 
bién se utilizaron recursos del Fondo Monetario Internacional como apoyo a la 
balanza de pagos. En la medida en que se consolidaron los mercados nacional 
e internacional de la deuda pública colombiana, esta fuente de financiamiento 
perdió importancia relativa. Continuaron de todas maneras utilizándose los 
bancos multilaterales (Banco Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo y 
Corporación Andina de Fomento) para la financiación de proyectos específi¬ 
cos o como aporte presupuestal con la modalidad de programas de ajuste, in¬ 
troducidos a finales de los años ochenta. 

Comportamiento de las otras inversiones 

El gráfico 13 presenta el comportamiento de las llamadas otras inversiones 
del sector público y del privado. Es posible apreciar la alta volatilidad de los 
flujos privados en esta categoría contable de la balanza de pagos, comparada 
con el comportamiento relativamente más estable del endeudamiento público, 
que desempeña un papel anticíclico. Es claro que la estrategia gubernamental 
en esos momentos es aumentar los desembolsos de banca multilateral para fi¬ 
nanciar tanto al sector público como para enfrentar las tendencias de depre¬ 
ciación de la tasa de cambio. En los años de auge económico (primera mitad 
de los años noventa así como el 2010 y el 2012), se presentaron importantes flu¬ 
jos privados positivos. En los periodos críticos, 1998 al 2003, en el 2009 y en 
el 2014 (especialmente en los dos últimos semestres), hubo una tendencia de 
desendeudamiento externo del sector privado. 
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Gráfico 13 . Otras inversiones por sector institucional 
Fuente: elaboración propia a partir de las estadísticas de balanza de pagos 
del Banco de la República 


Los diferenciales de tasas de interés entre en el endeudamiento interno y 
el externo hacen llamativo utilizar los fondos externos en las épocas de creci¬ 
miento de la demanda de crédito. Pero el peligro de esta estrategia es que ex¬ 
pone a los agentes económicos al riesgo cambiario, que se concretiza cuando 
se produce la devaluación en la tasa de cambio. Si bien la existencia de deriva¬ 
dos de tasa de cambio pudo haber mitigado parcialmente este riesgo, no siem¬ 
pre es posible hacerlo, especialmente con operaciones de más largo plazo. 

Pero las operaciones de corto plazo tienen a su vez el riesgo de la renovación 
de los créditos. El gráfico 14 ilustra la composición de los flujos de préstamos 
externos del sector privado dependiendo de si se trata de operaciones de corto o 
de largo plazo. El principal componente de este endeudamiento ha sido el crédito 
de largo plazo en todo el periodo analizado. Quiere ello decir que las empresas que 
optan por este tipo de endeudamiento externo han asumido el riesgo cambiario. 
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Gráfico 14. Endeudamiento bancario externo del sector privado por plazos 
Fuente: elaboración propia partir de las estadísticas de balanza de pagos 
del Banco de la República 


La financiación externa y el Gobierno nacional 

Esta sección se propone señalar las tendencias de la financiación del Gobierno 
nacional con endeudamiento externo. Como se señalaba, el desarrollo de un 
mercado interno de deuda pública desde mediados de los años noventa permi¬ 
tió al Gobierno utilizar de una manera más eficiente el perfil de endeudamiento 
entre las fuentes internas y externas de financiación. El gráfico 15 muestra el 
porcentaje de financiación del Gobierno nacional con endeudamiento externo 
(fundamentalmente, emisión de bonos en mercados internacionales y créditos 
de banca multilateral) en el déficit fiscal. Para mirar estas cifras en perspectiva, 
téngase en cuenta que esta proporción era a principios de los años ochenta su¬ 
perior al 50 %. En 1991, el endeudamiento externo financió un 60 % del déficit. 
En 1992 y 1993, se produjeron prepagos de deuda externa. Estos porcentajes 
fueron en promedio del 23 % entre 1994 y 1998 y del 38 % entre 1998 y el 2002. 
De allí en adelante ha estado en niveles del 22 %. 
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Gráfico 15. Porcentaje de financiación del déficit del Gobierno central 
con endeudamiento externo 

Fuente: elaboración propia a partir de las cifras sobre finanzas públicas 
del Banco de la República 


Lo anterior se ha reflejado en el peso de la deuda externa del Gobierno na¬ 
cional en el pib, como lo ilustra el gráfico 16. Esta proporción bajó en la primera 
mitad de los años noventa y subió de allí en adelante hasta su máximo histó¬ 
rico del 22 % en el 2002. De allí en adelante, la estrategia de endeudamiento 
del Gobierno (para evitar el riesgo cambiario) y la revaluación del peso permi¬ 
tieron una disminución hasta un nivel del 9 % en el 2012. La devaluación que 
empezó en el 2014 condujo a que este indicador subiera nuevamente al 14,1 % 
a finales del 2015. 
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Gráfico 16. Deuda externa del Gobierno central en relación con el pib 
Fuente: elaboración propia a partir de las cifras de finanzas públicas del Banco 
de la República y de datos del dañe sobre pib a precios corrientes 


Consideraciones finales 

Es claro que desde finales de los años ochenta la inserción financiera del país en 
la economía mundial es cada vez mayor. La mayor integración comercial se re¬ 
flejó en los movimientos de capital extranjero en la economía nacional. La ied, 
que había estado fuertemente restringida por el régimen común aprobado por 
la Decisión 24 del Acuerdo de Cartagena, fue poco a poco liberada desde fina¬ 
les de los ochenta, especialmente con la adopción del nuevo estatuto de 1991. 
Siguió un proceso gradual de liberación adicional, hasta el punto de que, con 
la eliminación del impuesto de remesas en el 2005, hoy puede afirmarse que 
existe un tratamiento igual para el inversionista nacional y para el extranjero. 

En cuanto a la inversión de cartera, el Gobierno así como otras entidades 
públicas fueron protagonistas importantes al cambiar sus esquemas de finan¬ 
ciación desde los años noventa. Como en el resto de América Latina y en el 
mundo en desarrollo, el crédito de los bancos privados extranjeros fue susti¬ 
tuido por la emisión de bonos en los mercados internacionales. En el sector pri¬ 
vado, la liberación de las inversiones de portafolio abrió las puertas a los fondos 
de inversión de capital extranjero, que han desempeñado un papel central en el 
mercado de valores colombiano. Este tipo de vinculación puede mejorar sen¬ 
siblemente la liquidez, la transparencia y el profesionalismo de los operadores. 
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De todas maneras, la experiencia reciente del caso Interbolsa —en el cual los 
protagonistas de este escándalo aprovecharon las disposiciones sobre inver¬ 
sión extranjera de portafolio para eludir las normas internas financieras sobre 
captación masiva de depósitos (Valencia 2014)— exige que el Estado debe es¬ 
tar con los ojos abiertos para adecuar de manera permanente la regulación y 
mejorar los instrumentos de vigilancia. 

El endeudamiento bajo la forma de préstamos para el sector público y el pri¬ 
vado continuó desempeñando, como en el pasado, un papel importante. En el 
caso del sector público, los créditos de la banca multilateral han seguido siendo 
la fuente predilecta para la financiación de proyectos de envergadura. El sec¬ 
tor privado ha continuado la tendencia a utilizarlo, incluso de manera exce¬ 
siva, en épocas de auge crediticio y de crecimiento en los precios de los activos 
financieros y de propiedad raíz. Pero estos agentes quedan expuestos a ver el 
monto de sus deudas en moneda nacional aumentar considerablemente en pe¬ 
riodos de devaluación. 

Como se aprecia, el balance de la mayor integración financiera a los merca¬ 
dos mundiales puede considerarse positivo. Sin embargo, la consecuencia de 
esta situación es que el país, como lo está demostrando la actual coyuntura, es 
más sensible a los acontecimientos mundiales. La caída en los precios del petró¬ 
leo y del carbón ha generado un incremento en el déficit de la cuenta corriente, 
una disminución en la ied (dado el gran peso que el sector minero-energético 
tuvo en ella en los últimos años), una caída considerable en los ingresos fisca¬ 
les y una devaluación nominal del 68 % entre julio del 2014 y diciembre del 2015. 

Estos riesgos no pueden ser motivo para abandonar el proceso de inserción 
en los mercados internacionales de capital. Simplemente, tanto los agentes pri¬ 
vados como el Gobierno deben sofisticar sus instrumentos de administración 
financiera para hacerles frente. Ello exige, en primer lugar, un análisis perma¬ 
nente del entorno financiero internacional y, en segundo lugar, la introducción 
y utilización de instrumentos de valoración de los riesgos, de determinación 
de los montos máximos de exposición y la utilización de instrumentos de co¬ 
bertura como los derivados financieros. 

La adopción de la regla fiscal, aprobada mediante la Ley 1473 del 2011, puede 
considerarse un instrumento importante en dicha política de riesgos. Obliga 
esta disposición a que el Gobierno central ahorre en épocas de auge económico 
y de precios en los productos básicos exportados por el país, para que disponga 
de capacidad de endeudamiento en épocas de menor crecimiento y de precios 
bajos de dichos productos. La caída importante en los precios del petróleo que 
empezó en el 2014 ha puesto a prueba esta institucionalidad. Por otra parte, 
debe quedar claro que la mayor libertad de operación para los agentes priva¬ 
dos debe ir acompañada de una mejor regulación y supervisión estatal y de una 
gestión privada que cada vez sea más profesional y competente. 
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Colombia como oferente y receptor 
de cooperación internacional: 
apropiación, liderazgo y dualidad" 

Isaline Bergamaschi, Juana García y Carolina Santacruz 


Introducción 

Este capítulo estudia la internacionalización de Colombia a través de 
la cooperación internacional y de su inserción en el escenario global. A pesar 
de no ser tan visible, conocida y debatida en el espacio público, la primera es 
una modalidad diferente de la intervención extranjera en el país. En los dife¬ 
rentes apartados, se explora su rol en Colombia en los últimos diez años y se 
da cuenta de su evolución, ya que el país, por un lado, es receptor de ayuda y, 
por otro, es oferente a otros países del sur. En el 2013, Colombia fue el país nú¬ 
mero siete en América Latina y el Caribe en ejercer de oferente de coopera¬ 
ción y el número siete en la función de receptor de ayuda (Secretaría General 
Iberoaméricana 2015,18). 

El capítulo estudia cómo los gobiernos han gestionado los recursos de ayuda 
para el desarrollo y han dialogado con los principales cooperantes en Colom¬ 
bia, particularmente durante la política de Seguridad Democrática del pre¬ 
sidente Alvaro Uribe Vélez (2002-2010) y ahora en el marco de la firma del 
acuerdo de paz y frente a un escenario de posconflicto con el presidente Juan 
Manuel Santos (2010-2018). Cabe resaltar que los gobiernos han tratado de des¬ 
empeñar un papel más activo, buscando ampliar y establecer su liderazgo en la 
apropiación de la cooperación que recibe el país. Además, de conformidad con 
la profunda transformación de su estatus e imagen internacional, Colombia 


* Para citar este artículo: http://dx.doi.0rg/10.7440/2017.55. 

Las autoras agradecen a Arlene B. Tickner, Jimena Durán y Sebastián Bitar por sus comen¬ 
tarios y sugerencias sobre versiones anteriores del texto. 
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tiene un papel cada vez más activo en la arena internacional como oferente de 
cooperación Sur-Sur (css) y oferente bilateral no solo en la región sino mun¬ 
dial. El capítulo ofrece una descripción de las distintas estrategias que buscan 
ubicar al país como referente en varios temas de cooperación, socio confiable 
para los países del Norte y productor de “buenas prácticas” para otros países 
del Sur Global que enfrentan desafíos similares a los que históricamente ha 
tenido Colombia. En consecuencia, el capítulo explica la dualidad de la coo¬ 
peración internacional en el país y cómo se está manejando. Argumenta que 
las autoridades han mostrado cierta habilidad para combinar dos importan¬ 
tes objetivos: por un lado, alinear la cooperación recibida con sus prioridades 
y, por otro, proyectar una imagen positiva del país a través de la css y las capa¬ 
cidades que ha desarrollado. Los temas que se van a tratar se dividieron en la 
discusión de Colombia como receptor de ayuda internacional en los periodos 
de gobierno más recientes y como oferente de cooperación internacional (Sur- 
Sur y triangular). Para concluir, se analiza cómo el país maneja esa dualidad y 
cuáles son las consecuencias de esta. 


Colombia como receptor de cooperación internacional 

Colombia no es un país que dependa de la ayuda internacional —esta repre¬ 
senta solo el 0,01 % del producto interno bruto (pib) (Cepei n. d.)—. La ayuda 
que recibe ha estado vinculada al conflicto armado interno y al problema del 
tráfico de estupefacientes. Al contrario de lo que señalan las declaraciones in¬ 
ternacionales, en las cuales “se ha planteado la necesidad de focalizar los flujos 
de ayuda hacia los países más pobres”, se ha observado que dichos flujos han 
crecido durante todo el periodo 2000-2010 en Colombia, incluso se han man¬ 
tenido en los mismos niveles hasta la actualidad. Según el informe de evalua¬ 
ción de la Declaración de París del 2010, 

la cooperación recibida por el país no obedece plenamente a los crite¬ 
rios de elegibilidad que se imponen o establecen en los compromisos 
internacionales de cooperación, sino que más bien, corresponde a la 
expresión de intereses particulares de política que motivan la presencia 
de donantes, agencias multilaterales, bancos de desarrollo, fundacio¬ 
nes privadas y las organizaciones no gubernamentales internaciona¬ 
les en Colombia. Entre los principales intereses de política que atraen 
la ayuda, se encuentra la situación de conflicto armado que enfrenta 
el país, la cual explica fenómenos como el desplazamiento interno y 
la violación de derechos humanos, y los altos índices de inequidad y 
desigualdad. (Cepei 2010) 
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Es importante tener presente que la recepción de cooperación internacio¬ 
nal en Colombia ha estado ligada históricamente a tres factores: (r) a la orien¬ 
tación ideológica de sus dirigentes; (2) a su postura diplomática, por ejemplo, 
el alineamiento con los EE. UU. durante la Guerra Fría (Easterly 2013); y (3) a 
la persistencia de un conflicto armado interno en el país, que ha atraído la in¬ 
tervención y apoyo continuos de EE. UU., incluso después del enfrentamiento 
bipolar. La cooperación internacional no se entiende solo como una fuente de 
fondos, si no como un apoyo político —en particular de EE. UU.— a los dis¬ 
tintos gobiernos y a su legitimación en contextos de guerra e inestabilidad. En 
resumen, 

desde una perspectiva económica, la cooperación internacional para 
Colombia no es representativa a escala nacional; más si se analiza desde 
una perspectiva política, su capacidad es relevante [...]. La relevancia de 
la cooperación no puede ser analizada exclusivamente en términos del 
índice de dependencia de la ayuda o del aporte financiero, sino tam¬ 
bién de su valor estratégico y político. 

Por otro lado, por mucho tiempo el uso y la distribución de la cooperación 
han estado “determinada[s], en su mayoría, por la agenda doméstica y no por 
las prioridades de política exterior del país” (Agencia Presidencial para la Coo¬ 
peración-Colombia [apc] 2014, 25). En los años noventa, el país inició la Di¬ 
plomacia por la Paz para conseguir el apoyo de la comunidad internacional, 
en medio de los diálogos del presidente Andrés Pastrana. Luego de realizar 
tres mesas de donantes en Madrid, Bogotá y Bruselas entre el 2000 y el 2001, 
que coincidieron con el inicio del Plan Colombia, el país logró incrementar 
los recursos de cooperación de roo millones de dólares anuales a 500 millones 
en promedio hasta la fecha, a través de la figura de ayuda oficial al desarrollo 
(aod). A pesar de la ruptura de los diálogos con las Fuerzas Revolucionarias 
de Colombia-Ejército del Pueblo (farc) en febrero del 2002, los principales 
cooperantes continuaron destinando recursos al país (García 2015). Como se 
mencionó, si bien el porcentaje de la cooperación internacional en la econo¬ 
mía agregada del país ha sido bajo, Colombia es uno de los países con la ma¬ 
yor destinación de recursos de aod en América Latina y el Caribe y cuenta 
con la mayor presencia de agencias del Sistema de Naciones Unidas en Amé¬ 
rica Latina (Cepei 2010, 8-10). 

Esta sección tiene como propósito explicar los usos estratégicos que se le 
ha dado a la cooperación internacional en Colombia, en las administracio¬ 
nes de los presidentes Alvaro Uribe Vélez y Juan Manuel Santos principal¬ 
mente. Este tema se trata a partir de las nociones de internacionalización del 
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conflicto y su resolución 1 y de la apropiación de los recursos extranjeros por 
parte de los actores públicos nacionales 2 . En las ciencias sociales, la noción 
de apropiación define el proceso y las modalidades de adaptación y cambio 
inherentes a la transferencia de la tecnología (Diakon 2006), de los productos 
culturales (De Certeau 1980) provenientes del extranjero o de políticas pú¬ 
blicas originadas en recomendaciones de las organizaciones multilaterales 3 . 
Aplicada a la cooperación internacional por autores de antropología del de¬ 
sarrollo (Mosse 2005; Mosse y Lewis 2005; Olivier de Sardan 1995), la apro¬ 
piación se refiere a la capacidad de los beneficiarios de hacer un uso creativo 
de los instrumentos, las recomendaciones y las prescripciones de los donan¬ 
tes internacionales, de rechazar, derivar e incluso adaptarlos para ajustar sus 
realidades y necesidades y proteger o servir a sus propios intereses (Berga- 
maschi 2016). En este contexto, el enfoque de la apropiación pone de relieve 
la agencia y el poder de los beneficiarios de la ayuda, a pesar de la asimetría 
central que rige las relaciones donante-receptor y, en ocasiones, a situaciones 
de fuerte dependencia de los recursos externos. También permite entender 
que los resultados de un proyecto y una relación de ayuda para el desarro¬ 
llo siempre son híbridos —una mezcla entre imperativos del donante y del 
beneficiario—, más allá de poder llegar a una evaluación sobre el “éxito” o 
el “fracaso” del proyecto. La apropiación hace que los efectos de la ayuda no 
concuerden con los objetivos iniciales planteados por los donantes, lo que es 
normal y, en gran medida, inevitable. 

En el caso colombiano, en las últimas décadas, la apropiación de la coopera¬ 
ción internacional estuvo muy ligada a la internacionalización del conflicto ar¬ 
mado interno. Por un lado, el Gobierno colombiano ha querido acercarse cada 
vez más a los cooperantes para incrementar el apoyo financiero y la legitima¬ 
ción política: las autoridades no solo han tolerado una injerencia inevitable de 
las grandes potencias (en particular de los EE. UU.), si no que han la fomentado 


1. En un estudio de la internacionalización del conflicto y su resolución con los presiden¬ 
tes Pastrana y Uribe, Sandra Borda (2007, 67) propone una definición de la noción: “una deci¬ 
sión explícita y consciente, aunque condicionada por el escenario de internacional, de incluir 
a agentes externos—principalmente Estados Unidos— en el desenvolvimiento de la guerra co¬ 
lombiana”. 

2. Para una discusión detallada y una ilustración a partir de un caso de África occidental, véase 
Bergamaschi (2011, 33-5). 

3. En la disciplina de la ciencia política en Europa, se ha analizado la europeización de las po¬ 
líticas públicas y la circulación de modelos y reformas económicas y sociales en sectores como 
la salud o la educación consecuencia de la integración regional y la producción legislativa de la 
Unión Europea. En los distintos estados miembros, se han mostrado procesos de adaptación y 
apropiación, unas trayectorias variables de implementación y unas diferencias nacionales per¬ 
sistentes a pesar de la doble dinámica de integración y convergencia de las políticas (Mény 1993; 
Evans 2004;Hassenteufel 2008). 
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activamente por conveniencia de política interior. Arlene Tickner ha llamado 
a esto la intervención por invitación. La autora demuestra que 

los gobiernos de Pastrana y Uribe han propiciado un mayor involu- 
cramiento estadounidense en los asuntos internos del país donde el 
mismo gobierno ha liderado una estrategia de intensa asociación con 
la potencia que ha tenido como objetivo principal la injerencia de Es¬ 
tados Unidos en la crisis interna del país en lo relacionado a la guerra 
contra las drogas y la insurgencia. (Tickner 2007, 92) 

Además, asegura que “los países débiles pueden promover y perpetuar re¬ 
laciones de asociación y subordinación en sus relaciones con contrapartes más 
fuertes” (Tickner 2007, 92). Las autoridades en Bogotá han querido desempe¬ 
ñar un papel de control mayor de los fondos y las prioridades brindadas por 
el exterior, para ajustarlos a las demandas nacionales 4 . El objetivo de esta sec¬ 
ción es mostrar cómo, en contextos políticos internos e internacionales distin¬ 
tos, los gobiernos han aprovechado la presencia de actores externos para servir 
a sus intereses estrechamente ligados a la política doméstica, en particular a 
la gestión del conflicto armado interno, como se materializó esta apropiación 
de la ayuda internacional en la práctica. Se argumenta que los dos elementos 
de dicha apropiación en la administración de Uribe eran el apoyo a la política 
de Seguridad Democrática y la centralización de los recursos por el Gobierno. 
Desde la elección de Juan Manuel Santos, la apropiación ha apuntado a la tran¬ 
sición hacia un escenario de posconflicto y construcción de paz. 


La cooperación internacional en la administración 
Uribe (2002-2010): seguridad y centralización 

El gobierno de Andrés Pastrana (1998-2002), a través de la Diplomacia por la 
Paz y el Plan Colombia, trató de internacionalizar el conflicto armado interno, 
difundiendo ante el mundo “una imagen de Colombia como país ‘problema’ 
cuyo estado era incapaz de afrontar por sí solo los estragos generados por el 
narcotráfico y por la intensificación del conflicto armado” (Tickner 2007, 92). 
Dado que Bogotá consideraba a EE. UU. una fuente indispensable de ayuda 
económica y militar, el Gobierno colombiano admitió un nivel considera¬ 
ble de injerencia en la planeación y ejecución del Plan Colombia. El Plan Co¬ 
lombia contó con dos componentes, uno militar y uno social, que ponían en 
evidencia lo planteado por McKinlay y Little (1977). Estos autores dan cinco 

4. Sobre las negociaciones de paz, véase Borda y Gómez (2015,163-164). 
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explicaciones de la asignación de la ayuda de EE. UU.: va a países más o me¬ 
nos desarrollados en grandes cantidades, debe favorecer los intereses de se¬ 
guridad de EE. UU., debe favorecer también los intereses comerciales de EE. 
UU., tienen que ser países relativamente estables y democráticos y, finalmente, 
potencialmente poderosos. 

El Plan Colombia contemplaba una estrategia general para manejar los múl¬ 
tiples problemas que aquejaban al país, que iban desde el narcotráfico, la violen¬ 
cia política, la crisis humanitaria hasta la recesión económica y la corrupción 
institucional. El valor del plan era de 7,5 billones de dólares, con un periodo 
de ejecución de tres años, de los cuales Colombia se comprometió a aportar 4 
billones de dólares. Los dos componentes del programa (militar y social) tu¬ 
vieron lógicas e interlocutores diferentes (García 2014). Mientras los recursos 
de apoyo militar, que eran considerablemente mayores que los sociales, se ar¬ 
ticulaban con el Ministerio de Defensa con una alta participación e injeren¬ 
cia de EE. UU., los recursos de aod en su vertiente social se articulaban con la 
Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (usaid) y los 
ministerios respectivos. Para el periodo 2002-2009, los donantes principales 
para Colombia fueron: los EE. UU., España, Alemania, los Países Bajos y Sue¬ 
cia para los bilaterales; para los multilaterales fueron la Organización Interna¬ 
cional para las Migraciones, el Banco Interamericano de Desarrollo, el Banco 
Mundial y el Programa Mundial de Alimentos (Cepei 2010). 

La agenda del presidente Alvaro Uribe en relación con el conflicto estaba en¬ 
focada en su totalidad en la seguridad y la eliminación, por medios militares, 
de los grupos armados ilegales (Castañeda 2014, 55-57). Su política de Seguri¬ 
dad Democrática era una estrategia de contrainsurgencia basada principal¬ 
mente en la negación del origen y la dimensión política de los grupos alzados 
en armas y en la consolidación de las Fuerzas Armadas del Estado (Castañeda 
2014,177-178). En cuanto a las relaciones con potencias internacionales, según 
Sandra Borda (2007, 67-68), la estrategia gubernamental se tradujo en “un in¬ 
cremento de la participación militar de Estados Unidos no solo en la ya vieja 
guerra contra las drogas ilícitas, sino también —y tal vez más importante aún— 
en la guerra contra las guerrillas después del 11 de Septiembre”. Lo anterior con 
el fin de fortalecer la posición militar y política del Gobierno frente a los gru¬ 
pos armados. El objetivo principal de las autoridades en este momento era el 
de “enmarcar la concepción del conflicto interno dentro de la cruzada mundial 
contra el terrorismo” y así “propiciar un mayor nivel de injerencia de la comu¬ 
nidad internacional —y en particular de los Estados Unidos— en el combate 
de las farc” (Tickner 2007,103). 

En relación con la cooperación internacional, el Gobierno intentó limitar la 
autonomía y disciplinar a sus donantes internacionales así como a los actores 
sociales nacionales, quienes estaban preocupados por la situación de derechos 
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humanos en el país. Desde su elección, el presidente Uribe había multiplicado 
las críticas en contra de las organizaciones no gubernamentales nacionales a 
internacionales, sobre todo las que trabajan en derechos humanos. Mientras 
que el presidente cuestionaba su independencia con respecto a los grupos ar¬ 
mados y su experticia en temas de seguridad, las organizaciones no guberna¬ 
mentales acusaban el Gobierno de ser el responsable o cómplice de violaciones 
de derechos humanos, incluso algunas sospechaban que Alvaro Uribe apoyaba 
directamente a las milicias paramilitares (Castañeda 2014,129). 

Dorly Castañeda pone en evidencia cómo el Gobierno exigió el alineamiento 
de los donantes en su estrategia de seguridad, buscó canalizar los flujos de coo¬ 
peración para servir a los proyectos sociales y planes del Gobierno en mayor 
medida y centralizar la toma de decisión en la Presidencia. El entonces pre¬ 
sidente Uribe organizó conferencias con jefes de Estado y con representantes 
de la Unión Europea (ue) así como con organizaciones no gubernamentales 
que se oponían al Plan Colombia. El objetivo era cambiar las percepciones del 
conflicto colombiano en Europa (donde las organizaciones de la sociedad ci¬ 
vil, críticas del Gobierno, tenían redes poderosas) y disipar las reticencias de 
los dirigentes europeos con respecto a los discursos y métodos antiterroristas. 
Se organizó una gira en Europa con el cantante Juanes, se adelantaron inicia¬ 
tivas diplomáticas de información para los parlamentarios europeos y se die¬ 
ron discursos en las instancias de la ue. A cambio, la administración de Bogotá 
aseguró que iba comprometerse más y a mejorar su desempeño en materia de 
derechos humanos (Castañeda 2014,132-134). 

En febrero del 2005, la Conferencia de Cartagena cimentó el camino para 
el G24, el nombre que se le dio al grupo de donantes que firmaron la Declara¬ 
ción de Londres. Según Castañeda (2014), esto demostró una capacidad cre¬ 
ciente del Estado colombiano para direccionar los resultados de la conferencia. 
En este sentido, la Declaración de Cartagena no menciona el conflicto armado 
interno, pero utiliza la expresión “situación de violencia interna generada por 
el conflicto con los grupos armados ilegales”. También menciona la “situación 
humanitaria” en lugar de “crisis humanitaria” como sí es llamada por las Na¬ 
ciones Unidas. La administración Uribe definió la cooperación internacional 
como un apoyo político y económico para su gobierno (García, 2014). En con¬ 
secuencia, los recursos de la aod debían usarse en programas que el gobierno 
receptor y el gobierno donante definieran. Esta aproximación tenía el propósito 
de que las propuestas de los donantes se ajustaran al Plan Nacional de Desarro¬ 
llo. En suma, el Gobierno de Colombia transformó gradualmente su política de 
cooperación internacional para hacer que la oficina presidencial se entendiera 
directamente con los donantes (Castañeda 2014, 132-134). El Gobierno desde 
su agencia de cooperación trabajó estrechamente con los donantes, con el fin 
de tener sus datos, cifras. Además, intentó tener un diálogo más cercano con 
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los cooperantes para intercambiar información y explorar las posibilidades de 
articular los recursos con los programas de gobierno. Con los Laboratorios de 
Paz, la ue elaboró un programa que se basaba en una visión más amplia del 
conflicto y de sus causas y en una estrecha asociación de las organizaciones 
de la sociedad civil. Era un programa radicalmente distinto al Plan Colombia, 
del que la ue desde el inicio tomó distancia (García 2014). 

En la segunda presidencia de Uribe, el Gobierno usó varias medidas para 
“ejercer presión en las instituciones de la ue y en sus estados miembro, para re- 
direccionar los recursos de la aod hacia programas de gobierno [...]; la agencia 
presidencial insistió en incrementar los recursos de aod y en controlar su uso” 
(Castañeda 2014,134-137). La firma de la Declaración de París (ocde 2005) en 
el 2007 le dio al Gobierno una oportunidad para reclamar liderazgo ante los 
cooperantes internacionales. Como lo mencionó el director de la Oficina de 
Cooperación del momento, el ownership o apropiación en español incluida en 
la declaración se ajustaba perfectamente a las ambiciones de manejo del Go¬ 
bierno. En esta medida, fue interpretada como en el dicho coloquial “lo que 
quiero, cuando lo quiero” (Castañeda 2014,137). Es interesante anotar que las 
autoridades aprovecharon una norma multilateral en el ámbito interno para 
ordenar sus relaciones con las agencias de cooperación y organizaciones no 
gubernamentales nacionales. 

La declaración también le sirvió al Gobierno para limitar el debate con las 
organizaciones sociales nacionales a unos asuntos estrictamente tecnomáti¬ 
cos, para los cuales estas tienen menos interés o capacidad. Según Rosemary 
McGee e Irma García Heredia (2010, 31-32), para las autoridades, se trataba de 
“poner su casa en orden”. Crearon el Sistema Nacional de Cooperación Inter¬ 
nacional en el 2004, manejado por Acción Social, elaboraron una estrategia de 
ayuda 2007-2010 menos participativa que la estrategia 2003-2006, con menos 
enfoque en el conflicto, la gobernanza democrática y los derechos humanos. 
Eso, según las autoras, se hizo a expensas de la voz e influencia de las organi¬ 
zaciones de la sociedad civil, cuyo espacio político se había visto reducido. La 
evaluación de cómo se implemento la Declaración de París del 2010 resaltó que 
los principios de esta habían sido pertinentes 

para fortalecer el liderazgo del Gobierno en relación con los procesos 
de coordinación de la cooperación [...]. Con respecto a la sociedad ci¬ 
vil, esta ha realizado una serie de consultas al interior del país y consi¬ 
dera que la Declaración de París es un marco apropiado para la gestión 
de la ayuda. Sin embargo, plantean que este marco se enfoca mayori- 
tariamente hacia temas de recursos, lo cual limita el debate y la acción 
en donde ellas pretenden incidir. (Cepei 2010, 9-10) 
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Por otra parte, el cambio significativo entre las dos estrategias de coopera¬ 
ción de los dos periodos de Uribe fue la participación y el involucramiento de 
los donantes y la sociedad civil: mientras en la primera (2002-2006) se tomó 
en cuenta, en la segunda el Gobierno cerró ese diálogo y definió las líneas prio¬ 
ritarias (García 2014). 

En cuanto a la institucionalidad, hay algunos cambios importantes durante 
este periodo. La instancia de cooperación estuvo históricamente situada en el 
Departamento Nacional de Planeación y en el Ministerio de Relaciones Exte¬ 
riores. En el gobierno de Uribe, por su impulso de reducción de la institucio¬ 
nalidad, agrupó dos direcciones en la Alta Consejería para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional: una encargada de gestionar la cooperación y otra 
considerablemente más grande, que gestionaba todos los programas sociales 
de gobierno. Esta nueva institucionalidad causó desconfianza en los coope¬ 
rantes, ya que se transmitía la sensación de que la cooperación estaría al ser¬ 
vicio de los últimos. 

Según Borda y Gómez, mientras el presidente Uribe priorizó la dimensión 
militar de la internacionalización y restringió la interferencia extranjera cada 
vez que proponía una solución negociada al conflicto, el presidente Santos im¬ 
plemento una estrategia de internacionalización limitada de las negociaciones 
de paz que comenzaron en el 2012 en La Habana (Cuba). Puso límites tanto al 
número de participantes como a su misión (crear confianza entre las partes, 
actuar para el interés del proceso sin interferir) y las condiciones de su parti¬ 
cipación, tales como un acuerdo previo de las farc y la confidencialidad de las 
partes (Borda y Gómez 2015,166-168). 

En la presidencia de Juan Manuel Santos, la cooperación internacional ha 
sido cada vez más una herramienta para el éxito de un escenario de poscon¬ 
flicto, resultado de las negociaciones de paz con las farc iniciadas en el 2012 
en La Habana y de la firma del acuerdo en el 2016. Desde luego, el objetivo es¬ 
tatal es buscar recursos para la financiación de los dispositivos legales y polí¬ 
ticos anunciados durante los últimos años, como la reparación de las víctimas 
de la violencia y lo que implica la implementación de los acuerdos. En un con¬ 
texto de desaceleración económica, de la caída del precio internacional del pe¬ 
tróleo 5 y de expectativas sociales muy grandes por la paz, el Gobierno cuenta 
con la ayuda internacional para acompañar los esfuerzos necesarios en un es¬ 
cenario de posconflicto y considera “las intervenciones de los cooperantes [...] 
como una fuente de apoyo oportuna” (Bergamaschi y García 2016). Si el país 


5. El barril de petróleo de referencia wti llegó a su pico en los años 2011 y 2012, con un precio 
de USD 125 en el mercado internacional, pero la sobreoferta hizo que cayera sustancialmente a 
un mínimo de USD 25 por barril. 
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no es dependiente de la ayuda internacional 6 , la cooperación internacional es 
considerada por el Gobierno un recurso pertinente y útil y un respaldo polí¬ 
tico para los concluidos diálogos de paz. 

En el 2015, el recién creado Ministerio de Posconflicto y la APC-Colombia 
se plantearon la tarea de pensar en medios de respuesta rápida para la pobla¬ 
ción en los primeros meses después de la firma del acuerdo de paz. Se adelantó 
un estudio para 

recoger algunas de las experiencias exitosas de proyectos de coopera¬ 
ción de los principales cooperantes en Colombia que [pudieran] ser 
replicables en la etapa de posconflicto. El estudio identifica factores 
relevantes según modalidades de actuación, factores de éxito y con¬ 
diciones de replicabilidad, y plantea algunas tipologías de la forma en 
que los cooperantes han desarrollado su cooperación en construcción 
de paz en el país. (Bergamaschi y García 2016) 

El ejercicio parte de la hipótesis de que el primer año del posconflicto es 
clave para la profundización y aceptación social de la paz. El estudio busca me¬ 
dios para cambiar muy rápidamente las realidades materiales (infraestructuras, 
acceso a servicios públicos, seguridad) y las percepciones de las comunidades 
sobre la situación de violencia y la legitimidad del Estado. Además, el estudio 
pretende identificar casos exitosos que se llevaron a cabo para la construcción 
de paz en el pasado, tanto para poder orientar las intervenciones de coopera¬ 
ción después de la firma esperada de un acuerdo de paz como para mejorar la 
coordinación entre donantes, sus alianzas con las administraciones públicas 
centrales y locales. Las administraciones públicas también esperan poder in¬ 
spirarse en las intervenciones exitosas de los actores internacionales y apren¬ 
der de sus experiencias en construcción de paz en el país, en el momento de 
estructurar nuevos proyectos gubernamentales. En particular, el estudio valora 

la capacidad de actuación rápida de los cooperantes en la etapa del pos¬ 
conflicto, en los primeros dieciocho meses podría brindar unas inter¬ 
venciones rápidas y relevantes en un contexto pos acuerdo, [dado que] 
el momento histórico del posconflicto en Colombia ofrece una ventana 
de oportunidad para cambiar las percepciones ciudadanas de la insti- 
tucionalidad. (Bergamaschi y García 2016) 


6. Para Colombia, la aod significa el o,oi % del pib, una porción muy pequeña comparada con 
el presupuesto nacional. 
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Es pertinente aclarar que, como consecuencia de la debilidad institucional y 
de problemas de corrupción en la función pública o de la atribución viciada de 
contratos, el Estado colombiano se enfrenta a restricciones legales muy fuertes 
para la ejecución de fondos. Estas impiden sobre todo intervenciones rápidas 
durante los periodos electorales (ley de garantías del 2005 7 )- En este contexto, 
las actuaciones de los cooperantes son consideradas una ventaja, porque la Ley 
80 de 1993, sobre el régimen jurídico de la cooperación internacional en Colom¬ 
bia, establece que los recursos provenientes del extranjero “no se someten al or¬ 
den jurídico interno”. Las reglas del cooperante se aplican cuando este último 
financia más del 50 % de un proyecto o intervención (Durán 2016). La ley sos¬ 
tiene que “la ejecución de estos recursos [,]que tienen la jerarquía de un com¬ 
promiso internacional[,]” responde a “disposiciones de contenido específico y 
particular” y a un régimen especial de contratación que permite “la no aplica- 
bilidad de algunas normas edictadas por la Procuraduría General de la Nación”. 

También se tiene en cuenta el apoyo de las agencias de cooperación de de¬ 
sarrollo o humanitarias, que en ocasiones han podido acceder a zonas donde 
el Estado ha estado históricamente ausente, construir redes de confianza con 
las comunidades, acercarse a la sociedad civil y adquirir un conocimiento de 
regiones y temas específicos. El estudio ha evidenciado que la cooperación in¬ 
ternacional puede tener un efecto sobre la agenda del posconflicto. En efecto, 
en las últimas décadas, los principales donantes asignaron recursos al país a 
través de programas que en la mayoría de los casos pretendían contribuir a eli¬ 
minar las causas —la propiedad de la tierra, la participación política, el narco¬ 
tráfico, entre otros— y a asumir las consecuencias del conflicto colombiano en 
áreas como la atención a las víctimas o la reintegración (García 2015). Alrede¬ 
dor del 65 % de los 520 millones de dólares de aod que ha recibido Colombia 
cada año hasta el 2015 se ha destinado a cuestiones de paz y, en menor medida, 
al desarrollo rural y medio ambiente. De esta manera, se ha mostrado una clara 
concentración de recursos en sectores relacionados con la paz. En el 2010, el 
desplazamiento forzado y la asistencia humanitaria fueron unas de las áreas a 
las que los cooperantes prestaron mayor atención en el país. La mayoría apoya 
programas en temas que fueron objeto de negociación en La Habana, tal como 
el desarrollo rural y de tierras o la atención a víctimas. Esos dos sectores son 
los que concentran el mayor número de cooperantes y la mayor parte de estos 
recursos (Bergamaschi y García 2016). 


7. “En materia de contratación la ley de garantías restringe: contratación directa, convenios 
interadministrativos, restricción de vinculación nominal estatal frente a la Rama Ejecutiva, 
restricción de vinculación nominal departamental, municipal, distrital directores y gerentes 
de entidades descentralizadas de orden departamental, municipal y distrital, restricción en la 
inauguración de obras públicas” (Nación visible 2or6). 
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Un objetivo clave para el actual Gobierno es garantizar la sostenibilidad de 
los recursos recibidos y mantener el estatus de Colombia en el mayor tiempo 
posible. Con la firma del acuerdo —en noviembre del 2016—, el Departamento 
Nacional de Planeación y la apc- Colombia) esperan un aumento del 30 % de 
los recursos destinados a la cooperación internacional para apoyar el proceso 
y evitar la reincidencia en el conflicto 8 . Alejandro Gamboa, director de la apc- 
Colombia hasta febrero del 2017, declaró a la prensa que las expectativas de las 
instituciones por un aumento de los recursos de cooperación internacional 
para el posconflicto oscilan entre el 20-30 %. En el 2015, sostuvo: 

los recursos de cooperación internacional aumentarían si Colombia 
consigue la paz [...]. La ayuda económica, que actualmente es de unos 
700 millones de dólares anuales, podría aumentar hasta en un 20 % en 
dicho escenario [...]. Si hay un acuerdo de paz va a haber expresiones de 
apoyo [...]. Colombia recibirá 1600 millones de dólares en los próximos 
años para impulsar la construcción de paz, el desarrollo rural sosteni- 
ble y la conservación ambiental, [gracias] a los mayores aliados del país. 

La Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional apor¬ 
tará 648 millones de dólares así como las Naciones Unidas, que participarán 
con 370 millones de dólares. Finalmente, Gamboa argumentó: “la cooperación 
complementa lo que hace el Gobierno, que no es del 100 % [...] [y estos recur¬ 
sos] más allá del monto que se va recibir, deben ser invertidos y distribuidos 
con ‘inteligencia’”. En el 2016, dijo: 

desde la apc sí nos trazamos una meta de recursos de cooperación in¬ 
ternacional, que es una meta ambiciosa [...]. Son 3300 millones de dó¬ 
lares en cinco años, de aquí al 2020 [...]. Esto es más o menos un 30 % 
más de lo que veníamos recibiendo. (El Nuevo Siglo 2016) 

Una nueva versión del Plan Colombia, denominada Paz Colombia, estaba 
en discusión al momento de la escritura de este artículo, en la presidencia de 
Obama cuando anunció que él estaba “buscando un incremento sustancial en 
la ayuda” (Landler 2016). Hasta ahora, el apoyo extranjero ha sido más simbó¬ 
lico que concreto y financiero. Se ha basado en promesas sin garantías, ya que 
los donantes nunca informan con certeza sus desembolsos futuros. La ayuda 
internacional no es por definición predecible. En el 2014, Colombia recibió 5706 
millones de dólares (APC-Colombia 2014). Según Nivia-Ruiz y Ramos Hendez 


8 . Estas son meras estimaciones, en la medida en que los fondos futuros de ayuda no son co 
nocidos, porque los donantes no garantizan previsibilidad de un año para otro. 
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(2015,118), “algunas estimaciones iniciales hablan de 8 a 10 billones de pesos por 
año, y en realidad las posibilidades de aumentar considerablemente los recur¬ 
sos de aod no son tan positivas”. Desde el 2010, el panorama de la aod para el 
país no es muy favorable para una movilización internacional masiva en pro de 
Colombia. Ha cambiado bajo la influencia de dos factores. El primero es de ín¬ 
dole más político e interno. El segundo es más económico: tiene que ver con el 
estatus internacional de Colombia en el contexto global. La situación de la coo¬ 
peración de hace catorce años se caracterizaba por el compromiso de la mayo¬ 
ría de los países donantes de incrementar su ayuda, con el fin de aproximarse al 
cumplimiento del 0,7 % del pib. Por la crisis financiera del 2008, los países tradi¬ 
cionalmente donantes se han visto afectados y muchos se han visto obligados a 
adoptar duras políticas de austeridad. Esto los ha llevado a reducir considerable¬ 
mente los recursos de ayuda externa y a concentrarse en países más necesitados 
y con desempeños económicos más modestos que el colombiano 9 . En un país de 
renta media-alta como Colombia, algunos países donantes tienden a conside¬ 
rar la cooperación más un instrumento de relaciones políticas, eventualmente 
vinculadas a intereses económicos (conquistar mercados y oportunidad de in¬ 
versión extranjera para las empresas), que una ayuda al desarrollo (García 2015). 

Por otro lado, Colombia pasó a la categoría de país de renta media-alta; en 
consecuencia, varias agencias de cooperación ya no lo consideran prioritario. 
Con un crecimiento económico sostenido, entre los más altos de la región, el 
país entró a formar parte de los civets en el 2010, el acrónimo de una alianza 
de nuevos países voluntarios en camino de ser “emergentes” (Colombia, Indo¬ 
nesia, Vietnam, Egipto, Turquía y Suráfrica). Durante los últimos diez años, 
los niveles de exportación y de inversión extranjera crecieron año a año. Co¬ 
lombia, desde el 2010, está haciendo las gestiones para ingresar a la Organi¬ 
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde), popularmente 
considerada el club de los países ricos. Obtuvo el puesto 34 del Doing Business 
y el primero en América Latina en el ranking del Banco Mundial (García 2015). 

A pesar de esta coyuntura, la firma del acuerdo con las farc ha generado el 
interés suficiente para involucrar nuevos recursos puntuales y para crear fon¬ 
dos fiduciarios con el fin de gestionar y coordinar esos recursos. A la fecha, se 
han creado cinco fondos: del Banco Mundial, las Naciones Unidas, el Banco 
Interamericano de Desarrollo, la Unión Europea y uno del Gobierno colom¬ 
biano que buscará articular los demás que pueda captar (García 2016). Aunque 
no hay una estructura clara de gobernanza, se ha empezado la discusión de las 


9. Por ejemplo la cooperación europea prioriza ciertas regiones del mundo que se concentran 
en África y Asia. Sin embargo, gran parte de los recursos son destinados a países próximos a 
Europa que son considerados de renta-media, como Polonia. Para más información, véase Pérez 
(2004). 
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temáticas que debería liderar cada uno de ellos, sin una total claridad al res¬ 
pecto. Naciones Unidas se especializaría en construcción de paz, la Unión Eu¬ 
ropa en el tema agrario, por ejemplo. Por ahora algunos donantes bilaterales 
han hecho anuncios de nuevos recursos que canalizaran directamente o a tra¬ 
vés de algunos de los fondos. 

Los cooperantes y sus socios han estado en medio de debates polarizados 
entre los que abogan por la disminución de la aod a los países de ingresos me¬ 
dios y aquellos que defienden el aumento de la ayuda para los país de renta me¬ 
dia argumentando que puede haber oportunidades emergentes para vincular 
los objetivos comerciales. Aseguran que hoy en día la mayoría de la gente más 
pobre vive en países de ingresos medios más que en países de bajos ingresos. 

La clasificación de los países de renta media particulariza a América La¬ 
tina y a Colombia. Por un lado, el país ha alcanzado un buen desempeño eco¬ 
nómico pero que sigue siendo receptor de recursos, que en América Latina se 
han destinado a combatir la pobreza. En el caso colombiano, han estado diri¬ 
gidos en su mayoría a palear las causas y consecuencias del conflicto armado. 
Para varias agencias de cooperación, la persistencia del conflicto armado es 
una justificación determinante para mantener a Colombia en su lista de bene¬ 
ficiarios de ayuda. En el informe del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo sobre los avances de los objetivos de desarrollo del milenio en Co¬ 
lombia (pnud 2014), se afirma: 

la violencia disminuye el conjunto de oportunidades de las personas 
para tener una vida deseable, y como complemento, la estrecha rela¬ 
ción entre el enfrentamiento armado, los cultivos ilícitos y el narcotrá¬ 
fico ha permeado la vida social y productiva del país, convirtiéndose 
además en el combustible financiero más importante de todos los gru¬ 
pos armados ilegales. 

Colombia recibió 520 millones de dólares de aod cada año hasta el 2015. El 
75 % provenía de los dos donantes principales, EE. UU. y la ue. Solo en ese año, 
el país recibió 529 millones de dólares en cooperación internacional, como lo 
reportan las fuentes de cooperación a la APC-Colombia. En coyuntura, el Go¬ 
bierno nacional creó la apc- Colombia, con el fin de coordinar, fortalecer y di¬ 
versificar la oferta y la demanda de ayuda, en sinergia con los diferentes actores, 
para contribuir al desarrollo sostenible y al posicionamiento de Colombia en 
el mundo. En un primer momento la apc estableció cuatro áreas prioritarias 
para el país, a saber: (1) desarrollo rural, (2) ambiente y desarrollo sostenible, 
(3) salud y protección social y (4) atención integral a víctimas. Con la salida de 
Sandra Bessudo y la llegada de Alejandro Gamboa a la dirección de la agencia 
a principios del 2015, las nuevas prioridades alineadas con la actual coyuntura 
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se redujeron a tres: (i) construcción de paz, (2) desarrollo rural y (3) sostenibili- 
dad ambiental, en concordancia con el mandato presidencial, el Plan Nacional 
de Desarrollo y la política exterior del país. 


Colombia como oferente de cooperación internacional Sur-Sur y triangular 

Como se sugirió en la primera sección de este capítulo, la cooperación inter¬ 
nacional ha sido una de las herramientas usadas por los últimos gobiernos en 
su esfuerzo por consolidar una postura política y militar en el marco del con¬ 
flicto interno con los grupos armados ilegales. En la segunda administración 
del presidente Uribe y sobre todo bajo la administración actual, la cooperación 
es un recurso para adelantar iniciativas de justicia transicional y preparar un 
inminente escenario de posconflicto. 

Además, a nivel internacional, la cooperación ha servido de herramienta de 
política exterior para transformar la imagen de Colombia de país en conflicto a 
víctima del terrorismo y el narcotráfico (iniciativas de EE. UU. en las décadas 
de los 1990 y 2000). Otra evolución interesante es que Colombia se ha presen¬ 
tado en foros internacionales y en su diplomacia como un modelo en algunos 
temas, por ejemplo, la seguridad. Si bien Colombia ha tenido una política de 
cooperación como oferente desde los años setenta, al igual que muchos países 
emergentes y de renta media, esta política ha tomado una fuerza nueva en los 
años dos mil. Es llamativo que después de ser considerado un país problema 
pase a ser visto como una fuente de buenas prácticas para otros países del Sur. 
Esta sección se enfoca en cómo la cooperación internacional ha sido un recurso 
de proyección de la política exterior. A principios de los dos mil, la coopera¬ 
ción de Colombia aún estaba encaminada hacia la integración regional y el li¬ 
derazgo, pero combinada con otros objetivos, por ejemplo, reformar la imagen 
externa del país y ganar un estatus internacional (Bergamaschi, Tickner y Du¬ 
ran 2017). Como lo resalta Tassara, por primera vez en su historia, Colombia no 
concibió la cooperación internacional como una herramienta para movilizar 
apoyo y recursos externos con el fin de resolver su conflicto armado interno, 
sino más bien como un vehículo para que país “aprendiera a ser globalizado” 
Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 citado en Tassara 2015). 


Diversificar las intervenciones para crear una 
agenda de política exterior más positiva 

Durante los últimos veinticinco años, el contexto global y el de la cooperación 
internacional al desarrollo han estado en permanente cambio (Ayllón, Pino 
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et al. 2013). Los países tradicionalmente donantes y miembros del Comité de 
Ayuda al Desarrollo han enfrentado una de las más profundas crisis económi¬ 
cas que los ha llevado a reducir sus recursos de aod. Esto ha afectado directa¬ 
mente los compromisos internacionales establecidos. En ese mismo escenario, 
los países emergentes y la mayoría de los países de renta media están siendo cada 
vez más activos en la css. Muchos de ellos ya están graduados como receptores 
de la aod tradicional o en una etapa en la que están recibiendo cada vez me¬ 
nos recursos y buscan posicionarse en el sistema internacional de cooperación. 

Cabe anotar que uno de los hitos para marcar el inicio formal de la css en 
1974 es la creación de la Unidad Especial de Cooperación Sur-Sur en el inte¬ 
rior del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (Martín 2015, 32). 
De esta manera, se promovió la css y cooperación triangular en las Naciones 
Unidas. Posterior a ello, en 1978, surge lo que se denominaría el Plan de Acción 
de Buenos Aires , que enfatizaría en la importancia de primera en las relacio¬ 
nes políticas y comerciales de entonces. Los años ochenta, la llamada década 
perdida por la renegociación de la deuda, llevaron a los países de América La¬ 
tina a fuertes devaluaciones y fenómenos inflacionarios agudos. Esto provocó 
el desvío del foco de la importancia en el diálogo Norte-Sur que en décadas 
pasadas había tomado relevancia, sobre todo en los años setenta. Pero el ini¬ 
cio del siglo xxi marcó de igual manera cambios sustanciales en el panorama 
global y en las relaciones Norte-Sur. 

Las acciones de cooperación técnica para el desarrollo de Colombia empe¬ 
zaron a dinamizarse en los años noventa. Se negociaron actividades con Ar¬ 
gentina, Brasil, Chile, México y Venezuela, través de la Comisión de Vecindad 
y otros canales binacionales de cooperación, y con El Salvador, Honduras, Gua¬ 
temala, Nicaragua (experiencias de triangulación). Para Alexandra Guáqueta 
(1995), la política de cooperación de Colombia ha sido desde su inicio multimo- 
tivacional. En los ochenta, el Caribe empezó a tener una mayor importancia 
en la política exterior y a ser concebido como un área de influencia priorita¬ 
ria. El interés político en el Caribe estuvo ligado a unos intereses económicos 
y comerciales: “la necesidad de organizar las cuotas de producción del banano 
y adoptar posiciones conjuntas con respecto al café y la necesidad de expandir 
los mercados para los productos colombianos” (Guáqueta 1995). Por otro lado, 
los gobiernos han puesto el enfoque en Centroamérica y el Caribe por causa 
del “diferendo limítrofe con Nicaragua y Venezuela y la indefinición de algu¬ 
nas fronteras marítimas”. La Estrategia Caribe ofrece “un marco de coopera¬ 
ción innovador que busca, además de la inclusión de una dinámica regional 
en el programa” y 

responde a dos agendas paralelas: una agenda política, que pretende 

fortalecer lazos entre Colombia y países de la Cuenca del Caribe y una 
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agenda técnica, basada en la voluntad de Colombia de mejorar su la¬ 
bor de cooperación Sur-Sur a través de nuevas estrategias de coopera¬ 
ción al desarrollo. (TaskTeam on South-South Cooperation 2011,8 y 27) 


Algunas experiencias y encuentros políticos fueron el preámbulo de la crea¬ 
ción del Fondo de Cooperación para Centroamérica y el Caribe en el 1982 (Guá- 
queta 1995). En el 2005, se priorizó la css y se incrementó el tamaño del aparato 
estatal cuando Acción Social —la Agencia Presidencial para la Acción Social 
y la Cooperación Internacional— fue creada para supervisar la ejecución de 
los programas sociales de la Presidencia, incluidos los programas de coopera¬ 
ción. En el 2011, Acción Social fue liquidada y la apc- Colombia fue creada ex¬ 
clusivamente para administrar tanto los fondos externos que Colombia recibe 
como su oferta hacia otros países (Tassara 2013). La creación de esta agencia 
en la administración Santos fue percibida como una clara señal de la voluntad 
de fortalecer el marco institucional para la cooperación internacional, dán¬ 
dole más visibilidad propia. La APC-Colombia tiene una perspectiva técnica. 
Se encarga de la financiación de las actividades de la css, todo en coordina¬ 
ción con las directrices emanadas del Ministerio de Relaciones Exteriores de 
Colombia (Bergamaschi, Tickner y Durán 2017). La cooperación internacional 
es, entonces, tratada como un asunto político y estratégico, fuertemente ligado 
a la agenda interna del Gobierno: su manejo es coordinado por la Presidencia 
(Schonrock y Buchelli 2010), lo que resalta su importancia y aprovecha su po¬ 
tencial (apc- Colombia 2012). 

Los recursos disponibles en el Fondo de Cooperación y Asistencia Interna¬ 
cional se han incrementado significativamente desde el 2007: han aumentado 
de USD 410 000 a USD 1 020 000 (Tassara 2013). El presupuesto de Colom¬ 
bia para la css ha alcanzado los USD 5,6 millones. Durante el periodo 2009- 
2010, se estima que Colombia cofinanció 211 proyectos y acciones con 40 países 
(Tassara 2013, 121) 10 . En el 2013, Colombia implemento 30 proyectos y 113 ac¬ 
ciones de cooperación horizontal Sur-Sur bilateral (Secretaría General Ibe- 
roaméricana 2015, 42-43). No obstante, desde el 2014 los recursos del Fondo de 
Cooperación y Asistencia Internacional han disminuido, debido a cortes pre¬ 
supuéstales en todas las organizaciones del Gobierno por la caída del precio 
internacional del petróleo (Bergamaschi, Tickner y Durán 2017). 


10. Estos datos son una estimación, dado que la información pública sobre cooperación y de¬ 
sarrollo es escasa, no siempre confiable e incipiente en los estadios de monitoreo y evaluación. 
Esto no es solo para Colombia, sino una particularidad común para los oferentes de css. Los 
números están mezclados entre actividades de desarrollo (conferencias, seminarios) y proyec¬ 
tos de desarrollo a gran escala. APC-Colombia se encuentra actualmente tras dos objetivos: 
(1) mejorar el número de proyectos vs. actividades y (2) mejorar y sistematizar la información 
relacionada con css. 
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Dentro del grupo de nuevos cooperantes del Sur, Colombia presenta varias 
características. Primero, Colombia considera la css un instrumento priorita¬ 
rio para su política exterior y de integración regional; por esta misma razón, 
son numerosas las iniciativas desarrolladas desde hace varias décadas. La coo¬ 
peración internacional y la Sur-Sur son reconocidas como instrumentos de 
desarrollo, integración regional y política exterior que permiten estrechar las 
relaciones con otros países emergentes así como promocionar el comercio, la 
inversión y las oportunidades de desarrollo (Tassara 2013; APC-Colombia 2013). 

En cuanto a la priorización sectorial y la concentración geográfica, no es fá¬ 
cil establecer el perfil de la css de Colombia. Como Brasil y México, la oferta 
de Colombia tiene una fuerte diversificación en términos de sectores, al con¬ 
trario de Argentina y Cuba, que tienen una elevada especialización sectorial 
(Secretaría General Iberoaméricana 2015, 78). En Latinoamérica, la política 
de css de Colombia se caracteriza por un número muy alto de acciones en un 
número también elevado de países (101). 

Se adoptaron el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 y la Estrategia Na¬ 
cional de Cooperación Internacional 2012-2014, con miras a una integración 
económica, social y política más fuerte con los países de América Latina y el 
Caribe y también de África, Asia y Asia Central. En ese contexto, la css se cen¬ 
tra en las siguientes áreas: seguridad, promoción y protección social, cultura, 
deporte y recreación, fomento al desarrollo productivo, gestión pública y buen 
gobierno, atención integral a víctimas de conflictos armados, reintegración, re¬ 
conciliación y memoria histórica (apc 2015: 5). El presupuesto disponible para 
la cooperación Sur-Sur asciende a los 10 000 millones de pesos, tres veces más 
que en el 2014 (APC-Colombia 2015). Este es un indicador de la importancia 
creciente de la cooperación para la política exterior. En 2015, la APC-Colombia 
gestionó la ejecución de 229 (APC-Colombia 2015) actividades de cooperación 
Sur-Sur y triangular con 72 (APC-Colombia 2015) países con niveles de desa¬ 
rrollo similares al de Colombia, con el fin de promover el desarrollo en Amé¬ 
rica Latina, el Caribe, África, el Sudeste Asiático y Asia Central, a través del 
fortalecimiento de instituciones públicas, de programas sectoriales y de inci¬ 
dencia en política pública. 

Otra característica de la css de Colombia es su enfoque técnico. En las ac¬ 
tividades de cooperación se busca la optimización del contenido para que be¬ 
neficien al sector afectado, incluso a través de una práctica de intercambio de 
experiencia, trasferencia de conocimiento y retroalimentación entre los paí¬ 
ses involucrados. Por otro lado, la cooperación técnica se considera una he¬ 
rramienta estratégica de promoción de otros intereses políticos o comerciales 
—el comercio con los vecinos, por ejemplo (Guáqueta 2015)—. En el marco de 
la Estrategia Caribe, se trata de “trabajar [...] con una región que compartiera, 
además de problemas similares, rasgos socioculturales comparables y comple- 
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mentarlos” y también “de ser un país involucrado directamente en el programa 
y no solamente un actor externo” (Task Team on South-South Cooperation 2011, 
30). La cooperación técnica se convierte también “en una herramienta comple¬ 
mentaria de gestión, en donde Colombia se ha posicionado con el paso de los 
años como país pivote con capacidad de compartir experiencias de desarrollo 
logradas previamente con el apoyo de la cooperación tradicional” (Nivia-Ruiz 
y Ramos Hendez 2015,120). 

Algunos oferentes de css (como China, Brasil, Cuba, Venezuela) la presen¬ 
tan como una alternativa a la cooperación tradicional de tipo Norte-Sur, más 
horizontal, equitativa y de beneficio mutuo para aquellos países que son reti¬ 
centes a colaborar con donantes de los países del Norte u organizaciones in¬ 
ternacionales que consideran que son dominadas por estos últimos. Colombia, 
al contrario, ha estado dispuesta a involucrarse en esquemas de cooperación 
triangular (Bergamaschi 2015). En espacios diplomáticos, como los del Comité 
de Ayuda al Desarrollo de la Organización para la Cooperación y el Desarro¬ 
llo Económico 11 , Colombia se ha distinguido por promover una iniciativa de 
css y triangular compatible con las normas y los estándares de eficacia que los 
donantes tradicionales establecen (en particular, la Declaración de París del 
2005). Como lo resalta Monica Hirst (2011, 20-21), “en América latina contras¬ 
tan las posturas de países como Brasil, Chile y Venezuela, que buscan prescindir 
de los flujos de asistencia internacional, frente a las de Colombia y Argentina, 
que optan por mantenerse abiertas a la ayuda internacional” y a esquemas de 
cooperación triangular, entre otros para ganar poder de decisión en instan¬ 
cias multilaterales. 

Según Bergamaschi, Tickner y Durán (2017), la contribución de Bogotá en 
el proceso de preparación de la Alianza Efectiva e Inclusiva para el Desarro¬ 
llo, con la iniciativa de promover la css y triangular, es ilustrativa de su racio¬ 
cinio, su contribución a la agenda del Comité de Ayuda al Desarrollo sobre 
eficiencia y armonización de la ayuda de la ocde y su propio papel en la arqui¬ 
tectura global de la ayuda: 

la css no es un sustituto para, sino un complemento de la coopera¬ 
ción al desarrollo Norte-Sur [...]. Aspiramos a mutuamente enrique¬ 
cer y adaptar los principios de efectividad de la ayuda y la css basados 
en diversas experiencias y buenas prácticas de la css, y explorar a 
profundidad las complementariedades y sinergias entre la css y la 
cooperación Norte-Sur. A la par que se reconoce la necesidad de res¬ 
petar las particularidades únicas de la css, también reconocemos el 


11. Más específicamente, la Working Party on Aid Effectiveness, grupo de discusión y de se¬ 
guimiento de la implementación de la Declaración de París (Bergamaschi 2015). 
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valor y la relevancia de estos principios en las prácticas de la css [...]. 
Debemos continuar entablando el diálogo para el desarrollo, para 
promover la integración de los principios de efectividad de la ayuda 
y las buenas prácticas recomendadas en las reuniones de alto nivel 
de París y Accra, así como de las experiencias positivas que surgen 
de la práctica de la css, enriqueciendo la agenda sobre la efectividad 
de la ayuda y contribuyendo al desarrollo efectivo de la ayuda en su 
conjunto. [Énfasis propio] 


Como se estableció en la propuesta de la llamada “cooperación triangu¬ 
lar y Sur-Sur: liberando el potencial de las alianzas horizontales para mejorar 
los resultados del desarrollo”, hecha por los gobiernos de Colombia e Indone¬ 
sia y sus aliados en noviembre del 2011, “los procesos Norte-Sur están siendo 
ampliados, aunque no sustituidos por la perspectiva Sur-Sur”. Colombia está 
muy activa en proyectos de cooperación triangular. En esta, hay tres tipos de 
socios (oecd 2013): 

- Facilitador: ayuda a conectar a los países y organizaciones para formar una 
asociación triangular y da apoyo financiero o técnico. 

- Pivotal: tiene experiencia probada y comparte su conocimiento y experien¬ 
cia a través de la cooperación triangular. 

- Beneficiario: es el que demanda para quién se realiza la acción de desarro¬ 
llo y es responsable de garantizar que los resultados sean sostenibles. 

En este esquema, los tres socios deben estar comprometidos, involucrados 
y contribuir en cada paso de la iniciativa, desde el diseño hasta la evaluación 
(oecd 2012b). En la cooperación triangular no solo participan gobiernos, sino 
también organismos internacionales y cada vez más actores no estatales. A pe¬ 
sar de esta evolución, son los primeros los que siguen liderando este tipo de 
cooperación. Esta modalidad está basada en las ventajas comparativas y com¬ 
plementarias entre diferentes actores (oecd 2012a). Con esta relación inicial, 
los socios pueden compartir conocimiento e intercambiar experiencias y solu¬ 
ciones a través de la cooperación triangular. Esta también promueve la cocrea- 
ción de conocimiento, a través de la producción de soluciones innovadoras en 
un entorno de colaboración (oecd 2014). Desde una perspectiva más crítica, 
la css también se ha considerado una herramienta que los donantes del Norte 
han usado para mantener el control y cooptar los oferentes del Sur para aso¬ 
ciarlos a las normas y estándares que los organismos internacionales elaboran 
(Abdenur y Marques da Fonseca 2013). Colombia ha adoptado la siguiente de¬ 
finición en diferentes espacios internacionales y nacionales: 
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tipo de asociación para el desarrollo en el que participan: a) por lo me¬ 
nos un donante tradicional u organismo multilateral, b) por lo menos 
un país en desarrollo oferente de cooperación en modalidad Sur-Sur 
y c) por lo menos un país en desarrollo receptor de dicha cooperación, 
en una iniciativa de trabajo conjunto que busca aprovechar, adaptar, 
enriquecer y cocrear soluciones para atender un asunto del desarrollo, 
a partir de las fortalezas complementarias de cada una de las partes. 
(APC-Colombia 2014) 


El esquema de cooperación triangular se ha venido desarrollando con Ale¬ 
mania, Australia, Estados Unidos, Canadá, Corea y el CAF-Banco de Desarro¬ 
llo de América Latina. La capacitación que Colombia ofrece en el sector de 
seguridad muchas veces implica un componente triangular. La Strategic High 
Level Security Dialogue, adoptada junto con EE. UU. en el 2012, tenía un plan 
de acción para la cooperación en seguridad regional, cuyo objetivo era apo¬ 
yar la capacitación en América Central, el Caribe y eventualmente en África 
Occidental (Tickner y Morales 2015,149). 

La tercera especificidad de la cooperación de Colombia es su enfoque en se¬ 
guridad o en temas relacionados con el conflicto. Colombia aportó 14 045 mi¬ 
llones de pesos principalmente en las áreas mencionadas (Tickner y Morales 
2015; Tickner 2016). En los últimos años, los gobiernos han capitalizado con lo 
que el país ha aprendido de la lucha contra la insurgencia y las drogas y como 
receptor de cooperación (a través, por ejemplo, del Plan Colombia desde los 
años 1990). Esto con el fin de aumentar su proyección regional e internacional. 
Según datos del Ministerio de Defensa (citado en Tickner y Morales 2015,242), 
Colombia ofreció entrenamiento militar y de policía a 17 352 individuos en 47 
países entre el 2005 y el 2013. 

En estos escenarios, Colombia se presenta como una success story en mate¬ 
ria de seguridad. La cooperación se ha centrado sobre todo en un grupo de paí¬ 
ses que tiene problemas de seguridad relacionados con narcóticos y a donde ha 
migrado el crimen organizado, a saber: Honduras, Guatemala, Panamá, El Sal¬ 
vador, Costa Rica y en menor medida México. África del Este, Guinea Bissau, 
Cabo Verde, Ghana, Cambia, Togo y Senegal también han tenido entrena¬ 
miento con el auspicio de la ue y la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito. El Gobierno colombiano abrió una embajada en Ghana en el 
2014, con el fin de incrementar su portafolio en el continente africano (Tickner 
2016; Bergamaschi, Tickner y Durán 2017). 

Desde el 2012, las autoridades en Bogotá han multiplicado e intensificado 
los esquemas de cooperación triangular en Washington y en países como Mé¬ 
xico. Mientras EE. UU. aporta la ayuda financiera, los servidores públicos co¬ 
lombianos (sobre todo los miembros de la Policía Nacional) comparten sus 
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experiencias en la lucha contra las drogas. La css y triangular en el sector de 
seguridad ayuda a posicionar al país como un aliado de los donantes del Norte, 
mientras mejora su imagen internacional y protege a los EE. UU. de las acusa¬ 
ciones de neoimperialista, que son comunes en los casos de intervención directa 
en América Latina. Colombia coopera con EE. UU. como su aliado tradicio¬ 
nal y actúa como proxy con Washington, de manera que reproduce una rela¬ 
ción de “cooperación asociada dependiente” (Tickner 2016). 


Conclusiones: prácticas diversificadas y discurso flexibilizado 

El capítulo ha mostrado como, en las últimas dos décadas, Colombia ha hecho 
un uso estratégico de la ayuda que recibe y ha manejado un discurso combi¬ 
nando sus expectativas y realidades internas y regionales e internacionales. La 
dualidad de la situación de Colombia en el ámbito de la ayuda para el desarro¬ 
llo nos lleva a interrogar la articulación entre el estatus del país como receptor 
y su posición como oferente de cooperación internacional. Además, explora¬ 
mos cómo el Gobierno ha elaborado el discurso de receptor-oferente para con¬ 
ciliar necesidades y aspiraciones distintas, cómo esta postura puede generar 
tensiones y cómo las autoridades han manejado esta dualidad hasta la fecha. 
En este apartado, reflexionamos sobre la situación de Colombia en cuanto re¬ 
ceptor de aod y oferente de cooperación internacional. Mostramos que las au¬ 
toridades de Bogotá usan dos recursos estratégicos y retóricas para continuar 
apropiándose del tema de la cooperación internacional en el país. Se trata de 
la diversificación de las prácticas y de un discurso flexibilizado, que tienden a 
complejizar y enriquecer el panorama. 

Los cooperantes del Norte se están adaptando a la evolución de la economía 
política global y al nuevo paisaje de la cooperación internacional. Están ela¬ 
borando nuevos esquemas para retirarse o seguir colaborando con países de 
renta media y donantes emergentes. La ue, por ejemplo, ha establecido unos 
parámetros concretos para medir hacia qué países debería dirigirse su ayuda 
al desarrollo. Para esto, ha planteado cinco categorías para medir dónde in¬ 
vertir: necesidades, capacidades, compromisos, desempeño y potencial de im¬ 
pacto (Herbert 2012). La ue ha evaluado a qué países debe dirigir su ayuda: 
países de renta media-alta y países de renta media-baja —Colombia uno de los 
primeros—. Pronosticaron que para el 2014 los instrumentos a través de los 
cuales se imparte la ayuda a los pmr se diferenciarían y se definirían nuevos 
objetivos. La diferenciación no implicaría que dichos países dejarían de reci¬ 
bir ayuda, sino que la nueva categorización de estos países como de renta me¬ 
dia-alta les permitiría ampliar sus fronteras económicas a través de acuerdos 
comerciales, culturales, alianzas público-privadas, consultorías, entre otras. 
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Para Colombia, Monica Hirst (2010, 20-21) describe bien la dualidad en ma¬ 
teria de cooperación internacional que afecta al país: los “prm pretenden ser 
merecedores de apoyo internacional, de forma que se eviten procesos de re¬ 
versión, incluso en aquellos casos que revelan una mejoría en los indicadores 
sociales, de desarrollo económicos y de condiciones institucionales”. En este 
contexto de dualidad, en un escenario de posconflicto en el país y con la am¬ 
bición de ganar visibilidad en materia de css, el panorama de la cooperación 
internacional en Colombia está cambiando. En este sentido, se puede identifi¬ 
car dos tendencias fuertes, que se presentan a continuación. 


Recepción de cooperación: la diversificación de los sectores de intervención 

Como se vio en la primera sección de este capítulo, el Gobierno colombiano 
trata de diversificar las fuentes y alinear mejor los recursos provenientes del 
extranjero con respecto a las prioridades definidas por la institucionalidad 
para acompañar el proceso histórico de transición del país a la paz. A pesar de 
las reformas institucionales mencionadas, está pendiente por definir quién es 
y quién debe ser el interlocutor en la cooperación internacional —el Ministe¬ 
rio de Posconflicto, la apc, el Departamento Nacional de Planeación, la Can¬ 
cillería—. Este es uno de los puntos que los donantes normalmente consideran 
una dificultad para coordinar y racionalizar esfuerzos y acciones adelantadas 
en el país. Además, es importante para que el país enfrente los retos de la ges¬ 
tión de la cooperación internacional para el posconflicto. 

El anterior director de la apc- Colombia busca “la maximización de fuentes 
tradicionales y no tradicionales de cooperación internacional 12 , incluyendo al 
sector privado, en función de proyectos que conduzcan al crecimiento verde 
de Colombia, siendo el posconflicto, el escenario propicio para ello” (Actúa 
2014). Se ha diversificado la cooperación para elaborar un perfil de receptor más 
afín con la nueva condición del país como países de renta media y así tratar 
de garantizar la sostenibilidad del apoyo exterior en el futuro. Para el periodo 
2015-2018, la hoja de ruta de la APC-Colombia definió los asuntos a los cuales 
se destinará la cooperación internacional recibida por Colombia: la construc¬ 
ción de paz, el desarrollo rural sostenible, la conservación y la sostenibilidad 
ambiental (APC-Colombia 2015). Alejandro Gamboa agrega que los recursos, 
que se espera que se incrementen, se destinarán a programas de justicia tran- 
sicional, reparación a víctimas, memoria histórica, restitución de tierras, re¬ 
inserción, desminado, pobreza rural y a generar alternativas productivas que 


12. Se puede mencionar a China y Corea y también a Turquía, cuya agencia de cooperación para 
el desarrollo está abriendo una oficina regional para América del Sur en Bogotá. 


354 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


preserven “los recursos naturales, así como los ecosistemas que albergan la bio- 
diversidad del país” (Revista Dinero 2015). 

Este último punto marca una evolución importante en el manejo de la coo¬ 
peración internacional en el país. Según Nivia-Ruiz y Ramos Hendez (2015), 

la Estrategia Nacional para la Cooperación Internacional 2012-2014 era 
clara en señalar que el país buscaba dejar de ser monotemático, dado 
que antes la agenda internacional se concentraba —casi exclusiva¬ 
mente— en asuntos como la lucha contra el terrorismo y el narcotrá¬ 
fico, y ahora establece en una agenda diversificada, incluyendo temas 
de desarrollo social, medio ambiente, ciencia y tecnología. 

Es importante anotar que la voluntad de priorizar el medio ambiente no co¬ 
rresponde tanto al gobierno de Santos, sino a los donantes tradicionales. Mien¬ 
tras que Colombia, por sus actuales condiciones de desarrollo económico, está 
alejándose cada vez más de ser objeto de financiación, representantes del Es¬ 
tado justifican la recepción de ayuda para el desarrollo con tres razones prin¬ 
cipales: (1) el máximo número de pobres viven en países emergentes y de renta 
media (y no de renta baja), (2) la desigualdad en Colombia, (3) la situación de 
conflicto y violencia en el país 13 . Para seguir justificando el estatus de Colom¬ 
bia como receptor de ayuda, a pesar de sus niveles de desarrollo económico y 
social, Bogotá pide apoyo en los sectores tradicionales vinculados a la seguri¬ 
dad, el narcotráfico y la violencia. Asimismo, apela a “la situación de desigual¬ 
dad, el deterioro del medio ambiente [...], teniendo en cuenta la condición de 
Colombia como país de renta media” (Cepei 2010, 41). La APC-Colombia ha 
desarrollado una doble narrativa que garantiza la continuación de la eligibili- 
dad y el acceso a los recursos de la ayuda internacional, enfatizando los retos 
país en cuanto a la construcción de paz, el desarrollo rural en áreas en con¬ 
flicto, los altos niveles de inequidad y la conservación de la biodiversidad. Es¬ 
tos llaman a continuar contando con el apoyo de la comunidad internacional 
(Bergamaschi, Tickner y Durán 2017). 


La cooperación Sur-Sur y la dualidad: un discurso flexibilizado 

Por otro lado, Gamboa advierte que “no se puede descuidar el rol emergente 
del país como oferente de cooperación internacional, el cual debe también ali¬ 
nearse al mandato que gira en torno al posconflicto” (Actúa 2014). Esta política 


13. Presentación de Sandra Bessudo, directora de la APC-Colombia, y discusiones posteriores 
en la Universidad del Rosario en Bogotá en el 2014. 
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busca acercamientos estratégicos con países del Norte y del Sur, cambiar la 
imagen internacional del país y un “reconocimiento internacional” como socio 
responsable, confiable y proveedor de recetas y buenas prácticas (Bergamaschi, 
Tickner y Durán 2017). Las intervenciones de Colombia, que ha diversificado 
los sectores y los países beneficiarios, se apoyan en la cooperación técnica y el 
intercambio de experiencias. 

La cooperación Sur-Sur tiene una dimensión performativa, en el sentido de 
que el país exporta conocimiento sobre la gestión de problemas internos que no 
ha solucionado totalmente, tales como el medio ambiente, la gestión de desas¬ 
tres naturales o incluso la lucha contra el narcotráfico. En conformidad con el 
principio de horizontalidad entre socios de css, se trata de compartir retos de 
desarrollo y aprendizaje mutuo. El Gobierno reconoce los retos a los que se en¬ 
frenta el país en el Plan Nacional de Desarrollo y la Hoja de Ruta de la Coope¬ 
ración Internacional 2015-2018, en la que se hace alusión a las “dos Colombias” 
(la adelantada y urbana y la rural rezagada), se revisan los avances y retroce¬ 
sos de Colombia y su carácter de receptor y oferente. 

Cierta continuidad entre los dos estatus de receptor y oferente se ve tam¬ 
bién en los sectores de especialización de la política de css de Colombia. Aun¬ 
que el doble papel de receptor y oferente puede ser visto como contradictorio, 
en Colombia ha sido complementario: 

De acuerdo con los últimos informes del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, [...] se estableció que Colombia [se] había 
[...] convertido en un país de desarrollo medio. Este hecho fue catalo¬ 
gado como perjudicial para las actividades de cooperación de Colom¬ 
bia; pero también llevó al país a explorar sus capacidades como oferente 
de cooperación en Centroamérica y el Caribe. (Guáqueta 1995) 

Los últimos gobiernos han mejorado la estrategia de cooperación interna¬ 
cional de Colombia, “en el sentido de que el país ya no se presenta como un tí¬ 
pico actor de recepción de recursos, sino que, por el contrario, se perfila como 
un agente con experiencia y capacidad para ofrecer orientaciones en la nueva 
arquitectura de la ayuda” (Cepei 2010, 42). Con sus intervenciones en mate¬ 
ria de seguridad, implementadas con prioridad en América Central, el país 
está exportando buenas practicas, en gran parte aprendidas al ser receptor de 
ayuda (Bergamaschi, Tickner y Durán 2017). En otras palabras, el país está de¬ 
sarrollando una experticia como oferente en los sectores en los cuales ha sido 
receptor tradicional, con un cierto grado de mimetismo (Tickner 2016). En con¬ 
secuencia, la dualidad no se traduce necesariamente en tensiones o contradic¬ 
ciones, sino que con un discurso flexibilizado y adaptable. 
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El Gobierno, dependiendo del contexto y más aún del interlocutor, acomoda 
su discurso. Este también cambia según los niveles y escalas de la política in¬ 
ternacional. En Bogotá o durante la gira del presidente Santos en Europa en el 
2015, las autoridades presentan al país como receptor legítimo cuando busca 
ayuda económica para financiar el posconflicto. A la vez, su embajada en Pa¬ 
rís muestra a Colombia como un miembro potencial serio y creíble, que busca 
ingresar en el selecto grupo de países que conforman la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico, más conocida como un “club de los 
países ricos”. Desde el 2013 la Organización para la Cooperación y el Desarro¬ 
llo Económico inició la discusión del ingreso de Colombia: estableció paráme¬ 
tros que el país debe cumplir para formar parte de dicho organismo. Distintos 
ministerios y organismos como la Presidencia presentan con frecuencia infor¬ 
mes de lo que se han logrado para cumplir con dichas exigencias. Al mismo 
tiempo, pero en otros lugares —en sus relaciones bilaterales con países del Ca¬ 
ribe y en encuentros regionales—, el país se presenta como experto, modelo y 
oferente de css para el Sur Global (APC-Colombia 2015). 

Más que una debilidad, una falta de proyección o coherencia en la política 
exterior o una carencia de coordinación entre entidades diplomáticas, estas 
tendencias apuntan a la diversidad de los objetivos internacionales del Go¬ 
bierno así como a la diversificación de las modalidades de inserción del país 
en la globalización contemporánea. Este hace usos diferenciados, estratégicos 
y bastante ágiles de la cooperación internacional, combinando su faceta en el 
ámbito doméstico y en su faceta diplomática. Al final, forja una imagen múl¬ 
tiple y compleja del país en el escenario internacional. 

Se ha resaltado aquí la agencia y habilidad de las autoridades colombianas 
en el manejo de la cooperación internacional a través de la apropiación de los 
recursos y agendas de los donantes tradicionales y un uso estratégico de su 
apoyo y del diálogo. Sin embargo, no tenemos la intención de argumentar que 
el país tiene más voluntad y capacidad de cambiar por completo los términos 
de su inserción en las relaciones internacionales. El caso de la prioridad otor¬ 
gada al medio ambiente es ilustrativo de esto. El presidente Uribe trató de que 
este fuera un tema prioritario en los proyectos de cooperación implementados 
en el país; pero no fue exitoso en convencer a sus socios internacionales. Algu¬ 
nos años después, el asunto se ha vuelto un punto clave de la apc- Colombia, 
porque es de primer interés para la comunidad de donantes. Al mismo tiempo, 
a nivel multilateral y en las instancias de las Naciones Unidas, el gobierno lide¬ 
rado por Santos desempeñó un papel de primer plano en la elaboración de los 
objetivos de desarrollo. Para los gobiernos de Colombia, no se trata, entonces, 
de intentar renegociar su estatus internacional, sino de manejar la extraversión 
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(Bayart 1999) 14 , es decir, lograr los máximos beneficios y margen de maniobra 
en una relación históricamente asimétrica con EE. UU. y el Norte en general. 


Bibliografía 

Abdenur Erthal, Adriana y Joáo Esteváo Marques da Fonseca. 2013. “The North’s 
Growing Role in South-South Cooperation: keeping the foothold”. Third World 
Quarterly 34 (8): 1475-1491. 

Actúa. 2014. “Nuevo director general de APC-Colombia, Alejandro Gamboa Casti¬ 
lla”. 24 de diciembre, http://ciiactua.com/nuevo-director-general-de-apc-colom- 
bia-alejandro-gamboa-castilla 

apc-Colombia. 2014. Memorias Seminario Cooperación Triangular realizado con 
la giz. Bogotá: giz. 

-. 2014. Rendición de cuentas vigencia 2014. Bogotá: APC-Colombia. 

-. 2015. Informe de gestión 2015. Bogotá: APC-Colombia. 

-. 2015. Hoja de ruta de la cooperación internacional 2015-2018. https://www. 

cancilleria.gov.co/sites/default/files/hojaderutadelacooperacioninternacional.pdf 

Ayllón Pino, Bruno y Tahina Ojeda. 2013. La cooperación Sur-Sur y triangular en 
América Latina. Políticas afirmativas y prácticas transformadoras. Madrid: Cata¬ 
rata IUDC. 

Bayart, Jean-Frani;ois. 1999. “L’Afrique dans le monde: une histoire d extraversión”. 
Critique Internationale (5): 97-120. 

Bergamaschi, Isaline. 2015. The South and Global Governance. The Case of the oecd/ 
dac: A Failed Encounter ? (documento no publicado). 

-. 2016. “The Politics of Aid and Poverty Reduction in Africa: A Con¬ 
ceptual Framework and the Case of Malí”. En Global Cooperation Research Papers 
16. Duisburgo: Káte Hamburger Kolleg y Centre for Global Cooperation Research. 
http://sites.clas.ufl.edu/sahelresearch/files/Bergamaschi_The_Politics_of_Aid_and_ 
P0verty_Reducti0n_Mali_2016.pdf 

Bergamaschi, Isaline y Juana García. 2016. Identificación de acciones de coopera¬ 
ción internacional para etapa posconflicto (documento no publicado). 

Bergamaschi, Isaline, Arlene B. Tickner y Jimena Durán. 2017. “Going South to 
Reach the North? The Case of Colombia”. En South-South Cooperation Beyond the 
Myths: Rising Donors, New Practices?, editado por Bergamaschi Isaline, Moore 
Phoebe, Tickner B. Londres: Palgrave y Springer. 


14. La noción de extraversión ha sido utilizada para describir las formas y modalidades histó¬ 
ricas de inserción de África en el mundo. Se define como la manera por la cual las sociedades 
y los dirigentes africanos se han acomodados y han aprovechado la situación de dependencia 
política y económica del continente a través de la histórica, desde la colonización y hasta la glo- 
balización contemporánea. Jean-Fran<;ois Bayart busca ir más allá de los análisis que subrayan 
la marginalización como la dependencia pasiva de África frente al resto del mundo. 






358 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


Borda, Sandra. 2007. “La internacionalización del conflicto armado después del 11 
de Septiembre: ¿La ejecución de una estrategia diplomática hábil o la simple ocu¬ 
rrencia de lo inevitable?”. Colombia Internacional (65): 66-89. 

Borda, Sandra y Santiago Gómez. 2015. “The Internationalization of Colombia’s 
Current Peace Process: From Isolation to Containment”. En Colombia’s Political 
Economy at the Outset ofthe Twenty-First Century. From Uribe to Santos and Be- 
yond, editado por Jonathan D. Rosen and Bruce M. Bagley, 163-92. Lanham: Lex- 
ington Books. 

Castañeda, Dorly. 2014. TheEuropean Approach toPeacebuilding: Civilian Toolsfor 
Peace in Colombia and Beyond. Nueva York: Palgrave Macmillan. 

Cepei. 2010. Evaluación Conjunta de la Declaración de París, Fase 2. Colombia: ce- 
PEI. http://cepei.0rg/wp-C0ntent/upl0ads/20i5/08/eValuaci0n-C0njunta-de-la-de- 
claracion-de-paris-fase-ii.pdf 

-. 2015. La Revista de la Cooperación Internacional en Colombia. Colombia: 

Centro de Información sobre la Cooperación Internacional, América Latina y el 
Caribe, http://cepei.org/wp-content/uploads/2015/08/la_cooperacin_internacio- 
nal_en_colombia.pdf 

De Certeau, Michel. 1980. L’invention du quotidien, 1. París: Union Générale d’Éditions. 

Diakon, B. 2006. “Ladynamique de l’appropriation des techniques agricoles áLOflice 
du Niger”. Tesis de doctorado, Université de Bayreuth (Alemania). 

Durán, Jimena. 2016. Comunicación escrita. 8 de abril. 

El Nuevo Siglo. 2016. 3300 millones llegan del exterior para la paz. http://www.el- 
nuevosiglo.com. co/articulos/i-20i6-us330o-millones-llegar%C3%ADan-del-exte- 
rior-para-la-paz.html 

Esterly, William. 2013. The Tyranny ofExperts: Economists, Dictators and the For- 
gotten Rights ofthe Poor. Nueva York: Basic Books. 

Evans, Mark. 2004. Policy Transfer in GlobalPerspective. Burlington/Hants: Ashgate. 

García, Juana. 2014. “Análisis comparado de las agendas de cooperación y ayuda 
al desarrollo en Colombia: diferencias entre los modelos de Estados Unidos y la 
Unión Europea 1998-2006”. Tesis de doctorado. Universidad Complutense de Ma¬ 
drid (España). http://eprints.ucm.eS/25086/1/T35307.pdf 

-. 2015. “Cooperación internacional y posconflicto en Colombia: más allá 

de los recursos económicos”. Sextante 5: Horizontes, http://sextante.uniandes.edu. 
co/index.php/ejemplares/sextante-5/horizontes/cooperacion-internacional-y-pos- 
conflicto- en- Colombia 

-. 2017. Acuerdo de paz de La Habana y cooperación internacional para 

el desarrollo en Colombia. Revista española de desarrollo y cooperación 39:127-135. 

Guáqueta, Alexandra. 1995. “La cooperación técnica en Colombia como una herra¬ 
mienta estratégica de política exterior”. Colombia Internacional 30 (1): 3-15 

Hassenteufel, Patrick. 2008. “La mise en place du gouvernement á distance de 
l’assurance maladie”. Regards sur l’Économie Allemande 89: 27-33. 

Hirst, Mónica. 2010. “América Latina y la cooperación Sur-Sur: reflexiones concep¬ 
tuales y políticas”. En La cooperación Sur-Sur en Latinoamérica. Utopía y realidad, 
coordinado por Bruno Ayllón y Javier Surasky, 17-40. Madrid: Catarata. 




Colombia como oferente y receptor de cooperación 359 

INTERNACIONAL: APROPIACIÓN, LIDERAZGO Y DUALIDAD 

McGee, Rosemary y Ima García. 2010. “París in Bogotá: Applying the Aid Effective- 
ness Agenda in Colombia”, ids Working Paper 342:1-43. 

McKinlay, Robert D. y Richard Little. 1977. “A Foreign Policy Model of US Bilateral 
Aid Allocation”. World Politics 30 (1): 58-86. 

Mény, Yves. 1993. Les politiques du mimétisme institutionnel: la greffe et le rejet. Pa¬ 
rís: L’Harmattan. 

Mosse, David. 2005. Cultivating Development: An Ethnography of Aid Policy and 
Practice. Londres: Pluto Press 

Mosse, David y David Lewis, eds. 2005. The Aid Effect: Giving and Governing in In¬ 
ternational Development. Londres y Ann Arbor: Pluto Press. 

Nación visible. Definición y aplicación de la Ley de Garantías 2014. Mayo del 2016, 
http://www.nacionvisible.org/colombia-ley-de-garantias/ 

Nivia-Ruíz, Fernando e Ivonne Ramos Héndez. 2015. “Balance de la cooperación 
internacional al desarrollo ofrecida y recibida por Colombia: coherencia entre me¬ 
tas y logros del cuatrienio 2010-2014”. Revista Internacional de Cooperación y De¬ 
sarrollo 2 (1): 93-125. 

oecd. 2012a. Conclusions: Brainstorming Meeting on Triangular Co-operation. Lis¬ 
boa: Camoes, Instituto de Cooperación y de la Lengua, Ministerio de Negocios 
Extranjeros. 

-. 2012b. Triangular Co-Operation: Emerging Policy Messages and Interim 

Findings from Analytical Work. Londres: The Development Assistance Commit- 
tee High Level Meeting. 

-. 2013. Triangular Co-Operation: What Can We Learn from a Survey of Ac- 

tors Involved. Londres: The Development Assitance Committee High Level Meeting. 

-. 2014. “Promoviendo una mejor cooperación triangular: A dónde hemos 

llegado desde Busán y a dónde llegaremos después del 2015”. Debate en la Primera 
Reunión de Alto Nivel de la Alianza Mundial para el Desarrollo Efectivo de la 
Cooperación. La Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de Colom¬ 
bia (APC-Colombia), la Agencia de Cooperación Internacional del Japón (jica) y 
la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico, Ciudad de México. 

Olivier de Sardan, Jean-Pierre. 1995. Anthropologie et développement. Essai en so- 
cio-anthropologie du changement social. París: Karthala. 

Pérez, Aitor. 2004. La participación de la ayuda oficial al desarrollo de la Unión Eu¬ 
ropea: un estudio para Aragón. Zaragoza: Prensas Universitarias de Zaragoza. 

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud). (2014). Avances de los 
objetivos de desarrollo del milenio (odm) de 2014. Nueva York: Naciones Unidas. 

Revista Dinero. 2015. “Recursos de cooperación internacional aumentarían si Colom¬ 
bia consigue la paz”. 8 de abril, http://www.dinero.com/pais/articulo/un-acuerdo- 
paz-entre-gobierno-farc-impulsaria-cooperacion-internacional/211870 

Secretaría General Iberoamericana. 2015. Informe de cooperación Sur-Sur. http://se- 
gib.org/wp-content/uploads/INFORME-COOPERACION-SUR-SUR-2015-ESPA- 
-OL-NUEVO.pdf 

Task Team on South-South Cooperation (tt-ssc). 2011. La estrategia de cooperación 
de Colombia con la cuenca del Caribe: Estrategia Caribe, Estudio de caso. Basan, 





36o Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 

Korea: 4th High Level Forum on Aid Affectiveness. http://www.southsouthcases. 
info/pdf/laco7.pdf 

Tassara, Cario. 2013. “Cooperación para el desarrollo, relaciones internacionales y 
políticas públicas. Teorías y prácticas del diálogo euro-latinoamericano”. Revista 
de Estudios Sociales (50): 197-198. 

Tickner, Arlene B. 2007. “Intervención por invitación: claves de la política exterior 
colombiana y de sus debilidades principales”. Colombia Internacional 65: 90-111. 

-. 2016. “Associated Dependent Pólice Cooperation: Colombia and 

the United States”. En The Global Making of Policing. Postcolonial Perspectives, 
editado por Jana Hónke and Markus-Michael Müller, 96-113. Londres: Routledge. 

Tickner, Arlene B. y Mateo Morales. 2015. “Narrating Success Colombian Security 
Expertise and Foreign Policy”. En Colombia’s Political Economy at the Outset of 
the Twenty-First Century. From Uribe to Santos and Beyond, editado por Bruce M. 
Bagley y Jonathan D. Rosen. Lanham: Lexington Books. 

Xalma, Cristina y Silvia López. 2015. Informe de la cooperación Sur-Sur en Iberoamé¬ 
rica, 2015. Madrid: Secretaría General Iberoamericana. 



Autores 


Veneta Andonova es profesora asociada de la Facultad de Administración de 
la Universidad de los Andes. Obtuvo el Doctorado en Administración de la 
Universidad Pompeu Fabra. 

Rodrigo Amaya P. es candidato a doctor en Ciencia Política de la Universi¬ 
dad de los Andes. 

Juan Ricardo Aparicio es profesor asociado del Departamento de Lenguas y 
Cultura de la Universidad de los Andes. Obtuvo el Doctorado en Antropología 
de la Universidad de Carolina del Norte (Chapel Hill). 

Francisco Azuero Zúñiga es profesor asociado de la Facultad de Administra¬ 
ción de la Universidad de los Andes. Obtuvo el Doctorado en Desarrollo Eco¬ 
nómico de la Universidad de París I. 

Farid Benavides es profesor asociado de la Facultad de Derecho de la Univer¬ 
sidad de los Andes. Obtuvo el Doctorado en Ciencia Política de la Universidad 
de Massachusetts (Amherst). 

Isaline Bergamaschi es profesora del Departamento de Ciencia Política de la 
Universidad Libre de Bruselas. Fue profesora asistente del Departamento de 
Ciencia Política de la Universidad de los Andes hasta agosto del 2015. Obtuvo 
el Doctorado en Ciencia Política del Instituto de Estudios Políticos de París. 

José Luis Bernal es investigador júnior de la Fundación Ideas para la Paz. Cursó 
la Maestría en Ciencia Política de la Universidad de los Andes. 

Sebastián Bitar es profesor asociado de la Escuela de Gobierno de la Univer¬ 
sidad de los Andes y director del pregrado en Gobierno y Asuntos Públicos. 
Obtuvo el Doctorado en Relaciones Internacionales de la American Univer- 
sity (Washington D. C.). 


361 


362 


Nuevos enfoques para el estudio 

DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES DE COLOMBIA 


Sandra Borda es decana de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad 
Jorge Tadeo Lozano. Fue profesora asociada del Departamento de Ciencia Po¬ 
lítica de la Universidad de los Andes hasta el 2015. Obtuvo el Doctorado en 
Ciencia Política de la Universidad de Minnesota. 

Isabel Cavelier Adarve es codirectora de Transforma y asesora sénior en 
Mission2020. Obtuvo el LL. M. en Derecho Internacional Público en la Uni¬ 
versidad de Cambridge (Reino Unido). 

María Alejandra Encinales fue la coordinadora del Grupo Interno de Tra¬ 
bajo de Tratados del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia hasta 
julio del 2016. Cursó la Maestría en Derecho Internacional en la Universidad 
de Queen’s (Canadá). 

Juana García es profesora asistente de la Facultad de Administración de la 
Universidad de los Andes. Obtuvo el Doctorado en la Universidad Complu¬ 
tense de Madrid. 

Santiago Gómez ha sido profesor de cátedra del Departamento de Ciencia Po¬ 
lítica de la Universidad de los Andes. Obtuvo su Maestría en Estudios Inter¬ 
nacionales y cursa la Maestría en Derecho Internacional de la Universidad de 
los Andes. 

Pablo Jaramillo es profesor asociado del Departamento de Antropología de la 
Universidad de los Andes. Obtuvo el Doctorado en Antropología Social de la 
Universidad de Manchester. 

Carlos A. Manrique es profesor asociado del Departamento de Filosofía de 
la Universidad de los Andes. Obtuvo el Doctorado en Filosofía de la Univer¬ 
sidad de Chicago. 

Mateo Morales es coordinador de la revista Colombia Internacional del De¬ 
partamento de Ciencia Política de la Universidad de los Andes. Cursó la Maes¬ 
tría en Ciencia Política de la Universidad de los Andes. 

Liliana Obregón es profesora asociada de la Facultad de Derecho de la Uni¬ 
versidad de los Andes. Obtuvo el Doctorado en Derecho de la Universidad de 
Harvard. 


Autores 


363 


Manuel Rodríguez Becerra es profesor emérito de la Facultad de Adminis¬ 
tración de la Universidad de los Andes. Fue el primer ministro de Medio Am¬ 
biente de Colombia en 1994. 

Carolina Santacruz es coordinadora académica del Departamento de Ciencia 
Política de la Universidad de los Andes. Cursó la Maestría en Cooperación In¬ 
ternacional y Desarrollo en la Universitá degli Studi di Pavía en Italia. 

Arlene B. Tickner es profesora titular de la Facultad de Ciencia Política, Go¬ 
bierno y Relaciones Internacionales de la Universidad del Rosario. Fue pro¬ 
fesora titular del Departamento de Ciencia Política de la Universidad de los 
Andes hasta julio del 2016. Obtuvo su doctorado en Relaciones Internaciona¬ 
les en la Universidad de Miami. 

René Urueña es profesor asociado de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de los Andes. Obtuvo su doctorado en Derecho en la Universidad de Helsinki. 


Este libro se término de imprimir y encuadernar 
en noviembre del 2017 en Bogotá, Colombia. 

Se compuso en la fuente Minion Pro de cuerpo 10,7 puntos. 


